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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone Ramírez. 
Asimismo, se encontraban presentes el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Gabriel de la Fuente, y el Asesor Jurídico, señor Gabriel Osorio, ambos de la Secretaría General de la Presidencia.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 90ª, extraordinaria, y 91ª, ordinaria,  ambas en 12 de enero de 2016, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes


Veintidós de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los tres primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (boletín Nº 9.885-07).


2) El que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (boletín Nº 9.950-03).


3) El que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (boletín Nº 10.008-04).


Con los seis siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes materias:


1) Proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (boletín Nº 9.015-05).


2) Proyecto que modifica ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).


3) Proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (boletín Nº10.185-06).


4) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).


5) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de País Sede entre el Gobierno de la República de Chile y el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de abril de 2015 (boletín Nº 10.323-10).


6) Proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (boletín Nº 10.442-05).



Con los trece últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín Nº 9.094-12).


2) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín Nº 9.151-21).


3) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (boletín Nº 9.179-07).


4) Proyecto de ley que regula la actividad apícola (boletines Nos 9.479-01 y 10.144-01, refundidos).


5) Proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).


6) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (boletín Nº 9.640-15).


7) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el Derecho Internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín Nº 9.773-07).


8) Proyecto que modifica la Ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica (boletín Nº 9.890-08).



9) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste” (boletín Nº 9.897-10).


10) Proyecto que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (boletín Nº 9.924-07).


11) Proyecto de ley que tipifica el delito de maltrato de adultos mayores cometido por personas que se encuentren a cargo de su cuidado (boletín  Nº 10.049-18).


12) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley Nº  18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín Nº 10.125-15).


13) Proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (boletín Nº 10.161-08).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que establece un nuevo sistema de transmisión eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional (boletín Nº 10.240-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.


Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Responde solicitud de información, efectuada en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, respecto del proyecto denominado “Construcción del tercer dique en el Astillero Asmar-Talcahuano”.



De la señora Ministra de Minería:



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Chahuán, relativa al problema que afecta a pequeños mineros de la comuna de Petorca como consecuencia del cierre de la Compañía Minera Can Can.


Del señor Subsecretario de Hacienda:



Contesta acuerdo del Senado, relativo a la posibilidad de establecer por ley un estatuto de ciudades puerto y la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones portuarias.


Del señor Alcalde de Talcahuano:



Da respuesta a consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la construcción del gimnasio del Liceo A-21.


Del señor Contralor General de la República:



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, copia del informe emanado de la Unidad de Control Externo del año 2015, relativo a las compras de “días cama”, realizadas por el Hospital Clínico Regional Guillermo Grant Benavente durante el año 2013.


Del señor Director Nacional Instituto de Previsión Social:



Atiende solicitudes de información, efectuadas en nombre del Senador señor García, acerca de los siguientes asuntos:



-Razones por las cuales el pensionado que indica no ha sido beneficiado con la rebaja de su cotización de salud, establecida en la ley Nº 20.531.


-Motivos por los cuales le fue denegado el pago del denominado “bono por hijo” a una persona que cumpliría con los requisitos legales para su obtención.


De la Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles:



Atiende preocupación, expresada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la situación de inestabilidad laboral que afecta a auxiliares de párvulos de la comuna de La Unión, dependientes del Departamento de Administración de Educación Municipal de dicho municipio.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, mediante la introducción de modificaciones al Código del Trabajo (boletín Nº 9.835-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto que introduce diversas modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, y a la ley Nº 20.657 (boletín Nº 10.190-21) (Véase en los Anexos, documento 4).



Dos de la Comisión de Agricultura, recaídos en los siguientes proyectos de ley:



-El que regula el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas (boletín Nº 10.030-01) (Véase en los Anexos, documento 5).


-El que modifica la Ley de Bosques para establecer la obligación de elaborar planes de prevención y combate de incendios forestales a los dueños de predios con aptitud forestal (boletín Nº 9.810-01) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla. 

Mociones



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el 31 de enero de cada año para la comuna de Quintero en conmemoración del Cristo Sumergido (boletín Nº 10.529-06) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores Chahuán y De Urresti, con la que inician un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la comuna de Quintero en homenaje al Cristo Sumergido (boletín Nº 10.530-04) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



De los Senadores señores Chahuán y Horvath, con la que dan comienzo a un proyecto de acuerdo que modifica el artículo 27 del Reglamento del Senado para crear la Comisión de Cultura y Artes (boletín Nº S 1.856-09) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


De los Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Horvath, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pizarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker (don Patricio), mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere la incorporación del tratamiento de los trastornos alimenticios en el Plan de Garantías Explícitas (GES) y que el Ministerio de Salud realice un estudio de las personas que los padecen (boletín Nº S 1.855-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitudes de permisos constitucionales



Del Senador señor Chahuán, para ausentarse del país a contar del día 24 de enero próximo.



Del Senador señor Walker (don Patricio), para salir del territorio nacional a contar del día 29 de enero de 2016.



--Se accede a lo solicitado.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, unas sesiones atrás se dio cuenta de un proyecto de acuerdo referido a los concejales. 



Sería bueno que lo votáramos de inmediato.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Varios Comités han solicitado lo mismo.



Si le parece a la Sala, lo pondremos en votación ahora.



Acordado.

NORMA INTERPRETATIVA DE ARTÍCULO 92 BIS DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Coloma, Chahuán, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.850-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 89ª, en 6 de enero de 2016.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto que interprete el artículo 92 bis de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, lo daremos por aprobado.



--Se aprueba, por unanimidad, el proyecto de acuerdo.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordarles a las señoras y los señores Senadores que en la tabla de hoy figuran dos proyectos de ley que forman parte de la Agenda de Probidad y Transparencia: el que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y el que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado.



Ojalá que Sus Señorías permanezcan en la Sala, porque las normas de dichas iniciativas son de rango orgánico constitucional.



Les pido, por favor, que avisen a los miembros de sus bancadas porque, tal como está acordado y corresponde reglamentariamente, vamos a proceder a votar las normas que quedaron pendientes.

V. ORDEN DEL DÍA
MODERNIZACIÓN Y FORTALECIMIENTO DE CARÁCTER PÚBLICO Y DEMOCRÁTICO DE PARTIDOS POLÍTICOS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continuamos el tratamiento del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización, con primer informe de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.154-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 84ª, en 22 de diciembre de 2015 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 93ª, en 19 de enero de 2016.


Discusión:



Sesión 94ª, en 19 de enero de 2016 (queda aplazada la votación  en particular).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la sesión de ayer se solicitó el aplazamiento de la votación de las normas que quedaban por resolver (indicaciones, peticiones de votación separada y algunas enmiendas).



Sus Señorías deben dirigirse al numeral 24, que pasó a ser 23, del artículo 1º del proyecto (página 51 del boletín comparado). Ahí se propone remplazar el artículo 24 de la ley. 



Cabe recordar que en el primer inciso de esta norma la Senadora Allende presentó una indicación, que no alcanzó los votos suficientes para ser aprobada. Lo mismo sucedió con la modificación sugerida por la Comisión Especial.



De consiguiente, corresponde votar el texto que acordó la Cámara de Diputados, que dice: “El Órgano Ejecutivo será elegido por la totalidad de los afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral.”.



El resto del artículo 24 ya está aprobado. Solo hay que pronunciarse sobre el inciso primero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, abriremos la votación.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra, señor Presidente, antes de votar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sobre esta materia se dio un debate extenso en la sesión anterior y se produjeron desencuentros.



Respecto de la indicación sobre este inciso, me abstuve ayer, porque, como manifesté cuando fundamenté mi voto, en el evento de que no sean los afiliados quienes elijan en forma directa (un militante, un voto) a la directiva, sino otro organismo, no está asegurado que este último haya sido elegido de modo directo. 



En tal caso, puede darse un escenario que contradiga el sentido de este proyecto: democratizar las instituciones.



En lo personal, me parece razonable que un partido adopte un sistema distinto en este ámbito, basado en tradiciones o en distintas funciones.



Si les parece, con el fin de zanjar la situación, sugiero adecuar el inciso para que se entienda lo que he señalado: cuando no haya elección del tipo “un militante, un voto” para elegir la directiva, sino que lo resuelve un órgano intermedio colegiado -como se llame: Consejo General, Junta Nacional, etcétera-, se exija que este organismo sí sea elegido por los afiliados en forma directa. Ahí se estaría cumpliendo el objetivo de la democratización. 



De lo contrario, no sabremos cómo se elige ese organismo intermedio. Y si lo dejamos en manos de los estatutos, podemos entrar en una situación completamente forzada. 



Reitero el planteamiento: si incluimos una redacción que garantice que el órgano intermedio colegiado va a ser elegido por votación directa, es posible resolver esta disyuntiva, por cuanto ahí se cumpliría el propósito de democratizar las elecciones de las personas encargadas de dirigir un partido. 



Pero si la norma queda igual, es muy difícil aceptarla, porque implica que el órgano intermedio puede ser electo de cualquier forma.



Hago esta sugerencia en el ánimo de tratar de encontrar una solución.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Ministro señor Eyzaguirre me ha pedido que recabe la unanimidad del Senado para que ingresen a la Sala sus asesores señores Gabriel de la Fuente y Gabriel Osorio.



¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Consulto si es posible lograr un acuerdo en torno a lo que propuso el Senador señor Larraín: mantener el texto de la Cámara de Diputados -similar a la indicación presentada ayer por Senadores socialistas-, pero estableciendo que los órganos intermedios colegiados sean elegidos por voto directo de los militantes.



¿Habría unanimidad para incorporar una redacción en esos términos?

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el tema es más complejo. 



Ayer hablamos sobre la forma de elegir a la directiva nacional de un partido. Y hay distintas maneras de hacerlo. De eso trató la discusión que sostuvimos ayer largamente, con distintas intensidades.



Una cosa es el modo como se elige una directiva, que puede ser a través de un órgano intermedio colegiado elegido democráticamente, y otra es la composición de esta entidad.



Como usted sabe, señor Presidente, nosotros contamos con una Junta Nacional -lo expliqué ayer- integrada por quinientos y tantos miembros. De estos, los delegados son elegidos directamente; otros la componen por derecho propio (por ejemplo, los presidentes de las organizaciones comunales), y nuestros Diputados y Senadores la conforman por haber sido elegidos popularmente y tener representatividad, lo cual es importante para el partido.



Todos ellos forman parte de ese cuerpo colegiado.



En consecuencia, no podemos estar de acuerdo con una propuesta que establezca que el organismo intermedio colegiado será elegido solo en votación directa. 



En todo caso, lo que he dicho no es un problema para cumplir el objetivo de la norma en análisis, ya que la elección de la Mesa Nacional de nuestro partido no la hace el cuerpo intermedio (la Junta Nacional), sino los militantes, quienes votan directamente por sus autoridades en los tres niveles.



En definitiva, no podemos compartir la propuesta señalada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Varios señores Senadores han manifestado que no darán el acuerdo para modificar la redacción del texto aprobado por la Cámara de Diputados.



Si les parece, podemos pasar a la siguiente norma, mientras conversan en busca de una salida. ¿O hacemos la votación?

El señor MONTES.- ¡Votemos!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes, ofrezco la palabra al Ministro señor Eyzaguirre.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, deseo clarificar qué se va a votar.



La disposición que viene de la Cámara Baja establece que todos los integrantes del órgano intermedio colegiado son elegidos democráticamente. 



Eso es lo que se va a someter a votación.



Por lo tanto, para ser completamente honestos y transparentes -no cabe otra cosa-, después tendremos que introducir literatura adicional para aquellos partidos que contemplan en sus cuerpos intermedios integrantes no elegidos bajo el principio “un militante, un voto”.



Pero el texto de la Cámara de Diputados señala que los órganos intermedios se eligen democráticamente, se conforman por personas que han ganado su elección.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le pido al señor Secretario que precise exactamente lo que vamos a votar, porque parece que hay una diferencia con la interpretación del señor Ministro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se votará el inciso primero del artículo 24 propuesto por la Cámara de Diputados (página 51 del comparado). 



La texto dice: “El Órgano Ejecutivo será elegido por la totalidad de los afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Secretario.



Estamos de acuerdo en que vamos a votar la redacción de la Cámara Baja, que acaba de ser leída.

El señor LARRAÍN.- ¿No iba a quedar pendiente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo propuse, pero no hubo unanimidad en la Sala.



En votación el inciso primero del artículo 24 del texto aprobado por la Cámara de Diputados



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene  la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, ¿por qué estamos en este debate? Porque siempre se planteó que uno de los objetivos principales del proyecto era modificar sustancialmente la vida de los partidos políticos mediante el establecimiento de principios democráticos, de participación, de transparencia.



Ayer quedó claro, con la intervención particularmente de las bancadas de enfrente, que esto afectaba la tradición, la historia y la manera de ser de los partidos.



O sea, aquí aparece una gran contradicción: queremos cambiar toda la institucionalidad, pero menos la de los Partidos Socialista y Comunista.



Eso es lo que verdaderamente se define en el texto. Se cambia toda la institucionalidad del país, menos la de los partidos.



Por ello, no se logró quórum para que las directivas nacionales de los partidos -el órgano ejecutivo- fueran elegidas con lo que siempre se prometió: el principio de “un militante, un voto”.



Y ahora estamos frente a una norma de la Cámara de Diputados que establece opciones: se elige por votación directa o por el órgano intermedio colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido.



En tal sentido, el planteamiento del Senador Larraín tiene cierta lógica, porque si uno va a la norma del organismo intermedio colegiado, que corresponde al nuevo artículo 26 de la ley vigente (página 54 del comparado), esta dispone que “Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido.”. No habla de votación directa. Es decir, podría haber un sistema absolutamente distinto.



Por ende, para resolver aquello, si hay una opción para el órgano ejecutivo, también debiera existir una para el órgano intermedio colegiado.



Así, cada partido, de acuerdo con sus estatutos, elige el mecanismo que utilizará. Pero, tal como está la norma del órgano intermedio colegiado, en los estatutos los partidos pueden establecer el sistema que estimen pertinente.



La propuesta y el anhelo siempre ha sido el principio de “un militante, un voto”. Pero ahora, porque hay que respetar la institucionalidad de los partidos, no se puede aplicar. Por tanto, me parece bien que existan opciones para el órgano ejecutivo y para el órgano intermedio colegiado.



De esa manera, los partidos pueden resolver en sus estatutos en una u otra dirección cómo pueden estructurar verdaderamente sus órganos nacionales tanto ejecutivo como intermedio colegiado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Eyzaguirre.

La señora ALLENDE.- Perdón, señor Presidente, pero encuentro que el desarrollo de la discusión está confuso.



Propongo que suspendamos la sesión por un momento para celebrar una reunión de Comités.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos en votación, señora Senadora.



El señor Ministro tiene la palabra por dos minutos.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Es solo para clarificar.



Este punto hay que entenderlo unido a los incisos anteriores.



Efectivamente, el texto de la Cámara de Diputados dice que el órgano ejecutivo puede también ser elegido por este órgano intermedio colegiado.



Pero antes, en el 23 bis, se dispone que todos los órganos intermedios colegiados son elegidos democráticamente.



Por tanto, si se hace una composición con los dos, observamos que tanto el ente intermedio como el superior son elegidos democráticamente por el principio de “una persona, un voto”.



La interrogante es si esa elección es directa o indirecta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, sé que estamos en votación y que es muy difícil acoger mi petición anterior.



Pero por su importancia, de verdad, solicito que se recabe la unanimidad de la Sala para suspender la votación -sé que no es algo normal-, a fin de efectuar una reunión de Comités.



¡Necesitamos clarificarnos! Porque no podemos votar por algo que provoca confusión en su interpretación, que tiene un efecto importante. Si queremos una mejor legislación, ella requiere claridad.



Por ello, si existe unanimidad, suspendamos un momento el debate y reunámonos para constatar que estamos entendiendo lo mismo y queremos votar lo mismo, buscando la mejor salida.

El señor COLOMA.- Estoy de acuerdo.

El señor MOREIRA.- Sí, sería conveniente.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, sé que es algo muy especial.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ustedes comprenderán que es una situación muy excepcional. Se necesita unanimidad para suspender la votación y citar a reunión de Comités.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Convoco a reunión de Comités.



Se suspende la sesión.

)---------------(



--Se suspendió a las 16:39.



--Se reanudó a las 17:7.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



Señoras y señores Senadores, los Comités acordaron que vamos a seguir la discusión en torno a otros artículos del proyecto de ley que estamos analizando.



Por otra parte, se va a redactar una indicación al artículo 26. Una vez que esté lista, se pondrá en votación el artículo 24 y después, el artículo 26, incluyendo lo especificado en la indicación respectiva.

)---------(

El señor QUINTANA.- Pido la palabra para una cuestión de Reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la Comisión de Educación y Cultura, por la unanimidad de sus integrantes, acordó solicitar autorización de la Sala para discutir en general y en particular a la vez el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación y otras disposiciones (boletín N° 10.457-04).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, pasamos a la página 77 del boletín comparado.



En la tercera columna aparece el numeral 37, que recoge la propuesta de la Comisión Especial. Hay una indicación del Senador señor Guillier para eliminar en ese numeral la frase “Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.



La Comisión Especial, mediante el numeral 37, sustituye la locución “como partido” por el siguiente texto: “como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”. Esa parte final es la que propone suprimir la indicación del Senador señor Guillier.



En el fondo, se busca rechazar la modificación propuesta por la Comisión Especial.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pregunto al Senador señor Guillier si mantiene la petición de que se vote su indicación.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, uno de los temas que ha cruzado el debate ha sido la relación con los partidos nuevos o emergentes.



En general, con estas disposiciones al final estamos poniendo más dificultades a la supervivencia de ellos que las que había en las leyes originales.



Yo supuse -así lo entendí desde un comienzo- que íbamos a trabajar una legislación que permitiera la proliferación de partidos políticos y una mayor competencia. Y, en los hechos, se van poniendo crecientes dificultades.



En primer lugar, la distribución de los fondos públicos claramente discrimina a los partidos pequeños en términos del acceso y la participación.



Y en segundo lugar, no se les da tiempo para la maduración de sus proyectos políticos. Estos en ninguna parte duran uno, dos o tres años. Aquí un partido nuevo se va a formar y, a la primera elección, si no sacó los cuatro diputados, vamos suprimiendo.



Entonces, hay que permitir cierto grado de flexibilidad.



Por lo tanto, solicito que se sea más flexible para permitirles a los partidos nuevos un tiempo de maduración de sus proyectos y de supervivencia.



En tal sentido se orienta la indicación que he presentado, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo acordado, se abrirá la votación.



En votación la indicación del Senador señor Guillier.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solo quiero manifestar que me parece bien lo hecho por la Comisión (recordemos que obtuvo una votación transversal: 4 votos a favor y una abstención), que concuerda con el objetivo del resto del articulado -a uno podrá gustarle o no, pero lo importante es que sea coherente-: facilitar la formación y mantención de un partido político.



El Senador Guillier -por su intermedio, señor Presidente- comete inadvertidamente un error. Porque recordemos que antiguamente se requería la elección de cuatro parlamentarios para la subsistencia de un partido. Y ahora se precisan dos. Es un cambio sustancial. Además, se rebaja el número de personas afiliadas para ingresar al sistema, lo que resulta primordial.



Lo único que se establece en el numeral 37 es que si un partido cae en alguna causal de disolución no puede unirse con otro, que generalmente se halla en la misma situación, y hacer como si nada hubiera pasado.



Eso no corresponde.



La Comisión hace bien en dar las facilidades, por un lado, pero también debe aplicar los correctivos. Porque todos estábamos de acuerdo en que el multipartidismo, en esencia, no es un bien a buscar. Lo que se ha de hacer es mejorar la participación.



Y como aquí hay -y es muy importante consignarlo- recursos públicos involucrados, podría ocurrir que alguien que se ha organizado para formar un partido y que cae en causal de disolución se reúna con otro que se halla en la misma condición y de esa manera mantienen indefinidamente el aporte público.



Y no es la idea.



El objetivo es justamente colaborar y favorecer la manifestación ciudadana en la medida en que representen a un sector. Por esto se habla de democracia representativa. Si no representan al momento de las votaciones, obviamente, mucha de esa legitimidad de origen se pierde en el ejercicio.



Entonces, me parece que lo realizado por la Comisión está correcto. Porque esa es la manera de establecer un contrapeso adecuado a una serie de facultades o normas nuevas que facilitan la creación y mantención de partidos. Pero también se pone atajo cuando estos caen en alguna causal de disolución y buscan la manera de fusionarse con otra colectividad que puede estar en condiciones equivalentes con la finalidad que señalé.



Ello lo hemos visto a nivel mundial.



Uno podrá discutir esta materia, como el resto de las cosas.



Pero cuando leí el texto aprobado por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, me pareció apropiado, pues apunta en una buena dirección.



Yo por lo menos soy partidario de apoyar a los cuatro Senadores que votaron a favor de esta norma en la referida Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que estamos votando la indicación del Senador señor Guillier.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que tendremos que hablar con mucha franqueza y decir que con esta normativa no estamos facilitando la participación, la mayor integración; que haya más democracia, mayor pluralismo, más diversidad.



Porque se plantea una legislación que tiende a normar, transparentar, flexibilizar la participación política. ¡Y lo único que hacemos es ponerle escollos!



Me parece absolutamente inconstitucional prohibir a dos entidades de la sociedad civil fusionarse. Porque las causales de disolución no dicen relación con graves delitos. Son todas cuestiones de carácter administrativo: por ejemplo, si disminuye el número de militantes.



Dos partidos afines no pueden fusionarse para alcanzar sus objetivos.



¡Esa es una limitante inconstitucional!



Es más, muchos partidos debieran fusionarse.



¡Ojo!: para aquellos que alegan contra el multipartidismo, estamos impidiendo que se achiquen los partidos y que se puedan fusionar.



Los van a obligar a volver a inscribirse.



O sea, se trata de una medida contradictoria con el objetivo de quienes la plantearon: “frenar el multipartidismo”.



Creo que la norma propuesta es inconstitucional.



Yo hago reserva de constitucionalidad, pues eso ya está claro.



De repente, los liberales detestan el Estado cuando se mete a regular la sociedad civil. Pero acá pretenden establecer cómo se harán las elecciones internas; decidir si los partidos se pueden fusionar o no, en fin.



Algunos defienden a las empresas y no quieren regulación. Desean que estas se fusionen, en fin.



Pero cuando se trata de la política, ¡prohibición de fusión!



Por lo tanto, creo que esta es de las medidas que harán que este proyecto, contradictorio, lleno de vacíos, no funcione o termine siendo una mala ley.



Prohibir la fusión de dos partidos políticos que incurran en una causal de disolución estaría bien si se ha cometido una falta grave. En ese caso, no se podría impedir tal prohibición.



Pero si se trata de una falta administrativa, de las muchas que se mencionan acá, no se le puede prohibir a un partido fusionarse a otra colectividad con la que tenga amplias coincidencias ideológicas. No digo fusionar acá a la Izquierda y la Derecha, sino a dos entidades con la misma causa común y que enfrentan la disolución por una cuestión administrativa.



Me parece que en tal caso ello sí es factible.



En mi opinión, se trata de una restricción injusta, discriminatoria y, por cierto, inconstitucional.



Yo quiero hacer la prevención, señor Presidente.



Porque aquí se pretende impedir que haya partidos pequeños o movimientos sociales.



Ciertamente, terminada una elección puede que esos pequeños partidos o movimientos sociales no hayan logrado cuatro Diputados en dos regiones distintas, sino, por ejemplo, tres en una región (y no cuatro Diputados en dos regiones diferentes).



En tal caso, se deben disolver. Y si hay otro partido al que le pasó lo mismo, no se pueden fusionar, aunque tengan coincidencias ideológicas.



Podemos caer en lo ilógico de que partidos que hayan logrado seis Diputados se declaren en disolución, que no les sea factible fusionarse y se tornen en ilegales.



Yo quiero hacer una advertencia en el sentido de que estos cuidados respecto de la llamada “regulación para frenar el multipartidismo” están cayendo en discriminación e injusticia.



Creo perfectamente posible que, en casos especialísimos (por ejemplo, una causa grave), a un partido se le inhiba de fusionarse. Pero tratándose de un conjunto de medidas que se hallan entre las causas de disolución, sí es factible la fusión, sobre todo si hemos establecido una norma en el sentido de que los partidos deben elegir a lo menos cuatro parlamentarios en dos regiones distintas.



O sea, si un partido elige tres Diputados en una región y otro tres en una diferente (seis Diputados electos), van a ser declarados ilegales y ni siquiera se podrán fusionar.



Eso, señor Presidente, no tiene sentido.



Voy a votar en contra de la norma como viene propuesta. Y hago reserva de constitucionalidad, pues creo que aquí se altera la posibilidad de participación de manera arbitraria y discrecional al impedir la fusión de dos partidos que desean hacerlo, por haber entrado en una causal de disolución. Ella se da siempre después de las elecciones, en particular respecto del cumplimiento de los requisitos que señalé.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



Voto a favor de la indicación del Senador Guillier.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, habitualmente coincido con el Senador Guillier, porque plantea cuestiones que tienen lógica en materias de todo orden, incluyendo la política.



Él es independiente; no forma parte de un partido.



Pero Su Señoría presentó ahora una indicación que yo no comparto.



Porque -según entiendo- estamos haciendo un gran esfuerzo para que la gente participe más en democracia, para que no sienta que los partidos políticos son grupos de personas que utilizan el sistema democrático para beneficio propio.



El ciudadano de la calle no se inscribe, pues no tiene ninguna opción de participar e influir en los cambios que se llevan a cabo en nuestro país.



Pero, además, agregamos algo que me parece muy importante: por primera vez estamos financiando (no las campañas, que ya lo están) el funcionamiento de los partidos con recursos del Estado, de todos los chilenos.



Entonces, tenemos derecho a exigir que haya más transparencia; que el SERVEL vigile todo esto; que el funcionamiento del partido sea transparente a tal punto que atraiga la participación de otras personas.



Yo no veo cómo a partidos que han incurrido en causales de disolución, por infracciones graves o no tan graves, se les pueda permitir unirse a otros que se hallan en similares condiciones, en una especie de salvataje, de blanqueo para que no desaparezcan.



Por el contrario, creo que aquellos que caigan en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley deben desaparecer justamente para que el resto de los partidos y el sistema no se contagien con lo que tenemos hoy día: la muy mala impresión de la gente respecto de la política.



No voy a dar a conocer las expresiones del Senador Navarro sobre el Tribunal Constitucional, al que dice que va a recurrir ahora. Porque yo leí en la prensa que él planteaba que el referido Tribunal era un organismo espurio, antidemocrático y que entorpecía la voluntad popular existente aquí, en el Senado.



Entonces, yo no sé si Su Señoría cambió de opinión o, a lo mejor, la nueva integración del Tribunal Constitucional le puede agradar ahora.



Me alegra que el señor Senador utilice los mecanismos que establece la Constitución, que todos juramos respetar, y recurra al mencionado Tribunal, como lo puede hacer cualquier otro Senador.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que hay varias votaciones por realizar.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, a mi juicio, la indicación presentada por el Senador Guillier es positiva. Y, por supuesto, la voy a apoyar.



Dentro de las causales de disolución de los partidos políticos, algunas tienen que ver derechamente con irregularidades, con eventuales delitos.



Pero hay otras que son de carácter administrativo.



Por ejemplo -y reitero un argumento que di ayer-, un partido con vocación regional y municipal puede sacar el 7 u 8 por ciento de los votos en las elecciones municipales del 2016 y obtener el 4,99 por ciento de los sufragios en la elección parlamentaria del 2017.



Si no consigue cuatro parlamentarios en dos regiones distintas, quedará disuelto.



Entonces, ¿por qué vamos a impedir la libertad que tiene una agrupación política, que es voluntaria?



Yo lo entiendo así: uno está en política por voluntariedad, por convicción, por vocación.



¿Por qué no vamos a permitir que un partido se asocie con otro, que se fusione para mantenerse?



De hecho, en el pasado ha ocurrido así con algunas colectividades que hoy día se hallan vigentes.



Creo que esas son cuestiones que el electorado debe determinar en las urnas. No puede administrativamente impedirse a un partido político tomar ese tipo de decisiones.



Pienso que uno de los errores sustantivos de la ley en proyecto es que no hace el punto -y debería haber sido motivo de una reflexión mucho más profunda- en cuanto a que hay partidos con vocación regional; que algunos tienen vocación municipal, y otros, parlamentaria. 



Además, a muchos Senadores nos gustaría avanzar hacia un sistema distinto al presidencial.



Hay partidos con distintos horizontes y metas políticas; incluso algunos poseen esquemas de funcionamiento diferentes.



Ayer decíamos: “Un militante, un voto”.



Eso es lo que a mí me gusta; me parece que es lo más democrático.



Pero por qué voy a tildar de poco democrático a los partidos que han decidido, de modo autónomo, darse una forma de conducción distinta.



Yo no comparto aquello; no podría estar en un partido si fuera así. Pero, a lo mejor, hay gente a la que le gusta eso.



Entonces, parte de la libertad que debemos entregar a las personas es que puedan afiliarse también a partidos políticos que exhiban objetivos distintos, miradas diferentes, que posean otro tipo de vocación.



Por esa razón, voy a apoyar la indicación del Senador Guillier.



Creo que sería muy positivo que la Sala le diera un apoyo contundente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación (29 votos en contra, 5 a favor y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa la señora Lily Pérez y los señores Araya, Guillier, Horvath y Navarro.



Se abstuvo el señor Ossandón.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, con la misma votación, pero a la inversa, se dará por aprobada la norma propuesta por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, que complementa el texto despachado por la Cámara de Diputados.



--Queda aprobado el artículo 37 propuesto por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, en los términos señalados por el señor Presidente (29 votos a favor, 5 en contra y una abstención).

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en la página 81 del boletín comparado viene una enmienda de la Comisión Especial a la norma aprobada por la Cámara de Diputados.



Además, el Senador señor Guillier presentó una indicación.



Voy a explicar la situación.



El texto de la referida indicación, para no leerlo, es exactamente igual al de la ley vigente.



De consiguiente, no corresponde votar la indicación propiamente tal, sino la norma aprobada por la Cámara de Diputados, con la enmienda introducida por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia. Ello, porque mal podría aprobarse un texto legal que ya está en vigor.



Lo que el Senador Guillier pretende en el fondo es que se rechace la norma propuesta para que quede el texto de la ley vigente, que se halla en la primera columna de la página 81 del boletín comparado.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, pondremos en votación la norma aprobada por la Cámara de Diputados, con la modificación introducida por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Debo hacer presente que para aprobarla se requiere quorum especial.



Quienes votan que sí aprueban el texto de la Comisión Especial, que complementa lo que despachó la Cámara de Diputados.



En votación el literal ii propuesto por la Cámara de Diputados, con la enmienda introducida por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que cometemos un grave error nuevamente por la premura, por algún interés legítimo, pero que termina afectando al conjunto del interés general de despachar un buen proyecto.



Se establece que los partidos políticos se disolverán por no alcanzar en la región en que están legalmente constituidos el 2,5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última de elección de Diputados.



Aquí hay elecciones de Diputados y de Senadores.



Ya pasó en materia de financiamiento, en que la norma se remitió -por un interés- solo a los votos obtenidos en la elección de Diputados.



Lo dije anteriormente: en este conglomerado al que pertenezco, la Nueva Mayoría, el MAS obtuvo dos cupos.



Ahora se exigen cuatro Diputados electos.



Nosotros -reitero- logramos dos. Claramente, jamás lograríamos cuatro parlamentarios electos, ni tampoco el 5 por ciento.



No me parece adecuado, pues, circunscribir la norma solo a los votos de los Diputados. Porque hay regiones en las que los partidos van a tener Senadores, pero puede que no elijan Diputados. Y estos tienen representación parlamentaria.



¡Estamos estableciendo una ley para la conformación del Congreso Nacional! El Parlamento es un órgano del Estado (uno de los tres Poderes del Estado).



Entonces, no considero correcto que sean únicamente Diputados.



Eso no solo minimiza la facultad del Senado, sino que ignora una realidad concreta: hay un Parlamento bicameral.



¡Yo quiero un Congreso unicameral!



En la nueva Constitución discutiremos aquello. Así son los Congresos modernos: una sola Cámara. Y no esta dualidad que se arrastra desde la Colonia, que es parte de nuestra tradición oligárquica o agraria (para que los señores pudieran hacer las cosechas). En particular, la llamada “Cámara revisora”, que teóricamente se estableció para analizar las cosas con más calma (hoy vemos los proyectos tanto o más apresuradamente que la Cámara de Diputados).



No considero justo hablar del 2,5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de Diputados.



Eso puede traer como consecuencia que partidos que tengan Senadores y que superen esa votación queden afectados.



Es el punto que quiero hacer, señor Presidente.



No veo por qué se insiste en mantener la norma remitida solo a los Diputados.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



Voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo del planteamiento formulado por el Senador Navarro, para que no quede la sensación de que aquí hay una arbitrariedad.



Esto ha sido siempre igual respecto de los Diputados por una razón: porque es la única elección nacional de todos los cargos que se lleva a cabo cada cuatro años.



Los Senadores duran ocho años. De modo que no es factible calcular qué pasa en el período intermedio.



El MAS -pongo el ejemplo- puede tener una gran votación cuando el Senador Navarro va como candidato. Pero a los cuatro años siguientes, cuando él no es candidato, dicho partido no saca ni un voto. ¿O no es así?



Entonces, lo lógico es que haya una constante.



Este principio se ha mantenido siempre, no solo ahora. Y tiene una explicación: es la única elección política de carácter nacional que se realiza cada cuatro años.



No hay otra fórmula de definirlo. Habría que hacer una mezcla de proporciones en función de lo que ocurre cada ocho años.



Por eso, me parece que lo realizado por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia es correcto. Solo es posible la referencia a los Diputados, pues -reitero- es la única elección que se efectúa simultáneamente en nuestro país cada cuatro años. No hay otra.



Mientras las cosas sean así, hay que acoger lo que bien planteó el referido órgano técnico y votar a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el literal ii propuesto por la Cámara de Diputados, con la enmienda introducida por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia (28 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Araya, Guillier y Navarro.



Se abstuvieron la señora Lily Pérez y el señor Ossandón.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ocuparse en una indicación de los Senadores señora Lily Pérez y señores Horvath, Navarro y Guillier para agregar en la ley un Título X, nuevo, del siguiente tenor:

“Título X

“De los Movimientos Políticos



“Artículo 65. Solo los partidos políticos que hubieren sido declarados disueltos por los números 2° y 4° del artículo 42, podrán optar a tener la calidad de movimiento político, para el solo efecto de mantener el nombre completo, la sigla, el símbolo, el lema y dar a conocer la doctrina.



“Para acogerse a lo señalado en el inciso precedente, será el órgano que designen los estatutos o en su defecto si éstos nada señalaren el órgano ejecutivo, quien deberá hacer la respectiva solicitud ante el Director del Servicio Electoral.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Se mantiene la indicación, Senador señor Guillier?

El señor GUILLIER.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se mantiene.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata de un texto nuevo que se incorpora a la ley. Por consiguiente, no se está modificando nada de lo que dice el proyecto.



La norma propuesta es de rango orgánico constitucional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación la indicación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, esta indicación la redactó el Honorable señor Horvath, quien en este minuto debió ausentarse.



Su Señoría me pidió dar a conocer las razones de su presentación y fundamentar el texto sugerido.



Según me expresó el Senador Horvath, la norma propuesta permite (y a mí me pareció razonable) que si un partido político no prospera en una región quede en calidad de movimiento (a sabiendas de que se trata de una situación de facto, de que no hay organización ni reconocimiento del Estado) y no pierda su nombre, su logotipo, su isotipo; en definitiva, su carácter de -valga la redundancia- movimiento.



Eso plantea mi Honorable colega a través de esta indicación. Tal es el objetivo que se persigue.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Yo entiendo el sentido de la indicación, señor Presidente, y considero legítimo plantear la idea de mantener el nombre, la sigla, el símbolo, etcétera. 



Lo único complicado es que en la Ley de Partidos Políticos no se prevé la existencia de movimientos políticos.



Entonces, darle existencia legal al concepto “movimiento político” sin que medie regulación puede llevar a complicaciones adicionales.



Yo sugiero, señor Presidente, para no tener que rechazar la indicación, retirarla.



Porque, si no se cumplen los requisitos establecidos en los números 2° y 4° del artículo 42 (es decir, si no se logran las votaciones exigidas), en la práctica se va a registrar esta situación: los militantes del partido político disuelto o sus adherentes podrán, sin que exista regulación alguna, seguir utilizando los referidos elementos, pues se trata de una asociación de hecho.



En consecuencia, la creación del concepto “movimiento político” sin que haya regulación podría provocar problemas prácticos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, si analizamos lo que sucede en las democracias modernas, podemos observar que los partidos políticos no son la única forma de expresión ciudadana.



Por el contrario, la experiencia que vemos en España y en otros países habla de que están surgiendo formas diferentes de organización, las que, por lo demás, no siempre tienen vocación de acceso a cuotas de poder en el Parlamento o en el Gobierno, sino que levantan temas, demandas, reivindicaciones, y quieren tener algún grado de existencia formal al objeto de dar consistencia y duración a sus planteamientos.



La política moderna no es privilegio ni monopolio de las colectividades partidarias.



Por lo tanto, sería interesante, e inédito en nuestra legislación, abrirse y anticiparse a lo que viene de todas maneras: la emergencia de una sociedad civil que no siempre empatiza con los partidos políticos; que no siempre está dispuesta a entregar su adhesión total e incondicional a una organización; que se siente convocada por nuevas sensibilidades, por nuevos temas, por nuevos puntos de vista, y que busca ampliar el espectro de la expresión ciudadana.



La ciudadanía organizada está constituyendo en muchos países del mundo el motor de la historia.



Tengamos presente solo el caso de Chile: ninguna de las reformas que nos encontramos discutiendo en el Congreso Nacional ha nacido de los partidos políticos; todas han surgido de movimientos de sectores de la sociedad civil que se han activado, que no tienen necesariamente vocación de poder, pero sí vocación para imponer ciertos temas en la agenda.



Por consiguiente, me parece del caso que partidos políticos que quieran derivar o que, producto de las circunstancias, deriven a transformarse en movimientos políticos tengan un reconocimiento, no necesariamente -lo digo para evitar cualquier inquietud- acceso a recursos del Estado, pero sí la factibilidad de constituirse legítimamente en organizaciones que puedan postular a otra forma de financiamiento para promover causas con fines acotados: calidad de vida, medio ambiente, reivindicaciones de género, planteamientos regionales, etcétera.



La idea es no concentrar la política solo en los partidos y abrirse también a la sociedad civil.



Tal es el propósito de esta indicación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación (27 votos en contra y 4 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa la señora Lily Pérez y los señores Guillier, Horvath y Navarro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por favor, señores Senadores, diríjanse a la página 108.



En el artículo quinto transitorio, que pasa a ser sexto transitorio, la Comisión Especial de Probidad y Transparencia propone eliminar el inciso tercero de la norma aprobada por la Cámara de Diputados, cambiando, entonces, el sistema que se plantea mediante ese precepto.



El inciso cuya eliminación se sugiere -parte en la página 108 y termina en la 109, segunda columna- dice:



“Una vez cumplidos los primeros veinticuatro meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, los partidos de que trata este artículo deberán contar con, a lo menos, el 0,5 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.”.



De consiguiente, se mantienen los incisos primero, segundo y cuarto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vamos a abrir la votación.



Quienes votan que sí son partidarios de eliminar el inciso tercero; aquellos que votan que no, de mantenerlo.

El señor PIZARRO.- ¡Cómo!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor, señor Secretario, explique de nuevo la situación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El artículo quinto transitorio que despachó la Cámara de Diputados pasó a ser sexto transitorio. La Comisión Especial suprimió el inciso tercero. Quedan, de consiguiente, los incisos primero, segundo y cuarto.



Si se acogiera la proposición de la Comisión, para cuya aprobación no se requiere quórum especial porque se trata de una supresión, habría que votar luego los incisos primero, segundo y cuarto -este es solo un complemento-, los que sí deben aprobarse con quórum especial.

El señor PIZARRO.- ¡No entiendo nada!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Reitero: para suprimir el inciso tercero no se necesita quórum especial (es una votación simple); sí se requiere quórum especial para aprobar el resto del artículo, que debe votarse después de que la Sala se pronuncie sobre la eliminación del inciso individualizado.



Como dijo el señor Presidente, quienes están de acuerdo con la supresión del inciso tercero deben votar que sí, y viceversa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay que votar la eliminación propuesta por la Comisión Especial.

El señor COLOMA.- Se trata solo de una supresión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ahora, ¿no será más fácil votar directamente el inciso tercero?



Le pido al señor Presidente de la Comisión de Probidad y Transparencia que explique la situación.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor WALKER (don Ignacio).- Está muy bien lo que dice el señor Secretario, señor Presidente.



La Comisión Especial de Probidad y Transparencia propone eliminar el inciso tercero, para que la norma permanente sobre formación de partidos políticos sea 0,25 y no 0,5 por ciento del electorado.



Recuerden Sus Señorías que inicialmente contemplábamos que desde el año 2018 se iba a exigir 0,5 por ciento. La Comisión, por mayoría, sugiere dar facilidades para la formación de partidos, pues estamos manteniendo la exigencia de que para que una colectividad política permanezca o subsista alcance 5 por ciento del electorado, o si no lo tuviere, cuatro parlamentarios en dos regiones distintas. 



Por lo tanto, quienes votan que sí aceptan que la del 0,5 por ciento, con un mínimo de 500 electores en cada una de las regiones, sea la norma permanente; aquellos que votan que no están en contra de la propuesta de la Comisión Especial, tal como lo expresó el señor Secretario. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡No, pues! ¡Es al revés! 

El señor WALKER (don Ignacio).- Quienes votan que sí aprueban la propuesta de la Comisión Especial en el sentido de eliminar el inciso tercero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El señor Secretario precisará exactamente lo que vamos a votar. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes votan que sí están a favor de lo sugerido por la Comisión Especial.



Si en la votación registrada se reúne el quórum de precepto orgánico constitucional, no hay para qué hacer una segunda votación: con aquella queda aprobado el resto de la norma de la Cámara de Diputados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación la proposición de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el inciso tercero del artículo quinto transitorio da un plazo de veinticuatro meses para la exigencia de que los partidos políticos en formación cuenten con “el 0,5 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de las ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.”.



Nosotros hemos estado de acuerdo en que se cumpla la exigencia del 0,5 por ciento. Sin embargo, me parece que ayer, en definitiva, se aprobó que fuera solo 0,25 por ciento. 



Entiendo también que, por ende, se está votando la eliminación del inciso tercero y no la aprobación de los incisos primero, segundo y cuarto del artículo quinto transitorio.



Por lo tanto, y actuando en consecuencia con lo que hicimos ayer, vamos a votar en contra de la supresión del inciso tercero, porque somos partidarios de que los partidos políticos reúnan las firmas correspondientes al 0,5 por ciento del padrón de la última elección de diputados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Parece que hay una confusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en el texto definitivo quedó la norma que exige solo 0,25 por ciento para la constitución de los partidos. 



Si nosotros aprobáramos, como a mí me gustaría, el 0,5 por ciento, la disposición transitoria quedaría incoherente con el texto permanente. 



De consiguiente, yo daría por entendido que, habiéndose aprobado en el texto definitivo el 0,25 por ciento, se cayó el inciso tercero del artículo quinto transitorio, contra mi voluntad.

El señor COLOMA.- El artículo.

El señor LARRAÍN.- No: el inciso tercero.

El señor COLOMA.- Todo. 

El señor LARRAÍN.- Por lo menos el inciso tercero. Eso se cayó por la exigencia del 0,5 por ciento.



Lo digo con mucho pesar. Pero lo hago porque hay que procurar la coherencia legislativa.



Recordemos que, aprobada una norma, las contradictorias con ella se entienden rechazadas.

El señor HARBOE.- Su Señoría tiene toda la razón. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como ya estamos en votación, para cumplir el objetivo que, apegado a la lógica, planteaba el Senador señor Larraín, hay que votar a favor.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi. 

El señor ROSSI.- Señor Presidente, aunque suene un tanto impopular, quiero dar mi opinión en este punto.



Pese a no estar muy de acuerdo, voy a votar a favor, pues hay un compromiso del Gobierno y de la coalición en que participo. 



Sinceramente, opino que bajar los requisitos para formar un partido político no significará grandes cosas para la democracia chilena. Creo que eso va a contribuir a la fragmentación del sistema político, a la confusión del electorado. 



Quiero dar el ejemplo de Arica: con el sistema que tenemos actualmente para la formación de partidos, hubo ¡70 candidatos a consejeros regionales! Lo más probable es que en la próxima elección existan 150, 200, 300.



Ahora, considero inadmisible que sea más fácil formar un partido político que crear una junta de vecinos; y lo digo con todo el respeto que estas me merecen.



En tal línea, cuando determinado sector no sea capaz de imponerse de manera democrática al interior del partido, se saldrá de él para formar una nueva colectividad política.



Entonces, más fragmentación, más inestabilidad, más desgobierno.



Así las cosas, pienso que desde hace algún tiempo estamos legislando para la galería, de manera demagógica.



Repito: si bien voy a votar a favor, lo haré porque entiendo que hay un compromiso y que los compromisos se cumplen. 



Considero que no estamos haciendo bien las cosas, señor Presidente.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Tiene toda la razón! 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, comparto por completo lo que planteó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Pero, lamentablemente eso se votó ayer y, tras una mala decisión de la mayoría de esta Sala, se optó por algo distinto.



Van a surgir todos los problemas que señala Su Señoría. Y el caso de Arica multipliquémoslo por cada una de las zonas donde se eligen consejeros regionales.



En mi concepto, el multipartidismo es una pésima decisión.



Ahora, concuerdo con el Senador Larraín en que el inciso tercero dejó de tener sentido. Empero, yo creo que todo el artículo quinto transitorio perdió sentido. No veo la lógica del resto de esa norma, que está construido sobre la base de otro concepto.



En el inciso primero se dice: “Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.”. Pero eso no se cambió al final. 



Lo dejo para que la Secretaría haga la concordancia.



Repito: me parece que todo el artículo perdió sentido, pues está resuelto de otra manera.



En todo caso, no se está votando eso, sino solo el inciso tercero. 



Estimo que lo planteado en cuanto a la decisión de la Comisión Especial es correcto. Sí, lamento que esta sea como la puntada final en un error ante un asunto muy importante para la democracia chilena. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier. 

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, solo quiero dejar un testimonio.



Me llama la atención que los políticos teman a que la ciudadanía  quiera participar.



A mí me preocuparía, no la existencia de 70 candidatos, sino que nadie se interesara en inscribirse.



Ahora bien, si hay gran interés y se registra dispersión, es porque las colectividades políticas existentes no están siendo capaces de representar las demandas de la ciudadanía, los puntos de vista de la gente.



Por lo tanto, ello habla de la crisis de los partidos actuales y no de la sociedad o de la ciudadanía.



¡Por qué les trasladan a los demás las fallas y los defectos y vicios de la estructura institucional de nuestro sistema político, y particularmente de los partidos!



¡Vean la realidad!



¡Están tratando de elaborar una ley que se prometió hace un año bajo la premisa de que iba a incentivar la participación y la competencia!



Y pueden darse cuenta de lo que estamos haciendo: meter más dificultades para la formación de partidos políticos y su permanencia que las originadas en las leyes anteriores.



En consecuencia, hay una contradicción vital, reflejada en un inexplicable temor a que salgan a competir otras organizaciones, e incluso otras formas políticas, como los movimientos sociales. Y, por lo tanto, se intenta una captura por la vía legislativa poniendo dificultades.



La verdad es que el 0,5 por ciento, que se baja a 0,25, resuelve en parte el problema, de manera que voy a darle mi voto, pero mantiene una serie de otras restricciones, mucho más que las existentes. Entonces, ¿dónde está la normativa que iba a promover la participación ciudadana, la proliferación de partidos políticos y la mayor competencia?



¡Estamos cerrando el círculo en el sentido contrario de lo que prometimos! Pero así es la realidad, no más.



Muchas gracias.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Así es la realidad…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, así es la realidad, en efecto, y creo que es bueno que se conozca a qué lado de la vereda estuvo cada cual en la tramitación del proyecto. Estimo muy importante, para la historia de la ley -y aunque se trate de pronunciamientos testimoniales: dos, tres, cuatro, cinco votos- y lo que se construye con la gente, saber dónde se ha situado cada uno de nosotros en esta etapa.



La Senadora que habla, al menos, juzga que la Comisión Engel -y lo dijo ayer y lo reitera hoy día- efectuó un tremendo aporte a la discusión de estas materias. Lamentablemente, el Ejecutivo y nuestro Congreso tomaron una parte de las sugerencias, habiendo sido apoyadas algunas, modificadas otras y dejadas de lado las restantes.



Por esa razón, me parece relevante que estos aspectos queden no solo reflejados en el voto, sino también en la fundamentación.



Siendo bueno que en una economía de mercado existan competencia y libertad y se puedan escoger los productos, soy de las que igualmente piensan, cuando muchos hacen tanto alarde de la trascendencia de la libertad en ese ámbito, que ella también se tiene que llevar al plano político, dejando que las personas elijan entre una variedad de alternativas, no únicamente por un mismo color o uno similar, o por un sabor parecido.



A mi juicio, mientras más competencia se registre, al final ganamos todos, porque mejoramos las propuestas, las ideas se perfeccionan, la gente se entusiasma y la motivación aumenta.



Si algunos pretender mantener el binominal por Secretaría, bueno, van a lograr algunas cosas. Pero, en definitiva, el proyecto asimismo contiene mejoras muy importantes, con relación a lo vigente. Así que la raya para la suma es que el saldo obviamente resulta mucho más positivo que negativo.



Dicho eso, conviene consignar que no solo son las leyes las que cambian las conductas en la política, sino también que la política es hecha por las personas. Por lo tanto, la política no solo es preciso pensarla: hay que hacerla. Y creo que este es un buen testimonio de cómo algunos de nosotros queremos llevarla a cabo.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, la verdad es que mi colega Guillier es más político que nadie en la Sala. Porque, a veces, cuando se habla de los políticos, es como si Su Señoría viniera de Marte o directamente del set de televisión. Es como si no hubiera sido elegido. Es como si no hubiera formado parte de una lista para una candidatura en una Región que tiene el honor de representar gracias a los partidos políticos y haciendo política, sobre la base de una propuesta política y de promesas, que no sé cuáles fueron.



Ello me choca un poco, con el debido respeto.



Creo que el señor Senador cae en el mismo populismo de aquellos a quienes ya conocemos. Porque permanentemente se llega a la letanía de que los otros son los responsables de males que, muchas veces, generan personas sentadas en esta misma Sala.



Entonces, reclamo un poquito de coherencia.



Sé que es un hombre serio, que pretende representar a sectores importantes del país y hacerlo desde la buena política. Pero, para hacer buena política, no hay que denostar a los demás.



Lo que estamos votando -para que la gente lo sepa- justamente dice relación con bajar, hasta niveles ridículos, las exigencias para constituir un partido. Y tú lo sabes, porque seguramente vas a formar uno de ellos. ¡Ojalá lo logres!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría tiene que emplear la tercera persona y dirigirse a la Mesa.

El señor PIZARRO.- Por intermedio de la Mesa, me refiero a mi colega Guillier con todo respeto y sobre la base de la amistad que mantenemos por años.



Decía que lo que estamos haciendo con esta propuesta es justamente bajar a niveles ridículos los requisitos para constituir un partido. De acuerdo con la experiencia de todos los sistemas democráticos en el mundo, no solo en Chile, la proliferación exacerbada de colectividades lleva a perder, a la larga, la buena política. ¿Por qué? Porque se transforman en instrumentos electorales de caudillos, como se dijo, y de camarillas; en instrumentos de intereses económicos, corporativos o de otro tipo.



Entonces, entiendo las buenas intenciones con que a veces se interviene. Está bien, se les echa la culpa a todos los demás. Pero, por favor, asumamos nuestro rol si formamos parte de un Senado de la República elegido democráticamente, al que se llega por haber propuestas detrás. Porque media un pensamiento político, una visión de sociedad. Y a mí, de repente, me duele que quienes han creído en la democracia, a diferencia de otros que justificaron la dictadura o participaron de ella, vengan ahora a cuestionar a quienes hemos hecho de ese primer sistema una forma de vida, de pensar, de sentir.



Lo digo con respeto, señor Presidente, y por su intermedio. Escuchar a algunos otros o algunas otras no me provoca nada, porque ya sé lo que representan, o significan, o han hecho, o han vivido, o lo que demagógicamente pueden ofrecerle al país o ignoro a quién. Pero, de verdad, cuando una persona que me merece total consideración habla de los políticos como si nadie supiera de dónde vienen, en circunstancias de que se forma parte de lo mismo y de que se ha usufructuado del sistema, se ha salido elegido conforme a sus disposiciones y con el apoyo de partidos, entonces considero que uno tiene el mínimo derecho a reclamar -repito- un poquito más de coherencia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo quisiera que se retirase, de alguna manera, el concepto de que se trata de una cifra ridícula.



Hoy, es preciso ir a una notaría y existe una absoluta fiscalización por el SERVEL. La gente no quiere participar por las experiencias que se han registrado. Nos hallamos en una fase de transición, como para darle espacio a los movimientos emergentes, a los partidos que se están creando. Me parece que ello es necesario. Y el trámite no es tan fácil como antes, cuando se llevaban las firmas ante un notario y no había ningún control de lo que sucedía.



El refichaje es una buena fórmula, y estimo que lo que se está planteando abrirá una transición. No ha sido todo lo que nosotros queremos, pero se adelantará hacia nuevas expresiones, que realmente van a evitar que el sesenta por ciento de la gente se esté absteniendo en las elecciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, no quería intervenir en la votación, pero hemos escuchado bastantes opiniones. Así como algunos colegas han consignado que ellas tienen que quedar en la historia, también es importante hacerse cargo de determinadas frases.



No conozco a ningún Senador, con la salvedad del que se encuentra desaforado, que no haya sido electo por alguna de las dos coaliciones políticas mayoritarias. Entonces, cuando planteamos nuestra independencia, también tenemos que hacernos cargo de nuestra historia: si hemos emigrado de colectividades; si hemos ido bajo el cobijo de una coalición y de partidos, con lo bueno y con lo malo que eso significa.



Los que militamos en partidos nacionales sabemos que estos, además de contar con una trayectoria, tienen que asumir una serie de aspectos de gobernabilidad en la coalición de Gobierno o en la Oposición, en los municipios, en las distintas instancias de gobiernos nacionales, regionales o locales.



A mi juicio, es preciso ser responsable. Estoy absolutamente abierto a los nuevos movimientos. Me parecen fantásticos. Pero no hagamos de eso una contraposición con quienes permanecen en colectividades y coaliciones de Gobierno o de Oposición, dentro del juego democrático.



Si no, terminaremos por caer en una caricatura y por establecer que la regeneración y el mejoramiento de la política simplemente pasan por facilitar el ingreso de nuevas corrientes de opinión.



Pienso que nuestros partidos tienen mucho que hacer. Por eso, estamos votando normas democráticas, de transparencia. Y tendremos que generar también los espacios necesarios. Pero permítanme mis Honorables colegas señalar -lo digo con mucho respeto, sin personificar- que no nos hallamos en una situación distinta de quienes plantean ideas desde una posición de independencia o de nuevos movimientos.



Quienes estamos en el Congreso -y miro a todos los presentes- llegamos por coaliciones políticas, bajo una sigla política. Si alguien ha cambiado de opinión o quiere emprender otra iniciativa, sea porque se cansó o porque le interesan aspectos fuera del partido o del conglomerado al que ingresó, ello es legítimo. Y la legislación se lo permitirá.



Con el señor Ministro conversamos acerca de una baja barrera de entrada, pero de una barrera de salida rigurosa. Quienes no cuenten con la adhesión ciudadana en un determinado porcentaje de votos y con cierto número de electos se encontrarán al margen. No tendrá lugar la vuelta olímpica que daban algunos partidos que nunca eligieron parlamentarios y permanecieron vigentes gracias a fusiones o a situaciones que claramente burlaban el sistema.



Lo digo muy responsablemente: colectividades políticas de muchos años y que cuenten con congresistas pueden hacerle mal a la política; pero el mismo efecto provocan movimientos sin representación política o de escasa presencia parlamentaria. No es algo propio de unas o de otros.



Las directivas de nuestros partidos, organizados a nivel nacional, tendrán que hacer lo que corresponde: abrirse, vincularse, lograr más transparencia, propender a una mayor democracia. Mas quienes legítimamente las hemos integrado hemos hecho los esfuerzos necesarios para dignificar el trabajo político. Y al Congreso vamos a mejorarlo y consolidarlo entre todos. Aquí no sobra nadie.



Hago presente que me pronunciaré a favor, porque respetamos el compromiso político, pero no me parece adecuado que se establezca una línea fundacional con relación a los nuevos movimientos o partidos, en el sentido de que ahí está el cambio, lo impoluto, frente a las colectividades tradicionales.



Soy militante del Partido Socialista desde hace más de treinta años. Me siento orgulloso de una entidad de ochenta y dos años, con aciertos y defectos. Pero registramos una trayectoria, parlamentarios, autoridades y mucha gente que ha dado la vida en sus filas.



Por eso, pido respeto a la historia de nuestras colectividades políticas, sin agredir ni descalificar a nadie.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le recuerdo a la Sala que restan varias votaciones. Se inscriben e inscriben Senadores y no sé cómo vamos con los tiempos.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en realidad, el debate ha ido más allá de la norma misma, que tenía razón de ser en la medida en que en las disposiciones permanentes se mantuviera, en régimen, el requisito del 0,5 por ciento del electorado para formar un partido. Lamentablemente -porque nuestra opinión es distinta-, ello se rechazó y se fijó el 0,25 por ciento como permanente.



Me llama mucho la atención que alguien que la haya calificado de cifra ridícula la haya votado a favor.



Eso es, en definitiva, lo que está determinando el texto, en el cual se pretendía contemplar una norma transitoria para respetarles a los partidos en formación el guarismo vigente desde hace un año. Como ahora se trata de una regla permanente, ese primer texto no tiene mucho sentido, en verdad, porque lo único que hace es repetir lo que se ha establecido. Presentaba fundamento cuando la disposición permanente era distinta, pero ahora ambas son iguales, por lo que carece de razón de ser.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban, por una parte, la eliminación del inciso tercero del artículo quinto transitorio, que pasa a ser sexto transitorio, y, por la otra, los incisos primero, segundo y cuarto de la misma disposición, dejándose constancia, con relación al quorum constitucional requerido para este último efecto, de que se registran 21 votos a favor, 6 en contra y 4 abstenciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Allamand, Chahuán, García, García-Huidobro, Ossandón y Prokurica.


Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, Hernán Larraín y Moreira.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión Especial recomienda eliminar el inciso segundo del artículo sexto transitorio, que ha pasado a ser séptimo, lo que es absolutamente concordante con lo anterior.



De consiguiente, la proposición se podría dar por acogida con la misma votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



--Con la misma votación precedente, se aprueba la eliminación del inciso segundo del artículo sexto transitorio, que ha pasado a ser séptimo.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto del artículo séptimo transitorio, que ha pasado a ser octavo, la Comisión Especial sugiere sustituir, en el texto acordado por la Cámara de Diputados, la frase “mínimo de tres” por “mínimo de dos”.



Se hace referencia a parlamentarios elegidos por un partido que incurra en causal de disolución.



La proposición contó con tres votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe e Ignacio Walker, y dos en contra, de los Honorables señores García y Pérez Varela.



Pronunciarse por la aprobación significa acoger lo planteado por el órgano técnico.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, este artículo transitorio dispone, con relación a los comicios parlamentarios de 2017, que el umbral que tiene que alcanzar un partido para no ser disuelto es del 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la elección de Diputados.



Se rebaja, en este caso, el 5 por ciento de la norma permanente. El Honorable señor Pérez Varela y el Senador que habla estuvimos de acuerdo con ello en la Comisión.



Si una colectividad política incurre en la hipótesis de disolución, pero elige un mínimo de tres parlamentarios, conservará su calidad de tal.



Al parecer, tuvo lugar un error o un nuevo acuerdo político -no lo sé exactamente- y la cantidad se redujo a dos.



Nosotros simplemente éramos partidarios de bajar del 5 por ciento de los sufragios al 3 y de 4 parlamentarios a 3.



Por eso votamos en contra.



Nos parece adecuado que esta norma transitoria baje del 5 al 3 por ciento de la votación, y de cuatro a tres parlamentarios, sean estos Diputados o Senadores.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, quiero intervenir brevemente para explicar nuestro voto a favor.



Es muy sencillo.



Nunca perdemos de vista que no se innovó, en términos de la norma en régimen, respecto de lo que viene de la Cámara de Diputados: 5 por ciento del electorado o, en su defecto, cuatro parlamentarios, por lo menos en dos regiones.



Entonces, aquí estamos hablando de la transición: la elección parlamentaria del 2017. Esa es la transición. Como estamos en 2016, el régimen es después del 2018. Y se trata de que por solo una vez se pueda subsistir con el 3 por ciento del electorado o, al menos, con dos parlamentarios.



Nos parece razonable que, si hay 16 partidos políticos en formación -es lo que existe hoy día- y 13 ya constituidos, en la transición se den facilidades antes de llegar al año 2018.    



Por eso, voy a votar a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Por no reunirse el quórum constitucional exigido, se rechaza la modificación de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia al artículo séptimo transitorio, que ha pasado a ser octavo (18 votos a favor, 11 votos en contra y 3 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstuvieron los señores Harboe, Ossandón y Rossi.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, podríamos dar por aprobado el texto de la Cámara de Diputados con el quórum de la votación en general.



¿Habría acuerdo?



--Se aprueba.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario, ¿está lista la indicación que se iba a presentar? 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Presidente. Pero falta una más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Léala, por favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación de los Senadores señores Tuma, Guillier, Quintana y Navarro es para agregar un nuevo artículo octavo transitorio, del siguiente tenor:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, los partidos políticos que se encuentren en formación al 31 de enero del año 2016 y que tengan en su declaración de principios como principal objetivo el reconocimiento, promoción y desarrollo de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, podrán seguir subsistiendo, independientemente del número de regiones en las cuales se encuentren constituidos, cuando además de los requisitos de votación o número de parlamentarios, presenten en los procesos electorales sucesivos a lo menos un 60% de candidatos que tengan la calidad de indígenas de acuerdo al artículo 2° de la Ley N° 19.253”.



Nada más, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).  
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la indicación tiene por objeto hacer un reconocimiento a la condición especial que tienen los pueblos originarios, y particularmente el pueblo mapuche, dado que ellos han estado planteando la necesidad de crear un partido que los represente. 



Se les está exigiendo participar en otras regiones, y la verdad es que la potencialidad que tienen de constituir su partido es en La Araucanía. 



Por tanto, ellos plantean que, en caso de no obtener un resultado favorable en la elección en otras regiones, están disponibles, cumpliendo con los requisitos de porcentaje y de número de parlamentarios señalados en la ley, para seguir presentando en los futuros procesos candidatos que sean, al menos en 60 por ciento, de calidad indígena.



Muchas veces decimos que estamos a favor de la participación del mundo indígena, de la necesidad de que tengan representación política y, ojalá, escaños en este Congreso. Pero cuando se vota una legislación destinada a darles una oportunidad a los pueblos originarios no se ve mucho interés en respaldarla.



Por tanto, quiero invitar a los Senadores a que nos acompañen en esto y voten  a favor de la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, junto con los Senadores Tuma, Navarro y Guillier hemos presentado esta indicación, que busca, justamente, ser consistente con el espíritu del Senado, del Parlamento, del Estado de ir reconociendo a los pueblos originarios.



Yo agregaría a lo que se ha señalado que en el Gobierno anterior de la Presidenta Bachelet, en el último debate que hubo en el Congreso Nacional respecto de un proyecto de reforma constitucional para el reconocimiento de los pueblos indígenas, se presentó una indicación en este mismo sentido. 



Se ha hablado mucho de que esto podría requerir consulta indígena, en fin. Yo creo que a igual razón, la misma disposición. 



En el año 2009, cuando se pretendía remplazar el artículo 4° de la Carta, la indicación de la Presidenta Bachelet decía: “El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de éstos a conservar, fortalecer y desarrollar su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones y a participar en la vida económica, social, política y cultural del país en la forma que establece el orden jurídico nacional, derecho que será ejercido por las comunidades, organizaciones e integrantes de dichos pueblos”.



Simplemente quiero traer a colación esa discusión. Ella no es nueva; forma parte de los asuntos en los cuales la Nueva Mayoría tiene convicción. 



Y respecto de lo que han dicho algunos señores Senadores en el sentido de que esto podría significar una consulta, yo quiero decir que esta es una disposición general, y el espíritu del Convenio 169 es llevar a consulta aquellas materias que pueden generar daño o afectar eventualmente a los pueblos originarios.



No es el caso, en absoluto, de esta disposición. Aquí lo que se busca es profundizar el sistema democrático, incorporar a otros actores y generar mayor participación. No veo de qué manera eso pueda afectar la vida de las comunidades. Por lo tanto, en nuestra opinión, no se requiere una consulta.



Hace algunas semanas el Congreso aprobó la política de gratuidad que tantos beneficios ha traído a muchos jóvenes que dejan de estar endeudados. Eso también favorece a jóvenes mapuches y no ha habido necesidad de hacer consulta porque es algo que beneficia a poblaciones indígenas.



Lo mismo ocurre en Vivienda. La Ministra de la Cartera, la señora Paulina Saball, hace muy poco tiempo lanzó un Programa de Habitabilidad Rural. ¿A alguien se le pasó por la mente que eso debía generar alguna consulta al interior de las comunidades? ¡En absoluto! Porque es un beneficio.



Entonces, cuando estamos buscando una disposición general que claramente va a favorecer la participación de los pueblos originarios, nos parece que es el momento de ser coherentes y consistentes. 



Por eso, hacemos un llamado a los señores Senadores a acompañarnos en esta indicación, que en nada se aparta de la legislación que hoy día nos ordena.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, yo lamento que en la votación anterior, por dos abstenciones de la Nueva Mayoría, no se haya podido mantener la reducción del 5 al 3 por ciento y la posibilidad de los dos parlamentarios, Senadores o Diputados, tal como lo habíamos venido promoviendo.



Es inexplicable. 



Yo espero tener la posibilidad de conversar con los Senadores que se abstuvieron, posibilitando que la norma se viniera abajo.



En seguida, quiero señalar que en América Latina el único país que no tiene en su Constitución el reconocimiento de los pueblos originarios es Chile.



Es más, en la mayoría de los países de América del Sur y de Centro América, se asegura una representación constitucional de pueblos originarios. Es decir, votan los indígenas, los pueblos originarios y eligen a sus representantes permanentes en las asambleas nacionales, en los parlamentos y en los congresos.



Chile no tiene ni siquiera el reconocimiento constitucional. Los pueblos originarios, particularmente el mapuche, no están incorporados, y siento que es una deuda histórica que más temprano que tarde tendremos que enfrentar.



Como he señalado anteriormente, la Guerra de Arauco no ha terminado. Y el problema de La Araucanía y del Biobío no es el robo de madera: es el robo de la tierra a los pueblos originarios, al pueblo mapuche.



Dicho eso, me parece adecuado que, mientras no tengamos una legislación completa, una nueva Constitución, que permita expresarse a todas las minorías -entre ellas, el 10 por ciento de la población chilena que tiene su origen en el pueblo mapuche-, incorporemos normas que hagan posible su participación, su integración y la posibilidad de que levanten sus ideas y las traigan al Parlamento.



¡No hay ni un solo Senador o Diputado que hoy día esté en condiciones de señalar que posee sangre mapuche o que ha sido elegido en representación de los pueblos originarios!



Debo puntualizar que la indicación, que hemos suscrito varios de nosotros y que ha sido impulsada por los Senadores Tuma y Quintana, abre la posibilidad de que tengamos una discriminación positiva, transitoria si Sus Señorías quieren.



Pero, exigirles a aquellos que quieren organizarse legítimamente en un territorio de la República, como La Araucanía u otra zona, tres u ocho regiones, en circunstancias de que la representación es territorial y específica, nos parece abusivo, pues impide la integración.



A todos aquellos que argumentan que la vía para hacer valer las demandas es la democracia, el consenso, la participación, les señalo que, de mantenerse la actual legislación, esa vía no existe.



Se los digo especialmente a quienes reclaman que los pueblos se levantan y ejercen todas las formas de movilización social y no las establecidas en las leyes, como la participación.



Esta indicación responde a un impedimento, a una barrera de entrada para las comunidades indígenas, que tienen votos suficientes, tal como lo han demostrado los múltiples alcaldes que han sido elegidos en la zona mapuche.



Hay una asociación de alcaldes mapuches. 



Cuando se organizan, eligen un representante que lleva su sangre, su tradición, su origen.



Creo que la indicación, sin ser perfecta, abre esta posibilidad.



En consecuencia, llamo a los colegas Senadores y Senadoras a aprobarla, de manera que podamos establecer un incentivo a la participación política y no una segregación o una exclusión, que es lo que hoy día tenemos, lamentablemente, y que este proyecto de ley sobre fortalecimiento de los partidos políticos viene a profundizar.



Como lo hemos discutido a matacaballo, fuerte, sin entrar en definiciones profundas, una situación como la que nos ocupa no fue posible abordarla con mayor detenimiento. No se pudo hacer un debate más amplio sobre cómo facilitar la existencia de los partidos regionales. Se permite su existencia, pero se amplía la exigencia a tres regiones contiguas.



Eso, en el caso de La Araucanía, inviabiliza la posibilidad de contar con un partido que represente legítimamente al pueblo mapuche.



Voto a favor de la indicación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero pedir al Ejecutivo su opinión sobre esta indicación.



En segundo término, estimo que esta disposición debiera ser de carácter permanente y no transitorio.



Por lo tanto, creo que está mal formulada.



La indicación dispone que los partidos políticos que busquen la promoción y desarrollo de los derechos colectivos de los pueblos indígenas podrán seguir subsistiendo siempre que “presenten en los procesos electorales sucesivos a lo menos un 60% de candidatos que tengan la calidad de indígenas”.



Esto es eterno. O sea, no es algo transitorio, no es por los próximos dos años, no es para las próximas dos elecciones. Tiene carácter permanente.



Además, sigo sin entender la indicación, porque dice que “los partidos políticos que se encuentren en formación al 31 de enero del año 2016 y que tengan en su declaración de principios como principal objetivo el reconocimiento, promoción y desarrollo de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, podrán seguir subsistiendo, independientemente del número de regiones en las cuales se encuentren constituidos, cuando además de los requisitos de votación o número de parlamentarios”, etcétera.



Es decir, se les está haciendo exigible a dichos conglomerados, como norma transitoria, contar con el 3 por ciento de los votos o con 3 parlamentarios, en circunstancias de que la norma permanente les exige 5 por ciento en la votación y 4 parlamentarios en dos regiones, lo cual, probablemente, sea el requisito más difícil de cumplir.



Por lo tanto, cuesta entender que un partido político que obtenga el 3 por ciento de la votación en una región y que saque 3 parlamentarios en dos regiones no logre las firmas para constituirse.



Estamos hablando del 0,25 por ciento del padrón electoral.



Por eso, salvo que yo esté leyendo equivocadamente, no entiendo cuál es la facilidad que se está dando para la permanencia de estos partidos en formación.



Porque -insisto- en ese sentido la indicación es superclara: además de los requisitos del porcentaje de votación o del número de parlamentarios, se les exige que “presenten en los procesos electorales sucesivos a lo menos un 60% de candidatos que tengan la calidad de indígenas”.



Sería superimportante que tanto el Ejecutivo como los autores de la iniciativa aclaren esta inquietud, porque no distingo cuál es la facilidad  que se está entregando.



Insisto: a estas colectividades se les está haciendo exigible el 3 por ciento de los votos o 3 parlamentarios y, como norma permanente, el 5 por ciento de los votos y 4 parlamentarios en dos regiones contiguas.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, la indicación que estamos conociendo fue presentada originalmente por el Diputado Fuad Chaín, quien tuvo la gentileza de conversar con algunos de nosotros para explicarnos su objetivo.



Y a propósito del argumento que planteó el Senador García, quiero hacer presente que la idea del Diputado Chaín es permitir, de manera excepcional pero permanente, que un partido específico, que está en formación en la Novena Región y cuya mayoría de posibles militantes es gente del pueblo mapuche, independiente de si logra sacar los parlamentarios suficientes o el mínimo de porcentaje en la votación, pueda seguir existiendo.



O sea, es todo lo contrario -por lo menos según nos explicó el Diputado Chaín- de lo que aparece en la indicación.



Yo le encuentro razón al Senador García, toda vez que la indicación dice claramente que, además de los requisitos establecidos para la permanencia (el 3 por ciento de la votación y sacar 3 parlamentarios, como aprobamos ahora), el nuevo partido político debe haber presentado en procesos electorales sucesivos al menos un 60 por ciento de candidatos de calidad indígena.



Entonces, uno se pregunta qué es eso de “calidad indígena”, pues cuando hablamos de pueblos indígenas nos estamos refiriendo a todos ellos, no solo al mapuche y no solo a los que habitan la Región de La Araucanía.



Comprendo la sensibilidad de los colegas que representan a esa Región, pero me parece que la indicación no está bien planteada. Se entiende muy mal. Incluso, de su lectura se desprende todo lo contrario de lo que nos planteó el Diputado Chaín como objetivo.



Por último, señor Presidente, el propósito de este proyecto es promover -como dijeron varios colegas- la formación de partidos políticos emergentes, de partidos nuevos, de movimientos que estén en condiciones de competir.



Sin embargo, es evidente que la regla debe ser válida para todos.



Si no me equivoco, hay más descendientes o representantes del pueblo mapuche en la Región Metropolitana que en muchas otras zonas del país donde existen otros pueblos indígenas.



En consecuencia, perfectamente se podría constituir un partido indigenista, como existe en otros países, a lo largo de todo el territorio nacional o sumando varias etnias.



Entonces, más allá de la pregunta que se ha formulado y del hecho de que es una disposición discutible, tal como indicó el Senador Quintana, a nosotros nos han entregado informes en los cuales se indica que, con relación a esta norma, que es de carácter permanente, debe haber consulta, de acuerdo al Convenio 169.



Por último, no cabe duda de que la participación y el reconocimiento de nuestros pueblos originarios necesariamente estarán dentro del debate sobre una nueva Constitución. Y es ahí donde, seguramente, nosotros tendremos que incorporar una discriminación positiva, en términos de representación de nuestros pueblos originarios en el Congreso, en forma directa, pero no mezclando las cosas.



En otros países, lo que establece la constitución o la normativa correspondiente es una suerte de discriminación positiva hacia quienes son descendientes de pueblos originarios.



Ese debate sí lo debemos hacer y es independiente de la indicación que ahora estamos votando.



He dicho.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Nicolás Eyzaguirre.


Como estamos en votación, tiene hasta dos minutos para rectificar hechos.
El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Me bastan treinta segundos, señor Presidente.



Respecto del fondo del asunto, creo que lo planteado por el Senador Pizarro tiene mucho mérito. Pero, en cuanto a las condiciones para que esta ley sea aprobada, es convicción jurídica del Gobierno que una materia como esta requiere consulta indígena.


Gracias.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me llama la atención esta iniciativa, porque precisamente la gente que está en contra de la creación de partidos nuevos o emergentes viene y propone algo que considero que no tiene ningún asidero, ni siquiera constitucional.


En nuestra Carta Fundamental no existe un reconocimiento expreso de la existencia de distintos pueblos originarios; tampoco hay un catastro, y en muchos de los proyectos que se tramitan todavía no se respeta el Convenio 169.



Entonces, aquí se viene a proponer, muy livianamente, un partido mapuche, cuando las propias personas que integran esa etnia están en contra de su creación. A mí me han mandado correos indicando que se oponen.



Honestamente, pienso que la indicación no tiene mayor sentido,  porque lo ideal, primero, sería lograr un reconocimiento constitucional.



Segundo, ni siquiera hay un catastro de cuántas personas pertenecen a cada etnia. Y lo ideal sería que, para que este partido mapuche tuviera representación parlamentaria, esas personas pudieran elegirse entre ellas mismas. 



En Amplitud dimos nuestros votos para el cambio del sistema binominal a fin de que existiera la posibilidad de que se crearan partidos regionalistas o de carácter regional y hubiera una ley de cuotas para las mujeres. Se suscribió un acuerdo con La Moneda y, más allá de que hayan cambiado los ministros de la época, La Moneda es La Moneda. Cuando uno suscribe un acuerdo con el Gobierno, entiende que es con el Gobierno y no con el ministro que está en ese momento. Además, la Ministra Rincón concurrió con su firma y ella se ha mantenido en el Gobierno. 


Allí venía incluida una cuota para personas pertenecientes a pueblos originarios. Sin embargo, no pasó absolutamente nada con eso.



Ahora, sin embargo, se presenta esta indicación, que, en mi opinión, no tiene mucho sentido si es que no se ha logrado antes un reconocimiento en la Constitución.



Primero hay que hacer eso para después poder validar lo otro, porque, si no, es un mero saludo a la bandera.



Por lo tanto, voto en contra.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación que agrega un artículo octavo transitorio, nuevo (6 votos en contra, 5 a favor y 5 abstenciones).


Votaron por la negativa las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro y Orpis.



Votaron por la afirmativa los señores Guillier, Lagos, Navarro, Quintana y Tuma.


Se abstuvieron la señora Allende y los señores García, Ossandón, Prokurica y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que ahora debemos volver al artículo 24.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Presidente.



Quedó pendiente, para ser resuelto, el texto que la Cámara de Diputados aprobó como artículo 24 (página 51, segunda columna), relativo al tema de la elección de las directivas y de los distintos órganos intermedios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor, señor Secretario, explique qué significa votar que sí y qué significa votar que no.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con el texto que la Cámara de Diputados despachó como artículo 24 deben votar que sí, y quienes estén en desacuerdo con él deben votar que no.



Se trata de una norma orgánica constitucional y, de consiguiente, necesita 21 votos favorables para su aprobación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, el día de ayer sostuvimos un debate al respecto y fui yo, precisamente, una de las que propusieron retomar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, en particular después de escuchar ciertos argumentos, de los cuales difiero, por diversas razones.



Primero, quiero señalar que es muy importante lo que estamos haciendo en cuanto a transformar a los partidos en organizaciones de carácter público que además cuenten con financiamiento estatal. Eso nos exige mayor probidad, mayor transparencia, mayor regulación, en fin, en lo cual todos estamos absolutamente de acuerdo. No hay ninguna duda.



Sin embargo, al mismo tiempo me gustaría indicar lo siguiente.



Uno puede tener legítimas diferencias, pero lo que yo exijo es respeto. Efectivamente, es difícil calificar. 



Ayer dije que un sistema directo ofrece algunas ventajas, como que el elector siente que está votando derechamente por quien va a encabezar el partido. Es así. Pero también presenta ciertas desventajas.



Al revés, en una elección indirecta la persona no vota derechamente por presidente, pero, en cambio, sí garantiza la presencia y representatividad de las minorías. Por eso, expliqué que el Comité Central del Partido Socialista es un órgano colectivo compuesto por 90 miembros, de los cuales 60 provienen de las distintas regiones y 30 son de carácter nacional, y para cuya elección se reciben incluso votos del exterior. Exhibe una representatividad muy amplia.



El disgusto de ayer se debió a que se había entrado a la descalificación. 



En cuanto a la elección indirecta versus la elección directa, es absurdo calificar la primera como más democrática o menos democrática, porque entonces tendríamos que sostener que todos los regímenes parlamentarios que la utilizan no son democráticos.



Fundamentalmente, yo ayer apuntaba al hecho de ser coherentes en el sentido de admitir que hay diferencias y distintas situaciones. En definitiva, los partidos son asociaciones voluntarias que, de acuerdo a sus estatutos, se organizan como les parece. Algunos emplean la elección directa. Otros recurren a opciones diferentes. 



En el caso del Partido Socialista, que expliqué, por años existió la elección universal directa. Sin embargo, no sentimos que fuera totalmente representativa, porque, además de no respetar necesariamente a las minorías, la verdad es que termina favoreciendo a las personas más conocidas, o incluso a aquellas que poseen más recursos para movilizar a sus simpatizantes, situación que nosotros hemos experimentado. Por eso, llegamos a la conclusión de que era mejor tener un órgano colegiado y que este eligiera a su directiva.



Aquí, entonces, la discusión no es por más o por menos democracia. De ser así, insisto, estaríamos descalificando a regímenes parlamentarios. Esto tiene mucho que ver también con la representatividad. Y por eso para nosotros es importante que estén representados los jóvenes, las mujeres. En nuestro órgano colegiado, que se llama “Comité Central”, tenemos absoluto respeto por la norma del 60/40, pero además por el voto en el exterior.



Y hay otro tema del que no nos hemos hecho cargo.



No solo está el aspecto de la representatividad. Existe cierta duda, legítima, cuando se dice que los partidos son asociaciones voluntarias. La Constitución y el Estado reconocen y amparan a los órganos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad. Y entre ellos están, evidentemente, los partidos políticos, a los cuales se les concede determinado grado de autonomía.



Estoy de acuerdo -lo vuelvo a decir- en que nos regulen en materias de probidad, de transparencia, en cuanto a nuestro patrimonio, en la entrega de toda la información a la página web, etcétera, pero creo que hay ciertos elementos que debemos respetar según lo ordena la propia Constitución. La misma Carta Fundamental reconoce a los órganos intermedios cierto grado de autonomía. Y en este caso, a mi parecer, la ley tiene un rango menor, por decirlo de alguna manera, a la Constitución. O sea aquí, de algún modo, nos estamos atribuyendo cierta competencia.



Al final, señor Presidente, tal como lo dije ayer, mi proposición apuntaba a mantener el texto de la Cámara de Diputados, que de alguna forma es más respetuoso en el sentido de que deja la determinación de que la elección sea directa o indirecta a lo que indiquen los estatutos, la tradición, la historia y la larga experiencia vivida dentro de los partidos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me parece razonable abrir un espacio de autonomía al funcionamiento de los partidos, porque, como bien se ha recordado, son corporaciones autónomas.



Sin embargo, la ley puede regular ciertos aspectos e imponer algunas exigencias. Tanto es así que se ha instituido que en las directivas, por ejemplo, debe haber un porcentaje mínimo de sus miembros pertenecientes a un sexo determinado. Eso limita la autonomía de la voluntad de sus integrantes y no se entiende como algo inconstitucional.



Entonces, cuando se dice que establecer el principio democrático sí constituiría una limitación de la autonomía, me parece que se incurre en una incoherencia en el argumento. Se puede regular; lo que no se puede hacer es prohibir la autonomía. Por lo tanto, así como se pueden fijar cuotas, también se pueden establecer exigencias respecto de cómo se deben elegir las directivas.



En consecuencia, el argumento de la autonomía, o de inconstitucionalidad, o de contradicción, no existe. Existiría si acaso no se pudiera poner ninguna restricción. Pero no es posible colocar algunas restricciones y no otras, menos aún cuando se trata de un punto tan clave como el principio democrático.



¿Qué hemos planteado nosotros? Que es razonable y explicable que los partidos puedan contar con mecanismos directos e indirectos. Eso no es, en sí mismo, antidemocrático. Pero creemos que, si se va a seguir el camino indirecto, el organismo base que elija a la directiva debe ser elegido en forma directa. 



Es lo que ocurre en los sistemas parlamentarios, donde los congresistas son elegidos en forma directa y estos, a su vez, eligen al gobierno. Esa democracia indirecta es perfectamente democrática, tan democrática como una en que se elige directamente al presidente.



Pero aquí lo que se está buscando es que el órgano intermedio no sea elegido en forma directa, sino que exista la posibilidad de que parte de su composición, por las razones que sea -las respeto, no estoy haciendo un juicio-, no guarde correspondencia con el principio de “un hombre, un voto”, de “un militante, un voto”, de “un hombre o una mujer, un voto”.



Y me parece que eso no corresponde al esfuerzo que se está haciendo para modernizar los partidos, uno de cuyos objetivos es instalar la democracia en la designación de sus principales autoridades.



Si la directiva, por las razones que un partido estime convenientes, no es elegida en forma directa, está bien que lo haga otro organismo en forma indirecta, pero este organismo sí que tiene que ser elegido en forma directa.



Lamentablemente, la indicación que propusimos para alcanzar dicho propósito no logró ser consensuada. Yo entiendo que cada cual tiene su manera de ver las cosas y lo respeto, pero también pido que se respete nuestra voluntad en el sentido de asegurar que la directiva, máximo organismo que conduce un partido político, sea elegida en forma democrática, entendiendo por esto “un militante, un voto”, es decir, que sea elegida en forma directa, o, en caso de hacerse de manera indirecta, que el organismo que la designe sí haya sido elegido en forma directa.



Como la fórmula que se propone no cumple con ninguno de esos dos principios, no la puedo aceptar. Y, como aquello no está garantizado, me impide aprobar también la disposición de la Cámara de Diputados, que ya fue rechazada ayer por no alcanzar el quórum correspondiente, precisamente por eso: porque no garantiza el principio democrático en la elección de las máximas autoridades de un partido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, no quiero ir al fondo del debate, cosa que ya se hizo ayer y se ha reiterado hoy, pues nos encontramos en un punto muerto al no lograr acercar posiciones.



En verdad, este debate es como un sinsentido. Por un lado, reconocemos la autonomía interna de los partidos, y por otro, sostenemos que los dos procedimientos de elección de sus autoridades (el de “un militante, un voto” y el de elecciones indirectas) son ambos democráticos, pero no resolvemos el tema.



A mi juicio, deberíamos respetar el nivel de desarrollo que han alcanzado algunas colectividades. Imponer esto a agrupaciones que se manejan con un sistema mixto rompe la autonomía a la que aludimos y que debe existir al interior de los partidos.



Por lo tanto, creo que estamos ante un debate muy poco aportador a la búsqueda de una solución.



En mi opinión, señor Presidente, se va a rechazar nuevamente la disposición aprobada por la Comisión, por lo que tendremos que pronunciarnos sobre la norma aprobada por la Cámara de Diputados, que igualmente será rechazada, quedando en un punto muerto que nos va a obligar a pasar al trámite de Comisión Mixta en un proyecto emblemático, importante. 



Sería de gran impacto decir que el Senado de la República aprobó esta iniciativa, porque de verdad queremos otorgarle sentido a la nueva política y a los grandes discursos que apuntan a ser parte de una nueva era, de encantamiento de la ciudadanía, pero la verdad es que nos enredamos en debates lamentables. 



No ponerse de acuerdo y no respetar el estado de situación de determinados partidos, como el Socialista o el Comunista, es también pasar por encima de la historia, de una cultura, de lógicas internas. No es una buena señal pasar por sobre la autonomía. Quizás habría que darles más tiempo a algunas colectividades para acomodarse a las nuevas disposiciones. Pero hoy se está pasando la aplanadora y se está obligando al trámite de Comisión Mixta, lo que habla mal de esta gran energía renovadora de la política presente en todos los discursos.



De verdad, señor Presidente, creo que estamos retrocediendo en este aspecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no voy a entrar al debate que algunos han querido hacer, en el sentido de que estamos frente a sistemas más o menos democráticos. Creo que tanto la elección directa como la indirecta lo son.



Me parece que la realidad de hoy es la que nos debe mover a introducir cambios para que el absoluto descrédito en que se hallan los partidos políticos pueda disminuir o desaparecer. 



Además, señor Presidente, estamos ante un hecho nuevo. Este proyecto de ley no se presenta por nada. Si los partidos políticos gozaran de prestigio, de gran participación, si la gente quisiera inscribirse en ellos, no estaríamos discutiendo esta iniciativa. Aquí estamos modificando la ley porque ya no hay piso, hacia abajo, en el tema del prestigio de los partidos políticos.



Con todo, me parece que la situación es injusta. 



Como he dicho en otras ocasiones, me ha tocado formar parte de la directiva de mi partido en tres períodos. Y puedo decir que en estas se pasa muy mal, porque hay una serie de elementos que hacen bastante compleja la participación.



Pero ¿qué deberíamos hacer?



En Renovación Nacional no tenemos este problema, pues hay elección directa -cada militante un voto- para  la directiva del partido.



Y así nos ha ido bien. Así hemos funcionado bien.



Con el envío de este proyecto, al descrédito mencionado se le suma un elemento nuevo: el financiamiento de la operación de los partidos políticos con recursos del Estado. Esto no es para las campañas, que ya están financiadas, sino para pagar a los funcionarios, la cuenta de la luz y del agua (a veces se deben), el arriendo, en fin.



El Estado tiene derecho a exigir nuevos estándares a los partidos políticos, no solo con el fin de que la gente participe o se inscriba -sin partidos políticos no hay democracia-, sino también para que sean transparentes y un ejemplo de vida democrática que motive a la gente a acercarse.



Y eso no se obtiene dejando las cosas como están.



El principal defecto del sistema de elección indirecta, siendo democrático, es que el ciudadano de la calle no se inscribe en un partido porque siente, piensa y cree que no podrá elegir con su voto al presidente ni a su directiva.



En reiteradas ocasiones, sea verdad o mito, se piensa que al interior de los partidos existen las llamadas “máquinas”. Y creo que efectivamente las hay; no en todos los partidos, pero sí en la mayoría.



Entonces, el ciudadano de a pie no se inscribe, pues cree que esos grupos manejan todo.



¿Cómo se resuelve aquello? A mi juicio, transparentando este sistema: cada militante un voto y elección directa de las directivas.



Lo propusimos el 2006 a la Presidenta Bachelet en su primer período de Gobierno. Es decir, no estamos innovando en esta materia, ni queremos sacar patente de democrático, porque la hemos tenido siempre.



Lo digo derechamente: ante estos nuevos estándares es bueno cambiar, modificar. Pero no es fácil, porque algunos partidos han funcionado bien de esa manera.



Esos criterios son compartidos por la opinión pública.



Si no hacemos tales cambios, el descrédito, la baja participación, el temor a ingresar a un partido político se mantendrán para siempre, lo cual no es bueno para la democracia chilena.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, esto fue largamente discutido el día de ayer. Además, tuvimos reunión de Comités.



El asunto es simple.



El artículo 23 del proyecto dispone -alguien podrá decir que afectando su autonomía- que los partidos deben tener un órgano ejecutivo y un órgano intermedio colegiado (el tribunal supremo y el otro).



Esos son los dos principales órganos.



Después, el artículo 24 del texto aprobado por la Cámara de Diputados consagra que el Órgano Ejecutivo (o sea, la directiva) es elegido por elección directa de los militantes o conforme a los estatutos.



Y si los estatutos señalan una cosa distinta, lo tendrá que zanjar el Órgano Intermedio Colegiado, que para nosotros sería el Consejo General, y para la Democracia Cristiana, la Junta Nacional.



Pero sucede que la norma también dice que los miembros de este organismo colegiado se elegirán de acuerdo con los estatutos. O sea, esta ley en proyecto va a permitir que las directivas de los partidos, su consejo general, no sean elegidos por el principio “un militante, un voto”.



Eso reclamamos. Esos son los hechos, los datos.



Esta iniciativa, según se publicitó tanto en la campaña de la ahora Presidenta de la República como por los dirigentes políticos, los Ministros, estaba destinada a fortalecer, democratizar y abrir los partidos.



Sin embargo, ¿qué hace, en definitiva, este proyecto?



Permite -reitero- que el Órgano Ejecutivo -la directiva, el Consejo General, etcétera- o el Órgano Intermedio Colegiado no sean elegidos directamente; que no haya participación a través de una votación democrática.



Ofrecimos aceptar el criterio de la Cámara de Diputados en cuanto a la existencia de una opción, ya sea por los estatutos, ya sea por elección directa, pero si se incluía el Órgano Intermedio Colegiado. Es más, si este -el Consejo General, el Comité Central o como quiera que se llame- tenía como función elegir la directiva, este organismo necesariamente debía elegirse a través de una participación de “un militante, un voto”.



No se aceptó. Se rechazó esa opción.



Eso nos lleva a que hemos avanzado en transparencia; hemos avanzado en control.



No sé para qué dictamos una norma con el propósito de que el Servicio Electoral actúe como ministro de fe en las elecciones si no se va a requerir, porque la directiva, el Consejo General, etcétera, no van tener elecciones directas.



Esa es nuestra discrepancia y la ponemos sobre la Mesa.



Por eso, vamos a rechazar esta norma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, valoro el tono con el cual se debate el día de hoy esta materia, de las directivas de los partidos y sus consejos.



Asimismo, respecto de su democracia interna.



Ayer tuvimos algunas descalificaciones inaceptables de quienes pretenden dar lecciones de democracia, pero no sé cuál es su trayectoria con relación a la cultura democrática.



En esto hay que mirar la realidad de cada partido, su historia, sus tradiciones y su cultura interna, especialmente del militante, de las regiones.



Efectivamente, como decía la Senadora Allende, una elección directa -el PPD la tiene en todos sus órganos- es tan democrática como una indirecta, donde el órgano base también es elegido mediante el sistema de “un hombre, un voto”.



Por lo tanto, la democracia -para no perdernos- está dada por la facilidad de participación de cada uno de sus militantes, por la universalización de ese proceso, y no por cómo se eligen los órganos intermedios.



De lo contrario, podríamos cuestionar el sistema de elección de los Estados Unidos o de España; es más, de todos los regímenes parlamentarios que no eligen directamente al Primer Ministro.



¿Y alguien podrá decir que ello no es democrático?



Por eso resalto el tono con que hoy se enfrenta esta discusión.



La autonomía de los partidos es algo fundamental, porque ahí está su tradición, su riqueza.



Señor Presidente, nos parece indispensable aprobar esta indicación en los términos en que está planteada.



Nosotros la vamos a apoyar.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señora Presidenta, sin duda, este debate es legítimo.



Soy partidario de que los partidos elijan a sus directivas y a sus órganos colegiados por voto directo, popular, y que cada militante tenga la posibilidad de decidir los nombres.



Sin embargo, este tema es discutible: no está escrito ni el Corán, ni en la Biblia, ni en la Torá cuál debería ser el sistema.



Hay mecanismos directos, utilizados actualmente por la mayoría de los partidos, y también indirectos, que hemos usado casi todas las colectividades políticas.



En consecuencia, no hay una norma escrita.



Señora Presidenta, tengo dos preocupaciones.



La primera es que, si no alcanzamos el quórum para esta norma, probablemente la Cámara de Diputados insistirá con su redacción original, con lo que ellos aprobaron, lo cual nos llevaría a una Comisión Mixta.



Y si vamos a Comisión Mixta, existe la posibilidad de que no alcancemos a aprobar los seis proyectos de probidad y transparencia que todos nos comprometimos a despachar en el mes de enero. 



Y eso me preocupa.



Aprobamos la reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral.



Aprobamos el proyecto sobre probidad en la función pública luego de un tremendo trabajo de la Comisión de Gobierno, que preside el Senador Espina, el cual va a obligar a casi todas las autoridades a declarar intereses y patrimonio, y que incluye la constitución de fideicomiso ciego y la enajenación de activos.



Aprobamos la reforma constitucional que establece la cesación en el cargo: ¡medida que duele!



Aprobamos el proyecto de fortalecimiento y transparencia de la democracia, que implica un cambio estructural en el financiamiento de las campañas, y que ahora está viendo -entiendo- la Cámara de Diputados.



Vamos a aprobar ahora -viene en el segundo lugar de la tabla de la presente sesión- la iniciativa sobre formación ciudadana, que también forma parte de la agenda de probidad y transparencia.



Pero, si se cae la norma que nos ocupa y la Cámara de Diputados insiste en su redacción, podríamos ir a Comisión Mixta, y, tal vez, ver frustrado el objetivo de tener aprobados todas estas iniciativas en el mes de enero. 



Eso -insisto- me preocupa.



Es cierto que, si uno mira la legislación en proyecto, el artículo 26 entrega ciertos temas a los estatutos, como han dicho algunos Senadores. Pero el artículo 23 bis, intercalado en el texto despachado por la Cámara de Diputados, resuelve de alguna manera la preocupación manifestada por algunos Senadores, sin perjuicio de lo que establece el artículo 26.



El artículo 23 bis dice: “Todos los miembros de los órganos señalados en el artículo anterior” (y este se refiere a un Órgano Ejecutivo, a un Órgano Intermedio Colegiado, a un Tribunal Supremo y tribunales regionales, a un Órgano Ejecutivo e Intermedio Colegiado por cada región donde esté constituido, etcétera) “deberán ser electos democráticamente”.



 Después agrega: “Los estatutos de cada partido político determinarán el sistema electoral y los procedimientos para la elección de sus autoridades”.



Y es muy relevante lo que contempla a continuación: “El sistema de elección establecido en los Estatutos de cada partido deberá observar el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de sus afiliados y, cuando así lo determinen sus estatutos, de sus adherentes.”.



Entonces, a mí me preocupa esta diferencia legítima.



Reconozco la buena voluntad de algunos señores Senadores que plantearon la posibilidad de introducir una indicación; otros dicen que estos asuntos se hallan resueltos en el artículo que acabo de leer. Pero me inquieta que, si todos decimos que es válido tanto el mecanismo de elección directa como el de elección indirecta (por tanto, no hablamos de un dogma sino de un tema discutible), por la divergencia que se manifiesta en la norma en examen podamos frustrar el objetivo -reitero- de tener aprobados todos los proyectos comprometidos en el mes de enero.



Ahora, eventualmente sería posible salvar la situación.



Si hay Comisión Mixta, podemos citar a sesiones extraordinarias el jueves y el viernes de la próxima semana.



¡Por favor! Que no se entienda esto como una amenaza. No lo es. No obstante, probablemente tendremos que proceder así, porque el martes y el miércoles debemos aprobar la Reforma Tributaria, que el país está esperando, y la iniciativa sobre carrera docente.



No tengo ningún problema en sesionar jueves y viernes, y -según entiendo- muchos otros Senadores tampoco. Pero ese sería probablemente el efecto práctico de ir a Mixta en torno a esta iniciativa, por no alcanzarse el quórum necesario en la norma que nos ocupa.



Insisto: no se trata de una amenaza, ¡por favor! -sé que estamos todos programados para sesionar hasta el viernes de la próxima semana-, lo hago presente por si podemos evitar esa prolongación.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, parece que lograr sacar los siete proyectos de ley sobre probidad y transparencia en determinado tiempo es el objetivo final.



Creo que eso es bueno -y así lo ha definido mi coalición-, pero a cada instante vemos las dificultades que conlleva.



Este debate puede transformarse en el eje central de una ley que no perseguía fijar cómo votan internamente los partidos.



La ciudadanía sabe -dispone de toda la información- cómo elige el Partido Comunista a sus autoridades e igual ingresa y permanece en él, porque concuerda con la forma en que actúa y elige a sus autoridades.



Cuando ingresan a la Unión Demócrata Independiente, imagino que pasa lo mismo (la forma en que elegían a sus autoridades hasta hace un tiempo no era muy conocido), y permanecen allí hasta que la pueden abandonar.



De igual manera en el Partido Socialista.



Centrar el debate en la forma en las votaciones internas de los partidos no responde a lo que interesa a la ciudadanía.



El principio básico de transparencia está dado: son elecciones públicas y abiertas. Los partidos que quieran definir “un hombre, un voto” tienen todo el derecho a hacerlo. Y efectivamente hay quienes así lo hemos establecido.



Sin embargo, si lo anterior se va a transformar en una patente que califique de “más o menos democrático”, lo considero peligroso. 



Se pretende innovar en una iniciativa discutida rápida y raudamente, y señalar “los partidos políticos serán mejores porque aplican la regla ‘un hombre, un voto’”. Sin embargo, en algunos casos esto puede ser peor, pues en materia de representación, las zonas extremas, que son regiones de poca población, van a quedar ausentes.



¿Cómo funcionaba en el Partido Socialista el mecanismo de “un hombre, un voto”? Conforme a este disponían de ventaja los dirigentes que aparecían en televisión, los ministros, las autoridades conocidas. Los militantes puros y sinceros, fieles, devotos, que vivían en su región y trabajaban mucho, no tenían ninguna posibilidad.



Por tanto, se produce una discriminación a favor de quienes son conocidos, que tienen mayor opción de resultar electos porque se vota a lo largo de todo el país. Así, se confecciona una cartilla y se vota por ella. ¿Y qué sucede? Que los militantes de Arica terminan apoyando una lista de dirigentes que no conocen, que no han visto nunca en la vida. Sin embargo, las tendencias operan y se desvirtúa el proceso encaminado a que la gente vote de manera informada.



Y todos los partidos han ido adaptando su forma de enfrentar las elecciones internas.



En la UDI, hasta hace poco -lo dije ayer-, no sabíamos qué autoridades resultarían elegidas. Se reunían los cinco coroneles y estaba listo el presidente del partido, antes de que la elección surtiera efecto.



Entonces, hay que preservar la transparencia de la fórmula y que haya democracia interna. Y en los procesos instalados por los partidos esa democracia interna funciona, pues se mantienen como tales.



En tal sentido, considero que se debe resguardar que efectivamente haya información adecuada. 



Por de pronto, ahora habrá fiscalización respecto de los procedimientos y cualquier partido podrá pedir al SERVEL -según entiendo- que fiscalice su elección interna, porque hay un punto muy fuerte: los partidos han de garantizar que sus elecciones internas serán transparentes y de que no habrá intervención de ninguna de las tendencias hegemónicas existentes al interior de sus filas. 



Los partidos políticos tienen que dar garantías para el derecho militante a votar y de que la elección representará efectivamente el resultado obtenido.



Por lo tanto, el debate debió haberse centrado en cómo se garantiza que cuando haya una elección interna en los partidos su resultado refleje fielmente la voluntad militante y no sea alterada, no sea disfrazada, no sea distorsionada y no sea defraudada.



En tal sentido, espero que en la presente votación podamos enfocarnos en que se respete que los partidos políticos se organicen de acuerdo a sus propios intereses, pero resguardando la transparencia y, por cierto, el derecho de cada militante a conocer cómo se ha efectuado la elección.



Si la iniciativa tuviera que ir a Comisión Mixta, me parecería bien, pero no por este punto. Hay muchos otros temas por profundizar.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, en realidad, me llama la atención que después de haber dialogado acerca de la posibilidad de buscar, entre lo dispuesto en el artículo 24 y lo preceptuado en el artículo 26, una fórmula que combinara ambos elementos -así por lo menos lo conversamos con los Senadores y el Presidente de la UDI, quien hizo una sugerencia-, ahora no se pueda concretar mediante una indicación que establezca que se puedan utilizar las dos alternativas: la elección directa o a través de una organización intermedia de las directivas, que puede ser el Consejo General, la Junta Nacional o como quiera que se llame.



La exigencia de que todos los miembros sean elegidos de manera directa significa “forzar demasiado la mano”, como se dice.



Y se los digo francamente a mis colegas de la UDI ¡Porque entiendo que ahora tengan sentido de conversión y estén muy entusiasmados porque, por primera vez, contarán con elección directa…!


¡Ahora van a elegir a sus directivas de manera muy democrática…! Nosotros hemos tenido esa experiencia desde hace años.



¡Entiendo que estén muy entusiasmados y con muchas ganas…!



Pero la idea era buscar un mecanismo que nos permitiera flexibilizar las posturas.



Ahora bien, quiero dejar constancia -porque debemos ser autocríticos- de que en este momento a la Nueva Mayoría le falta un voto para aprobar el inciso que nos ocupa.



Ayer nos faltaron tres votos para aprobar una indicación del mismo tenor.

El señor PROKURICA.- ¡Están mejorando…!

El señor PIZARRO.- En la práctica, hoy nuevamente se rechazará la propuesta, por falta de compromiso de nuestro conglomerado. Y dicho resultado, inevitablemente, implicará ir a Comisión Mixta.



Entiendo que lo mismo sucederá con el artículo 26. Porque si no hay acuerdo para aprobar el inciso primero del artículo 24 y nosotros votaremos a favor de aquel tal como está, lo más probable es que también vaya a Comisión Mixta, generándose las consecuencias que el señor Presidente ha indicado.



Asimismo, hago presente que hubo una reacción por parte de los independientes y los representantes de partidos chicos (en formación o ya constituidos) en la votación anterior, en la que tampoco logramos cumplir el quorum de 21 votos. Por tanto, no les podemos echar la culpa a Senadores de Oposición, cuando en la oportunidad anterior colegas de nuestra propia coalición no cumplieron el acuerdo. Ello significa que ahora no podemos pedirles que voten en consecuencia.



Digo esto, porque ahora hay que asumir las responsabilidades.



Toda la tarde hemos analizado por qué la política y los partidos están desprestigiados. Bueno, una respuesta es que muchas veces no tenemos la disciplina mínima para cumplir los acuerdos que adoptamos, incluidos los parlamentarios.



A veces, en materias que son propias de los partidos -o sea, de las organizaciones políticas que queremos fortalecer-, no observamos los compromisos asumidos con las otras fuerzas o con el Gobierno.



Lamento esta situación. 



Y nos hacemos cargo de que hoy falta un colega, uno que ha sido presidente de partido, a quien se le dijo que no se fuera porque no contábamos con los votos.



El día de ayer nos pasó lo mismo, y ahora ni siquiera podemos pedirles la colaboración a los representantes de los partidos chicos, pues en una votación anterior tampoco cumplimos lo acordado.



Respecto de la postura de los miembros de la UDI, ojalá mantengan la consecuencia democrática de aquí en adelante y se entusiasmen con el sistema de elección directa (un militante, un voto), porque hace mucho bien.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, cada país en los distintos momentos de la historia cuenta con órganos intermedios que han establecido diferentes formas de organización.



Ayer emití un juicio y sobre ello hablé con un miembro de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, quien tenía una opinión similar, al parecer. Me refiero a la autonomía de los cuerpos intermedios para constituirse, conforme lo consagra la Constitución.



Es posible discutir si lo que se está tratando de regular es constitucional o no. Al respecto, enfrente hay colegas abogados mucho más versados que uno en la materia. Yo no estudié ni me titulé como abogado. 



En todo caso, la autonomía de una organización para decidir cómo constituirse es algo que, en otros momentos, las bancas de Oposición han defendido con tremenda pasión. Han dicho que las leyes no pueden pasar por sobre las normas de rango constitucional.



Por cierto, siempre me llamó la atención que se consideraran como cuerpos intermedios los partidos y los sindicatos.



En materia sindical -y estamos discutiendo la reforma laboral- no se permite, a través de una ley, invadir los espacios propios de la autonomía.



Aquí, señor Presidente, nos encontramos en el límite entre una norma y otra.



La discusión ha dado cuenta de los niveles de tolerancia entre nosotros respecto de las diferentes formas de organización. Y ello va a la par con el proceso de los partidos en formación, que desean una etapa de transición y determinar cuál es el equilibrio adecuado.



Podemos hacer una vuelta más corta o una más larga, señor Presidente: tratar de resolver esto aquí, en el Senado, o ir a la Comisión Mixta.



A mi juicio, en este artículo deberíamos fijar un marco general, más que estar pensando en los intereses específicos de los partidos, de los cuales la mayoría somos parte.



Veo dos caminos para que el Senado avance en construir acuerdos, aunque sé que estamos en votación y no es factible solicitar que esta se suspenda. En el cumplimiento de nuestra función podemos resolver el asunto hoy acá o esperar siete semanas para retomar el debate después de que la Comisión Mixta busque una solución.



Señor Presidente, yo haría el esfuerzo por rescatar algunas normas que se cayeron. 



Reconozco que en una votación anterior voté sin saber que había un acuerdo con los partidos que defendían una norma de transición. Se lo comenté a algunos.



¡No me gusta la idea de bajar los porcentajes para la constitución de partidos! Eso también es sabido.



Pero -insisto- no sabía que el mecanismo de transición era parte de un acuerdo. Por ende, me gustaría que aquella votación se pudiese repetir. Sé que algunos colegas no querrán dar la unanimidad a ese efecto, pero igual la pido. Es una posibilidad.



Además, para que esta disposición interprete a todos los que estamos en el Parlamento, propongo que se generen mecanismos que permitan el reconocimiento de la autonomía que la Constitución consagra para asegurar diferentes formas de organización.



A la larga, se podría intentar condicionar la forma en que los partidos generan sus autoridades. Pero si ello va en contra de su cultura y de su autonomía, es evidente que estamos ante un Estado que impone normas por ley, yendo mucho más allá de lo que dice la Carta Fundamental.



A mí no me gusta el Tribunal Constitucional como instancia a la cual se puede recurrir. Pero el inciso en votación, que afecta la autonomía de los cuerpos intermedios de los partidos, a mi juicio, está en confrontación con normas constitucionales referidas a la materia.



Sugiero buscar los mecanismos necesarios para construir un acuerdo en el que todos quepan respecto del establecimiento de un período de transición y del modo de organización de cada colectividad política.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, hay cosas que son opinables y otras que son de principios.



Evidentemente, cuando se trata de principios, uno debe mostrar una coherencia, una convicción, porque detrás hay una ética presente. Cada uno de nosotros tiene sus principios y sus convicciones.



Creo que todos estamos de acuerdo -muchos lo han expresado- en que la norma que nos ocupa es un tema opinable. Al parecer, existe consenso en la Sala -también ha sido dicho- en cuanto a entender que aquí no está comprometida una cuestión de principios.



Lo relativo al porcentaje para formar un partido político (0,25 por ciento o 0,5 por ciento) ¡no es un asunto de principios! Son materias opinables que requieren un juicio prudencial. ¡Un juicio prudencial!



Además, somos todos razonables -¡todos!-, de Derecha e Izquierda, de Gobierno y Oposición.



En el caso de la Democracia Cristiana -lo señaló el Presidente del Partido ayer-, el Consejo Nacional tomó un acuerdo unánime para favorecer la elección directa. ¿Por qué? Porque nuestra experiencia en ese sentido ha sido buena.



Tuvimos un sistema indirecto durante muchos años: las juntas nacionales elegían a la directiva. 



Después pasamos al mecanismo de elección directa (un militante, un voto), y nos fue bien: la gente participa. 



Todos los Senadores democratacristianos estamos votando a favor del texto de la Cámara de Diputados, tratando de ser razonables. ¿Por qué? Porque los partidos políticos en nuestro país son mucho más que estatutos, organizaciones jurídicas o reglamentos internos. 



Afortunadamente, en la historia política de Chile hay partidos que constituyen culturas políticas y evidencian una trayectoria. El Partido Radical tiene más de 150 años de vida y el Partido Comunista, más de 100. Con el Socialista somos colectividades jóvenes: de 80 y tantos años.



Bueno, ese es nuestro país. 



Y suma y sigue, porque han aparecido nuevas denominaciones en la Derecha y en la Izquierda, pero a partir de viejas tradiciones.



Entonces, además de ser razonables, es necesario respetar las historias, las trayectorias, las culturas políticas.



Hay una forma de ser socialista; hay una forma de ser democratacristiano; hay una forma de ser Renovación Nacional. 



No se trata solo de una cuestión jurídica, estatutaria, reglamentaria, que la ley busca imponer para fijar una manera de ser, de elegir autoridades internamente, de organizarse. 



Como indica la experiencia comparada, existen realidades en ambos sentidos: partidos que generan sus directivas directamente y otros que lo hacen indirectamente. Ambas formas son democráticas. 



Ya hemos analizado el artículo 23, que garantiza la existencia de una generación democrática.



En resumen, primero, la norma que nos ocupa es opinable, por lo que no cabe tratar de transformarla en un tema de principios.



Segundo, seamos razonables. ¡Somos razonables! Creo que todos  tenemos capacidad para ceder en cuestiones que no afectan principios ni convicciones más profundas. 



Y, tercero, seamos respetuosos de las historias, de las trayectorias, de las culturas políticas de partidos que están enraizados en una tradición republicana democrática. Cada partido busca la manera de organizarse internamente, de generar sus directivas y sus órganos internos.



En consecuencia, pido que no transformemos esta futura ley en una camisa de fuerza. Todo cuerpo legal debe ser una norma general que apunte a facilitar la vida en democracia. 



Afortunadamente, en Chile rige una democracia de partidos, de instituciones, no de caudillos. 



Por lo tanto, llamo -a estas alturas del debate no sé qué podemos agregar- a tratar de ser respetuosos. Somos razonables y este tema es opinable.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡La verdad tiene su hora…!



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso primero del artículo 24 propuesto por la Cámara de Diputados, contenido en el numeral 24, que pasó a ser 23, del artículo 1º del proyecto, por no reunirse el quórum constitucional exigido (20 votos a favor, 5 en contra y 9 abstenciones), y queda aprobado el proyecto en particular y despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Lily Pérez y los señores Allamand, Chahuán, García y Prokurica.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón y Pérez Varela.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Entiendo que había quedado pendiente el artículo 26, que está vinculado a lo que acabamos de votar. 



Respecto de esa norma, íbamos a presentar una indicación en su oportunidad y no se pudo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría, efectivamente en su minuto surgió una propuesta para presentar una indicación a ese artículo. Pero no hubo acuerdo.

El señor PIZARRO.- Pero no votamos el artículo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Fue aprobado dentro de las normas unánimes. No se pidió votación separada de ello.

El señor PIZARRO.- Perfecto. Mejor todavía.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, soy partidario de que las cosas se terminen bien. 



Hace un momento pedí que se recabe el acuerdo unánime de la Sala para repetir la votación de la norma vinculada al tema de la transición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para repetir esa votación?

El señor COLOMA.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



Entonces, queda despachada la iniciativa.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para analizar el próximo martes el proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, una vez que sea despachado por la Comisión de Hacienda, pudiendo esta informarlo mediante certificado.



¿Habría acuerdo?

La señora ALLENDE.- Sí.



--Así se acuerda.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es muy probable que a ese efecto tenga que citar a sesión especial para el martes en la mañana. Entonces iniciaríamos el debate y lo continuaríamos en la tarde. 



Por otro lado -para que se hagan a la idea los señores Senadores-, si no alcanzamos a ver el miércoles el informe de la Comisión Mixta relacionado con el proyecto sobre partidos políticos, es muy probable que haya sesión el próximo jueves o viernes. Sería ideal el jueves, pero no sabemos cómo andarán los tiempos.



Lo señalo para que Sus Señorías se programen.

El señor QUINTANA.- Pasemos a la iniciativa que crea el plan de formación ciudadana, señor Presidente. Es muy importante.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es lo que corresponde ver ahora, señor Senador. 

CREACIÓN DE PLAN DE FORMACIÓN CIUDADANA PARA ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES RECONOCIDOS POR EL ESTADO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.043-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015 (se da cuenta).


Trámite de Comisión Mixta: sesión 92ª, 13 de enero 2016.


Informes de Comisión:


Educación y Cultura: sesión 60ª, en 13 de octubre de 2015.



Educación y Cultura (segundo): sesión 76ª, en 24 de noviembre de 2015.



Comisión Mixta: sesión 92ª, en 13 de enero de 2016.


Discusión:



Sesiones 66ª, en 3 de noviembre de 2015 (se aprueba en general); 77ª, en 25 de noviembre de 2015 (se aprueba en particular).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe señalar que las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la enmienda introducida por el Senado a la letra g) del artículo único.



En efecto, la Cámara Baja, en el primer trámite, aprobó la siguiente redacción para la letra g): “Garantizar una gestión y cultura democrática y ética en la escuela.”. Y en el segundo trámite, el Senado remplazó esa redacción por la siguiente: “Promover la ética y cultura democrática en la escuela.”.



La Comisión Mixta, como forma de resolver tal divergencia, propone aprobar la letra g) con la redacción que se indica a continuación: “Garantizar el desarrollo de una cultura democrática y ética en la escuela.”.



Dicho acuerdo fue adoptado por 5 votos a favor (de los Diputados señora Provoste y señores Espinoza y Jackson, y de los Senadores señores Quintana e Ignacio Walker) y 3 abstenciones (de la Senadora señora Von Baer y de los Diputados señores Edwards y Gutiérrez).



Hago presente que la referida letra g) tiene carácter orgánico constitucional, por lo que requiere, para su aprobación, de 21 votos favorables.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión del día 13 de enero, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figura, en la cuarta columna, dicha propuesta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Respetando el derecho de todos a fundamentar el voto, ¿habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación la proposición de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, quiero iniciar esta intervención señalando algo que es conocido por todos los que participaron en el estudio del proyecto que crea el plan de formación ciudadana: nosotros concurrimos con nuestros votos a la aprobación unánime de la idea de legislar y de las normas en particular. 



Nosotros votamos a favor de la totalidad de las disposiciones de esta iniciativa.



En su oportunidad aquí hubo toda una discusión acerca de cuándo había terminado la formación cívica en las escuelas. No quiero ni recordar ese debate porque es bastante odioso hacerlo. Creo que no sería un buen broche final para el día.



Nosotros aportamos en la formulación de las distintas partes del proyecto de ley. Para ello trabajamos en conjunto con el Ministerio de Educación.



En lo que respecta al trámite de Comisión Mixta, habíamos llegado a un acuerdo con el Gobierno, pero, desgraciadamente, aquel no se mantuvo. 



La fórmula que quedó finalmente para la letra g) creemos que está fuera de las ideas matrices del proyecto. Y quiero explicar por qué.



Porque toda la iniciativa, tal como estaba planteada por el Ejecutivo desde un principio, establecía que se tenía que fomentar o promover en las escuelas distintos tipos de acciones para la formación ciudadana.



Así, no había ninguna obligación de resultado, es decir, que se lograra algo en específico, que se pudiera medir, sino que había una exigencia en orden a entregar los medios, o sea, que se fomentara y promoviera en las escuelas la participación, la cultura democrática, la formación ciudadana.



Y para ello el Ministerio iba a proponer ciertos programas, los que pasarían por el Consejo Nacional de Educación, para que finalmente los colegios aplicaran el que mejor les pareciera.



Sin embargo, por desgracia, la forma en que finalmente quedó redactada la norma supone que el Ministerio de Educación tiene que “garantizar” el desarrollo de una cultura democrática y ética en la escuela.



No existe problema con el “desarrollo de una cultura democrática y ética en la escuela”, sino con la palabra “garantizar”. Porque si el Ministerio debe garantizar que se desarrolle cierta cultura en la escuela, tendrá que entrar con el programa en el establecimiento. Y eso es justamente lo que se quiso evitar durante toda la discusión. El acuerdo apuntaba a que cada escuela pudiese establecer libremente cuál programa aplicaría.



Por lo tanto, dado que esto ya no es una obligación de medios, sino de resultados, está fuera de las ideas matrices, excediendo los conceptos de promoción y fomento.



Esto debiera haber sido de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, y no ocurrió así.



Quiero dejar superclaro que nosotros consideramos que este es un buen proyecto. De hecho, lo aprobamos por unanimidad. Pero por seriedad no nos es posible decir que se puede garantizar algo, porque no es factible. La misma Ministra de Educación señaló durante el debate que no se puede garantizar que existirá cierto tipo de cultura en la escuela. Lo que sí debemos hacer es promover, entregar todas las herramientas para que ello ocurra.



Por lo tanto, pensamos que sin quererlo se puede terminar exigiendo lo imposible. Porque al Gobierno se le dirá: “Usted no está garantizando que se produzca cierto tipo de cultura democrática en la escuela”.



Y se podría terminar entrando en la autonomía de los establecimientos, afectando algo que consideramos muy importante: la libertad de educación. Y ello sucederá en los colegios particulares subvencionados, en los municipales e incluso en los particulares pagados.



Hemos estado fuertemente a favor de este programa. Pero creemos que cada escuela debe tener la libertad de definir cómo llevará a cabo la tarea. La idea es que la Cartera de Educación ponga a disposición de los colegios distintos programas, y que cada establecimiento elija.



Pero cuando se le dice al Ministerio que tiene que garantizar, entramos en un problema.



Por eso, señora Presidenta, nos vamos a abstener, tal como lo hicimos al interior de la Comisión Mixta.



Y hago reserva de constitucionalidad en virtud del artículo 69 de la Carta Fundamental y por la eventual contravención de la libertad de enseñanza consagrada en el artículo 19, número 11º, de la Constitución.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, a mi juicio, esta es una materia demasiado importante como para que la veamos así, al pasar, con colegas que ya se han retirado.



Y es demasiado relevante como para plantear lo que le acabo de escuchar a mi colega la Senadora Von Baer, en orden a que un sector de la Oposición podría abstenerse -¡abstenerse!- en un proyecto que fue acordado unánimemente -¡unánimemente!- en todos sus aspectos, salvo en una palabra y una frase, que es “garantizar el desarrollo de una cultura democrática y ética”.



Quiero enfatizar y reiterar esto, que todos sepan lo que estamos votando, la materia respecto de la cual algunos podrían abstenerse. ¿De qué? De asumir nuestro rol como Estado, como Congreso, en medio de la crisis, de los problemas de desconfianza registrados, producto de lo cual estamos legislando acerca de una nueva normativa de partidos políticos, precisamente para que hechos irregulares no vuelvan a ocurrir.



Y que algunos no estén dispuestos a garantizar una cultura ética y democrática francamente creo que es un exceso de ideologismo.



Esta es una discusión larga.



Muchos Senadores, de distintas bancadas, presentaron durante mucho tiempo proyectos de formación cívica, con una mirada bastante más restrictiva que lo que ha surgido de este largo debate. Estos más bien buscaban un conocimiento por parte de los estudiantes de la institucionalidad republicana, de su funcionamiento, de las normas democráticas.



Pero lo que se plantea en esta iniciativa va mucho más allá. Aquí se incluye el tema de derechos humanos. Espero que no sea esa dimensión la que haya incomodado a algunos en el marco de esta discusión.



Nada impedirá -así será si esto se aprueba, naturalmente- que los estudiantes de prekínder y de todos los niveles sucesivos tengan asignaturas que busquen fomentar una mejor convivencia, democrática y ética.



Con franqueza, no sé quién puede estar en contra de aquello.



Efectivamente -ahí estoy de acuerdo con la Senadora Von Baer-, hubo una diferencia de una palabra. ¡De una palabra! El texto que salió del Senado, que fue apoyado por todos los colegas de enfrente, y de todas las bancas, hablaba de “fomentar” esta cultura ética y democrática. Y la Cámara de Diputados insistió en el término “garantizar” una cultura democrática.



Ciertamente, es un imperativo.



Pero, dada la situación que hemos vivido en nuestro país, dada la profunda crisis por la cual atraviesa hoy la credibilidad de las instituciones, debemos partir por casa en esta materia.



Por lo tanto, no considero adecuado que haya sectores que hoy se descuelguen de un tema tan relevante como este. Lo que está en juego es el tipo de persona, el tipo de ciudadano que vamos a formar en las aulas.



Por eso, llamo especialmente a los Senadores que han seguido muy de cerca este proyecto, que lo aprobaron en general y en particular, a que no por una palabra encuentren hoy un pretexto para desmarcarse de temas tan importantes como la cultura ética, democrática, los derechos humanos, la formación de una persona íntegra, que por supuesto es responsabilidad de la escuela, pero también de todos nosotros.



Por ello, invito a respaldar el informe de la Comisión Mixta, habida consideración de que en el sistema educativo existía hasta 1997 la asignatura de Educación Cívica. Por decisión política, pero también por una definición del Consejo Nacional de Educación, la materia se fue transversalizando en el currículo. Esta existe, pero no con el esfuerzo ambicioso que hoy se ha planteado: que esté garantizado.



Lo más importante, más que si la palabra es “garantizar” o “fomentar” -ambas son positivas-, es que está absolutamente garantizado que cada establecimiento estará obligado -en eso no hubo discusión- a contar con un plan de formación ética, democrática, con valores como los que he tratado de señalar.



Por último, quiero decir que este es el único proyecto de la reforma educacional que es parte de la Agenda de Probidad y Transparencia. Por lo tanto, quienes por alguna razón -inexplicable a esta altura-, de un sobreideologismo, lo quieren rechazar, deberán responder también ante su electorado.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, recuerdo muy cercanamente la revolución pingüina del 2006: miles y miles de estudiantes, adolescentes, marchando en las calles, tomándose sus liceos por largas y largas semanas.



Cuando en el mundo los jóvenes se dedicaban al deporte, a estudiar, a hacer el amor, a los temas propios de los adolescentes, en Chile marchaban en la calle para decirles a sus padres, a sus profesores, a su Gobierno, a todas las autoridades, que querían educación gratuita, sin lucro y de calidad, promoviendo un sentido y una demanda que no estaba en el programa del primer Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Nos dieron una lección ética, moral, ciudadana, política. Salieron a las calles y pusieron en la agenda nacional los temas de la educación de calidad y de la gratuidad, en contra del lucro.



Después de esa enorme “revolución pingüina”, del 2006 y del 2011 -a ella se incorporaron los universitarios-, los adultos, la sociedad, las autoridades nos dimos cuenta de que hay que garantizar la formación ciudadana, es decir, que esto no puede ser parte de un hecho puntual movido por una demanda legítima, sino de la formación de los ciudadanos que integran una sociedad.



Por eso creo que el concepto de “Promover la ética y la cultura democrática en la escuela” es absolutamente insuficiente. Esto no se trata de una promoción de verano, sino de una garantía, porque la promoción siempre ha estado en los textos generales del Ministerio de Educación y en diversos programas de todo tipo.



Cuando establecemos “Garantizar el desarrollo de una cultura” lo que decimos es que debe haber programas concretos; formación de profesores especializados; recursos para el funcionamiento de los centros de alumnos, que tienen que ser aliados del desarrollo académico del centro de estudios.



También ha de haber una incorporación real del centro de padres a la vida de la comunidad educacional, a la vida del liceo y de la escuela; debe haber respeto de los directores de liceos, de escuelas, hacia los centros de padres y centros de alumnos.



Por tanto, el “garantizar” obliga al Estado a una preocupación real de inversión de recursos, de desarrollo de políticas permanentes, para que esto no sea burlado. Porque la autoridad, en las más de 11 mil escuelas y liceos que hay en Chile, decidió interpretar a su modo el “promover” y coloca en el diario mural a la entrada del liceo o del colegio una noticia, una síntesis, y con eso está promoviendo la ética y la cultura democrática.



Nosotros decimos que hay que “garantizar”, y eso significa inversiones, programas, formación. Es decir, una política proactiva y no reactiva o particularmente conservadora.



Por eso, espero que la votación sea en el sentido adecuado, acogiéndose la propuesta de la Comisión Mixta, que representa un paso adelante.



Quedarnos en “promover” y no en “garantizar” significa no haber avanzado ni haber entendido nada de lo vivido en los últimos años fruto de la acción de nuestros jóvenes estudiantes adolescentes, tanto secundarios como universitarios.



Por lo expuesto, señora Presidenta, voto a favor de la propuesta de la Comisión Mixta, esperando que los más conservadores de la Sala hayan entendido el mensaje de los pingüinos.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (25 votos a favor y 5 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, García, García-Huidobro y Prokurica.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminado el Orden del Día. 

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ARAYA:



Al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, solicitándole informar sobre SITUACIÓN PREVISIONAL DE DON JUAN DOMINGO VALENZUELA GARCÍA.


Del señor CHAHUÁN:



Al señor Subsecretario de Justicia, requiriéndole antecedentes tenidos a la vista para INDULTO POR RAZONES HUMANITARIAS A DON PABLO ANTONIO VALENCIA MONTERO, y pidiéndole remitir INFORME PERICIAL DE SERVICIO MÉDICO LEGAL PRACTICADO A MADRE DE VÍCTIMA DE DICHO INDULTADO.



Del señor ESPINA:



A los señores Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndoles información acerca de FISCALIZACIÓN POR INTERRUPCIÓN DE SERVICIOS DE TELEFONÍA E INTERNET EN COMUNA DE ANGOL.



Al señor Ministro de Obras Públicas, consultándole por FISCALIZACIÓN POR AUTOPISTA EN MAL ESTADO EN TRAMO ENTRE ICALMA (COMUNA DE LONQUIMAY) Y MELIPEUCO.


A los señores Ministro de Obras Públicas y Alcalde de Lautaro, consultándoles por MEDIDAS ANTE INUNDACIONES EN COMUNIDAD JOSÉ MARÍA TORO POR FALTA DE ENTUBACIÓN Y ALCANTARILLADO EN CANAL.



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Salud, al señor Ministro del Medio Ambiente y al señor Alcalde de Lautaro, requiriéndoles explicación ante IMPOSIBILIDAD DE USO DE ESPACIOS PÚBLICOS POR HABITANTES DE COMUNA DE LAUTARO.



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y a los señores Ministro de Agricultura y Alcalde de Victoria, solicitándoles informar sobre FISCALIZACIÓN Y REPARACIÓN DE CAMINOS RURALES EN COMUNIDAD DE QUINO.



A la señora Ministra de Salud, requiriéndole antecedentes sobre RECONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL DE COLLIPULLI.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que se informe sobre AVANCE DE SOLUCIÓN PARA REPARACIÓN DE CALLES DE POBLACIÓN PEDRO AGUIRRE CERDA (COMUNA DE RENAICO). REITERACIÓN DE OFICIO.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Alcalde de Lautaro, consultándoles por REPARACIÓN DE VÍA ENTRE CALLES MAC-IVER Y MANUEL ANTONIO MATTA.



Y al señor Alcalde de Victoria, solicitándole INSTALACIÓN DE LOMO DE TORO EN SECTOR DE BAJO TRAIGUÉN.


De la señora GOIC:



A la señora Directora Regional del Servicio de Evaluación Ambiental de Magallanes, pidiéndole REVISIÓN DE PROCEDIMIENTO DE ANÁLISIS DE PROYECTO INGRESADO POR MINA INVIERNO S.A. A SISTEMA DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL E INCLUSIÓN DE PROCESO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA.



Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información acerca de PLANES DE MITIGACIÓN DE CONFLICTO DE CONECTIVIDAD ENTRE VALDIVIA E ISLA TEJA Y ACCIONES PALIATIVAS PARA ÉPOCA ESTIVAL.



Y a la señora Ministra de Salud, solicitándole información respecto a MEDIDAS PARA HACER FRENTE A GASTOS ADICIONALES EN SALUD EN COMUNAS QUE RECIBEN GRAN CANTIDAD DE TURISTAS POR PERÍODOS EXTENSOS.

)-----------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En Incidentes, en el tiempo del Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

PROBLEMAS EN ÁMBITOS DE SALUD Y EDUCACIÓN EN LOCALIDAD DE CHUFQUÉN, COMUNA DE TRAIGUÉN. OFICIOS

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, quiero enviar dos oficios: a los Ministerios de Salud y de Educación, respectivamente, en relación con una situación territorial en la Región de La Araucanía, específicamente en la localidad de Chufquén, de la comuna de Traiguén, provincia de Malleco.



La localidad de Chufquén existe desde hace muchos años, con un emplazamiento humano, un asentamiento de personas que han prestado servicios por décadas en labores agrícolas en fundos. Por distintas razones, con el correr del tiempo la actividad agrícola ahora no genera los empleos que había en el pasado. Sin embargo, sigue existiendo una tradición agrícola en esa zona.



Y tal vez lo que más llama la atención en Chufquén es la llegada de un número muy significativo de comunidades indígenas, a las que por variados motivos con el transcurso del tiempo distintos gobiernos les fueron comprando terrenos, fundos, predios. Y hoy día nos encontramos con una especie de villorrio rural, no reconocido, no asumido, con una enorme carencia de servicios básicos, con poco terreno para el equipamiento comunitario, quedando solo los terrenos que corresponden a INVIA, a la antigua faja de los Ferrocarriles del Estado.



Por lo tanto, señora Presidenta, ahí existen dos preocupaciones. Por eso planteé la necesidad de enviar dos oficios.



La primera se refiere al tema de salud, porque son muchos los habitantes de ese lugar. Se estiman unas mil 700 personas, y probablemente más, como consecuencia de la llegada de comunidades indígenas, a las que les compraron predios en ese lugar. Ello representa una cantidad de población muy superior a la que había cuando se trataba de antiguos asentamientos que desarrollaban la actividad agrícola tradicional.



Sin embargo, hoy día hay menos servicios básicos.



El colegio que había cerró. Y los niños, que no son pocos, tienen que trasladarse a zonas más alejadas, incluso de otra comuna, de otra provincia, para recibir educación.



Se trata de un villorrio que está a más de 20 kilómetros de cualquier otro centro urbano o semiurbano. Por tanto, claramente ahí hay un emplazamiento humano que se debe fortalecer -insisto- con servicios públicos.



Por eso, una primera presentación va dirigida al Ministerio de Salud, para que nos informe respecto de lo que ocurre con la actual posta de salud rural, ubicada en un sector muy cercano: Molco, que claramente ya está superada por la demanda existente.



Queremos conocer también qué ocurre con el per cápita en salud de esa comuna, y en particular con el de los habitantes de ese territorio.



Además, se precisa saber si es posible -los vecinos se lo plantean- transformar esa posta de salud rural en un centro comunitario de salud familiar (CECOF), tal como se está haciendo en muchos lugares, incluso de menor población que esta localidad.



Por lo tanto, la idea es que el Ministerio de Salud, en particular el Servicio de Salud Araucanía Norte, nos remita información acerca de cómo vislumbra que será la futura atención primaria en ese lugar; qué cambios habría que hacer; cuál de las políticas que está llevando adelante la Presidenta Bachelet, a través de la Ministra Carmen Castillo, es posible implementar en esa zona, con el objeto de mejorar la atención de los beneficiarios.



La otra preocupación se refiere al tema educacional.



En tal sentido, pido oficiar al Ministerio de Educación para que nos informe respecto de la posibilidad de reabrir el colegio que allí había, porque claramente hoy día existe muchísima más demanda que la de las últimas décadas; y acerca de cómo mejorar la oferta educativa pública (solo es posible acceder a ella en una comuna vecina de otra provincia, con todas las dificultades de traslado, de riesgo que ello implica para esos menores).



Por lo tanto, la idea es que el Ministerio de Educación, a través de la Seremía respectiva o de la jefatura provincial, nos pueda también proyectar cómo ven el comportamiento de dicha demanda de estudiantes en esta zona de la Región de La Araucanía.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Senadores señores Navarro y De Urresti.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En el tiempo del Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

DEMORA EN PROYECTO DE ASFALTADO DE CAMINO ENTRE MARIQUINA Y SECTOR DE IÑIPULLI. OFICIOS

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, durante la semana recién pasada tuvimos la oportunidad de estar en la comuna de Mariquina, y los vecinos del sector de Locuche me plantearon su inquietud por la demora en el asfaltado del camino que une precisamente esa comuna con el sector de Iñipulli.



Existe un compromiso de asfaltar desde el kilómetro 11 de esa vía hasta el castillo San Luis de Alba. Pero ya estamos a mitad de enero y no hay ningún avance en dicha obra.



Por eso, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas, porque quiero conocer precisamente la razón de la demora de ese proyecto, que es muy importante para la zona de Valdivia, y particularmente para San José de la Mariquina.



Solicito que se envíe copia de esta intervención al Honorable Concejo Municipal de San José de la Mariquina.



--Se anuncia el envío de los oficios respectivos, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CALENDARIO PARA REPARACIÓN DE “CAMINO VIEJO”, ENTRE CORRAL Y VALDIVIA. OFICIOS

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, deseo que el Ministerio de Obras Públicas informe sobre el calendario de reparación del denominado “Camino Viejo”, entre Corral y Valdivia.



El viernes último, al reunirme en la localidad de Catrilelfu con la junta de vecinos, estos me manifestaron su inquietud por el estado de un conjunto de puentes de esa importante vía -Naguilan, Las Romazas y otros-, donde hay un alto tránsito de camiones madereros, pero también de personas. Los vecinos, además de agradecer la renovación de un subsidio rural, hicieron ver la peligrosidad de esa situación y la falta de atención respecto de ella.



En consecuencia, solicito que se oficie sobre el particular al referido Ministerio y que se envíe copia de esta intervención a la Municipalidad, al Alcalde y a los Concejales de Corral.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.
ESTADO DE IMPLEMENTACIÓN DE CENTRO DE FORMACIÓN TÉCNICA ESTATAL EN CIUDAD DE LA UNIÓN. OFICIO
El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, quiero que se oficie al Ministerio de Educación sobre la situación que plantearé en seguida. 



La Región de Los Ríos determinó que el centro de formación técnica estatal se instale en la provincia de Ranco, específicamente en la ciudad de La Unión, su capital.



Me gustaría saber cuál es el estado de la implementación para la construcción de ese importante establecimiento de educación técnico-profesional, comprometida por dicha Secretaría de Estado.



Llevamos ya dos años de gobierno, y sería relevante tener esa información, que considero fundamental: en qué terreno se construirá el referido centro, cuál es el calendario de inversiones, etcétera.


--Se anuncia el envío del oficio correspondiente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PETICIÓN DE ANTECEDENTES SOBRE SALAS CUNA PARA REGIÓN DE LOS RÍOS EN 2016 y 2017. OFICIO
El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, quiero que se oficie al Ministerio de Educación, principalmente al ente que tiene que ver con el denominado “Programa Meta Presidencial de Construcción de Salas Cuna de la JUNJI”, para que informe detallada y exactamente qué salas cuna están comprometidas para los años 2016 y 2017, cuáles ya se han construido y en qué etapa están las restantes, en toda la Región de Los Ríos.



Se trata de un importante anuncio de la Presidenta en el sentido de avanzar en cobertura de salas cuna y jardines, pero no siempre tenemos información exacta sobre la situación en que se encuentran unas y otros.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ESTADO DE IMPLEMENTACIÓN DE PASO INTERNACIONAL CARIRRIÑE. OFICIOS

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, pido oficiar al Ministerio de Relaciones Exteriores, específicamente a la DIFROL, Unidad de Pasos Fronterizos, para que señale en qué etapa de desarrollo se encuentra la implementación del paso internacional Carirriñe, ubicado en la comuna de Panguipulli, que une la localidad de Liquiñe con Argentina.



Se trata de un paso priorizado por el Comité de Fronteras con Argentina, para lograr un avance en la obra, lo que no visualizamos.



Si no me equivoco, señora Presidenta, el Ministerio del Interior tiene asimismo una Dirección de Pasos Internacionales.



Entonces, pido que también esa Dirección nos informe sobre el calendario de inversiones en el paso Carirriñe, comuna de Valdivia, Región de Los Ríos.



Solicito que se envíe copia de esta intervención tanto al Concejo como a la Alcaldía de Panguipulli.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Los oficios y las copias de intervenciones que Su Señoría solicitó enviar se remitirán a los ministerios y a los servicios correspondientes con la adhesión del Senador señor Navarro.
)---------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité MAS, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Les agradezco a los Senadores Quintana y De Urresti por ceder sus minutos restantes al MAS, que tiene escaso tiempo en la hora de Incidentes.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Le cedieron tiempo los Honorables Quintana y De Urresti?

El señor NAVARRO.- Sí, señora Presidenta.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE RECONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS EN COMUNA DE CORONEL. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, solicito que se oficie al Ministerio de Vivienda para que nos informe exactamente sobre el cronograma del proceso de reconstrucción de 509 viviendas en Paso Seco, comuna de Coronel.



Las 509 viviendas originales terminaron con un informe técnico de demolición. Ello significará una pérdida de más de 10 mil millones de pesos para el SERVIU y para el referido Ministerio.



Quiero que se me envíe copia del mencionado informe, que acaba de determinar -estamos hablando de hace una semana- la demolición de dichas viviendas, lo que implicará que vaya a la basura un volumen increíble de recursos.



Se ha frustrado un sueño de muchas familias, las que deberán padecer un proceso muy duro. Pero no vamos a dejar de hacer presión ni de luchar para que tengan una vivienda digna, decente y bien construida.



Solicito todos los antecedentes, en particular los relacionados con las boletas de garantía: proceso de devolución de estas; actas de recepción técnica tanto del SERVIU cuanto de la Municipalidad de Coronel.



Parece increíble que viviendas construidas hace no más de tres años deban demolerse.



La Dirección de Obras del referido municipio las recepcionó hace un año.



Además, hubo devolución de las boletas de garantía. Hoy día no existe ni una sola para perseguir la responsabilidad de la empresa constructora, que ahora está haciendo la Quinta Etapa en Paso Seco, de Coronel.



Esos hechos son gravísimos. Van a determinar un conjunto de acciones -en mi opinión, penales- para determinar las responsabilidades del caso.



¡Aquí no hay ninguna disposición para que exista impunidad!



Necesitamos que el Ministerio nos entregue todos los antecedentes, en pro de la transparencia y para bien de las familias, que requieren pronta respuesta acerca de la reconstrucción de las viviendas y del cronograma, para saber cómo se afectará su vida, pues habrá que entregarles subsidios de arriendo. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.
COMPORTAMIENTO DE FRONTEL EN COMUNAS RURALES DE CONCEPCIÓN Y DE ÑUBLE. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señora Presidente, quiero que se oficie a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles respecto del comportamiento de Frontel en las comunas rurales de las provincias de Concepción y de Ñuble.



La idea es que determine el porqué de los cortes de luz y de los problemas suscitados; la forma de cobro de las boletas, y la manera de compensar por los sucesivos cortes de luz que han afectado a sectores rurales de los que Frontel es responsable.



Deseo que la SEC nos entregue un informe detallado sobre el particular.



A veces veo a Frontel haciendo un enorme esfuerzo; en otras oportunidades no tiene respuesta acerca de “el sueño”: hemos puesto electricidad en los campos, en los sectores rurales; sin embargo, en algunas ocasiones hay cortes de larga duración que, o tienen compensación, o tienen explicación.



Yo quiero ambas cosas: explicación y compensación.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.

RELACIÓN DE PRECIOS DE TERRENO PARA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS EN POBLACIÓN AURORA DE CHILE. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, quiero que se oficie al Ministerio de Vivienda con respecto al estudio de mecánica de suelos para la construcción, en el sector de calle Prat, de parte de las viviendas de Aurora de Chile.


Según nuestra información preliminar, ese sector era un viejo botadero de basura. De manera que se va a requerir una fuerte excavación para hacer los cimientos. Ello puede conllevar la remoción de muchos miles de metros cúbicos de tierra, lo que elevará desproporcionadamente el precio del terreno.



Deseo que se me informe a quién se adquirió el terreno; cuál fue el costo original, y, especialmente, a cuánto ascenderá el precio final del metro cuadrado gracias al mejoramiento del suelo.



Si ese precio superara las 9 UF, estaríamos hablando de construir en Lonco, que es el sector de más altos ingresos de la comuna de Concepción.



Quiero saber exactamente cuánto pagó el Ministerio de Vivienda y cuál será el precio tras el mejoramiento del terreno.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.
MOTIVOS DE VARAZÓN DE JIBIAS EN ISLA SANTA MARÍA, MEDIDAS Y ACCIONES PREVENTIVAS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, pido oficiar a SERNAPESCA y al Ministerio de Economía para que nos indiquen en forma detallada tanto los motivos de la varazón de jibias ocurrida hace una semana en la isla Santa María -este hecho se repite año a año: varan miles de jibias de manera frontal y brutal en un espacio de tiempo corto- cuanto las medidas que tomaron el Ministerio de Salud, la Armada (esta institución ofreció cooperación) y SERNAPESCA.



Quiero saber si hay una explicación científica y si es posible prever dicho fenómeno, que no solo llama la atención, sino que además provoca graves problemas sanitarios a los habitantes de la isla Santa María (son 3 mil), de la comuna de Coronel.



--Se anuncia el envío de los oficios respectivos, en nombre del señor Senador, de acuerdo al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.
ANTECEDENTES SOBRE PROCESO PARA REMATE DE EMPRESA MINERA SANTA ANA. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, solicito que la Intendencia del Biobío y el Ministerio de Minería nos informen sobre todo el proceso de remate de la Empresa Minera Santa Ana, a la que estamos contribuyendo con fuertes subsidios a la mano de obra y con capacitación para más de 170 trabajadores.



Se trata de un proyecto minero privado fracasado, del que terminó haciéndose cargo el Estado.



En los próximos días se rematará la mina.



Yo soy de los que creen que, o hay una asociación público-privada, o seguiremos con los subsidios (hoy día están en 400 mil pesos para cada trabajador, durante un año a dos).



El carbón de ese yacimiento es necesario. Entonces, debe existir poder de compra.



Les pregunto a ENACAR y al Gobierno Regional: ¿Tiene la empresa poder de compra para la producción de la referida mina y no solo recursos para pagar subsidios?



Los mineros quieren trabajar y producir; no desean vivir de subsidios, en cuyo pago ha habido retraso.



Quisiéramos conocer toda la información de parte tanto del Ministerio de Minería cuanto de la Intendencia del Biobío, la que ha hecho muchos esfuerzos en tal sentido.



Monseñor Fernando Chomalí y quien habla fuimos garantes del acuerdo que posibilitó que esos trabajadores abandonaran la mina después de estar muchísimas horas en el fondo del pique para demandar una respuesta.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.
INCLUSIÓN DE LAGUNA DEL LAJA EN NÓMINA DE LAGOS NAVEGABLES POR BUQUES DE MÁS DE 100 TONELADAS. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, solicito oficiar al Ministerio de Defensa para pedirle que, mediante decreto, incorpore la Laguna del Laja en la nómina oficial de lagos navegables por buques de más de 100 toneladas y, de ese modo, posibilite la fiscalización.



En el decreto en que se contiene la mencionada nómina está incluida la Laguna Chica de San Pedro, que es recreacional, mas no la Laguna del Laja, adonde día a día mucha gente va a pescar y a realizar actividades de entretenimiento.



El 12 de diciembre último, cuatro vecinos de Concepción muy ligados a la Vega Monumental de esa ciudad fueron a pescar a la Laguna del Laja, pero la embarcación volcó y todavía tres de ellos se encuentran desaparecidos.



Estamos en plena búsqueda, junto con sus familias, que se hallan angustiadas.



El Gobierno Regional accedió al arrendamiento de un robot de profundidad que ha tenido éxito en otras tareas de búsqueda.



Entonces, queremos que el Ministerio de Defensa decrete que se agregue la Laguna del Laja a la nómina oficial en comento, para que tenga tuición de la Armada y sea fiscalizada, de manera que nadie pueda entrar a ella -esperamos que así sea- sin portar chalecos salvavidas y que la navegación esté regulada. Porque en los hechos eso no ocurre, pese a que se trata de una laguna enorme.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE ENSEÑANZA DE CHINO MANDARÍN EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, pido que se oficie al Ministerio de Educación para que nos informe en qué lugares de Chile se está enseñando chino mandarín, en qué condiciones, cuáles son los subsidios para preparar a los profesores.



Está claro que nuestro país requiere que sus jóvenes lo estudien. En efecto, a futuro en el comercio exterior habrá una gran demanda de personas especializadas en ese idioma: traductores, en fin. Por tanto, a mi entender, hay que promover muy fuertemente su enseñanza.



Quiero saber cómo está apoyando el Ministerio de Educación a los liceos que de manera autónoma han tomado esa opción -entre ellos, el Liceo Inés Enríquez Frödden, de Florida, y el Liceo de Lirquén-, que, a mi juicio, requieren más ayuda y mayor preocupación por parte de esa Secretaría de Estado. La idea es que la enseñanza del chino mandarín sea producto no solo de la iniciativa local, de los liceos municipales, sino también de programas dirigidos por el mencionado Ministerio.



Hace falta que nuestros jóvenes comiencen a prepararse para el futuro. Y eso implica manejar dicha lengua, ya que China jugará un rol gravitante en la economía mundial y Chile seguirá manteniendo con ese país una estrecha relación en materia comercial.



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.

RESULTADOS DE ANÁLISIS PARA DETECCIÓN DE PRESENCIA DE METALES PESADOS EN CORONEL. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, pido oficiar al Instituto de Salud Pública (ISP) para que nos informe cuándo estarán listos los resultados de los análisis de las muestras de sangre tomadas a niños y niñas de Coronel producto de una investigación que realiza la fiscal Ana María Aldana ante la denuncia que formulamos por la posible existencia de metales pesados en la bahía de dicha comuna.



El informe de la PDI determinó la presencia de mercurio, cromo, cadmio y plomo en los techos de las casas de Coronel y en todos los sectores territoriales de esta comuna.



Creemos que ello puede deberse a las emisiones de las termoeléctricas Bocamina I y Bocamina II.



El origen debe determinarse mediante una investigación.



Lo concreto es que los metales están.



En principio, la seremía de Salud y el ISP habían determinado la toma de 1.000 muestras. Las redujimos a 230.



Necesitamos con urgencia el resultado. Se trata de una muestra muy muy pequeña tomada a niños durante una época en que hubo variaciones en las emisiones de las mencionadas termoeléctricas. 



Existe gente adulta -hombres y mujeres- que quiere saber si fue afectada. Pero los análisis a las muestras de sangre no se han realizado, a pesar del compromiso del entonces Director del Instituto de Salud Pública, quien visitó Coronel.



--Se anuncia el envío del oficio pedido, en nombre del señor Senador, de acuerdo al Reglamento, con la adhesión de la Honorable señora Muñoz.
El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, espero que de la manera más pronta y rápida posible recibamos el máximo de información sobre los temas planteados, que interesan a toda la comunidad, pero específicamente a los sectores de las provincias de Concepción y de Ñuble, de la Región del Biobío, a los que me referí.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ya se anunció el envío de los oficios solicitados por Su Señoría, a los que adherí.

)---------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 20:9.








Manuel Ocaña Vergara,







    Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE UN NUEVO SISTEMA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA Y CREA UN ORGANISMO COORDINADOR INDEPENDIENTE DEL SISTEMA ELÉCTRICO NACIONAL 

(10.240-08)


Oficio Nº12.317


VALPARAÍSO, 19 de enero de 2016

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que establece un nuevo sistema de transmisión eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional, correspondiente al boletín N°10240-08, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°4/20.018, de 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley General de Servicios Eléctricos:

1) Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso tercero la expresión “troncal y de subtransmisión” por “nacional, zonal y para polos de desarrollo de generación”.

b) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión “troncal” por “nacional” e incorpórese a continuación de la palabra “abiertas” la siguiente frase “o cerradas sujetas a las obligaciones de información y publicidad a que se refiere el inciso séptimo del artículo 2° de la ley N°18.046”.

c) Reemplázase en el inciso séptimo las expresiones “troncal” por “nacional”.

d) Elimínanse los incisos octavo y noveno.
2) Intercálase, a continuación del artículo 8°, el siguiente artículo 8° bis, nuevo:

“Artículo 8° bis.- Todo propietario, arrendatario, usufructuario o quien explote a cualquier título centrales generadoras interconectadas al sistema eléctrico y sujetas a coordinación del Coordinador Independiente del Sistema Eléctrico Nacional, en adelante el Coordinador, deberá constituir sociedades de giro de generación eléctrica con domicilio en Chile.”.

3) Intercálase, a continuación del artículo 72°, el siguiente Título II BIS, nuevo:

“Título II BIS: De la Coordinación y operación del Sistema Eléctrico Nacional

Artículo 72°-1.- Principios de la Coordinación de la Operación. La operación de las instalaciones eléctricas que operen interconectadas entre sí, deberá coordinarse con el fin de:

1.- Preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico;

2.- Garantizar la operación más económica para el conjunto de las instalaciones del sistema eléctrico, y

3.- Garantizar el acceso abierto a los sistemas de transmisión, en conformidad a esta ley.

Esta coordinación deberá efectuarse a través del Coordinador, de acuerdo a las normas técnicas que determinen la Comisión, la presente ley y la reglamentación pertinente.

Adicionalmente, el Coordinador deberá realizar la programación de la operación de los sistemas medianos en que exista más de una empresa generadora, conforme a la ley, el reglamento y las normas técnicas. Dichas empresas deberán sujetarse a esta programación del Coordinador.
El Coordinador sólo podrá operar directamente las instalaciones sistémicas de control, comunicación y monitoreo necesarias para la coordinación del sistema eléctrico.

Artículo 72°-2.- Obligación de Sujetarse a la Coordinación del Coordinador. Todo propietario, arrendatario, usufructuario o quien opere, a cualquier título, centrales generadoras, sistemas de transporte, instalaciones de distribución e instalaciones de clientes libres y que se interconecten al sistema, en adelante “coordinado”, estará obligado a sujetarse a la coordinación del sistema que efectúe el Coordinador y a proporcionarle oportunamente toda la información que éste le solicite para el cumplimiento de sus funciones.

Asimismo, estarán sujetos a la coordinación de la operación del Coordinador los sistemas de almacenamiento de energía que se interconecten al sistema eléctrico. El reglamento definirá las normas de optimización y remuneración que le sean aplicables a esta clase de instalaciones.
También estarán sujetos a la coordinación los medios de generación que se conecten directamente a instalaciones de distribución, a que se refiere el inciso sexto del artículo 149° y que no cumplan con las condiciones y características indicadas en el artículo 149° bis, en adelante “pequeños medios de generación distribuida.

El Coordinador podrá auditar y verificar la información entregada por los coordinados. 

La omisión del deber de información, sea que medie requerimiento de información o cuando proceda sin mediar aquél, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, serán sancionadas por la Superintendencia.
Así mismo, corresponderá al Coordinador tomar todas las medidas tendientes a optimizar un mejor servicio, así como también velar por un adecuado funcionamiento de las instalaciones, para ello el Coordinador gestionará inspecciones al menos una vez al año para dar cumplimiento a los dispuesto en este inciso.

Artículo 72°-3.- Coordinación del Mercado Eléctrico. Asimismo, le corresponderá al Coordinador la coordinación y determinación de las transferencias económicas entre empresas sujetas a su coordinación, para lo que deberá calcular los costos marginales instantáneos del sistema, las transferencias resultantes de los balances económicos de energía, potencia, servicios complementarios, uso de los sistemas de transmisión, y todos aquellos pagos y demás obligaciones establecidas en la normativa vigente respecto del mercado eléctrico.
Artículo 72°-4.- Procedimientos Internos del Coordinador. Para su funcionamiento el Coordinador podrá definir procedimientos internos, los que estarán destinados a determinar las normas internas que rijan su actuar, las comunicaciones con las autoridades competentes, los coordinados y con el público en general, y/o las metodologías de trabajo y requerimientos de detalle que sean necesarios para el adecuado cumplimiento y ejecución de sus funciones y obligaciones, los que deberán ajustarse a las disposiciones de la ley, el reglamento, normas técnicas que dicte la Comisión y demás normativa vigente.

Artículo 72°-5.- Atribuciones del Coordinador relativas al Acceso Abierto. Para el cumplimiento del fin señalado en el N°3 del artículo 72-1, el Coordinador deberá autorizar la conexión a los sistemas de transmisión por parte de terceros y establecer los requisitos y exigencias a la que ésta deberá sujetarse, debiendo instruir las medidas necesarias para asegurarla dentro de los plazos definidos en la respectiva autorización.

Asimismo, el Coordinador deberá determinar fundadamente la capacidad técnica disponible de los sistemas de transmisión dedicados y autorizar el uso de dicha capacidad.

Artículo 72°-6.- Seguridad del Sistema Eléctrico. El Coordinador deberá exigir el cumplimiento de la normativa técnica, en particular de los estándares contenidos en ella y los requerimientos técnicos que éste instruya, incluyendo la provisión de los servicios complementarios a que hace referencia el artículo 72°-7, a toda instalación interconectada, o que se interconecte al sistema eléctrico, o que sea modificada por toda instalación que se interconecte al sistema eléctrico, o que sea modificada por su propietario, sean éstos empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras o clientes no sometidos a regulación de precios, y que sean exigibles conforme a la normativa vigente, en términos de su aporte a la coordinación de la operación del sistema eléctrico.
El Coordinador, con el fin de preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico, deberá instruir la prestación obligatoria de los servicios complementarios definidos por la Comisión en conformidad a lo dispuesto en el artículo 72°-7 siguiente.
Artículo 72°-7.- Servicios Complementarios. Los coordinados deberán prestar al sistema eléctrico los servicios complementarios que dispongan, que permitan realizar la coordinación de la operación a que se refiere el artículo 72°-1, conforme la normativa técnica que dicte la Comisión. En caso que sean insuficientes los recursos disponibles para la prestación de estos servicios, el Coordinador podrá instruir su implementación obligatoria a través de un proceso de licitación o instalación directa, de acuerdo a los requerimientos del sistema.

La Comisión definirá los servicios complementarios mediante resolución exenta, considerando las necesidades de seguridad y calidad de los sistemas eléctricos y las características tecnológicas de éstos.
La valorización de los equipos necesarios para la prestación de estos servicios y los recursos técnicos requeridos en la operación del sistema eléctrico, podrán ser determinados mediante estudios de costos eficientes o como resultado de licitaciones, los que serán efectuados por el Coordinador mediante bases aprobadas por la Comisión. Los resultados de los estudios de costos señalados precedentemente podrán ser sometidos al dictamen del Panel dentro de los diez días siguientes a su comunicación.

Para estos efectos, anualmente el Coordinador presentará a la Comisión una propuesta de los servicios complementarios requeridos por el sistema eléctrico, señalando la vida útil de las instalaciones, según corresponda, y los que pueden ser valorizados a través de un proceso de licitación o a través de un estudio de costos. Dicha propuesta se desarrollará considerando un proceso público y participativo. Las etapas, plazos e hitos procedimentales necesarios para llevar a cabo el proceso de participación serán establecidas por el Coordinador.
La Comisión, considerando la propuesta señalada en el inciso anterior, definirá los servicios complementarios, su mecanismo de pago y remuneración, su vida útil cuando corresponda, y dependiendo de la naturaleza de los mismos y de las condiciones de mercado observadas, definirá los que serán valorizados a través de un proceso de licitación y aquellos que serán valorizados a través de un estudio de costos eficientes.
Las inversiones asociadas a nuevos equipos instruidos mediante instalación directa, serán remuneradas durante un período equivalente a su vida útil considerando la anualidad de éstas, considerando la tasa de descuento señalada en el artículo 118 y los costos de operación, mantenimiento y administración eficiente que determine la Comisión. Asimismo, aquellos equipos que se instruyan mediante licitación, recibirán una remuneración igual al valor de adjudicación de la oferta durante la vida útil.

La remuneración de la prestación de los servicios complementarios deberá ser compatible con lo señalado en el artículo 181º y evitar en todo momento el doble pago de servicios.

Artículo 72°-8.- Sistemas de Información Pública del Coordinador. El Coordinador deberá implementar sistemas de información pública que contengan las principales características técnicas y económicas de las instalaciones sujetas a coordinación. Dichos sistemas deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Características técnicas detalladas de todas las instalaciones de generación, transmisión y clientes libres sujetas a coordinación, tales como, eléctricas, constructivas y geográficas; y de instalaciones de distribución, según corresponda;

b) Antecedentes de la operación esperada del sistema, tales como costos marginales esperados, previsión de demanda, cotas y niveles de embalses, programas de operación y mantenimiento, stock de combustibles disponible para generación, entre otros;

c) Antecedentes relativos al nivel del cumplimiento de la normativa técnica de las instalaciones de los coordinados;

d) Antecedentes de la operación real del sistema, incluyendo las desviaciones respecto de la operación programada;

e) Información respecto a las transferencias económicas que debe determinar entre las empresas sujetas a coordinación, tales como costos marginales reales, demanda real por barra y retiro, antecedentes de cargo por uso de los sistemas de transmisión, de servicios complementarios, y en general de todos aquellos pagos que le corresponda calcular de acuerdo a la normativa vigente;
f) Información con las características principales respecto de los contratos de suministro vigentes entre empresas suministradoras y clientes, incluyendo al menos fecha de suscripción del contrato, plazos de vigencia, puntos y volúmenes de retiros acordados en los respectivos contratos, salvo aquellos aspectos de carácter comercial y económico contenido en los mismos;
g) Información respecto a estudios e informes que deba elaborar el Coordinador en cumplimiento de la normativa vigente, así como los resultados que de ellos emanen;
h) Los informes de las auditorías desarrolladas o solicitadas por el Coordinador; y

i) Toda aquella información que determine el Reglamento, la Norma Técnica, o le sea solicitada incorporar por el Ministerio de Energía, la Comisión o la Superintendencia.
Será de responsabilidad del Coordinador asegurar la completitud, calidad, exactitud y oportunidad de la información publicada en los respectivos sistemas de información.
Artículo 72°-9.- Monitoreo de la Competencia en el Sector Eléctrico. Con el objetivo de garantizar los principios de la coordinación del sistema eléctrico, establecidos en el artículo 72°-1, el Coordinador monitoreará permanentemente las condiciones de competencia existentes en el mercado eléctrico.

En caso de detectar indicios de actuaciones que podrían llegar a ser constitutivas de atentados contra la libre competencia, conforme las normas del Decreto con Fuerza de Ley N°1, del año 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, , el Coordinador deberá ponerlas en conocimiento de la Fiscalía Nacional Económica o de las autoridades que corresponda.
Artículo 72°-10.- Monitoreo de la Cadena de Pagos. Le corresponderá, asimismo, al Coordinador adoptar las medidas pertinentes que tiendan a garantizar la continuidad en la cadena de pagos de las transferencias económicas sujetas a su coordinación, conforme a lo dispuesto en el reglamento. Asimismo, el Coordinador deberá informar en tiempo y forma a la Superintendencia cualquier conducta que ponga en riesgo la continuidad de dicha cadena.

Artículo 72°-11.- Coordinación de los Intercambios Internacionales de Energía. El Coordinador será responsable de la coordinación de la operación técnica y económica de los sistemas de interconexión internacional, debiendo preservar la seguridad y calidad de servicio en el sistema eléctrico nacional, y asegurar la utilización óptima de los recursos energéticos del sistema en el territorio nacional. Para ello, deberá sujetarse a las disposiciones establecidas en el decreto supremo al que hace referencia el artículo 82°.

Artículo 72°-12.- Responsabilidad de los Coordinados. Los coordinados serán responsables individualmente por el cumplimiento de las obligaciones que emanen de la ley, el reglamento, las normas técnicas que dicte la Comisión y de los procedimientos, instrucciones y programaciones que el Coordinador establezca.

Artículo 72°-13.- Del Desempeño del Sistema de Eléctrico y de los niveles de Seguridad de Servicio. El Coordinador deberá elaborar reportes periódicos del desempeño del sistema eléctrico, con indicadores de corto, mediano y largo plazo, tales como, costo marginal, costo de suministro, niveles de congestión del sistema de transmisión, niveles óptimos de despacho, cantidad y duración de fallas, generación renovable no convencional, entre otros.
La elaboración de los reportes deberá ser al menos anual, iniciando en el mes de marzo de cada año. Tendrán el carácter de públicos y deberán ser comunicados a la Comisión y a la Superintendencia en un plazo de quince días, posterior a la conclusión de dicho reporte.

Artículo 72°-14.- Fiscalización de las funciones y obligaciones del Coordinador. Le corresponderá a la Superintendencia la fiscalización del cumplimento de las funciones y obligaciones que la ley le asigna al Coordinador y a los consejeros de dicho organismo, pudiendo ordenarle las modificaciones y rectificaciones que correspondan y/o aplicar las sanciones que procedan.

Artículo 72°-15.- De la construcción, interconexión, puesta en servicio y operación de las Instalaciones Eléctricas. Las instalaciones de generación, las instalaciones de transmisión y las instalaciones de interconexión al sistema de clientes libres, deberán ser declaradas en construcción por la Comisión, a solicitud de cada interesado, a través del correspondiente acto administrativo. Esta declaración sólo se podrá otorgar a aquellas instalaciones que cuenten con los permisos, órdenes de compra y demás antecedentes que permitan acreditar fehacientemente la construcción de dichas instalaciones o los avances reales en la construcción, conforme lo determine el reglamento.

Toda unidad generadora, instalación de transmisión y de cliente libre deberá comunicar por escrito su fecha de interconexión al sistema, con una anticipación no inferior a seis meses, a la Comisión, a la Superintendencia y al Coordinador.

Las empresas propietarias de unidades generadoras, instalaciones de transmisión y los propietarios de instalaciones de clientes libres deberán cumplir cabalmente los plazos informados con el fin de preservar el cumplimiento de los objetivos establecidos en el artículo 72°-1. Todo atraso o prórroga en los mismos, deberá presentarse al Coordinador y deberá estar debidamente justificado por un informe de un consultor independiente contratado al efecto, el que podrá ser auditado por el Coordinador. No obstante, en casos calificados y previo informe de seguridad del Coordinador, la Comisión podrá eximir a una empresa del cumplimiento de este plazo.

Se entenderá por puesta en servicio al período que comprende la energización de las instalaciones, sus pruebas y hasta la certificación de cumplimiento por parte de éstas de la normativa técnica. La mencionada certificación será un requisito previo a la entrada en operación de las instalaciones. 

Sólo podrán iniciar su puesta en servicio, aquellas instalaciones que hayan sido declaradas en construcción por la Comisión y que cuenten con la respectiva autorización por parte del Coordinador para energizar dichas instalaciones. La energización de toda instalación deberá ser comunicada a la Superintendencia, por lo menos con quince días de anticipación.

La operación de las instalaciones interconectadas al sistema eléctrico no comprende la etapa de puesta en servicio. Sin perjuicio de lo anterior, los propietarios, arrendatarios, usufructuarios o quienes interconecten instalaciones al sistema eléctrico que estén en etapa de puesta en servicio, deberán sujetarse a la coordinación del Coordinador y tendrán la calidad de coordinados.
Sólo podrán entrar en operación aquellas instalaciones solicitadas por sus propietarios y que cuenten con la certificación del cumplimiento normativo y la aprobación del Coordinador.
Sólo las instalaciones de generación que se encuentren en operación tendrán derecho a participar en las transferencias de potencia a que hace referencia el artículo 149°. Las inyecciones de energía en la etapa de puesta en servicio, se remunerarán por las normas generales de transferencia. Sin perjuicio de lo anterior, en esta etapa, dichas inyecciones no deberán ser consideradas para la determinación del costo marginal del Sistema, ni para la repartición de ingresos por capacidad.
Artículo 72°-16.- Retiro, modificación y desconexión de instalaciones. El retiro, modificación, desconexión, o el cese de operaciones sin que éste obedezca a fallas o a mantenimientos programados, de unidades del parque generador y de las instalaciones del sistema de transmisión, deberán comunicarse por escrito al Coordinador, a la Comisión y a la Superintendencia, con una antelación no inferior a veinticuatro meses en el caso de unidades generadoras y treinta y seis meses respecto de instalaciones de transmisión. Adicionalmente, tratándose de instalaciones del sistema de transmisión nacional, zonal y para polos de desarrollo, su retiro, modificación, desconexión, o el cese de operaciones sin que éste obedezca a fallas o a mantenimientos programados, deberá ser autorizado previamente por la Comisión, previo informe de seguridad del Coordinador. La Comisión en estos casos podrá negar el retiro o la desconexión o cese de operaciones basado en el carácter de servicio público de los servicios que sustentan dichas instalaciones.

No obstante, en casos calificados y previo informe de seguridad del Coordinador, la Comisión podrá eximir a una empresa del cumplimiento de los plazos señalados en el presente artículo. Asimismo, la Comisión podrá prorrogar hasta por doce meses los plazos establecidos en el inciso anterior en caso de determinar que el retiro, modificación, desconexión o cese de operaciones de una instalación del sistema puede generar riesgos para la seguridad del mismo, previo informe de seguridad del Coordinador.

Las infracciones a este artículo se sancionarán por la Superintendencia en conformidad a las disposiciones legales aplicables.
Artículo 72°-17.- Normas Técnicas para el funcionamiento de los sistemas eléctricos. La Comisión deberá analizar permanentemente los requerimientos normativos para el correcto funcionamiento del sector eléctrico, y fijará mediante resolución exenta, la normativa técnica que rija los aspectos técnicos, de seguridad, coordinación, calidad, información y económicos del funcionamiento de dicho sector. Para ello, anualmente, establecerá un plan de trabajo que permita proponer, facilitar y coordinar el desarrollo de éstas.

Estas normas serán establecidas considerando un procedimiento público y participativo, en el que deberán participar, al menos, el Coordinador y representantes de las empresas coordinadas.

La Comisión deberá mantener disponible permanentemente en su sitio web, para cualquier interesado, la normativa técnica vigente e informar sobre los procesos de cambios normativos en desarrollo.

El Coordinador, deberá comunicar a la Comisión cualquier elemento que permita perfeccionar, mejorar o completar la normativa técnica, pudiendo proponer modificaciones o nueva normativa según el caso.
Artículo 72°-18.- Compensaciones por Incumplimiento de los estándares normativos de disponibilidad. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda, todo evento de indisponibilidad de suministro o de instalaciones que supere los estándares a los que hace referencia el artículo 72°-6, deberán ser informadas por el Coordinador a la Superintendencia para que ésta instruya a las concesionarias respectivas o al mismo Coordinador, el cálculo y abono de una compensación por evento en caso de indisponibilidad de suministro o de instalaciones, según corresponda.

Las compensaciones por incumplimiento de los estándares de indisponibilidad de suministro corresponderán a la energía no suministrada durante ese evento, valorizada al costo de falla de corta duración definido en la normativa técnica.

Los usuarios finales afectados por las indisponibilidades, serán compensados por su suministrador en la facturación más próxima. La compensación se hará sin perjuicio del o los actos administrativos de la Superintendencia que determinen la responsabilidad por la interrupción.

Dentro de los diez días siguientes de haber realizado el abono, y conforme a lo que se indique en el reglamento, los suministradores que han abonado deberán informar al Coordinador, entre otros datos, los montos y cantidad de usuarios compensados, para que éste, en ejercicio de sus facultades, proceda a requerir la contribución a quienes la Superintendencia individualice como responsables, a prorrata de dicha responsabilidad. Lo anterior, sin perjuicio de lo que se resuelva en las impugnaciones judiciales que se puedan interponer, ni de las acciones de repetición contra quienes finalmente resulten responsables, en cuyo caso y de existir diferencias, estas deberán ser reliquidadas por la misma entidad y pagadas por el o los responsables.

En el caso de compensaciones por incumplimiento de los estándares de indisponibilidad de instalaciones, éstas corresponderán a los sobrecostos incurridos por el sistema eléctrico. El reglamento deberá establecer la forma de cálculo de dicho sobrecosto como la determinación de los afectados por la respectiva indisponibilidad a quienes haya que compensar.

Las compensaciones abonadas que correspondan a indisponibilidades de instalaciones de transmisión nacional, zonal, de polos de desarrollo o dedicadas, utilizadas por concesionarias de servicio público de distribución para el suministro de usuarios sometidos a regulación de precios, serán descontadas del valor anual de la transmisión por tramo del período siguiente y hasta que el monto de dicha compensación sea cubierto.

Las compensaciones abonadas que correspondan a indisponibilidades de instalaciones de generación serán descontadas del pago anual de la potencia firme y hasta que el monto de dicha compensación sea cubierto.”.
Artículo 72-19.- Disposiciones Reglamentarias. Un reglamento regulará las materias necesarias para la debida y eficaz implementación de las disposiciones contenidas en el presente título.
4) Reemplázase el Título III por el siguiente:

“Título III: De los Sistemas de Transmisión Eléctrica

Capítulo I: Generalidades

Artículo 73°.- Definición de Sistema de Transmisión. El “sistema de transmisión o de transporte de electricidad” es el conjunto de líneas y subestaciones eléctricas que forman parte de un sistema eléctrico, y que no están destinadas a prestar el servicio público de distribución, cuya operación deberá coordinarse según lo dispone el artículo 72°-1 de esta ley.

En cada sistema de transmisión se distinguen líneas y subestaciones eléctricas de los siguientes segmentos: “sistema de transmisión nacional”, “sistema de transmisión para polos de desarrollo”, “sistema de transmisión zonal” y “sistema de transmisión dedicado”. Una vez determinados los límites de cada uno de estos sistemas de transmisión, se incluirán en él todas las instalaciones que sean necesarias para asegurar la continuidad de tal sistema.

Forman parte también del sistema de transmisión los sistemas de interconexión internacionales, los que se someterán a las normas especiales que se dicten al efecto.

El reglamento establecerá las materias necesarias para la debida y eficaz implementación de las disposiciones contenidas en el presente título.

Artículo 74°.- Definición de Sistema de Transmisión Nacional. El sistema de transmisión nacional es aquel sistema que permite la conformación de un mercado eléctrico común, interconectando los demás segmentos de la transmisión, y estará constituido por las líneas y subestaciones eléctricas que permiten el desarrollo de este mercado y posibilitan el abastecimiento de la totalidad de la demanda del sistema eléctrico, frente a diferentes escenarios de disponibilidad de las instalaciones de generación, incluyendo situaciones de contingencia y falla, considerando las exigencias de calidad y seguridad de servicio establecidas en la presente ley, los reglamentos y las normas técnicas.
Artículo 75°.- Definición de Sistema de Transmisión para Polos de Desarrollo. Los sistemas de transmisión para polos de desarrollo estarán constituidos por las líneas y subestaciones eléctricas, destinadas a transportar la energía eléctrica producida por medios de generación ubicados en un mismo polo de desarrollo, hacia el sistema de transmisión, haciendo un uso eficiente del territorio nacional.

Los polos de desarrollo serán determinados por el Ministerio de Energía en conformidad a lo dispuesto en el artículo 85°.

Artículo 76°.- Definición de Sistemas de Transmisión Dedicados. Los sistemas de transmisión dedicados estarán constituidos por las líneas y subestaciones eléctricas que, encontrándose interconectadas al sistema eléctrico, están destinadas esencialmente para el suministro de energía eléctrica a usuarios no sometidos a regulación de precios, o para permitir a los generadores inyectar su producción al sistema eléctrico, sin perjuicio del uso por parte de clientes regulados de estos sistemas de transmisión dedicados.
El transporte por sistemas dedicados se regirá por lo previsto en los respectivos contratos de transporte entre los usuarios y los propietarios de las instalaciones, sin perjuicio de la regulación de precios para el pago del uso efectuado por parte de clientes regulados de este tipo de instalaciones.

Artículo 77°.- Definición de Sistema de Transmisión Zonal. Cada sistema de transmisión zonal estará constituido por las líneas y subestaciones eléctricas que, encontrándose interconectadas al sistema eléctrico, están dispuestas esencialmente para el abastecimiento de clientes regulados, territorialmente identificables, sin perjuicio del uso por parte de clientes libres o medios de generación de estos sistemas de transmisión zonal.
Artículo 78°.- Definición de Sistema de Interconexión Internacional. Los sistemas de interconexión internacional estarán constituidos por las líneas y subestaciones eléctricas destinadas a transportar la energía eléctrica para efectos de posibilitar su exportación o importación, desde y hacia los sistemas eléctricos ubicados en el territorio nacional. Los términos y condiciones en que se efectuará dicho intercambio de energía se establecerán en el decreto supremo a que hace referencia el artículo 82° y demás normativa aplicable.

Artículo 79°.- Definición de Acceso Abierto. Las instalaciones de los sistemas de transmisión del sistema eléctrico están sometidas a un régimen de acceso abierto, pudiendo ser utilizadas por terceros bajo condiciones técnicas y económicas no discriminatorias entre todos los usuarios, a través del pago de la remuneración del sistema de transmisión que corresponda de acuerdo con las normas de este Título.

Los propietarios de instalaciones de los sistemas de transmisión, con excepción del sistema dedicado, no podrán negar el acceso al servicio de transporte o transmisión a ningún interesado por motivos de capacidad técnica, sin perjuicio que, en virtud de las facultades que la ley o el reglamento le otorguen al Coordinador para la operación coordinada del sistema eléctrico, se limiten las inyecciones o retiros sin discriminar a los usuarios.

Los señalados propietarios de instalaciones de transmisión deberán permitir la conexión a sus instalaciones a quien lo solicite, sin discriminaciones de ninguna especie u origen, debiendo en su caso efectuar las ampliaciones, adecuaciones, modificaciones y refuerzos que sean necesarios para dicha conexión.

El Coordinador aprobará la conexión a los sistemas de transmisión previa verificación que la solución de conexión propuesta permita cumplir con los criterios de operación óptima y acceso abierto del sistema respectivo. Asimismo, le corresponderá al Coordinador establecer los pagos, a partir de la aplicación de las tarifas que determine el Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión, por concepto de costos de conexión, adecuaciones, obras adicionales o anexas o derechos de uso de dichas instalaciones, así como los requisitos técnicos y plazos para realizar dichas obras, conforme al procedimiento que determine el reglamento.
En todo caso, el propietario de las instalaciones de transmisión sometidas a acceso abierto deberá participar en el proceso de conexión, formulando las observaciones y sugerencias que estime pertinentes para procurar la operación segura del sistema. En la respectiva autorización de conexión, el Coordinador deberá pronunciarse aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas por el propietario de las instalaciones de transmisión sometidas a acceso abierto. Dentro de los diez días siguientes a la comunicación de la autorización de conexión, el propietario podrá presentar una discrepancia ante el Panel, el que emitirá su dictamen en un plazo máximo de treinta días corridos contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211.

Los propietarios de instalaciones de los sistemas de transmisión deberán dar las facilidades necesarias para que terceros ejecuten las obras que deban realizarse, accedan en tiempo y forma a subestaciones, patios, salas de control, y a todas aquellas instalaciones a las que se deba ingresar o hacer uso para materializar la nueva conexión.
Sin perjuicio de las atribuciones de los demás organismos contemplados en la ley, corresponderá a la Superintendencia la fiscalización del cumplimiento de las condiciones de acceso abierto.

Artículo 80°.- Acceso Abierto en los Sistemas de Transmisión Dedicados. Los propietarios de las instalaciones de los sistemas dedicados no podrán negar el servicio a ningún interesado cuando exista capacidad técnica de transmisión, sin perjuicio de la capacidad contratada o de los proyectos propios que se hayan contemplado al momento de diseñar la capacidad del sistema dedicado, conforme a las normas del presente artículo. Asimismo, dichos propietarios no podrán negar el acceso a empresas concesionarias de servicio público de distribución para el suministro de usuarios sometidos a regulación de precios. Cuando se tratare de instalaciones de sistemas dedicados existentes, el o los propietarios de éstas deberán informar al Coordinador el uso estimado de la capacidad excedente en proyectos propios, actualizando además la concreción de dichos proyectos.

El Coordinador determinará fundadamente la capacidad técnica disponible de los sistemas de transmisión dedicados, sin considerar las congestiones de transmisión debido a limitaciones de capacidad de otros tramos de transmisión. Para estos efectos, el propietario del sistema dedicado deberá poner en conocimiento del Coordinador los contratos de transporte existentes y los proyectos que impliquen el uso de la capacidad del sistema dedicado. Dichos contratos, deberán a lo menos constar por escritura pública, incluir las fechas de los compromisos y establecer las obligaciones y derechos de cada parte.

Para hacer uso de la capacidad técnica de transmisión disponible, el o los interesados deberán presentar al Coordinador junto con la solicitud de uso de dicha capacidad, una garantía a beneficio del propietario del sistema dedicado respectivo que caucione la seriedad de la solicitud, conforme a los plazos, órdenes de prelación, formatos, requisitos y procedimiento que determine el reglamento y la norma técnica respectiva. A contar del momento que el Coordinador aprueba la solicitud de acceso respectiva, la capacidad técnica de transmisión solicitada por el interesado no será considerada por el Coordinador como capacidad técnica de transmisión disponible.

La o las instalaciones del solicitante deberán haber sido declaradas en construcción de conformidad lo señalado en el artículo 72°-15, dentro del plazo señalado por el Coordinador en su respectiva autorización. Transcurrido dicho plazo sin que las instalaciones hayan sido declaradas en construcción caducará la referida aprobación.

El uso de la capacidad autorizada por el Coordinador será transitoria mientras no se concreten los proyectos señalados en el inciso primero o no se ejerzan los derechos de uso pactados contractualmente. Transcurridos quince años desde la fecha de la respectiva autorización, ésta se transformará en definitiva.

El uso de la capacidad de los sistemas dedicados deberá ajustarse a los estándares de seguridad y calidad de servicio con los que fue diseñado el respectivo sistema en base a la información de diseño entregada por el propietario, lo que deberá ser determinado por el Coordinador.

Los propietarios de instalaciones de transmisión dedicados deberán permitir la conexión a sus instalaciones a quien cuente con la autorización del Coordinador, debiendo en su caso posibilitar las adecuaciones, modificaciones y refuerzos que sean necesarios para dicha conexión. Los costos de estas obras serán de cargo del solicitante, los que deberán reflejar precios de mercado en procesos abiertos y competitivos. En caso de existir discrepancias entre el solicitante y el propietario de las instalaciones dedicadas respecto a los costos de conexión y aspectos del proyecto, éstas podrán ser presentadas y resueltas por el Panel de Expertos.
El Reglamento establecerá los criterios y condiciones para determinar la capacidad técnica de transmisión disponible y el o los períodos de tiempo en que ésta exista.
Artículo 81°.- Presunción de Uso de los Sistemas de Transmisión. Toda empresa eléctrica que inyecte energía y potencia al sistema eléctrico con plantas de generación propias o contratadas, así como toda empresa eléctrica que efectúe retiros de energía y potencia desde el sistema eléctrico para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, hace uso de los sistemas de transmisión respectivos para todos los efectos legales.

Artículo 82°.- Intercambio Internacional de Energía. La exportación y la importación de energía eléctrica desde y hacia los sistemas eléctricos ubicados en territorio nacional, no se podrá efectuar sin previa autorización del Ministerio de Energía, la que deberá ser otorgada por decreto supremo, previo informe de la Superintendencia, de la Comisión y del Coordinador, según corresponda.
El decreto supremo deberá definir los aspectos regulatorios aplicables a la energía destinada al intercambio, establecer las condiciones generales de la operación, incluyendo al menos el plazo de duración y las condiciones específicas en que se autoriza la exportación o importación, tales como el modo de proceder a la exportación o importación de energía eléctrica, las condiciones bajo las que se puede suspender o interrumpir el intercambio de energía en caso de generar alguna amenaza o perturbación a la seguridad sistémica nacional, el régimen de acceso a dichas instalaciones, y las causales de caducidad por eventuales incumplimientos de las condiciones de autorización o por un cambio relevante en las circunstancias bajo las que se otorga el permiso.
Con todo, las condiciones de operación establecidas en el permiso de exportación o importación deberán asegurar la operación más económica del conjunto de las instalaciones del sistema eléctrico y garantizar el cumplimiento de los estándares de seguridad y calidad del suministro eléctrico.

El reglamento establecerá los requisitos, plazos y procedimientos a los que se deberá sujetar la respectiva solicitud de exportación o importación de energía eléctrica.
Capítulo II: De la Planificación Energética y de la Transmisión

Artículo 83°.- Planificación Energética. Cada cinco años, el Ministerio de Energía deberá desarrollar un proceso de planificación energética de largo plazo, para los distintos escenarios energéticos de expansión de la generación y del consumo, en un horizonte de al menos treinta años.
El proceso de planificación energética deberá incluir escenarios de proyección de oferta y demanda energética y en particular eléctrica, considerando la identificación de polos de desarrollo de generación, generación distribuida, intercambios internacionales de energía, y objetivos de eficiencia energética entre otros, elaborando sus posibles escenarios de desarrollo. Asimismo, la planificación deberá considerar dentro de sus análisis los planes estratégicos con los que cuenten las regiones en materia de energía. Anualmente, el Ministerio podrá actualizar la proyección de la demanda, los escenarios macroeconómicos, y los demás antecedentes considerados en los escenarios definidos en el decreto a que hace referencia el artículo 86.

Por razones fundadas el Ministerio de Energía podrá desarrollar el proceso de planificación energética antes del vencimiento del plazo señalado en el inciso primero.
El reglamento establecerá el procedimiento y las demás materias necesarias para la implementación eficaz del presente artículo.

Artículo 84°.- Procedimiento de Planificación Energética. Al menos veinticuatro meses antes del vencimiento del plazo del decreto que fije la planificación energética de largo plazo, el Ministerio deberá dar inicio al proceso. Dentro de los ocho meses siguientes al inicio del proceso señalado precedentemente, el Ministerio deberá emitir un informe preliminar de planificación energética.
Con la antelación que señale el reglamento, el Ministerio deberá abrir un registro de participación ciudadana, en el que se podrán inscribir toda persona natural o jurídica con interés en participar en el proceso, conforme a las normas que establezca el Ministerio de Energía por resolución dictada al efecto.
Artículo 85°.- Definición Polos de Desarrollo. Definición Polos de Desarrollo. En la planificación energética de largo plazo, el Ministerio deberá identificar las áreas donde pueden existir polos de desarrollo de generación.

Se entenderá por polos de desarrollo a aquellas zonas geográficas territorialmente identificables en el país, donde existen recursos o condiciones de alto potencial para la producción de energía eléctrica proveniente de energías renovables y, al menos, en un veinte por ciento de energías renovables no convencionales, cuyo aprovechamiento, utilizando un único sistema de transmisión, resulta de interés público, es eficiente económicamente y es coherente con la conservación del patrimonio ambiental y la preservación de la naturaleza.

Las obras nuevas de los sistemas de transmisión para polos de desarrollo, deberán someterse al estudio de franja que dispone el artículo 93, sometiéndose a evaluación ambiental estratégica conforme lo señalado en dicho artículo.
Artículo 86°.- Decreto de Planificación Energética. Conforme a lo señalado en el artículo 83°, el Ministerio elaborará escenarios energéticos posibles para el horizonte de largo plazo.

Antes del vencimiento del plazo del respectivo período quinquenal de planificación, el Ministerio de Energía, mediante decreto exento expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, deberá definir dichos escenarios energéticos, incluyendo sus respectivos polos de desarrollo, debiendo acompañar los antecedentes fundantes que correspondan.
Artículo 87°.- Planificación de la Transmisión. Anualmente la Comisión deberá llevar a cabo un proceso de planificación de la transmisión, el que deberá considerar, al menos, un horizonte de veinte años. Esta planificación abarcará las obras de expansión necesarias del sistema de transmisión nacional, de polos de desarrollo, zonal, dedicadas utilizadas por concesionarias de servicio público de distribución para el suministro de usuarios sometidos a regulación de precios y de interconexión internacional, según corresponda.
En este proceso se deberá considerar la planificación energética de largo plazo que desarrolle el Ministerio de Energía a que se refiere el artículo 83° y los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación que establece la ley para el sistema eléctrico. Por tanto, la planificación de la transmisión deberá realizarse considerando:

a) La minimización de los riesgos en el abastecimiento, considerando eventualidades, tales como aumento de costos o indisponibilidad de combustibles, atraso o indisponibilidad de infraestructura energética, desastres naturales o condiciones hidrológicas extremas;
b) La creación de condiciones que promuevan la oferta y faciliten la competencia, propendiendo al mercado eléctrico común para el abastecimiento de la demanda a mínimo costo con el fin último de abastecer los suministros a mínimo precio;
c) Instalaciones que resulten económicamente eficientes y necesarias para el desarrollo del sistema eléctrico, en los distintos escenarios energéticos que defina el Ministerio en conformidad a lo señalado en el artículo 86°; y
d) La posible modificación de instalaciones de transmisión existentes que permitan realizar las expansiones necesarias del sistema de una manera eficiente.

El proceso de planificación que establece el presente artículo deberá contemplar las holguras o redundancias necesarias para incorporar los criterios señalados precedentemente, y tendrá que considerar la información sobre criterios y variables ambientales y territoriales disponible al momento del inicio de éste, incluyendo los objetivos de eficiencia energética, que proporcione el Ministerio de Energía en coordinación con los otros organismos sectoriales competentes que correspondan. Para estos efectos, el Ministerio deberá remitir a la Comisión, dentro del primer trimestre de cada año, un informe que contenga los criterios y variables señaladas precedentemente.
Asimismo, el proceso a que se refiere el presente artículo deberá considerar la participación ciudadana en los términos establecidos en el artículo 90º.

Para efectos de la planificación de la transmisión deberá considerarse como tasa de actualización la tasa social de descuento establecida por el Ministerio de Desarrollo Social para la evaluación de proyectos de inversión de acuerdo a lo dispuesto en la ley N°20.530. En el caso que dicho Ministerio no fije la tasa mencionada, esta deberá ser calculada por la Comisión, en conformidad a lo que señale el reglamento.
Artículo 88°.- Incorporación en el Plan de Expansión de Sistemas de Transmisión para Polos de Desarrollo. Si, por problemas de coordinación entre distintos propietarios de proyectos de generación, que no sean entidades relacionadas según los términos señalados en la ley N°18.045, de Mercados de Valores, la totalidad o parte de la capacidad de producción de uno o más polos de desarrollo definidos por el Ministerio de Energía en el decreto respectivo no pudiere materializarse, la Comisión podrá considerar en el plan de expansión anual de la transmisión sistemas de transmisión para dichos polos de desarrollo. El reglamento podrá establecer la obligación para que los proyectos de generación incorporados en el polo caucionen su materialización futura.

Asimismo, la Comisión podrá incorporar en dicho plan, como sistemas de transmisión para polos de desarrollo, líneas y subestaciones dedicadas, nuevas o existentes, con el objeto de permitir su uso por nuevos proyectos de generación, pudiendo modificar sus características técnicas, como trazado, nivel de tensión o capacidad de transporte en magnitudes mayores a las previstas originalmente. Para estos efectos, el Coordinador deberá informar a la Comisión, con la periodicidad que determine el reglamento, los proyectos de transmisión informados a dicho organismo. El reglamento deberá establecer la antelación con la que los desarrolladores y promotores de proyectos deberán informar éstos al Coordinador.

Para dichos efectos, las soluciones de transmisión deberán cumplir con los siguientes requisitos:
a) Que la capacidad máxima de generación esperada que hará uso de dichas instalaciones justifique técnica y económicamente su construcción;
b) Que la capacidad máxima de generación esperada, que hará uso de dichas instalaciones, para el primer año de operación, sea mayor o igual al veinticinco por ciento de su capacidad;
c) Que los proyectos de generación indicados en la letra b) anterior hayan sido declarados en construcción conforme lo señalado en el artículo 72°-15;
d) Que la solución de transmisión sea económicamente eficiente para el Sistema Eléctrico; y

e) Que la solución de transmisión sea coherente con los instrumentos de ordenamiento territorial vigentes.

Artículo 89°.- Obras Nuevas y Obras de Ampliación de los Sistemas de Transmisión. Son obras de expansión de los respectivos sistemas de transmisión las obras nuevas y obras de ampliación.
Son obras de ampliación aquellas que aumentan la capacidad o la seguridad y calidad de servicio de líneas y subestaciones eléctricas existentes. Se entenderá por obras nuevas aquellas líneas o subestaciones eléctricas que no existen y son dispuestas para aumentar la capacidad o la seguridad y calidad de servicio del sistema eléctrico.
No corresponderán a obras de ampliación aquellas inversiones necesarias para mantener el desempeño de las instalaciones conforme a la normativa vigente.

Podrán incorporarse como obras de expansión elementos que permitan garantizar la seguridad y calidad de servicio, tales como, sistemas de control y comunicación.
Artículo 90°.- Participantes y Usuarios e Instituciones Interesada. La Comisión abrirá un registro de participación ciudadana, en el que se podrán inscribir las empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras y usuarios no sometidos a regulación de precios que se encuentren interconectados al sistema eléctrico, en adelante los “participantes”, y toda persona natural o jurídica con interés en participar en el proceso, en adelante “usuarios e instituciones interesadas”.

El reglamento deberá especificar el procedimiento o trámite a través del que se hará público el llamado a los usuarios e instituciones interesadas, y la información que éstos deberán presentar para su registro. Asimismo, establecerá los medios y la forma en que la Comisión hará público los distintos documentos sometidos a un proceso de participación ciudadana, la oportunidad y forma de entregar sus observaciones, y el mecanismo de actualización del registro.
En todo caso, los antecedentes que solicite la autoridad para constituir dicho registro deberán estar dirigidos a acreditar la representación, el interés y la correcta identificación de cada usuario o entidad, y no podrán representar discriminación de ninguna especie.

Las notificaciones y comunicaciones a los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrá efectuarse a través de medios electrónicos, de acuerdo a la información que contenga el registro.
Artículo 91°.- Procedimiento de Planificación de la Transmisión. Dentro de los primeros quince días de cada año, el Coordinador deberá enviar a la Comisión una propuesta de expansión para los distintos segmentos de la transmisión, la que deberá considerar lo dispuesto en el artículo 87°, y podrá incluir los proyectos de transmisión presentados a dicho organismo por sus promotores. Los proyectos de transmisión presentados al Coordinador por sus promotores deberán contener como requisitos mínimos los siguientes: descripción del proyecto e identificación de generadores de electricidad. Estos antecedentes deberán ser validados por el Coordinador.

La Comisión, dentro de los cinco días contados desde la recepción de la propuesta del Coordinador, deberá publicarla en su sitio web y deberá convocar, mediante un medio de amplia difusión pública, a una etapa de presentación de propuestas de proyectos de expansión de la transmisión. Los promotores de dichos proyectos de expansión deberán presentar a la Comisión sus propuestas fundadas dentro del plazo de sesenta días corridos desde la convocatoria, las que deberán ser publicadas en su sitio web.

El reglamento establecerá los requisitos y la forma en que deberán presentarse las propuestas de expansión del Coordinador y de los promotores de proyectos.
En el plazo que señale el reglamento, la Comisión emitirá un informe técnico preliminar con el plan de expansión anual de la transmisión, el que deberá ser publicado en su sitio web. Dentro del plazo de diez días a contar de la recepción del informe técnico preliminar, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus observaciones a la Comisión.
Dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del plazo para presentar observaciones, la Comisión emitirá y comunicará el informe técnico final del plan de expansión anual, aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas, el que deberá ser publicado en su sitio web.

Dentro de los quince días siguientes a la comunicación del informe técnico final, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus discrepancias al Panel de Expertos, el que emitirá su dictamen en un plazo máximo de cincuenta días corridos contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211°.

Para los efectos anteriores, se entenderá que existe discrepancia susceptible de ser sometida al dictamen del Panel, si quien hubiere formulado observaciones al informe técnico preliminar, persevere en ellas, con posterioridad al rechazo de las mismas por parte de la Comisión, como también, si quien no hubiere formulado observaciones al informe técnico preliminar, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado en el informe técnico final.

Si no se presentaren discrepancias, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo para presentarlas, la Comisión deberá remitir al Ministerio de Energía el informe técnico definitivo con el plan de expansión anual de la transmisión. En el caso que se hubiesen presentado discrepancias, la Comisión dispondrá de quince días desde la comunicación del dictamen del Panel, para remitir al Ministerio de Energía el informe técnico definitivo con el plan de expansión anual de la transmisión, incorporando lo resuelto por el Panel.

Artículo 92°.- Decretos de Expansión de la Transmisión. El Ministro de Energía, dentro de quince días de recibidos el informe técnico definitivo de la Comisión a que hace referencia el artículo anterior, mediante decreto expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, fijará las obras de ampliación de los sistemas de transmisión que deban iniciar su proceso de licitación en los doce meses siguientes.
Las obras nuevas de los sistemas de transmisión que deban iniciar su proceso de licitación o estudio de franja, según corresponda, en los doce meses siguientes, serán fijadas por el Ministro de Energía, dentro de los sesenta días siguientes de recibido el informe técnico definitivo, mediante decreto exento expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”. En dicho decreto se deberán distinguir aquellas obras nuevas que deben sujetarse al procedimiento para la determinación de sus franjas preliminares, en adelante e indistintamente “Estudio de Franja”, en caso de ser necesario, y de acuerdo a lo que se señala en los artículos siguientes.

Para la definición de las obras nuevas que requieren de la determinación de una franja preliminar, el Ministerio considerará criterios, tales como, los niveles de tensión de las instalaciones, el propósito de uso, las dificultades de acceso a o desde polos de desarrollo de generación, la complejidad de su implementación y la magnitud de las mismas, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento.

En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar las obras de expansión del sistema de transmisión cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes Nos19.300 y 20.283, y demás normas legales pertinentes.

Las empresas podrán efectuar proyectos de expansión zonal que no se encuentren dentro del plan de expansión fijado por el Ministerio de Energía. En el siguiente proceso de valorización, la Comisión calificará la pertinencia de estas obras teniendo en consideración, no sólo la mayor eficiencia en el segmento, sino que también el diseño global de los sistemas de transmisión y distribución. Para el caso que la Comisión evalúe positivamente la pertinencia de dichas obras, su valorización se realizará considerando la efectuada para instalaciones similares.

Artículo 93°.- Procedimiento para la determinación de franjas. Una vez publicado en el Diario Oficial el decreto que fija las obras nuevas, el Ministerio deberá dar inicio al Estudio de Franja para aquellas obras nuevas que requieren de la determinación de una franja preliminar, el que será sometido a evaluación ambiental estratégica, conforme a lo establecido en el párrafo 1° bis del Título II de la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. El señalado procedimiento concluirá con la dictación de un decreto exento del Ministerio, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, que fijará la franja preliminar, la que por causa de utilidad pública podrá ser gravada con una o más servidumbres de aquellas señaladas en los artículos 50 y siguientes de la ley, en lo que les sea aplicable.
El estudio preliminar de franja y su respectiva Evaluación Ambiental Estratégica deberá tener en especial consideración, respecto de las alternativas que pondere, los criterios y patrones de sustentabilidad por donde pudieren pasar las franjas. El estudio preliminar de franja deberá someterse en la etapa más temprana posible al proceso de Consulta Indígena contemplado en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. Además, en todas sus etapas, y mientras no esté determinada oficialmente la franja definitiva, se velará siempre por asegurar el máximo de certidumbre jurídica a favor de las personas y territorios sujetos a dichos estudios.

El estudio será licitado, adjudicado y supervisado por el Ministerio en conformidad a las bases técnicas y administrativas que éste elabore, y la Superintendencia de Electricidad y Combustibles actuará como organismo técnico asesor.
El financiamiento del Estudio de Franja se establecerá a través de un presupuesto anual elaborado por la Subsecretaría de Energía. Este presupuesto será financiado conforme a lo señalado en el artículo 212°-13.

El Estudio de Franja contemplará franjas alternativas en consideración a criterios técnicos, económicos, ambientales y de desarrollo sustentable.
El señalado estudio deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a) Las franjas alternativas evaluadas;

b) Una zona indirecta de análisis o de extensión, a cada lado de la franja, que tenga la función de permitir movilidad al futuro proyecto;

c) Levantamiento de información en materias de uso del territorio y ordenamiento territorial;

d) Levantamiento de información vinculada a áreas protegidas y de interés para la biodiversidad;

e) Levantamiento de la información socioeconómica de comunidades y descripción de los grupos de interés;

f) Levantamiento de las características del suelo, aspectos geológicos y geomorfológicos relevantes de las franjas alternativas;

j) Diseño de ingeniería que permita identificar las franjas alternativas;

h) Identificación y análisis de aspectos críticos que podrían afectar la implementación de las franjas alternativas;

i) Indicación de los caminos, calles y otros bienes nacionales de uso público y de las propiedades fiscales, municipales y particulares que se ocuparán o atravesarán, individualizando a sus respectivos dueños;

j) Un análisis general del costo económico de las franjas alternativas; y

k) Un análisis general de aspectos sociales y ambientales, en base a la información recopilada.

Para el adecuado desarrollo del estudio regulado en los incisos precedentes, el Ministerio podrá ingresar a todas las propiedades fiscales, municipales y particulares en que sea necesario, a través de la o las personas que para tal efecto designe.
Un reglamento, expedido por intermedio del Ministerio de Energía, establecerá las disposiciones necesarias para la adecuada ejecución del proceso de determinación de franjas preliminares.
Artículo 94°.- Aprobación por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. El estudio a que se refiere el artículo precedente, concluirá con un informe del Ministerio que contenga la franja alternativa a proponer al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad establecido en los artículos 71° y siguientes de la ley Nº19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, deberá acordar el uso de la propuesta de franja, para efectos que el Ministerio dicte un decreto exento expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República” que fije la franja preliminar, la que por causa de utilidad pública podrá ser gravada con una o más servidumbres de aquellas señaladas en los artículos 50° y siguientes de la ley, en lo que les sea aplicable, para las obras nuevas sometidas a Estudio de Franja, sin perjuicio de lo resuelto en la correspondiente resolución de calificación ambiental. Dichas servidumbres se impondrán una vez que el adjudicatario de los derechos de ejecución y explotación del proyecto de obra nueva defina el trazado y cuente con la correspondiente resolución de calificación ambiental para la ejecución del proyecto. El mencionado decreto será publicado en el Diario Oficial y en el sitio web del Ministerio. Además, deberá ser publicado en los medios que establece el artículo 27° bis de la presente ley, debiendo entenderse que los propietarios de los predios comprendidos en la franja preliminar se encuentran notificados del eventual gravamen que se les podrá imponer una vez dictado el decreto a que se refiere el artículo 97°.
El gravamen establecido a través del decreto exento del Ministerio de Energía que fija la franja preliminar, se extinguirá una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de dictación de dicho decreto. Con todo, el referido plazo podrá prorrogarse por causas justificadas por una sola vez y hasta por dos años.

Artículo 95°.- Bases de Licitación del Coordinador de Obras Nuevas y de Ampliación. Corresponderá al Coordinador efectuar una licitación pública internacional de los proyectos de expansión contenidos en los decretos señalados en el artículo 92°. El costo de la licitación será de cargo del Coordinador.

Las bases de licitación de las obras nuevas y de ampliación serán elaboradas por el Coordinador y, a lo menos, deberán especificar las condiciones objetivas que serán consideradas para determinar la licitación, la información técnica y comercial que deberán entregar las empresas participantes, los requisitos técnicos y financieros que deberán cumplir los oferentes, los plazos, las garantías, la descripción del desarrollo del proceso y de las condiciones de adjudicación, así como las características técnicas de las obras de transmisión. Asimismo, las bases deberán contener las garantías de ejecución y operación de los proyectos y las multas por atraso en la entrada en operación del o los proyectos.
El Coordinador podrá agrupar una o más obras de ampliación y obras nuevas con el objeto de licitarlas y adjudicarlas conjuntamente.

Tratándose de la licitación de las obras de ampliación, la empresa propietaria deberá participar en la supervisión de la ejecución de la obra, conforme lo determine el reglamento.
La Comisión podrá fijar el valor máximo de las ofertas de las licitaciones de las obras de expansión en un acto administrativo separado de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas respectivas, momento en el que el acto administrativo perderá el carácter reservado. El Coordinador deberá licitar nuevamente aquellas obras cuya licitación haya sido declarada desierta por no haberse presentado ninguna oferta económica inferior al valor máximo señalado precedentemente.
Artículo 96°.- Decreto que fija los derechos y condiciones de ejecución y explotación de obras nuevas y Decreto de adjudicación de construcción de obras de ampliación. El Coordinador en un plazo no superior a sesenta días de recibidas las propuestas, deberá resolver la licitación y adjudicará los derechos de ejecución y explotación del proyecto de obra nueva, o la adjudicación de la construcción y ejecución de las obras de ampliación, según corresponda, en conformidad a las bases. Asimismo, se comunicará el resultado de la licitación a la empresa adjudicataria de la obra nueva respectiva y a las empresas transmisoras propietarias de las obras de ampliación, según corresponda, y se informará a la Comisión y a la Superintendencia respecto de la evaluación de los proyectos y de la adjudicación.
Dentro de los cinco días siguientes a dicho informe, la Comisión remitirá al Ministro de Energía un informe técnico con los resultados de la licitación, incluyendo en el caso de las obras de ampliación el A.V.I.+C.O.M.A. a remunerar a la empresa transmisora propietaria de dicha obra, con todos los antecedentes del proceso. Sobre la base de dicho informe técnico, el Ministerio dictará un decreto supremo, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, que fijará, tratándose de las obras nuevas:
a) Los derechos y condiciones de ejecución y explotación de la obra nueva;
b) La empresa adjudicataria;

c) Las características técnicas del proyecto;

d) La fecha de entrada en operación;

e) El valor de la transmisión por tramo de las nuevas obras, conforme al resultado de la licitación, y

f) Las fórmulas de indexación del valor señalado en la letra e) anterior.

En el caso de las obras de ampliación, el decreto señalado en el inciso anterior fijará:

a) El propietario de la o las obras de ampliación;

b) La empresa adjudicataria encargada de la construcción y ejecución de la obra o las obras de ampliación;

c) Las características técnicas del proyecto;

d) La fecha de entrada en operación;

e) El V.I. adjudicado;
f) El A.V.I. determinado a partir del VI señalado en la letra anterior;

g) El C.O.M.A que corresponderá aplicar hasta el siguiente proceso de valorización, y

h) Las fórmulas de indexación del valor señalado en la letra g) anterior.

Artículo 97°.- Procesos posteriores a la adjudicación para obras nuevas sometidas al procedimiento para la determinación de franjas. El adjudicatario de los derechos de ejecución y explotación del proyecto de obra nueva que debe sujetarse a Estudio de Franja, deberá someter al sistema de evaluación de impacto ambiental, conforme a lo dispuesto en la ley Nº19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el respectivo proyecto, determinando el trazado sobre la base de la franja preliminar fijada mediante el decreto establecido en el artículo 94°.

Una vez obtenida la resolución de calificación ambiental de acuerdo a lo definido en la ley Nº19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el Ministerio dictará un decreto exento suscrito bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, mediante el que determinará el trazado definitivo y la franja de seguridad asociada a dicho trazado, constituyéndose, por el solo ministerio de la ley, servidumbre eléctrica sobre la referida franja.
El mencionado decreto será publicado en el Diario Oficial y en el sitio web del Ministerio. Además, deberá ser publicado en los medios que establece el artículo 27° bis de la presente ley, con el objeto de notificar a los propietarios de predios comprendidos en el trazado definitivo, y para el cual se solicitará la concesión eléctrica definitiva.

El titular del proyecto será considerado titular de concesión eléctrica para los efectos del artículo 31° bis y 34° bis de la presente ley.
Dentro de los treinta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial del decreto referido en el inciso segundo, el titular del proyecto lo deberá reducir a escritura pública, a su costo. A partir de la fecha de reducción a escritura pública, el titular del proyecto deberá iniciar las gestiones para hacer efectivas las servidumbres conforme a los artículos 62° y siguientes de la ley. 

En todo lo no regulado en el presente Capítulo, será aplicable, en lo que corresponda, lo dispuesto en el Capítulo V, del Título II, de la presente ley.

Artículo 98°.- Situación excepcional de Modificaciones de trazados. En caso que, una vez obtenida la resolución de calificación ambiental y durante la ejecución del proyecto, el titular del mismo requiera excepcionalmente modificar el trazado definitivo, deberá, en forma previa, solicitar en forma fundada la aprobación del Ministerio, el que deberá evaluar los antecedentes que justifican tal modificación y una vez obtenida la autorización de éste, el proyecto deberá sujetarse a lo dispuesto en la ley Nº19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.
Calificada favorablemente la modificación del proyecto, el Ministerio procederá a modificar el decreto señalado en el artículo anterior, el que deberá ser publicado y reducido a escritura pública en los términos y condiciones señalados en dicho artículo.

Artículo 99°.- Remuneración de las Obras de Expansión. Las obras nuevas contenidas en los respectivos decretos que fijan el plan de expansión para los doce meses siguientes, señalados en el artículo 92° serán adjudicadas a una empresa de transmisión que cumpla con las exigencias definidas en la presente ley y la demás normativa aplicable. La licitación se resolverá según el valor anual de la transmisión por tramo que oferten las empresas para cada proyecto y sólo se considerarán de manera referencial el V.I. y C.O.M.A. definidos en el aludido decreto.

El valor anual de la transmisión por tramo resultante de la licitación y su fórmula de indexación constituirá la remuneración de las obras nuevas y se aplicará durante cinco períodos tarifarios, transcurridos los cuales las instalaciones y su valorización deberán ser revisadas y actualizadas en el proceso de tarificación de la transmisión correspondiente.
La licitación de la construcción y ejecución de las obras de ampliación contenidas en el decreto señalado en el artículo 92°, se resolverán según el V.I. ofertado. El propietario de la obra de ampliación será el responsable de pagar al respectivo adjudicatario la referida remuneración, de acuerdo a lo que señalen las bases.

Por su parte, el propietario de la obra de ampliación recibirá como remuneración de dicha obra el A.V.I. más el C.O.M.A. correspondiente. El A.V.I. será determinado considerando el V.I. adjudicado y la tasa de descuento correspondiente utilizada en el estudio de valorización vigente al momento de la adjudicación. El A.V.I. resultante de la licitación corresponderá a la remuneración del adjudicatario por cinco períodos tarifarios, transcurridos los cuales las instalaciones y su valorización deberán ser revisadas y actualizadas en el proceso de tarificación de la transmisión correspondiente, a que se hace referencia en el capítulo IV del presente Título.

Las obras de ampliación adjudicadas deberán ser consideradas en los procesos tarifarios siguientes para los efectos de determinar el C.O.M.A. aplicable.
Los pagos por el servicio de transporte o transmisión a la empresa propietaria de las obras nuevas y obras de ampliación de transmisión se realizarán de acuerdo con lo establecido en los artículos 115° y siguientes.
Capítulo III: De la Calificación de las Instalaciones de Transmisión
Artículo 100°.- Calificación de las Instalaciones de los Sistemas Transmisión. Las líneas y subestaciones eléctricas de cada sistema de transmisión nacional, para polos de desarrollo, de transmisión zonal y de los sistemas dedicados serán determinadas cuatrienalmente por la Comisión mediante resolución exenta dictada al efecto.

La Comisión deberá incorporar a la señalada resolución de calificación, en el momento en que entren en operación, las instalaciones futuras de transmisión, de construcción obligatoria, contenidas en los respectivos decretos de expansión, como aquellas otras que entren en operación dentro del período de vigencia de la referida resolución.

Las líneas y subestaciones eléctricas sólo podrán pertenecer a un segmento del sistema de transmisión.

En la resolución a que hace referencia el inciso primero, la Comisión podrá agrupar una o más áreas territoriales para conformar los respectivos sistemas de transmisión zonal. Tanto dicha agrupación como la incorporación de la línea o subestación en una de éstas, deberá mantenerse por tres períodos tarifarios, salvo que éstas fueren calificadas en otro segmento.

En este proceso se deberán definir asimismo la desconexión de aquellas líneas y subestaciones que no sean necesarias para el sistema eléctrico, considerando los antecedentes que emanen de los procesos de planificación de transmisión.
Para efectos de la calificación de las líneas y subestaciones eléctricas, tres meses antes del vencimiento del plazo señalado en el artículo 107°, el Coordinador deberá remitir a la Comisión el listado de instalaciones contenido en los sistemas de información a que hace referencia el artículo 72°-8.
Artículo 101°.- Informe Técnico de Calificación de Instalaciones e instancias de Participación. Dentro de los noventa días corridos siguientes a la recepción de la información señalada en el artículo anterior, la Comisión deberá emitir un informe técnico preliminar con la calificación de todas las líneas y subestaciones del sistema de transmisión. Los participantes y usuarios e instituciones interesadas referidos en el artículo 90°, dispondrán de quince días para presentar sus observaciones a dicho informe.
Dentro de los quince días siguientes al vencimiento del plazo para presentar observaciones, la Comisión emitirá y comunicará el informe técnico final de calificación de líneas y subestaciones de transmisión, aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas.

Dentro de los diez días siguientes a la comunicación del informe técnico final, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus discrepancias al Panel de Expertos, el que emitirá su dictamen en un plazo de treinta días contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211°.
Para los efectos anteriores, se entenderá que existe discrepancia susceptible de ser sometida al dictamen del Panel, si quien hubiere formulado observaciones técnicas al informe técnico preliminar, persevere en ellas, con posterioridad al rechazo de las mismas por parte de la Comisión, como también, si quien no hubiere formulado observaciones técnicas al informe técnico preliminar, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado en el informe técnico final.

Concluido el plazo para presentar discrepancias, o emitido el Dictamen del Panel, según corresponda, la Comisión deberá, mediante resolución exenta, aprobar el informe técnico definitivo con la calificación de las líneas y subestaciones de transmisión para el cuatrienio siguiente, la que deberá ser publicada en su sitio web.
Capítulo IV: De la Tarificación de la Transmisión

Artículo 102°.- De la Tarificación. El valor anual de las instalaciones de transmisión nacional, zonal, de sistema de transmisión para polos de desarrollo y el pago por uso de las instalaciones de transmisión dedicadas utilizadas por parte de los usuarios sometidos a regulación de precios será determinado por la Comisión cada cuatro años en base a la valorización que se establece en los artículos siguientes de las instalaciones.
Las empresas eléctricas que interconecten sus instalaciones de transmisión al sistema eléctrico sin que estas formen parte de la planificación de que trata el artículo 87°, serán consideradas como obras existentes para efectos de su valorización, siempre y cuando la ejecución de estas obras hayan sido autorizadas excepcionalmente por la Comisión, previo informe fundado que justifique la necesidad y urgencia de la obra y su exclusión del proceso de planificación de la transmisión, aprobado por el Coordinador, de acuerdo a lo que señale el reglamento.
Artículo 103°.- Definición de V.A.T.T., V.I., A.V.I. y C.O.M.A. Para cada tramo de un sistema de transmisión se determinará el “valor anual de la transmisión por tramo”, compuesto por la anualidad del "valor de inversión", en adelante "V.I." del tramo, más los costos anuales de operación, mantenimiento y administración del tramo respectivo, en adelante "COMA", ajustados por los efectos de impuestos a la renta y depreciación correspondiente, de conformidad a la metodología que establezca el reglamento.

Cada tramo del sistema de transmisión estará compuesto por un conjunto mínimo de instalaciones económicamente identificables, agrupadas según los criterios que establezca el reglamento.

El V.I. de una instalación de transmisión es la suma de los costos eficientes de adquisición e instalación de sus componentes, de acuerdo con valores de mercado, determinado conforme a los incisos siguientes.

En el caso de las instalaciones existentes, el V.I. se determinará en función de sus características físicas y técnicas, valoradas a los precios de mercado vigentes de acuerdo a un principio de adquisición eficiente.
Sin perjuicio de lo anterior, respecto de los derechos relacionados con el uso de suelo, los gastos y las indemnizaciones pagadas para el establecimiento de las servidumbres utilizadas, para efectos de incluirlos en el V.I. respectivo se considerará el valor efectivamente pagado, indexado de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para estos efectos, el Coordinador deberá elaborar y mantener un catastro de las servidumbres existentes y sus respectivas valorizaciones. Sólo se valorizarán aquellas servidumbres en las que se acredite fehacientemente el valor efectivamente pagado por ellas. Las discrepancias que surjan sobre esta materia podrán ser sometidas al dictamen del Panel de Expertos.
En el caso de Obras de Expansión, se considerará lo señalado en el artículo 99°.
La anualidad del V.I., en adelante “A.V.I.”, se calculará considerando la vida útil de cada tipo de instalación, la fecha de entrada en operación de la instalación y considerando la tasa de descuento señalada en el artículo 118º. 

Para cada segmento de los sistemas de transmisión señalados en el artículo 100° y para cada sistema de transmisión zonal, el C.O.M.A. se determinará como los costos de operación, mantenimiento y administración de una única empresa eficiente y que opera las instalaciones permanentemente bajo los estándares establecidos en la normativa vigente, conforme lo especifique el reglamento.
Artículo 104°.- Vida Útil de las Instalaciones. La vida útil para efectos de determinar la anualidad del valor de inversión indicada en el artículo precedente será determinada por la Comisión. Para estos efectos, en la oportunidad que fije el reglamento, la Comisión comunicará a los participantes y usuarios e instituciones interesadas definidos en el artículo 90° un informe técnico preliminar que contenga las vidas útiles de los elementos de transmisión, el que deberá ser publicado en su sitio web.

A más tardar veinte días contados desde la publicación de dicho informe, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán realizar observaciones, las que deberán ser aceptadas o rechazadas fundadamente en el informe técnico definitivo, el que será publicado en el sitio web de la Comisión dentro de los veinte días siguientes a la recepción de las observaciones.

Si se mantuviesen observaciones, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus discrepancias ante el Panel de Expertos en un plazo de diez días contados desde la publicación. El Panel resolverá las discrepancias en un plazo de veinte días contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211°.

Para los efectos anteriores, se entenderá que existe discrepancia susceptible de ser sometida al dictamen del Panel, si quien hubiere formulado observaciones técnicas al informe técnico preliminar, persevere en ellas, con posterioridad al rechazo de las mismas por parte de la Comisión, como también, si quien no hubiere formulado observaciones técnicas al informe técnico preliminar, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado en el informe técnico final.

La Comisión comunicará y publicará en su sitio web el informe técnico definitivo de vida útil de las instalaciones, incorporando lo resulto por el Panel, dentro de los diez días siguientes a la comunicación de su dictamen. En caso de no haberse presentado discrepancias, la Comisión comunicará y publicará en su sitio web el informe técnico definitivo dentro de los cinco días de vencido el plazo para presentarlas.

Las vidas útiles de las instalaciones contenidas en la resolución de la Comisión que aprueba el informe técnico definitivo a que hace referencia el inciso anterior, se aplicarán por tres períodos tarifarios consecutivos. Excepcionalmente, los nuevos elementos por avances tecnológicos o nuevos desarrollos, que no hayan sido considerados en la resolución señalada, deberán ser incorporados, para efectos de fijar su vida útil, en las bases preliminares a que hace referencia el artículo 107°.
Artículo 105°.- Del o los Estudios de Valorización de los Sistemas de Transmisión. Dentro del plazo señalado en el artículo 107°, la Comisión deberá dar inicio al o los estudios de valorización de las instalaciones del sistema de transmisión nacional, zonal, del sistema de transmisión para polos de desarrollo, y de las instalaciones de los sistemas de transmisión dedicada utilizada por usuarios sometidos a regulación de precios, cuyo proceso de elaboración será dirigido y coordinado por la Comisión.
Artículo 106°.- Participación Ciudadana. Las empresas participantes y usuarios e instituciones interesadas a que hace referencia el artículo 90°, podrán participar del proceso y estudio de valorización de instalaciones conforme a las normas contenidas en los artículos siguientes y en el reglamento.
Artículo 107°.- Bases del o los Estudios Valorización. A más tardar veinticuatro meses antes del término del periodo de vigencia de las tarifas de los sistemas de transmisión, la Comisión enviará a los participantes y usuarios e instituciones interesadas, las bases técnicas y administrativas preliminares para la realización del o los estudios de valorización de las instalaciones del sistema nacional, zonal, de transmisión para polos de desarrollo y el pago por uso de las instalaciones de transmisión dedicadas por parte de los usuarios sometidos a regulación de precios.
Las bases técnicas preliminares del o los estudios deberán contener, al menos, lo siguiente:

a) Tasa de descuento calculada de acuerdo a lo establecido en los artículos 118° y 119°;
b) Economías de ámbito y escala;

c) Modelo de valorización; y

d) Metodología para la determinación del pago por uso de las instalaciones de transmisión dedicadas por parte de los usuarios sometidos a regulación de precios.

Por su parte, el reglamento determinará los criterios de selección de las propuestas del o los consultores para la realización del o los estudios, las garantías que éstos deberán rendir para asegurar su oferta y la correcta realización del o los estudios, incompatibilidades y todas las demás condiciones, etapas y obligaciones del o los consultores que deban formar parte de la bases administrativas y técnicas.

A partir de la fecha de recepción de las bases técnicas y administrativas preliminares y dentro del plazo de quince días, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus observaciones ante la Comisión.

Vencido el plazo anterior y en un término no superior a quince días, la Comisión les comunicará las bases técnicas y administrativas definitivas, aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas.

Si se mantuviesen controversias, cualquiera de los participantes o usuarios e instituciones interesadas, podrán presentar sus discrepancias al Panel, en un plazo máximo de diez días contado desde la recepción de las bases técnicas definitivas. El panel de expertos deberá emitir su dictamen dentro del plazo de treinta días contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211°.

Para los efectos anteriores, se entenderá que existe controversia susceptible de ser sometida al dictamen del Panel, si quien hubiere formulado observaciones a las bases técnicas y administrativas preliminares, persevere en ellas, con posterioridad al rechazo de las mismas por parte de la Comisión, como también, si quien no hubiere formulado observaciones a las bases técnicas y administrativas preliminares, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado en las bases técnicas y administrativas definitivas.

Transcurrido el plazo para formular discrepancias o una vez emitido el dictamen del Panel, la Comisión deberá formalizar las bases técnicas y administrativas definitivas a través de una resolución que se publicará en un medio de amplio acceso y se comunicará a los participantes y usuarios e instituciones interesadas.
Artículo 108°.- Licitación y Supervisión del Estudio de Valorización. Conjuntamente con la publicación de las bases definitivas, la Comisión deberá llamar a licitación pública internacional del o los estudios de valorización de instalaciones de transmisión que correspondan.
El o los estudios de valorización serán adjudicados y supervisados en conformidad a las bases definitivas señaladas en el artículo anterior, por un Comité integrado por un representante del Ministerio de Energía, uno de la Comisión, que será quien lo presidirá, un representante del segmento de generación, uno del sistema de transmisión nacional, uno del segmento de transmisión zonal, uno del segmento de distribución, un representante de los clientes libres, y un representante del Coordinador, los que serán designados en la forma que establezca el reglamento.

El reglamento establecerá las normas sobre designación, constitución, funcionamiento, obligaciones y atribuciones de este comité, el plazo máximo del proceso de licitación y la forma en que se desarrollará el o los estudios.

El o los estudios deberán realizarse dentro del plazo máximo de ocho meses a contar del total trámite del acto administrativo que aprueba el contrato con el consultor, sin perjuicio de la obligación del consultor respecto de la audiencia pública a que se refiere el artículo 111°.

Artículo 109°.- Financiamiento del Estudio de Valorización. Las empresas de transmisión nacional, zonal y de sistemas de transmisión para polos de desarrollo deberán concurrir al pago del o los estudios de valorización de instalaciones, conforme a lo dispuesto en el reglamento. El valor resultante del proceso de adjudicación del estudio o los estudios serán incorporados en el proceso de valorización respectivo como parte del C.O.M.A.
Artículo 110°.- Resultados del Estudio de Valorización. Los resultados del o los estudios de valorización deberán especificar y distinguir, a lo menos, lo siguiente:

a) El V.I. y A.V.I por tramo de las instalaciones calificadas como de transmisión nacional, transmisión zonal y de transmisión para polos de desarrollo en la resolución exenta de la Comisión a que hace referencia el artículo 100°;
b) Los costos de operación, mantenimiento y administración por tramo de las instalaciones pertenecientes al sistema de transmisión nacional, para las instalaciones pertenecientes a los sistemas zonal y para las instalaciones de transmisión para polos de desarrollo;
c) El valor anual de las instalaciones de transmisión nacional, zonal, de sistemas de transmisión para polos de desarrollo y de las instalaciones de transmisión dedicada utilizada por parte de los usuarios sometidos a regulación de precios; y

d) La determinación de las correspondientes fórmulas de indexación y su forma de aplicación para los valores indicados anteriormente, durante el período de cuatro años.
Para el caso de la transmisión para polos de desarrollo, se considerará sólo la porción de las líneas y subestaciones dedicadas, nuevas o existentes, según corresponda, cuyas características técnicas hubiesen sido modificadas conforme a lo señalado en el artículo 88°.

Artículo 111°.- Audiencia Pública. La Comisión, en un plazo máximo de cinco días contado desde la recepción conforme del o los estudios, convocará a una audiencia pública a los participantes y a los usuarios e instituciones interesadas, audiencia en que el consultor deberá exponer los resultados del o los estudios de valorización. El reglamento establecerá el procedimiento y las demás normas a que se sujetará la audiencia pública.
Artículo 112°.- Informe Técnico y Decreto de Valorización. Concluido el procedimiento de audiencia pública conforme al artículo anterior, dentro del plazo de tres meses, la Comisión deberá elaborar un informe técnico preliminar basado en los resultados del o los estudios de valorización, el que deberá ser comunicado a las empresas transmisoras, a los participantes y a los usuarios e instituciones interesadas, al Coordinador, y se hará público a través de un medio de amplio acceso.

El informe técnico preliminar de la Comisión deberá contener las materias señaladas en el artículo 110°.

A partir de la recepción del informe técnico preliminar, los participantes y los usuarios e instituciones interesadas dispondrán de diez días para presentar sus observaciones a la Comisión.

Dentro de los veinte días siguientes al vencimiento del plazo para presentar observaciones, la Comisión emitirá y comunicará el informe técnico final de valorización de instalaciones de transmisión, aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas.

Dentro de los diez días siguientes a la comunicación del informe técnico final, los participantes y usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus discrepancias al Panel de Expertos, el que emitirá su dictamen en un plazo de cuarenta y cinco días contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211°.
Para los efectos anteriores, se entenderá que existe discrepancia susceptible de ser sometida al dictamen del Panel, si quien hubiere formulado observaciones técnicas al informe técnico preliminar, persevere en ellas, con posterioridad al rechazo de las mismas por parte de la Comisión, como también, si quien no hubiere formulado observaciones técnicas al informe técnico preliminar, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado en el informe técnico.

Si no se presentaren discrepancias, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo para presentarlas, la Comisión deberá remitir al Ministerio de Energía el informe técnico definitivo de valorización de instalaciones y sus antecedentes. En el caso que se hubiesen presentado discrepancias, la Comisión dispondrá de veinte días desde la comunicación del dictamen del Panel, para remitir al Ministerio de Energía el informe técnico definitivo de valorización, incorporando lo resuelto por dicho Panel, y sus antecedentes.

El Ministro de Energía, dentro de veinte días de recibido el informe técnico de la Comisión, mediante decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República" y sobre la base de dicho informe, fijará el valor anual de las instalaciones de transmisión nacional, zonal, de sistema de transmisión para polos de desarrollo y de las instalaciones de transmisión dedicada utilizadas por parte de los usuarios sometidos a regulación de precios.

Artículo 113°.- Vigencia Decreto Tarifario. Una vez vencido el período de vigencia del decreto de señalado en el artículo anterior, los valores establecidos en él seguirán rigiendo mientras no se dicte el siguiente decreto conforme al procedimiento legal. Dichos valores podrán ser reajustados por las empresas de transmisión, en la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor desde la fecha en que debía expirar el referido decreto, previa publicación en un diario de circulación nacional efectuada con quince días de anticipación.

No obstante lo señalado en el inciso anterior, las empresas de transmisión deberán abonar o cargar a los usuarios del sistema de transmisión, de acuerdo con el procedimiento que establezca el reglamento, las diferencias que se produzcan entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a los valores que en definitiva se establezcan, por todo el período transcurrido entre el día de terminación del cuatrienio a que se refiere el artículo anterior y la fecha de publicación del nuevo decreto.

Las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustadas de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor a la fecha de publicación de los nuevos valores, por todo el período a que se refiere el inciso anterior.

En todo caso, se entenderá que los nuevos valores entrarán en vigencia a contar del vencimiento del cuatrienio para el que se fijaron los valores anteriores.
Capítulo V: De La Remuneración de la Transmisión
Artículo 114°.- Remuneración de la Transmisión. Las empresas propietarias de las instalaciones existentes en los sistemas de transmisión nacional, zonal y para polos de desarrollo deberán percibir anualmente el valor anual de la transmisión por tramo correspondiente a cada uno de dichos sistemas, definido en el artículo 103°. Este valor constituirá el total de su remuneración anual. Asimismo, los propietarios de las instalaciones de transmisión dedicada utilizada por parte de usuarios sometidos a regulación de precios, deberán percibir de los clientes regulados la proporción correspondiente a dicho uso.
Para los efectos del inciso anterior, dentro de cada uno de los sistemas de transmisión nacional y zonal, se establecerá un cargo único por uso, de modo que la recaudación asociada a éste constituya el complemento a los ingresos tarifarios reales para recaudar el valor anual de la transmisión de cada tramo definido en el decreto señalado en el artículo 112°. Se entenderá por "ingreso tarifario real por tramo" a la diferencia que resulta de la aplicación de los costos marginales de la operación real del sistema, respecto de las inyecciones y retiros de potencia y energía en dicho tramo.

Asimismo, se establecerá un cargo único de modo que la recaudación asociada a éste remunere la proporción de las instalaciones de transmisión dedicada utilizada por parte de usuarios sometidos a regulación de precios, considerando la proporción de ingresos tarifarios reales asignables a ellos.
Del mismo modo, se establecerá un cargo único de manera que la recaudación asociada a éste remunere la proporción de las instalaciones para polos de desarrollo no utilizada por la generación existente. El valor anual de la transmisión para polos de desarrollo no cubierta por dicho cargo, será asumida por los generadores que inyecten su producción en el polo correspondiente.
Los cargos únicos a que hace referencia el presente artículo serán calculados por la Comisión en el informe técnico respectivo y fijado mediante resolución exenta.
El reglamento deberá establecer los mecanismos y procedimientos de reliquidación y ajuste de los cargos por uso correspondientes, de manera de asegurar que la o las empresas señaladas perciban la remuneración definida en el inciso primero de este artículo.

Artículo 115°.- Pago de la Transmisión. El pago de los sistemas de transmisión nacional, zonal y de transmisión dedicada utilizada por parte de usuarios sometidos a regulación de precios será de cargo de los consumidores finales libres y regulados, y se regirá por las siguientes reglas:

a) El cargo por uso del sistema de transmisión nacional se determinará en base a la diferencia entre el 50% del valor anual de los tramos de transmisión nacional y los ingresos tarifarios reales disponibles del semestre anterior, de cada uno de dichos tramos, dividida por la suma de la energía proyectada total a facturar a los suministros finales del sistema interconectado para el mismo semestre;
b) El cargo por uso de cada sistema de transmisión zonal se determinará en base a la diferencia entre el 50% del valor anual de la transmisión por tramo y los ingresos tarifarios reales disponibles del semestre anterior, dividida por la suma de la energía proyectada total a facturar a los suministros finales en dicho sistema para el mismo semestre;
c) El cargo por uso de los sistemas de transmisión dedicada utilizada por parte de consumidores finales regulados se determinará en base a la diferencia entre el 50% del valor anual de la transmisión por tramo asignada y la proporción de los ingresos tarifarios reales disponibles del semestre anterior, dividida por la suma de la energía proyectada total a facturar a los suministros finales en el sistema interconectado para el mismo semestre.

Los cargos únicos a que hace referencia el presente artículo serán calculados semestralmente por la Comisión en el informe técnico respectivo y fijado mediante resolución exenta, con ocasión de la determinación de los precios de nudo definidos en el artículo 162°. Dichos valores, así como las reliquidaciones o ajustes a que hubiere lugar, serán calculados por el Coordinador, según lo señalado en esta ley y conforme a los procedimientos que el reglamento establezca.

Las boletas o facturas a usuarios libres o regulados extendidas por sus respectivos suministradores deberán señalar separadamente los cobros por concepto de transmisión nacional, zonal, para polos de desarrollo, de instalaciones de transmisión dedicada utilizada por parte de usuarios sometidos a regulación de precios, distribución y cualquier otro cargo que se efectúe en ella, en la forma y periodicidad que determine el reglamento.

Artículo 116°.- Pago por uso de los Sistemas para Polos de Desarrollo. Para efectos de la determinación del cargo único para la remuneración de la proporción no utilizada por centrales generadoras existentes en los sistemas de transmisión para polos de desarrollo, se entenderá como proporción no utilizada aquella resultante de la diferencia entre uno y el cociente entre la suma de la capacidad instalada de generación, respecto de la totalidad de la capacidad instalada de transmisión. Dicha proporción distinguirá las líneas y subestaciones dedicadas, nuevas de las existentes, según corresponda, cuyas características técnicas hubiesen sido modificadas conforme a lo señalado en el artículo 88°, según lo establezca el reglamento.
Si transcurrido los cinco periodos tarifarios a que hace referencia el artículo 99° no se ha utilizado la capacidad total de transporte prevista, se extenderá este régimen de remuneración hasta por dos periodos tarifarios adicionales. A partir de entonces, sólo se considerará la capacidad de la generación existente, para su valorización y remuneración.

El pago de los sistemas de transmisión para polos de desarrollo de cargo de los consumidores finales libres y regulados, se determinará en base a la diferencia entre el 50% de la proporción del valor anual de los tramos, asignada a dichos consumidores, y la proporción de los ingresos tarifarios reales disponibles del semestre anterior, dividida por la suma de la energía proyectada total a facturar a los suministros finales del sistema interconectado para el mismo semestre.
El reglamento establecerá los mecanismos y procedimientos para la correcta determinación de dichos pagos.

Artículo 117°.- Repartición de Ingresos. Dentro de cada sistema de transmisión nacional, zonal, para polos de desarrollo y transmisión dedicada utilizada por usuarios sometidos a regulación de precios, los ingresos percibidos por concepto de cargo semestral por uso e ingresos tarifarios reales, serán repartidos entre los propietarios de las instalaciones de cada sistema de acuerdo con lo siguiente:

a) De la recaudación mensual total de cada segmento y sistema, se pagará en primer lugar el valor anual de la transmisión por tramo de las instalaciones declaradas como obra nueva y obra de ampliación, conforme lo señalado en el artículo 89º y de acuerdo a las fórmulas de indexación de éste, y la proporción de la transmisión dedicada utilizada por usuarios sometidos a regulación de precios.

b) En cada segmento y sistema, el resto de las instalaciones recibirán el remanente de la recaudación a prorrata del A.V.I.+C.O.M.A. de las instalaciones resultante del o los estudios de valorización, conforme las fórmulas de indexación de los mismos.

c) En cada sistema y segmento, las diferencias que se produzcan entre la recaudación total y el valor anual de la transmisión por tramo, deberán ser consideradas en el período siguiente a fin de abonar o descontar dichas diferencias según corresponda, en el cálculo del cargo para el próximo período.

d) El Coordinador deberá realizar todos los cálculos necesarios para la repartición de ingresos a que hace referencia el presente artículo, de acuerdo a lo establecido en la normativa vigente y deberá resguardar que la recaudación anual asignada a cada tramo no sea superior a su valorización anual.
Artículo 118°.- Tasa de Descuento. La tasa de descuento que deberá utilizarse para determinar la anualidad del valor de inversión de las instalaciones de transmisión será calculada por la Comisión cada cuatro años de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo siguiente. Esta tasa será aplicable después de impuestos, y para su determinación se deberá considerar el riesgo sistemático de las actividades propias de las empresas de transmisión eléctrica en relación al mercado, la tasa de rentabilidad libre de riesgo, y el premio por riesgo de mercado. En todo caso la tasa de descuento no podrá ser inferior al siete por ciento ni superior al diez por ciento.

El riesgo sistemático señalado, se define como un valor que mide o estima la variación en los ingresos de una empresa eficiente de transmisión eléctrica con respecto a las fluctuaciones del mercado.
La tasa de rentabilidad libre de riesgo corresponderá a la tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile o la Tesorería General de la República para un instrumento reajustable en moneda nacional. El tipo de instrumento y su plazo deberán considerar las características de liquidez, estabilidad y montos transados en el mercado secundario de cada instrumento en los últimos dos años a partir de la fecha de referencia del cálculo de la tasa de descuento, así como su consistencia con el horizonte de planificación de la empresa eficiente. El período considerado para establecer el promedio corresponderá a un mes y corresponderá al mes calendario de la fecha de referencia del cálculo de la tasa de descuento.
El premio por riesgo de mercado se define como la diferencia entre la rentabilidad de la cartera de inversiones de mercado diversificada y la rentabilidad del instrumento libre de riesgo definida en este artículo.
La información nacional o internacional que se utilice para el cálculo del valor del riesgo sistemático y del premio por riesgo deberá permitir la obtención de estimaciones confiables desde el punto de vista estadístico.

De este modo, la tasa de descuento será la tasa de rentabilidad libre de riesgo más el premio por riesgo multiplicado por el valor del riesgo sistemático.

Artículo 119°.- Procedimiento de Cálculo de la Tasa de Descuento. Antes de cinco meses del plazo señalado en el artículo 107° para comunicar las bases preliminares del o los estudios de valorización, la Comisión deberá licitar un estudio que defina la metodología de cálculo de la tasa de descuento, los valores de sus componentes, conforme a lo señalado en el artículo anterior.

Finalizado dicho estudio, la Comisión emitirá un informe técnico con la tasa de descuento, cuyo valor deberá ser incorporado en las bases preliminares a que se refiere el artículo 107°, para efectos de ser observado por las empresas participantes y usuarios e instituciones interesadas a que se refiere el artículo 90°, y sometido al dictamen del Panel en caso de discrepancias, con ocasión de dicho proceso. El informe técnico señalado precedentemente deberá acompañarse como antecedente en las bases preliminares señaladas.
Artículo 120°.- Peajes de Distribución. Los concesionarios de servicio público de distribución de electricidad estarán obligados a prestar el servicio de transporte, permitiendo el acceso a sus instalaciones de distribución, tales como líneas aéreas o subterráneas, subestaciones y obras anexas, en las condiciones técnicas y de seguridad que se establezcan, para que terceros den suministro a usuarios no sometidos a regulación de precios ubicados dentro de su zona de concesión.

Quienes transporten electricidad y hagan uso de estas instalaciones conforme al inciso anterior estarán obligados a pagar al concesionario un peaje igual al valor agregado de distribución vigente en la zona en que se encuentra el usuario, dentro de la respectiva área típica, ajustado de modo tal que si los clientes no regulados adquirieran su potencia y energía a los precios de nudo considerados para establecer la tarifa de los clientes sometidos a regulación de precios de la concesionaria de servicio público de distribución en la zona correspondiente, el precio final resultará igual al que pagarían si se les aplicara las tarifas fijadas a la referida concesionaria en dicha zona.

Serán aplicables a este servicio las disposiciones establecidas en los artículos 126º, en lo referente a la garantía para caucionar potencias superiores a 10 kilowatts, 141º y 225°, letra q).

El Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión, fijará estos peajes con ocasión de la fijación de tarifas de distribución correspondiente. El reglamento establecerá el procedimiento para la fijación y aplicación de dichos peajes.

Las discrepancias que se produzcan en relación a la fijación de peajes de distribución señalada en el presente artículo podrán ser sometidas al dictamen del Panel de Expertos de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 211°.
Artículo 121°.- Facturación, mora, titulo ejecutivo factura. En caso de mora o simple retardo en el pago de las facturas que se emitan entre las empresas sujetas a coordinación del Coordinador, éstas podrán aplicar sobre los montos adeudados el interés máximo convencional definido en el artículo 6º de la ley Nº18.010, vigente el día del vencimiento de la obligación respectiva.

Las facturas emitidas por las empresas de transmisión para el cobro de la remuneración del sistema de transmisión tendrán mérito ejecutivo.
Artículo 122°.- Garantías para proyectos de inversión en Sistemas de Transmisión. Las empresas de transmisión tendrán derecho a dar en garantía para la obtención de un financiamiento para la construcción y ejecución de un proyecto de transmisión nacional, zonal y para polos de desarrollo, los derechos de ejecución y explotación de obras nuevas pertenecientes a dichos sistemas de transmisión, que se hayan fijado a través del decreto del Ministerio de Energía a que se refiere el artículo 92. Para dichos efectos, se podrá optar por las siguientes alternativas:

1° Constituir una prenda civil sobre los derechos que para dichas empresas nacen del decreto indicado precedentemente. La prenda se entenderá constituida y se regirá por las reglas generales del Código Civil, efectuándose la tradición mediante la entrega por parte de la empresa de transmisión al acreedor prendario, del decreto en donde consten los derechos dados en prenda.
2° Ceder condicionalmente los derechos objeto del citado decreto, sujeto a la condición suspensiva de incumplimientos contemplados en el respectivo contrato de crédito celebrado entre la empresa transmisora y su o sus acreedores.
3° Otorgar un mandato irrevocable en los términos del artículo 241 del Código de Comercio, al o los acreedores de la empresa de transmisión para percibir las tarifas a que tenga derecho esta última de acuerdo al decreto referido en el inciso primero. Podrá convenirse en dicha cesión condicional, que el o los acreedores deberán imputar los montos percibidos en virtud del mandato con los correspondientes a la deuda existente entre la empresa de transmisión y dicho acreedor. La imputación de los montos percibidos se realizará de acuerdo a las reglas acordadas por las partes en el contrato de crédito en cuestión o, a falta de ellas, a las contenidas en el Código Civil.
En caso de otorgarse uno o más de los contratos indicados en los numerales anteriores, la empresa de transmisión deberá dar cumplimiento a lo indicado en el inciso siguiente, debiendo, además, el comprador en remate de los derechos ejecutados o el adquirente de los mismos por haberse cumplido la condición suspensiva en cuestión, reunir los requisitos establecidos en esta ley y en las bases de licitación de las obras de expansión, al igual que lo hiciera la empresa deudora, en los términos prescritos en el inciso siguiente.
Deberá ser sometido a la aprobación de la Comisión, las bases del remate a efecto de acreditar el cumplimiento de las exigencias establecidas en el inciso anterior, en forma previa al mismo. Tratándose de la cesión condicional del derecho, la empresa transmisora deberá notificar a la Comisión y a la Superintendencia de este hecho. El no cumplimiento por parte de la adquirente o cesionaria de los requisitos indicados en el inciso anterior, resolverá de pleno derecho la compra o cesión de los derechos de la cedente. La adquisición de los derechos de crédito no implicará la extinción de las obligaciones originadas por la normativa eléctrica de la empresa cedente, salvo que se demuestre la imposibilidad material de dar cumplimiento a las mismas y así lo resuelvan en conjunto la Superintendencia y la Comisión.”.

5) Suprímese el artículo 123°.

6) Modifícase el inciso segundo del artículo 128° en el siguiente sentido:

a) Intercálase a continuación del punto seguido la siguiente frase: “Para las empresas de transmisión, el interés deberá ser igual a la tasa de descuento establecida en el artículo 118°.”.

b) Reemplázase en la última oración la palabra “El” por “Para las empresas generadoras y distribuidoras, el”.

7) Elimínase en el inciso quinto del artículo 134° el párrafo final “contado desde la respectiva presentación.”, pasando la coma que le antecede a ser un punto aparte.

8) Reemplázase en el inciso final del artículo 135° ter la sigla “CDEC” por la expresión “Coordinador”, las dos veces que aparece.
9) Reemplázase en los incisos segundo, tercero, cuarto y sexto del artículo 135° quinques, las veces que aparece, la sigla “CDEC” por “Coordinador”.

10) Suprímense los artículos 137° y 138°.

11) Reemplázase en los incisos segundo y tercero del artículo 146° ter, cada vez que aparece, el guarismo “137°” por “72°-1”.

12) Suprímese el artículo 146° quáter.
13) Modifícase el artículo 149° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso segundo el guarismo “137°” por “72°-1”;
b) Reemplázase en el inciso tercero la expresión “organismo de coordinación de la operación o CDEC” por la expresión “Coordinador”;

c) Reemplázase en el inciso cuarto el guarismo “137°” por “72°-1”; y

d) Reemplázase en el inciso quinto la expresión “troncal, de subtransmisión” por “nacional, zonal”.

14) Reemplazase en el inciso segundo del artículo 149° quater, la expresión “a las Direcciones de Peajes de los CDEC” por “al Coordinador”.
15) Elimínase el artículo 150°.

16) Modifícase el artículo 150° bis en el siguiente sentido:
a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión “la Dirección de Peajes del CDEC respectivo” por “el Coordinador”. 

b) Reemplázase en el inciso tercero la expresión “a la Dirección de Peajes del CDEC respectivo” por “al Coordinador”.

c) Sustitúyense en el inciso sexto, las frases “Las Direcciones de Peajes de los CDEC” y “las señaladas Direcciones de Peajes”, en ambos casos, por la expresión “el Coordinador”.

d) Sustitúyense en el inciso noveno, las frases “La Dirección de Peajes del CDEC respectivo” y “a la Dirección de Peajes”, por las expresiones “el Coordinador” y “al Coordinador”, respectivamente.

e) Modifícase el inciso décimo en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese, la frase “la Dirección de Peajes del CDEC respectivo” por “el Coordinador”; la frase “la referida Dirección” por “el referido Coordinador”; y, la expresión “la Dirección de Peajes” por “el Coordinador”;

ii. Reemplázase la oración “aplicable a las discrepancias previstas en el número 11 del artículo 208°” por la frase “establecido en el artículo 211°”.
17) Modifícase el artículo 150° ter en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso decimocuarto la frase “los factores de penalización de energía del sistema correspondiente,” por la siguiente “la razón entre el precio de nudo de energía en dicho punto particular del sistema y el precio de nudo de energía en el punto de inyección, ambos”.
b) Reemplázase en el inciso decimoséptimo la expresión “la Dirección de Peajes correspondiente” por “el Coordinador”.
c) Reemplázase en el inciso decimoctavo la expresión “cada Dirección de Peajes” por “el Coordinador”.

d) Modifícase el inciso décimonoveno en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “inciso primero del artículo 119°” por la frase “inciso segundo del artículo 149°”;

ii. Reemplázase la expresión “dicha Dirección” por “el Coordinador,”.

e) Reemplázase en el inciso final la frase “la Dirección de Peajes que corresponda” por “el Coordinador”.

18) Modifícase el artículo 155° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el número 2.- del inciso primero, la frase “del cargo único por concepto de uso del sistema de transmisión troncal, señalado en la letra a) del artículo 102°” por “los cargos señalados en los artículos 115°, 116° y 212°-13”.
b) Modifícase el inciso tercero del siguiente modo:

i. Reemplázase, en el primer párrafo, la frase “el sistema de transmisión troncal conforme señala el artículo 102°” por “los sistemas de transmisión conforme señalan los artículos 115° y 116°”.

ii. Agrégase el siguiente párrafo tercero y final:

“- Cargo por Servicio Público a que hace referencia el artículo 212°-13.”.
19) Modifícase el artículo 157° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “generación-transporte” por “generación”.
b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “las Direcciones de Peajes de los CDEC respectivos, de manera coordinada” por “el Coordinador”.

20) Modifícase el artículo 162° en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el número 1, entre las expresiones “instalaciones existentes y” y “en construcción” la expresión “aquellas declaradas por la Comisión”.
b) Reemplázanse en el número 2 el guarismo “166°” por “165°” y la frase “El valor así obtenido se denomina precio básico de la energía” por “Los valores así obtenidos, para cada una de las barras, se denominan precios básicos de la energía”.

c) Elimínase el número 4.

d) Modifícase el número 5 en el siguiente sentido:

i. Sustitúyense la frase “subestaciones troncales” por “barras del sistema de transmisión nacional” y la palabra “subestación” por la palabra “barra”.

ii. Intercálase entre la primera coma y la expresión “se calcula” la siguiente frase: “y que no tenga determinado un período básico de potencia,”.

e) Reemplázase el número 6 por el siguiente:

“6.- El cálculo de los factores de penalización de potencia de punta a que se refiere el número 5 anterior, se efectúa considerando las perdidas marginales de transmisión de potencia de punta, considerando el programa de obras de generación y transmisión señalado en el número 1 de este artículo, y”.

f) Sustitúyese, en el número 7, la expresión “, y” por un punto aparte.

g) Elimínase el número 8.
21) Reemplázase en el inciso final del artículo 163° la expresión “en un CDEC” por “entre las empresas sujetas a coordinación”.

22) Reemplázase en el artículo 165° la expresión “de los CDEC” por “del Coordinador”.

23) Reemplázanse, en el número 2 del artículo 167°, la palabra “troncal” por “nacional” y el guarismo “102°” por “115°”.

24) Reemplázase en el inciso primero del artículo 170° la expresión “CDEC” por “Coordinador”.

25) Reemplázánse, en el inciso primero del artículo 177°, la coma que sigue a la palabra “definitivas”, que pasa a ser punto seguido, y la frase “las que en todo caso deberán ser aprobadas por ésta antes de once meses del término de vigencia de los precios vigentes y serán públicas” por la siguiente oración: “Si se mantuviesen controversias, las empresas podrán presentar sus discrepancias al Panel, en un plazo máximo de diez días contado desde la recepción de las bases técnicas definitivas. El panel de expertos deberá emitir su dictamen dentro del plazo de treinta días contados desde la respectiva audiencia a que hace referencia el artículo 211°. En todo caso, las bases definitivas deberán será aprobadas por la Comisión antes de once meses del término de vigencia de los precios vigentes.”.

26) Reemplázase, en el artículo 181°, la frase “y del cargo único por concepto de uso del sistema de transmisión troncal, señalado en la letra a) del artículo 102°” por la siguiente “los cargos señalados en los artículos 115°, 116° y 212°-13”.

27) Incorpórase, en el artículo 184°, el siguiente inciso cuarto y final, nuevo:

“Las discrepancias que se produzcan en relación a la fijación de los precios de los servicios, a que se refiere el número 4 del artículo 147°, podrán ser sometidos al dictamen del Panel de Expertos conforme al procedimiento establecido en el artículo 211°.”.
28) Reemplázase el artículo 208° por el siguiente:

“Artículo 208°.- Serán sometidas al dictamen del Panel de Expertos las discrepancias que se produzcan en relación con las materias que se señalen expresamente en la presente ley o en el reglamento, y en otras leyes en materia energética.

Asimismo, serán sometidas a dicho dictamen, las discrepancias que se susciten entre el Coordinador y las empresas sujetas a su coordinación en relación a los procedimientos técnicos, instrucciones y cualquier otro acto de coordinación de la operación del sistema y del mercado eléctrico que emane del Coordinador, en cumplimento de sus funciones.

Podrán, asimismo, someterse al dictamen del Panel de Expertos las discrepancias que las empresas eléctricas tengan entre sí con motivo de la aplicación técnica o económica de la normativa del sector eléctrico y que, de común acuerdo, sometan a su dictamen.”.

29) Reemplázase en la letra b) del artículo 210°, la expresión “en el artículo 208°” por la siguiente: “en la presente ley o reglamento u en otras leyes en materia energética.”.
30) Modifícase el artículo 211° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Requerida la intervención del Panel de Expertos, éste en el más breve plazo, deberá notificar a las partes y los interesados las discrepancias presentadas. Asimismo, se convocará a una sesión especial, debiendo establecer en ella un programa de trabajo que considerará una audiencia pública con las partes y los interesados, de la que se dejará constancia escrita, entendiéndose siempre que la Comisión y la Superintendencia tienen la condición de interesados en lo que respecta a las esferas de sus respectivas atribuciones. Dicha audiencia deberá realizarse no antes del plazo de diez días contados desde la notificación de las discrepancias. El Panel evacuará el dictamen dentro del plazo de treinta días contados desde la realización de la audiencia, salvo que la normativa legal o reglamentaria establezca un plazo diferente. El dictamen será fundado y todos los antecedentes recibidos serán públicos desde la notificación del dictamen.”.

b) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:

i. Intercálase entre la expresión “participen” y la frase “en el procedimiento respectivo”, la siguiente expresión: “, en calidad de partes,”.

ii. Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“No obstante, el Ministro de Energía, mediante resolución exenta fundada, podrá, dentro del plazo de diez días contado desde la notificación del dictamen, declararlo inaplicable, en caso que se refiera a materias ajenas a las señaladas en el artículo 208°.”.
31) Modifícase el artículo 212° en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse, los incisos primero y segundo, del artículo 212°, por los siguientes:

“El financiamiento del Panel se establecerá a través de un presupuesto anual, el que deberá ser aprobado por la Subsecretaria de Energía en forma previa a su ejecución. Este presupuesto será financiado conforme a lo señalado en el artículo 212°-13. Para estos efectos, el Panel deberá presentar a la Subsecretaria de Energía, antes del 30 de septiembre de cada año, el presupuesto anual para el siguiente año.

El presupuesto del Panel de Expertos deberá comprender los honorarios de sus miembros y del secretario abogado, los gastos en personal administrativo y demás gastos generales.

El procedimiento de recaudación del cargo por servicio público para el financiamiento del Panel y su pago se efectuará en la forma que señale el reglamento.”.

b) Suprímese el actual inciso tercero, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, a ser los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto.
32) Intercálase, a continuación del artículo 212°, el siguiente Título VI bis, nuevo:
“Título VI BIS

Del Coordinador Independiente del Sistema Eléctrico Nacional

Artículo 212°-1.- Coordinador Independiente del Sistema Eléctrico Nacional, el Coordinador. El Coordinador Independiente del Sistema Eléctrico Nacional es el organismo técnico e independiente encargado de la coordinación de la operación del conjunto de instalaciones del sistema eléctrico nacional que operen interconectadas entre sí.

El Coordinador es una corporación autónoma de derecho público, sin fines de lucro, con patrimonio propio y de duración indefinida. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de que pueda establecer oficinas o sedes a lo largo del país. El Coordinador podrá celebrar todo tipo de actos y contratos con sujeción al derecho común.

El Coordinador no forma parte de la Administración del Estado, no siéndole aplicable las disposiciones generales o especiales, dictadas o que se dicten para el sector público, salvo expresa mención. Su organización, composición, funciones y atribuciones se regirán por la presente ley y su reglamento.

Artículo 212°-2.- Transparencia y publicidad de la información. El principio de transparencia es aplicable al Coordinador, de modo que deberá mantener a disposición permanente del público, a través de su sitio electrónico, los siguientes antecedentes debidamente actualizados, al menos, una vez al mes:

a) El marco normativo que le sea aplicable.

b) Su estructura orgánica u organización interna.

c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.

d) Sus estados financieros y memorias anuales.

e) La composición de su Consejo Directivo y la individualización de los responsables de la gestión y administración.

f) Información consolidada del personal.

g) Toda remuneración percibida en el año por cada integrante de su Consejo Directivo y del Director Ejecutivo, por concepto de gastos de representación, viáticos, regalías y, en general, todo otro estipendio. Asimismo, deberá incluirse, de forma global y consolidada, la remuneración total percibida por el personal del Coordinador.

Asimismo, el Coordinador deberá proporcionar toda la información que se le solicite, salvo que concurra alguna de las causales de secreto o reserva que establece la ley y la Constitución, o que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las funciones del Coordinador o derechos de las personas, especialmente en el ámbito de su vida privada o derechos de carácter comercial o económico. El procedimiento para la entrega de la información solicitada se deberá realizar en los plazos y en la forma que establezca el reglamento. Toda negativa a entregar la información deberá formularse por escrito y deberá ser fundada, especificando la causal legal invocada y las razones que en cada caso motiven su decisión.

La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.

Corresponderá al Director Ejecutivo velar por el cumplimiento de la obligación que establece este artículo y se le considerará para estos efectos el jefe superior del órgano. Serán aplicables a su respecto, lo dispuesto en los artículos 8°, 47 y 48 de la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública. En caso de incumplimiento, las sanciones serán aplicadas por el Consejo para la Transparencia.

Artículo 212°-3: Administración y Dirección del Coordinador.
La dirección y administración del Coordinador estará a cargo de un Consejo Directivo, compuesto por siete consejeros, los que serán elegidos conforme al artículo 212-5. Al Consejo Directivo le corresponderá la representación judicial y extrajudicial del organismo.

El Coordinador contará con un Director Ejecutivo, que será designado y/o removido por el Consejo Directivo en la forma y con el quórum establecido en el artículo 212-8. Le corresponderá al Director Ejecutivo:

a) La ejecución de los acuerdos y directrices adoptados por el Consejo Directivo;

b) La supervisión permanente de la administración y funcionamiento técnico del organismo;

c) Proponer al Consejo Directivo la estructura organizacional del Coordinador; y

d) Las demás materias que le delegue el Consejo Directivo.

Los miembros del Consejo Directivo, el Director Ejecutivo y el personal del Coordinador no tendrán el carácter de personal de la Administración del Estado y se regirán exclusivamente por las normas del Código del Trabajo. No obstante, a éstos se les extenderá la calificación de empleados públicos sólo para efectos de aplicarles el artículo 260° del Código Penal.

El Coordinador deberá contar con una estructura interna y personal necesario e idóneo para el cumplimiento de sus funciones, la que será determinada por el Consejo Directivo. Para estos efectos, el Consejo Directivo deberá elaborar los Estatutos del Coordinador, los que deberán regular la organización interna de la institución y contener las normas que aseguren su adecuado funcionamiento.

Artículo 212°-4.- Deber del Consejo Directivo de velar por el cumplimento de las funciones del Coordinador y normativa. Le corresponderá al Consejo Directivo del Coordinador velar por el cumplimiento de las funciones que la normativa vigente asigna al Coordinador y adoptar las medidas que sean necesarias para asegurar dicho cumplimiento, en el ámbito de sus atribuciones. El Consejo Directivo deberá informar a la Superintendencia y a la Comisión cualquier hecho o circunstancia que pueda constituir una infracción a la normativa eléctrica vigente por parte de las empresas sujetas a su coordinación, identificando al propietario de las instalaciones pertinentes, cuando corresponda.

Artículo 212°-5.- Del Consejo Directivo del Coordinador. Los miembros del Consejo Directivo serán elegidos, en un proceso público y abierto, por el Comité Especial de Nominaciones, de una o más ternas de candidatos al cargo confeccionada por una empresa especializada, los que deberán acreditar experiencia profesional en el sector eléctrico o en las demás áreas que defina dicho Comité y reunir las condiciones de idoneidad necesarias para desempeñar el cargo. Las especificaciones técnicas de la empresa especializada y los aspectos operativos del procedimiento de elección de los consejeros del Consejo Directivo del Coordinador serán establecidas en el reglamento.

Los consejeros durarán cuatro años en su cargo, pudiendo ser reelegidos. El Consejo Directivo se renovará parcialmente cada dos años.
Los consejeros podrán ser removidos de su cargo por el Comité Especial de Nominaciones por causa justificada, por el mismo quórum calificado fijado para su elección. La destitución, remoción de uno cualquiera de los miembros del Consejo Directivo, será decretada por el Comité especial de Nominaciones, a solicitud de la Superintendencia, por causa justificada y conforme al procedimiento establecido en el reglamento que se dicte al efecto, el que establecerá las definiciones, plazos, condiciones y procedimiento para el ejercicio de la presente atribución.

El Consejo Directivo designará entre sus miembros a un presidente y a su respectivo suplente para que ejerza las funciones de aquel en caso de ausencia o impedimento de cualquier naturaleza.
Los consejeros cesarán en sus funciones por alguna de las siguientes circunstancias:

a) Término del período legal de su designación;

b) Renuncia voluntaria;

c) Destitución o remoción por causa justificada; y
d) Incapacidad sobreviniente que le impida ejercer el cargo por un periodo superior a tres meses consecutivos o seis meses en un año.

En caso de cesación anticipada del cargo de consejero, cualquiera sea la causa, el Comité Especial de Nominaciones se constituirá, a petición de la Comisión, para elegir un reemplazante por el tiempo que restare para la conclusión del período de designación del consejero cuyas funciones hayan cesado anticipadamente, salvo que éste fuese igual o inferior a seis meses.

El Consejo Directivo deberá sesionar con la asistencia de, a lo menos, cuatro de sus miembros. Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos se entenderán adoptados cuando cuenten con el voto favorable de la mayoría de los miembros del Consejo, salvo que esta ley o el Reglamento exijan una mayoría especial. El que presida tendrá voto decisorio en caso de empate. El Consejo Directivo deberá celebrar sesiones ordinarias con la periodicidad que establezcan los Estatutos Internos, y extraordinarias cuando las cite especialmente el Presidente, por sí o a requerimiento escrito de dos o más consejeros.

El Consejo Directivo podrá delegar parte de sus facultades en el Director Ejecutivo o los ejecutivos principales del Coordinador.

Asimismo, este Consejo podrá, por quórum calificado, asignar un nombre de fantasía al Coordinador.
Artículo 212°-6.- Incompatibilidades. El cargo de consejero del Consejo Directivo es de dedicación exclusiva y será incompatible con todo cargo o servicio remunerado que se preste en el sector público o privado. No obstante, los consejeros podrán desempeñar funciones en corporaciones o fundaciones, públicas o privadas, que no persigan fines de lucro, siempre que por ellas no perciban remuneración.

Asimismo, es incompatible la función de consejero con la condición de tenedor, poseedor o propietario de acciones o derechos, por sí o a través de terceros, de una persona jurídica sujeta a la coordinación del Coordinador, de sus matrices, filiales o coligadas.

Las personas que al momento de su nombramiento les afecte cualquiera de dichas condiciones deberán renunciar a ella. Las incompatibilidades contenidas en el presente artículo se mantendrán por seis meses después de haber cesado en el cargo por cualquier causa. La infracción de esta norma será sancionada por la Superintendencia, pudiendo servir de causa justificada para la remoción del respectivo consejero.

Las incompatibilidades previstas en este artículo no regirán para las labores docentes o académicas siempre y cuando no sean financiadas por los coordinados, con un límite máximo de doce horas semanales. Tampoco regirán cuando las leyes dispongan que un miembro del Consejo Directivo deba integrar un determinado comité, consejo, directorio, u otra instancia, en cuyo caso no percibirán remuneración por estas otras funciones.

Cuando el cese de funciones se produzca por término del periodo legal del cargo o por incapacidad sobreviniente, el consejero tendrá derecho a gozar de una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por seis meses. Si durante dicho período incurriere en alguna incompatibilidad perderá el derecho de gozar de tal indemnización desde el momento en que se produzca la infracción.

La infracción de lo dispuesto en el presente artículo será sancionada por la Superintendencia, pudiendo servir de causa justificada para la remoción del respectivo consejero.

Artículo 212°-7.- Comité Especial de Nominaciones. El Comité Especial de Nominaciones estará compuesto por un representante del Ministerio de Energía, uno de la Comisión Nacional de Energía, uno del Consejo de Alta Dirección Pública, uno del Panel de Expertos, un decano de una facultad de ciencias o ingeniería de una Universidad del Consejo de Rectores y uno del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. La composición y funcionamiento del Comité Especial de Nominaciones y las demás normas que lo rijan serán establecidas por la Comisión mediante resolución dictada al efecto.
Todos los acuerdos del Comité deberán ser adoptados por el voto favorable de, al menos, cuatro de sus seis miembros.

Los integrantes del Comité no percibirán remuneración ni dieta adicional por el desempeño de sus funciones.

Artículo 212°-8.- Del Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo deberá ser elegido y removido por el voto favorable de cinco de los Consejeros del Consejo Directivo de una terna de candidatos al cargo confeccionada por una empresa especializada. Las especificaciones técnicas de la empresa especializada y los aspectos operativos del procedimiento de elección del Director Ejecutivo serán establecidas en el estatuto interno del Coordinador.
El Director Ejecutivo responde personalmente de la ejecución de los acuerdos del Consejo.
Artículo 212°-9.- Responsabilidad del Coordinador y de los miembros del Consejo Directivo. Las infracciones a la normativa vigente en que incurra el Coordinador en el ejercicio de sus funciones darán lugar a las indemnizaciones de perjuicios correspondientes, según las reglas generales.

El Consejo Directivo es un órgano colegiado, que ejerce las funciones que la ley y la normativa eléctrica le asigna. Los consejeros deberán actuar en el ejercicio de sus funciones con el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus propios negocios.
Las deliberaciones y acuerdos del Consejo Directivo deberán constar en un acta, la que deberá ser firmada por todos aquellos consejeros que hubieren concurrido a la respectiva sesión. Asimismo, en dichas actas deberá contar el o los votos disidentes del o los acuerdos adoptados por Consejo Directivo, para los efectos de una eventual exención de responsabilidad de algún consejero. Los estatutos internos del Coordinador deberán regular la fidelidad de las actas, su mecanismo de aprobación, observación y firma. Las actas del Consejo Directivo serán públicas.

Los consejeros son personalmente responsables de los acuerdos y actos que suscriban, así como de su ejecución, debiendo responder administrativamente conforme a lo señalado en el inciso sexto del presente artículo. Sin perjuicio de lo anterior, el Coordinador responderá civilmente de los hechos de los miembros del Consejo Directivo, incurridos en el ejercicio de su cargo, salvo que aquellos sean constitutivos de crímenes o simples delitos. Según corresponda, el Coordinador tendrá derecho a repetir en contra de él o los consejeros responsables.

En caso de ejercerse acciones judiciales en contra de los miembros del Consejo Directivo por actos u omisiones en el ejercicio de su cargo, el Coordinador deberá proporcionarles defensa. Esta defensa se extenderá para todas aquellas acciones que se inicien en su contra por los motivos señalados, incluso después de haber cesado en el cargo.

La Superintendencia podrá aplicar sanciones consistentes en multas a los consejeros por su concurrencia a los acuerdos del Consejo Directivo que tengan como consecuencia la infracción de la normativa sectorial. Asimismo, los miembros del Consejo Directivo podrán ser sancionados por la infracción a su deber de vigilancia sobre las acciones del Coordinador, tales como, verificar que mantenga la contratación de personal idóneo para el adecuado ejercicio de las funciones del Coordinador. También podrán ser sancionados con multas los consejeros que infrinjan lo establecido en el artículo 212-6, relativo a sus incompatibilidades. Estas multas tendrán como tope máximo, para cada infracción, 30 unidades tributarias anuales por consejero. El consejero sancionado tendrá derecho, mientras posea la calidad de miembro del Consejo Directivo, a pagar la correspondiente multa mediante un descuento mensual máximo de un 30% de su remuneración bruta mensual hasta enterar su monto total.

Artículo 212°-10.- Remuneración del Consejo Directivo y del Director Ejecutivo. Los consejeros recibirán una remuneración bruta mensual equivalente a la establecida para los integrantes del Panel de Expertos en el inciso cuarto del artículo 212. La remuneración del Director Ejecutivo será fijada por el Consejo Directivo.

Artículo 212°-11.- Financiamiento y Presupuesto Anual del Coordinador. El financiamiento del Coordinador se establecerá a través de un presupuesto anual, el que deberá ser aprobado por la Comisión en forma previa a su ejecución. Este presupuesto será financiado conforme a lo señalado en el artículo 212°-13.

Para estos efectos, el Consejo Directivo del Coordinador deberá presentar a la Comisión, antes del 30 de septiembre de cada año, el presupuesto anual del Coordinador, el que además deberá detallar el plan de trabajo para el respectivo año calendario, identificando las actividades que se desarrollarán, los objetivos propuestos y los indicadores de gestión que permitan verificar el cumplimento de dichos objetivos. El presupuesto deberá permitir cumplir con los objetivos y funciones establecidas para el Coordinador en la normativa eléctrica vigente.

La Comisión justificadamente podrá observar y solicitar modificaciones al presupuesto anual del Coordinador, las que necesariamente deberán ser incorporadas por dicho organismo.
La Comisión deberá aprobar el presupuesto anual del Coordinador antes del 19 noviembre de cada año.
El Consejo Directivo, en cualquier momento y en forma debidamente justificada, podrá presentar a la Comisión para su aprobación uno o más suplementos presupuestarios. En caso de aprobación, la Comisión deberá ajustar el cargo por servicio público a que hacer referencia el artículo 212°-13 con el objeto financiar dicho suplemento.

Adicionalmente, dentro de los primeros treinta días de cada año, el Coordinador deberá presentar a la Comisión la ejecución presupuestaria del año calendario inmediatamente anterior.
Artículo 212°-12.- Patrimonio del Coordinador. El patrimonio del Coordinador estará conformado por los bienes muebles, inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquieran a cualquier título, como asimismo por los ingresos que perciba por los servicios que preste.

Artículo 212°-13.- Cargo por Servicio Público. El presupuesto del Coordinador, del Panel de Expertos y el estudio de franja que establece el artículo 93, será financiado por la totalidad de usuarios finales, libres y sujetos a fijación de precios, a través de un cargo por servicio público, el que será fijado anualmente por la Comisión, mediante resolución exenta e informado antes del 19 de noviembre de cada año, con el objeto de que el cargo señalado sea incorporado en las respectivas boletas o facturas a partir del mes de diciembre del año anterior del período presupuestario correspondiente.
Este cargo se calculará considerando la suma de los presupuestos anuales del Coordinador, el Panel de Expertos y el estudio de franja, dividido por la suma de la energía proyectada total a facturar a los suministros finales para el año calendario siguiente.

El monto a pagar por los usuarios finales corresponderá al cargo por servicio público multiplicado por la energía facturada en el mes correspondiente. En el caso de los clientes sujetos a fijación de precios, este valor será incluido en las cuentas respectivas que deben pagar a la empresa distribuidora, las que a su vez deberán efectuar el pago de los montos recaudados mensualmente al Coordinador. Asimismo, en el caso de los clientes libres, este cargo deberá ser incorporado explícitamente en las boletas o facturas entre dichos clientes y su suministrador, los que deberán a su vez traspasar mensualmente los montos recibidos de parte de los clientes al Coordinador.
El Coordinador deberá repartir los ingresos recaudados a prorrata de los respectivos presupuestos anuales de dicho organismo, del Panel de Expertos y el elaborado por la Subsecretaría de Energía para el estudio de franja, según corresponda.
Los saldos a favor o en contra que se registren deberán imputarse al ejercicio de cálculo del presupuesto correspondiente del año siguiente.

El procedimiento para la fijación y la recaudación del cargo por servicio público, así como su pago se efectuará en la forma que señale el reglamento.”.

33) Suprímese el artículo 220°.

34) Elimínase el inciso primero del artículo 223°.

35) Modifícase el artículo 225° en el siguiente sentido:
a) Elimínase la letra b).

b) Reemplázase la letra y) por la siguiente:

“y) Energía Firme: Capacidad de producción anual esperada de energía eléctrica que puede ser inyectada al sistema por una unidad de generación de manera segura, considerando aspectos como la certidumbre asociada a la disponibilidad de su fuente de energía primaria, indisponibilidades programadas y forzadas. El detalle de cálculo de la energía firme, diferenciado por tecnología, deberá estar contenido en la Norma Técnica que la Comisión dicte para estos efectos.”.

c) Reemplázase la letra z) por la siguiente: 

“z) Servicios complementarios: recursos técnicos con los que deberán contar las instalaciones de generación, transmisión, distribución y de clientes no sometidos a regulación de precios para la coordinación de la operación del sistema en los términos dispuestos en el artículo 72°-1. Son servicios complementarios aquellas prestaciones que permiten efectuar, a lo menos, un adecuado control de frecuencia, control de tensión y plan de recuperación de servicio, tanto en condiciones normales de operación como ante contingencias.”.
Artículo 2°.- Elimínase el artículo 16 B de la ley N°18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- El Coordinador Independiente del Sistema Eléctrico Nacional, para todos los efectos legales, es el continuador legal de los Centros de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central, CDEC SIC, y del Sistema Interconectado del Norte Grande, CDEC SING, a partir de la fecha señalada en el inciso siguiente, sin perjuicio de los derechos recíprocos que puedan existir de conformidad a los artículos transitorios siguientes.

El Coordinador deberá estar plenamente constituido y ejerciendo las funciones establecidas en la presente ley el 1° de enero de 2018. En el tiempo que medie entre la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha señalada precedentemente, el CDEC SIC y el CDEC SING deberán seguir operando y ejerciendo las funciones que la normativa eléctrica les asigna.

Artículo segundo.- El Consejo Directivo del Coordinador deberá estar constituido a más tardar el 30 de junio de 2017. Para estos efectos, la Comisión deberá, antes del 31 de diciembre de 2016, convocar al Comité Especial de Nominaciones a que hace referencia el artículo 212°-7. Su composición, funcionamiento, las especificaciones técnicas de la empresa especializada y los procedimientos de la primera elección de los miembros del Consejo Directivo deberán ser establecidas por la Comisión mediante resolución exenta.
Artículo tercero.- El presupuesto anual del CDEC SING y del CDEC SIC correspondiente al año 2017 deberá contemplar una glosa o partida que considere los gastos y costos necesarios de implementación del Coordinador y de su Consejo Directivo correspondiente a dicho año calendario.

Artículo cuarto.- El Consejo Directivo deberá presentar a la Comisión para su aprobación, antes del 30 de septiembre de 2017, el presupuesto anual del Coordinador para el año siguiente, el que, además, deberá detallar el plan de trabajo para el respectivo año calendario, identificando las actividades que se desarrollarán, los objetivos propuestos y los indicadores de gestión que permitan verificar el cumplimento de dichos objetivos, conforme a las funciones definidas en la presente ley.

Para los efectos del financiamiento del Coordinador, el cargo único por servicio público a que hace referencia el artículo 212°-13 deberá ser incorporado en las boletas o facturas emitidas a partir del mes de noviembre de 2017.
Artículo quinto.- El Consejo Directivo del Coordinador constituido conforme al artículo segundo transitorio, deberá presentar a la Comisión, a más tardar cuarenta y cinco días corridos desde su constitución, los Estatutos Internos del Coordinador.
Asimismo, a más tardar ciento veinte días corridos desde su constitución, el Consejo Directivo del Coordinador deberá designar al Director Ejecutivo y a los Ejecutivos principales del organismo conforme a la estructura interna definida en sus Estatutos, la que deberá contemplar unidades, departamento o gerencias que les permita cumplir con las funciones de planificación, coordinación de la operación, coordinación de mercado eléctrico, administración, de información e estadísticas, entre otras. La elección de estos profesionales deberá efectuarse a través de un proceso público, informado y transparente, y sobre una terna de candidatos propuesta por una empresa especializada, de acuerdo a las especificaciones técnicas y procedimentales definidas en los Estatutos Internos del Coordinador.
Artículo sexto.- Los miembros del Directorio del CDEC SIC y del CDEC SING, así como los directores de las direcciones técnicas en ejercicio de dichos organismos, podrán ser propuestos por la empresa especializada a que hace referencia el artículo 2° y 5° transitorios para efectos de la elección de los consejeros del Consejo Directivo y los cargos de Director Ejecutivo o ejecutivos principales del Coordinador. En caso que éstos resulten electos, deberán renunciar a sus cargos en los respectivos CDEC.
Artículo séptimo.- Los miembros titulares o suplentes del Directorio del CDEC SING y del CDEC SIC que se encuentren en ejercicio, a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, continuarán en sus cargos hasta el 31 de diciembre de 2017, sin perjuicio que deban renunciar a sus cargos por la casual señalada en el artículo 6 ° transitorio anterior.
Artículo octavo.- Para los efectos de asegurar la continuidad de las funciones del CDEC, que serán asumidas por el Coordinador, el primero no podrá disponer de los bienes de su propiedad que sean necesarios para el cumplimiento de dichas funciones hasta doce meses después de iniciadas las mismas, salvo que éstos hayan sido adquiridos previamente por el Coordinador. El Coordinador deberá pagar al CDEC por el uso o goce temporal de dichos bienes, de acuerdo a los valores de mercado vigentes.

Sin perjuicio de lo anterior, los CDEC deberán ceder al Coordinador el sistema SCADA a precio contable a 31 de diciembre de 2017, el que deberá ser pagado dentro de los primeros seis meses del 2018.
Artículo noveno.- Para los efectos laborales y previsionales, el Coordinador es el continuador legal del CDEC SIC y del CDEC SING. En especial se aplicará lo dispuesto en el artículo 4° del Código del Trabajo.

Artículo décimo.- El proceso de planificación anual de la transmisión troncal correspondiente al año 2016 no se regirá por las normas legales de la presente ley, manteniéndose vigentes a su respecto las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N°4/20.018, de 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley General de Servicios Eléctricos.

Por su parte, las normas contenidas en los artículos 87° y siguientes relativas a la planificación de la transmisión entrarán en vigencia a partir del 1° de enero de 2017. Para estos efectos, la propuesta de planificación anual de la transmisión del Coordinador a que hace referencia el inciso primero del artículo 91°, deberá ser enviada a la Comisión en el plazo señalado en dicho artículo por los respectivos CDEC.
Artículo undécimo.- Dentro de los noventa días siguientes a la publicación en el diario oficial de la presente ley, el Ministerio de Energía deberá dar inicio al proceso de planificación energética a que hace referencia los artículos 83° y siguientes.

Artículo duodécimo.- Durante la vigencia del decreto del Ministerio de Energía que fija las tarifas de subtransmisión y sus respectivas fórmulas de indexación para el cuadrienio 2016-2019, la repartición de los ingresos asociados al pago por uso mensual que efectúen las empresas eléctricas que efectúen retiros de energía y potencia desde los sistemas de subtransmisión para empresas concesionarias de servicio público de distribución o usuarios finales, se regirá por las siguientes disposiciones:

a) El ingreso a percibir asociados a costos estándares de inversión, mantención, operación y administración de las instalaciones que entraren en operación durante el cuadrienio correspondiente y no consideradas en el Informe Técnico que haya dado origen al decreto señalado, corresponderá al A.V.I.+C.O.M.A. de éstas.

b) El ingreso de las demás instalaciones corresponderá a la diferencia entre el monto total recaudado y la suma de los ingresos señalados en la letra a) precedente; El monto resultante deberá ser distribuido entre las empresas propietarias u operadoras de instalaciones de subtransmisión sobre la base de la proporción que represente el A.V.I.+C.O.M.A. de cada propietario u operador respecto al A.V.I.+C.O.M.A. total de cada sistema de subtransmisión.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Comisión clasificará fundadamente las nuevas instalaciones en operación dentro de los sistemas de transmisión que corresponda, y determinará su A.V.I.+C.O.M.A. en base al valor de instalaciones de características similares, contenidas en el Informe Técnico referido en la letra a) anterior.

Las modificaciones a las condiciones de aplicación que en virtud de la presente ley corresponda efectuar sobre el decreto señalado en el inciso primero, deberán ser establecidas mediante Decreto del Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión, dentro de los noventa días siguientes a la publicación en el diario oficial de la presente ley.

Asimismo, las modificaciones de las condiciones de aplicación que en virtud de la presente ley correspondan efectuar sobre el decreto vigente que fija las instalaciones del sistema troncal para el cuadrienio 2016-2019, deberán ser establecidas mediante Decreto del Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión, dentro de los noventa días siguientes a la publicación en el diario oficial de la presente ley. El área de influencia común, el valor de la transmisión por tramo y sus componentes con sus fórmulas de indexación, se mantendrán vigentes hasta el 31 de diciembre de 2019.

Artículo decimotercero.- La Comisión deberá dar inicio al proceso de valorización de los sistemas de transmisión señalado en el artículo 105° el primer día hábil de enero de 2018.
La tasa de descuento que se utilizará en el proceso de valorización de los sistemas de transmisión para el cuatrienio 2020-2024, no podrá ser inferior al siete por ciento ni superior al diez por ciento.

Artículo decimocuarto.- Para efectos de dar inicio al primer proceso de calificación de instalaciones de transmisión y al primer proceso de cálculo de la tasa de descuento a que hacen referencia los artículos 100° y 119°, respectivamente, el plazo señalado en dichos artículos para iniciar los respectivos procesos deberá contabilizarse a partir de 1° de enero de 2018.

Artículo decimoquinto.- A partir de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, deberá iniciarse el proceso de calificación de aquellas nuevas instalaciones que se hayan incorporado al sistema eléctrico. Para estos efectos, la Dirección de Peajes de los CDEC respectivos deberá informar a la Comisión dichas instalaciones.

Artículo decimosexto.- A más tardar el 30 de septiembre de 2017, el CDEC SIC y el CDEC SING deberán implementar de manera conjunta el Sistema de Información Pública del Coordinador a que hace referencia el artículo 72-8, a lo menos, con la información señalada en las letras a) y d) de dicho artículo, así como toda aquella información que le sea solicitada incorporar por la Comisión con la debida antelación.
Artículo decimoséptimo.- Toda instalación existente a la fecha de publicación de la presente ley deberá certificar el cumplimiento de la normativa técnica correspondiente, en conformidad a lo establecido en el artículo 72°-15. Para ello, dentro del plazo de doce meses desde la publicación de la presente ley, la Superintendencia deberá autorizar los organismos certificadores independientes respectivos. Vencido el plazo anterior, los propietarios de instalaciones existentes tendrán un plazo no superior a dieciocho meses para realizar la certificación a sus instalaciones. En caso de que la certificación de la instalación no pueda ser obtenida por razones fundadas, excepcionalmente el coordinado deberá proponer al Coordinador para su aprobación, el plazo en el que ejecutará las adecuaciones pertinentes, presentando un plan de trabajo con una duración acorde a la magnitud de adecuaciones a realizar, el que no podrá superar 30 meses.
Artículo decimoctavo.- Los servicios complementarios que se estén prestando a la fecha de publicación de la presente ley, se seguirán prestando y remunerando en conformidad a las normas que la presente ley deroga, hasta el 31 de diciembre de 2017.
Por su parte, antes del mes de junio de 2017, los CDEC respectivos deberán presentar a la Comisión la propuesta de servicios complementarios a que hace referencia el inciso tercero del artículo 72°-7, señalando los que pueden ser valorizados a través de un proceso de licitación o a través de un estudio de costos. A más tardar dentro de los treinta días siguientes contados desde la presentación de dicha propuesta, la Comisión definirá los servicios complementarios, metodología de pago y su mecanismo de valorización.

Artículo decimonoveno.- Dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se deberán dictar los reglamentos que establezcan las disposiciones necesarias para su ejecución. No obstante, mientras los referidos reglamentos no entren en vigencia, dichas disposiciones se sujetarán en cuanto a los plazos, requisitos y condiciones a las disposiciones de esta ley y a las que se establezcan por resolución exenta de la Comisión.
Artículo vigésimo.- El régimen de recaudación, pago y remuneración de la transmisión troncal que la presente ley modifica y el de la transmisión nacional, se regirán por las siguientes reglas:

a) El régimen de recaudación, pago y remuneración de la transmisión troncal que modifica la presente ley, se aplicará hasta el 31 de diciembre de 2018 a las instalaciones troncales existentes y posteriormente a las del sistema nacional.
No obstante lo anterior, el cálculo de los pagos para el año 2018 deberá ser realizado de conformidad a lo siguiente:
1. Los ingresos tarifarios esperados serán valorizados igual a cero. Por su parte, los ingresos tarifarios reales de los tramos del sistema de transmisión nacional serán descontados íntegramente del cálculo del cargo unitario aplicable a clientes finales por el uso del sistema nacional para el año siguiente, particularmente en este caso el año 2019, conforme lo especifique la resolución exenta que la Comisión dicte para estos efectos.

2. El Valor Anual de la Transmisión por Tramo de las instalaciones del sistema de transmisión troncal: Nueva Crucero Encuentro 500/220 kV, Nueva Crucero Encuentro 500 kV-Los Changos 500 kV, Los Changos 500/220 kV, Los Changos 220 kV-Kapatur 220 kV, Los Changos 500 kV-Cumbres 500 kV, Cumbres 500 kV-Nueva Cardones-500 kV, serán remuneradas en su totalidad, mediante un cargo único, por los clientes finales, libres y regulados, que forman parte de los sistemas SIC y SING en la proporción de tiempo en que el flujo por el tramo Los Changos 500 kV-Cumbres 500 kV, presente direcciones hacia cada uno de los referidos sistemas. Los ingresos tarifarios reales de los tramos de las instalaciones señaladas precedentemente serán descontados del respectivo cargo único correspondiente al año 2019.
3. La proporción de tiempo en que el flujo por el tramo Los Changos 500 kV-Cumbres 500 kV, presente direcciones hacia cada uno de los referidos sistemas, se calculará en términos esperados para el año 2018, manteniéndose fija durante todo el período que medie entre los años 2019 y 2034, ambos inclusive.

4. El cálculo del pago por inyección de las centrales generadoras considerará el uso esperado de las instalaciones del sistema eléctrico interconectado, calculando las prorratas de participación en cada tramo para cada central, ajustadas por la proporción que corresponda de aplicar las reglas de pertenencia al Área de Influencia Común. Las prorratas ajustadas se aplicaran sobre la valorización anual de cada tramo, excluyendo los tramos de las instalaciones señaladas en el numeral 2 precedente.
b) Para el período que media entre 1 de enero de 2019 y el 31 de diciembre de 2034 se aplicará el siguiente régimen de pago por las instalaciones del sistema de transmisión nacional:

1. Los ingresos tarifarios esperados serán valorizados igual a cero.

2. Los ingresos tarifarios reales de los distintos tramos de las instalaciones de transmisión nacional, así como de los tramos de las instalaciones señaladas en el número 2 de la letra a) precedente, serán descontados del respectivo cargo único del año siguiente, de conformidad a lo dispuesto en la letra d) siguiente.
3. Las instalaciones del sistema de transmisión nacional que entren en operación a partir del 1 de enero de 2019, serán pagadas íntegramente por los consumidores finales libres y regulados, mediante un cargo único nacional, exceptuando las instalaciones señaladas en el número 2 de la letra a) precedente.

4. El pago del sistema de transmisión nacional por parte de las centrales generadoras se efectuará de acuerdo a las siguientes reglas:

a) El pago de cada central generadora existente al 31 de diciembre de 2018, se calculará a partir de las prorratas de uso esperado para el cálculo de pago del año 2018, sin considerar los ingresos tarifarios reales y esperados. Estas prorratas de uso se mantendrán fijas durante todo el período que medie entre los años 2019 y 2034, ambos inclusive, aplicándose éstas sobre el valor anual de transmisión de cada tramo, debidamente indexado.
b) El pago de las centrales generadoras para el período 2019-2034 se ajustará anualmente por los factores de ajuste contenidos en la siguiente tabla:
	Año
	Factores de ajuste pago centrales

	2019
	80%

	2020
	75%

	2021
	69%

	2022
	64%

	2023
	59%

	2024
	53%

	2025
	48%

	2026
	43%

	2027
	37%

	2028
	32%

	2029
	27%

	2030
	21%

	2031
	16%

	2032
	11%

	2033
	5%

	2034
	0%


c) Las centrales generadoras que entren en operación a partir del 1° de enero de 2019, concurrirán al pago por el uso del sistema de transmisión nacional conjuntamente con las centrales generadoras existentes, a contar del año en que ingresen, en la proporción que corresponda a dicho año y para cada año siguiente, de acuerdo a la tabla anterior. Para estos efectos, se establecerá una prorrata en función de la capacidad instalada de las nuevas centrales respecto de la capacidad instalada total, que considera las centrales existentes al 31 de diciembre de 2018 y las nuevas centrales. Dicha proporción, conformará la disminución del pago de las centrales existentes, manteniendo la prorrata por uso esperado indicada en la letra a) precedente para estas últimas. La proporción correspondiente de cada nueva central será aplicada para determinar su correspondiente pago.

5. Una vez determinados los pagos asociados a la totalidad de las centrales eléctricas, se deberán aplicar las reglas de exenciones de peajes a las centrales de medios de generación renovables no convencionales que esta ley deroga. Las mencionadas exenciones serán remuneradas por los consumidores finales libres y regulados. Para dichos efectos tendrán un tratamiento equivalente al resto de las exenciones de pago de centrales descritos en el presente artículo. La metodología para determinar el cálculo para la aplicación de esta regla de pago se especificará en una resolución exenta que la Comisión dicte al efecto.

c) Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, los propietarios de las centrales generadoras podrán sujetarse a un mecanismo de rebaja del pago por uso del sistema de transmisión nacional en forma proporcional a la energía contratada con sus clientes finales, libres o regulados. El monto de esta rebaja será incorporada a la determinación del cargo único nacional aplicable a los usuarios finales.
Para los efectos de determinar el monto de la rebaja del pago por uso del sistema de transmisión nacional por parte de las centrales generadoras, se aplicarán las siguientes reglas:

1. Las empresas generadoras que celebren contratos de suministro eléctrico una vez publicada la ley y cuyo inicio de suministro sea posterior al 1° de enero de 2019, se exceptuarán del pago de transmisión por inyección que le corresponde, en la proporción entre la energía contratada en dicho período para el correspondiente año y la energía firme de la totalidad de sus centrales generadoras. Sin perjuicio de lo anterior, dicha proporción no podrá ser superior a 100%.
2. Las empresas generadoras que tengan contratos de suministro vigentes al momento de la publicación de la presente ley, podrán optar por efectuar una modificación a dichos contratos, que tenga por objeto descontar el monto por uso de la transmisión nacional incorporado en el precio del respectivo contrato de suministro, de manera tal de poder acceder a la rebaja del pago de la transmisión asociada al volumen de energía contratada, en las mismas condiciones señaladas en el numeral 1 precedente.

Para estos efectos, la empresa generadora deberá descontar del precio del respectivo contrato de suministro un cargo equivalente por transmisión (CET), el que será determinado por la Comisión, en forma independiente para cada empresa generadora que lo solicite. La metodología para determinar dicho cargo deberá estar contenida en una resolución exenta que la Comisión dicte al efecto.

Una vez que la Comisión determine el valor del CET a descontar, la empresa generadora deberá presentar, para aprobación de la Comisión, la modificación del respectivo contrato de suministro en la que se materialice el descuento de dicho monto del precio total de la energía establecida en el contrato. Esta modificación contractual deberá ser suscrita con acuerdo del respectivo cliente.

3. Se establece el plazo de dos años a contar de la publicación de la presente ley, para que las empresas generadoras puedan ejercer la facultad de optar a la rebaja señalada en el numeral 2 precedente. Para el caso que no ejerza dicha facultad, se les aplicará el régimen de pago señalado en la letra b), número 4.
d) Para efectos de determinar el cargo por el uso del sistema de transmisión nacional aplicable a los clientes finales, libres y regulados, para el período que medie entre 1° de enero de 2019 y el 31 de diciembre de 2034, se aplicarán las siguientes reglas:

1. Las disminuciones de pagos por el uso de las instalaciones del sistema de transmisión nacional por parte de las centrales generadoras serán asumidas íntegramente por los consumidores finales libres y regulados mediante un cargo único.

2. Los ingresos tarifarios esperados serán valorizados igual a cero.

3. Los ingresos tarifarios reales de los tramos del sistema de transmisión nacional serán descontados íntegramente del cálculo del cargo único aplicable a clientes finales, libres o regulados, por el uso del sistema de transmisión nacional para el correspondiente año siguiente.

4. Para los clientes finales, libres o regulados con una potencia conectada igual o superior a 15.000 kilowatts se aplicaran los siguientes cargos únicos, determinados según las reglas que a continuación se señalan:

a) Se establecerán cuatro cargos únicos diferenciados por el sector desde donde se efectúen los retiros de energía. Para tales efectos se definen cuatro sectores, según si las barras desde donde se efectúa el consumo han pertenecido al SING o al SIC previo a la interconexión, y conjuntamente según si las referidas barras se encuentran fuera o dentro del Área de Influencia Común vigente en cada año de cálculo. Para efectos de lo anterior, se entenderá que las nuevas barras de suministro que aparezcan a partir del 1° de enero de 2018 se asociarán a las barras que pertenecían al SIC previo a la interconexión, si se interconectan al sur de Los Changos 500 kV.

b) Se determinará un cargo único de transición de cada sector como la valorización de las instalaciones de transmisión nacional, incluidas las instalaciones que entren en operación a partir del 1 de enero de 2019 señaladas en la letra b), número 3, asociadas al correspondiente sector, más la suma de las valorizaciones de las instalaciones señaladas en la letra a), número 2, asignada al correspondiente sector de acuerdo a la metodología descrita en el mismo numeral, descontando la valorización de los pagos de las centrales generadoras de conformidad a lo señalado en las letras b), número 4, y c) anteriores, asociadas al correspondiente sector y descontando los ingresos tarifarios reales del año anterior de las instalaciones asociadas al correspondiente sector, todo lo anterior dividido por el consumo total esperado en el correspondiente sector.

c) Se define un cargo único nacional referencial, como la valorización de la totalidad de las instalaciones del sistema de transmisión nacional, incluidas las instalaciones que entren en operación a partir del 1 de enero de 2019 señaladas en la letra b), número 3, e incorporada la valorización total de las instalaciones indicadas en la letra a), número 2, descontando la valorización de los pagos de las centrales generadoras del correspondiente año de conformidad a lo señalado en los las letras b), número 4, y c) anteriores, y descontando los ingresos tarifarios reales totales del año anterior, todo lo anterior, dividido por los retiros totales del sistema.

d) Sobre la base de lo señalado precedentemente, se define el cargo único a clientes finales con una potencia conectada igual o superior a 15.000 kilowatts a aplicar a cada sector como una fracción anual del cargo único de transición determinado conforme a lo establecido en el literal b) anterior, más el cargo nacional referencial determinado conforme el literal c) precedente multiplicado por la diferencia de uno y la referida fracción anual. La fracción anual señalada precedentemente tendrá un valor igual a uno para el año 2019 y disminuirá progresivamente en un quinceavo cada año, de modo tal de alcanzar un valor igual a cero en el año 2034.

5. Para los clientes finales, libres o regulados, con una potencia conectada inferior a 15.000 kilowatts se determinará un único cargo equivalente que permita remunerar, en proporción a sus consumos, el sistema de transmisión nacional, el que corresponderá al promedio ponderado de los cuatro cargos determinados conforme el literal d) del numeral 4 anterior, ponderados por el consumo esperado total de los clientes finales con potencia conectada inferior a 15.000 kilowatts para el Área y grupo de barras correspondiente asociado de cada cargo.

6. El detalle de cálculo de los cargos determinados en la presente letra d), así como la forma en que se descontarán los Ingresos Tarifarios para la determinación de éstos, será establecido en la resolución exenta que la Comisión dicte para estos efectos.

Artículo vigesimoprimero.- Increméntase la dotación consignada en la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016 en 25 cupos, según la siguiente distribución:

a) Subsecretaría de Energía, en 9 cupos;
b) Comisión Nacional de Energía, en 8 cupos, y

c) Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en 8 cupos.

Artículo vigesimosegundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículo vigesimotercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Energía, introduzca al decreto con fuerza de ley Nº4, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, ley General de Servicios Eléctricos, las adecuaciones de referencias, denominaciones, expresiones y numeraciones, que sean procedentes a consecuencia de las disposiciones de esta ley.

Esta facultad se limitará exclusivamente a efectuar las adecuaciones que permitan la comprensión armónica de las normas legales contenidas en el decreto con fuerza de ley Nº4, de 2006, referido con las disposiciones de la presente ley, y no podrá incorporar modificaciones diferentes a las que se desprenden de esta ley.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 1°, número 4, del proyecto de ley, en lo relativo al inciso final del artículo 95 que propone incorporar, fue aprobado en general por 94 votos a favor.

En tanto, en su votación particular, el artículo 1°, número 4, del proyecto de ley, en lo relativo al inciso final del artículo 95 que propone incorporar, fue aprobado con el voto afirmativo de 84 diputados.

En todos los casos anteriores, la votación se produjo respecto de un total de 119 diputados en ejercicio.

De esta manera se dio cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODERNIZA EL SISTEMA DE RELACIONES LABORALES, INTRODUCIENDO MODIFICACIONES EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO 

(9.835-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe recordar que la Comisión de Hacienda debe pronunciarse acerca de las normas de esta iniciativa que le son competentes.

Se hace presente que este proyecto de ley fue aprobado en general en sesión de 19 de agosto de 2015. 

QUÓRUM DE VOTACIÓN RESPECTO DE DISPOSICIONES CONTENIDAS EN EL NUMERAL 36) DEL ARTÍCULO 1°

Tienen el rango de normas orgánicas constitucionales el artículo 327, el inciso final del artículo 360 ter y los artículos 361, 388, 396, 399, 401, 403 y 404, contenidos en el numeral 36) del artículo 1° del proyecto, de conformidad al artículo 77 de la Constitución Política de la República, toda vez que modifican la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y requieren para ser aprobados del voto conforme de los 4/7 de Senadores en ejercicio, tal como lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

CONSULTA CORTE SUPREMA


Atendido que en este segundo informe se incorporó el artículo 360 ter, cuyo inciso final dice relación con las atribuciones de los tribunales y que los artículos 404 (que pasó a ser 403) y 405 (que pasó a ser 404) fueron objeto de modificaciones sustanciales, se dirigió oficio al Máximo Tribunal, en virtud de lo dispuesto por el artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.
ASISTENCIA


A una o más de las sesiones celebradas por la Comisión, asistieron, además de sus integrantes, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González y el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido, acompañados por el Subsecretario del Trabajo señor Francisco Javier Díaz Verdugo, la asesora del Subsecretario del Trabajo señora Claudia Donaire Gaete, el coordinador legislativo señor Francisco del Río Correa, el asesor legislativo de la Ministra señor Ariel Rossel Zúñiga y los asesores señores Roberto Godoy, Claudio Fuentes, Javier Aguilar y Mauricio Álvarez; la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, el abogado asesor señor Sergio Vargas, el abogado asesor señor Roberto Barraza Saavedra y el asesor señor Manuel Luna. También estuvo presente el Director del Trabajo, señor Cristián Melis Valencia. Concurrieron, asimismo, la coordinadora legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, acompañada de la asesora señora Jimena Kreutz y del asesor señor Roberto Silva; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado y los asesores señores Héctor Valladares, Felipe Ponce y Hernán Campos; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo; los abogados del Instituto Libertad y Desarrollo, señores Sergio Morales e Iván González; el Director del Centro de Estudios Igualdad, señor Roberto Santa Cruz y los asesores señora Mariluz Valdés y señor Sebastián Divin; la asesora legislativa de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia; el asesor del Partido Comunista de la Cámara de Diputados, señor Alejandro Fuentes; los asesores de la Central Unitaria de Trabajadores, señores Pablo Zenteno y Fernando Carmona. Asesores parlamentarios: de la Senadora Muñoz, el señor Luis Díaz y la señora Elizabeth Gerber. Del Senador señor Letelier, el periodista señor José Fuentes. De la Senadora Goic, el señor Juan Pablo Severín y el señor Germán Flores. Del Senador Allamand, el señor Marcelo Soto y el señor Andrés Longton. Del Senador Navarro, el señor Fabián Luengo. Del Diputado Tucapel Jiménez, el señor Salvador Orozco. La asesora de prensa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Rocío Sabanegh, la periodista señora Alejandra Becerra y el fotógrafo señor Pablo Yovane. Además, la fotógrafa del Ministerio de Hacienda, señora Paula Farías.

 
-En sesiones de 7 y 21 de octubre de 2015 concurrió el Diputado señor Nicolás Monckeberg Díaz.


-En sesiones de 7 y 14 de octubre asistió el Senador señor Carlos Montes Cisternas.


-Durante las sesiones efectuadas el 30 de septiembre, el 7, 14 y 21 de octubre y el 16 de diciembre de 2015, estuvo presente el Diputado señor Osvaldo Andrade Lara.


En sesión de 15 de octubre de 2015, concurrió la Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Bárbara Figueroa, acompañada por el consejero señor José Hermosilla.

 
En sesión de 25 de noviembre de 2015, asistió el Subsecretario de Salud Pública señor Jaime Burrows Oyarzún.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: del artículo 1° del proyecto, los numerales 1 (que pasó a ser 2), 4 (que pasó a ser 5), 13 (que pasó a ser 18), 15 (que pasó a ser 20), 19 (que pasó a ser 24), 20 (que pasó a ser 25) y 22 (que pasó a ser 27). El artículo 3° y el artículo 4° (que pasó a ser 12).

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 10, 12, 16, 17, 18, 19, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 40, 41, 42 a), 43, 56, 63, 64, 65, 66, 66 a), 69, 76 bis, 118 a), 126, 146, 147, 148, 151 b),152, 164, 166 bis, 174, 176, 177, 180, 183, 186 a), 186 b), 196 a), 224, 249 a), 250, 251, 264, 268, respecto del artículo 360 ter, 242, 242 a), 270, 290, 293, 295, 312 a), 315 a), 318 a), 318 b), 321, 322 a), 323, 326, 331 b), 332, 340, 340 a), 341, 342, 343 a), 348 a), 348 b), 352, 354 a), 354 b), 361, 361 a), 362, 389 c), 401 a), 402 a), 408, 409, 411 a), 418 a), 418 b), 422.

3.-
Indicación aprobada con modificaciones: 22 a), 23, 24, 60, 75, 79 b), 89, 107, 119, 135, 151 a), 213 b), 268 c), 365 a), 383, 420 a), 425.

4.-
Indicaciones rechazadas: 2, 3, 6, 9, 11, 13, 13 a), 14, 14 a), 21, 22, 23 a), 31, 32, 33, 34, 34 a), 35, 36, 37, 38, 38 a), 39, 39 a), 42, 44, 45, 46, 51, 52, 53, 54, 55, 56 a), 58, 59, 61, 62, 67, 68, 70, 71, 71 a), 73, 73 a), 74, 76 a), 77, 78, 79, 80, 81, 82, 82 a), 82 b), 82 c), 83, 85, 86, 87, 88, 90, 94, 95 (artículos 303, 318, 320, 321, 323, 325, 328, 329, 331, 335, 337, 338, 359, 360, 362, 363, 364, 365, 366, 367, 369, 371, 374, 376, 377, 406, 410, 411, 412, 413, del numeral 28, que pasó a ser 36), 96, en cuanto al inciso primero del artículo 347 contenido en ella, 97, 98, 99, 136, 137, 154, 159, 160, 163, 167, 197, 198, 203, 205, 206, 209, 216, 241 a), 245, 246, 247, 248, 249, 252, 253, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 260, 261, 262, 263, 265, 266, 267, 267 bis, 271, 284 a), 291, 292, 314, 315, 319, 329 a 331, 335, 348, 353, 354, 355, 356, 357, 358, 359, 382 a), 384, 385, 385 a), 386, 387, 388, 389, 389 a), 389 b), 390, 399, 400, 401, 402, 403, 404, 407, 412, 413, 414, 415, 416, 417, 419.

5.-
Indicaciones retiradas: 5, 7, 20, 47, 48, 49, 50, 69 a), 72, 76, 79 a), 84, 95, respecto de artículos 304, 305, 306, 307, 308, 309, 310, 311, 312, 313, 314, 315, 316, 317, 319, 322, 324, 326, 327, 330, 332, 333, 334, 336, 339, 340, 341, 342, 343, 344, 345, 346, 347, 348 a 358, 361, 368, 370, 372, 373, 375, 378, 379, 380, 381, 382, 383, 384, 385, 386, 387. 388, 389, 390, 391, 392, 393, 394, 395, 396, 397, 398, 399, 400, 401, 402, 403, 404, 405, 407, 408, 409 del numeral 28), 165, 166, 186, 207, 211, 213, 213 a), 268, en cuanto al artículo 360 bis, 241, 313, 327, 328, 333, 334, 360, 364, 365, 379, 380, 381, 382, 411, 418, 420, 421, 

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: 4, 8, 8 a), 15, 91, 92, 93, 96, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 108, 109, 110, 111 a 115, 116, 117, 118, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 138 a 143, 144, 145, 149, 150, 151,153, 155, 156, 157, 158, 161, 162, 164 a), 166 a), 168, 169, 170, 171, 172, 173, 175, 178, 179, 181, 182, 184, 185, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 195, 196, 199, 200, 201, 202, 204, 208, 210, 212, 214, 215, 217, 218, 219, 220, 221, 222, 223, 225, 226, 227, 228, 229, 230, 231, 232, 233, 234, 235, 236, 237, 238, 239, 240, 243, 244, 267 ter, 268 a), 268 b), 269, 272, 273, 274, 275, 276, 277, 278, 279, 280, 281, 282, 283, 284, 285, 286, 287, 288, 288 a), 288 b), 289, 294, 296 a 300, 301, 302, 303, 304, 305, 306, 307, 308, 309, 310, 311, 312, 316, 317, 318, 320, 322, 324, 325, 331 a), 336, 337, 338, 339, 343, 344, 345, 346, 347, 349, 350, 351, 363, 363 a), 364 a), 366, 367, 368, 369,370, 371, 372, 373, 374, 375, 376, 377, 378, 391, 392, 393, 394, 395, 396, 397, 398, 405, 406, 410, 423, 424.


-La Comisión no se pronunció respecto de la indicación 19 a), dado que la materia ya se había acordado en los mismos términos planteados en tal indicación, conforme la aprobación de las indicaciones 17, 18 y 19.

-------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto aprobado en general está conformado por seis artículos permanentes y cinco artículos transitorios.


El artículo 1°, a su vez, contiene 28 numerales que modifican diversas disposiciones del Código del Trabajo y, específicamente, el numeral 28 sustituye el Libro IV “De la Negociación Colectiva”.

PRESENTACIÓN DE LAS INDICACIONES DEL EJECUTIVO

SESIÓN CELEBRADA EL 16 DE SEPTIEMBRE DE 2015


En esta sesión el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido y la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, efectuaron la presentación de las indicaciones formuladas por el Ejecutivo al texto aprobado en general por el Senado.


En primer lugar, hizo uso de la palabra el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido, quien manifestó que las indicaciones de la Presidenta de la República nacen de un trabajo que comprendió un amplio diálogo político y técnico y que perfeccionan el proyecto aprobado en general por el Senado.


Agregó que las indicaciones avanzan sustancialmente en la idea de redactar un proyecto equilibrado, manteniendo los ejes centrales de la iniciativa original presentada por el Gobierno, con una mirada sobre la microeconomía, esto es la relación empleador-trabajador y, a su vez, con una mirada macroeconómica para minimizar efectos potenciales que podrían tener las legislaciones sobre la capacidad de la economía para adaptarse a distintos shocks y también para tener el suficiente incentivo que encamine hacia un correcto funcionamiento del mercado del trabajo y la generación de empleo.


Destacó los tres temas centrales que cimentan el proyecto de ley. El primero, la titularidad sindical, vinculada a la extensión de beneficios. El segundo, la huelga efectiva, respecto del cual las indicaciones proponen mecanismos nuevos para hacerse cargo de casos complejos, manteniendo los efectos proporcionales de la huelga como concepto ordenador. El tercer tema central comprende los pactos de adaptabilidad.


Finalizó sus palabras manifestando que siempre es posible mejorar un proyecto y por ello hacía mención especial de los acuerdos que han estado construyendo algunos Senadores con las empresas de menor tamaño, con la finalidad de hacerse cargo de la realidad diferente de dichas industrias.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que su presentación abarcaba los nueve aspectos en que el Ejecutivo centró las indicaciones, teniendo en consideración los acuerdos adoptados por la Cámara de Diputados y las proposiciones surgidas en esta Comisión.


En primer lugar, se refirió a las indicaciones sobre temas de género, de la siguiente manera:

 
Artículos 231 y 272: se incorporan ajustes técnicos surgidos en el debate de la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado. 

 
Se aclara y modifica la obligación de incorporar mecanismos en los estatutos de los sindicatos, federaciones y confederaciones para garantizar la representación femenina en sus directorios, desde el 30% a un tercio, para mayor eficacia de la regla de cuota propuesta.

 
Ello asegura que en los sindicatos que cuentan con tres directores al menos una mujer sea directora.


En segundo lugar, especificó las indicaciones sobre extensión de beneficios, donde se establecen reglas adicionales para delimitar sus alcances:

 
Artículo 289: se aclara que los acuerdos individuales sobre remuneraciones basados en capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador, no constituyen práctica antisindical.

 
Artículo 322: se incorpora como un nuevo contenido obligatorio al instrumento colectivo el acuerdo de extensión o la referencia de no haberlo alcanzado. 

 
Por último, en el artículo 323 se incorpora una norma que faculta al empleador a extender a todos los trabajadores de la empresa la cláusula de reajuste de remuneraciones según variación del IPC, sin acuerdo de extensión con el sindicato, cuando ese reajuste esté contemplado en la respuesta del empleador al proyecto de contrato colectivo. 

 
Esta norma se explica, pues si el IPC ha sido ofrecido al final del proceso negociador por el empleador, ello fue posible por la capacidad negociadora del sindicato misma que es necesaria resguardar.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, presentó como tercer aspecto susceptible de indicaciones, los perfeccionamientos técnicos en materia de negociación colectica.


a) Artículo 315: se incorpora regla que vincula al trabajador que es parte de un acuerdo de grupo negociador hasta el término de vigencia.

b) Artículo 324: se modifica la regla de afectación al proceso de negociación. Los trabajadores involucrados permanecerán afectos a ella, salvo que se desafilien de la organización sindical, mediante carta certificada enviada a la directiva sindical, con copia a la Inspección del Trabajo y al empleador.

c) Artículo 326: se repone regla que aclara que en caso de ultra actividad de un instrumento colectivo, sus cláusulas pasan a los contratos individuales, salvo la reajustabilidad pactada, derechos y obligaciones que se ejercen o cumplen colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

 
d) Artículo 333: se modifican los plazos de afiliación de trabajadores al sindicato durante la negociación colectiva (reduciéndolos de 10 a días 5) y de notificación al empleador (de 5 a 2 días), permitiéndole al empleador conocer la nómina antes de contestar el proyecto.
COMENTARIOS


El Senador señor Letelier comentó que la indicación está dejando en claro que el empleador siempre va a saber con quién está negociando y se acorta el plazo para que los trabajadores se afilien al sindicato post entrega de la propuesta de contrato colectivo.


e) Artículo 365: se precisa que los trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena transitoria sólo podrán negociar conforme un especial procedimiento de negociación, que será obligatorio para el empleador cuando la obra o faena transitoria tenga una duración superior a 12 meses. 

 
f) Artículo 370: se elimina la obligatoriedad de las partes de asistir a las audiencias de mediación ante la Inspección del Trabajo y la sanción de práctica antisindical asociada.

COMENTARIOS


El Senador señor Letelier quiso saber si con la indicación al artículo 370 se elimina la sanción por no concurrir a las audiencias de mediación y si se aplica a todas las negociaciones. La Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó que se elimina la sanción y el artículo es aplicable sólo a las obras o faenas transitorias.


El Senador señor Letelier opinó que en el caso de obras o faenas que superen los doce meses debería ser obligatoria la mediación.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social aseveró que debería efectuarse dicha precisión en el texto.


g) Artículo 396: se reducen los requisitos de estudios para ser árbitro (de 10 a 8 semestres).

En cuarto lugar, la Ministra del Trabajo y Previsión Social se refirió a las indicaciones pro PYME.

 
Artículo 305: el personal de confianza que ejerce cargos superiores de mando dentro de las micro y pequeñas empresas estará exceptuado del derecho a negociar.

 
Artículo 308: se amplía el plazo de vacancia para negociar de 12 a 18 meses en las micro y pequeñas empresas, y de 6 meses a 12 meses en la mediana, manteniéndose en 6 meses para las grandes. 

 
Artículo 319: se precisa que la información periódica que está obligada a entregar la micro y pequeña empresa a sus sindicatos es solo aquella de que disponga según la legislación tributaria.

 
Artículo 332: se establece que en las micro y pequeñas empresas la integración de una trabajadora a la comisión negociadora sindical sustituye a uno de los miembros de la comisión. 

 
Artículo 334: en el caso de las micro y pequeñas empresas que no tienen instrumento colectivo vigente, podrán declarar un “Black Out” o período no apto para negociar de hasta 60 días en el año.

 
Artículo 348: en las micro y pequeñas empresas la última oferta podrá ser firmada por uno de los miembros de la comisión negociadora de la empresa.


A continuación, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó las indicaciones sobre los pactos de condiciones especiales de trabajo.

 
Artículo 374: se establece que los pactos se deberán negociar fuera de la negociación colectiva reglada. Además, para aplicarse a los trabajadores no cubiertos por el pacto se requerirá su consentimiento individual en forma expresa y formal.

 
Artículo 375: se sustituye el reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social por una Resolución Exenta del Director del Trabajo, modificación contenida en el artículo 379.

COMENTARIOS


El Senador señor Allamand indicó que en la actualidad, conforme al artículo 38 del Código del Trabajo, la Dirección del Trabajo aprueba una solicitud específica, pero no define en forma global los parámetros para otras peticiones.

 
Artículo 376: se modifica el pacto de horas extraordinarias, en los siguientes términos:

 
 Se reduce a base trimestral 

 
Se establece un máximo de 72 horas trimestrales por trabajador. 

 
Se establece, además, que durante el año candelario no pueden aplicarse por más de 6 meses. 

 
Se reduce el banco de horas extraordinarias para los trabajadores transitorios de 15 a 10 horas semanales. 

 
Se establece la obligatoriedad del acuerdo para mejorar los mecanismos de compensación de las horas extraordinarias. 

 
Se establece que durante la huelga estos pactos no podrán utilizarse respecto de los trabajadores no involucrados en ella.

 
Artículo 377: se establece que la retribución por las actividades preparatorias de la jornada de trabajo (jornada pasiva) se pagará de conformidad al acuerdo de las partes. 

 
Artículo 378: se incorpora un nuevo pacto sobre distribución de jornada de trabajado semanal que permite trabajar 4 días a la semana, con un tope máximo de 12 horas diarias y descanso semanal de 3 días. 

 
Artículo 379: se establece la facultad del Director del Trabajo para mediante resolución exenta determinar la forma, condiciones y características de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.


En sexto lugar, se presentaron las indicaciones relativas al ejercicio del derecho a huelga.

 
Artículo 347: se reconoce la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en la huelga. 

 
Para este efecto, se establece que la huelga no afectará la libertad de trabajo de los demás trabajadores, ni la ejecución de los servicios pactados en sus contratos de trabajo.

 
Para conciliar el derecho a huelga y la libertad de trabajo:

 
Se incorpora párrafo aclaratorio a la práctica antisindical que sanciona reemplazo en huelga, estableciendo que los trabajadores no involucrados en ella podrán ejecutar las funciones convenidas en sus contratos y el empleador en el ejercicio de sus facultades legales, podrá efectuar adecuaciones necesarias con ese objeto, incluido ajustes a los turnos y horarios de trabajo, lo que no constituirá práctica antisindical.

 
Se incluyen las prácticas desleales: 

 
Contratación de trabajadores 30 días previos a la negociación para reemplazar a huelguistas.

 
Cambio de sitio o recinto de los trabajadores para reemplazar a los huelguistas.

COMENTARIOS


El Senador señor Letelier quiso saber si se incluye la palabra habitualidad, dado que se incorpora párrafo aclaratorio a la práctica antisindical que sanciona el reemplazo en huelga.


El Director Nacional del Trabajo, señor Cristián Melis Valencia, precisó que no se incluyó la palabra habitualidad, en función de la interpretación que ya ha efectuado la Dirección y los tribunales, en el sentido de exigir un concepto de regularidad.


El Senador señor Larraín consultó cuál era la conexión de esta indicación –prácticas desleales- con el artículo 12 del Código del Trabajo y el Director Nacional del Trabajo explicó que el artículo mencionado supone cambios de funciones y la indicación regula el ejercicio de las mismas funciones, por lo que el artículo 12 no se puede aplicar durante la huelga a los trabajadores que no están en huelga.


Artículo 357: se establece que durante la huelga el local o recinto de la empresa no constituirá sede sindical.

 
Artículo 357 bis: votación secreta y ante Ministro de Fe de Nuevas Ofertas Formales del Empleador. Iniciada la huelga, si el empleador presenta una nueva oferta formal, ésta deberá ser llevada a votación secreta y ante ministro de fe (para deponer la huelga deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los trabajadores involucrados en la negociación). Si la nueva oferta es rechazada, el empleador podrá presentar una nueva oferta formal al quinto día.

COMENTARIOS


El Senador señor Letelier opinó que el establecimiento de un plazo puede ser considerado como un incentivo indebido.

 
Artículo 360: los servicios mínimos de la empresa y el equipo de emergencia necesario para atenderlos se deberán calificar antes de la negociación. 

 
La calificación regirá para toda la empresa.

 
La primera opción es calificación de común acuerdo.

 
Si no existe acuerdo, el requerimiento lo resuelve la Dirección Regional del Trabajo respectiva (previo audiencia e informe técnico del regulador y visita de inspección, en su caso). 

 
La resolución solo es recurrible ante la Dirección Nacional.

 
La calificación es revisable a requerimiento fundado de parte.


Artículo 360 bis: el requerimiento específico al sindicato para conformar el equipo de emergencia se hace en la negociación por el empleador, estando ya calificados los servicios mínimos y el equipo de emergencia necesario para atenderlos conforme las reglas del 360.

 
Cuándo: en la respuesta al Proyecto de contrato colectivo.

 
Plazo para contestar sindicato: 48 horas, si no se contesta en plazo se entiende aceptado el requerimiento.

 
Si el sindicato se niega al requerimiento o hay discrepancia entre las partes resuelve la Inspección del Trabajo (plazo de 10 días desde el requerimiento de intervención).

COMENTARIOS


El Senador señor Letelier señaló que los servicios mínimos se van a definir mucho antes de la negociación y por empresas, no por sindicatos. 


En lo que respecta a judicializar el tema de los equipos de emergencia ya iniciada la negociación colectiva, solicitó mayores antecedentes.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, respecto de una consulta de la Senadora señora Goic sobre la eliminación del recurso judicial en el caso de la calificación de servicios mínimos por empresa y el equipo de emergencia en abstracto y la posible presentación de otro recurso ante las Cortes de Apelaciones, opinó que ello dependerá de cuál recurso se trata y la resolución judicial al respecto. Sobre los equipos de emergencia concretos –inquietud del Senador señor Letelier- precisó que la idea es que dichos equipos de emergencia tienen que definirse al momento de la negociación, dado que si se calificó un servicio mínimo dos años antes, el sindicato tiene que clarificar si cuenta con trabajadores involucrados en aquella hipótesis, por ejemplo, si el servicio mínimo resolvió que se necesitan cinco caldereros, en dos años más el sindicato podría decir que no los tiene y por ello la necesidad –dijo- de llevar al efecto el procedimiento negociación por negociación.

 
Artículo 361: se repone regla que cumple mandato constitucional de fijar procedimiento para la determinación de las empresas cuyos trabajadores no pueden declarar la huelga (de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 N° 16 de la Constitución).

 
Artículo 405: se incorpora un procedimiento moderno y expedito que asegura el debido proceso ante la Corte de Apelaciones para reclamar de la resolución que determina las empresas en que los trabajadores no pueden declarar la huelga.


El séptimo aspecto informado por la Ministra del Trabajo y Previsión Social dice relación con las indicaciones sobre prácticas desleales.

 
Artículo 406: nuevas prácticas desleales del empleador:

 
-Ofrecer, otorgar o convenir individualmente aumentos de remuneraciones o beneficios a sindicalizados, durante la negociación colectiva de su sindicato.

 
-Ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas durante la negociación colectiva.

 
Artículo 407: nueva práctica desleal de los trabajadores: 

 
-Ejercicio de fuerza física en las cosas o en las personas.

COMENTARIOS


El Senador señor Allamand preguntó por qué no se contemplaba la fuerza moral de los trabajadores.


El Senador señor Letelier aludió a la diferencia que se produce por la relación de subordinación y dependencia.


Luego, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, explicó el octavo aspecto vinculado a una indicación que crea una institucionalidad tripartita de carácter consultivo y asesor denominado “Consejo Superior Laboral”.

 
El Consejo Superior Laboral tendrá por misión colaborar con los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda en la discusión, análisis y emisión de recomendaciones en materias relacionadas con el adecuado desenvolvimiento de las relaciones laborales y del mercado de trabajo.

-
Será un órgano tripartito, estará integrado por 9 personas de reconocida trayectoria en el ámbito laboral, 3 de los cuales representarán al gobierno, 3 al sector laboral y 3 al sector empresarial.


El noveno aspecto se refiere a indicaciones sobre las normas transitorias.

 
La ley entrará en vigor el primer día del noveno mes siguiente a su publicación - 8 meses de vacancia - (Artículo primero).

 
Las normas sobre titularidad sindical-desplazamiento del grupo negociador cuando exista sindicato que cumpla quórum 227- entrarán en vigencia con la publicación de la ley. (Artículo sexto).

 
Las normas sobre servicios mínimos y equipos de emergencia entrarán en vigencia con la publicación de la ley, tanto para la calificación de común acuerdo por las partes, como para que los empleadores puedan utilizar el procedimiento de calificación (DT), en el caso que deban iniciar una negociación colectiva dentro de los 180 días posteriores a la entrada en vigencia. (Artículo tercero).

 
Gradualidad pactos sobre condiciones especiales de trabajo (Artículo quinto).


- Se requerirá un 50% de afiliación sindical en la empresa para poder pactarlos en los primeros meses de vigencia.


- En régimen se requerirá de un 30% de afiliación sindical, a partir del 25 mes posterior a la publicación de la ley.


- El pacto de horas extraordinarias entrará en vigencia a partir del 25 mes posterior a la publicación de la ley.

-------

COMENTARIOS


El Senador señor Allamand, respecto de los servicios mínimos y las denominadas empresas estratégicas –aunque opinó que debería hablarse de empresas con arbitraje obligatorio- destacó la importancia de haberse establecido seis meses de anticipación para su declaración, por la certeza que configura para todo el sistema. Adelantó que con el Senador señor Larraín formularon una indicación alternativa para reemplazar la decisión de tres Ministerios por un panel de expertos, designado por el Presidente de la República, con el acuerdo del Senado, lo que fundamentaría con un carácter técnico real la decisión y descomprimiría la presión política que se ejerce sobre los Ministros correspondientes.


En cuanto a las empresas con servicios mínimos y equipos de emergencia, opinó que la indicación es un avance en el tema de obviar el trámite ante los tribunales, pero quedó fuera la actuación de la Dirección del Trabajo en conjunto con la autoridad pertinente, sea secretario regional ministerial o director de la entidad pertinente, en la idea de darle un respaldo técnico a la decisión.


Sobre la seguridad de las empresas y la mantención mínima de las máquinas o elementos de trabajo, declaró que debiera ser obligatorio fijar servicios mínimos a ese respecto, lo que implicaría a todas las empresas, puesto que siempre va a existir un problema de seguridad de las instalaciones y de la mantención mínima. La indicación presentada con el Senador señor Larraín –señaló- evita tener que fijarles servicios mínimos a todas las empresas y establece que bajo ninguna circunstancia para las tareas productivas todo lo relacionado con seguridad y mantención básica no obliga a fijarles servicios mínimos a todas las empresas del país.


El Senador señor Letelier manifestó que el concepto de mantención no le parecía apropiado, sino que entendía que se trataba de evitar el daño de determinados bienes.


El Senador señor Allamand reiteró que la idea es no obligarse a fijar servicios mínimos para seguridad y mantención mínima o programada bajo ninguna circunstancia productiva.


En cuanto al tema de la huelga, el Senador señor Allamand expresó que junto al Senador señor Larraín estaban haciendo coexistir las normas del artículo 12 con las contenidas en el texto, pero al escuchar al Director Nacional del Trabajo que informó sobre la no aplicación del artículo 12, opinó que ello no resuelve el problema.


Agregó que el reingreso de trabajadores con exigencia de desafiliación sindical es completamente inconstitucional, esto es, decirle a una persona –en huelga- que para reintegrarse al trabajo debe renunciar al sindicato es inconstitucional, dado que existe la libertad de afiliación.


Observó que la negociación por rama no dice relación con el reingreso.


Reiteró que el reingreso es un derecho fundamental y señaló que ya se está en el límite al establecer que el reingreso cuando hay IPC es al día 15. En todo caso, precisó, pretender que el reingreso se condiciona a la desafiliación es inconstitucional y la extensión de beneficios vía afiliación es una sindicalización obligatoria.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, dio cuenta de un oficio de la Corte Suprema en que emiten una opinión favorable sobre el procedimiento de reclamación por la designación de empresas estratégicas.


El Senador señor Larraín consultó sobre las indicaciones a los artículos 231 y 271, vinculadas a la representación de mujeres en sindicatos, federaciones y confederaciones, en lo que respecta a su aplicación cuando existe poco número de trabajadoras.


El Senador señor Letelier explicó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados y en general por el Senado da a entender que es proporcional a la cantidad de mujeres hasta el 30%. La indicación propone redondear en el tercio para asegurar la proporcionalidad.


El Senador señor Larraín señaló que su preocupación gira en torno a que se establezca una obligación a los sindicatos que no la puedan cumplir.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la indicación recoge la aprensión del Senador señor Larraín, porque se establece al menos el 33% de mujeres para garantizar la cuota. Si existe un número menor al 33%, se rebaja proporcionalmente según la cantidad de trabajadoras afiliadas al sindicato.


El Senador señor Letelier, respecto del tema del pago de mejoras de la remuneración a una persona que no participa de la negociación colectiva y no considerarla como práctica antisindical, manifestó que se está agregando un concepto que le incomoda, cual es, la expresión “o beneficios”, porque ello dice relación con los contratos colectivos.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS INDICACIONES FORMULADAS AL TEXTO APROBADO EN GENERAL

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO

INDICACIÓN 1

MODIFICACIÓN AL INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 2°, REFERIDO A LOS ACTOS DE DISCRIMINACIÓN


La Senadora señora Muñoz formuló esta indicación para incorporar como actos de discriminación las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en la “situación socioeconómica, idioma, creencias, participación en organizaciones gremiales, orientación sexual, identidad de género, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad”.

 
La Senadora señora Muñoz explicó que la indicación apunta a adecuar las disposiciones relativas a los actos de discriminación que pudieren verificarse en el ámbito laboral con aquellas contenidas en la ley N° 20.609, publicada el año 2012, que establece medidas contra la discriminación.

 
El Senador señor Larraín coincidió con la necesidad de recoger, en el ámbito laboral, las hipótesis contenidas en dicho cuerpo legal.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, expresó que la indicación resuelve adecuadamente las problemáticas derivadas de la hipótesis de discriminación que pueden verificarse en el ámbito del trabajo. Sin perjuicio de ello, aseveró que se trata de una materia que excede las ideas matrices o fundamentales del proyecto de ley en estudio.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que, en el Mensaje que dio origen a la iniciativa, se consigna, entre sus objetivos, la modernización de las relaciones laborales. De ello deriva, añadió, que una de las materias que pretende regular dice relación con la participación de los trabajadores en el ámbito colectivo, lo que exige favorecer la igualdad de condiciones en el ejercicio de los derechos laborales. 

 
En consecuencia, afirmó que se trata de una propuesta que se enmarca dentro de las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

 
En la misma línea, el Senador señor Larraín afirmó que uno de los principios que inspiran la libertad sindical dicen relación con la prohibición de cualquier tipo de discriminación. De ese modo, manifestó que la indicación resulta ser comprendida por las ideas matrices del proyecto.

 
-Puesta en votación la indicación 1, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

NUMERAL 1)

ADECUACIÓN DE LA REDACCIÓN DEL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 3° A LA SUSTITUCIÓN DEL TÍTULO IV DEL LIBRO IV DEL CÓDIGO DEL TRABAJO


No se presentaron indicaciones.

 
-Puesto en votación el número 1 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

NUMERAL 2)

INCLUSIÓN EN EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 5° DEL CÓDIGO DEL TRABAJO DEL TÉRMINO “INSTRUMENTOS COLECTIVOS” QUE JUNTO A LOS CONTRATOS INDIVIDUALES PODRÁN SER MODIFICADOS EN AQUELLAS MATERIAS EN QUE LAS PARTES HAYAN PODIDO CONVENIR LIBREMENTE

 
El Senador señor Letelier explicó que el propósito del número 2 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado apunta a reconocer la existencia de más de un tipo de instrumento colectivo de trabajo.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que el artículo 321, que la iniciativa propone incorporar en el Código del Trabajo, distingue entre contratos, convenios e instrumentos colectivos, por lo que no es posible sostener que éstos equivalen a una expresión genérica.

 
El Senador señor Larraín, en la misma línea, arguyó que dicha disposición agrega al laudo arbitral como una especie de instrumento colectivo. De ello deriva, agregó, que el encabezado del artículo 321 propuesto resulta erróneo, al equiparar conceptualmente dichas figuras.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que el inciso cuarto del referido artículo 321 establece que entre las nociones de instrumento colectivo y contrato y convenio colectivo opera una relación de género a especie. Con todo, coincidió en la necesidad de modificar al encabezado del artículo 321, con la finalidad de especificar la naturaleza de la relación que existe entre ambos concepto.

 
-Puesto en votación el texto del numeral 2 del artículo 1°, aprobado en general por el Senado, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 2


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen agregar al artículo 5° un inciso segundo nuevo, para preceptuar que los derechos individuales o colectivos deberán ser siempre ejercidos en forma pacífica.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, sostuvo que la indicación resulta inadmisible, por cuanto excedería las ideas matrices o fundamentales del proyecto, al operar sobre el ámbito del derecho individual de trabajo, y vulnerar la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, al recaer sobre materias relativas a la negociación colectiva.

 
El Senador señor Larraín, por su parte, comentó que la indicación repone el carácter pacífico del ejercicio de los derechos laborales, tal como consta en el Mensaje que dio origen al proyecto, por lo que no es posible sostener que excede sus ideas matrices.

 
El Senador señor Letelier coincidió con la necesidad de analizar el carácter pacífico del ejercicio de los derechos laborales, lo que, tratándose de la indicación en estudio, no recae específicamente sobre los procedimientos de negociación colectiva, por lo que no se trata de una indicación inadmisible.


En sesión de 25 de noviembre de 2015, la Comisión retomó el análisis de la indicación 2 y el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, aseveró que la indicación condiciona la existencia de los derechos individuales y colectivos del trabajo al modo o la forma en que éstos se ejercen, vulnerando el fundamento y la finalidad de dichas prerrogativas.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que no resulta aceptable permitir el ejercicio violento de los derechos, considerando que éstos, por definición, presentan un carácter pacífico. Al efecto, aseveró que en el ordenamiento jurídico no existe ningún caso en que dicha hipótesis pueda ser calificada como legítima.

 
El Senador señor Letelier coincidió en que la indicación contiene un lenguaje impreciso que, al ser interpretado erróneamente, puede impedir el ejercicio de los derechos individuales y colectivos del trabajo.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, convino en que la calificación respecto de la forma en que se ejercen los derechos laborales puede dificultar o impedir su ejercicio, aun cuando ello no implica, de modo alguno, que puedan ser ejercidos de modo violento.

 
La Senadora señora Muñoz también concordó con dicha observación, considerando que, al calificarse el modo o la forma en que pueden ejercerse los derechos, se restringe su contenido y se impide su realización práctica.

El Senador señor Larraín manifestó que la legislación vigente establece, en los términos que propone el inciso primero del artículo 5° del Código del Trabajo, que el ejercicio de las facultades que la ley reconoce al empleador tiene como límite el respeto a las garantías constitucionales de los trabajadores, en especial cuando pudieran afectar la intimidad, la vida privada o la honra de éstos.

En ese contexto, aseveró que, tal como es posible restringir los derechos que la ley concede al empleador, la indicación regula adecuadamente el modo y la forma en que deben ejercerse los derechos individuales y colectivos del trabajo, particularmente respecto a su carácter pacífico.

De ese modo, afirmó que dicha característica no impide la existencia de tales prerrogativas; por el contrario, explicó que la indicación únicamente apunta a detallar la forma en que éstas deben ser ejercidas.

El Senador señor Allamand expresó que la violencia es una noción que se funda en circunstancias de hecho fácilmente comprobables, de modo tal que es posible distinguir entre el legítimo ejercicio del derecho a huelga y la realización de actos violentos o de fuerza. Asimismo, agregó que el inciso quinto del numeral 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República establece que la ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica.

El Senador señor Letelier puntualizó que el inciso primero del artículo 5° del Código del Trabajo consagra una serie de límites objetivos al ejercicio de los derechos del empleador, en tanto que la indicación en estudio contiene una restricción subjetiva que dificultaría su aplicación práctica.

 
Asimismo, afirmó que la huelga constituye un derecho fundamental aun fuera del procedimiento de negociación colectiva, de modo tal que no resulta adecuado promover una limitación que se fundamenta en consideraciones subjetivas o genéricas.

 
-Puesta en votación la indicación 2, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.
NUMERAL 3)

SUSTITUCIÓN DEL INCISO TERCERO Y FINAL DEL ARTÍCULO 6° DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTABLECER UNA NUEVA DEFINICIÓN DE CONTRATO COLECTIVO

INDICACIÓN 3


Los Senadores señores Allamand y Larraín sugieren suprimir el inciso tercero del artículo 6°.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, expresó que, de conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, la indicación resulta inadmisible, toda vez que afecta la definición de contrato colectivo, los que sólo pueden verificarse en el marco de un procedimiento de negociación colectiva.

 
La Senadora señora Goic acogió los planteamientos del Ejecutivo, toda vez que, aseveró, el efecto que deriva de la aprobación de la indicación vulnera la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

 
El Senador señor Letelier explicó que la indicación no se refiere a las modalidades ni los procedimientos de negociación colectiva, ni determina los casos en que no se podrá negociar, en los términos que consagra el numeral quinto del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. De ello deriva, añadió, que no se trata de una materia a cuyo respecto la Carta Fundamental atribuye iniciativa exclusiva al Presidente de la República, toda vez que, de aprobarse la indicación, se introduciría una modificación a la legislación actualmente vigente.

 
Enseguida, el Senador señor Larraín coincidió con dicho criterio. Por otra parte, abogó por la aprobación de la propuesta, considerando que el número 3 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado resulta incompatible con las indicaciones de su autoría que permiten la coexistencia de grupos negociadores y sindicatos en las pequeñas y medianas empresas.

 
La Senadora señora Goic, en conformidad al artículo 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicitó poner en votación la admisibilidad de la indicación 3.

 
Puesta en votación la admisibilidad de la indicación 3, fue aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier y 2 votos en contra, de los Senadoras señoras Goic y Muñoz.

 
-Enseguida, puesta en votación la indicación 3, fue rechazada, por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 4


La Senadora señora Pérez San Martín propone reemplazar el inciso tercero propuesto por el siguiente:

 
“El contrato colectivo de trabajo, es aquel suscrito por uno o más empleadores con uno o más sindicatos o con trabajadores que se unan para negociar colectivamente o con unos y otros con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y  remuneraciones por un tiempo determinado.”.

 
El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación 4, por corresponder a una materia cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
-Puesto en votación el numeral 3 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.
NUMERAL 4)

INCLUSIÓN EN EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 11 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO DEL TÉRMINO “ACUERDOS DE GRUPO NEGOCIADOR”, INSTANCIA DONDE TAMBIÉN SE PUEDE ACORDAR AUMENTO POR AJUSTE DE REMUNERACIONES

INDICACIÓN 5


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen suprimir el numeral 4).

 
La indicación 5 fue retirada por sus autores.

 
-Puesto en votación el numeral 4 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín.
NUMERAL 5)

MODIFICA EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 38 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTABLECER EL PLAZO DE 3 AÑOS DE VIGENCIA DE LA RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO QUE DISPONE SISTEMAS EXCEPCIONALES DE DISTRIBUCIÓN DE JORNADAS DE TRABAJO Y DE DESCANSO

INDICACIÓN 6

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen suprimir el numeral 5).

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de las razones que explican la disminución –de cuatro a tres años- del máximo de la vigencia de la resolución de la Dirección del Trabajo que autoriza la aplicación de jornadas especiales de trabajo.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que el propósito del texto aprobado en general por el Senado apunta a compatibilizar la extensión máxima de la autorización de jornadas especiales con el plazo máximo de los contratos colectivos de trabajo.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que se debe considerar que, mediante la figura de los pactos de adaptabilidad es posible regular la jornada de trabajo, por lo que la autorización que contiene el artículo 38 del Código del Trabajo puede ser utilizado en menor medida.

 
La Senadora señora Goic indicó que, a propósito de la utilización del mecanismo que establece el inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, debe evitarse su aplicación incluso en aquellos casos en que no hubiere trabajadores en la empresa.

 
El Senador señor Letelier opinó que el plazo de cuatro años que establece la legislación vigente resulta excesivo, toda vez que puede generar una afectación de los derechos de los trabajadores.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, aseveró que la reducción del plazo de cuatro a tres años considera la experiencia de diversos contratos colectivos de una duración excesiva, lo que pretende ser resuelto por la iniciativa.

 
En cuanto a los pactos de adaptabilidad en materia de extensión de la jornada de trabajo, añadió que la iniciativa contempla la aplicación alterativa de ambos sistemas, sin perjuicio de que, agregó, el proyecto contempla los incentivos necesarios para favorecer la utilización de aquél instrumento.

 
La Senadora señora Goic consultó respecto de la posibilidad de aplicar un pacto de adaptabilidad mientras se encuentre vigente una autorización de jornada especial que establece el artículo 38 del Código del Trabajo.

 
El Senador señor Letelier manifestó que, en dicha hipótesis, debe producirse el vencimiento de la jornada especial que se hubiere autorizado para, posteriormente suscribir un pacto de adaptabilidad.

 
-Puesta en votación la indicación 6, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y un voto a favor, del Senador señor Larraín.

INDICACIÓN 7


La Senadora señora Goic formuló indicación para sustituir el numeral 5) manteniendo los tres años de vigencia de la resolución de la Dirección del Trabajo como regla general. Para el caso que la autorización se haya concedido sin que hubiere trabajadores contratados, la vigencia de la resolución será de hasta un año.

 
La Senadora señora Goic explicó que la indicación apunta a limitar aquellos casos en que la autorización de jornada especial se hubiere concedido sin que existan trabajadores contratados. De ese modo, la indicación tiene por objetivo reducir el plazo de duración de la autorización por el equivalente a un año.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que, mediante la regulación administrativa de la Dirección del Trabajo, se han establecido los lineamientos que permiten aplicar el sistema de autorización de jornada, los que, en general apuntan a recabar el parecer de las organizaciones sindicales sobre la aplicación de dicho instrumento.

 
Respecto del tenor de la indicación en estudio, aseveró que el plazo de un año puede resultar muy reducido, lo que rigidizaría la forma de aplicación de dicho mecanismo.

 
En sesión de 11 de noviembre de 2015, la Senadora señora Goic explicó que la indicación apunta a limitar el plazo de duración de la autorización de jornada especial en aquellos casos en que hubiere concedido sin que hubiere trabajadores contratados.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, afirmó que la disposición propuesta puede resultar inaplicable, toda vez que, en la práctica, los trabajadores deben cumplir una serie de procedimientos para constituir una organización sindical, como paso previo a suscribir un pacto de adaptabilidad, lo que, muy probablemente, sobrepasaría el término de un año que propone la indicación.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto del número total de jornadas especiales autorizadas.

 
El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, explicó que, a nivel nacional, no existe un catastro total del número de jornadas especiales. Con todo, aseveró que en la región de Antofagasta –en la que éstas se concentran a raíz de la actividad minera-, se han autorizado, entre 2013 y 2015, 9.334 jornadas especiales, de las cuales 1.428 han sido autorizadas sin que hubiere trabajadores contratados.

 
La Senadora señora Goic, atendido el propósito que persigue la iniciativa y la fórmula que contiene en materia de pactos de adaptabilidad en materia de jornada, hizo retiro de la indicación 7.

 
-Puesto en votación el numeral 5) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 8


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar proponen agregar al artículo 38 dos nuevos incisos finales, que dicen:

 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 374 y siguientes, el Director del Trabajo, previo acuerdo de los trabajadores involucrados y si el empleador acredita el cumplimiento de las condiciones de higiene y seguridad, podrá autorizar bancos de horas extraordinarias laborables a todo evento, sean anuales, semestrales y trimestrales los que en todo caso no podrán exceder de doscientos ochenta y ocho horas extraordinarias anuales, o ciento cuarenta y cuatro horas extraordinarias semestrales, o setenta y dos horas extraordinarias trimestrales, para cada trabajador afecto al pacto. Estos bancos operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán laborar los trabajadores afectos al acuerdo durante el año, el semestre o el trimestre respectivo.

 
En todo caso, los trabajadores afectos a bancos de horas extraordinarias, no podrán laborar más de doce horas en total cada día de trabajo y el tiempo máximo de permanencia en faenas, considerando la jornada ordinaria como extraordinaria y los descansos, será de doce horas. Además, las horas extraordinarias comprometidas no podrán perjudicar la salud del trabajador y deberán respetar el descanso semanal.”.

 
-La indicación 8 fue declarada inadmisible, por corresponder a una materia cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 8 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta, Pizarro y Walker, don Patricio formularon esta indicación para agregar al artículo 38 los siguientes incisos finales:

 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 374 y siguientes, el Director del Trabajo, previo acuerdo de los trabajadores involucrados y si el empleador acredita el cumplimiento de las condiciones de higiene y seguridad, podrá autorizar bancos de horas extraordinarias laborables a todo evento, sean anuales, semestrales y trimestrales los que en todo caso no podrán exceder de doscientos ochenta y ocho horas extraordinarias anuales, o ciento cuarenta y cuatro horas extraordinarias semestrales, o setenta y dos horas extraordinarias trimestrales, para cada trabajador afecto al pacto. Estos bancos operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán laborar los trabajadores afectos al acuerdo durante el año, el semestre o el trimestre respectivo.

 
En todo caso, los trabajadores afectos a bancos de horas extraordinarias, no podrán laborar más de doce horas en total cada día de trabajo y el tiempo máximo de permanencia en faenas, considerando la jornada ordinaria como extraordinaria y los descansos, será de doce horas. Además, las horas extraordinarias comprometidas no podrán perjudicar la salud del trabajador y deberán respetar el descanso semanal.”.
 
-La indicación 8 a) fue declarada inadmisible, por corresponder a una materia cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

NUMERAL 6)

MODIFICA EL ARTÍCULO 43 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA INCORPORAR A LOS ACUERDOS DE GRUPO NEGOCIADOR QUE PUEDEN ESTIPULAR REMUNERACIONES Y BENEFICIOS

INDICACIÓN 9


Los Senadores señores Allamand y Larraín presentaron indicación para suprimir el numeral 6).

 
El Senador señor Larraín explicó que, considerando que la iniciativa excluye de los convenios colectivos a los grupos negociadores, resulta necesario suprimir dicha referencia, permitiendo que puedan suscribir tales instrumentos.

 
-Puesta en votación la indicación 9, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

MODIFICA EL ARTÍCULO 49 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA EXCLUIR A LOS DELEGADOS DE PERSONAL COMO REQUIRENTES DE INFORMACIÓN SOBRE UTILIDADES DE LA EMPRESA

INDICACIÓN 10


La Senadora señora Goic sugiere suprimir a los delegados de personal como requirentes de información al Servicio de Impuestos Internos, en materia de utilidades de la empresa.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que la eliminación de la figura del delegado de personal puede constituir una afectación del derecho a organización de los trabajadores, particularmente de aquellos mecanismos distintos de las organizaciones sindicales.

 
La Senadora señora Muñoz consultó respecto de la aplicación, en la práctica, de la figura del delegado de personal.

 
El asesor del Ministerio Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó, en relación a la figura del delegado de personal, que el Mensaje que dio origen a la iniciativa únicamente eliminaba el fuero que opera en su caso, pero no suprimía dicha función. Sin embargo, agregó que, durante la discusión de la iniciativa en la Cámara de Diputados, se eliminó la figura del delegado de personal. 

 
En cuanto a la aplicación práctica de la figura del delegado de personal, sostuvo que se trata de una institución de muy baja utilización.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que, en ese contexto, la eliminación del delegado de personal resulta coherente con la supresión de dicha figura en términos generales, tal como señala el artículo 302 que el texto aprobado en general por el Senado pretende incorporar al Código del Trabajo.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que la eliminación de la figura del delegado del personal resulta errónea, toda vez que impide que los trabajadores no sindicalizados puedan acceder, en la hipótesis descrita por la disposición en estudio, a la información necesaria para acceder al pago de gratificaciones. De ese modo, aseveró que la sindicalización se convierte en una obligación para los trabajadores, lo que vulnera la libertad sindical.


-Puesta en votación la indicación 10, fue aprobada por 3 votos a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier y 2 votos en contra, Senadores señores Allamand y Larraín.

NUMERAL 7)

MODIFICA EL ARTÍCULO 82 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTABLECER QUE TAMPOCO LAS REMUNERACIONES DE LOS APRENDICES PODRÁN SER REGULADAS EN LOS ACUERDOS DE GRUPO NEGOCIADOR

INDICACIÓN 11


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen suprimir el numeral 7).

 
-Puesta en votación la indicación 11, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

ELIMINACIÓN DE LA FIGURA DEL DELEGADO DE PERSONAL

INDICACIÓN 12


A continuación, la Senadora señora Goic formuló la indicación 12 para agregar numerales nuevos con los siguientes propósitos:


-Suprimir en el inciso final del artículo 153 del Código del Trabajo al delegado de personal como parte facultada para impugnar las disposiciones del reglamento interno de una empresa.


-Suprimir en el inciso primero del artículo 156 del Código del Trabajo al delegado de personal como parte a la que se debe entregar copia del reglamento interno.


-Suprimir en el inciso primero del artículo 177 del Código del Trabajo al delegado de personal como parte firmante de los finiquitos, la renuncia o el mutuo acuerdo.


-Puesta en votación la indicación 12, fue aprobada por 3 votos a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier y 2 votos en contra, Senadores señores Allamand y Larraín.

NUMERAL 8)

MODIFICA EL ARTÍCULO 178 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA INCORPORAR LOS ACUERDOS DE GRUPO NEGOCIADOR COMO LA INSTANCIA QUE TAMBIÉN PUEDE PACTAR INDEMNIZACIONES POR TÉRMINO DE FUNCIONES O DE CONTRATOS DE TRABAJO

INDICACIÓN 13


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen suprimir el numeral 8).

 
-Puesta en votación la indicación 13, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

 
-Puesto en votación el numeral 8 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.
ARTÍCULO 216 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO, REFERIDO A LOS TIPOS DE SINDICATOS QUE PUEDEN CONSTITUIRSE

INDICACIÓN 13 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Tuma y Harboe formularon la indicación 13 a), con la finalidad de agregar un segundo párrafo a la letra b) del artículo 216 del Código del Trabajo, que define a los sindicatos interempresa. El texto que se propone es el siguiente:

 
“Los sindicatos interempresa solo podrán agrupar a trabajadores que se desempeñen en empresas del mismo rubro o actividad y de tamaño similar, de acuerdo a la clasificación establecida en el artículo 505 bis de este Código”.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la indicación resulta inadmisible, toda vez que excede las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la iniciativa regula la forma en que los sujetos de los derechos colectivos del trabajo pueden ejercer tales prerrogativas. De ello deriva, añadió, que la indicación se encuentra comprendida dentro de sus ideas matrices o fundamentales.

 
El Senador señor Larraín coincidió con dicha observación.


-Puesta en votación la indicación 13 a) fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

NUMERAL 9)

MODIFICA EL ARTÍCULO 218 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA INCORPORAR COMO MINISTROS DE FE EN MATERIA DE ORGANIZACIONES SINDICALES A LOS SECRETARIOS MUNICIPALES EN LAS LOCALIDADES DONDE NO EXISTAN OTROS MINISTROS DE FE

INDICACIÓN 14


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar sugieren eliminar como ministros de fe a los notarios públicos.

INDICACIÓN 14 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta, Pizarro y Walker, don Patricio formularon esta indicación para eliminar en el inciso primero del artículo 218 la expresión “los notarios públicos”.
INDICACIÓN 15


El Senador señor Araya propone agregar a los delegados municipales como ministros de fe.


La Senadora señora Goic precisó que el ejercicio de las facultades por parte de los secretarios municipales se explica por razones geográficas, con la finalidad de facilitar la formación de organizaciones sindicales.

 
Por otra parte, consultó respecto de las funciones que pudieren desarrollar los delegados municipales.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la figura de los delegados municipales permite desempeñar una serie de funciones que no pueden cumplir los secretarios municipales, atendida la extensión de las comunas en que se desempeñan.

 
El Senador señor García Ruminot manifestó que resulta razonable agregar a los secretarios municipales, sin perjuicio que, tratándose de los delegados municipales, se trata de una figura que carece del apoyo administrativo que les permita desarrollar la labor que propone la indicación.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, coincidió en que los secretarios municipales pueden desarrollar adecuadamente las funciones de ministros de fe. En cuanto a los delegados municipales, añadió que se trata de un delegado del alcalde, el que no es un ministro de fe, por lo que no puede delegar dichas facultades.

 
El Senador señor Larraín indicó que no resulta adecuado atribuir tales facultades a los funcionarios municipales, considerando que la legislación vigente permite ampliar adecuadamente el conjunto de personas que pueden desempeñar dicha función. Asimismo, aseveró que, al generar una modificación de la legislación orgánica de municipalidades, se trata de una disposición de ese rango legal.

 
El Senador señor Letelier afirmó que la iniciativa contempla dicha situación de modo muy excepcional, ante la ausencia de otros funcionarios que puedan desempeñar dicha labor. Por otra parte, aseveró que se trata de una materia que no configura una modificación a la legislación orgánica aplicable a las municipalidades.

 
Respecto de la indicación 14, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, afirmó que su aprobación podría producir una rigidez en los procedimientos de constitución de organizaciones sindicales, al reducir el ámbito de personas que pueden desempeñarse como ministros de fe.

 
El Senador señor Larraín coincidió con dicha observación.

 
Sobre la indicación 15, el Senador señor Larraín sostuvo que establecer funciones respecto de los secretarios municipales resulta erróneo, toda vez que sólo pueden ser ministros de fe de aquellas actividades propias dentro del municipio.

 
-Puesta en votación la indicación 14, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

 
-Puesta en votación la indicación 14 a), fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
-La indicación 15 fue declarada inadmisible, por recaer en una materia cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


-Puesto en votación el numeral 9 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por cuatro votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores García Ruminot y Letelier, y un voto en contra, del Senador señor Larraín.

EN EL CASO DE LA CONSTITUCIÓN DE UN SINDICATO INTEREMPRESA SÓLO PODRÁN ACTUAR COMO MINISTROS DE FE LOS INSPECTORES DEL TRABAJO

INDICACIÓN 16

 
La Senadora señora Goic, mediante la enmienda del artículo 221 del Código del Trabajo, sugiere exigir que en ese caso sean ministros de fe sólo los inspectores del trabajo.

 
La Senadora señora Goic explicó que, al diferenciar la regulación aplicable a los sindicatos de empresa de los interempresa, resulta necesario circunscribir, en ésta última hipótesis, únicamente a los inspectores del trabajo como ministros de fe de su constitución.

 
El Senador señor Larraín aseveró que la indicación puede constituir una discriminación entre sindicatos de empresa y de interempresa, sin perjuicio que limita el número de personas que pueden desempeñarse como ministros de fe, rigidizando la constitución de tales organizaciones sindicales.

 
El Senador señor García Ruminot afirmó que la norma propuesta resulta contradictoria con las disposiciones que, en general, apuntan a facilitar la constitución de sindicatos y con aquellas que permiten la incorporación de los secretarios municipales como ministros de fe.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, sostuvo que la indicación propuesta pretende evitar situaciones abusivas en la constitución de sindicatos interempresa.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió en la necesidad de establecer que sólo los inspectores del trabajo pueden desempeñarse como ministros de fe en la constitución de sindicatos interempresa.

 
El Senador señor Letelier puntualizó que resulta adecuado diferenciar el rol de los ministros de fe, considerando el tipo de organización de que se trate. Al efecto, coincidió en la pertinencia de establecer el rol de los inspectores del trabajo en el caso de los sindicatos interempresa.

 
-Puesta en votación la indicación 16, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, una abstención, del Senador señor García Ruminot, y un voto en contra, del Senador señor Larraín.

FUERO LABORAL PARA TRABAJADORES QUE CONCURRAN A LA CONSTITUCIÓN DE UN SINDICATO DE EMPRESA, DE ESTABLECIMIENTO DE EMPRESA O DE UN SINDICATO INTEREMPRESA DESDE QUE SE FORMULE SOLICITUD RESERVADA DE MINISTRO DE FE

INDICACIONES 17, 18 Y 19


Los Senadores señores Zaldívar, Letelier y Allamand y Larraín, respectivamente, proponen sustituir el inciso tercero del artículo 221 de la siguiente manera:

 
"Los trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o de un sindicato interempresa, gozarán de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de Ministro de Fe para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud de Ministro de Fe.”.

 
El Senador señor Larraín afirmó que la norma vigente permite que puedan constituirse sindicatos que, en lugar de promover la representación de los trabajadores, apuntan únicamente a obtener el fuero que establece la legislación laboral. De ese modo, añadió que es necesario asegurar la debida protección a aquellos trabajadores que, efectivamente, pretenden formar una organización de trabajadores.

 
El Senador señor Letelier abogó por equilibrar adecuadamente el derecho de los trabajadores a organizarse sin ser sancionados por el empleador y la ocurrencia de prácticas en que un grupo de trabajadores que hubieren sido despedidos forman artificiosamente una organización sindical, con la única finalidad de quedar sujetos a la protección que otorga el fuero desde los diez días anteriores a la celebración de la respectiva asamblea constitutiva.

 
En cuanto al carácter reservado de la solicitud al Ministro de Fe para la realización de la asamblea constitutiva, afirmó que se trata de una garantía para los trabajadores, toda vez que impide que aquél pueda divulgar la existencia de los trámites previos a la formación de una organización sindical.

 
Dicha práctica, añadió, afecta la formación de las organizaciones sindicales fuertes y legítimas, al constituir una práctica abusiva de los derechos sindicales. Del mismo modo, sostuvo que se requiere una modificación legislativa para evitar la ocurrencia de ésta, toda vez que, sin perjuicio de que pudiere constituir una práctica desleal, requiere la tramitación de un procedimiento judicial y la prueba de la intencionalidad de la conducta.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, en sentido contrario, afirmó que existe una situación de potenciales abusos en la constitución de sindicatos, a raíz de la incertidumbre que genera el momento en que se celebra la asamblea y el fuero retroactivo que ello conlleva. Sin embargo, describió que se debe cautelar la debida reserva de la solicitud de constitución de sindicatos, sin perjuicio que, en la práctica, la conducta descrita por la indicación en estudio puede constituir una práctica desleal de los trabajadores, en los términos que propone el texto aprobado en general por el Senado.

 
La Senadora señora Goic aseveró que las disposiciones propuestas deben evitar la ocurrencia de prácticas abusivas de los trabajadores y de los empleadores. En ese contexto, enfatizó que las normas que pretenden evitar dichas conductas no deben constituir un desincentivo para la formación de organizaciones sindicales.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que, en cualquier caso, resulta adecuado establecer las medidas necesarias para evitar prácticas abusivas en el ejercicio de los derechos laborales, en cuyo contexto la indicación en estudio puede operar adecuadamente.

 
-Puestas en votación las indicaciones 17, 18 y 19, fueron aprobadas por 3 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier, y 2 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz.

INDICACIÓN 19 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta, Pizarro y Walker, don Patricio, formularon esta indicación para sustituir el inciso tercero del artículo 221 por el siguiente:

 
"Los trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o de un sindicato interempresa, gozarán de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de Ministro de Fe para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud de Ministro de Fe.”.
 
-La Comisión acordó omitir pronunciamiento respecto de la indicación 19a), toda vez que la norma que propone se encuentra contenida, en los mismos términos, en las indicaciones 17, 18 y 19, las que fueron aprobadas por 3 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier, y 2 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz.

SANCIÓN AL USO FRAUDULENTO DE LOS DERECHOS SINDICALES O FUEROS EN EL ARTÍCULO 221 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO
INDICACIÓN 20


El Senador señor Letelier con esta indicación 20 sugiere agregar un inciso final al artículo 221 del siguiente tenor:

 
"El que valiéndose de la libertad sindical hiciere un uso fraudulento de los derechos sindicales o fueros que regula este Código para impedir despidos legítimos efectuados por el empleador, será sancionado con la pérdida de los derechos vinculados a la formación de una organización sindical y la inhabilidad para constituir un sindicato durante seis meses. La denuncia de estos hechos corresponderá al empleador y el conocimiento de ellos al Tribunal del Trabajo de la jurisdicción en que tenga su domicilio la respectiva organización.”.
 
-La indicación 20 fue retirada por su autor.

CONSTITUCIÓN DE SINDICATOS EN EMPRESAS DE MÁS DE 50 TRABAJADORES. MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 227 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

INDICACIÓN 21


Los Senadores señores Tuma, Zaldívar, Walker, don Ignacio, Allamand y Larraín proponen reemplazar el artículo 227, de la siguiente manera:

 
“Artículo 227.- La constitución de un sindicato en una empresa que tenga más de cincuenta trabajadores, requerirá tener y mantener de un mínimo de veinticinco trabajadores que representen, a lo menos, el diez por ciento del total de los que presten servicios en ella.

 
No obstante lo anterior, para constituir dicha organización sindical en aquellas empresas en las cuales no exista un sindicato vigente, se requerirá al menos de veinticinco  trabajadores, debiendo completarse el quórum exigido en el inciso anterior, en el plazo máximo de un año, transcurrido el cual caducará su personalidad jurídica, por el solo ministerio de la ley, en el evento de no cumplirse con dicho requisito.

 
Si la empresa tiene cincuenta trabajadores o menos, podrán constituir sindicato veinticinco de ellos.

 
Si la empresa tuviere más de un establecimiento, podrán también constituir sindicato los trabajadores de cada uno de ellos, con un mínimo de veinticinco trabajadores que representen, a lo menos, el treinta por ciento de los trabajadores de dicho establecimiento.

 
Sin perjuicio de lo anterior, cualquiera sea el porcentaje que representen, podrán constituir un sindicato.”.
 
El Senador señor Allamand afirmó que la indicación recoge adecuadamente las observaciones de las pequeñas y medianas empresas en lo tocante a los quórums de constitución de sindicatos.

 
La Senadora señora Goic aseveró que la indicación dificulta la creación de organizaciones sindicales en empresas de menor tamaño, lo que impide reconocer, en su caso, el derecho a formar sindicatos y a negociar colectivamente.

 
La Senadora señora Muñoz, junto con coincidir con dicha observación, afirmó que la indicación contraviene las ideas matrices o fundamentales del proyecto, al limitar la posibilidad de ejercer el derecho a la sindicalización y a la negociación colectiva.

 
El Senador señor Letelier afirmó que la indicación generaría una afectación de los derechos fundamentales de los trabajadores, al impedir que un grupo significativo pueda ejercer el derecho a la libertad sindical y a negociar colectivamente.


-Puesta en votación la indicación 21 fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 22


El Senador señor Zaldívar propone modificar el artículo 227 del Código del Trabajo con la finalidad de rebajar el mínimo de trabajadores a 20 para constituir un sindicato.


-Puesta en votación la indicación 22 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. 

INDICACIÓN 22 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el inciso tercero del artículo 227 por el siguiente:

 
“Si la empresa tiene 50 trabajadores o menos, podrán constituir sindicato 8 de ellos, siempre que representen como mínimo el 50% del total de trabajadores. Si la empresa tiene un número impar de trabajadores, el porcentaje señalado se calculará sobre el número par inmediatamente anterior a aquel.”.
 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que explican el porcentaje que la indicación propone, equivalente al 50% del total de trabajadores para que, si una empresa tiene 50 trabajadores o menos, 8 de ellos puedan constituir un sindicato, considerando que, de ese modo, se impide que puedan operar más de una organización sindical en una misma empresa.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, detalló que la indicación propone que si la empresa tiene un número impar de trabajadores, el porcentaje señalado, correspondiente al 50%, se calculará sobre el número par inmediatamente anterior a aquel, de modo de que, teóricamente, pueden coexistir dos organizaciones sindicales en una misma empresa.

 
El Senador señor Letelier abogó por reducir el porcentaje exigido para constituir un sindicato, con la finalidad de favorecer la constitución de dos o más organizaciones de trabajadores en una misma empresa.

 
En la misma línea, la Senadora señora Goic afirmó que la indicación puede generar una restricción del número de trabajadores que puede negociar colectivamente, particularmente en empresas de menor tamaño, lo que sería resuelto al disminuir el porcentaje de representatividad exigido para constituir una organización sindical.

 
El Senador señor Allamand aseveró que el quórum de 8 trabajadores, actualmente vigente en el Código del Trabajo, tenía por objeto resolver las consecuencias derivadas de la fragmentación artificiosa de una misma empresa a propósito del denominado multirut. 

 
Con todo, afirmó que dicha problemática ha sido resuelta mediante diversas modificaciones legales, de modo tal que el quórum de 8 trabajadores requiere ser adaptado a la forma en que se organizan actualmente las pequeñas y medianas empresas. Con dicha finalidad, abogó por elevar el quórum requerido al equivalente a 25 trabajadores.

 
La Senadora señor Muñoz comentó que en aquellas legislaciones en que se consagra un quórum de 25 trabajadores para constituir una organización sindical, se establecen, al mismo tiempo, sindicatos representativos de distintos grupos de trabajadores, incluyendo procedimientos de negociación colectiva por área o sector de actividad.

 
En ese contexto, afirmó que la propuesta del Ejecutivo restringe innecesariamente la posibilidad de constituir organizaciones sindicales, afectando las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

 
El Senador señor Letelier reiteró la necesidad de disminuir el porcentaje exigido por la indicación para constituir una organización sindical, de modo de establecer que, si la empresa tiene 50 trabajadores o menos, 8 de ellos podrán constituir un sindicato siempre que representen, a lo menos, al 45% del total de los trabajadores de la empresa. Asimismo, abogó por eliminar la referencia que dicha indicación propone para aquellos casos en que hubiere un número impar de trabajadores, toda vez que dicha regulación resulta innecesaria al reducirse el porcentaje de 50% al 45% del total de trabajadores.


-Puesta en votación la indicación 22 a), fue aprobada, con modificaciones por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín.

NUMERAL 10)

REEMPLAZA EL ARTÍCULO 229 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO REFERIDO A LA DESIGNACIÓN DE DELEGADOS SINDICALES

INDICACIÓN 23


El Senador señor Zaldívar presentó la indicación 23, para sustituir el texto del artículo 229 aprobado en general por el Senado. Entre otras variaciones exige la presencia de un ministro de fe en las elecciones de delegados sindicales.

 
El Senador señor Letelier explicó que, entre la indicación en estudio y el texto aprobado en general por el Senado la diferencia radica en el tratamiento que aquélla propone en materia de fuero de los delegados sindicales, al apuntar a su eliminación, y al deber de informar a la Dirección del Trabajo respecto de la alteración en el número de afiliados.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que el Ejecutivo no comparte el tenor de la regulación propuesta en materia del fuero de los delegados sindicales, sin perjuicio de la necesidad de informar a la Dirección del Trabajo acerca de la alteración en el número de afiliados.

 
-Puesta en votación la indicación 23, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad, de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 23 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta, Pizarro y Walker, don Patricio formularon esta indicación para reemplazar el artículo 229 por el siguiente:

 
"Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa que tenga más de veinticinco trabajadores y que estén afiliados a un sindicato interempresa, de trabajadores eventuales o transitorios, siempre que sean ocho o más y que no se hubiere elegido a uno de ellos como director del sindicato respectivo, elegirán de entre ellos a un delegado sindical. Si la empresa tiene más de cincuenta trabajadores y los afiliados al sindicato fueren más de veinticinco trabajadores, podrán elegir un delegado sindical más, salvo que de entre los afiliados se hubiere elegido a un director sindical. Si de entre los trabajadores afiliados a dicho sindicato se hubieren elegido dos directores, no tendrán derecho a elegir delegados. Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.

 
Las elecciones a las que se refiere este artículo se realizarán en votación secreta y ante un ministro de fe y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a que se refiere el artículo 225, con copia a la Inspección del Trabajo respectiva.

 
La alteración en el número de afiliados, no modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima elección, sin perjuicio de informar a la Dirección del Trabajo sobre este hecho, a más tardar dentro del quinto día hábil de haberse producido la alteración.

 
El mandato de los delegados durará el tiempo que señalen los estatutos, y si éstos no lo regulan, tendrá la misma duración que el establecido para los directores.".
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, expuso que la indicación rebaja de 3 a 2 el número máximo de delegados sindicales en una empresa, y no recoge las observaciones de los miembros de la Comisión respecto de la materia.


-Puesta en votación la indicación 23 a), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 24


El Senador señor Letelier formuló la indicación 24 que también sustituye el texto del artículo 229 aprobado en general. Las enmiendas dicen relación con el número de trabajadores y cuántos delegados pueden elegir.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que existe la necesidad de mantener el fuero de los delegados sindicales, lo que requiere establecer la presencia de un ministro de fe en las elecciones. En efecto, arguyó que se requiere la certificación respecto del número de trabajadores que comparecen al nombramiento del delegado.

 
La Senadora señora Muñoz manifestó que, con la finalidad de aumentar los niveles de transparencia y certeza respecto de la elección de los delegados sindicales, resulta adecuado requerir la presencia de un ministro de fe.

 
La Senadora señora Goic coincidió con dicha observación.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, señaló que la necesidad de requerir la intervención de un ministro de fe resulta razonable. Con todo, afirmó que se trata de una exigencia que puede tornarse impracticable, habida cuenta de la insuficiente cantidad de ministros de fe en todos los lugares en que operen sindicatos interempresa, lo que genera la necesidad de permitir que dicha materia sea regulada en los estatutos de las respectivas organizaciones.

 
La Senadora señora Muñoz consultó respecto del número de delegados sindicales que podrían elegirse en conformidad a la normativa vigente y a las indicaciones en estudio.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que, en aquellos casos en que existen entre 8 y 25 trabajadores, se elige a un delegado sindical; dos, si existen más de 51 trabajadores; y tres si existen más de 75 trabajadores. Tratándose de la indicación en estudio, detalló que, tratándose de aquellos casos en que hubiere más de 26 y hasta 100 trabajadores en un sindicato interempresa, podrá elegir hasta dos delegados, y hasta tres, en el caso que sobrepasare los 100 trabajadores.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que el texto aprobado en general por el Senado otorga mayor representatividad a las empresas de menor tamaño, lo que resulta adecuado.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió con dicha observación.

 
-Puesta en votación la indicación 24, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad, de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

NUMERAL 11)

MODIFICA EL ARTÍCULO 231 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE INTEGRAR EL DIRECTORIO DEL SINDICATO CON DIRECTORAS CON DERECHO A FUERO EN UNA PROPORCIÓN DEL 30% DEL TOTAL DEL DIRECTORIO

INDICACIÓN 25


La Presidenta de la República propone efectuar una mención integral de las prerrogativas del Código del Trabajo con relación a las directoras de sindicatos.

INDICACIÓN 26

 
La Presidenta de la República, a su vez, sugiere reemplazar la integración de directoras en los sindicatos de un 30% al tercio del total del directorio.

INDICACIONES 27 Y 28


La Presidenta de la República y los Senadores señores Allamand y Larraín coinciden en sustituir la mención “a su” porcentaje de afiliación por “al” porcentaje de afiliación, en el caso de las mujeres de un sindicato, en el tema del cálculo de porcentaje para el nombramiento de directoras.

INDICACIONES 29 Y 30


La Presidenta de la República y los Senadores señores Allamand y Larraín coinciden en especificar que se trata de la “afiliación de trabajadoras”, respecto del cálculo del porcentaje para el nombramiento de directoras.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que la indicación 25 del Ejecutivo apunta a esclarecer el sentido del texto aprobado en general por el Senado, en materia de la incorporación de directoras con derecho a fuero.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, afirmó que la indicación 26 apunta a elevar la sugerencia de incorporación de mecanismos de cuotas, de un 30% a un tercio, con la finalidad de favorecer su aplicación, considerando que, por regla general, la mayoría de los sindicatos se componen un número múltiplo de tres.

 
-Puestas en votación las indicaciones 25, 26, 27, 28, 29 y 30, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

NUMERAL 12)

MODIFICA EL ARTÍCULO 243 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA INCLUIR LA RENUNCIA AL SINDICATO COMO CAUSAL DE PÉRDIDA DEL FUERO SINDICAL Y EL TÉRMINO DEL FUERO TAMBIÉN POR CADUCIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA DEL SINDICATO


Al inciso primero del artículo 243 propuesto, se formularon cuatro indicaciones que lo sustituyen.

INDICACIÓN 31


El Senador señor Araya sugiere otorgar fuero a los trabajadores y trabajadoras que habiendo sido candidatos no resultaron electos.

 
El asesor legislativo del Ministerio Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que el texto aprobado en general por el Senado agrega una nueva hipótesis en que el dirigente sindical pierde su fuero, para aquellos casos en que renuncia al sindicato. En ese contexto, afirmó que la indicación establece una norma aplicable a los candidatos a directores que ni hubieren sido electos, la que, en opinión del Ejecutivo, resulta innecesaria.

 
-Puesta en votación la indicación 31, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 32


Los Senadores señores Zaldívar y Letelier proponen reemplazar el inciso primero cuya única variante es introducir la renuncia al cargo de los directores sindicales como causal de la pérdida del fuero.

 
La Senadora señora Goic afirmó que no resulta adecuado establecer la pérdida del fuero por la renuncia al cargo, toda vez que ello puede generar cierta rigidez en el ejercicio de éste al fomentar la mantención de los dirigentes sindicales que tuvieren una causa justificada para cesar en su labor.


-Puesta en votación la indicación 32, fue rechazada por 3 votos en contra, de los Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

INDICACIÓN 33


El Senador señor Navarro sugiere un inciso primero del siguiente tenor:

 
“Artículo 243.- Los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido en la legislación vigente, desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deban hacer abandono del mismo, o por término de la empresa.”.

 
-Puesta en votación la indicación 33, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 34


Los Senadores señores Allamand y Larraín, al igual que los Senadores señores Zaldívar y Letelier, introducen un cambio respecto del texto aprobado en general, que consiste en incluir como causal de pérdida del fuero laboral el haber renunciado al cargo.

 
El Senador señor Larraín afirmó que, considerando que el fuero se origina a propósito del ejercicio de las funciones de dirección sindical, resulta lógico que, al producirse la renuncia al cargo -entre otras causales-, se produzca la extinción de dicha prerrogativa. Agregó que idéntica situación se verifica cuando se trata de cierre de un determinado establecimiento de una empresa.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió con dicha observación.

 
El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, afirmó que la jurisprudencia judicial en materia de la pérdida del fuero de los dirigentes sindicales ha establecido, en virtud del artículo 174 del Código del Trabajo, que el desafuero opera ante el vencimiento del plazo convenido en el contrato de trabajo o la conclusión del trabajo o servicio que le dio origen.

 
En cuanto al término del fuero ante el cierre del establecimiento o faena, añadió que la jurisprudencia administrativa ha establecido que el término de la empresa se produce cuando desaparecen algunos o la totalidad de los elementos que la conforman, lo que exige ponderar las hipótesis según el caso específico de que se trate.

 
-Puesta en votación la indicación 34, fue rechazada por 3 votos en contra, de los Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

INDICACIÓN 34 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para reemplazar en el artículo 243 la expresión “por renuncia al sindicato”, por la locución “por renuncia al cargo o al sindicato”.
 
El Senador señor Allamand explicó que la indicación apunta a evitar que, mediante maniobras artificiosas, se generen fueros sindicales dobles, tal como ocurriría al producirse, de mala fe, la renuncia al cargo.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, especificó que dicha hipótesis puede ser resuelta mediante las sanciones que el proyecto establece a propósito del ejercicio de los derechos sindicales de mala fe o con abuso del derecho.


-Puesta en votación la indicación 34 a), fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 35


El Senador señor Harboe, mediante la indicación 35, propone agregar un inciso final al artículo 243, para contemplar como causal de pérdida del fuero de los directores de sindicato el haber sido condenado como autor, cómplice o encubridor de un delito durante el ejercicio de las funciones de director y con ocasión de las mismas.


La Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta advirtió que en la indicación no se determina el tipo de delito que haga perder el fuero a un director de sindicato, configurando una especie de tipo penal abierto.


El Senador señor Letelier comentó que la inquietud del Senador Harboe sería atendible si se calificara el delito, cosa que no ocurre con la indicación formulada.


La Senadora señora Muñoz manifestó su opinión contraria a la propuesta del Senador señor Harboe, dada la redacción genérica que podría implicar cualquier tipo delictivo.


-Puesta en votación la indicación 35, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.


-Puesto en votación el numeral 12, resultó aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 abstenciones de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

NUMERAL 13)

MODIFICA EL ARTÍCULO 249 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA SUSTITUIR EL CONCEPTO DE “PERMISOS” DE LOS DIRECTORES Y DELEGADOS SINDICALES POR EL DE “HORAS DE TRABAJO SINDICAL”


No se presentaron indicaciones.


-La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier aprobaron en particular el numeral 13.

NUMERAL 14)

MODIFICA EL ARTÍCULO 250 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA SUSTITUIR EL CONCEPTO DE “PERMISOS” DE LOS DIRECTORES Y DELEGADOS SINDICALES POR EL DE “HORAS DE TRABAJO SINDICAL”


A la letra a) del numeral 14), que reemplaza el concepto de permisos por horas de trabajo sindical, no se formularon indicaciones y fue aprobado en particular por unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.


La letra b) del artículo 250, que fue aprobada en general, posibilita tres semanas para los directores y delegados, cuya finalidad sea asistir a actividades de formación y capacitación. Al respecto, se hicieron presentes las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN 36


El Senador señor Ossandón sugiere agregar que esas tres semanas también se ocupen para realizar actividades indispensables para el cumplimiento de sus funciones de dirigentes.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, observó que se ocupe el calificativo de “indispensables” y tampoco se delimite con claridad lo indispensable de lo no indispensable ni quién califica aquello.


-Puesta en votación la indicación 36, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.

INDICACIÓN 37


EL Senador señor Araya presentó la indicación 37 para agregar a la letra b) del artículo 250 el siguiente párrafo: 

 
“Los directores y delegados sindicales que hagan uso de este derecho, deberán informar detalladamente a la Asamblea Sindical más próxima, el contenido de las actividades de formación y capacitación sindical a las que hubiere asistido.”.


La Senadora señora Muñoz consideró que el texto de la indicación contiene un exceso de injerencia y control sobre la actividad sindical.


-Puesta en votación la indicación 37, fue rechazada 2 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y 1 abstención del Senador señor Letelier.


La Senadora señora Goic señaló que esta materia corresponde a aquellas que deben ser reguladas por los propios sindicatos.


La letra c) del numeral 14 no fue objeto de indicaciones, por lo que fue aprobada en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

NUMERAL 15)

MODIFICA EL ARTÍCULO 252 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA SUSTITUIR EL CONCEPTO DE “PERMISOS” DE LOS DIRECTORES Y DELEGADOS SINDICALES POR EL DE “HORAS DE TRABAJO SINDICAL”

No se presentaron indicaciones.

 
-La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier aprobaron en particular el numeral 15.

NUMERAL 16)

MODIFICA EL ARTÍCULO 256 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA CONSIDERAR EN EL PATRIMONIO DEL SINDICATO LOS APORTES O CUOTA SINDICAL DEL EX AFILIADO Y DE LOS NO AFILIADOS QUE HAYAN ACEPTADO LA EXTENSIÓN DE BENEFICIOS

INDICACIÓN 38


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen eliminar el texto que dice: “y por la totalidad o parte de la cuota sindical ordinaria de los no afiliados que hayan aceptado que se les aplique la extensión de beneficios de conformidad al inciso tercero del artículo 323”.


El asesor del Senador señor Allamand, señor Sergio Morales, previa autorización de la Comisión para hacer uso de la palabra, explicó que la indicación apunta a evitar que la extensión de beneficios produzca el pago de la cuota sindical sin que ello genere, necesariamente, la afiliación a la organización sindical.

 
El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que la indicación regula un aspecto accesorio del mecanismo de extensión de beneficios que contempla la iniciativa. 

 
En ese contexto, añadió que, al aceptarse que el patrimonio sindical fuera compuesto, entre otros rubros, por el aporte que se obtiene de la aplicación de artículo 323 del Código del Trabajo, se pudo haber interpretado equívocamente que los autores de la indicación manifestaban su anuencia con dicho mecanismo, lo que pretende ser resuelto por la indicación en estudio.


-Puesta en votación la indicación 38, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 38 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta y Pizarro formularon esta indicación para efectuar las siguientes modificaciones al artículo 256:

 
i) Elimínase la letra “y”, entre la coma (,) posterior al guarismo 324 y la palabra “por”.

 
ii) Elimínase el punto final (.) después del guarismo 323 y sustitúyese por una coma (,).

 
iii) Agrégase después de la coma, la siguiente frase final: “y por la cuota sindical ordinaria de los trabajadores no afiliados al sindicato a los que el empleador hizo extensivo los beneficios de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del mismo artículo”.


-Puesta en votación la indicación 38 a), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

 
Seguidamente, el Senador señor Letelier, en conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada de la frase contenida en el numeral 16 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, con la finalidad de eliminar la modalidad de pago de la cuota sindical ordinaria de los no afiliados al sindicato -esto es, la determinación respecto a si ésta debe ser pagada en su totalidad o parcialmente-, toda vez que, arguyó, corresponde a una materia en que debe primar el acuerdo entre el empleador y las organizaciones sindicales.

 
-Puesto en votación el numeral 16 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, con excepción de la frase indicada fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

NUMERAL 17)

MODIFICA EL ARTÍCULO 268 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA SUPRIMIR LA EXIGENCIA DE CONTAR CON UN MINISTRO DE FE RESPECTO DE LA PARTICIPACIÓN DE UN SINDICATO EN LA CONSTITUCIÓN DE UNA FEDERACIÓN Y RESPECTO DE LA AFILIACIÓN O DESAFILIACIÓN

INDICACIÓN 39


Los Senadores señores Allamand y Larraín presentaron la indicación 39 para suprimir el numeral 17.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo propició mantener el texto aprobado en general, dado que amplía el principio de libertad sindical y de autodeterminación del sindicato. Asimismo aseguró que la práctica de constitución de federaciones y confederaciones es llevada a cabo sin la participación de un ministro de fe.


El Senador señor Letelier comentó que al constituirse una federación o confederación no se confieren nuevos fueros, que hagan requerir controles especiales, sino que dice relación con la organización y el ejercicio de la libertad sindical.


El Senador señor García Ruminot opinó que es de toda lógica mantener la exigencia de contar con un ministro de fe, que acredite que los dirigentes que están participando en la constitución de una federación o confederación tienen esa calidad y representación.


-Puesta en votación la indicación 39, fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Letelier.


La Senadora señora Muñoz puntualizó que la indicación 39, al querer mantener la exigencia de un ministro de fe, se entromete en la autonomía de las organizaciones sindicales.


Luego, la Comisión aprobó en particular el numeral 17) con 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor García Ruminot.

INDICACIÓN 39 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta y Pizarro formularon esta indicación para suprimir el numeral 17.


-Puesta en votación la indicación 39 a) fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

NUMERAL 18)

MODIFICA EL ARTÍCULO 272 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE PORCENTAJE PARA ELEGIR DIRECTORAS EN LAS FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES 

 
El texto aprobado en general dispone que los estatutos de las federaciones y confederaciones deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que sus directorios sean integrados por un número de directoras con derecho al fuero, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 274, no inferior al 30% del total del directorio con estas prerrogativas, a menos que el porcentaje de las trabajadoras que puedan ser elegidas de conformidad al artículo 273 sea inferior, caso en el cual deberán ser designadas todas estas.

INDICACIONES 40 Y 41


La Presidenta de la República formuló estas indicaciones para sustituir el 30% del total del directorio de federaciones y confederaciones por un tercio (indicación 40) y reemplazar las dos últimas frases del texto del numeral 18) por la siguiente (indicación 41): “o la que corresponda al porcentaje de trabajadoras que puedan ser electas de conformidad al artículo 273, en caso de ser inferior.”.


La asesora del Subsecretario del Trabajo señora Claudia Donaire Gaete explicó que la indicación 41 tiene como finalidad aclarar la situación que ocurre en las federaciones y confederaciones, respecto de las personas que pueden ser electas en los cuerpos directivos, que son aquellas que detenta la calidad de dirigente de base, esto es, existe una población elegible. Por ello se dispone que en el evento que las mujeres elegibles tengan una proporción inferior al tercio, se ajuste hacia abajo la regla.


-Puestas en votación las indicaciones 40 y 41 fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot y Letelier.

NUMERAL 19) 


El texto aprobado en general modifica el artículo 274 del Código del Trabajo, referido a las federaciones y confederaciones, con el objetivo de sustituir el concepto de permiso por horas de trabajo sindical.

 
No se presentaron indicaciones.

 
-La Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot y Letelier, aprobó en particular este numeral.

NUMERAL 20)


El texto aprobado en general incorpora en el artículo 278, referido a las centrales sindicales, el siguiente inciso final, nuevo:

 
“Asimismo, los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que su cuerpo directivo sea integrado por un número de directoras con derecho al fuero, inamovilidad funcionaria, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 283, no inferior al 30%.”.


No se presentaron indicaciones.

 
-La Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot y Letelier, aprobó en particular este numeral.

NUMERAL 21)

SUPRESIÓN EN EL ARTÍCULO 281 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO DE LA EXIGENCIA DE UN MINISTRO DE FE PARA LA SESIÓN EN QUE SE DECIDE LA AFILIACIÓN O DESAFILIACIÓN A UNA CENTRAL SINDICAL

INDICACIÓN 42


Los Senadores señores Allamand y Larraín propone eliminar el numeral 21, esto es, mantener la exigencia de un ministro de fe.


El Senador señor Larraín preguntó por qué se quiere evitar la presencia de un ministro de fe, en circunstancias que ello le da garantía de seriedad a las decisiones de afiliación o desafiliación.


El Senador señor Letelier insistió en destacar que estas decisiones no significan crear fueros ni generar mayores derechos, sino que está en estricta relación con las decisiones propias y autónomas que pueden adoptar las organizaciones.


-Puesta en votación la indicación 42 fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

 
-Seguidamente, la Comisión por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot y Letelier aprobó en particular numeral 21.

INDICACIÓN 42 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para incorporar el siguiente numeral nuevo:

 
“…) Elimínase del epígrafe del Capítulo IX del Libro III, la expresión “desleales o”.
 
-Puesta en votación la indicación 42a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

NUMERAL 22)

 
El texto aprobado en general modifica el artículo 283 del Código del Trabajo, referido a las centrales sindicales, con el objetivo de sustituir el concepto de permiso por horas de trabajo sindical.


No se presentaron indicaciones.

 
-La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier, aprobó en particular este numeral.

NUMERAL 23)

PRÁCTICAS DESLEALES DEL EMPLEADOR

 
El texto aprobado en general modifica el artículo 289 del Código del Trabajo, referido a las prácticas desleales del empleador. 

INDICACIÓN 43 A LA LETRA a), ordinal i), que agrega como prácticas desleales del empleador, además de las acciones, las omisiones que atenten contra la libertad sindical.

La indicación 43 de los Senadores señores Allamand y Larraín proponen eliminar el ordinal i).


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo explicó que el artículo 289 del Código del Trabajo es un catálogo abierto, por lo que al incluir las omisiones de los empleadores comprende tal situación, las que además pueden llegar a ser consideradas por la jurisprudencia como prácticas desleales o antisindicales de los empleadores.


El Senador señor Larraín manifestó que la incorporación de las omisiones presenta dos inconvenientes, el primero conformado por la apertura de situaciones que pueden significar una judicialización que puede prestarse para enormes equívocos, ya que no se podría evitar interpretar que una omisión de un empleador puede ser entendida como una práctica antisindical. El segundo argumento, precisó, está dado por la abstención que se le exige al empleador de ejecutar acciones que puedan ser contrarias a los intereses del sindicato y cuando se contemplan omisiones, a lo que se le está obligando al empresario es a tener conductas activas, porque si se omite puede ser acusado de prácticas antisindicales. Por lo tanto, puntualizó que le parecía contraproducente la incorporación de las omisiones.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, reiteró el carácter de catálogo abierto de las prácticas desleales y señaló que en el artículo se establecen ejemplos de conductas que habitualmente ocurren y son sancionadas, y tienen el carácter de omisiones, por ejemplo: el que se niegue a entregar información. Continuó diciendo que algunas discriminaciones se manifiestan por la vía de la omisión y por ello incluirlas le da mayor consistencia al catálogo abierto.


El Senador señor Letelier añadió que el bien que se trata de resguardar es la libertad sindical y la inclusión de las omisiones dice relación con la interpretación de la responsabilidad de cada persona.


-Puesta en votación la indicación 43, fue aprobada por 3 votos, de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores García Ruminot y Larraín, y 2 votos en contra de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier.


-Seguidamente, la Comisión aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier, las enmiendas aprobadas en general referidas al ordinal ii y la letra b) del numeral 23).

INDICACIÓN 44 A LA LETRA c) que sustituye en la letra a) del artículo 289 la frase “El que obstaculice” por el término “Obstaculizar”, en relación a la formación o funcionamiento de sindicatos de trabajadores.

La indicación 44 del Senador señor Harboe sugiere reemplazar “Obstaculizar” por “Obstaculizar y/o impedir” 


El Senador señor Larraín indicó que obstaculizar es menos que impedir, ya que esta última acción es determinante.


-Puesta en votación la indicación 44, fue rechazada por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.


En sesión posterior, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy informó la indicación del Ejecutivo para modificar la letra a) del artículo 289 en un aspecto de redacción y con la finalidad de incorporar la indicación 60 formulada por el Senador señor Harbor y que había sido aprobada por unanimidad, la que consiste en agregar como práctica desleal el despido de trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse.


-Seguidamente, la Comisión aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier, las enmiendas aprobadas en general referidas a la letra d) del numeral 23).

INDICACIÓN 45 A LA LETRA e) que sustituye la frase “El que ofrezca u otorgue” por la expresión “Ofrecer u otorgar”, en relación con beneficios especiales con el fin exclusivo de desestimular la formación de un sindicato


La indicación 45 de los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar sugiere la siguiente redacción para esta práctica desleal: “el que ofrezca u otorgue beneficios especiales que no tengan otro objeto que desestimular la formación de un sindicato.”.


-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 45 en sesión de 7 de octubre de 2015.


El Senador señor Larraín advirtió que el texto aprobado en general considera como práctica desleal “Ofrecer u otorgar beneficios especiales que signifiquen desestimular la formación de un sindicato”, redacción que posibilita interpretaciones absolutamente genéricas. En cambio la indicación 45 confiere precisión al objetivo de lo que se estaría considerando práctica desleal del empleador.


El Senador señor Letelier opinó que la indicación 45 repone el alcance del texto original, en circunstancias que el texto aprobado en general coincide con el concepto de catálogo abierto.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, comentó que en esta modificación y en las otras propuestas se objetivan las conductas y por tanto excluye de la redacción todos los elementos subjetivos y se le da claridad a las conductas que constituyen prácticas antisindicales, evitando la judicialización del tema.


-Puesta en votación la indicación 45, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

INDICACIÓN 46 AL ORDINAL ii), para suprimirlo


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen suprimir el ordinal ii) que sustituye “con el fin exclusivo de desestimular la formación de un sindicato” por “que signifiquen desestimular la formación de un sindicato”.

 
-Puesta en votación la indicación 46, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.


A continuación, la Comisión aprobó la letra e) del numeral 23) por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

INDICACIONES 47, 48, 49 Y 50 A LA LETRA f) referida a la práctica desleal de realizar acciones a fin de evitar la afiliación de un trabajador a un sindicato ya existente

Los Senadores señores De Urresti, y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier, respectivamente, proponen sustituir “a fin de evitar” por “evitando”.


-Estas indicaciones fueron retiradas en sesión de 7 de octubre de 2015.


-La Comisión aprobó en particular las letras f) y g) del numeral 23) por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier
INDICACIÓN 51 A LA LETRA h) que incorpora –en una letra f) del artículo 289- otra práctica desleal del empleador: “Negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado, frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo”

Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen eliminar la letra h).

INDICACIÓN 52 A LA LETRA f) que se agrega al artículo 289


Los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar sugieren agregar a Negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado, frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo, lo siguiente: “salvo que el empleador solicite, dentro de tercero día corrido, que el tribunal del trabajo determine si el dirigente tiene fuero”.
 
-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 52 en sesión de 30 de septiembre de 2015.

INDICACIÓN 53 A LA LETRA f) que se agrega al artículo 289


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen agregar, luego de “Inspección del Trabajo”, la frase “fundado en resolución judicial”.


-La Comisión discutió en conjunto las indicaciones 51, 52 y 53.


El Senador señor Larraín manifestó que del texto de la letra f) propuesta se desprende que no existe una resolución firme y, por lo tanto, no sería razonable en ese estado del proceso obligar a la reincorporación del dirigente.


La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, explicó que el sentido de la letra f) propuesta es visibilizar en el catálogo abierto que la Dirección del Trabajo es la que en definitiva realiza el acto de reincorporación del dirigente sindical, dado que cuenta con la certificación de vigencia de quiénes tienen el rol de dirigentes sindicales. En ese contexto, al igual como ocurre con el fuero maternal, la Inspección del Trabajo tiene facultades para proceder a la reincorporación. Entonces, la conducta que se quiere considerar –tal como la han resuelto los tribunales interpretando lo que se entiende por atentado a la libertad sindical- es que negarse a un acto de un ministro de fe y fiscalizador, constituye un acto atentatorio de la libertad sindical.


El Senador señor Letelier recordó que las prácticas desleales es un catálogo abierto y en el caso específico de la letra f) se quiere visibilizar una realidad ya existente, dado que la Dirección del Trabajo determina y certifica quien cuenta con el fuero.


El Senador señor Larraín insistió en la necesidad de que exista un camino procesal, porque puede estar en curso un juicio de desafuero y la Dirección del Trabajo arguya que dicho dirigente cuenta con el certificado correspondiente. Por lo tanto, opinó que debe haber un proceso judicial terminado.


La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, aclaró que una vez trabada la competencia de un juicio de desafuero, la Inspección del Trabajo no puede intervenir.


El Senador señor Letelier recordó que en el Código del Trabajo se regula el desafuero y el tema de las prácticas desleales es una enumeración abierta que no corresponde al desafuero.


-La Comisión puso en votación las indicaciones 51 y 52, las que fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.


-Luego, aprobó con la misma unanimidad la letra h) del numeral 23), dejando pendiente la resolución de la indicación 53, que se concordará con la propuesta que oportunamente se presentará a la Comisión.


En sesión posterior el Ejecutivo formuló una indicación para agregar a la letra f) que se propone una frase final que dice: “salvo que el tribunal respectivo haya decretado la separación provisional del trabajador de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 174.”.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la indicación apunta a establecer, como práctica desleal, negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo, salvo que el tribunal respectivo haya decretado la separación provisional del trabajador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 174 del Código del Trabajo.

 
De ese modo, detalló que la indicación del Ejecutivo, teniendo en consideración la indicación 53, apunta a establecer que la hipótesis de práctica antisindical, en lo relativo a las facultades del Director del Trabajo para ordenar la reincorporación de un trabajador aforado, se distingue de las facultades jurisdiccionales para decretar la separación de un trabajador en un juicio por desafuero.

 
 -Puesta en votación la indicación 53, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


-Asimismo, la Comisión aprobó el ordinal i de la letra i) del numeral 23) por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 54 A LA LETRA i), ordinal ii), que contempla como práctica desleal “Ejercer discriminaciones indebidas entre trabajadores con el fin exclusivo de incentivar o desestimular la afiliación o desafiliación sindical”

Los Senadores señores Allamand y Larraín sugieren la eliminación del ordinal ii).


-Puesta en votación la indicación 54, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 a favor de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.


-Puestos en votación los ordinales ii e iii de la letra i) del numeral 23) fueron aprobados por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 en contra de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.

INDICACIÓN 55 A LA LETRA j) que sustituye la letra h) por la siguiente práctica desleal del empleador: “Otorgar unilateralmente a trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios pactados por estas en un instrumento colectivo, e”.


Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 55 para sustituir la letra h) por la que sigue:

 
“h) Pactar con trabajadores no afiliados a la organización o a las organizaciones que los hubieran negociado los mismos beneficios obtenidos por éstas en un instrumentos colectivo, salvo cuando ello se funde, entre otras razones, en capacidades, calificaciones, idoneidad, antigüedad, responsabilidad o productividad del trabajador o en la circunstancia de realizar labores similares.”.

INDICACIONES 56 PARA ELIMINAR EN LA LETRA h) la expresión “, e”, E INDICACIÓN 57 PARA AGREGAR A LA LETRA h) un párrafo segundo


La Presidenta de la República formuló dichas indicaciones y el párrafo nuevo dice:

 
“No constituyen práctica antisindical los acuerdos individuales sobre remuneraciones o beneficios que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador, e”.


-La Comisión discutió en conjunto las indicaciones 55, 56 y 57.


El Senador señor Letelier consultó al Ejecutivo, en relación a la indicación 57, sobre el alcance del concepto de beneficios, porque si no es precisado se puede prestar para una interpretación indebida.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que para el Ejecutivo es importante que se acoja la indicación 57, porque deja en claro que no constituyen práctica antisindical del empleador los acuerdos individuales basados en criterios objetivos y entre ellos se encuentran las remuneraciones y los beneficios, dado que estos últimos son aquellos que se entregan a los trabajadores por razones del esfuerzo que realizan. Además, indicó que se trata de prácticas que utilizan las administraciones de las empresas, las que –opinó- no se pueden excluir de los acuerdos particulares con los trabajadores.


El Senador señor Letelier dijo entender que lo que no se quiere es que se considere una práctica antisindical ciertos acuerdos que se produzcan entre el empleador y un trabajador determinado, basado en criterios objetivos. El problema se presenta –precisó- con la redacción, ya que incluir el concepto de beneficios puede provocar confusión y poca claridad.


La Senadora señora Muñoz manifestó su reserva sobre esta modalidad propuesta por el Ejecutivo, porque puede significar no considerar como práctica antisindical la extensión de beneficios por el empleador a algunos trabajadores en sus contratos individuales.


Agregó que este es una materia fundamental, que dice relación las ideas matrices del proyecto de establecer que los sindicatos junto con el empleador decidan la extensión de beneficios lograda en la negociación colectiva.


El Senador señor Larraín declaró no compartir la aprensión respecto de la inclusión de la expresión beneficios, en el sentido de estar incorporando un elemento subjetivo, porque las remuneraciones o beneficios están condicionadas por los elementos objetivos que se detallan en la indicación del Ejecutivo, esto es, capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador.


Recordó que además estas disposiciones están vinculadas a los contratos individuales de trabajo.


La Senadora señora Goic manifestó que los términos de la indicación 55 van más allá de la indicación 57 del Ejecutivo, al incluir como elemento que determine que no constituye práctica antisindical el pactar beneficios fundado en la circunstancia de realizar labores similares, materia claramente subjetiva.


Respecto de la discusión sobre los términos remuneraciones y beneficios, opinó que la explicación del Ejecutivo no es lo suficientemente clara para justificar la inclusión de los beneficios.


La Senadoras señoras Muñoz y Goic propusieron suprimir, en la indicación 57, la expresión “o beneficios”, de manera de no introducir un elemento subjetivo en esta materia.


El Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido, expresó que la indicación 57, formulada por el Ejecutivo, tiene por objetivo evitar que la titularidad sindical lleve al extremo de que no pueda existir ninguna capacidad de mejorar las condiciones de algún trabajador que así lo merece. 


Agregó que si un trabajador no quiere participar en el sindicato, esa circunstancia no puede significar un congelamiento de su remuneración real ni de sus beneficios.


Declaró que es importante mantener el concepto beneficios, porque existen casos particulares, como por ejemplo tener el beneficio de almuerzo, que no debiera constituir un problema al momento de otorgarlo.


Se manifestó en disposición de buscar un mejoramiento de la redacción de la indicación 57, pero no en el sentido de restringir la capacidad de otorgar remuneraciones y beneficios a los trabajadores que cumplan con los elementos individualizados.


El Diputado señor Andrade puntualizó que uno de los elementos fundantes de este proyecto –iniciado por el Ejecutivo- es la titularidad sindical, en conjunto con la huelga y pactos, de modo que cualquier idea que afecte uno de estos pilares debiera analizarse con criterio restrictivo.


Al hablarse de la extensión de beneficios, continuó expresando, que es una de las bases de la iniciativa, y se observan fórmulas que la afectan el concepto debe ser restrictivo y recordó que el proyecto ya tiene considerado que si el empleador ofrece el IPC en su primera oferta lo puede extender posteriormente más allá del sindicato, factor que está horadando el principio de la titularidad sindical.


La indicación 57 del Ejecutivo es ambigua, porque el concepto de beneficios puede ser cualquier cosa, en contraposición a las remuneraciones que están definidas en la ley.


El Senador señor Letelier clasificó las partes que componen la indicación 57 del Ejecutivo: calificación de los acuerdos como individuales, remuneraciones o beneficios y los elementos para objetivar dichas remuneraciones o beneficios.


Reiteró que la redacción suscita dudas acerca de los abusos que se puedan cometer y propuso considerar la expresión “acuerdos individuales excepcionales”, en el sentido de que no se repitan una y otra vez para muchos trabajadores, es decir, que se trate de un acuerdo excepcional para que no sea considerado práctica antisindical.


El Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido, manifestó una discrepancia con el Diputado Andrade sobre el concepto de titularidad sindical, porque una cosa es que dicho concepto lleve a ser sujeto de negociación a un grupo y no a otros, y los que no son parte de un sindicato simplemente no pueden negociar grupalmente. Otra cosa distinta, prosiguió explicando, es que el sujeto de negociación sea dueño de los beneficios que pueda otorgar la empresa.


Añadió que no se está horadando la titularidad, sino que se está sacando o incorporando incentivos para que los trabajadores sean parte del sindicato.


Aseguró que nadie quiere que mediante la indicación se extiendan beneficios que el sindicato obtenga, de manera encubierta y por ello reiteró su disposición a que se concuerda una redacción.


-La Comisión acordó dejar pendiente la resolución de la indicación 57.


-A continuación se puso en votación la indicación 55, que fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores García Ruminot y Larraín.


-La indicación 56, dirigida al texto aprobado en general, en su calidad de adecuación formal fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Larraín y Letelier.


Con posterioridad el Ejecutivo formuló una indicación que fue explicada por el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, quien señaló que en lo fundamental propone establecer que constituirá práctica antisindical el otorgar o convenir con trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado los mismos beneficios pactados en un instrumento colectivo, salvo respecto de la extensión del índice de precios al consumidor.

 
Asimismo, establece que no constituye práctica antisindical el o los acuerdos individuales entre el empleador y el trabajador sobre remuneraciones o sus incrementos que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador.

 
El Senador señor Letelier abogó por enfatizar el carácter excepcional de los acuerdos individuales que se hubieren suscrito, al operar específicamente respecto de un trabajador determinado, atendidas sus características especiales. Asimismo, sostuvo que, a la luz de la redacción propuesta, se debe atender a las cláusulas contenidas en un instrumento colectivo vigente.

 
La Senadora señor Goic coincidió en la necesidad de excluir la noción de beneficios dentro de las hipótesis que no constituyen una práctica antisindical, incluyendo sólo a las remuneraciones e incrementos.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que, en la práctica, en las empresas se produce una evaluación individual de sus trabajadores, de la que pudieren derivar incrementos en remuneraciones o beneficios, lo que debe ser recogido en la disposición en estudio.

 
El Senador señor Larraín formuló expresa reserva de constitucionalidad de la indicación propuesta, toda vez que, al sancionar aquellos casos en que el empleador pueda convenir determinados acuerdos con trabajadores no sindicalizados, se vulnera el derecho del empleador a administrar su organización económica y la libertad de contratación, junto a una afectación de la libertad de trabajo, en los términos en que dichas garantías se encuentran contenidas en los numerales 16 y 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental.

 
Asimismo, añadió que la regulación propuesta puede distorsionar el clima de relaciones laborales e introducir desigualdad en sus condiciones de trabajo.

 
El abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, agregó que no resulta adecuado excluir al otorgamiento de beneficios como una de las causales que no puede generar una práctica antisindical.

 
En la sesión siguiente, el Ejecutivo introdujo el término “unilateralmente” en el otorgamiento de beneficios a los trabajadores no afiliados y el Senador señor Larraín aseveró que, al establecer que el otorgamiento unilateral constituye una práctica antisindical, se descarta que dicha sanción opere en aquellos casos en que hubiere mediado un acuerdo entre trabajador o una organización sindical y el empleador.

 
El Senador señor Letelier explicó que, en aquellos casos en que existe anuencia de la respectiva organización sindical, no se verifica una práctica antisindical, en tanto que, cuando lo hubiere convenido directamente con el trabajador, se trata de un acuerdo individual y excepcional que debe ser interpretado restrictivamente.

INDICACIÓN 56 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta y Pizarro formularon esta indicación para agregar a la letra h) del artículo 289, la siguiente frase final: “salvo los beneficios que el empleador haya extendido de acuerdo a la facultad que le otorga el artículo 323, inciso sexto, de este Código”.
 
-Puesta en votación la indicación 56 a), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 58 A LA LETRA k) que agrega otra práctica desleal del empleador: “No descontar o no integrar a la organización sindical respectiva las cuotas o aportes sindicales, ordinarios o extraordinarios, que corresponda pagar por los afiliados, o la cuota o aporte convenido en un acuerdo de extensión de conformidad al artículo 323, cuando éste proceda.”.


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen eliminar la frase referida al acuerdo de extensión.


-Esta indicación 58 fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIONES 59, 60, 61 Y 62, PARA AGREGAR LETRAS NUEVAS AL ARTÍCULO 289


El Senador señor Harboe presentó las indicaciones 59 a 62 con la finalidad de agregar otras prácticas desleales de los empleadores, cuyo texto son los siguientes:


59: “Reemplazar los puestos de trabajo de aquellos trabajadores que se encontraren ejerciendo su derecho a huelga.”.

60: “Despedir a trabajadores por haber manifestado su  intención de sindicalizarse.”

61: “Ejercer presiones indebidas u hostigar a directores sindicales.”.


62: “Ejercer cualquier acción u omisión tendientes a obstaculizar, desincentivar o disuadir la formación de sindicatos.”.


La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, afirmó que la conducta que pretende ser sancionada en la indicación 59 se encuentra contenida en el artículo 406 que propone incorporar al Código del Trabajo el numeral 28 del artículo 1° del proyecto.


La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que la indicación 60 puede ser subsumida dentro de las prácticas desleales que propone la letra a) del numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, al especificar la hipótesis que detalla el artículo 289 del Código del Trabajo.

 
El Senador señor Larraín aseveró que el despido por haber manifestado el trabajador su intención de sindicalizarse presenta una serie de dificultades en el ámbito probatorio, particularmente respecto del elemento subjetivo que ello supone.

 
El Senador señor Allamand coincidió con dicha observación.

 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, explicó que la figura propuesta reproduce el despido anti sindical, que contempla el artículo 294 que se propone incorporar al Código del Trabajo, que sanciona el término de la relación laboral por represalia a la afiliación sindical. En consecuencia, afirmó que la indicación 60 resulta coherente con dicha disposición.


-Puesta en votación la indicación 59, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


-Puesta en votación la indicación 60, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


-Posteriormente, se reabrió el debate y el Ejecutivo formuló una indicación, cuya discusión se incorpora a propósito del texto de la letra a) del artículo 289, que resultó aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y la abstención del Senador señor Allamand.

 
Respecto de la indicación 61, el Senador señor Allamand afirmó que la indicación se encuentra comprendida en la letra a) del artículo 289 del Código del Trabajo.

 
-Puesta en votación la indicación 61, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
A su vez, el Senador señor Larraín, comentó que la indicación 62 también se encuentra contenida en la letra a) del artículo 289 del Código del Trabajo.


-Puesta en votación la indicación 62, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIONES 63, 64, 65 Y 66


Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier, respectivamente formularon estas indicaciones para agregar un inciso final al artículo 289 que dice:

 
"No se exigirá intención o dolo en la comisión de las conductas de prácticas antisindicales.".

 
El Senador señor Larraín aseveró que, al no exigirse un factor volitivo, se vulneran las reglas que informan el sistema de responsabilidad.

 
La Senadora señora Muñoz explicó que la indicación apunta a objetivar las conductas que pueden constituir prácticas desleales, de modo tal de evitar su ocurrencia.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, expuso que el Ejecutivo, coincidiendo en la necesidad de sancionar las prácticas desleales, ha eliminado la exigencia del elemento subjetivo respecto de las conductas que propone sancionar. Sin perjuicio de ello, afirmó que la indicación resulta innecesaria, al ser redundante respecto de las normas contenidas en la iniciativa.

 
La Senadora señora Goic consultó respecto de los criterios jurisprudenciales sobre el particular.

 
El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, explicó que la jurisprudencia ha señalado que, respecto de las prácticas desleales y antisindicales, no se exige la concurrencia de un elemento volitivo o intencional, de modo tal de requerir únicamente la existencia de un resultado que vulnera la libertad sindical.

 
El Senador señor Larraín abogó por incorporar un elemento subjetivo o intencional al momento de determinar la existencia de una práctica desleal o antisindical, considerando que, por una causa de error, es posible haber incurrido en alguna de ellas.

 
El Senador señor Allamand coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor Letelier manifestó que la indicación pretender incorporar un criterio jurisprudencial uniforme respecto del carácter objetivo de las prácticas desleales y antisindicales. Asimismo, afirmó que ello no implica desconocer que, en ciertos casos, es posible que una justa causa de error pueda impedir la existencia de dicha figura.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, explicó que, por regla general, el sistema de responsabilidad subjetiva requiere la concurrencia de dolo, lo que, tratándose de prácticas antisindicales, requiere un estándar probatorio particularmente estricto. En ese contexto, señaló que la indicación apunta a resolver las dificultades que derivan de dicho régimen de prueba.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, añadió que la mayoría de las hipótesis de prácticas antisindicales han sido objetivadas en el catálogo que propone la iniciativa; con todo, arguyó que existen algunas hipótesis en que el elemento intencional, consistente en el dolo, puede tener relevancia jurídica al momento de determinar la responsabilidad que opera en cada caso.

 
De ese modo, manifestó que la indicación contiene una referencia genérica que complejizaría la interpretación y aplicación de las conductas que pudieren constituir prácticas antisindicales.


-Puestas en votación las indicaciones 63 a 66, fueron aprobadas por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 66 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para modificar el artículo 289 de la siguiente manera:

 
i)
Intercálase en su letra a), que modifica el inciso primero, un nuevo numeral i., reordenándose los restantes numerales, del siguiente tenor:


“i. Sustitúyese la palabra “desleales” por “antisindicales”.”.

 
ii)
Sustitúyese la letra c), que adecúa el literal a), por la siguiente:


“c) Modifícase el párrafo primero del literal a) en el siguiente sentido:

 
i.
Sustitúyese la expresión “El que obstaculice” por el término “Obstaculizar”.

 
ii.
Sustitúyese la expresión “el que maliciosamente ejecutare” por “ejecutar maliciosamente”.

 
iii.
Intercálase entre la palabra “sindicato” y el punto aparte (.), la siguiente oración: “o a despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.”.

 
iii)
Intercálase en el literal f), incorporado por la letra h), entre la expresión “Trabajo” y el punto y coma (;)la siguiente frase: “, salvo que el Tribunal respectivo haya decretado la separación provisional del trabajador de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 174 de este Código”.

 
iv)
Sustitúyese el nuevo literal h), incorporado por la letra j), por el siguiente:

 
“h) Otorgar o convenir con trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios  pactados en un instrumento colectivo, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 323 de este Código.

 
No constituye práctica antisindical el o los acuerdos individuales entre el trabajador y el empleador sobre remuneraciones o sus incrementos que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador, e”.
 
-Puesto en votación el literal i) de la indicación 66 a), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

 
-Puestas en votación las letras i) e ii) del literal ii) de la indicación 66a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

 
-Puesta en votación la letra iii) del literal ii) de la indicación 66a), fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

 
-Puesto en votación el literal iii) de la indicación 66a), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

 
-Puesto en votación el literal iv) de la indicación 66 a), fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 67 PARA INCORPORAR UN ARTÍCULO 289 BIS QUE ESTABLECE CASOS QUE NO CONSTITUYEN PRÁCTICAS DESLEALES DEL EMPLEADOR


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen el siguiente artículo 289 bis:

 
“Artículo 289 bis.- No constituirá práctica desleal de la empresa principal el término de un contrato civil o comercial de subcontratación, cuando el subcontratista no pueda dar cumplimiento al contrato en virtud de una paralización o huelga que lo afecte. De igual forma tampoco constituirá práctica desleal la contratación de un nuevo subcontratista para efectos de obtener la prestación de los servicios de aquel afectado por la paralización o huelga.”.
 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la indicación afecta el ejercicio del derecho a huelga de los trabajadores de empresas subcontratistas, considerando que, en la práctica, es posible que la paralización de sus labores se haya originado por un incumplimiento de la empresa principal.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, explicó que, en aquellos casos en que una empresa principal ve afectada su operación, toda vez que en la empresa contratista se ha ejercido el derecho a huelga, aquélla puede adoptar las medidas necesarias para seguir operando, lo que no constituye una práctica antisindical ni un reemplazo, toda vez que se ha producido el incumplimiento de un contrato civil o comercial.


-Puesta en votación la indicación 67, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

NUMERAL 24)


El texto aprobado en general del numeral 24 introduce modificaciones al artículo 290 del Código del Trabajo, referido a las prácticas desleales del trabajador.

 
-Puestos en votación los literales a), b), c), d), e) y f) del numeral 24 del artículo 1° del proyecto de ley, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 68


El Senador señor Navarro formuló esta indicación para eliminar la letra que agrega como práctica desleal del trabajador: “Utilizar los derechos sindicales o fueros que establece este Código de mala fe o con abuso del derecho.”.

 
-Puesta en votación la indicación 68, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
-Puesto en votación el literal g) del numeral 24 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 69


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen reemplazar la práctica desleal del trabajador que se agrega por una que dispone lo siguiente: “Ejercer los derechos sindicales o fueros que establece esta Código, de mala fe o con abuso del derecho.”.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto del sentido de la expresión mala fe.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que la hipótesis propuesta en el texto aprobado en general por el Senado apunta a sancionar aquellas situaciones en que un trabajador amparado por el fuero sindical hace un ejercicio ilegítimo de dicha prerrogativa .esto es, de mala fe o con abuso del derecho-, al alejarse del interés colectivo para el que está establecido.

 
La Senadora señora Goic indicó que la expresión utilizar, contenida en el texto aprobado en general por el Senado, da cuenta de mejor manera del carácter malicioso del ejercicio del derecho de que se trate, a diferencia de la indicación, que propone reemplazar dicha fórmula verbal por el vocablo ejercer.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que la expresión utilizar resulta redundante, atendido el elemento volitivo que se exige para acreditar la práctica desleal de que se trate.

 
-Puesta en votación la indicación 69, fue aprobada por cuatro votos a favor, de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, y uno en contra, de la Senadora señora Muñoz.

INDICACIÓN 69 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand presentó esta indicación para agregar en el artículo 290 la siguiente letra nueva:

 
“…) El que ejerza fuerza física en las cosas o moral en las personas.”.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

INDICACIÓN 70


El Senador señor Prokurica sugiere agregar la siguiente práctica desleal del trabajador: “El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical.”.
La Senadora señora Muñoz aseveró que la indicación, al pretender incorporar una hipótesis que atentaría contra la libertad sindical, resulta contradictoria con la finalidad del artículo 261 del Código del Trabajo, que sanciona las conductas que se verifican con ocasión de la actividad del trabajador, de las organizaciones sindicales o de éstos, y del empleador, en su caso.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de la aplicación práctica de las normas que sancionan la fuerza ejercida fuera de la negociación colectiva.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que, en general, el ejercicio de la fuerza constituye una infracción al principio de libertad sindical, en conformidad a la doctrina y los principios generales de la Organización Internacional del Trabajo. Con todo, aseveró que en la legislación interna no existe una norma específica aplicable en su caso, sin perjuicio que las hipótesis que establece el artículo 290 del Código del Trabajo, que sancionan las acciones que atenten contra la libertad sindical, presentan un carácter meramente ejemplar.

 
En ese contexto, afirmó que el Mensaje que dio origen al proyecto de ley tipificaba específicamente el ejercicio de la fuerza como una práctica antisindical. Dicha norma, agregó, fue suprimida durante el primer trámite constitucional de la iniciativa, sin perjuicio que, añadió, el Ejecutivo reconoce la necesidad de sancionar las acciones que violenten el principio de libertad sindical.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, expuso que, ante el ejercicio de fuerza o violencia, la legislación consagra la institución del desafuero laboral, que permite sancionar al trabajador que hubiere incurrido en tales conductas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.

En efecto, expuso que el artículo 293 del Código del Trabajo establece que lo dispuesto en materia de prácticas desleales o antisindicales opera sin perjuicio de la responsabilidad penal, en aquellos casos en que configuren faltas, simples delitos o crímenes.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que se debe sancionar expresamente en el ámbito laboral las conductas violentas que pudieren verificarse a raíz del ejercicio de la actividad sindical o durante la negociación colectiva.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, reiteró que la indicación resulta redundante, considerando que la legislación laboral sanciona las conductas violentas, tal como ocurre tratándose del desafuero de los dirigentes sindicales, sin perjuicio de la regulación penal eventualmente aplicable en su caso.

 
La Senadora señora Goic afirmó que, compartiendo el razonamiento respecto a la necesidad de sancionar las conductas en que ejerciere fuerza o violencia, la indicación reitera innecesariamente la regulación laboral y penal vigente en la materia.

 
-Puesta en votación la indicación 70, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 71


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen agregar la siguiente práctica desleal del trabajador: Utilizar fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical o en toda acción realizada por dirigentes sindicales o afiliados al sindicato cuando ella conlleve, entre otras acciones, bloquear vías de acceso a la empresa, obstaculizar y dificultar el ingreso a la misma afectando el libre tránsito de personas, bienes o servicios.”.
 
El Senador señor Allamand abogó por especificar aquellas conductas que constituyen una hipótesis de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas.

 
En consecuencia, afirmó que la indicación detalla que dentro de éstas resultan comprendidas las acciones realizadas por dirigentes sindicales o afiliados al sindicato, las que consisten, entre otras acciones, en bloquear las vías de acceso a la empresa u obstaculizar y dificultar el ingreso a la misma, afectando el libre tránsito de personas, bienes o servicios.

 
Finalmente, sostuvo que las conductas descritas por la indicación no se encuentran sancionadas de modo específico por la legislación laboral, en tanto que las sanciones penales sólo podrían aplicarse luego de un proceso de larga tramitación.

 
La Senadora señora Muñoz comentó que la indicación apunta a restringir excesivamente la actuación de las organizaciones sindicales, sancionando incluso las manifestaciones pacíficas que puedan realizar. En consecuencia, considerando la figura del desafuero que el Código del Trabajo establece en dicha hipótesis, abogó por el rechazo de la indicación en estudio.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que el artículo 290 apunta a sancionar conductas que atenten contra la libertad sindical fuera de la negociación colectiva, de modo que la indicación resulta innecesaria.

 
-Puesta en votación la indicación 71, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 71 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para incorporar en el artículo 290 la siguiente letra g), nueva:

 
“g) El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física y moral en las personas.”.

-Puesta en votación la indicación 71 a), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, y 2 a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 72


El Senador señor Letelier sugiere agregar la siguiente práctica desleal del trabajador: “El ejercicio de fuerza física en los bienes de la empresa o las demás personas que trabajen en ella. Si la conducta descrita anteriormente es realizada por un director o delegado sindical, ya sea de sindicato de empresa o interempresa, perderá automáticamente su fuero sindical.”.

-En sesión de 25 de noviembre de 2015, el Senador señor Letelier hizo retiro de la indicación 72.

INDICACIÓN 73


El Senador señor Zaldívar propone agregar las siguientes prácticas desleales del trabajador:


- “El que utilizare los derechos sindicales o fueros que establece este Código, de mala fe o con abuso del derecho.


- El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas durante el procedimiento de negociación colectiva, especialmente el que obstaculizara el ingreso para prestar servicios del personal directivo y de trabajadores no involucrados en la huelga.”.

 
-Puesta en votación la indicación 73, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 73 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta, Pizarro y Walker, don Patricio formularon esta indicación para agregar al artículo 290 la siguiente letra g), nueva:

 
g) El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas durante el procedimiento de negociación colectiva, especialmente el que obstaculizare el ingreso para prestar servicios del personal directivo, de trabajadores no involucrados en la huelga y de los equipos de emergencia, si estos últimos fueren procedentes.”.

-Puesta en votación la indicación 73 a), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 74


Los Senadores señores Allamand y Larraín sugieren agregar la siguiente práctica desleal del trabajador: “El dirigente sindical o trabajador que participe de paralizaciones de faenas fuera del contexto de una negociación colectiva.”.
 
El Senador señor Letelier consultó respecto de la regulación aplicable en aquellos casos en que los funcionarios del sector público hubieren promovido movilizaciones o paralizaciones.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que en dicha hipótesis opera el literal i) del artículo 84 del Estatuto Administrativo, que, entre las prohibiciones aplicables a los funcionarios públicos, contempla el dirigir, promover o participar en huelgas, interrumpir o paralizar actividades, total o parcialmente, y la retención indebida de personas o bienes, u otros actos que perturben el normal funcionamiento de los órganos de la Administración del Estado.

 
-Puesta en votación la indicación 74, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 75


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen agregar la siguiente práctica desleal del trabajador: “El que impida de cualquier modo el ingreso de trabajadores a las asambleas o que les impida ejercer su derecho a sufragio.”.
La Comisión acordó incorporar la indicación al literal b) del artículo 291 del Código del Trabajo, que sanciona como infracción que atenta contra la libertad sindical a los que por cualquier medio entorpezcan o impidan la libertad de opinión de los miembros de un sindicato.

-Puesta en votación la indicación 75, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 76


Los Senadores señores Allamand y Larraín sugieren agregar la siguiente práctica desleal del trabajador: “El que no provea los equipos de emergencia para el cumplimiento de los servicios mínimos o lo haga en menor cantidad de lo acordado o determinado por la autoridad.”.
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que la indicación resulta redundante, toda vez que se trata de una materia contenida en la letra d) del artículo 407 que el texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo.

 
-La indicación 76 fue retirada por sus autores.
INDICACIÓN 76 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para incorporar el siguiente numeral nuevo:

 
“…) Agrégase el siguiente artículo 291 bis, nuevo:

 
“Artículo 291 bis.- Incurre asimismo en infracción el que ejerciere fuerza física en las cosas, o física y moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical.”.”.


-Puesta en votación la indicación 76 a), se registraron 2 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz, 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín, y 1 abstención, del Senador señor Letelier.

 
-Repetida la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, la indicación fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 76 BIS


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para modificar el artículo 290 de la siguiente manera:

 
i)
Intercálase una letra a), nueva, adecuándose las siguientes:

 
“a) Sustitúyese en su inciso primero, la palabra “desleales” por “antisindicales”.”.

 
ii)
Intercálase una letra c), nueva, adecuándose las siguientes:

 
“c) Sustitúyese en su literal a) la palabra “desleales” por “antisindicales”.”.

 
-Puesta en votación la indicación 76 bis), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

NUMERAL 25)


La letra a) del numeral 25) aprobada en general sustituye el inciso primero del artículo 292 del Código del Trabajo, con el siguiente texto:

 
“Artículo 292.- Las prácticas desleales o antisindicales serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción, el tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506.”.

INDICACIÓN 77


El Senador señor Araya sugiere rebajar las multas establecidas en el inciso primero del artículo 292.

 
El Senador señor Letelier abogó por aprobar la cuantía de las multas contenidas en el texto aprobado en general por el Senado.

 
-Puesta en votación la indicación 77, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 78


El Senador señor Harboe propone elevar las multas establecidas en el inciso primero del artículo 292.

 
Puesta en votación la indicación 78, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 79


El Senador señor Harboe sugiere intercalar, a continuación de la frase que hace referencia al tamaño de la empresa, y para determinar la cuantía de la gravedad de la infracción, el lugar geográfico, región o localidad en que se ubiquen.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, sostuvo que, en rigor, no existen criterios para introducir una diferenciación como la que propone la indicación en estudio.

 
-Puesta en votación la indicación 79, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
-Puesta en votación la letra a) del número 25 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 79 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Senadora señora Muñoz y los Senadores señores Letelier y Montes formularon la indicación 79 a) para incorporar en el inciso primero del artículo 292 propuesto, la siguiente frase final: “Las prácticas (-desleales o antisindicales-) referidas serán sancionadas cualquiera sea la persona natural o jurídica que las realice”. 

 
El Senador señor Allamand sostuvo que la sanción de prácticas antisindicales requiere necesariamente un vínculo laboral entre el trabajador y el empleador, lo que no se configura en la hipótesis que describe la indicación.


-Esta indicación fue retirada por sus autores.

INDICACIÓN 79 b)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 79 b) para sustituir la letra a) que modifica el inciso primero del artículo 292, por la siguiente:

 
“a) Sustitúyese su inciso primero, por los incisos primero y segundo, nuevos, reenumerándose los incisos siguientes:

 
“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales serán sancionadas de la siguiente forma:

 
1. En la micro y pequeña empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
2. En la mediana empresa con multa de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

 
La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.”.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que la indicación apunta a establecer una gradación de la entidad de las multas por prácticas desleales o antisindicales, considerando el tamaño de la empresa.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la propuesta del Ejecutivo reduce el mínimo de sanción aplicable a las empresas, de modo que propuso mantener el monto equivalente a diez unidades tributarias mensuales.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, propuso establecer un régimen diferenciado que reconozca las particularidades de las micro, pequeñas y medianas empresas.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió en la necesidad de evitar una rebaja en las multas aplicables según el tipo de entidad de que se trate.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que la gradación de las multas, atendiendo el tamaño de la empresa infractora, resulta razonable, considerando las problemáticas que deben enfrentar aquellas que se encuentran en una situación precaria.

 
El Senador señor Letelier explicó que la diferenciación entre distintos tipos de empresa requiere considerar la situación de las micro, pequeñas, medianas y grandes empresas, agregando una regulación específica para cada caso.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, coincidió con dicha observación; al efecto, propuso especificar que, respecto de las micro empresas, el rango de multas será entre 5 y 25 unidades tributarias mensuales; entre 10 y 50, para las pequeñas empresas; entre 15 y 150, para la mediana empresa; y entre 20 y 300, para las grandes empresas.


-Puesta en votación la indicación 79 b), fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
INDICACIÓN 80


El Senador señor Harboe propone intercalar un inciso segundo nuevo en el artículo 292 del Código del Trabajo, del siguiente tenor:

 
“En el caso de las micro y pequeñas empresas,  para la determinación de las multas  señaladas en el inciso anterior, se tendrá especialmente en cuenta su tamaño, el número de trabajadores involucrados y la magnitud del daño causado.”.

 
El Senador señor Allamand coincidió con el contenido de la indicación, toda vez que, agregó, permite diferenciar adecuadamente el régimen aplicable a las micro y pequeñas empresas.

 
El Senador señor Letelier expresó que el texto aprobado en general por el Senado contiene una referencia al tamaño de la empresa; en consecuencia, sostuvo que la indicación resulta redundante.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, agregó, en la misma línea, que la legislación vigente distingue adecuadamente entre el régimen aplicable a las micro y pequeñas empresas.

 
Puesta en votación la indicación 80, se registraron 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín, una abstención, de la Senadora señora Muñoz, y 2 votos en contra, de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier.

 
Repetida la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, la indicación fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIONES 81 Y 82


Los Senadores señores Prokurica y Zaldívar formularon estas indicaciones, respectivamente, para intercalar en el artículo 292 del Código del Trabajo el siguiente inciso tercero nuevo:

 
“Tratándose de las prácticas desleales a que se refieren las letras f) y g) del artículo 290, sin perjuicio de las multas establecidas en el inciso primero, el dirigente sindical que incurriere en ella podrá, atendida la gravedad de la infracción, ser sancionado con la pérdida del fuero sindical.”.
 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, abogó por rechazo de las indicaciones en estudio, habida cuenta del rechazo de las indicaciones 69 y 71.

 
-Puestas en votación las indicaciones 81 y 82, fueron rechazadas por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 82 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta, Pizarro y Walker, don Patricio formularon esta indicación para intercalar en el artículo 292 el siguiente inciso tercero:

 
“Tratándose de la práctica desleal a que se refieren las letras f) y g) del artículo 290, sin perjuicio de las multas establecidas en el inciso primero, el dirigente o delegado sindical que incurriere en ella podrá, atendida la gravedad de la infracción, ser sancionado con la pérdida del fuero sindical.”.
 
-Puesta en votación la indicación 82 a), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 82 b)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand propuso agregar en el artículo 292 el siguiente inciso nuevo:

 
“En el caso de las conductas señaladas en las letras a) y f) del artículo 290, el dirigente sindical que haya incurrido en ellas será sancionado con la pérdida de su cargo en la respectiva directiva sindical.”.
 
-Puesta en votación la indicación 82 b), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 82 c)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para agregar en el artículo 292 el siguiente inciso tercero nuevo:

 
“Tratándose de la práctica antisindical a que se refiere el literal g) del artículo 290, sin perjuicio de las multas establecidas en el inciso primero, el dirigente sindical que incurriere en ella podrá, atendida la gravedad de la infracción, ser sancionado con la pérdida del fuero sindical.”.

 
-Puesta en votación la indicación 82 c), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 83


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen agregar un artículo 292 bis, nuevo, que dispone lo siguiente:

 
"Artículo 292 bis.- En caso que un dirigente sindical sea condenado por las prácticas antisindicales del artículo 290, sin perjuicio de la aplicación de las multas del artículo 292, perderá de pleno derecho su fuero sindical y quedará inhabilitado para ser candidato a director por el plazo de 2 años.".
 
El Senador señor Allamand sostuvo que ante una condena por prácticas antisindicales decretada por un tribunal en lo laboral, resulta razonable que se produzca de pleno derecho la pérdida del fuero del trabajador, junto a la inhabilitación para ser candidato a director impuesta por un tribunal en lo penal, toda vez que se trata de conductas que merecen una consecuencia proporcional a su gravedad.

 
De ese modo, explicó que la pérdida del fuero debería operar sin perjuicio del derecho del empleador a proceder al despido del trabajador.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que la indicación propone una doble sanción para el trabajador, consistente en la pérdida del fuero y la inhabilidad sobreviniente mediante una sentencia condenatoria en el ámbito penal, lo que complejizaría su aplicación práctica.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la sanción propuesta por la indicación resulta desproporcionada, al impedir que un trabajador pueda desempeñar labores de dirigencia sindical, además de la sanción correspondiente a las prácticas desleales que pudiere aplicarse.

 
-Puesta en votación la indicación 83, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

NUMERAL 26)

 
El texto aprobado en general del numeral 26 sustituye el inciso primero del artículo 294 por el siguiente:


“Artículo 294.- Si el despido o el término de la relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva, el despido o el término de la relación laboral no producirá efecto alguno, aplicándose el artículo 489, con excepción de lo dispuesto en sus incisos tercero, cuarto y quinto.”.

INDICACIÓN 84


El Senador señor Letelier sugiere reemplazar el inciso primero del artículo 294 por el siguiente:

 
“Artículo 294.- Si el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral se realizó en represalia por su afiliación sindical o su participación en la negociación colectiva, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 489, con excepción de sus incisos tercero, cuarto y quinto.”.

 
-La indicación 84 fue retirada por su autor, habida cuenta que el número 26 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado apunta a sustituir el artículo 294 del Código del Trabajo.

INDICACIÓN 85


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen sustituir el inciso primero del artículo 294 por el siguiente:

 
"Artículo 294.- Si el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168, sin perjuicio del derecho a otras indemnizaciones, si procedieren.”.

 
El Senador señor Allamand afirmó que la indicación propone establecer una facultad en favor del trabajador que hubiere sido despedido por en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva, lo que resulta razonable y coherente con la regulación contenida en el Código del Trabajo.

 
El Senador señor Larraín coincidió con dicha observación, toda vez que, de ese modo, el trabajador podrá elegir entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refieren los artículos 162 y 163 del Código del Trabajo, con el correspondiente recargo.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la consecuencia debe ser la reincorporación del trabajador, atendida la conducta de que se trata.

 
-Puesta en votación la indicación 85, fue rechazada por 3 votos en contra, de los Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

 
-Puesto en votación el numeral 26 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por 3 votos a favor, de los Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

-------


Seguidamente, se presentaron indicaciones para modificar el artículo 297 del Código del Trabajo, que regula la disolución de las organizaciones sindicales.

INDICACIONES 86, 87 Y 88


Los Senadores señores Coloma, García Huidobro y Pérez Varela formularon estas indicaciones, respectivamente, para reemplazar el inciso primero del artículo 297 del Código del Trabajo, por el siguiente:

 
“Artículo 297.- También procederá la disolución de una organización sindical, por incumplimiento grave de las obligaciones que le impone la ley o por haber dejado de cumplir con los requisitos necesarios para su constitución, declarado por sentencia del Tribunal del Trabajo de la jurisdicción en que tenga su domicilio la respectiva organización, a solicitud fundada de la Dirección del Trabajo, de cualquiera de sus socios o por el empleador respectivo.”.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que la indicación considera que la Dirección del Trabajo, en la práctica, no solicita la disolución de las organizaciones sindicales que hubieren incurrido en un incumplimiento grave de las obligaciones que le impone la ley o por haber dejado de cumplir con los requisitos necesarios para su constitución. De ese modo, abogó por establecer que, además de dicho organismo, tal solicitud pueda ser presentada, en sede administrativa, por el empleador.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que la Dirección del Trabajo ha ejercido dicha facultad ante la jurisdicción ordinaria, ante la cual las organizaciones sindicales pueden presentar sus descargos, cautelando, de ese modo, los estándares internacionales en materia de libertad sindical.

 
-Puestas en votación las indicaciones 86, 87 y 88, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 89


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen intercalar un inciso segundo nuevo en el artículo 297 del Código del Trabajo, que dispone lo siguiente:

 
“Con todo, el empleador podrá solicitar a la Dirección del Trabajo que requiera ante el Tribunal del Trabajo la disolución de una organización sindical existente en su empresa cuando se ha dejado de cumplir con los requisitos de quórum mínimos del artículo 227.”.
 
La Senadora señora Muñoz manifestó que, al establecer dicha facultad al empleador, podría afectar los procedimientos de negociación colectiva, lo que resulta inadecuado.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor Allamand abogó por establecer la facultad del empleador de reclamar en aquellos casos en que las organizaciones sindicales han dejado de cumplir con los requisitos de quórum mínimos para su constitución.


Los autores de la indicación propusieron efectuar cambios en su redacción y el Senador señor Allamand explicó que el empleador podrá solicitar a la Dirección del Trabajo, fundadamente, que ejerza la acción que solicita la disolución de una organización sindical ante el tribunal del trabajo de la jurisdicción respectiva.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la fórmula propuesta podría incentivar el despido de trabajadores con el propósito deliberado de extinguir una organización sindical, aun cuando se trate de una práctica antisindical.

 
El asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, afirmó que la indicación no apunta a generar una persecución a las organizaciones sindicales, considerando que, en cualquier caso, se requiere de la intervención de la Dirección del Trabajo, la que deberá evaluar la pertinencia de la solicitud que hubiere recibido.

 
El Senador señor Letelier, junto con sostener que la indicación se enmarca dentro del derecho fundamental de petición, manifestó que la indicación reconoce una facultad que puede ser ejercida ante la Dirección del Trabajo, la que deberá ponderar los antecedentes fundados que hubiere recibido.

 
-Puesta en votación la indicación 89, fue aprobada, con modificaciones, por 3 votos a favor, de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, y 2 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz.


Luego, se formuló una indicación para incorporar un artículo 299 al Código del Trabajo, porque en la actualidad el artículo 299 original está derogado.

INDICACIÓN 90


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen el siguiente artículo 299:

 
“Artículo 299.- Las organizaciones sindicales deberán publicar en un sitio público en dependencias de la empresa o a través de su página web toda la información relevante respecto de sus actividades, incluyendo nómina actualizada de alas afiliaciones y fecha de las mismas; estatutos vigentes, incluyendo el registro de sus modificaciones; actas de las asambleas celebradas y de los acuerdos adoptados por sus directivas, contabilidad general, incluyendo todos sus ingresos y gastos y la información sobre todos sus activos y pasivos.”.
 
El Senador señor Allamand mencionó que resulta razonable que los sindicatos cumplan con ciertas normas de publicidad de su actuación, en cuyo contexto la indicación introduce un catálogo de materias que merecen ser conocidas.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la indicación vulnera la libertad sindical, toda vez que cada organización puede operar conforme a sus propios estatutos, incluyendo las normas de publicidad que decida otorgarse.

 
La Senadora señora Muñoz señaló que, mediante la aprobación de la indicación, se vulnera la libertad sindical y se pueden generar hipótesis de acoso laboral hacia los trabajadores que ejercen funciones de dirección de dichas organizaciones.

 
Puesta en votación la indicación 90, fue rechazada por 2 votos en contra, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier, y un voto a favor, del Senador señor Allamand.

 
En sesión siguiente, se reabrió el debate y el Senador señor Larraín presentó una propuesta para modificar la redacción de la indicación 90, para establecer que las organizaciones sindicales deberán publicar en un sitio público, en las dependencias de la empresa, de la sede sindical o mediante su página web u otro medio electrónico, la nómina actualizada de sus afiliados, sus estatutos y el directorio vigente.

 
-Puesta en votación la indicación 90 con la propuesta mencionada, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y dos votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.


A continuación, se formularon tres indicaciones para intercalar, a continuación del numeral 26), un numeral nuevo.

INDICACIONES 91, 92 Y 93


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela, respectivamente, proponen agregar al Código del Trabajo el siguiente Capítulo XI al Libro III del Código del Trabajo denominado “De la Fiscalización de las Organizaciones Sindicales y de las Sanciones.

 
“Artículo 299.- Las organizaciones sindicales estarán sujetas a la fiscalización de la Dirección del Trabajo y deberán proporcionarle los antecedentes que les solicite. Dicha fiscalización deberá realizarse, al menos, una vez durante el año calendario.

 
El empleador podrá fundadamente, solicitar copia del informe de fiscalización hecho por la Dirección y la información que ésta haya recabado para su elaboración.

 
Artículo 299 bis.- Durante el proceso de fiscalización mencionado en el artículo anterior, la Dirección del Trabajo podrá exigir, al menos, la siguiente información:

 
a. Nómina de los trabajadores afiliados al sindicato

 
b. Actas de las asambleas celebradas durante el último año, firmadas por los respectivos asistentes a éstas.

 
c. Copia de la modificación de estatutos cuando la hubiere.

 
Artículo 299 ter.- No obstante el requisito establecido en el artículo 328 de la presente ley, las organizaciones sindicales que desearen iniciar un proceso de negociación colectiva conforme al Capítulo I del Título IV del Libro IV deberán presentar un certificado de fiscalización, emitido por la Dirección del Trabajo, con fecha máxima de antelación de sesenta días.

 
Artículo 300.- Las organizaciones sindicales deberán llevar un libro de registro de socios y las organizaciones de superior grado a que se encuentren afiliadas, a la respectiva Inspección del Trabajo, entre el primero de marzo y el quince de abril de cada año.

 
Las federaciones y confederaciones deberán remitir a la Dirección del Trabajo la nómina de sus organizaciones dentro del plazo indicado en el inciso anterior.

 
Artículo 301.- Las infracciones a este Título que no tengan señalada una sanción especial, se penarán con multas a beneficio fiscal de un cuarto a diez unidades tributarias mensuales, que se duplicarán en caso de reincidencia dentro de un período no superior a seis meses.

 
Esta multa será aplicada por la Dirección del Trabajo y de ella podrá reclamarse ante los Juzgados de Letras del Trabajo, conforme al procedimiento establecido en el Título II del Libro V del Código del Trabajo.

 
Los directores responderán personalmente del pago o reembolso de las multas por las infracciones en que incurrieren.”.

 
-Las indicaciones 91, 92 y 93 fueron declaradas inadmisibles, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

NUMERAL 27)


El texto aprobado en general deroga el artículo 302 del Código del Trabajo que regula la figura del delegado de personal.

INDICACIÓN 94

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen eliminar el numeral 27.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, abogó por mantener la norma contenida en el artículo 302 del Código del Trabajo, toda vez que, al eliminarse la figura de los grupos negociadores, resulta pertinente que los trabajadores no sindicalizados sean representados por el delegado de personal.


-Puesta en votación la indicación 94, fue rechazada por 3 votos en contra, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.


-A continuación, la Comisión votó el numeral 27) aprobado en general, con una adecuación formal –vinculada a las indicaciones 10 y 12 aprobadas- consistente en incorporar la eliminación, en la denominación del Libro III, de la frase “y del delegado del personal”, resultando aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín.

NUMERAL 28)


El texto aprobado en general sustituye el Libro IV del Código del Trabajo, denominado “De la Negociación Colectiva”.

INDICACIÓN 95


Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon esta indicación 95 para suprimir todos los artículos contenidos en el numeral 28), esto es, los artículos 303 a 413.


-Respecto de cada artículo del numeral 28) se explicitará la decisión adoptada sobre la indicación 95.

INDICACIÓN 96


Seguidamente, la indicación 96, de los Senadores señores Allamand y Larraín sugiere sustituir el Libro IV De la Negociación Colectiva.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión al incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
ARTÍCULO 303


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 303 DEL NUMERAL 28)

 
El texto aprobado en general dispone que las partes deben negociar de buena fe, cumpliendo con las obligaciones y plazos previstos en las disposiciones siguientes, sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento entre ambas.

INDICACIÓNES 97 Y 98


Los Senadores señores Ossandón y Tuma, y los Senadores señores Tuma, Allamand, Larraín, Pizarro y Quinteros formularon las respectivas indicaciones para sustituir el inciso segundo del artículo 303 por el siguiente:

 
“Las partes, sus representantes y asesores deberán negociar de buena fe y en forma pacífica, esto es, sin hacer uso de fuerza ilegal o ilegítima en las cosas y en las personas, cumpliendo con las obligaciones y plazos previstos en las disposiciones siguientes, y sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento entre ambas.”.


-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 98 en sesión de 30 de septiembre de 2015.

INDICACIÓN 99


El Senador señor Horvath propone agregar al inciso segundo del artículo 303 la siguiente oración: “Es contrario a la buena fe cualquier acto de sabotaje y vandalismo, las agresiones y amenazas a las personas, como cualquier otro acto de violencia que se ejerza en el contexto de la negociación colectiva en contra de los trabajadores, el empleador y las instalaciones de la empresa.”.


-La materia comprendida en el inciso segundo del artículo 303 y las indicaciones formuladas, no fue incorporada en la discusión y votación del artículo 303 –que más adelante se reproduce- dado que se relaciona con la negociación colectiva sin uso de la fuerza, concepto que será tratado en forma global a propósito de otras indicaciones.

Discusión sobre las indicaciones 97 y 98

 
El Senador señor Larraín aseveró que resulta necesario establecer el carácter pacífico que propone la indicación respecto de la forma en que se deben llevar adelante las negociaciones, de modo de resolver adecuadamente las controversias que pudieren suscitarse.

 
Asimismo, respecto de la noción de huelga pacífica, aseveró que la Organización Internacional del Trabajo ha recomendado reponer dicho concepto, con la finalidad de evitar que el ejercicio de dicha prerrogativa pueda dar lugar a hechos de carácter delictivo.

 
La Senadora señora Muñoz afirmó que dicha exigencia requiere un elemento subjetivo o intencional particularmente complejo, lo que dificultaría su aplicación práctica.

 
El Senador señor Letelier comentó que el derecho a huelga y a la negociación colectiva constituyen un instrumento para que las organizaciones sindicales y el empleador puedan llegar a un acuerdo, en cuyo contexto las controversias que pudieren suscitarse no necesariamente pueden ser comprendidas dentro de una noción genérica, tal como ocurre con el carácter pacífico que proponen las indicaciones en estudio.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, sostuvo que el principio de libertad sindical reconoce como uno de sus elementos centrales al ejercicio del derecho a huelga, la que, en esencia, es una manifestación colectiva de carácter pacífica y reivindicativa.

 
En ese contexto, agregó que las acciones de fuerza que se puedan cometer durante el desarrollo de la huelga pueden recibir, eventualmente, el reproche que derive de los actos que pudieren ser cubiertos por un tipo penal. De ello deriva, agregó, que el Ejecutivo estimara innecesario incluir el carácter pacífico de la huelga de modo expreso, considerando el contenido esencial del derecho fundamental a negociar colectivamente y a ejercer el derecho a huelga, el que opera como límite a la regulación que, respecto de dichas prerrogativas, debe desarrollar el legislador.

 
En consecuencia, aseveró que, al establecer expresamente el carácter pacífico del ejercicio del derecho a huelga, se generará una excesiva judicialización de los procedimientos de negociación colectiva.

 
Finalmente, precisó que el Ejecutivo no ha recibido ningún documento de la Organización Internacional del Trabajo que, de modo oficial, recomiende reponer el carácter pacífico de la negociación colectiva y el derecho a huelga en la legislación chilena.

 
El Senador señor Larraín solicitó someter a votación únicamente el deber de negociar en forma pacífica, contenido en las indicaciones 97 y 98, para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 124 del Reglamento del Senado.

 
Puestas en votación las indicaciones 97 y 98, únicamente respecto del deber de negociar en forma pacífica, fueron rechazadas por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

Discusión sobre la indicación 99

 
El Senador señor Larraín expresó que la indicación resulta equívoca, considerando la abundante jurisprudencia judicial y administrativa respecto del concepto de buena fe.

 
-Puesta en votación la indicación 99, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
-Puesto en votación el inciso segundo del artículo 303, que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 303 DEL NUMERAL 28)


El inciso tercero del artículo 303 aprobado en general preceptúa lo siguiente:

 
“Los trabajadores tendrán derecho a negociar colectivamente con su empleador a través de la o las organizaciones sindicales que los representen, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV de este Libro, a través de cualquiera de los procedimientos establecidos en el Título V de este Libro, o de forma directa, y sin sujeción a normas de procedimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 314 de este Código.”.

INDICACIÓN 100


El Senador señor Horvath propone incluir en las negociaciones colectivas a los grupos negociadores que reúnan al menos el 50% de los trabajadores.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, dado que incide en las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva y respecto de los casos en que no se podrá negociar, conforme lo dispone el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, materia que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Senador señor Letelier complementó su decisión de declarar inadmisible la indicación, atendiendo que se quiere establecer un nuevo universo de los que pueden negociar, lo que incide en las modalidades que se pueden adoptar.


El Senador señor Allamand solicitó reconsideración de dicha declaración y señaló que una modalidad en el ámbito de la negociación colectiva se relaciona con ser reglada, semi-reglada o no reglada. Por ello establecer quién puede negociar no se refiere al señalamiento de la modalidad.


Agregó que la indicación tampoco se vincula con el procedimiento ni con las empresas que están excluidas de la negociación.


El Senador señor Letelier mantuvo su criterio para declarar la inadmisibilidad de la indicación 100, en lo que respecta a incidencia en las modalidades por el quién y cómo se negocia, este último vinculado a la negociación reglada, semi-reglada y no reglada. Añadió que el quién o quienes negocian es comprensivo de las modalidades de negociación colectiva.


La Senadora señora Goic compartió el criterio del Senador señor Letelier en cuanto forma parte de las modalidades quién o quiénes negocian. En consecuencia, la indicación 100 que está proponiendo ampliar el universo de los que negocian es inadmisible.


El Senador señor Letelier para ahondar su argumentación, aludió a la negociación por rama –de la que se declaró partidario- respecto de la cual los parlamentarios no pueden formular indicación a este proyecto, dado que no pueden definir quiénes y cómo pueden negociar.


-Puesta en votación la declaración de inadmisibilidad de la indicación 100, fue aprobada por 2 votos a favor de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand, quien además hizo expresa reserva de constitucionalidad sobre tal decisión.

INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 303 DEL NUMERAL 28)


Este inciso en su texto aprobado en general señala lo siguiente:

 
“Tendrán derecho a negociar los sindicatos que cumplan con los quórum de constitución establecidos en el artículo 227 de este Código.”.

INDICACIÓN 101


El Senador señor Navarro sugiere eliminar el inciso cuarto del artículo 303.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INCISO QUINTO DEL ARTÍCULO 303 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso quinto del artículo 303 expresa lo siguiente:

“En todas aquellas empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar, podrán hacerlo, según las normas previstas en el artículo 315, grupos de trabajadores unidos para ese efecto.”.

INDICACIÓN 102


El Senador señor Navarro propone eliminar la frase “con derecho a negociar” contenida en el inciso quinto del artículo 303.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Discusión y votación del artículo 303, con excepción del inciso segundo


El Senador señor Allamand manifestó su voto en contra del artículo 303 y primeramente indicó que la Constitución Política es lo suficientemente clara en establecer que el derecho a la negociación colectiva es un derecho de los trabajadores, de manera que si el constituyente hubiera querido decir que este era un derecho exclusivo de los sindicatos así lo habría expresado. En consecuencia, afirmó que desde el punto de vista constitucional contemplar esta restricción en beneficio de los sindicatos, ya que el texto dispone que la negociación colectiva sólo tendrá lugar con una o más organizaciones sindicales, es evidentemente inconstitucional.


En segundo lugar, se refirió a la lógica del proyecto de ley, puesto que uno de sus propósitos es ampliar la negociación colectiva, configurando un sinsentido el que en definitiva se restringa a los sindicatos, particularmente en la posibilidad de la negociación colectiva reglada, que es aquella en que los trabajadores tienen una mayor fortaleza. 


Como tercera argumentación aludió a la posibilidad de atenuar la norma, conforme al establecimiento de un criterio de representatividad sindical, opinión que emitió el representante de la Organización Internacional del Trabajo en una de las sesiones dedicadas a escuchar la opinión de diversas entidades y especialistas sobre la iniciativa legal.


En cambio, puntualizó, en el artículo 303 aprobado en general se establece que sindicatos particularmente pequeños en el ámbito de una empresa les resten a todos los demás trabajadores la posibilidad de negociar colectivamente en forma reglada. Así, prosiguió diciendo, en una empresa de 1000 trabajadores, un sindicato significativamente pequeño va a poder tener la exclusividad de la negociación colectiva, puesto que si existen sindicatos los grupos negociadores no van a tener cabida. 


Preguntó cómo va a ser razonable que se establezca la titularidad sindical sin ningún requisito de representatividad, dando como resultado una titularidad que arrebata el derecho a la negociación colectiva a todos aquellos trabajadores que no estén afiliados a ese sindicato.


Finalmente reiteró las tres razones para rechazar el artículo 303 aprobado en general:


-Su carácter inconstitucional.


-Es contradictorio con uno de los propósitos principales del proyecto de ley, porque si se pretende que aumente el número de trabajadores que negocien colectivamente es incongruente darle la exclusividad de ello a los sindicatos.


-En caso de aprobarse la titularidad sindical, es cuestionable la nula exigencia de requisitos de representatividad significativos a su respecto.


Concluyó sus palabras anunciando que se requerirá oportunamente el pronunciamiento del Tribunal Constitucional en esta materia.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, se pronunció sobre el primer argumento dado por el Senador señor Allamand, en cuanto al carácter inconstitucional de la disposición y señaló que la Carta Fundamental, en el inciso quinto del numeral 16° del artículo 19, consagra como derecho de los trabajadores la negociación colectiva con la empresa en que laboren y a renglón seguido estatuye que la ley establecerá las modalidades de negociación, materia de la que se ocupa el artículo 303 cuando preceptúa que la organización sindical es quien conduce la negociación colectiva. Por lo tanto, subrayó, el artículo en comento se ajusta enteramente a la letra de la Constitución Política.


En cuanto a la aparente contradicción del artículo con los objetivos del proyecto de ley, la evidencia –destacó- dice lo contrario, porque hoy día existe la posibilidad de formar grupos negociadores y la cobertura de la negociación colectiva es inferior a la tasa de sindicalización, es decir, en la práctica los grupos negociadores no aportan ningún trabajador extra ni ninguna negociación mayor. Al respecto, indicó que existen recomendaciones de la OIT en el sentido de que el grupo negociador, según cómo está configurado en la legislación chilena, tiende a fomentar divisiones y paralelismos en vez de posibilitar el aumento de la cobertura.


Sobre el tercer argumento del Senador señor Allamand, observó su contradicción con el argumento inicial y, además, señaló que no son necesarios los requisitos de representatividad, dado que la norma apunta al objetivo del proyecto de ley, cual es entregarle titularidad a los sindicatos, fomentar mayores tasas de sindicalización y de cobertura colectiva. 


El Senador señor Larraín respaldó el planteamiento efectuado por el Senador señor Allamand y subrayó que el texto del artículo 303 está radicando la titularidad sindical exclusivamente en los empleadores, por una parte, y una o más organizaciones sindicales por la otra, lo que significa que los trabajadores por sí mismos o en la forma que deseen organizarse no podrían llegar a negociaciones colectivas. En resumen, expresó, este artículo tiene como objetivo impedir que alguien que no sea un sindicato o un grupo de sindicatos pueda celebrar un convenio colectivo, propósito que entra en colisión con la Constitución Política. 


El Senador señor Larraín hizo expresa reserva de constitucionalidad respecto del artículo 303, por contradecir derechamente los postulados concretos y el espíritu que la Carta Fundamental sostiene en esta materia. Fundamentó esta aseveración de la siguiente manera:


-El artículo 19 N° 16, inciso quinto, establece que la negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores, es decir, los trabajadores tienen el derecho a negociar. Otra cosa son las modalidades, particularidades que no pueden afectar la titularidad que está consagrada en el número 16. Resaltó que son los trabajadores quienes pueden definir un grupo negociador o reunirse de la manera que estimen adecuada y de acuerdo al artículo 303 ello estaría prohibido, contradiciendo directamente una disposición constitucional.


-Adicionalmente, por la forma en que se incentiva la negociación colectiva sobre la base de sólo los sindicatos, existen otras normas que se ven afectadas, entre ellas el inciso tercero del número 15 del artículo 19, que establece la libertad para optar por pertenecer a una asociación. Según el artículo 303, si un trabajador quiere negociar colectivamente está obligado a pertenecer a un sindicato, texto que entra en contradicción con el espíritu de la Constitución Política y con el espíritu del derecho de asociación reconocido por la OIT. Asimismo, aludió al inciso cuarto del número 16° del artículo 19 que también consagra la libertad de sindicalizarse al decir que “Ninguna ley o disposición de autoridad pública podrá exigir la afiliación a organización o entidad alguna como requisito para desarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la desafiliación para mantenerse en éstos”.


Indicó que el artículo 303 aprobado en general contradice el sentido que conlleva pertenecer o no a un sindicato. Opinó que los sindicatos contribuyen a mejorar las relaciones laborales, sobre todo en algún tipo de empresa, lo que debe ser fomentado, resguardado e incentivado, pero lo que no puede establecerse es un mecanismo de sindicalización encubierta de carácter obligatorio, objetivo al que apunta el artículo en discusión.


Finalmente, manifestó que el ejercicio de los derechos no puede contradecir –tal como consta en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional- el texto del número 26° del artículo 19, en cuanto que las leyes no pueden afectar el ejercicio esencial de un derecho y aseguró que el artículo 303 aprobado en general impide el libre ejercicio del derecho de asociarse o de no asociarse, de afiliarse a un sindicato o de desafiliarse.


El Senador señor Larraín fundamentó la reserva expresa de constitucionalidad en su vinculación con el número 15°, con los incisos cuarto y quinto del número 16° y con el número 26°, todos del artículo 19 de la Norma Fundamental.


Terminó sus palabras manifestando que la obligación contemplada en el artículo 303 no tiene aparejado ningún criterio de representatividad mínima, lo que es contrario a los derechos de los trabajadores reconocidos en la Carta Fundamental.


-Puestos en votación los incisos primero, tercero, cuarto, quinto y sexto del artículo 303, resultaron aprobados por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín.


La Senadora señora Goic indicó que no se observa inconstitucionalidad en el texto del artículo 303 aprobado en general, ya que subsiste el principio de la libertad sindical y ningún trabajador puede ser obligado a permanecer en un determinado sindicato, pudiendo desafiliarse o formar parte de otro. Dijo compartir el sentido de fondo del artículo, que es otorgar titularidad al sindicato y evitar una práctica que hoy día significa mermar la posibilidad de los sindicatos de representar a los trabajadores al posibilitar la creación de grupos negociadores.


La Senadora señora Muñoz advirtió que se observa una lectura absolutamente distinta de los números del artículo 19 de la Constitución Política invocados por el Senador señor Larraín, por lo cual su opinión es que el artículo 303 no contiene vicios de inconstitucionalidad.

ARTÍCULO 304

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


La indicación fue retirada por sus autores en sesión de 14 de octubre de 2015.

INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 304 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del aludido inciso segundo preceptúa que no existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en aquellas en que leyes especiales la prohíban.

INDICACIÓN 103


El Senador señor Navarro propone establecer como excepción a la norma del inciso segundo del artículo 304, el caso de las empresas que presten labores o servicios para el sector privado y sus trabajadores se rijan por el Código del Trabajo.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 304 DEL NUMERAL 28)


El texto del inciso tercero aprobado en general dispone que tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más del 50% por el Estado, directamente o a través de derechos o impuestos.

INDICACIÓN 104


El Senador señor Araya sugiere agregar al inciso tercero una oración final que exceptúe de la prohibición a las corporaciones municipales.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Senador señor Allamand dejó constancia de una solicitud al Ejecutivo, en el sentido de efectuar una revisión del procedimiento que establece las empresas donde no podrá haber negociación colectiva, con la finalidad de fortalecer la institucionalidad y no dejar la decisión entregada a un solo Ministerio.


-Puesto en votación el texto del artículo 304 aprobado en general, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 305

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


La indicación fue retirada por sus autores en sesión de 14 de octubre de 2015.

INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 305 DEL NUMERAL 28)


El inciso primero del artículo 305 aprobado en general señala que no podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación del empleador y que estén dotados de facultades generales de administración, tales como gerentes y subgerentes.

INDICACIONES 105 Y 106


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Allamand, Guillier, Larraín y Zaldívar, respectivamente proponen reemplazar dicho inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 305.- Trabajadores impedidos de ejercer el derecho a negociar colectivamente, forma y reclamo de esta condición. No podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación del empleador y que estén dotados de facultades generales de administración, tales como gerentes y subgerentes. En el caso de empresas catalogadas como micro, pequeñas y medianas empresas en el artículo 505 bis, no podrán negociar colectivamente los trabajadores que de acuerdo con la organización interna de la empresa, dentro de ésta, según su contrato, un cargo  superior de mando e inspección, siempre que estén dotados de atribuciones decisorias sobre políticas y procesos productivos o de comercialización.”.

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, en lo que respecta a los casos en que no se podrá negociar.

INDICACIÓN 107


La Presidenta de la República sugiere agregar al inciso primero del artículo 305, la siguiente oración final: “Con todo, en la micro y pequeña empresa la precitada prohibición se aplicará, además, al personal de confianza que ejerza cargos superiores de mando.”.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, señaló que el artículo 305 consigna quienes son los trabajadores impedidos de ejercer el derecho a negociar colectivamente y con la indicación 107 se está agregando al personal de confianza de la micro y pequeña empresa, los que habitualmente no tienen constituida la representación legal de las mismas.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que el artículo 305 regula una práctica habitual y estatuye claramente quienes son los trabajadores que no pueden negociar colectivamente. Asimismo, producto del debate producido en la Comisión y de las conversaciones con el sector de la mediana, micro y pequeña empresa, el Ejecutivo encontró razonable formular la indicación 107 que amplía la prohibición al personal de confianza que se indica, porque en la micro y pequeña empresa dichas personas cumplen distintos roles además de la dirección de las empresas, lo que no ocurre en la mediana empresa.


El Senador señor Larraín lamentó que las medianas empresas queden excluidas, dado que la misma lógica explicada por el Ejecutivo se observa en muchas empresas de hasta 200 trabajadores.


El Senador señor Letelier comentó que el personal de confianza que ejerce cargos superiores de mando en las medianas empresas son trabajadores que están dotados de facultades generales de administración, que se encuentran excluidos al igual que en las grandes empresas, de modo que el artículo 305 al incorporar a la micro y pequeñas empresas busca beneficiar a éstas con un criterio de igualdad.


-Puesta en votación la indicación 107, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


Respecto del texto del inciso final del artículo 305, que posibilita a las micro, pequeñas y medianas empresas excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje, el Senador señor Larraín consultó su razón de ser y por qué no incluye a las grandes empresas, atendido que el contrato de aprendizaje es una oportunidad de empleo permanente para los trabajadores.


La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, explicó que el inciso en cuestión obedece –al igual que en el caso de la titularidad sindical- a observaciones reiteradas del Comité de Expertos y de la Comisión de Normas que aprueba anualmente su informe en la OIT desde el 2001.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, indicó que las remuneraciones de los contratos de aprendizaje no se negocian tal como lo consigna el artículo 82 del Código del trabajo, pero sí se negocian las condiciones dentro de las cuales se desempeñan. Por otro lado, en las conversaciones sostenidas con los representantes de las PYMES, éstos solicitaron que se explicitara la situación de los aprendices.


A continuación, se puso en votación el texto del artículo 305, con los siguientes resultados:


-Incisos primero a tercero fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


-Inciso final del artículo 305 fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y dos votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín.

El Senador señor Allamand manifestó que el inciso final del artículo 305 –equivocadamente ideado como una medida de protección- producirá la disminución de los contratos de aprendizaje en las grandes empresas, porque más allá de que se negocien o no las remuneraciones, el tener que negociar colectivamente con los aprendices provocará que dichas empresas se inhiban de contratarlos. Además, indicó tener dudas sobre la racionalidad del concepto de igualdad ante la ley frente al texto, porque donde hay la misma razón debiera haber la misma disposición y no dejar fuera a las grandes empresas.

INDICACIÓN 108


La Senadora señora Von Baer propone adicionar al inciso primero del artículo 305, la siguiente oración final: “Por su parte, los trabajadores regidos por el párrafo 2°, del Capítulo II, del Libro I del presente Código, sólo podrán negociar colectivamente de acuerdo a lo previsto en el artículo 315.”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 109


El Senador señor Horvath sugiere agregar al inciso primero del artículo 305, la siguiente oración final: “Tratándose de pequeñas empresas, dicha prohibición podrá extenderse a personal de confianza que ejerza funciones de fiscalización o supervisión.”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 305 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso cuarto preceptúa que las micro, pequeñas y medianas empresas podrán excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje.

INDICACIÓN 110


El Senador señor Ossandón propone eliminar la mención a las micro, pequeñas y medianas empresas.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 306


El texto aprobado en general regula las materias de la negociación colectiva.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Esta indicación fue retirada por sus autores.

INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 306 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso segundo del artículo 306 estatuye que las negociaciones podrán incluir acuerdos para la conciliación del trabajo con las responsabilidades familiares, planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa, acuerdos para la capacitación y reconversión productiva de los trabajadores, constitución y mantenimiento de servicios de bienestar, mecanismos de solución de controversias, entre otros.

INDICACIONES 111 Y 112


La Senadora señora Goic y las Senadoras señoras Goic y Muñoz formularon estas indicaciones con la finalidad de agregar a los acuerdos derivados de las negociaciones los relativos a la promoción de la corresponsabilidad parental.

INDICACIÓN 113


El Senador señor Araya propone agregar a los acuerdos derivados de las negociaciones los relativos a los permisos en caso de enfermedad grave del hijo.

INDICACIONES 114 Y 115


La Senadora señora Goic y las Senadoras señoras Goic y Muñoz formularon estas indicaciones para comprender entre los acuerdos derivados de las negociaciones, medidas específicas de acción positiva en favor de las mujeres para corregir situaciones de desigualdad respecto de los hombres, condiciones especiales de trabajo para jóvenes de dieciocho a veinticuatro años con el objeto promover su contratación.


-El Presidente de la Comisión solicitó al Ejecutivo atender al tenor de las indicaciones 111 a 115, dedicadas a la promoción de la co-responsabilidad parental, protección de las mujeres, situación de enfermedad de los hijos, desigualdad de género y condiciones especiales de trabajo para los jóvenes y efectuar una propuesta sobre dicha materia, para lo cual se dejó pendiente la resolución de las mencionadas indicaciones.

  
Posteriormente, el Ejecutivo formuló una propuesta que, recogiendo el contenido de las indicaciones 111 y 112, apunta a establecer que las negociaciones podrán incluir acuerdos para la conciliación del trabajo con las responsabilidades familiares, el ejercicio de la corresponsabilidad parental, planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que la noción de corresponsabilidad parental dice relación con un principio jurídico propio del derecho de familia que opera ante la separación judicial o de hecho de los cónyuges, garantizando el ejercicio y el cumplimiento de los derechos y deberes de éstos hacia los hijos en común. 

 
En ese contexto, consultó acerca de la aplicación de dicho concepto en el ámbito del derecho del trabajo, sin perjuicio de la necesidad de promover la igualdad en el ejercicio de las responsabilidades familiares.

 
La Senadora señora Goic afirmó que la regulación introducida al Código del Trabajo durante los últimos años apunta a establecer la igualdad en el ejercicio de los derechos que emanan de la maternidad, la maternidad y la vida familiar hacia el ámbito propio del derecho laboral.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, afirmó que las normas propias del derecho laboral no pueden establecer derechos u obligaciones fuera del ámbito del que le es propio; en consecuencia, los mecanismos de corresponsabilidad familiar que contempla la indicación deben ser interpretados en el contexto de la relación laboral.

  
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, respecto de las indicaciones 114 y 115 explicó que aun cuando persiguen un propósito compartido por el Ejecutivo, proponen establecer condiciones especiales de trabajo para jóvenes de dieciocho a veinticuatro años con el objeto de promover su contratación, lo que puede generar la precarización de sus condiciones laborales.

 
La Senadora señora Goic explicó que las indicaciones apuntan a establecer planes de acción positiva en distintas materias, más allá incluso de la perspectiva de género, con la finalidad de introducir un mayor grado de igualdad.

 
Al respecto, el Ejecutivo presentó una indicación para establecer que, dentro de las negociaciones colectivas, y considerando el contenido de las indicaciones 114 y 115, se deben incluir acciones positivas para corregir situaciones de desigualdad al interior de la empresa, tales como aquellos planes que apuntan a la contratación de personas en situación de discapacidad o trabajadores jóvenes.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió en la necesidad de establecer normas legales que favorezcan la igualdad de roles de mujeres y hombres en el ejercicio de sus responsabilidad y derechos parentales, incluyendo el ámbito propio del derecho del trabajo.

 
Las indicaciones 111 a 115, sin perjuicio de ser considerado su contenido en las indicaciones del Ejecutivo, fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 116


El Senador señor Ossandón propone incluir dentro de los acuerdos derivados de las negociaciones, los pactos de adaptabilidad de la jornada laboral.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 306 DEL NUMERAL 28)


El texto del inciso tercero del artículo 306 aprobado en general establece que adicionalmente, podrán negociarse los acuerdos de extensión previstos en el inciso final del artículo 323 y los sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso, bancos de horas extras, duración y retribución de jornadas pasivas, en la medida que dicha negociación se sujete a las condiciones previstas en el Título VI del Libro IV.

INDICACIÓN 117


El Senador señor Navarro sugiere el reemplazo del inciso tercero del artículo 306 por el siguiente:

 
“Adicionalmente, podrán negociarse los acuerdos de extensión previstos en el inciso final del artículo 323.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 118


El Senador señor Horvath formuló esta indicación para intercalar, a continuación del inciso tercero del artículo 306, uno nuevo que dispone lo siguiente:

 
“Sin perjuicio de lo anterior, toda negociación colectiva que se presente en establecimiento, empresa o faena regional, deberá considerar las variables de carácter local y territorial, así como también la canasta de bienes regionalizada elaborada por el Instituto Nacional de Estadísticas, y deberá propender a establecer en su caso, salarios mínimos regionalizados.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Senador señor Larraín realizó las siguientes consultas respecto de cuáles son las materias de la negociación colectiva:


-¿qué se entiende por condiciones comunes de trabajo? y por qué se excluyeron los pactos de adaptabilidad como materia de negociación colectiva.


-¿qué significa la inclusión de los mecanismos de solución de controversias? 


El asesor del Ministerio Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que en el inciso primero del artículo 306 se mantiene como materia de negociación colectiva las condiciones comunes de trabajo dentro de la empresa y en cuanto a la inclusión de mecanismos de solución de controversias señaló que en algunos contratos o convenios colectivos de nueva generación, las empresas y los sindicatos establecen dichos mecanismos como una forma de promover mejores relaciones laborales y por ello se busca incentivar la incorporación de nuevas materias convenidas.


Respecto de los pactos de adaptabilidad, advirtió que en el inciso tercero se mantiene una referencia general a dichos pactos y lo que se está sugiriendo vía indicación 321 es excluir la posibilidad de negociar pactos sobre condiciones especiales de trabajo de la negociación colectiva reglada, pero el sistema general de negociación de los pactos debería ser la negociación colectiva no reglada.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, dejó constancia de una precisión que se deberá efectuar respecto de un cuarto pacto ya indicado respecto de la negociación no reglada, que debería incorporarse en el inciso tercero del artículo 306, sobre distribución de la jornada semanal, conocido como 4X3.


-Puesto en votación el texto aprobado en general del artículo 306, no obstante quedar pendiente el tema de la inclusión de nuevas materias de negociación, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 118 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para modificar el artículo 306 de la siguiente manera:

a)
Intercálase en su inciso segundo, entre las expresiones “responsabilidades familiares,” y “planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa”, la frase  “el ejercicio de la corresponsabilidad parental,”. 

b)
Agrégase en su inciso segundo a continuación de la palabra “empresa,”, la oración “acciones positivas para corregir situaciones de desigualdad,”. 

c)
Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Adicionalmente, se podrán negociar los acuerdos de extensión previstos en el artículo 323 y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el Título VI de este Libro.”.
 
-Puesta en votación la indicación 118 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 307 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 307 establece que ningún trabajador podrá estar afecto a más de un contrato colectivo de trabajo celebrado con el mismo empleador de conformidad a las normas de este Código.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores, dándose por aprobada esta disposición en particular, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 308 DEL NUMERAL 28)

 
El texto aprobado en general de este artículo preceptúa que para negociar colectivamente dentro de una mediana, pequeña o micro empresa, se requerirá que haya transcurrido a lo menos un año desde el inicio de sus actividades. Tratándose de una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido a lo menos seis meses desde el inicio de sus actividades.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

INDICACIÓN 119


La Presidenta de la República propone reemplazar el artículo 308 por el siguiente:

 
“Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente dentro de una micro y pequeña, mediana o gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido a lo menos dieciocho, doce y seis meses, respectivamente, desde el inicio de sus actividades.”.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó que producto del trabajo de esta Comisión y de las conversaciones con el sector de las PYME, al Ejecutivo le pareció prudente formular esta indicación para establecer un plazo diferenciado de negociación colectiva, según el tamaño de las empresas; 18 meses para la micro y pequeña empresa, 12 meses para la mediana empresa y 6 meses para la gran empresa.


El Senador señor Allamand hizo alusión a las indicaciones 121 y 122, que ya fueron declaradas inadmisibles, para resaltar la idea en ellas contenida de contar los plazos desde la emisión de la primera boleta, guía o factura respecto de la mediana, pequeña o micro empresa. Al respecto señaló que la indicación 119 del Ejecutivo cuenta el plazo desde el inicio de las actividades de las empresas. 


Recordó que los representantes de las empresas pequeñas comentaron que una cosa es constituir la empresa y otra es el momento en que se efectúa la primera venta, situación que las empresas grandes enfrentan con determinados respaldos.


El Senador señor Letelier aseveró que la indicación 119 es un avance para la micro y pequeña empresa al aumentar el plazo de un año a 18 meses para dar inicio a las negociaciones colectivas.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, insistió en señalar que este tema fue conversado con el sector, el que lo planteó en ambos sentidos y que el Ejecutivo recogió por una razón de certeza el comienzo del plazo desde el inicio de actividades. 


-Puesta en votación la indicación 119, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 120


El Senador señor Quinteros sugiere sustituir el artículo 308 por el siguiente:

 
“Artículo 308.- Para negociar colectivamente en una micro y pequeña empresa se requerirá que hayan transcurrido dieciocho meses desde su primera facturación.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 121 Y 122


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar, respectivamente, proponen reemplazar el artículo 308 por el siguiente:

 
“Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente dentro de una mediana, pequeña o micro empresa, se requerirá que haya transcurrido a lo menos 18 meses desde la emisión de la primera boleta, guía o factura. Tratándose de una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido a lo menos seis meses desde el inicio de sus actividades.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 123


El Senador señor Horvath, mediante su indicación 123, sustituye la frase “que haya transcurrido a lo menos un año desde el inicio de sus actividades” por “un año desde que haya emitido su primera factura o boleta”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 309
 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 309 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso segundo del artículo 309 dispone que igualmente, gozarán del fuero antes señalado –fuero propio de la negociación colectiva- los trabajadores que se afilien a la organización sindical durante el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, a partir de la fecha en que se comunique la afiliación al empleador y hasta treinta días después de la suscripción del contrato colectivo o de la notificación del laudo arbitral, en su caso.
INDICACIÓN 124


El Senador señor Horvath propone agregar al inciso segundo del artículo 309 las siguientes oraciones: “La organización sindical deberá comunicar dentro de un plazo de cuarenta y ocho horas al empleador sobre la afiliación del trabajador desde que se produzca su incorporación, bajo el apercibimiento de que no opere el referido fuero. La comunicación al empleador deberá realizarse por escrito al correo electrónico designado por este y enviarse copia de la misma a la Inspección del Trabajo.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 125


El Senador señor Araya por medio de la indicación 125 sugiere incorporar un artículo 309 bis, nuevo, cuyo texto es el siguiente:

 
“Artículo 309 bis.- En los casos de empresas sujetas al régimen de subcontratación y de servicios transitorios, reguladas en el Título VII del Libro I de este Código, no podrá la empresa mandante o usuaria, poner término al contrato que la ligue con la empresa contratista, subcontratista o de servicios transitorios, durante los mismos periodos contemplados en el artículo anterior, sin tener la autorización del juez del trabajo competente.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.


-Seguidamente la Comisión aprobó el artículo 309 en particular, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULOS 310 Y 311 DEL NUMERAL 28)


El artículo 310 y el artículo 311 aprobados en general se refieren a los beneficios del contrato colectivo y la afiliación sindical, y la relación y efectos del contrato colectivo con el contrato individual.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada por sus autores.


-En consecuencia, la Comisión aprobó en particular los artículos 310 y 311, por la unanimidad de sus integrantes presentes Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 312

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 312 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso primero del artículo 312 establece que todos los plazos establecidos en el Libro IV son de días corridos, salvo los previstos para la mediación obligatoria del artículo 355.

INDICACIÓN 126


La Presidenta de la República formula esta indicación para corregir la mención del artículo 355 por artículo 353.


-Puesta en votación la indicación 126 fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con igual votación aprobó en particular el texto del artículo 312.

ARTÍCULO 313 DEL NUMERAL 28)

 
El texto aprobado en general dispone que para los efectos previstos en el Libro IV, además de los inspectores del trabajo, serán ministros de fe los notarios públicos, los oficiales del Registro Civil, los funcionarios de la Administración del Estado que sean designados en esa calidad por la Dirección del Trabajo y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles.


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

INDICACIÓN 127


El Senador señor Araya propone agregar como ministros de fe a los delegados municipales.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación 127 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


A continuación, la Comisión aprobó en particular el artículo 313, por la por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
ARTÍCULO 314 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 314 regula la negociación no reglada.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

INDICACIÓN 128


El Senador señor Araya, mediante la indicación 128, sugiere reemplazar el artículo 314 por el siguiente:

 
“Artículo 314.- Negociación no reglada. En cualquier momento de la relación laboral y sin restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse entre uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, o grupos de trabajadores, negociaciones voluntarias, directas y sin sujeción a normas de procedimiento, para convenir condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado, que no podrá exceder de tres años.”.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
Seguidamente, la Comisión aprobó en particular el artículo 314, por la por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
EPÍGRAFES CONTEMPLADOS EN EL TEXTO DESPACHADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS A CONTINUACIÓN DEL ARTÍCULO 314

Título II

DE LA PRESENTACIÓN Y TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE CONTRATO COLECTIVO

Capítulo I

DE LA PRESENTACIÓN HECHA POR SINDICATOS DE EMPRESA O GRUPOS DE TRABAJADORES


-La Comisión acordó efectuar una adecuación formal consistente en eliminar dichos epígrafes.

ARTÍCULO 315

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

ENCABEZAMIENTO DEL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 315 DEL NUMERAL 28)
 
El texto aprobado en general del encabezamiento del artículo 315, que regula la negociación semi-reglada, preceptúa que en las empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 362, los trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador, conforme a las reglas mínimas de procedimiento siguientes.

INDICACIONES 129 Y 130


Los Senadores señores Ossandón y Tuma, y Senadores señores Tuma, Allamand, Guillier, Larraín y Quinteros, respectivamente formularon estas indicaciones para sustituir el encabezamiento del artículo 315 por el siguiente:

 
“Artículo 315.- Negociación semi-reglada. En las medianas y grandes empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 362, y en las micro empresas y pequeñas empresas, existan o no dichas organizaciones, los trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador, conforme a las reglas mínimas de procedimiento siguientes:”.

 
-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 130 en sesión de 30 de septiembre de 2015.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Senador señor Allamand observó que las indicaciones 129 y 130 dicen relación con el denominado “acuerdo PYME”.


El Senador señor Letelier recordó que la Comisión ha entendido que abordará el tema de las micro y pequeña empresas en algún momento de la discusión en particular, de manera que es muy probable que se reabra la discusión al respecto, en la dimensión política y social que comprende.

INDICACIÓN 131


El Senador señor Horvath sugiere incluir en la negociación semi reglada a los trabajadores en que el sindicato no represente más del cincuenta por ciento de ellos.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

LETRA a) del artículo 315

 
La letra a), aprobada en general, exige para la negociación semi reglada que deberá tratarse del mismo número de trabajadores que se exige para constituir sindicatos de empresa conforme al artículo 227.

INDICACIÓN 132


El Senador señor Letelier propone agregar a la letra a) un párrafo que permita constituir el grupo negociador con 8 trabajadores en el caso de empresas con 50 o menos trabajadores.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

LETRA b) del artículo 315

 
El texto de la letra b) del artículo 315 aprobado en general se establece que los trabajadores serán representados por una comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un Inspector del Trabajo.

INDICACIÓN 133


El Senador señor Araya propone sustituir la mencionada letra b), por la siguiente:

 
“b) Los trabajadores serán representados por una comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un Inspector del Trabajo. Dicha comisión negociadora requerirá la incorporación de a lo menos un miembro del sexo opuesto al mayoritario, siempre que existan en la empresa o empresas, trabajadores de ambos sexos.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

LETRA d) del artículo 315

 
El texto aprobado en general de la letra d) señala que la propuesta final del empleador deberá ser aprobada ante el Inspector del Trabajo en votación secreta, por mayoría absoluta de los trabajadores involucrados.

INDICACIÓN 134


El Senador señor Letelier sugiere agregar un párrafo a la letra d) del artículo 315, cuyo texto es el siguiente:

 
“Si las partes no alcanzan un acuerdo, cualquiera de ellas podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo, siendo obligatoria para ambas la asistencia a las audiencias a las que sean convocadas con el objeto de alcanzar un acuerdo.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 315 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso tercero del artículo 315 preceptúa que cualquier trabajador que tenga vigente un acuerdo de grupo negociador podrá afiliarse a una organización sindical, aplicándose a su respecto lo previsto en el artículo 323, pudiendo negociar según las reglas generales.

INDICACIÓN 135


La Presidenta de la República formuló la indicación 135 con el propósito de reemplazar dicho inciso tercero, por el siguiente:

 
“Los trabajadores se mantendrán afectos al acuerdo de grupo negociador del que sean parte, hasta el término de su vigencia. Estos trabajadores podrán, en cualquier momento, concurrir a la constitución de un sindicato o afiliarse a uno existente, siéndoles aplicable lo dispuesto en los artículos 323 y 324 de este Código.”.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que la indicación busca precisar que aquellos trabajadores afectos al acuerdo del grupo negociador en el que participaron, continuarán rigiéndose por dicho acuerdo hasta que se termine su vigencia.


Aclaró que hacía retiro de la última oración del texto contenido en la indicación, dado que corresponde a un error de transcripción.


El Senador señor Allamand consultó qué sucedía con los actuales “convenios o contratos” que no corresponden a los “acuerdos de grupo negociador”, porque dicho término es propio del nuevo texto.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, expresó que esta situación debería ser regulada en una disposición de carácter transitorio.


La Senadora señora Goic manifestó una duda acerca de la ubicación del inciso final del artículo 315, porque dicho artículo se denomina “negociación semi-reglada”.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, advirtió que la negociación semi-reglada da origen a un acuerdo de grupo negociador, que es la instancia que ejerce dicha modalidad de negociación.


-Puesta en votación la indicación 135, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con la misma votación se aprobó el resto del texto del artículo 315.
-------

PRESENTACIÓN DEL EJECUTIVO SOBRE EL DERECHO A INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES

Objetivos del derecho a información:

-Reducir la asimetría que existe entre las partes respecto de la situación en que se encuentra la empresa.

-Alinear las expectativas y demandas de los trabajadores con las capacidades reales de la empresa.

-Promover el diálogo al interior de la empresa.

Tipo de información:

-Información permanente

-Información para la negociación colectiva

Clasificación de empresas según el Código del Trabajo
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Sistema de registros contables para fines tributarios:

Sistema de contabilidad completa

Sistema de contabilidad simplificada (14 ter letra A):

-Empresas con ventas anuales hasta 50.000 UF (micro, pequeñas y medianas empresas).

-Empresas que inician actividades con capital efectivo hasta 60.000 UF (opcional).

Información periódica

Grandes empresas:

 
Por regla general estas empresas no se encuentran acogidas al sistema de contabilidad simplificada (artículo 14 Ter A de la Ley de la Renta) y deben entregar la siguiente información:

-Balance general

-Estado de resultado

-Estados financieros auditados, si los tuvieren

 
Las empresas que excepcionalmente se encuentren acogidas al sistema de contabilidad simplificada del artículo 14 Ter A de la Ley de la Renta, deben entregar la siguiente información:

Flujo de ingresos y egresos.


Las grandes empresas además:

 
Deberán entregar la información sobre remuneraciones por cargos o funciones de los trabajadores, según artículo 154 N° 6 del Código del Trabajo. En el caso de las medianas empresas, esta información deberá ser entregada como información previa a la negociación.

 
Información de carácter público que se pone a disposición de la SVS (Empresas que se tranzan en el mercado de valores).

Micro, pequeñas y medianas empresas, según la norma laboral, deben entregar la información que dispongan de acuerdo al régimen tributario al que se encuentren acogidos para efectos de la determinación del Impuesto a la Renta:

I. Si está acogida al régimen de contabilidad simplificada (artículo 14 Ter A). 

-Flujo de ingresos y egresos.

II. Si está acogida al régimen de contabilidad completa.

-Balance general

-Estado de resultado

-Estados financieros auditados, si los tuvieren

-Información de carácter público que se pone a disposición de la SVS (Empresas que se transan en el mercado de valores)

Oportunidad para la entrega de Información Periódica

 
-30 días desde que se encuentre disponible (esta información se genera anualmente).

 
-A los nuevos sindicatos, 15 días a partir de la comunicación al empleador de la constitución del sindicato

Información para la Negociación Colectiva

Grandes y medianas empresas

-Planilla de remuneraciones de los afiliados, fecha de nacimiento, ingreso a la empresa, cargo o función.

-Valor de los beneficios del Instrumento vigente.

-Costos globales de la mano de obra de la empresa.

-Información periódica no entregada oportunamente, si correspondiere.

-Información de política de inversiones.

Micro y pequeñas empresas

-Planilla de remuneraciones de los afiliados desagregada.

-Valor de los beneficios del Instrumento vigente.

-Costos globales de la mano de obra de la empresa.

Oportunidad para requerir y entregar Información Periódica
I. Requerimiento

-Si existe instrumento colectivo vigente 90 días antes del vencimiento.

-Si no existe instrumento colectivo vigente, en cualquier momento.

II. Respuesta

-15 días después del requerimiento.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, informó que se habían sostenido reuniones con el sector de las empresas de menor tamaño y con la CONAPYME, con la finalidad de revisar algunas materias referidas a la entrega de información.

-------

ARTÍCULO 316 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula el derecho a información periódica –para la negociación- de las organizaciones sindicales.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 136 Y 137


Los Senadores señores Ossandón y Tuma, y los Senadores señores Guillier, Larraín, Quinteros, Pizarro y Zaldívar, respectivamente formularon estas indicaciones para sustituir el artículo 316 por el siguiente:

 
“Artículo 316.- Derecho de información periódica. Las empresas grandes y medianas, que no se encuentren acogidas al régimen del artículo 14 ter A de la Ley de Renta, o que estando voluntariamente acogidas a éste, si tienen contabilidad completa, deberán entregar a los sindicatos que existan en ellas el balance general, el estado de resultados y los estados financieros, auditados si los tuvieren, dentro del plazo de treinta días contado desde que estos documentos se encuentren disponibles.

 
Las grandes empresas, además, deberán entregar a los sindicatos toda otra información de carácter público que conforme a la legislación vigente estén obligadas a poner a disposición de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta información deberá ser entregada dentro del plazo de treinta días contado desde que se ponga a disposición de la Superintendencia.

 
Respecto de los nuevos sindicatos que se constituyan en las empresas grandes y medianas, que no se encuentren acogidas al régimen del artículo 14 ter A de la Ley de Renta, o que estando voluntariamente acogidas a éste, si tienen contabilidad completa, la información indicada en este artículo será entregada dentro del plazo de quince días contado a partir de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225.”.

 
-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 137 en sesión de 30 de septiembre de 2015.


-Las indicaciones 136 y 137 fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que el texto aprobado en general por el Senado apunta a crear una cultura de diálogo e intercambio entre el sindicato y el empleador, lo que requiere establecer el derecho de información periódica con la finalidad de garantizar su entrega de modo permanente y permitir una mejor preparación del procedimiento de negociación colectiva.

 
En ese contexto, añadió que la propuesta del Ejecutivo considera el tamaño de la empresa, atendiendo al régimen tributario al que están acogidas, de modo tal de conocer la información disponible para cada caso.

 
El Senador señor Allamand afirmó que el texto aprobado en general por el Senado debe especificar el tipo de sindicato de que se trate, toda vez que, a la luz de la regulación propuesta, un sindicato interempresa podría acceder a toda la información financiera y contable de una empresa distinta a la de su empleador. De ese modo, agregó, se produciría la divulgación de información estratégica a todas las empresas que intervienen en un determinado sector de la producción.

 
El Senador señor Larraín coincidió con dicha observación.

 
En la sesión siguiente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, presentó una propuesta para establecer que la obligación de entrega de información periódica en las grandes empresas opera únicamente respecto los sindicatos de empresa constituidos en ellas. Asimismo, deberá ser entregada dentro de treinta días contados desde que la información se ponga a disposición de la respectiva Superintendencia, en tanto que, dentro del mismo plazo, deberá ser entregada a los nuevos sindicatos de empresa que se constituyan.


-La Presidenta de la República formuló la indicación 151 a), recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión respecto de la regulación relativa al derecho a información de las organizaciones sindicales y propuso sustituir los artículos 316 a 320.


-El artículo 316 propuesto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 317 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula el derecho a información específica –para la negociación- de las organizaciones sindicales.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 138


Los Senadores señores Ossandón y Tuma proponen reemplazar el artículo 317 por el siguiente:

 
“Artículo 317.- Derecho de información específica para la negociación. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a proporcionar a los sindicatos que tengan derecho a negociar en ellas, la información específica y necesaria para preparar sus negociaciones colectivas. Las medianas empresas que se encuentren acogidas al régimen del artículo 14 ter A de la Ley de Renta, sólo deberán entregar aquella información que tributariamente estén obligadas a llevar o que estando voluntariamente acogidas a éste, si tienen contabilidad completa.

 
A requerimiento de las organizaciones sindicales que lo soliciten dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente, deberán entregar, a lo menos, la siguiente información:

 
a) Planilla de remuneraciones pagadas a todos los trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes, con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función desempeñada. La entrega de la información antes señalada no significará contravención a lo dispuesto en el artículo 151 bis.

 
b) Valor actualizado de todos los beneficios que forman parte del instrumento colectivo vigente.

 
c) Los costos globales de mano de obra de la empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y éste hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán entregar los costos globales del período de duración del contrato.

 
d) Toda la información periódica del artículo 316 que no haya sido entregada oportunamente.

 
e) Información que incida en la política futura de inversiones de la empresa, que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial.

 
En el evento de que no exista instrumento colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.

 
Las empresas señaladas en este artículo dispondrán del plazo de quince días para hacer entrega de la información solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.”.

INDICACIÓN 139


Los Senadores señores Tuma, Allamand, Guillier, Larraín y Pizarro, sugieren agregar al inciso primero del artículo 317 una oración final que disponga que las medianas empresas que se encuentren acogidas al régimen del artículo 14 ter a) de la Ley de Renta, sólo deberán entregar aquella información que tributariamente estén obligadas a llevar o que estando voluntariamente acogidas a éste, si tienen contabilidad completa.

INDICACIÓN 140


El Senador señor Araya, mediante la indicación 140, propone eliminar en la letra a) del inciso segundo del artículo 317, la frase “afiliados a la organización requirente”.


-Las indicaciones 138, 139 y 140 fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, presentó una propuesta del Ejecutivo, la que apunta a establecer el derecho de información específica para la negociación colectiva en las grandes y medianas empresas.

 
El Senador señor Allamand afirmó que, para efectos de la negociación, no resulta razonable divulgar la información específica de las remuneraciones y las condiciones laborales de las empresas, toda vez que ello puede afectar su funcionamiento y competencia en el mercado. 

 
En esa línea, aseveró que dicha información presenta un carácter confidencial que debe ser cautelado, salvo que el trabajador hubiere manifestado su anuencia con la divulgación, particularmente respecto de aquella contenida en la letra a) de la indicación en estudio.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, sostuvo que la información debe der entregada únicamente a la directiva del sindicato, quienes representan al trabajador afiliado durante el procedimiento de negociación colectiva.

 
Complementando lo expresado, el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, explicó que el artículo 220 del Código del Trabajo establece el deber de representación de las organizaciones sindicales respecto de sus afiliados, del que deriva el derecho de información que aquéllas pueden ejercer.

 
En la sesión siguiente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, expuso una propuesta para establecer que la información periódica que deben entregar las grandes y medianas empresas debe ser entregada a los sindicatos de empresa, cuando corresponda.

 
-La Presidenta de la República formuló la indicación 151 a), recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión respecto de la regulación relativa al derecho a información de las organizaciones sindicales y propuso sustituir los artículos 316 a 320.


-El artículo 317 propuesto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con todo, la letra a) del artículo 317 fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 318 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula el derecho de información de los sindicatos en relación a los cargos o funciones de los trabajadores.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 141


El Senador señor Ossandón sugiere reemplazar el artículo 318 por el siguiente:

 
“Artículo 318.- Información por cargos o funciones de los trabajadores. El empleador podrá entregar a las organizaciones sindicales información sobre las remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones en la empresa.

 
La información deberá entregarse innominadamente y no podrá significar menoscabo a la privacidad de los trabajadores o de quienes presten funciones bajo cualquier título dentro de la empresa.”.

INDICACIÓN 142


Los Senadores señores Ossandón y Tuma presentaron esta indicación 142, con la finalidad de sustituir el artículo 318 por el siguiente:

 
“Artículo 318.- Derecho de información por cargos o funciones de los trabajadores. Los sindicatos podrán solicitar a las grandes empresas, una vez en cada año calendario, información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones en la empresa, del registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154.

 
La información deberá entregarse innominadamente, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que haya sido requerida.

 
En el caso de las empresas medianas, que no se encuentren acogidas al régimen del artículo 14 ter A de la Ley de Renta, o estando acogidas, voluntariamente tengan contabilidad completa, los sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación.”.

INDICACIÓN 143


El inciso tercero del artículo 318 aprobado en general establece que en el caso de las empresas medianas, los sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación. Los Senadores señores Tuma, Guillier, Quinteros, Pizarro y Zaldívar proponen intercalar, a continuación de la palabra “medianas”, la frase “que no se encuentren acogidas al régimen del artículo 14 ter A de la Ley de Renta, o estando acogidas, voluntariamente tengan contabilidad completa”.


-El Senador señor Quinteros retiró su firma de esta indicación, en sesión de 30 de septiembre de 2015.


-Las indicaciones 141, 142 y 143 fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, presentó una propuesta que apunta a establecer el derecho de información periódica por cargos o funciones de los trabajadores en las grandes y medianas empresas, estableciendo que los sindicatos de empresa, una vez al año, podrán solicitar a las grandes empresas la información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones de la empresa que se encuentren contenidas en el registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 164 del Código del Trabajo.

 
Dicha información deberá entregarse innominadamente, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que haya sido requerida, en tanto que, en el caso de las empresas medianas, sus sindicatos podrán hacer este requerimiento sólo como información previa a la negociación.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las normas aplicables a los sindicatos interempresa en materia de información periódica.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, sostuvo que los sindicatos interempresa podrán acceder a la información respecto de la negociación colectiva, pero, tratándose de información periódica, sólo podrán acceder a ella únicamente mediante el respectivo sindicato de empresa.

 
El Senador señor Larraín afirmó que, mediante la fórmula propuesta, se afecta la política sobre remuneraciones de las empresas, y se vulnera el derecho a la privacidad de personas no afiliadas a un sindicato.

 
Seguidamente, formuló expresa reserva de constitucionalidad respecto de la indicación propuesta, toda vez que, mediante la fórmula que contiene, se vulnera el derecho a la intimidad, protegido por el numeral 4 del artículo 19 de la Carta Fundamental, al permitir que un sindicato pueda conocer información específica de personas no afiliadas a él.

 
En la misma línea, el Senador señor Allamand sostuvo que debe cautelarse el derecho a la privacidad de los trabajadores, y el deber de reserva de información sensible que deriva de ello, el que se vería afectado por la indicación en estudio. De ese modo, propuso que, únicamente previa anuencia expresa de cada trabajador, la organización sindical pueda acceder a dicha información.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la información que podría ser considerada sensible sólo sería entramada a la organización sindical a la que pertenece, la que opera como su representante en la negociación colectiva

 
-La Presidenta de la República formuló la indicación 151 a), recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión respecto de la regulación relativa al derecho a información de las organizaciones sindicales y propuso sustituir los artículos 316 a 320.

 
-Puesto en votación el artículo 318, contenido en la indicación 151 a), se registraron dos votos a favor, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier, 1 abstención, de la Senadora señora Goic, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

 
-Repetida la votación, en conformidad al inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, el artículo 318 fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 319 DEL NUMERAL 28)


El artículo 319 aprobado en general regula la entrega de información de las micro y pequeñas empresas a sus sindicatos.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 144 Y 145


Los Senadores señores Ossandón y Tuma, y los Senadores señores Guillier, Pizarro, Quinteros, Tuma y Zaldívar, respectivamente, formularon estas indicaciones para reemplazar el artículo 319 por el siguiente:

 
“Artículo 319.- Información de la micro y pequeña empresa. Las micro y pequeñas empresas proporcionarán anualmente a los sindicatos o grupo negociador constituidos en ellas, la información que la norma tributaria les imponga para determinar su base imponible o aquella que voluntariamente lleve. Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a que se encuentre disponible.

 
Para los efectos de preparar la negociación colectiva, los sindicatos constituidos en estas empresas tendrán derecho a solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregadas por haberes.”.

 
-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 145, en sesión de 30 de septiembre de 2015.


Las indicaciones 144 y 145 fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 146, 147 Y 148


La Presidenta de la República hizo presente estas indicaciones al inciso primero del artículo 319, con el objetivo de eliminar las expresiones “financiera y contable” y “y que estén obligadas a llevar”. Asimismo, para reemplazar “normativa vigente” por “legislación tributaria”.


-Estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso una propuesta que apunta a establecer el derecho de información periódica en la micro, pequeña y mediana empresa, la que, en lo fundamental, consagra que deberán proporcionar anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ella la información que dispongan sobre sus ingresos y egresos de acuerdo al régimen tributario al que se encuentran acogidas para efectos del impuesto a la renta, dentro de los treinta días siguientes a la declaración anual de impuesto a la renta que efectúe la empresa.

 
-La Presidenta de la República, el 9 de diciembre de 2015, formuló la indicación 151 a), recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión respecto de la regulación relativa al derecho a información de las organizaciones sindicales y propuso sustituir los artículos 316 a 320.

 
La Senadora señora Muñoz explicó que la propuesta del Ejecutivo no distingue adecuadamente entre el régimen aplicable respecto de la información contable que deben entregar la empresas, considerando su tamaño. En efecto, detalló que, mediante la fórmula propuesta, se obliga a la entrega de información contable simplificada para las pequeñas y medianas empresas, aun cuando, en la práctica, cuenten con información detallada.

 
En esa línea, el asesor legislativo de la Senadora señora Muñoz, señor Luis Díaz, explicó que la legislación tributaria vigente establece que las pequeñas y medianas empresas deben llevar contabilidad completa, toda vez que se trata de un requisito que deben satisfacer para acceder a financiamiento. En consecuencia, afirmó que la indicación propuesta permitiría que tales empresas puedan negarse a entregar la información contable detallada.

 
En consecuencia, propuso que la información que deben proporcionar a los sindicatos consista en sus ingresos y egresos que de acuerdo al régimen tributario al que se encuentren acogidas, declaren ante el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto a la renta.

 
-Puesto en votación el artículo 319, contenido en la indicación 151 a), fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 319 BIS QUE AGREGA AL NUMERAL 28)


El Ejecutivo propuso agregar un artículo 319 bis que regule el derecho a la información específica para la negociación en la micro y pequeña empresa.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso que la indicación propone establecer el derecho de información específica para la negociación en la micro y pequeña empresa. En efecto, aquellas con derecho a negociar podrán solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregadas por haberes y por la información específica que señalan las letras a) y b) del artículo 317 del Código del Trabajo.

 
Añadió que dicha información podrá ser requerida noventa días antes del vencimiento del instrumento colectivo vigente o en cualquier momento, en caso de no existir, en tanto que el empleador deberá entregar la información dentro de los treinta días siguientes al requerimiento.

 
Asimismo, la comisión negociadora que represente al grupo negociador podrá solicitar al empleador el detalle de las remuneraciones mensuales de los trabajadores que represente, la que deberá entregarse en un plazo de cinco días.

 
El Senador señor Allamand abogó por especificar que el derecho de información sólo pueda operar respecto de los sindicatos de empresa, excluyendo a los sindicatos interempresa en la micro y pequeña empresa.
 
-El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República, mediante la indicación 151 a), propuso un texto para el artículo 319 bis que recoge la discusión precedentemente citada, el que fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 320 DEL NUMERAL 28)


El artículo 320 aprobado en general regula el derecho de los sindicatos a requerir información para negociar colectivamente por vía administrativa y judicial.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 149


Los Senadores señores Ossandón y Tuma proponen sustituir el artículo 320 por el siguiente:

 
“Artículo 320.- Derecho a requerir información por vía administrativa y judicial. En caso de que el empleador no cumpla con entregar la información en la forma y plazos previstos en los artículos anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del Trabajo que requiera al empleador para su entrega.

 
En caso de no prosperar la gestión administrativa, el o los sindicatos afectados podrán recurrir al tribunal con competencia en lo laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504.

 
El tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal. En el caso de las micro y pequeña empresas el tribunal conferirá previamente traslado por el plazo de 3 días, para acompañar los antecedentes del régimen tributario a que está afecto.”.

INDICACIÓN 150


Los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar formularon indicación para reemplazar el inciso tercero del artículo 320 con el siguiente texto:

 
“El tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal. En el caso de las micro y pequeña empresas el tribunal conferirá previamente traslado por el plazo de 3 días, para acompañar los antecedentes del régimen tributario a que está afecto.”.

INDICACIÓN 151


El Senador señor Araya propone agregar un inciso final al artículo 320, del siguiente tenor:

 
“En caso que la organización sindical comparezca por medio de mandatario judicial ante el tribunal para hacer valer su derecho, el juez, conjuntamente con ordenar la entrega de información, impondrá a la empresa el pago de las costas originadas en el procedimiento.”.


-Las indicaciones 149, 150 y 151 fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
El Ejecutivo formuló una indicación respecto de este artículo 320 y el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, expuso que propone que si el empleador no cumple con el deber de entregar la información en la forma y los plazos previstos, el o los sindicatos podrán solicitar a la Inspección el Trabajo que requiera al empleador para su entrega; asimismo, en caso de no prosperar dicha gestión, podrán recurrir al tribunal laboral, el que, previa revisión de los antecedentes, ordenará, en la primera resolución, que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que, en cualquier caso, se debe cautelar la bilateralidad de la audiencia al requerirse la información al empleador.

 
El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, explicó que la fórmula propuesta opera de la misma forma del procedimiento monitorio laboral, al acoger, mediante la primera resolución judicial, la pretensión del requirente, la que, en cualquier caso, es recurrible ante la jurisdicción laboral.

 
-El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 151 a) que contiene el texto del artículo 320, el que puesto en votación fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 321 DEL NUMERAL 28)

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.


Enseguida, la Comisión acordó, en forma unánime, enmendar la denominación del artículo 321 por la siguiente: “Instrumentos colectivos: contrato colectivo, convenio colectivo y acuerdo de grupo negociador. Definiciones”.

El Senador señor Allamand solicitó una explicación acerca de las distintas definiciones que contempla el artículo 321 y el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que el concepto de contrato colectivo se refiere únicamente a los instrumentos que suscriban los sindicatos con el empleador en el contexto de la negociación colectiva reglada.


Los convenios colectivos se refieren a los acuerdos suscritos por los empleadores con los sindicatos, en virtud de una negociación colectiva no reglada (artículo 314). Asimismo, la denominación convenios colectivos se aplicaría a los acuerdos que alcancen los sindicatos con su empleador en la negociación especial de los trabajadores por obra o faena y trabajadores de temporada (artículo 365), como también a los pactos sobre condiciones especiales de trabajo suscritos entre el sindicato y el empleador. Igual cosa sucede respecto al acuerdo de extensión de beneficios para los trabajadores no sindicalizados, que pueda suscribir el sindicato con el empleador, esto es, recibirá la denominación de convenio colectivo. Además, una forma residual que contiene el artículo 321 es entender como convenio colectivo toda clase acuerdo, protocolo o pacto colectivo celebrado por las partes.


Por su parte, el acuerdo suscrito bajo las normas de la negociación semi-reglada se denominará acuerdo de grupo negociador.


El nombre genérico corresponde a instrumentos colectivos donde también se incluye el laudo arbitral.


El Senador señor Letelier solicitó al Ejecutivo proponer una redacción más ordenada y clarificadora sobre los distintos conceptos consignados en el artículo 321.


El Senador señor Larraín también concordó en la propuesta de perfeccionar la redacción sobre todo en el inciso segundo, pero manifestó una observación de fondo al artículo 321, en el sentido que se estaría repitiendo el esquema del artículo 303, porque se están circunscribiendo los contratos y los convenios colectivos sólo a aquellos acuerdos entre los empleadores y los sindicatos y no se promueven otro tipo de acuerdos, salvo con los grupos negociadores, pero éstos se amoldan a la negociación semi-reglada, esto es, no tienen derecho a huelga.


Puntualizó que esta disposición atenta contra la norma constitucional que regula el derecho a negociación colectiva de los trabajadores, que no lo circunscribe a los sindicatos, por lo que consignaba su reserva de constitucionalidad respecto de este artículo, con el mismo fundamento desplegado a propósito del artículo 303.


-Puesto en votación el texto aprobado en general del artículo 321, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 151 b)


De conformidad con la idea de perfeccionar la redacción del texto del artículo 321, el Ejecutivo formuló el 9 de diciembre de 2015 una propuesta –contenida en la indicación 151 b), que sustituye el artículo 321.


-Puesta en votación la indicación 151b), fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 322

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada por sus autores.

INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 322 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso primero del artículo 322 señala que todo instrumento colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

 
1. La determinación precisa de las partes a quienes afecte.

 
2. Las normas sobre remuneraciones, beneficios y condiciones de trabajo y demás que se hayan acordado, especificándolas detalladamente.

 
3. El período de vigencia.

INDICACIÓN 152


La Presidenta de la República propone agregar una cuarta mención a los instrumentos colectivos, sobre el acuerdo de extensión de beneficios o la referencia de no haberse alcanzado dicho acuerdo.


-Puesta en votación la indicación 152, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 153


El Senador señor Araya sugiere incorporar una cuarta mención a los instrumentos colectivos referida a la constitución de una comisión bipartita para la implementación y seguimiento del cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de las controversias.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 154


El Senador señor Araya propone suprimir el inciso segundo del artículo 322, dado que su indicación 153 contiene el texto del inciso segundo.


-Puesta en votación la indicación 154 fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
A continuación, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier se aprobó en particular el texto del artículo 322.

ARTÍCULO 323 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 323 regula los efectos de la afiliación sindical y la aplicación de las estipulaciones del instrumento colectivo.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIONES 155, 156 Y 157


Los Senadores señores Coloma, García Huidobro y Pérez Varela, respectivamente formularon indicaciones para reemplazar el artículo 323 por el siguiente:

 
"Artículo 323.- Las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a los trabajadores que se afilien con posterioridad al sindicato, así como a aquellos trabajadores de la empresa sin afiliación sindical. En el último caso, para acceder a los beneficios dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización, según lo establezca el acuerdo.".

INDICACIÓN 158


La Senadora señora Pérez San Martín propone sustituir el artículo 323 por el siguiente:

 
"Artículo 323.- Las partes podrán pactar en el instrumento colectivo la aplicación de sus estipulaciones a trabajadores que no hayan formado parte del mismo, bien sea por afiliación posterior así como a aquellos trabajadores sin afiliación sindical. En el último caso, el trabajador deberá consentir en la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota sindical ordinaria durante el tiempo de vigencia del instrumento colectivo.

 
En caso de no existir acuerdo, el empleador podrá extender de manera automática las estipulaciones del instrumento colectivo, debiendo al respecto fijar criterios uniformes y objetivos de modo tal de comprender tanto a nuevos trabajadores como a aquellos que manteniendo contrato vigente no formaron parte de la negociación colectiva.".

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 155, 156, 157 y 158 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Senador señor Larraín manifestó dudas sobre el fundamento de la inadmisibilidad, porque lo que las indicaciones plantean no es necesariamente parte de la negociación colectiva, sino que una vez alcanzado un acuerdo colectivo proponen extender sus efectos a otros trabajadores.


El Senador señor Letelier puntualizó que en tanto los convenios colectivos son parte de los procedimientos de negociación y en tanto los acuerdos a los que pueden llegar las partes de un instrumento colectivo dicen relación con modalidades, las indicaciones son inadmisibles conforme al N° 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, recordó que la extensión de beneficios es parte esencial de la negociación colectiva, tal como lo consignó la indicación 152, aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión.


El Senador señor Allamand opinó que cuando la Carta Fundamental establece que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República establecer las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva, dicha prohibición para los parlamentarios concluye cuando la negociación colectiva termina, de manera que la extensión de las estipulaciones de un instrumento colectivo no forma parte de la negociación.


El Senador señor Larraín insistió en su argumentación y expresó que en la norma aprobada se habla de las partes de un instrumento refiriéndose a los sindicatos y a los empleadores, pero las indicaciones se refieren a personas que no forman parte de ese convenio colectivo y, por lo tanto, se está aludiendo a otra figura jurídica. No dice relación con la negociación, con los procedimientos ni con las modalidades.


Añadió que trabajadores que no forman parte del acuerdo, no tienen ninguna relación con la negociación colectiva y las indicaciones se refieren a un acto distinto, cual es la extensión de los beneficios, por lo que en su opinión existe iniciativa parlamentaria al respecto.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, comentó que el concepto de negociación colectiva no se refiere al mero hecho físico de las tratativas entre una directiva sindical y un empleador, sino que configura un concepto integral para la generación de un instrumento colectivo, cuyos efectos son inseparables, por lo que no podría entenderse que un instrumento colectivo se agota con el término de la negociación. De tal instrumento surgen múltiples efectos y uno de esos es la extensión de beneficios, que es inseparable del instrumento que se negocia bajo la modalidad de lo que la Constitución Política denomina negociación colectiva.

INDICACIÓN 159


El Senador señor Navarro dirige su indicación al inciso segundo del artículo 323, con la finalidad de agregar a la comunicación al empleador por escrito al correo electrónico, que también se haga por carta certificada.


El Presidente de la Comisión declaró admisible esta indicación, porque no tiene relación con las materias que la Constitución Política considera de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Tanto la Ministra del Trabajo como el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, opinaron que la indicación es inadmisible al estar interviniendo el procedimiento de comunicación al empleador de la afiliación sindical.


El Senador señor Larraín discrepó de lo expuesto por el Ejecutivo, ya que la indicación no se está refiriendo al procedimiento para el desarrollo de la negociación colectiva, sino que está regulando una norma procesal, cual es la notificación, materia que corresponde a la iniciativa parlamentaria.


-Puesta en votación la indicación 159, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier

INDICACIÓN 160


El Senador señor Araya propone eliminar el inciso tercero del artículo 323, que preceptúa que las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical. En el caso antes señalado, para acceder a los beneficios, dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical, según lo establezca el acuerdo.

 
-Puesta en votación la indicación 160, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier

INDICACIÓN 161


El Senador señor Harboe por medio de la indicación 161 sugiere reemplazar el inciso tercero del artículo 323, por el siguiente:

 
“Las partes de un instrumento colectivo podrán, de consuno, acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical. En este caso, para acceder a los beneficios, dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical, según lo establezca el acuerdo.”.

INDICACIÓN 162


El Senador señor Ossandón propone sustituir el inciso tercero del artículo 323 por el que sigue:

 
“Las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical, siempre que la organización sindical represente al menos al 50% de los trabajadores de esa empresa o establecimiento. Si la representación fuese menor, el empleador podrá extender dichos beneficios de forma unilateral a todos o parte de los trabajadores. Para acceder a los beneficios, dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical si la extensión hubiese sido acordada, o un 75% de la cuota ordinaria si la extensión hubiese sido realizada por el empleador unilateralmente.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 161 y 162 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 163


El Senador señor Araya, mediante la indicación 163 sugiere eliminar el inciso cuarto del artículo 323, que preceptúa que el acuerdo de extensión deberá fijar criterios objetivos, generales y no arbitrarios para extender los beneficios a trabajadores sin afiliación sindical.

 
-Puesta en votación la indicación 163, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier

INDICACIÓN 164


La Presidenta de la República tiene el propósito de agregar al artículo 323 un inciso final en que el empleador podrá aplicar a todos los trabajadores de la empresa las cláusulas pactadas de reajuste de remuneraciones conforme a la variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, siempre que dicho reajuste se haya contemplado en su respuesta al proyecto de contrato colectivo.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que esta indicación recoge la discusión producida en el primer informe de este proyecto de ley y consiste en posibilitar al empleador para aplicar a todos los trabajadores de la empresa las cláusulas de reajuste de remuneraciones conforme al IPC, siempre que lo haya contemplado en su respuesta al proyecto de contrato colectivo.


-Puesta en votación la indicación 164, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 abstenciones de los Senadores señores Allamand y Larraín.


-Seguidamente, el Presidente de la Comisión puso en votación el resto del texto del artículo 323, resultando aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín.


El Senador señor Allamand fundamentó su voto en contra, de la siguiente manera:


-Que el vehículo para obtener la extensión de beneficios sea la afiliación al sindicato configura una contradicción, porque el concepto de extender dice relación con que se extiende algo a quien no forma parte, definición que se destruye mediante el texto del artículo 323, porque éste no extiende sino que incorpora, ya que se le dice al trabajador que si desea tener extensión de beneficios debe incorporarse al sindicato. 


-Claramente se observa, de la redacción del artículo, una afiliación forzada o como ha dicho la doctrina una aplicación encubierta, porque se obliga al trabajador a incorporarse a un sindicato para obtener la extensión de beneficios.


-Desde el punto de vista de la negociación práctica, el empleador nunca va a saber a quién se le van a extender los beneficios o no, porque los trabajadores por la sola vía de la afiliación van a integrarse al acuerdo, provocando una negociación a la baja.


-Configura una norma anti-empleo, ya que puede provocar que trabajadores recién contratados obtengan por la vía de afiliación al sindicato un mejoramiento de sus remuneraciones, situación que va a generar un desincentivo al empleo, de manera que debiera al menos hacerse una diferenciación entre los actuales trabajadores y los futuros trabajadores.


El Senador señor Allamand declaró que la norma es inconstitucional, incoherente desde el punto de vista del sentido mismo de lo que es la extensión y contiene un efecto anti empleo evidente.


Por otro lado, hizo presente que al coexistir en el artículo 323 la extensión de beneficios vía afiliación con el pacto, éste no va a funcionar nunca.


Quiso agregar que la OCDE es partidaria de la extensión de los beneficios y así lo recomienda, pero declaró no haber encontrado ni un solo país donde la fórmula de extensión se obtiene automáticamente por medio de la afiliación al sindicato.


El Senador señor Letelier expresó que probablemente si la extensión de beneficios no hubiese tenido un origen de práctica antisindical, esta discusión sería distinta, pero en la actualidad los trabajadores que no están en sindicatos han sido utilizados para impulsar dichas prácticas.


La Senadora señora Goic aseveró que en este punto existe una diferencia sustantiva con los Senadores de la Alianza y que corresponde a la lógica que persiste en el Código de Trabajo actual de que el empleador es el dueño de los beneficios y, a su vez, con lo que se entiende por empresa, materias que se busca nivelar con la reforma laboral, esto es, en una empresa es tan importante quien tiene el capital como los trabajadores y que si sólo existe el capital sin trabajadores no existe la empresa. Por lo tanto, especificó es una concepción de que ambas partes son importantes, son necesarias y se les reconoce cuando se sientan a negociar.


Opinó que el texto propuesto es absolutamente consistente con romper el monopolio del empleador respecto de los beneficios, en la lógica del acuerdo como materia de negociación de a quién se extienden los beneficios más allá de los que pertenecen a un sindicato. Asimismo, es consistente con la afiliación al sindicato para que puedan gozar de los beneficios, aunque sean trabajadores nuevos.


Finalizó sus palabras diciendo que con la iniciativa legal en discusión se está dando una mayor certeza al empleador y al trabajador y el artículo 323 es consistente con uno de los puntos esenciales de la reforma laboral.


El Senador señor Larraín comentó que el artículo 323 es una norma de gran importancia en el proyecto de ley, aunque con el efecto práctico de darle preeminencia a los derechos colectivos por sobre los derechos individuales y, en ese sentido, opinó que hay un error en su concepción, ya que los derechos colectivos no pueden estar por encima de los derechos individuales.


Continuó diciendo que si ha habido malas prácticas sindicales, que justificarían la redacción, deberían revisarse esas malas prácticas, pero el artículo 323 tiene un doble efecto, el primero dirigirse hacia una sindicalización obligatoria en forma encubierta, propósito que va contra el espíritu de la libertad de asociación y de la libertad de afiliación sindical y el segundo efecto es que afecta la libre contratación, porque queda supeditada a lo que opine el sindicato y los trabajadores quedan obligados a la afiliación o no pueden tener los beneficios que el empleador quisiera darles.


Aseguró que se está privilegiando a los trabajadores que se sindicalizan por sobre los trabajadores que no quieren hacerlo, por lo que el incentivo para sindicalizarse es demasiado grande, porque está yendo más allá de los derechos individuales de los trabajadores. Sin embargo, señaló que es razonable fomentar la sindicalización para algunos casos, porque la especialización del trabajo va en aumento y las personas tienen otras formas de defenderse, ya que no se debe olvidar que la idea del sindicato surge para igualar las negociaciones entre las partes, pero hoy día un trabajador bien capacitado no necesita del sindicato.


Puntualizó que el artículo 323 no es razonable tal cual está planteada y afecta el espíritu y la letra de la Constitución Política, en lo relativo a la libertad de afiliación sindical y la de asociación, y la libre contratación, razón por la cual hacía reserva de constitucionalidad.

INDICACIÓN 164 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta y Pizarro formularon esta indicación para modificar el artículo 323 de la siguiente manera:

 
i) Agrégase en el inciso primero, entre las palabras “sindical” y “otorga”, la siguiente frase nueva: “a un sindicato que representa más del treinta por ciento de los trabajadores de la empresa o del establecimiento”.

 
ii) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “incorpore” la siguiente frase nueva: “y que sean pertinentes de acuerdo a su cargo y función”.

 
iii) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos:

 
“Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, si el instrumento colectivo fuere celebrado por una o más organizaciones sindicales que en conjunto o separadamente tengan una afiliación sindical igual o superior al cincuenta por ciento de los trabajadores de la empresa, los beneficios pactados en el instrumento colectivo se aplicarán automáticamente al resto de los trabajadores no sindicalizados de la empresa.

 
En caso de que no fueren aplicables los incisos precedentes, el empleador podrá extender, total o parcialmente, los beneficios contenidos en un instrumento colectivo a trabajadores no sindicalizados.

 
Los trabajadores no sindicalizados a quienes se les apliquen automáticamente o se le extiendan los beneficios pactados por una organización sindical, deberán pagar la cuota ordinaria permanente de la organización sindical respectiva. Si fuese más de una organización sindical, el trabajador elegirá la organización a la que contribuirá con el pago de la cuota. A falta de elección, se deberá enterar a la organización sindical que afilie al mayor número de trabajadores en la empresa.”.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que la indicación recae sobre diversas materias propias del procedimiento de negociación colectiva. En consecuencia, sostuvo que se trata de materias cuya iniciativa exclusiva corresponde a S.E. la Presidenta de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
-La indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
El Senador señor Allamand puntualizó que la indicación regula una serie de instrumentos que configuran el resultado del procedimiento de negociación colectiva, no siendo adecuado sostener que aquella modifica sus modalidades o procedimientos.

 
Seguidamente, en conformidad al inciso segundo del artículo 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicitó votación respecto de la declaración de inadmisibilidad de la indicación 164 a).

 
Puesta en votación la inadmisibilidad de la indicación 164a), fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

ARTÍCULO 324 DEL NUMERAL 28)


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir el artículo 324, la que fue retirada.

INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 324 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del inciso tercero del artículo 324 establece que una vez iniciada la negociación colectiva, los trabajadores involucrados permanecerán afectos a esta, así como al instrumento colectivo a que dicha negociación diere lugar.

INDICACIÓN 165


La Presidenta de la República formuló la indicación 165 para sustituir el inciso tercero del artículo 324 por el siguiente:

 
“Una vez iniciada la negociación colectiva, los trabajadores involucrados permanecerán afectos a ésta, salvo que se desafilien de la organización sindical. En este caso, la desafiliación se materializará por el envío de carta certificada a la directiva sindical, con copia a la Inspección del Trabajo y al empleador.”.


-El Ejecutivo hizo retiro de esta indicación.


-Puesto en votación el texto del artículo 324, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 325 DEL NUMERAL 28)

 
El texto aprobado en general dispone que los contratos colectivos, los acuerdos de grupo negociador y los fallos arbitrales tendrán una duración no inferior a dos años ni superior a tres y los convenios colectivos podrán tener la duración que las partes definan, pero en ningún caso podrá ser superior a tres años.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

El Senador señor Letelier explicó que el movimiento sindical históricamente ha solicitado que la duración no sea superior a dos años, pero en la práctica fueron extendiéndose los plazos, incluso en algunos casos hasta 8 años, demostrándose en este último caso un carácter abusivo, porque la economía cambia, las empresas cambian y los trabajadores quedan amarrados por el instrumento colectivo.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, informó que en la práctica los contratos duran un poco más de tres y menos de cuatro años, de manera que se acordó un punto intermedio.


El Senador señor Letelier quiso dejar constancia que esta norma tiene por objetivo proteger a los trabajadores y para fomentar el diálogo y la conversación al interior de la empresa.


-Puesto en votación el texto aprobado en general del artículo 325, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.
ARTÍCULO 326 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula la ultraactividad de un instrumento colectivo y al respecto señala que si un sindicato no presenta un proyecto de contrato colectivo en el plazo señalado en el artículo 335, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 166


La Presidenta de la República formuló esta indicación para reemplazar el artículo 326 por el siguiente:

 
"Articulo 326.- Ultraactividad de un instrumento colectivo. Extinguido el instrumento colectivo, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.".


-Puesta en votación la indicación 166, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand y Letelier.


-Posteriormente, el 9 de diciembre de 2015, el Ejecutivo hizo retiro de esta indicación 166, dado que formuló la indicación 166 bis.

INDICACIÓN 166 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para sustituir el inciso primero del artículo 326 por el siguiente:


“Artículo 326.- Ultractividad de un instrumento colectivo. Extinguido el instrumento colectivo sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieran a la reajustabilidad pactada, incrementos reales, tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, asi como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.”.

-La Comisión -no obstante declararla inadmisible por corresponder a una materia cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República- tuvo en consideración el contenido de esta indicación al aprobar la indicación 166 bis.
INDICACIÓN 166 bis

El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación, previo retiro de la indicación 166, que sustituye el artículo 326 por el siguiente:

 
“Artículo 326.- Ultraactividad de un instrumento colectivo. Extinguido el instrumento colectivo, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, los incrementos reales pactados, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.”.
 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que la indicación apunta a incluir los incrementos reales pactados como uno de los rubros que, una vez extinguido el instrumento colectivo, no subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos.


-Puesta en votación la indicación 166 bis, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 167


El Senador señor Navarro propone suprimir, en el inciso primero del artículo 326 la expresión “y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo”.


-Puesta en votación la indicación 167, fue rechazada por 4 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 327 DEL NUMERAL 28)


El texto del artículo 327 del numeral 28) aprobado en general se refiere al mérito ejecutivo de los instrumentos colectivos y sanciones en caso de incumplimiento.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.


El asesor legislativo de la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel Zúñiga, explicó que el artículo 327 replica la norma actual.

-El texto del artículo 327, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 328 DEL NUMERAL 28)

 
El texto aprobado en general del artículo 328 se refiere a la negociación colectiva reglada.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.
INDICACIÓN 168


El Senador señor Navarro sugiere reemplazar el texto del artículo 328 por el siguiente:

 
“Artículo 328.- Negociación colectiva reglada. Los sindicatos de empresa podrán negociar colectivamente de manera reglada con el empleador, de acuerdo a las normas que establece este Libro.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-Puesto en votación el texto del artículo 328, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.
ARTÍCULO 329 DEL NUMERAL 28)


El artículo 329 aprobado en general establece que la negociación colectiva reglada se inicia con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte del o los sindicatos al empleador.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.
INDICACIÓN 169


El Senador señor Araya sugiere sustituir el texto del artículo 329 por el siguiente:

 
“Artículo 329.- Inicio de la negociación colectiva reglada. La negociación colectiva se inicia con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte de el o los sindicatos al ministro de fe, señalado en el artículo 313, quien deberá remitirlo dentro de tercero día al empleador o empleadores, según sea el caso.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
-Puesto en votación el texto del artículo 329, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.
ARTÍCULO 330 DEL NUMERAL 28)

 
El texto aprobado en general establece que en la presentación del proyecto de contrato colectivo se deberán explicitar, a lo menos, las cláusulas que se proponen, la vigencia ofrecida, la comisión negociadora y el domicilio físico y electrónico de el o los sindicatos respectivos. En esta misma oportunidad deberán presentar la nómina de los trabajadores que hasta ese momento se encuentren afiliados.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 170


El Senador señor Araya propone incorporar en el inciso primero del artículo 330 la explicitación de la individualización completa del o los empleadores.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Senador señor Allamand opinó que en el inciso segundo del artículo 330, en la frase “El sindicato podrá explicar los fundamentos de su propuesta de contrato”, debiera redactarse en términos imperativos la explicación, para contribuir a una mejor fundamentación por parte de los trabajadores. Por otro lado, propuso agregar, en el inciso primero, la exigencia de especificar respecto de las cláusulas que se proponen los cargos y funciones que desempeñen los trabajadores a quienes se les aplicarán dichas cláusulas.


El Senador señor Letelier comentó que en la práctica muchas veces así sucede, pero entrar a detallar en un texto legal puede complejizar la negociación.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, advirtió que el texto usa la expresión “a lo menos” para el contenido que se debe explicitar en el proyecto de contrato colectivo, es decir, deja abierta la posibilidad de que el sindicato pueda especificar los fundamentos de su petición.


En todo caso, comentó que este artículo debe ser analizado bajo el prisma de la realidad del mundo sindical, porque existen sindicatos que cuentan con una asesoría importante que les permite fundamentar adecuadamente, sin embargo una inmensa mayoría de sindicatos son precarios y que pertenecen a empresas menores, para los cuales estas mayores exigencias significarían impugnaciones de todo tipo al proyecto que presenten.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, agregó que estas mayores exigencias se pueden prestar para una controversia innecesaria, impugnaciones y una posterior judicialización del tema.


-El texto del artículo 330 fue aprobado en particular por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 331 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula la presentación del proyecto de contrato colectivo y la negativa del empleador a recibirlo.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.
INDICACIÓN 171

El Senador señor Araya sugiere reemplazar el texto del artículo 331 por uno que exige que el contrato colectivo presentado debe depositarse en la Inspección del Trabajo.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
-Puesto en votación el texto del artículo 331, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.
ARTÍCULO 332 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula la comisión negociadora sindical.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.


En el inciso tercero se preceptúa que en caso de que el o los sindicatos que negocien tengan afiliación femenina y la respectiva comisión negociadora laboral no esté integrada por ninguna trabajadora, se deberá integrar a una representante elegida por el o los sindicatos de conformidad a sus estatutos. En el evento que los estatutos nada establecieran, esta deberá ser elegida en asamblea convocada al efecto, en votación universal.

INDICACIÓN 172

 
El Senador señor Araya propone sustituir el inciso tercero del artículo 332 por uno que dispone que la comisión negociadora deberá estar integrada a lo menos por un miembro del sexo minoritario, designación que se efectuará por votación de la asamblea sindical.

INDICACIÓN 173


El Senador señor Quinteros restringe la exigencia del inciso tercero a la gran empresa.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 172 y 173 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 174


La Presidenta de la República presentó esta indicación para agregar, a continuación del inciso tercero, uno nuevo del siguiente tenor:

 
“En la micro y pequeña empresa, la trabajadora que deba integrar la comisión negociadora de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, sustituirá a uno de los miembros que deban integrarla por derecho propio.”.


-Puesta en votación la indicación 174, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand y Letelier.


El inciso cuarto del artículo 332 aprobado en general señala que respecto de la trabajadora que integre la comisión negociadora sindical de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero, el fuero señalado en el artículo 309 tendrá una duración de noventa días.

INDICACIÓN 175


El Senador señor Araya propone que el fuero contenido en el artículo 390 dure noventa días para todos los integrantes de la comisión negociadora sindical.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 176


La Presidenta de la República sugiere una adecuación formal en el inciso cuarto, “inciso anterior” por “inciso tercero”.

 
-Puesta en votación la indicación 176, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 177


La Presidenta de la República formuló la indicación 177 para reemplazar la locución “tendrá una duración de noventa días”, por “se extenderá hasta noventa días contados de la suscripción del contrato colectivo o, en su caso, desde la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado”.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, explicó que se trata de una indicación aclaratoria respecto del momento en qué se empieza a contar el fuero especial que tendrá la mujer que participa de la comisión negociadora.


La Senadora señora Goic hizo presente que en la indicación 178, de su autoría, se contiene una propuesta idéntica que está recogida en la indicación formulada por el Ejecutivo.

 
-Puesta en votación la indicación 177, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 178


La Senadora señora Goic propone sustituir la locución “tendrá una duración de noventa días” por “se extenderá hasta noventa días después de la suscripción del contrato colectivo o, en su caso, de la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Finalmente, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión dio por aprobado en particular el resto del artículo 332.

ARTÍCULO 333 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 333 establece que Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada, los trabajadores no afiliados al sindicato tendrán derecho a afiliarse a él, incorporándose de pleno derecho a la negociación en curso, salvo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 324.

 
Por otro lado, sólo se incorporarán a la negociación en curso los trabajadores que se afilien hasta el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 337 para la respuesta del empleador.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 179


El Senador señor Araya sugiere reemplazar el artículo 333 por el siguiente:

 
“Artículo 333.- Afiliación sindical durante la negociación colectiva. Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada, no se permitirá la incorporación de nuevos miembros al sindicato mientras dure dicho proceso. Terminado el proceso de negociación, podrán aceptarse nuevas incorporaciones.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 180 Y 183


La Presidenta de la República propone sustituir el inciso segundo del artículo 333 por uno que permite la incorporación a la negociación en curso sólo de los trabajadores que se afilien hasta el quinto día de presentado el proyecto de contrato colectivo. Asimismo, la Presidenta de la República promueve 2 días, en vez de 5 días para informar de la afiliación de nuevos trabajadores.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, explicó que la idea es que no se produzcan superposiciones entre afiliación y respuesta, de manera que el empleador siempre conozca cuál es el grupo que está respondiendo.


El Senador señor Letelier aclaró que el Ejecutivo tiene como finalidad establecer certezas jurídicas de los plazos para afiliarse y de informar sobre ello.


-Puestas en votación las indicaciones 180 y 183, fueron aprobadas- por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con la misma votación fue aprobado el resto del texto del artículo 333.

INDICACIONES 181 Y 182

 
Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Allamand, Guillier, Larraín y Quinteros sugieren reemplazar el inciso tercero del artículo 333, referido a la información que el sindicato deberá entregar al empleador respecto a la afiliación de nuevos trabajadores dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva incorporación.


El nuevo texto determina que el sindicato deberá informar al empleador de nuevos trabajadores dentro del plazo de 24 horas contado desde la respectiva incorporación.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. 

ARTÍCULO 334 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general establece que la presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que no tiene instrumento colectivo vigente, podrá hacerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 308.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 184


El Senador señor Araya formuló esta indicación para precisar que la presentación de un contrato colectivo no podrá presentarse 10 días antes ni 10 días después del 18 de septiembre y tampoco 10 días antes ni 15 días después del 24 de diciembre.

INDICACIÓN 185


El Senador señor Quinteros sugiere agregar un inciso nuevo al artículo 334 que señala:

 
“En las micro y pequeñas empresas en que no exista instrumento colectivo vigente, el empleador podrá fijar un período de hasta 60 días durante el año calendario en el que no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva, mediante declaración presentada ante la Inspección del Trabajo.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 184 y 185, por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. 

INDICACIÓN 186


La Presidenta de la República propone incorporar dos nuevos incisos al artículo 334, cuyo texto es el siguiente:

 
“Las micro y pequeñas empresas en que no exista un instrumento colectivo vigente podrán fijar un período, de hasta 60 días al año, durante el cual no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva.

 
La declaración indicada en el inciso anterior deberá hacerse ante la Inspección del Trabajo, comunicarse a los trabajadores por medios idóneos y tendrá una vigencia de 12 meses.”.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que con la indicación se está recogiendo una norma que contempla el Código del Trabajo, que no se había incluido en el texto original, cuyo objetivo es permitir al empleador fijar un período de hasta 60 días al año en el que no podrá negociarse colectivamente.


El Senador señor Allamand consultó la razón para no aplicar esta norma a otro tipo de empresas como las agrícolas.


La Senadora señora Goic observó que esta disposición se refiere a la primera negociación colectiva.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, recordó que el proyecto de ley tiene como propósito general equilibrar las relaciones y una norma que establece un “black out” de definición unilateral del empleador dispone lo contrario, por lo que la indicación 186 está al borde de limitar la libertad sindical y de desequilibrar la cancha donde se enfrentan trabajadores y empleador.


Agregó que el momento de negociar es estratégico y que tiene de hecho un costo, ya que un empleador podrá decidir no negociar en ciertos períodos y los trabajadores también podrán no querer negociar en otros períodos, materia que debe ser negociada. Sin embargo, se puede establecer una excepción respecto de la primera negociación, porque en ella no hay manera de negociar.


Explicó que la excepción se refiere a las pequeñas empresas por el costo que les puede significar una huelga en un período determinado.


Sobre la estacionalidad de la agricultura, anunció que se va a abordar el tema de los trabajos de temporada agrícola en el denominado Estatuto del Temporero Agrícola.


El Senador señor Allamand expresó que la norma vigente sobre esta materia –artículo 317- nunca fue objeto de controversias, refiriéndose a todo tipo de empresa y el propósito correcto sería que no existieran períodos de negociación que resultaran particularmente lesivos o favorables para una u otra de las partes.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, informó que la norma vigente no es amplia en el sentido de que se pueda fijar una prohibición de sesenta días permanentemente, sino que su ámbito de aplicación es para la primera negociación dentro de una empresa. Con todo, manifestó la disposición del Ejecutivo para analizar esta materia en el sentido de proponer una enmienda.

 
-Puesta en votación la indicación 186, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con la misma votación fue aprobado el resto del artículo 334.

-------


Reabierto el debate sobre el contenido de los incisos segundo y tercero nuevos del artículo 334, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó la propuesta del Ejecutivo para sustituir los incisos segundo y tercero del artículo 334, estableciendo que las empresas, sin importar su tamaño, en que no exista un instrumento colectivo vigente, podrán fijar un período, de hasta 60 días al año, durante el cual no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva, debiendo comunicar la respectiva decisión, por medios idóneos, a la Inspección del Trabajo y a los trabajadores, con una vigencia de doce meses.

 
El Senador señor Letelier, sostuvo que, en el caso de las grandes empresas, al fijar un plazo en que no se podrá negociar, los trabajadores pueden resultar perjudicados, toda vez que su determinación puede quedar al arbitrio de las empresas.

INDICACIÓN 186 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 186 a) para sustituir los incisos segundo y tercero del artículo 334 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado incorpora al Código del Trabajo. Asimismo, retiró la indicación 186.

 
El Senador señor Letelier dejó expresa constancia que la norma propuesta por el Ejecutivo sólo operará respecto de aquellas empresas en que no exista un instrumento colectivo vigente.

 
-Puesta en votación la indicación 186 a), se registraron 2 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y del Senador señor Allamand, y 2 abstenciones, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier.

 
Repetida la votación en la sesión siguiente, en conformidad al inciso segundo del artículo 182 del Reglamento del Senado, la indicación 186 a) se aprobó por 3 votos a favor de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand y Larraín y 2 votos en contra de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier.

ARTÍCULO 335 DEL NUMERAL 28)

 
El artículo 335 regula la oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando tiene instrumento colectivo vigente. 

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.


-Puesto en votación el texto aprobado en general del artículo 335, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 336 DEL NUMERAL 28)

 
El artículo 336 se refiere a las consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.


Respecto del artículo 336, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, manifestó que el Ejecutivo efectuaría una revisión de su texto.


Posteriormente, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, presentó la propuesta del Ejecutivo que apunta a reemplazar el artículo 336, estableciendo que si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo, o lo presenta una vez vencido el plazo, llegada su fecha de término se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, salvo en lo que se refiere a la reajustabilidad pactada de las remuneraciones y los demás beneficios convenidos en dinero, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente.

 
De ese modo, aseveró que la norma propuesta protege los derechos de los trabajadores ante distintas circunstancias que pueden afectar el normal funcionamiento de las organizaciones sindicales, evitando que ello produzca una disminución de sus derechos al no verificarse la renovación de los instrumentos colectivos que hubieren suscrito.

INDICACIÓN 186 b)

 
El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para reemplazar el artículo 336 por el siguiente:

 
“Artículo 336.- Consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de vencido el plazo, llegada la fecha de término del instrumento colectivo vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, el incremento real pactado, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente.”.

 
-Puesta en votación la indicación 186 b), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 337 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en genera del artículo 337 se refiere a la respuesta del empleador y a la comisión negociadora de empresa.
 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 187 Y 188


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Allamand, Guillier, Larraín, Quinteros y Zaldívar, respectivamente formularon estas indicaciones para sustituir el inciso primero del artículo 337, que se diferencia del  texto aprobado en general en que dispone un plazo de 15 días para dar la respuesta por las micro, pequeñas y medianas empresas, en circunstancias que el plazo es de 10 días.

INDICACIÓN 189


El Senador señor Horvath propone aumentar el plazo para dar respuesta de 10 a 15 días.

INDICACIÓN 190


El Senador señor Navarro dirige su indicación al inciso segundo del artículo 337, disposición que consigna que el empleador deberá dar respuesta a todas las cláusulas propuestas en el proyecto presentado por el sindicato y determinar un domicilio electrónico. Asimismo, podrá explicar los fundamentos y contenidos de su proposición, acompañando los antecedentes que la sustenten.


La indicación 190 hace obligatorio para el empleador la explicación de los fundamentos y contenidos de su propuesta.

INDICACIÓN 191


El Senador señor Horvath exige al empleador que en su respuesta explique los fundamentos y contenidos de su proposición, además de acompañar los antecedentes económicos que la sustente.

INDICACIÓN 192


El Senador señor Araya sugiere agregar un inciso final al artículo 337 del siguiente tenor:

 
“La comisión negociadora designada por el empleador deberá incluir a lo menos un integrante del sexo minoritario. Si tal circunstancia fuere imposible de cumplir, deberá dar cumplimiento a esta exigencia en la designación de asesores.”.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 187 a 192 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


A continuación, la Comisión aprobó el texto del artículo 337 por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 338 DEL NUMERAL 28)


El artículo 338 aprobado en general regula el piso de la negociación y preceptúa que en el caso de existir instrumento colectivo vigente, se entenderá por piso de la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en el instrumento colectivo vigente, con los valores que corresponda pagar a la fecha de término del contrato. Se entenderán excluidos del piso de la negociación la reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo y los beneficios que se otorgan sólo por motivo de la firma del instrumento colectivo. El acuerdo de extensión de beneficios que forme parte de un instrumento colectivo tampoco constituye piso de la negociación.

 
En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 193


El Senador señor Navarro propone el reemplazo del artículo 338, de la siguiente manera:

 
“Artículo 338.- Piso de la negociación. La respuesta del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación. En el caso de existir instrumento colectivo vigente, se entenderá por piso de la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en dicho instrumento, con los valores que corresponda pagar a la fecha de término del mismo, los que se reajustarán en términos equivalentes a los previstos en aquél

 
En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato, y asimismo deberá incluir el reajuste de las remuneraciones y asignaciones no imponibles conforme a la variación del índice de precios al consumidor correspondiente a los últimos 12 meses anteriores a la presentación del proyecto de contrato colectivo.”.

INDICACIÓN 194


El Senador señor Horvath sugiere intercalar en el inciso primero del artículo 338 un texto que posibilita el acuerdo de las partes para no considerar piso de la negociación estipulaciones del contrato colectivo.

INDICACIONES 195 Y 196

 
Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Allamand, Guillier, Quinteros, Pizarro y Zaldívar, manifiestan querer agregar un inciso final al artículo 338 que hace inaplicable el piso de la negociación a las micro y pequeñas empresas.

 
-El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 196 en sesión de 30 de septiembre de 2015.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 193 a 196 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


A continuación, la Comisión aprobó el texto del artículo 338 por 2 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

ARTÍCULOS 339, 340, 341 Y 342 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general de estos artículos se refieren a los efectos de la falta de respuesta del empleador, el registro de la respuesta del empleador, la impugnación de la nómina de trabajadores por parte del empleador y las reglas de procedimiento de la impugnación.

ARTÍCULOS 339 y 340

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos. Dicha indicación fue retirada.


-Puestos en votación los artículos 339 y 340 fueron aprobados en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Allamand.

ARTÍCULOS 341 y 342
 
Estos artículos se refieren a la impugnación de la nómina de trabajadores por parte del empleador y las reglas de procedimiento de la impugnación.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, respecto de la impugnación de la nómina y las reglas de procedimiento anunció que el Ejecutivo pone a disposición de la Comisión una propuesta que será formulada como indicación próximamente.


El asesor legislativo de la Ministra el Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel Zúñiga, manifestó que la idea central de la proposición es extender la posibilidad de que la Dirección del Trabajo resuelva la impugnación de la nómina.


Asimismo, precisó, se establecería que cualquiera de las partes podrá formular reclamaciones por infracción a las normas del Libro IV, de conformidad al procedimiento establecido para la impugnación.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social comentó que esta propuesta permitiría resolver una serie de conflictos que no se han podido resolver adecuadamente.


En sesión posterior, el Ejecutivo explico la indicación de la siguiente manera: reemplazar el artículo 341, estableciendo que la impugnación, además de la nómina y el quórum para efectos de la negociación, podrá realizarse respecto de otras materias del proyecto de contrato colectivo o de la respuesta. En cualquier caso, dicha propuesta establece que no será materia de reclamación la circunstancia de estimar alguna de las partes que la otra, en el proyecto de contrato colectivo o en la correspondiente respuesta, ha infringido lo relativo a las facultades de administración del empleador.

 
Asimismo, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, expuso que también se sustituye el artículo 342, estableciendo el procedimiento de reclamación aplicable que, en cualquier caso, deberá tramitarse ante la respectiva Inspección del Trabajo.

 
INDICACIÓN 196 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el epígrafe del Capítulo IV por “IMPUGNACIONES Y RECLAMACIONES” y reemplazar los artículos 341 y 342 por los siguientes:

 
“Artículo 341.- Impugnación de la nómina, quórum y otras reclamaciones. El empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores incorporados en la nómina del proyecto de contrato colectivo, por no ajustarse a las disposiciones de este Código. Igualmente, podrá impugnar el cumplimiento del quórum del sindicato para negociar en la empresa.

 
Las partes podrán además, formular reclamaciones respecto del proyecto de contrato colectivo o de su respuesta, por no ajustarse a las normas del presente Libro.

 
No será materia de reclamación la circunstancia de estimar alguna de las partes que la otra, en el proyecto de contrato colectivo o en la correspondiente respuesta, según el caso, ha infringido lo dispuesto en el inciso final del artículo 306 de este Código.

 
Artículo 342.- Reglas de procedimiento. Las impugnaciones y reclamaciones señaladas en el artículo anterior se tramitarán ante la Inspección del Trabajo respectiva, conforme las siguientes reglas:

a)
El empleador deberá formular todas sus impugnaciones y reclamaciones en la respuesta al proyecto de contrato colectivo, acompañando los antecedentes en que se funden. 

b)
La comisión negociadora sindical deberá formular todas sus reclamaciones en una misma presentación ante la Inspección del Trabajo, acompañando los antecedentes en que se funden, dentro de los cinco días siguientes de recibida la respuesta del empleador.

c)
Recibida la respuesta del empleador que contenga impugnaciones o reclamaciones y recibidas las reclamaciones del sindicato, según sea el caso, l321a Inspección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes. Dicha citación deberá ser enviada a la dirección de correo electrónico de las partes. 

d)
A esta audiencia las partes deberán asistir con todos los antecedentes necesarios y la documentación adicional que le haya sido requerida por la Inspección del Trabajo, la que instará a las partes a alcanzar un acuerdo.

e)
La resolución deberá dictarse por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la audiencia. Si las impugnaciones o reclamaciones involucran a más de mil trabajadores, serán resueltas por el Director del Trabajo. 

f)
En contra de esta resolución sólo procederá el recurso de reposición que deberá ser interpuesto dentro de tercero día. La resolución que resuelve el recurso de reposición deberá dictarse en el plazo de tres días y será reclamable judicialmente dentro del plazo de cinco días, a través del procedimiento establecido en el artículo 504 de este Código.

g)
La interposición de las impugnaciones o reclamaciones no suspenderá el curso de la negociación colectiva.”.
 
-Puesta en votación la indicación 196 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 343 DEL NUMERAL 28)


El artículo 343 se refiere al período de negociación y dispone que a partir de la respuesta del empleador, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente con el objeto de obtener directamente un acuerdo, sin sujeción a ningún tipo de formalidades.


En su inciso tercero establece que las partes podrán convenir rebajar el piso de la negociación a que se refiere el artículo 338, cuando las condiciones económicas de la empresa así lo justifiquen.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 197


El Senador señor Navarro sugiere eliminar el inciso tercero del artículo 343.


-Puesta en votación la indicación 197, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con la misma unanimidad resultó aprobado el texto del artículo 343.

ARTÍCULO 344 DEL NUMERAL 28)


Este artículo establece que durante todo el período de negociación, e incluso después de votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora sindical podrá poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por escrito, su decisión de suscribir un contrato colectivo sujeto a las estipulaciones del piso de la negociación.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 198


El Senador señor Navarro propone modificar el inciso segundo del artículo 344 para hacerlo coherente con la indicación 197.

 
-Puesta en votación la indicación 198, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con la misma votación resultó aprobado el texto del artículo 344.

INDICACIONES 199, 200 Y 201


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela sugieren agregar un inciso final al artículo 344 que señala:

 
"En caso que el empleador invoque como excusa las condiciones económicas de la empresa, se pondrá en conocimiento de la Inspección del Trabajo y someterá la controversia a mediación ante un profesional especializado, de acuerdo al listado que confeccionará cada dos años la Dirección del Trabajo, previo concurso público.”.

INDICACIÓN 202


La Senadora Pérez San Martín propone incorporar un inciso final al artículo 344 del siguiente tenor:

 
"En el evento que el empleador invoque como excusa las condiciones económicas de la empresa, deberá ser informada a la Inspección del Trabajo, quien previo traslado a la organización sindical, someterá la controversia a mediación, suspendiéndose la negociación durante dicho período. Con todo, la suspensión no podrá extenderse por más de quince días, sin posibilidad de prórroga.".

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 199 a 202 por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 345 DEL NUMERAL 28)

 
El artículo 345 preceptúa que en las micro y pequeñas empresas, cualquiera de las partes podrá solicitar a la Dirección del Trabajo que las convoque a una reunión de asistencia técnica para llevar a cabo el proceso de negociación colectiva. La misma regla se aplicará a las empresas medianas cuando negocien por primera vez.

 
En esta oportunidad la Dirección del Trabajo informará a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las obligaciones derivados de la negociación. La asistencia a esta reunión será obligatoria para ambas partes.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 203


Los Senadores señores Allamand, Guillier, Larraín, Quinteros y Pizarro proponen que la asistencia a la primera reunión en que la Dirección del Trabajo informará a las partes será obligatoria.

 
-Puesta en votación la indicación 203, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. 


A continuación, la Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier aprobó el texto del artículo 345, efectuando una adecuación formal que estimaron necesaria, teniendo en consideración la redacción del artículo.
ARTÍCULO 346 DEL NUMERAL 28)


El artículo 346 aprobado en general establece que una vez vencido el plazo de respuesta del empleador, y durante todo el proceso de negociación colectiva, las partes podrán solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Dirección del Trabajo.
 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 204


El Senador señor Horvath sugiere agregar un inciso al artículo 346 que hace obligatoria la mediación en el caso de las micro y pequeñas empresas.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Enseguida, la Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier aprobó el texto del artículo 346.
ARTÍCULO 347 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general dispone lo siguiente:

 
“Artículo 347.- Derecho a huelga. La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores.

 
Se prohíbe el reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga. La infracción de esta prohibición constituye una práctica desleal grave, habilitando a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos de trabajo en huelga.”.


Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para eliminar este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 205


El Senador señor Prokurica formuló esta indicación dirigida al inciso primero del artículo 347, para reemplazarlo por uno que agrega al concepto de huelga el que debe ser ejercido pacíficamente.

 
-Puesta en votación la indicación 205, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 96, EN LO TOCANTE AL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 347 PROPUESTO


A propósito de esta materia, la Comisión puso en votación el inciso primero del artículo 347 contenido en la indicación 96, formulada por los Senadores señores Allamand y Larraín, que sustituye el Libro IV aprobado en general, indicación que fue declarada inadmisible. Respecto de esta materia, la Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes acordó considerar el mencionado inciso primero que señala lo siguiente:


“La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente y pacíficamente por los trabajadores”.


-Puesto en votación el inciso primero del artículo 347 contenido en la indicación 96, fue rechazado por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 206


El Senador señor Araya mediante su indicación introduce el concepto de ejercicio pacífico de la huelga.

 
-Puesta en votación la indicación 206, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.
INDICACIÓN 207


La Senadora señora Muñoz propone agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Las adecuaciones destinadas a posibilitar el cumplimiento de los contratos de los trabajadores no afectos a la huelga no podrá significar el ejercicio de funciones que, aún convenidas en sus contratos, no hayan sido realizadas habitualmente.”.


-Esta indicación 207 fue retirada por su autora.

INDICACIÓN 208


El Senador señor Horvath sugiere reemplazar el inciso segundo del artículo 347, que prohíbe el reemplazo en huelga, por el siguiente:

 
“Se prohíbe el reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga con trabajadores externos de la empresa. Sólo se permitirá el reemplazo con trabajadores que tengan esa calidad al momento de iniciarse la huelga, que no participen en le proceso de negociación colectiva, y quienes hayan sido contratados para desempeñarse en labores similares a aquellas que deben ser objeto del reemplazo y que trabajen en el mismo establecimiento donde aquel se debe vaya a efectuar.  La infracción de esta prohibición, en los términos señalados, constituye una práctica desleal grave, habilitando a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos de trabajo en huelga.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 209


El Senador señor Navarro también dirige su indicación al inciso segundo, para reemplazar la locución “puestos de trabajo de los trabajadores en huelga” por “puestos de trabajo y funciones que habitualmente desarrollan los trabajadores en huelga”.


-Puesta en votación la indicación 209, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 210


El Senador señor Araya, por medio de la indicación 210, tiene el propósito de intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “trabajadores en huelga.”, la siguiente oración: “Para el caso de empresas en régimen de contratación o subcontratación, se prohíbe al mandante reemplazar a los trabajadores en huelga por trabajadores propios, de otra empresa contratista o subcontratista.”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIÓN 211


La Presidenta de la República propone suprimir, en el inciso segundo, la oración que señala: “La infracción de esta prohibición constituye una práctica desleal grave, habilitando a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos de trabajo en huelga.”.


-El Ejecutivo hizo retiro de esta indicación.

INDICACIÓN 212


El Senador señor Navarro sugiere sustituir, en el inciso segundo, la expresión “puestos de trabajo en huelga” por “puestos de trabajo y funciones en huelga”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIÓN 213


La Presidenta de la República manifiesta su propósito de intercalar, a continuación del inciso segundo, los siguientes nuevos:

 
“La huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella, ni la ejecución de los servicios pactados en sus contratos de trabajo.

 
La infracción de la prohibición señalada en el inciso segundo constituye una práctica desleal grave, la que habilitará a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos de trabajo en huelga.”.


-El Ejecutivo hizo retiro de esta indicación.

INDICACIÓN 213 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Letelier formuló esta indicación para intercalar en el artículo 347, el siguiente inciso tercero nuevo:

 
“La huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella, los que podrán consentir con el empleador ajustes a sus turnos u horarios.”.

-Esta indicación 213 a) fue retirada por su autor.

INDICACIÓN 213 b)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para modificar el artículo 347 de la siguiente manera:

 
a) Elimínase en su inciso segundo la expresión “de los puestos de trabajo” y la oración que sigue al punto (.) seguido, que pasa a ser final.

 
b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:  

 
“La huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella, ni la ejecución de las funciones convenidas en sus contratos de trabajo en la forma señalada en el párrafo segundo de la letra d) del artículo 406 de este Código, sin que ello constituya infracción a la prohibición dispuesta en el inciso anterior.

 
La infracción de la prohibición señalada en el inciso segundo constituye una práctica desleal grave, la que habilitará a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes.”.

-Puesta en votación la indicación 213 b) se produjo el siguiente resultado:

letra a) de la indicación


-Respecto de la eliminación de la expresión “de los puestos de trabajo” y de la oración que se indica, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

letra b) de la indicación

 
El Senador señor Letelier, en conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada de la letra b) de la indicación 213b), con la finalidad de eliminar la regulación propuesta en materia de ejecución de las funciones convenidas en los contratos de trabajo de los trabajadores en huelga.

El Senador señor Allamand formuló expresa reserva de constitucionalidad respecto de la división de la proposición contenida en la indicación 213 b), toda vez que, arguyó, ello genera una intervención en la iniciativa exclusiva que corresponde a S.E. el Presidente de la República en materia de modalidades y procedimientos de la negociación colectiva, al afectar el ejercicio del derecho a huelga, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
El Senador señor Letelier afirmó que la votación separada de la indicación del Ejecutivo propone regular la forma en que se ejerce el derecho a huelga, de modo que no dice relación directa con las modalidades o procedimientos de la negociación colectiva. En ese sentido, sostuvo que la eliminación que propone respecto de la letra b) de la indicación 213 b) atañe a materias relativas a las prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador, las que no corresponden a materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

 
-Puesta en votación la letra b) de la indicación 213 b), en lo relativo a que la huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella ni la ejecución de las funciones convenidas en sus contratos de trabajo, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

 
-Seguidamente, puesta en votación la propuesta contenida en el literal b) de la indicación 213 b), en lo relativo a la forma en que se ejercerán las funciones convenidas en los contratos de trabajo de los trabajadores en huelga (“en la forma señalada en el párrafo segundo de la letra d) del artículo 406 de este Código, sin que ello constituya infracción a la prohibición dispuesta en el inciso anterior”), fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto a favor, del Senador señor Allamand por la mantención de las frases.


-El inciso cuarto propuesto en la letra b) de la indicación fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


Finalmente, los incisos primero y final del artículo 347 fueron aprobados sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 214


Los Senadores señores Tuma, Allamand, Larraín, Pizarro y Zaldívar formulan su indicación al inciso tercero del artículo 347 para intercalar después de la expresión “artículo 492”, lo siguiente: “salvo que el empleador, micro o pequeño empresario, solicite dentro de tercero día corrido que el tribunal del trabajo determine si el trabajador tiene en su contrato las funciones que esté realizando.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIÓN 215


Los Senadores señores Allamand, Guillier, Larraín, Quinteros y Pizarro proponen agregar una oración final al inciso tercero del artículo 347, cuyo texto es el que sigue: “En el caso de las micro y pequeña empresas el tribunal conferirá previamente traslado por el plazo de 3 días, para acompañar los antecedentes que justifiquen su oposición.”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIÓN 216


El Senador señor Ossandón sugiere agregar, a continuación del inciso tercero, el siguiente, nuevo:

 
“Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores siempre tendrán el derecho de optar por reintegrarse individualmente a sus labores, a partir del décimo quinto día de haberse hecho efectiva la huelga.”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 217


El Senador señor Horvath propone incorporar un inciso final al artículo 347 que señala:

 
“Con todo, tratándose de micro y pequeñas empresas, se podrá realizar reemplazo de los puestos de trabajo con trabajadores internos.”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIÓN 218


La Senadora señora Pérez San Martín sugiere agregar los siguientes incisos, nuevos:

 
"Se prohíbe el reemplazo de trabajadores en huelga mediante la contratación de nuevos trabajadores o por medio de trabajadores con contrato de trabajo vigente con menos de sesenta días de vigencia.

 
Con todo, el reemplazo mediante la reasignación interna de trabajadores deberá realizarse conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de este Código.

 
La infracción de esta prohibición constituye una práctica desleal grave, habilitando a la Inspección del Trabajo para requerir, previa orden judicial, el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes.".

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
 
Seguidamente, se propone agregar artículos nuevos.

INDICACIONES 219, 220 Y 221

 
Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela formularon estas indicaciones para incorporar el siguiente artículo nuevo:

 
"Artículo…- Los trabajadores podrán luego de 15 días de huelga efectiva notificar al sindicato su decisión de desvincularse del proceso de huelga y reincorporarse a la empresa. Desde la notificación el trabajador quedará marginado del proceso de negociación colectiva para todos los efectos legales, pudiendo reincorporarse al trabajo sólo en el caso en que al menos un veinte por ciento de los trabajadores en huelga manifiesten su voluntad de continuar con la huelga.

 
En este caso los trabajadores que se reincorporen, lo harán, al menos, en las condiciones contenidas en la última oferta del empleador.".

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIÓN 222


La Senadora señora Pérez San Martín sugiere agregar el siguiente artículo nuevo:

 
"Artículo…- Todo trabajador transcurridos cinco días de huelga efectiva podrán notificar al sindicato su decisión de desvincularse del proceso de huelga y reincorporarse a la empresa, quedando desde ese momento marginado del proceso de negociación colectiva para todos los efectos legales.

 
El trabajador podrá ejercer su derecho a reincorporarse a su puesto de trabajo, sólo cuando al menos un veinte por ciento de los trabajadores en huelga manifiesten su voluntad de no continuar con la huelga.

 
En este caso los trabajadores que se reincorporen, lo harán, al menos, en las condiciones contenidas en la última oferta del empleador.".

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
ARTÍCULO 348 DEL NUMERAL 28)


El artículo 348 aprobado en general regula la última oferta del empleador y dispone que la propuesta debe estar contenida en un documento suscrito por la comisión negociadora de la empresa.


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 223


Los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar proponen reemplazar el inciso primero del artículo 348, en lo que se refiere a la suscripción de la propuesta por uno cualquiera de la comisión negociadora de la empresa, lo que obligará a la empresa y a dicha comisión.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 224


La Presidenta de la República sugiere agregar al inciso primero la siguiente oración final: “En la micro y pequeña empresa bastará que la última oferta sea firmada por uno de los miembros de la comisión negociadora de la empresa.”.


-Puesta en votación la indicación 224, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier, dándose por aprobado en particular, con la misma votación el resto del artículo 348.

INDICACIÓN 225


El Senador señor Araya formuló esta indicación al inciso tercero del artículo 348, para agregar la siguiente oración final: “Con todo, quedan prohibidas las comunicaciones al domicilio del trabajador, así como las comunicaciones que se dirijan al trabajador por medio de su cónyuge, conviviente civil, hijos o ascendientes de grado más próximo.”.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 349 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 349 preceptúa que la comisión negociadora sindical deberá convocar a la votación de la huelga con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha en que esta deba realizarse.

 
Asimismo, establece que cuando la votación no se hubiere llevado a efecto por causas ajenas al sindicato, este tendrá un plazo de cinco días adicionales para proceder a ella.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 226 Y 227


Los Senadores señores Ossandón y Tuma, y los Senadores señores Allamand, Guillier, Larraín, Pizarro y Zaldívar proponen reemplazar el inciso segundo por el siguiente:

 
“Cuando la votación no pudiere llevarse a efecto por caso fortuito o fuerza mayor, los trabajadores tendrán un plazo de cinco días adicionales para proceder a la votación.”.

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-El artículo 349 fue aprobado en particular, sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


A continuación, se formuló indicación para consultar un artículo nuevo.

INDICACIONES 228, 229 Y 230


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela formularon estas indicaciones, para introducir el siguiente artículo nuevo:

 
"Artículo…- Se prohíbe el reemplazo de trabajadores en huelga con personal interno de la empresa salvo que la última oferta formulada contemple a lo menos:

 
a) Idénticas estipulaciones que las contenidas en el contrato, convenio o fallo arbitral vigente, reajustadas en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, habido en el período comprendido entre la fecha del último reajuste y la fecha de término de vigencia del respectivo instrumento;

 
b) Una reajustabilidad mínima anual según la variación del Índice de Precios al Consumidor para el período del contrato, excluidos los doce últimos meses;

 
c) Un bono de reemplazo, que ascenderá a la cifra equivalente a seis unidades de fomento por cada trabajador contratado como reemplazante. La suma total a que ascienda dicho bono se pagará por partes iguales a los trabajadores involucrados en la huelga, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que se haya hecho uso de esta figura, por intermedio del sindicato grupo negociador, según sea el caso.

 
Cumpliendo dichos requisitos, el empleador podrá reubicar a los trabajadores de la empresa que no se encuentren en huelga y que sean necesarios para el desempeño de las funciones de los involucrados en la huelga, a partir del primer día de haberse hecho ésta efectiva. Además, en dicho caso, los trabajadores podrán optar por reintegrarse individualmente a sus labores, a partir del décimo día de haberse hecho efectiva la huelga.

 
En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la oferta a que se refiere el inciso primero se entenderá materializada si el empleador ofreciere, a lo menos, una reajustabilidad mínima anual, según la variación del Índice de Precios al Consumidor para el período del contrato, excluidos los últimos doce meses.

 
Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, el empleador podrá formular más de una oferta, con tal que al menos una de las proposiciones cumpla con los requisitos que en él se señalan, según sea el caso, y el bono a que se refiere la letra c) del inciso primero de este artículo.

 
Si los trabajadores optasen por reintegrarse individualmente a sus labores de conformidad a lo dispuesto en este artículo, lo harán, al menos, en las condiciones contenidas en la última oferta del empleador.

 
Una vez que el empleador haya hecho uso de los derechos señalados en este artículo, no podrá retirar las ofertas a que en él se hace referencia.".

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULOS 350, 351 Y 352 DEL NUMERAL 28)


Estos artículos regulan la oportunidad de la votación de la huelga, los medios para la votación de la huelga y la votación de la huelga.


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada.


-Los artículos 350, 351 y 352 fueron aprobados, sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 353 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 353 se refiere a la mediación obligatoria y establece que dentro de los cuatro días siguientes de acordada la huelga, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación obligatoria del Inspector del Trabajo competente, para facilitar el acuerdo entre ellas.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.


-El artículo 353 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 231


El Senador señor Harboe formuló esta indicación al inciso primero del artículo 353, para agregar que procederá siempre la mediación obligatoria respecto de las micro y pequeñas empresas en las que hubieren transcurrido más de 10 días desde que se hubiere declarado la huelga, y aún no se hubiere alcanzado acuerdo alguno.

INDICACIÓN 232

El Senador señor Navarro propone que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de acordada la huelga cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación obligatoria.

 
-Las indicaciones 231 y 232 fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-El artículo 353 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

Luego, se formuló indicación para agregar artículo nuevo.

INDICACIÓN 233


La Senadora señora Pérez San Martín sugiere el siguiente artículo nuevo:

 
"Artículo…- En cualquier momento de la huelga podrá convocarse a votación al grupo de trabajadores involucrados en la negociación, al menos por el veinte por ciento de ellos, con fin de pronunciarse acerca de la censura de la comisión negociadora y sobre la mantención de huelga o la aceptación de la última oferta del empleador.

 
La decisión se adoptará por la mayoría absoluta de los trabajadores afiliados a la organización sindical.

 
La votación será siempre secreta y deberá ser anunciada con veinticuatro horas de anticipación, a lo menos.".

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
INDICACIONES 234, 235 Y 236


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela proponen introducir el siguiente artículo nuevo:

 
"Artículo…- En cualquier momento de la huelga podrá convocarse a votación al grupo de trabajadores involucrados en la negociación, al menos por el veinte por ciento de ellos, con fin de pronunciarse acerca de la mantención de huelga o la aceptación de la última oferta del empleador.

 
Asimismo, con el mismo porcentaje de trabajadores podrá convocarse a votación para pronunciarse sobre la censura a la comisión negociadora, la que deberá ase acordada por la mayoría absoluta de los involucrados en la negociación, en cuyo caso se procederá a la elección de una nueva comisión en el mismo acto.

 
La votación será siempre secreta y deberá ser anunciada con veinticuatro horas de anticipación, a lo menos.".

 
-Las indicaciones 234, 235 y 236 fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 237, 238 Y 239


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela sugieren agregar el siguiente artículo nuevo:

 
"Artículo…- Durante la huelga el empleador podrá presentar una nueva oferta de contrato colectivo, la cual deberá ser votada por los trabajadores a más tardar dentro del plazo de cuarenta y ocho horas de ser puesta en conocimiento de la comisión negociadora laboral.".

 
-Las indicaciones 237, 238 y 239 fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 354 DEL NUMERAL 28)


Este artículo 354 no fue objeto de indicaciones y establece que en los casos en que no se alcancen los quórum de votación necesarios para que la asamblea acuerde la huelga, el sindicato tendrá la facultad de impetrar la suscripción de un contrato colectivo con las estipulaciones establecidas en el piso de la negociación, conforme al artículo 344, facultad que deberá ejercerse dentro del plazo de tres días contado desde la votación.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.


-El artículo 354 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 355 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 355 regula el cierre temporal de la empresa o lock-out.


En el inciso tercero se señala que el lock-out es total si afecta a todos los trabajadores de la empresa o predio, y es parcial cuando afecta a todos los trabajadores de uno o más establecimientos de una empresa. Para declarar lock-out parcial será necesario que en el establecimiento respectivo haya trabajadores involucrados en el proceso de negociación que lo origine.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 240


El Senador señor Araya formuló esta indicación para sustituir el inciso tercero del artículo 355 por uno que reproduce sólo la primera oración del texto aprobado en general.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
-El artículo 355 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 356 DEL NUMERAL 28)


El artículo 356 se refiere a la declaración de lock-out.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

 
-El artículo 356 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 357 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 357 se refiere a la suspensión del contrato de trabajo y efectos de la huelga y el lock-out.
 
|-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 241


La Presidenta de la República propone agregar al artículo 357 el siguiente inciso final:

 
“Asimismo, durante la huelga el recinto o local de la empresa no constituirá sede sindical.”.


-El Ejecutivo retiró esta indicación.

INDICACIÓN 241 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para agregar en el artículo 357 los siguientes incisos cuarto y final, nuevos, del siguiente tenor:

 
“Asimismo, durante la huelga el recinto o local de la empresa no constituirá sede sindical.

 
La huelga en una empresa contratista o subcontratista no afectará las facultades de administración de la empresa principal, la que podrá ejecutar directamente o a través de un tercero, la provisión de la obra o el servicio subcontratado que haya dejado de prestarse.”.
-------

 
La Senadora señora Muñoz manifestó que la indicación vulnera los derechos de los trabajadores sujetos a un régimen de subcontratación, al impedir, en la práctica, el ejercicio de su derecho a huelga.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la indicación apunta a regular una materia propia del derecho civil o comercial -particularmente en lo relativo a las facultades de administración de la empresa principal- atribuyéndole efectos, erróneamente, para el ejercicio del derecho a huelga.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, arguyó que la regulación del régimen de subcontratación se encuentra contenida en el Código del Trabajo, de modo tal que dicha figura produce efectos en el ámbito propio del derecho laboral.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, expresó que no resulta adecuado sostener que la indicación generaría una afectación de los derechos laborales de los trabajadores de empresas contratistas. Asimismo, afirmó que apunta a recoger el debate sostenido en el primer trámite constitucional de la iniciativa, en que se sostuvo que la relación laboral entre el empleador y sus trabajadores no debe afectar un contrato civil suscrito por terceros.

 
El Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, comentó que el ejercicio del derecho a huelga no puede afectar las facultades de administración de una empresa distinta de aquella a la que se ejerce. Por otra parte, arguyó que la regulación de la subcontratación es una materia propia del derecho laboral, por lo que resulta adecuado regular los efectos que, a su respecto, genera el ejercicio del derecho a huelga.

 
El Senador señor Larraín afirmó que la indicación regula adecuadamente los efectos que produce la huelga respecto de una empresa subcontratista, de modo de circunscribirla únicamente a aquella en que se ejerce.

 
El Senador señor Allamand añadió que el ejercicio del derecho a huelga afecta a la empresa y sus trabajadores, debiendo evitarse que produzca efectos respecto de una empresa distinta, particularmente en cuanto a sus facultades de administración.

 
La Senadora señora Goic manifestó que la indicación resulta innecesaria, considerando la diferencia conceptual existente entre los contratos civiles y laborales.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió con dicha observación, particularmente en consideración al vínculo existente entre una empresa mandante y la contratista.

 
El Senador señor Letelier señaló que la iniciativa apunta a regular la relación entre organizaciones sindicales y empleadores, estableciendo los mecanismos para que pueda desarrollarse en igualdad de condiciones. En consecuencia, afirmó que la indicación vulnera dicho propósito al operar sobre materias propias del derecho comercial o civil y extender las facultades de administración de la empresa afectando el ejercicio del derecho a huelga.


-Puesta en votación la indicación 241 a), fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.


-Puesto en votación el texto del artículo 357 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 242


La Presidenta de la República formuló esta indicación con la finalidad de agregar un artículo nuevo del siguiente tenor:

 
“Artículo 357 bis.- Nueva oferta del empleador y su votación. Iniciada la huelga, la comisión negociadora del empleador podrá presentar una nueva oferta, con las mismas formalidades y publicidad del artículo 348,  la que deberá ser votada por los trabajadores involucrados en la negociación, en votación secreta y ante un ministro de fe dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la nueva oferta. En este caso, los trabajadores deberán pronunciarse sobre la mantención de la huelga o la aceptación de la nueva oferta del empleador. La aceptación de la nueva oferta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores involucrados en la negociación.

 
En el caso de la micro y pequeña empresa, la votación a que se refiere el inciso anterior se realizará dentro de los dos días siguientes de presentada la nueva oferta.

 
Si la nueva oferta a que se refiere el inciso primero es rechazada, el empleador podrá presentar otra transcurridos cinco días desde su votación, la que deberá ser sometida a votación en los términos y plazos previstos en los incisos anteriores, en la medida que cumpla con las formalidades y publicidad previstas en el artículo 348. Este derecho podrá ejercerse en forma sucesiva hasta la aprobación de una nueva oferta.

 
Para el cómputo de los quorum de que trata este artículo se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 352 de este Código.”.


-Puesta en votación la indicación 242, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 242 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la Republica formuló esta indicación para incorporar el siguiente artículo 357 ter nuevo:

 
“Artículo 357 ter.- Derecho a reincorporación individual del trabajador. Estará prohibido al empleador ofrecer o aceptar la reincorporación individual de los trabajadores en huelga, salvo en las condiciones establecidas en este artículo. 

 
En la gran y mediana empresa, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del décimo sexto día de iniciada la huelga, siempre que la última oferta formulada en la forma y con la anticipación señalada en el artículo 348, contemple a lo menos lo siguiente:

 
a) Idénticas estipulaciones que las contenidas en el contrato, convenio o fallo arbitral vigente, reajustadas en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, habido en el período comprendido entre la fecha del último reajuste y la fecha de término de vigencia del respectivo instrumento.

 
b) Una reajustabilidad mínima anual según la variación del Índice de Precios al Consumidor para el período del contrato, a partir de la suscripción del mismo.

 
En la micro y pequeña empresa, si la última oferta cumple las condiciones señaladas en el inciso anterior, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del sexto día de iniciada la huelga.

 
Si el empleador no hace una oferta de las características y en la oportunidad señalada en los incisos anteriores, los trabajadores de la gran y mediana empresa involucrados en la negociación, podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a partir del trigésimo día de iniciada la huelga. En la micro y pequeña empresa, este derecho podrá ejercerse a partir del día décimo sexto.

 
Los trabajadores que opten por reincorporarse individualmente de acuerdo a  lo señalado en este artículo, lo harán en las condiciones contendidas en la última oferta del empleador y a partir de ese momento no les será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo 324 de este Código.

 
El ejercicio del derecho a reincorporación individual no afectará la huelga de los demás trabajadores.”.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la indicación regula el derecho a la reincorporación individual del trabajador a sus funciones, especificando los requisitos para la procedencia de dicha figura, atendiendo al tamaño de la empresa de que se trate, y sin que ello genere una afectación del derecho a huelga que ejercen colectivamente los trabajadores.

 
-Puesta en votación la indicación 242 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 358 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 358 regula la reanudación de las negociaciones, la suspensión y el término de la huelga.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 243


El Senador señor Araya propone el reemplazo del artículo 358 en lo que respecta a la reanudación de las negociaciones y el término de la huelga.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
-El artículo 358 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 359 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 359 se refiere a los servicios mínimos y los equipos de emergencia.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 244


El Senador señor Navarro presentó una indicación para sustituir el artículo 359, por el siguiente:

 
“Artículo 359.- Servicios esenciales y equipos de emergencia. Si se produjere una huelga en una empresa o predio, o en un establecimiento cuya paralización provoque un daño actual e irreparable en sus bienes materiales o un daño a la salud de los usuarios de un establecimiento asistencial o de salud o que preste servicios esenciales, el sindicato o grupo negociador estará obligado a proporcionar el personal indispensable para la ejecución de las operaciones cuya paralización pueda causar este daño.

 
La comisión negociadora deberá señalar al empleador, a requerimiento escrito de éste, los trabajadores que compondrán el equipo de emergencia, dentro de las veinticuatro horas siguientes a dicho requerimiento.

 
Si así no lo hiciere, el empleador podrá reclamar a la Inspección del Trabajo a fin de que se pronuncie sobre la obligación de los trabajadores de proporcionar dicho equipo.

 
Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará cuando hubiere negativa expresa de los trabajadores, o si existiere discrepancia en cuanto a la composición del equipo.

 
La reclamación deberá ser interpuesta por el empleador dentro del plazo de cinco días contados desde la fecha de la negativa de los trabajadores o de la falta de acuerdo, en su caso, y deberá ser resuelta dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su presentación.

 
De la resolución de la Inspección del Trabajo podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la resolución o de la expiración del plazo señalado en el inciso anterior.”.

 
-La indicación 244 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 245


El Senador señor Horvath sugiere agregar, en el inciso primero, luego de la palabra “personal” el vocablo “competente, esto es, “la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer el personal competente”.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, afirmó que la norma propuesta resulta comprendida por el artículo 360 que el texto aprobado en general pretende incorporar al Código del Trabajo, que regula la calificación del personal de los equipos de emergencia.

 
-Puesta en votación la indicación 245, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 246, 247, 248 Y 249


Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen reemplazar, en el inciso primero, la expresión “los bienes” por “las cosas corporales”, esto es, “destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger las cosas corporales”.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la noción de cosas corporales comprende de mejor manera el conjunto de activos cuya protección puede requerir la existencia de servicios mínimos durante la huelga.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, sostuvo que la existencia de servicios mínimos para fines exclusivamente de seguridad de bienes corporales restringe excesivamente el conjunto de activos que debe ser objeto de protección, toda vez que existen una serie de bienes –tales como los sistemas informáticos o de software- que requieren ser cautelados.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, coincidió con dicha observación, particularmente en el caso de aquella información contenida en soportes informáticos.

 
En la misma línea, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, agregó que la expresión bienes resulta comprensiva de bienes de la empresa, sin considerar cosas incorporales como derechos, créditos, marcas o cualquier otro tipo de derechos.

INDICACIÓN 249 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para agregar en el inciso primero del artículo 359, a continuación de la palabra “bienes”, el vocablo “corporales”.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, sostuvo que la indicación apunta a especificar el tipo de bienes que debe ser objeto de protección, a raíz de la instalación del personal necesario para atender los servicios mínimos de la empresa.


-Puesta en votación la indicación 249 a), fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

Consecuentemente, las indicaciones 246, 247, 248 y 249 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

INDICACIONES 250 Y 251


La Senadora señora Von Baer y el Senador señor Horvath sugieren el reemplazo de “En esta determinación se podrán” por “En esta determinación se deberán”, esto es, “En esta determinación se deberán considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena.

 
-Puestas en votación las indicaciones 250 y 251, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 252


El Senador señor Horvath presentó indicación para agregar después de la palabra “faena” la locución: “, así como también su carácter regional”, esto es, “En esta determinación se deberán considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena, así como también su carácter regional.

-Puesta en votación la indicación 252, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 253


El Senador señor Horvath sugiere suprimir en el inciso segundo la expresión “por el sindicato”, esto es, “El personal destinado por el sindicato a atender los servicios mínimos” quedaría “El personal destinado a atender los servicios mínimos”.

 
-Puesta en votación la indicación 253, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 254


La Senadora señora Pérez San Martín propone intercalar, a continuación del inciso segundo del artículo 359, un inciso nuevo que estipula:

 
"Asimismo, serán considerados servicios mínimos aquellos que digan relación con el cumplimiento de determinadas funciones necesarias para no poner en riesgo la subsistencia de la empresa, lo cual deberá ser determinado de común acuerdo o por los Juzgados del Trabajo.".

 
-Puesta en votación la indicación 254, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 255, 256 Y 257


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela sugieren intercalar, a continuación del inciso segundo del artículo 359, uno para considerar en la definición de servicios mínimos la realización de determinadas funciones necesarias para no poner en riesgo la subsistencia de la empresa.

 
-Puestas en votación las indicaciones 255, 256 y 257, fueron rechazadas por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 258


El Senador señor Horvath propone incorporar, a continuación del inciso tercero del artículo 359, un texto referido a las micro y pequeñas empresas, donde los servicios mínimos deberán considerar todas las variables para evitar el daño económico al emprendimiento, en particular al regional.

 
-Puesta en votación la indicación 258, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 259


El Senador señor Horvath por medio de esta indicación manifiesta el propósito de establecer, en el inciso cuarto del artículo 359, el concepto de que el equipo de emergencia propuesto no sea suficiente.

 
El Senador señor Allamand afirmó que, en cualquier caso, la disposición contenida en el texto aprobado en general por el Senado, permite que el empleador, al adoptar las medidas necesarias para atender el servicio mínimo, en caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, pueda proceder al reemplazo interno o externo de los trabajadores.

 
-Puesta en votación la indicación 259, fue rechazada por 2 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 260, 261 Y 262


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela sugieren posibilitar que la empresa adopte la medida de contratar trabajadores de emergencia.


-Puestas en votación las indicaciones 260, 261 y 262 fueron rechazadas por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.

DISCUSIÓN DEL ARTÍCULO 359 DEL NUMERAL 28)

 
En primer lugar, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, expuso las observaciones del Ejecutivo en materia de las limitaciones al derecho a huelga, particularmente respecto de los servicios esenciales y los servicios mínimos.

 
Al efecto, sostuvo que el derecho a huelga no puede ser afectado en su esencia. Sin embargo, aseveró que, como todo derecho, admite ciertas restricciones considerando que ningún derecho es absoluto, por fundamental que sea, tal como lo han señalado expresamente los órganos de control de la Organización Internacional del Trabajo.

 
En ese contexto, afirmó que en algunos casos pueden existir otros bienes de tal entidad que pueden justificar prohibiciones absolutas de ejercer el derecho a huelga, en la doctrina de las OIT, lo que, en el caso chileno, queda de manifiesto en las normas constitucionales que prohíben la huelga en ciertas situaciones.

 
Sin embargo, para no afectar por completo el derecho a huelga, existen otras situaciones en que también la OIT y sus órganos de control han establecido la posibilidad de limitarla mediante el establecimiento de servicios mínimos.

 
De ese modo, agregó que la doctrina de los órganos de control de la OIT permite restringir el derecho a huelga, e incluso prohibir su ejercicio en forma permanente, cuando se trate de la función pública o de servicios esenciales, en cuyo caso se deben establecer garantías compensatorias.

 
Asimismo, aseveró que no existe una conceptualización única de lo que se consideran "servicios esenciales" ya que la misma Organización Internacional del Trabajo establece que se trata de un elemento que.varía para cada país. Sin embargo, la OIT también ha precisado existen algunos elementos comunes que ayudan a precisar su alcance, esto es, aquellos servicios cuya interrupción provoque una amenaza evidente para la vida, la seguridad de todo o parte de la población.

 
En esa línea, describió que la jurisprudencia del Comité de Libertad Sindical (CLS) de la OIT considera como servicios esenciales al sector hospitalario, eléctrico, de abastecimiento de agua, de telefonía, la policía y las fuerzas armadas, los servicios de bomberos, los servicios penitenciarios públicos o privados, el suministro de alimentos a los alumnos en edad escolar y la limpieza de los establecimientos escolares y el control del .tráfico aéreo.

 
Seguidamente, sostuvo que los servicios esenciales están recogidos en nuestra legislación a través de la regla establecida en el numeral 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que señala que no pueden declararse en huelga las personas que trabajen en corporaciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional.

 
En ese contexto, añadió que el referido Comité de Libertad Sindical ha establecido que también puede limitarse el ejercicio de la huelga mediante la imposición de servicios mínimos de seguridad y funcionamiento.

 
Tratándose de los servicios mínimos de seguridad, afirmó que tienen por objeto otorgar seguridad a las personas, evitar accidentes y garantizar la seguridad de los bienes e instalaciones de la empresa, sin atender a la actividad que desarrolle la empresa, pero efectivamente deben tener el carácter de preventivos y de mínimos.

 
En cuanto a los servicios mínimos de funcionamiento, agregó que se pueden establecer solo para ciertas empresas y tienen por objeto asegurar un cierto nivel de continuidad operacional en los casos de empresas que prestan servicios de utilidad pública o de importancia trascendental o que atiendan necesidades básicas de la comunidad o cuya interrupción pueda poner en peligro la vida, la seguridad o salud de la persona en toda o parte de la población.

 
En consecuencia, enfatizó que, respetando que efectivamente se trate de servicios mínimos que tienen por objeto mantener la producción normal de la empresa, se pueden definir ciertos niveles de funcionamiento necesarios en caso de huelga con el objeto de amparar la vida, la seguridad y salud de Ias personas, evitar accidentes, prevenir que se vulneren la atención de necesidades básicas de los usuarios – tales como el transporte público, tren subterráneo, ferrocarriles, correo, puertos, servicios bancarios, entre otros- que se produzcan daños a los bienes de la empresa o daños al medio ambiente, pues en todos estos casos se trata de derechos que requieren de una protección legal especial.

 
Enseguida, aseveró que el proyecto de ley recoge la consagración de servicios mínimos estableciendo que, sin afectar el derecho en su esencia, la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer durante la huelga el personal destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger los bienes e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes –tal como ocurre con los servicios mínimos de seguridad- así como para garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la .prevención de daños ambientales o sanitarios –en los términos de los servicios mínimos de funcionamiento.

 
En cuanto a la determinación de los servicios mínimos, añadió que la iniciativa establece, además, que se podrían considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y las características particulares de la empresa, obra o faena. De esa forma, agregó que en las empresas de menor tamaño -las que desarrollan labores estacionales, las que tienen un mayor número de puestos de trabajo sensibles, especializados o estratégicos- los servicios mínimos deberán ser más robustos o amplios, considerando elementos técnicos y operacionales en esta determinación, de lo que deriva la necesidad de contar con informes técnicos en el proceso de calificación de los servicios mínimos.

 
Asimismo, manifestó que los servicios mínimos deberán ser cubiertos por uno o más equipos de emergencia integrados por trabajadores que forman parte del proceso de negociación, cuya calificación profesional o técnica debe ser acordada por las partes en relación a la entidad y características de los servicios mínimos que se hayan definido.

 
De esta forma, aseveró que la propuesta del Ejecutivo recoge la doctrina actualizada de la Organización Internacional del Trabajo sobre la materia, asegurando un razonable equilibrio entre la sustentabilidad y protección de la empresa y el ejercicio efectivo del derecho a huelga.

 
El Senador señor Allamand abogó por establecer en primer lugar, a propósito de las limitaciones al derecho a huelga, la regulación relativa a las empresas en que no se podrá ejercer el derecho a huelga y luego aquella aplicable a los servicios mínimos. Asimismo, advirtió una contradicción entre la regulación aplicable para ambas figuras, toda vez que, en los términos contenidos en el texto aprobado en general por el Senado, en éstos podrían operar los servicios mínimos, en tanto que, en la indicación 268, tratándose de corporaciones o empresas que atiendan servicios de utilidad pública, no podrá ejercerse el derecho a huelga.

 
Finalmente, propuso implementar un panel de expertos que, operando como órgano técnico, le corresponda determinar aquellas empresas o corporaciones en que no se podrá ejercer el derecho a huelga.

 
El Senador señor Letelier coincidió con establecer, en primer lugar, la regulación relativa a las empresas en que no se podrá ejercer el derecho a huelga. Asimismo, agregó que, tratándose del derecho a huelga, en la práctica el efecto que produce resulta asimilable a las jornadas en que ejerce un feriado, en que, sin perjuicio de paralizar la producción, no se genera un daño al proceso productivo.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, indicó que lo esencial del derecho a huelga dice relación con la detención de la normal producción de la empresa; en consecuencia, aseveró que los servicios mínimos detienen dicha normal producción, pero, al mismo tiempo, no pueden generar alguna de las hipótesis de daño relativas a su seguridad y funcionamiento.

 
Respecto de la calificación de los servicios mínimos, añadió que la iniciativa contempla un procedimiento específico, con la finalidad de definir, mediante un acuerdo entre el empleador y el trabajador, la forma y el modo en que éstos serán dispuestos.

 
La Senadora señora Goic afirmó que existe la necesidad de delimitar adecuadamente la noción de servicios mínimos, toda vez que, de ese modo, es posible evitar que, por la vía de extender las empresas en las que no se podrá ejercer el derecho a huelga, se vulnere el ejercicio de dicha prerrogativa.

 
En cuanto a las causales que posibilitan la implementación de servicios mínimos, el Senador señor Letelier abogó por especificar tales hipótesis, con la finalidad de evitar su extensión. En efecto, afirmó que la fórmula contenida en el artículo 359 propuesto resulta excesivamente amplia, lo que permitiría una excesiva limitación del derecho a huelga.

 
-Puesto en votación el artículo 359 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 360 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 360 regula la calificación de los servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 263


El Senador señor Navarro formuló indicación para suprimir el artículo 360 aprobado en general.

 
-Puesta en votación la indicación 263, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 264


La Presidenta de la República propone sustituir el artículo 360 por el siguiente:

 
“Artículo 360.- Calificación de los servicios mínimos y de los equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia deberán ser calificados antes del inicio de la negociación colectiva.

 
La calificación deberá identificar los servicios mínimos de la empresa, así como el número y las competencias profesionales o técnicas de los trabajadores que deberán conformar los equipos de emergencia.

 
El empleador deberá proponer por escrito a todos los sindicatos existentes en la empresa, con una anticipación de, a lo menos, 180 días al vencimiento del instrumento colectivo vigente, su propuesta de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia para la empresa, remitiendo copia de la propuesta a la Inspección del Trabajo. En el caso de haber más de un instrumento colectivo vigente en la empresa, los referidos 180 días se considerarán respecto del instrumento colectivo más próximo a vencer.

 
En caso que no exista sindicato en la empresa, el empleador deberá formular su propuesta dentro de los 15 días siguientes a la comunicación de la constitución del sindicato efectuada de conformidad al artículo 225 de este Código, plazo durante el cual no se podrá iniciar la negociación colectiva. Habiéndose formulado el requerimiento por parte del empleador, tampoco se podrá iniciar la negociación colectiva en tanto no estén calificados los servicios mínimos y equipos de emergencia.

 
Recibida la propuesta del empleador, los sindicatos tendrán un plazo de 15 días para responder, en forma conjunta o separada.

 
Las partes tendrán un plazo de 30 días desde formulada la propuesta para alcanzar un acuerdo.

 
En caso de acuerdo, se levantará un acta que consigne los servicios mínimos y los equipos de emergencia concordados, la que deberá ser suscrita por el empleador y por todos los sindicatos que concurrieron a la calificación. Copia del acta deberá depositarse en la Inspección del Trabajo dentro de los 5 días siguientes a su suscripción.

 
Si las partes no logran acuerdo o éste no involucra a todos los sindicatos, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención de la Dirección Regional del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes.

 
En caso que la empresa tenga establecimientos o faenas en dos o más regiones del país, el requerimiento deberá formularse ante la Dirección Regional del Trabajo del domicilio del requirente. En caso que haya sido requerida la intervención de dos o más Direcciones Regionales, la Dirección Nacional del Trabajo determinará cuál de ellas resolverá todos los requerimientos.

 
Recibido el requerimiento, la Dirección Regional del Trabajo deberá oír a las partes y solicitar un informe técnico al organismo regulador y/o fiscalizador que corresponda. Cualquiera de las partes podrá acompañar informes técnicos de organismos públicos o privados. Asimismo, a requerimiento de parte o de oficio, la Dirección Regional del Trabajo podrá realizar visitas inspectivas.

 
La resolución que emita la Dirección Regional del Trabajo calificando los servicios mínimos y los equipos de emergencia de la empresa deberá ser fundada y emitida dentro de los 45 días siguientes al requerimiento.  Esta resolución deberá ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes a su emisión y sólo será reclamable ante el Director Nacional del Trabajo.

 
La Dirección del Trabajo, en el mes de abril de cada año, publicará los estándares técnicos de carácter general que han servido de base para la calificación de los servicios mínimos y los equipos de emergencia.

 
Por circunstancias sobrevinientes, la calificación podrá ser revisada si cambian las condiciones que motivaron su determinación, de acuerdo al procedimiento previsto en los incisos anteriores. La solicitud de revisión deberá ser siempre fundada por el requirente.”.

 
El Senador señor Allamand consultó respecto casos en que la Dirección del Trabajo no emite la resolución respecto de la calificación de los servicios mínimos.

 
El Senador señor Letelier comentó que el inciso primero de la norma propuesta constituye la regla general, al establecer que los servicios mínimos y equipos de emergencia deben ser calificados antes del inicio de la negociación colectiva.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la norma pretender evitar favorecer a aquella parte que hubiere sido negligente en la calificación de los servicios mínimos, de modo tal de evitar que ello genere la suspensión del procedimiento de negociación colectiva. En ese contexto, agregó que resulta distinta aquella hipótesis en que la Dirección del Trabajo no emite la resolución que debe dictar a propósito de dicha calificación.

 
-Puesta en votación la indicación 264, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 265 Y 266


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar formularon las correspondientes indicaciones con la finalidad de reemplazar el texto del artículo 360, que dice lo siguiente:

 
“Artículo 360.- Calificación de servicios mínimos y conformación de equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia deberán ser calificados y determinados antes del inicio de la negociación colectiva. Las partes deberán acordar la procedencia de los servicios mínimos, determinar el número de trabajadores y la calificación profesional o técnica de quienes deberán conformar los equipos de emergencia. Por circunstancias sobrevinientes esta calificación podrá ser revisada por las partes, adecuándola mediante un nuevo acuerdo.

 
Formulado el requerimiento del empleador, para los efectos del inciso anterior, el sindicato dispondrá de cinco días para dar respuesta a éste.

 
Si en forma previa al inicio de una negociación colectiva, las partes no hubieren acordado la procedencia de servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia o su recalificación, el empleador deberá solicitarlos conjuntamente con la respuesta al proyecto de contrato colectivo. La organización sindical dispondrá de un plazo de tres días para dar respuesta al requerimiento efectuado.

 
En caso de que las partes no logren un acuerdo sobre la procedencia de los servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia antes del inicio de la negociación colectiva, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención del Tribunal del Trabajo, el que citará a una audiencia dentro de tercero día, en procedimiento monitorio,  y fallará la contingencia. En el caso que la empresa involucrada ejerza el giro de servicios públicos, será competente para su conocimiento la Corte de  Apelaciones respectiva.

 
El Tribunal deberá escuchar a ambas partes, solicitar informes técnicos a organismos públicos o privados y, previo informe de la Inspección del trabajo respectiva, en ambos casos cuando sea necesario, dictará fallo.

 
Si el requerimiento se promoviere una vez iniciada la negociación, el tribunal dispondrá de diez días para emitir su pronunciamiento, con los antecedentes de que disponga.

 
El Tribunal competente podrá disponer provisoriamente, como medida precautoria o prejudicial precautoria, la conformación de uno o más equipos de emergencia.”.

-------

 
El Senador señor Letelier explicó que las indicaciones circunscriben erróneamente el ámbito de la negociación a un solo sindicato.

 
-Puestas en votación las indicaciones 265 y 266, fueron rechazadas por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 267


El Senador señor Araya hizo presente esta indicación para sustituir el inciso primero del artículo 360, que se diferencia del texto aprobado en general en la fijación de un plazo de 15 días anteriores al inicio de la negociación colectiva para calificar y determinar los servicios mínimos.

 
-Puesta en votación la indicación 267, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 267 BIS


El Senador señor Ossandón propone agregar al inciso primero una oración final que preceptúa que la determinación de servicios mínimos y de equipos de emergencia se deberá incorporar al reglamento interno de la empresa, de manera que establezca la validez de dicho procedimiento en futuros procesos de negociación colectiva.

 
-Puesta en votación la indicación 267 bis, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 267 TER


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Larraín formuló esta indicación para intercalar en el artículo 360 el siguiente inciso undécimo nuevo:

 
“Para aquellas empresas en que no exista un organismo regulador y/o fiscalizador, la Dirección Regional del Trabajo deberá solicitar al Ministerio sectorial a cargo del fomento y/o protección de la actividad respectiva el informe señalado en el inciso anterior.”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, determinación de atribuciones o funciones de un servicio público.

INDICACIÓN 268


La Presidenta de la República, mediante esta indicación 268 incorpora los siguientes artículos 360 bis y 360 ter, nuevos:

 
“Artículo 360 bis.- Conformación de equipos de emergencia. El empleador, en su respuesta al proyecto de contrato colectivo, deberá requerir a la comisión negociadora sindical, que indique los trabajadores afiliados al sindicato que conformarán los equipos de emergencia destinados a atender los servicios mínimos, cuando corresponda.

 
La comisión negociadora sindical tendrá un plazo de 48 horas para responder el requerimiento del empleador. Si no contesta dentro del plazo señalado, se entenderá aceptada la propuesta del empleador.

 
Si la comisión negociadora sindical acepta el requerimiento del empleador, deberá indicar los trabajadores que se obliga a proveer para la conformación de los equipos de emergencia.

 
En caso de negativa expresa de la comisión negociadora sindical al requerimiento o si existiere discrepancia en cuanto a la conformación del equipo de emergencia, el empleador podrá solicitar a la Inspección del Trabajo que se pronuncie sobre la obligación del sindicato, dentro del plazo de cinco días contados desde la respuesta del sindicato. La Inspección del Trabajo tendrá un plazo de diez días para resolver el requerimiento. La resolución será notificada al correo electrónico designado por las partes y en contra de ella sólo procederá el recurso de reposición.

 
Artículo 360 ter.- Determinación de las empresas en las que no se podrá ejercer el derecho a huelga. No podrán declarar la huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas, cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional.

 
La calificación de encontrarse la empresa en alguna de las situaciones señaladas en este artículo será efectuada cada dos años, dentro del mes de julio, por resolución conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo, previa solicitud fundada de parte, la que deberá presentarse hasta el 31 de mayo del año respectivo.

 
Promovida la solicitud, se pondrá en conocimiento de la contraparte empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime pertinentes, dentro del plazo de 15 días.

 
Efectuada la calificación de una empresa e incorporada en la resolución conjunta respectiva, sólo por causa sobreviniente y a solicitud de parte se  podrá revisar su  permanencia.

 
La resolución deberá publicarse en el Diario Oficial y podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 405 de este Código.”.

ARTÍCULO 360 BIS PROPUESTO

 
El Senador señor Allamand sostuvo que se debe aclarar el contenido de la propuesta del empleador que, al no ser contestada por la comisión negociadora sindical, se entenderá aceptada Al afecto, propuso especificar que dicha propuesta debe contener la individualización de los trabajadores que conformarán los equipos de emergencia.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, coincidió con la necesidad de especificar que, ante la falta de respuesta de la comisión negociadora sindical, el empleador podrá definir la nómina de los trabajadores del sindicato que deberán conformar los equipos de emergencia, sin perjuicio de la facultad de requerir la intervención de la Inspección del Trabajo ante la negativa expresa de la comisión negociadora sindical o ante la discrepancia respecto a su conformación.

INDICACIÓN 268 b)

 
El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand presentó la indicación 268 b), para  incorporar el siguiente artículo 360 bis, nuevo:

 
“Artículo 360 bis.- Conformación de los equipos de emergencia. El empleador en su respuesta al proyecto de contrato colectivo, deberá señalar  al sindicato la nómina detallada de los trabajadores que deben cumplir los turnos de emergencia a fin de cubrir los servicios mínimos acordados o determinados en conformidad al artículo 359. El empleador no podrá alterar sin acuerdo con el sindicato, el número de trabajadores acordado anteriormente a estos efectos.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 268 c)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para para agregar el siguiente artículo 360 bis, nuevo:

 
“Artículo 360 bis.- Conformación de los equipos de emergencia. El empleador en su respuesta al proyecto de contrato colectivo deberá proponer a la comisión negociadora sindical los trabajadores afiliados al sindicato que conformarán los equipos de emergencia, cuando corresponda.

 
La comisión negociadora sindical tendrá un plazo de 48 horas para responder la propuesta del empleador. Si no contesta dentro del plazo señalado, se entenderá aceptada esta propuesta.

 
En caso de negativa expresa de la comisión negociadora sindical o discrepancia en el número o identidad de los trabajadores que deben conformar los equipos de emergencia, el empleador deberá solicitar a la Inspección del Trabajo que se pronuncie dentro del plazo de cinco días contados desde la respuesta. La Inspección del Trabajo tendrá un plazo de diez días para resolver el requerimiento. La resolución será notificada al correo electrónico designado por las partes y en contra de ella sólo procederá el recurso de reposición.”.

-------

 
El asesor legislativo del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que la iniciativa propone que el modo de implementación de los servicios mínimos debe ser acordado con anterioridad al inicio procedimiento de negociación colectiva. En ese contexto, afirmó que la indicación establece el deber del empleador consistente en formular una propuesta para individualizar a los trabajadores que deben integrar el equipo de emergencia, la que se entenderá aprobada ante el silencio de la organización sindical, sin perjuicio de su derecho a oponerse e iniciar un procedimiento ante la Inspección del Trabajo.

 
El Senador señor Allamand abogó por especificar el nombre de los trabajadores del sindicato que conformarán el equipo de emergencia, toda vez que ello deriva de la facultad de administración del empleador respecto de la empresa. Asimismo, agregó que, de ese modo, es posible facilitar la tramitación del procedimiento de negociación colectiva.

 
La Senadora señora Goic sostuvo que se debe especificar el número y el cargo o función de aquellos que conformarán los equipos de emergencia, sin individualizar a los trabajadores.

 
La Senadora señora Muñoz aseveró que la propuesta contenida en la indicación puede complejizar el proceso de negociación colectiva, al atribuir una facultad excesiva en favor del empleador.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que, en general, en los procedimientos de negociación colectiva se reconoce el derecho del empleador a proponer la individualización de los trabajadores que conformarán los equipos de emergencia, lo que permite simplificar su tramitación.


-Puesta en votación la indicación 268 c), fue aprobada con una enmienda por 2 votos a favor, de la Senadora Goic y del Senador Allamand y 1 abstención de la Senadora Muñoz.


-El Ejecutivo retiró la indicación 268 en lo que respecta al artículo 360 bis.

ARTÍCULO 360 TER PROPUESTO

 
-Puesto en votación el artículo 360 ter que propone la indicación 268, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 268 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Chahuán presentó esta indicación dirigida al artículo 384 del Código del Trabajo, para intercalar, a continuación de la palabra “población” la expresión “a las telecomunicaciones”, esto es, con la finalidad de que se comprenda entre las empresas que no pueden declarar la huelga aquellas cuya paralización cause grave daño a las telecomunicaciones.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 361 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general se ocupa de la reanudación de faenas, entregando al tribunal de letras del trabajo decretar la reanudación de faenas, previa solicitud de partes, decisión que en el texto vigente recae en el Presidente de la República.


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir el artículo 361, la que fue retirada.

INDICACIÓN 269


El Senador señor Navarro, mediante esta indicación propone mantener la decisión de la reanudación de faenas en el Presidente de la República y para ello propone reemplazar el artículo 361 aprobado en general.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 270 Y 271


Las indicaciones del Senador señor Horvath se dirigen al inciso primero del artículo 361 con el objetivo de agregar como causal de grave daño derivada de la huelga o lock-out, el que se haga al medio ambiente y a la economía de la región o localidad determinada.


-La indicación 270 fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier y con la misma votación se ratificó el texto del artículo 361.


Respecto de la indicación 271, el Senador señor Letelier sostuvo que la hipótesis descrita puede ampliar excesivamente la reanudación de faenas, afectando el ejercicio del derecho a huelga.

 
-Puesta en votación la indicación 271, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 272, 273, 274 Y 275


El Senador señor De Urresti, el Senador señor Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier formularon estas indicaciones al inciso primero, para mantener la decisión de la reanudación de faenas en el Presidente de la República.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 276


El Senador señor Horvath sugiere que a la solicitud de parte de reanudar faenas se agregue la solicitud de la autoridad competente.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 277, 278, 279 Y 280


El Senador señor De Urresti, el Senador señor Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen sustituir los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 361 por los siguientes:

 
“El decreto que disponga la reanudación de faenas será suscrito, además, por los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo y significará el inicio de un procedimiento de arbitraje obligatorio de acuerdo a lo dispuesto en el capítulo III, del Título VII del Libro IV.

 
La reanudación de faenas se hará en las mismas condiciones vigentes al momento de presentar el proyecto de contrato colectivo.

 
Los honorarios de los miembros del Cuerpo Arbitral serán de cargo del Fisco y regulados por el arancel que para el efecto dicte la Dirección del Trabajo.”.


Enseguida, la Comisión conoció tres indicaciones que pretenden incorporar un Título V, nuevo.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 281, 282 Y 283


Los Senadores señores De Urresti y Montes y la Senadora señora Muñoz manifiestan la intención de agregar el siguiente título nuevo:

“TÍTULO V

DE LA NEGOCIACIÓN POR RAMA O SECTOR DE LA ACTIVIDAD ECONÓMICA

 
Artículo 361 bis. La organización sindical más representativa podrá solicitar a la Dirección del Trabajo el establecimiento de una unidad de negociación colectiva por rama o sector de la actividad económica, según la división que de ellas efectúe en el Reglamento que para el efecto dicte el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 
En dicho caso, la Dirección del Trabajo deberá convocar a la organización representativa de los empleadores del área o sector de que se trate para iniciar un proceso de negociación colectiva que tenga como objeto fijar remuneraciones y condiciones mínimas  de trabajo por rama o sector de la actividad.

 
Será considerada como organización sindical más representativa aquella que tenga el mayor número de trabajadores afiliados de la rama o sector respectivo. No será considerada como tal un sindicato que sólo afilie a trabajadores de un solo empleador.

 
En el caso de los empleadores, será considerada organización empresarial más representativa aquella a la que se encuentren afiliadas el mayor número de empresas del sector respectivo.

 
Corresponderá a la Dirección del Trabajo decidir si la organización requirente ostenta la calidad de más representativa y su resolución podrá ser reclamada ante el Juez del Trabajo.

 
Artículo 361 ter. Requerida y convocado el establecimiento de la unidad de negociación sectorial corresponderá a las partes negociar directamente las condiciones de trabajo para la rama o sector de que se trate.

 
Dentro del proceso de negociación sectorial las partes podrán recurrir al ejercicio del derecho de huelga o lock-out según corresponda.

 
En el caso del ejercicio del derecho de huelga por parte de los trabajadores de la rama o sector de actividad, no podrá reemplazarse a los trabajadores en huelga, ya sea contratando trabajadores o sustituyéndolos por otros trabajadores de la misma empresa.

 
Artículo 361 quáter. El convenio colectivo de rama o sector de la actividad económica será obligatorio para los empleadores y trabajadores de ésta y será publicado por el Ministerio del Trabajo en el Diario Oficial dentro del plazo de 10 días de suscrito por las partes.

 
Su duración no será inferior a un año ni superior a tres años.  Su aplicación comenzará desde el momento que dicho instrumento se publique en el Diario Oficial.

 
Artículo 361 quinquies. En caso de que la aplicación de una norma del convenio colectivo de la rama o sector resulte contradictoria o incompatible con lo previsto en una o más cláusulas de un instrumento colectivo de empresa, dicha cuestión se resolverá mediante la primacía de la norma o clausula más favorable al trabajador.”.

-------

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que el Ejecutivo no advierte la necesidad de innovar en la forma propuesta por las indicaciones en estudio, sin perjuicio de tratarse de materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República.

 
La Senadora señora Muñoz, reconociendo la inadmisibilidad de las indicaciones en análisis, afirmó que existe la necesidad de reconocer el derecho de los trabajadores a negociar por rama o sector de actividad económica.

 
El Senador señor Letelier aseveró que la negociación por rama o actividad se encuentra reconocida en diversas legislaciones, habiendo generado un aumento de la productividad de las empresas, en tanto que, en nuestro país, las organizaciones sindicales carecen de las prerrogativas que les permitan ejercer adecuadamente sus derechos mediante el establecimiento de estándares laborales mínimos.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


A continuación, la Comisión tomó conocimiento de la siguiente indicación que propone introducir un título nuevo.

INDICACIÓN 284


El Senador señor Letelier formuló esta indicación con el objetivo ya mencionado, cuyo texto es el siguiente:

“TÍTULO V

DE LA NEGOCIACIÓN DE LOS TRABAJADORES SUJETOS A RÉGIMEN DE SUBCONTRATACIÓN

 
Artículo 361 bis. Los trabajadores que se desempeñen bajo régimen de subcontratación podrán negociar colectivamente en forma conjunta con sus empleadores contratistas o subcontratistas y con la empresa principal para el cual aquéllos ejecuten obras o servicios contratados que formen parte de su giro.

 
Artículo 361 ter. Cualquier organización sindical que afilie trabajadores en régimen de subcontratación, con la sola excepción de las Centrales Sindicales, podrá presentar a los empleadores señalados en el artículo anterior un proyecto de instrumento colectivo.

 
En dicho caso, la empresa principal y las empresas contratistas y subcontratistas estarán obligados a negociar conjuntamente. 

 
Artículo 361 quáter. La representación de los trabajadores estará constituida por la comisión sindical, compuesta por las respectivas directivas sindicales o por la representación que éstas designen. En el caso de las empresas, serán representadas por los apoderados que cada empresa designe, incluida la empresa principal.

 
El acuerdo será obligatorio para todas las partes involucradas, generando los mismos efectos que cualquier otro instrumento colectivo.

 
Artículo 361 quinquies. En caso de que la aplicación de una norma del convenio colectivo suscrito según las reglas del presente título resulte contradictoria o incompatible con lo previsto en una o más cláusulas de un instrumento colectivo de empresa, dicha cuestión se resolverá mediante la primacía de la norma o clausula más favorable al trabajador.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 284 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Matta y Pizarro formularon esta indicación para suprimir el capítulo I del Título V del Libro IV, “La Negociación Colectiva del Sindicato Interempresa en la Empresa”, artículos 362 a 364.


-Puesta en votación, fue rechazada por 2 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz, y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 362 DEL NUMERAL 28)


El artículo 362 aprobado en general se refiere a la negociación colectiva del sindicato interempresa.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, explicó que el sindicato interempresa tendrá titularidad sindical para negociar por los trabajadores que tiene afiliados en la empresa, siempre que cumpla con los quórum de constitución y de negociación.


Aclaró que los sindicatos interempresa pueden negociar de manera reglada y no reglada.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 285


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar proponen sustituir el artículo 362, pero la diferencia se produce en que el texto aprobado en general obliga a la empresa a negociar si se cumplen los requisitos y la indicación lo transforma en un acto voluntario del empleador.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-Puesto en votación el texto del artículo 362, fue aprobado por 2 votos a favor de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 363 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general de este artículo contiene los requisitos de la negociación colectiva del sindicato interempresa.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.

|


-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 286 Y 287


Los Senadores señores Ossandón y Tuma, y los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar formularon, respectivamente las mencionadas indicaciones para reemplazar el artículo 363, en el que distinguen respecto de la mediana o gran empresa y establecen que el sindicato interempresa no podrá imponer una negociación a la micro o pequeña empresa.


El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación número 287.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 288


La Senadora señora Muñoz sugiere agregar un inciso nuevo al artículo 363 del siguiente tenor:

 
“Con todo, en la primera negociación colectiva en que participen, dos o más organizaciones sindicales podrán reunir los quórum a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 227 en forma conjunta, siempre que expresen dicha circunstancia en su proyecto de contrato colectivo y lo presenten en la misma oportunidad.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Senador señor Letelier, sin embargo, sugirió al Ejecutivo que el contenido de la indicación sea evaluado para su incorporación como un artículo transitorio.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, informó que se contemplan ocho meses de vacancia legal que permitirán adaptar los estatutos y, además, no están consideradas en el Libro IV las negociaciones conjuntas entre sindicatos, sino que el propósito es la unión de sindicatos y conformar sindicatos más grandes.

 
-Puesto en votación el texto del artículo 363, fue aprobado por 2 votos a favor de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 288 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Tuma y Harboe formularon esta indicación para agregar un inciso segundo nuevo al artículo 363, cuyo texto señala:

 
“Para negociar colectivamente el sindicato interempresa deberá representar a trabajadores que se desempeñen en empresas del mismo rubro o actividad y de tamaño similar, de acuerdo a la clasificación establecida en el artículo 505 bis de este Código”.
 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 364 DEL NUMERAL 28)


El artículo 364 se refiere a las comisiones negociadoras y su composición.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 288 b)

 
El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Tuma y Harboe presentaron la indicación 288 b), que propone eliminar en el inciso primero del artículo 364 la frase “y un representante de la directiva del sindicato”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 289


El Senador señor Araya sugiere incorporar un inciso final al artículo 364 para establecer la inclusión del sexo minoritario en las comisiones negociadoras.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la regla general para la constitución de sindicatos no distingue, entendiéndose comprendida para los sindicatos interempresa la regla de inclusión de mujeres. Añadió que la indicación es inadmisible.


El Senador señor Letelier opinó que sin perjuicio de ser declarada inadmisible, rescataba el carácter didáctico de la indicación.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, recordó que el artículo 362 hace aplicable a los sindicatos interempresa el procedimiento de negociación colectiva reglada, por lo que se les aplican todas las normas allí contempladas, entre otras la inclusión de mujeres.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-Puesto en votación el texto del artículo 364, fue aprobado por 2 votos a favor de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 365 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 365 regula la negociación colectiva de los trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.

 
-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de la Senadora señora Goic y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIONES AL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 365

INDICACIÓN 290


La Presidenta de la República propone sustituir “La organización sindical que afilie a trabajadores eventuales…” por “Los trabajadores eventuales, de temporada….”.


-Puesta en votación la indicación 290, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Goic y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIONES 291 Y 292


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar sugieren eliminar la expresión “de temporada”, referida a aquellos trabajadores.


El Senador señor Letelier preguntó sobre la nomenclatura utilizada en el inciso primero del artículo 365.


La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, explicó que el Código del Trabajo establece tres categorías de contratos, indefinidos, a plazo fijo y de obra o faena. Además, prosiguió diciendo, regula especialmente ciertos tipos de trabajos, que es donde se incorpora el concepto de trabajadores eventuales referido a los trabajadores portuarios y el concepto de trabajadores de temporada, se ocupa en distintas áreas. A este último respecto, las indicaciones estarían comprendiendo a los trabajadores de temporada agrícola y el Código del Trabajo sí consigna esta categoría de trabajadores.


Añadió que un trabajador de temporada puede jurídicamente celebrar contratos de plazo fijo o por obra o faena y esta última dar señales de que se trata de una temporada específica.


En lo atinente a las indicaciones 291 y 292, indicó que la pregunta que surge es si los autores se refieren a todos los trabajadores de temporada o sólo a los de temporada agrícola y comentó que al hablarse de temporada se está aludiendo de un concepto impreciso en la legislación, que se ha construido a partir de la jurisprudencia de la Dirección del Trabajo y por cierto, en el caso de los temporeros agrícolas, el concepto está relacionado con la actividad o faena agrícola específica.


El Senador señor Letelier dijo entender que no existe una definición sobre trabajadores de temporada en el Código del Trabajo como tampoco dichos trabajadores cuentan, en la legislación actual, con la posibilidad de negociar, de manera que no se está invadiendo la iniciativa exclusiva del Presidente de la República al proponer eliminarlos del texto del inciso primero.


-Puestas en votación las indicaciones 291 y 292, fueron rechazadas por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 293


La Presidenta de la República formula esta indicación para corregir “podrá” por “sólo podrán”.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, manifestó que esta indicación tiene como finalidad precisar que sólo podrán negociar colectivamente conforme a la negociación semi-reglada o conforme a las disposiciones contenidas en el Capítulo específico de los trabajadores eventuales y de obra o faena transitoria.


-Puesta en votación la indicación 293, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 294


La Senadora señora Von Baer promueve agregar una oración final al inciso primero del artículo 365, cuyo texto es el siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores comprendidos en el párrafo 2°, del Capítulo II, del Libro I del presente Código, sólo podrán negociar colectivamente en virtud del procedimiento dispuesto en el artículo 315.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES AL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 365

INDICACIÓN 295


La Presidenta de la República sugiere agregar, luego de “Las empresas estarán obligadas a negociar conforme al procedimiento regulado en este capítulo”, la frase “sólo en el caso que la obra o faena transitoria tenga una duración superior a doce meses”.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que en la legislación actual los trabajadores por obra o faena y los trabajadores eventuales y de temporada no tienen derecho a negociar colectivamente, de manera que el proyecto de ley los incorpora, pero bajo un procedimiento especial, dado que no existen organizaciones sindicales consolidadas en el ámbito de estos trabajadores y tampoco existe una cultura de negociación. Por otro lado, puntualizó, se trata de empresas que desarrollan faenas y actividades que tienen particularidades dadas por la temporalidad en que se desarrolla la obra o por estar acotada a un evento específico.


Insistió en destacar que el proyecto de ley otorga a estos trabajadores el derecho a negociar bajo las normas especiales que se establecen, esto es, negociación de manera no reglada, sin fuero ni derecho a huelga.


El Senador señor Letelier resumió las condiciones especiales a que se estarían sujetando estos trabajadores: sin derecho a huelga, sin fuero, una vez que la obra o faena transitoria tenga una duración superior a doce meses y en forma no reglada, es decir, una absoluta informalidad en la negociación que puede generar altos grados de conflictividad.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, comentó que la negociación no reglada es una negociación reconocida ampliamente en el mundo de las relaciones laborales y que se está expandiendo para este tipo de trabajadores, con algunas formalidades mínimas como que las empresas estarán obligadas a negociar.


Reconoció que la negociación propuesta contiene menos prerrogativas que la del resto de los trabajadores.


La Senadora señora Muñoz aludió a los términos de las indicaciones 296 a 300, que se hacen cargo de la complejidad que representa negociar sin fuero ni derecho a huelga, porque la convierte en una negociación precaria, sin equilibrio en la relación trabajo-capital.


Consultó qué va a definir a qué obra o faena se aplica en esos doce meses, tal como propone la indicación 295, o el contrato particular de los trabajadores o la obra material, porque la indicación confunde conceptos.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que la indicación hace referencia a la obra o faena transitoria y no al contrato. Ejemplificó con el sector de la construcción, donde las empresas van construyendo y desarrollando los proyectos asociados a una temporalidad que se define y los contratos dicen relación con cada etapa.


El Senador señor Letelier dejó claramente establecido que el plazo de 12 meses que aparece en la indicación 295 no dice relación con el plazo del contrato del trabajador, sino que con la obra material. En consecuencia, expresó que la palabra “transitoria” está demás en la indicación, porque el contrato de trabajo es el que puede ser transitorio.


El Senador señor Allamand manifestó que en este tema, la Cámara Chilena de la Construcción comentó que en la práctica lo que importa es la fecha del contrato del trabajador, porque en una obra en construcción negocian previamente con los trabajadores, de modo que dicha entidad encuentra absurdo que estando en conocimiento de todos que la obra durará determinado tiempo y, una vez contratados los trabajadores, a la semana se están negociando las remuneraciones ya pactadas. Ante esto, el Senador señor Allamand mencionó que contra argumentó diciendo que en esa lógica lo que podría ocurrir es que existieran trabajadores que estuvieran permanentemente sometidos a un régimen en que nunca podrían negociar colectivamente, por lo que la idea es –precisó- que los trabajadores que tengan contrato de menos de un año no pueden negociar y los que estén contratados por más de un año sí puedan negociar.


Opinó que la indicación 295 no resuelve nada respecto del planteamiento de la Cámara Chilena de la Construcción.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, aseveró que esta materia se conversó con el sector de la construcción y el texto de la indicación resuelve las dudas manifestadas por los empresarios.


El Senador señor Allamand sugirió dejar pendiente la decisión sobre la indicación 295 y la Comisión así lo acordó.

 
En sesión de 11 de noviembre de 2015, el Senador señor Larraín consultó respecto de la relevancia que, para los efectos que propone la indicación, se asigna a la duración del contrato que hubieren suscrito los trabajadores por obra o faena.

 
El Senador señor Letelier explicó que, en los términos contenidos en la indicación en estudio, en que los trabajadores no podrán ejercer el derecho a huelga ni el fuero, se requiere que la obra o faena transitoria tenga una duración superior a doce meses, sin importar la extensión del vínculo contractual de que se trate.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que los trabajadores por obra o faena prestan sus servicios en un contexto de precarización laboral, lo que se verá acentuado mediante un procedimiento de negociación colectiva en que no podrán ejercer ni el derecho a huelga ni el fuero laboral, lo que en la práctica impedirá que ésta se desarrolle en un plano de igualdad, en tanto que podrán pactar horas extras por hasta diez horas, lo que aumenta el desequilibrio de la relación laboral que se verifica actualmente.

 
El Senador señor Letelier consultó al Ejecutivo respecto de las reformas legislativas que, en lo sucesivo, pretende introducir en relación al estatuto laboral de los trabajadores agrícolas de temporada.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que el Ejecutivo presentará, en los próximos meses, una iniciativa legal que regula específicamente la situación laboral de los trabajadores agrícolas de temporada, de modo tal que la indicación en estudio apunta, en lo fundamental a regular otras figuras contractuales por obra o faena.


-Puesta en votación la indicación 295, fue aprobada por 4 votos a favor de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, y 1 voto en contra de la Senadora señora Muñoz.

INDICACIONES 296, 297, 298, 299 Y 300


Los Senadores señores Navarro, De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen eliminar la oración: “Con todo, los trabajadores sujetos a esta negociación no gozarán de las prerrogativas de los artículos 309 y 347.”.


-El Presidente de la Comisión, en atención a que ya se había aprobado un procedimiento especial de negociación para los trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena y el efecto de las indicaciones 296, 297, 298, 299 y 300 consistiría en otorgarles fuero y derecho a huelga, declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 301


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar manifiestan la intención de consultar el siguiente inciso final en el artículo 365:

 
“Sin perjuicio de lo anterior, en empresas en que no haya sindicato de trabajadores eventuales o transitorios con derecho a negociar colectivamente, podrán hacerlo los trabajadores que se unan para tal efecto, conforme lo dispone el artículo 315. En este caso se aplicará lo dispuesto en el artículo 370.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 366 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula el inicio de la negociación y el contenido del proyecto de convenio colectivo.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.


-Puesto en votación el texto del artículo 366, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 367 DEL NUMERAL 28)


Este artículo se refiere a la oportunidad, formalidades y comunicación del proyecto de convenio colectivo.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 302


El Senador señor Araya propone sustituir el inciso primero del artículo 367 para introducir la figura de un ministro de fe al que los sindicatos deben presentar el proyecto de contrato colectivo.

INDICACIÓN 303


La Senadora señora Von Baer sugiere agregar, luego del inciso primero, los siguientes:

 
“No podrán, sin embargo, presentarlo en uno o más períodos que, cubriendo en su conjunto un plazo máximo de sesenta días en el año calendario, el empleador haya declarado no aptos para iniciar negociaciones.

 
Dicha declaración deberá hacerse en el mes de junio, antes de la presentación de un proyecto de contrato y cubrirá el período comprendido por los doce meses calendario siguientes a aquél.

 
La declaración deberá comunicarse por escrito a la Inspección del Trabajo y a los trabajadores.”.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 302 y 303, por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-Puesto en votación el texto del artículo 367, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 368 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula la respuesta del empleador dentro del plazo de 5 días y enumera las materias que deberán consignarse en la respuesta, pudiendo incluir entre ellas los pactos sobre condiciones especiales de trabajo a que se refiere el artículo 372.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 304, 305, 306, 307 Y 308

 
Los Senadores señores Navarro, De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen suprimir en el inciso primero la frase que alude a las condiciones especiales de trabajo.


-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 309, 310, 311 Y 312

 
Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier sugieren reemplazar el inciso segundo del artículo 368 por el siguiente:

 
“En el caso de que el proyecto de convenio colectivo se presente a dos o más empresas que presten servicio en una misma faena, éstas deberán negociar conjuntamente.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


-El artículo 368 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 369 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 369 postula que con el objeto de lograr un acuerdo las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

 
El Senador señor Allamand sugirió un cambio formal a la denominación del artículo, que en el texto aprobado en general se refiere al “período de negociación” y no se establece ninguno.


La Comisión acordó con el Ejecutivo la búsqueda de la denominación adecuada.

 
-Puesto en votación el texto del artículo 369, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.


-Posteriormente, el Ejecutivo propuso denominar el artículo 369 como “Reuniones durante la negociación”, lo que fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 312 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 312 a) que recoge la propuesta señalada y propone sustituir el artículo 369.

 
-Puesta en votación la indicación 312 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 370 DEL NUMERAL 28)


El artículo 370 regula la posibilidad de solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo por cualquiera de las partes de la negociación colectiva.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 313


La Presidenta de la República propone suprimir la frase “La asistencia de las partes a las reuniones que se citen para esta mediación será obligatoria y su inasistencia injustificada será constitutiva de práctica desleal.”.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, indicó que en este tipo de negociación con reglas especiales las partes pueden recurrir a la Inspección del Trabajo y solicitar mediación. En el texto aprobado en general –advirtió- se estableció como obligatoria la asistencia de las partes a las reuniones de mediación y la inasistencia será considerada como una práctica desleal, por lo que el Ejecutivo, atendido que es una negociación sin carácter formal, decidió proponer la eliminación del texto pertinente.


La Comisión acordó que se elimine considerar como práctica desleal la inasistencia a la mediación y así se lo hizo saber al Ejecutivo.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que el Ejecutivo tendría en consideración el espíritu de las indicaciones 314 y 315 para proponer una redacción a la Comisión.

 
-Puesto en votación el texto del artículo 370, fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.


En sesión posterior, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que, según el parecer del Ejecutivo, mediante la sustitución del inciso primero del artículo 370, resulta adecuado establecer que cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo, la que estará dotada de amplias facultades para instar a las partes a lograr un acuerdo. Asimismo, contempla que la asistencia de las partes a las audiencias de mediación será obligatoria, eliminando la sanción relativa a considerar la inasistencia injustificada a la mediación como una práctica antisindical, sin perjuicio de las multas que pudiere aplicar en dicha hipótesis.

 
- El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 315 a) que formaliza lo precedentemente expuesto. Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


-La indicación 313 fue retirada.

INDICACIONES 314 Y 315


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar sugieren al contrario del Ejecutivo mantener la frase mencionada respecto de la indicación 313, pero con el siguiente texto: “La asistencia de las partes a la primera de las reuniones que se citen para esta mediación será obligatoria y su inasistencia injustificada será constitutiva de práctica desleal.”.


-Estas indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión.

ARTÍCULO 371 DEL NUMERAL 28)


Este artículo dispone que las estipulaciones de los convenios colectivos se tendrán como parte integrante de los contratos individuales de los trabajadores.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.


-En votación el texto del artículo 371 fue aprobado por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 372 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general señala:

 
“Los convenios colectivos suscritos de conformidad a las reglas precedentes podrán incluir pactos sobre distribución de jornada y descansos, horas extraordinarias y jornada pasiva, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de este Libro.”.

-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir el artículo 372, la que fue retirada.

INDICACIÓN 316


El Senador señor Navarro sugiere eliminar el artículo 372.

 
-La indicación 316 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

INDICACIÓN 317


El Senador señor Harboe propone reemplazar el artículo 372 en el sentido de no explicitar los tipos de pactos, sino que hace una referencia general a los mismos.

 
-La indicación 317 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

INDICACIÓN 318


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar formularon esta indicación para sustituir el artículo 372 en el que se incluye a los acuerdos de grupo negociador como autorizados para contemplar pactos sobre distribución de jornada y descansos, horas extraordinarias y jornada pasiva.

 
La indicación 318 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
Seguidamente, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la figura propuesta por el artículo 372 del texto aprobado en general por el Senado apunta a establecer la suscripción de pactos de jornada especial en el caso de la negociación colectiva de trabajadores por obra o faena. De ese modo, aseveró que, al tratarse de un tipo de negociación voluntaria, mediante dicha figura se promueve la implementación de dicho procedimiento.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que, considerando que la negociación colectiva de los trabajadores por obra o faena se verifica sin derecho a fuero ni huelga, y que, por regla general, las organizaciones carecen de grandes niveles de representatividad, se trata de una figura que puede resultar lesiva de los derechos de los trabajadores.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que la norma propuesta recoge la experiencia propia de los trabajadores del sector de los sindicatos de mayor tamaño, los que, en sus instrumentos colectivos, han incluido mecanismos especiales de distribución de jornada.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, comentó que la norma contenida en el artículo 372 propuesto resulta coherente con el sistema general de pactos sobre condiciones especiales de trabajo que propone la iniciativa.

 
En la misma línea, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, añadió que la norma posibilita el acuerdo entre las organizaciones sindicales y el empleador, de modo de determinar las condiciones de jornada especial, sin perjuicio de la vigencia del sistema de jornadas especiales que establece el artículo 38 del Código del Trabajo.

 
El Senador señor Letelier expresó que no resulta adecuado aplicar el pacto de horas extraordinarias a los trabajadores por obra o faena, considerando la precariedad de los trabajadores del sector y las bajas tasas de sindicalización. 

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, propuso sustituir el artículo 372, con la finalidad de especificar que los convenios colectivos para los trabajadores por obra o faena podrán incluir pactos sobre condiciones especiales de trabajo de modo genérico, sin especial referencia a alguno de ellos.

INDICACIÓN 318 a)

 
- El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 318 a), que consigna lo expuesto precedentemente. Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

TÍTULO VI

DE LOS PACTOS SOBRE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO

INDICACIÓN 319


El Senador señor Navarro formuló indicación para suprimir este Título.

 
-Puesta en votación la indicación 319, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 373 DEL NUMERAL 28)


Este artículo regula el convenio de provisión de puestos de trabajo.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que la disposición apunta a recoger una práctica extendida en el sector portuario, consistente en que, mediante los convenios de provisión de puestos de trabajo, las organizaciones sindicales han incorporado diversos beneficios. De ese modo, agregó que la norma permite que tales convenios operen respecto de un número acotado de trabajadores respecto de la oferta de trabajo garantizada, pero a todos los trabajadores en cuanto a los beneficios que se hubieren acordado.

 
El Senador señor Letelier describió que el instrumento descrito por la disposición en estudio, por una parte, garantiza cupos de trabajo para determinados trabajadores, en tanto que, respecto de aquellos que se encuentran excluidos de la nómina –en cuyo caso no existe una garanta de provisión de puestos de trabajo-, sólo podrán acceder a los demás beneficios acordados.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que la extensión de todos los beneficios y la garantía de ofertas de trabajo a los trabajadores no considerados en la nómina generaría una extensiva ampliación del instrumento, lo que no resulta adecuado. De ese modo, propuso que, respecto de dichos trabajadores, sólo pueden ser extendidas las estipulaciones en materia de remuneraciones.

 
La Senadora señora Muñoz manifestó que, considerando los índices de productividad del sector portuario –en que se verifica típicamente la situación descrita-, no resulta adecuado disminuir los beneficios de los trabajadores del sector.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, arguyó que las propias organizaciones de trabajadores eventuales y transitorios han manifestado su anuencia con la aplicación dicha figura, en cuyo contexto la norma propuesta constituye un aporte con miras a garantizar la continuidad de la relación laboral.

 
Puesto en votación el artículo 373 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso sustituir el inciso segundo del artículo 373. La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, señaló que la finalidad es establecer que durante la vigencia de un convenio de provisión de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiarían a todos los afiliados a la organización que los negocie y que hayan sido expresamente considerandos en la nómina del convenio.

 
Asimismo, sus estipulaciones, en lo referido al monto de la remuneración acordada para el respectivo turno, se harán extensivas a los trabajadores no considerados en la nómina cada vez que sean contratados por el empleador, y no se les extenderán los demás beneficios del convenio ni la garantía de ofertas de trabajo, salvo acuerdo expreso del empleador.

 
- El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 318 b), que recoge lo explicado precedentemente. Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 374 DEL NUMERAL 28)


Este artículo se refiere a los requisitos, procedimiento y ámbito de aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 320


El Senador señor Horvath presentó esta indicación para reemplazar el inciso primero del artículo 374 aprobado en general, con el siguiente texto:

 
“Artículo 374.- Requisitos, procedimiento y ámbito de aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo. En aquellas de grandes y medianas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al 15% del total de sus trabajadores, y en las micro y pequeñas empresas con prescindencia de su porcentaje de sindicalización, la o las organizaciones sindicales, conjunta o separadamente, podrán acordar con el empleador los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título.”.

 
El Senador señor Letelier expresó que, considerando que la indicación recae sobre un acuerdo que sólo puede suscribirse durante la negociación colectiva -reglada o no reglada-, incide en materias que, de conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, corresponden a iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor Allamand, por su parte, explicó que dicha interpretación de las disposiciones sobre iniciativa exclusiva podría generar la pérdida de atribuciones del Congreso Nacional, considerando que, de ese modo, cualquier materia a cuyo respecto cuenta actualmente con facultades legislativas, podría ser incluida en el marco del procedimiento de negociación colectiva no reglada.

 
En consecuencia, hizo expresa reserva de constitucionalidad respecto de la declaración de inadmisibilidad de las indicaciones presentadas en materia de pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

 
-La indicación 320 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
A continuación, la Comisión debatió el inciso primero del artículo 374 que propone incorporar al Código del Trabajo el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que existe la necesidad de favorecer la implementación práctica de los pactos, considerando que, aseveró, se trata de una figura que beneficia a las organizaciones sindicales y los trabajadores. Con todo, afirmó que la propuesta en estudio limita su aplicación, al exigir una representatividad sindical en aquellas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al 30%, lo que, al mismo tiempo, constituiría una vulneración del principio de igualdad ante la ley.

 
La Senadora señora Muñoz explicó que el requisito de representatividad constituye una norma de protección de los trabajadores, de modo tal de evitar la imposición unilateral de jornadas especiales de trabajo.

 
El Senador señor Larraín afirmó que las condiciones actuales de la prestación de servicios requieren implementar nuevas modalidades de trabajo, lo que exige una adaptación de los trabajadores, previo acuerdo con el empleador, pudiendo ser aplicable incluso fuera del procedimiento de negociación colectiva.

 
El Senador señor Letelier aseveró que la legislación laboral debe establecer los mecanismos de protección hacia la parte más débil de la relación de trabajo, en tanto que el derecho colectivo debe equilibrar las condiciones de contratación de los trabajadores, quienes, en ocasiones, se desempeñan laboralmente para mejorar el estado de necesidad en que se encuentran.

 
En efecto, arguyó que el carácter tutelar se manifiesta con mayor intensidad tratándose de regulaciones como la propuesta, en que se pueden afectar derechos fundamentales de los trabajadores, en cuyo contexto el requisito consistente en una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de sus trabajadores, parece adecuado.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, sostuvo que los pactos especiales de trabajo constituyen un beneficio para ambas partes de la relación laboral. Asimismo, arguyó que el tratamiento diferenciado que propone el texto aprobado en general por el Senado, al requerir una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de sus trabajadores, se justifica en aras de la protección de los trabajadores.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, añadió que la figura sometida a la consideración de la Comisión aplica el acuerdo de voluntades suscrito, en 2012, entre la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación de la Producción y del Comercio, en lo tocante a la ampliación de las materias que pueden ser objeto de negociación colectiva, aun cuando en ésta se requería una representatividad equivalente, a lo menos, al 65% del total de los trabajadores de la empresa.

 
El Senador señor Allamand, en conformidad al artículo 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicitó poner en votación la inadmisibilidad de la indicación 96, únicamente respecto de la sustitución del artículo 374 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo.

 
Puesta en votación la inadmisibilidad de la sustitución contenida en la indicación 96, respecto del artículo 374 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

 
Seguidamente, el Senador señor Allamand solicitó división de la votación, en cuanto al requisito contenido en el inciso primero del artículo 374 del texto aprobado en general por el Senado, en lo referido a la exigencia de una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de los trabajadores para acordar, con el empleador, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.
 
-Puesto en votación el requisito consistente en la exigencia de una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de los trabajadores para acordar los pactos sobre condiciones especiales de trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

 
Enseguida, puesto en votación el inciso primero del artículo 374 contenido en el texto aprobado en general por el Senado, salvo en lo relativo al requisito consistente en la exigencia de una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de los trabajadores para acordar los pactos sobre condiciones especiales de trabajo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 321


La Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el inciso segundo del artículo 374 por el siguiente:

 
“Estos pactos solo podrán acordarse en forma directa y sin sujeción a las normas de la negociación colectiva reglada. Su aprobación por parte del sindicato se sujetará a las normas que establezcan sus estatutos y si éstos nada dicen, se aprobarán por mayoría absoluta, en asamblea convocada al efecto y ante ministro de fe.”.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, detalló que, en el contexto de la etapa pre legislativa de la iniciativa, se sostuvo que existe la necesidad de establecer que el pacto de jornada especial no sea parte de la negociación colectiva reglada, toda vez que, tratándose de una figura nueva en nuestro ordenamiento, podría convertirse en el principal asunto objeto de la negociación, y ser objeto de procedimientos que no resultan adecuados para dicha figura, tales como el arbitraje.

 
-Puesta en votación la indicación 321, fue aprobada por 3 votos a favor, de los Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 322


La Senadora señora Muñoz sugiere agregar en el inciso cuarto la siguiente oración: “Sin embargo, el sindicato podrá excluir a uno o más de sus afiliados de los pactos, siempre que esa voluntad se hiciere constar por escrito durante la negociación.”.

 
La indicación 322 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
-Puesto en votación el inciso cuarto del artículo 374 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
En sesión posterior, se reabrió el debate respecto del inciso cuarto del artículo 374, que había sido aprobado por unanimidad, con la finalidad de discutir la proposición del Ejecutivo de establecer, en el inciso cuarto del artículo 374, que los pactos sobre condiciones especiales de trabajo serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hubieren celebrado, salvo que las partes expresamente excluyan de su aplicación a los trabajadores que lo soliciten y el Ejecutivo formuló la siguiente indicación:

INDICACIÓN 322 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el inciso cuarto del artículo 374 por el siguiente:

 
“Los pactos serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hayan celebrado, salvo que las partes excluyan expresamente de su aplicación a los trabajadores que lo hubieren solicitado.”.
 
-Puesta en votación la indicación 322 a), fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 323


La Presidenta de la República propone reemplazar el inciso quinto del artículo 374 para exigir el consentimiento expreso y por escrito de los trabajadores sin afiliación sindical cuando se les quiera aplicar los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

 
La Senadora señora Goic señaló que la indicación en estudio establece adecuadamente los requisitos que se deben cumplir para aplicar los pactos a aquellos trabajadores sin afiliación sindical, al requerirse su consentimiento expreso por escrito.

 
-Puesta en votación la indicación 323, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 324


La Senadora señora Goic formuló esta indicación para suprimir en el inciso quinto su oración final, referida a la aplicación de los pactos a todos los trabajadores que no hubieren concurrido al acuerdo, siempre que dicha aplicación del pacto hubiere sido acordada por el 50% más uno de los trabajadores sin afiliación sindical.

 
La indicación 324 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

INDICACIÓN 325


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar sugieren agregar como inciso final al artículo 374 un texto que hace aplicable los pactos sobre condiciones especiales de trabajo a los trabajadores que fueron parte del acuerdo de grupo negociador.

 
La indicación 325 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


ARTÍCULO 375 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general se refiere a los pactos sobre sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso, que se determinarán conforme a las reglas que fije un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 326

 
La Presidenta de la República propone eliminar la derivación a un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

  
Al iniciarse el estudio del artículo 375 que se propone agregar al Código del Trabajo, el Senador señor Letelier consultó respecto de los criterios que permiten determinar que una faena se desarrolla fuera de centros urbanos.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que, en conformidad a la Orden de Servicio N° 5, de la Dirección del Trabajo, de 20 de noviembre de 2009, para los efectos de determinar si una faena se encuentra dentro o fuera de centros urbanos se deberán utilizar los siguientes criterios o circunstancias, las que en todo caso, no son copulativas: lugar donde los trabajadores pernoctan o pernoctarán, cuando no hubiere trabajadores al momento de la solicitud; lugar de ubicación de las faenas; y categorización general del tipo de faena por la que se solicita la jornada.

 
Habida cuenta de ello, el Senador señor Letelier afirmó que la determinación de los elementos que configuran dicha hipótesis, contenidos en la letra d) artículo 375 que se propone agregar al Código del Trabajo, del resultan ser muy amplios, por lo que pueden prestarse para una excesiva judicialización.

 
Seguidamente, el Senador señor Letelier solicitó votación separada del inciso segundo del literal d) del artículo 375 que se propone agregar al Código del Trabajo, con la finalidad de establecer el carácter copulativo de los requisitos para establecer que la faena se desarrolla fuera de centros urbanos, de modo de evitar que, aun cuando se trate de lugares cercanos a aquéllas zonas, se aplique, en su caso, la regulación propia de faenas que se desarrollan en campamentos. 

 
Puesta en votación la indicación 326, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


En sesión siguiente, en cuanto a la letra d), el Director del Trabajo, señor Christian Melis, explicó que respecto de los trabajadores que prestan servicios en campamentos, debe atenderse preferentemente a la ubicación de tales instalaciones, esto es, se debe determinar si se trata de faenas ubicadas fuera del radio urbano.

 
El Senador señor Letelier abogó por establecer, como elemento diferenciador, la distancia hacia las ciudades o los centros urbanos, en lugar de atender a un criterio administrativo, consistente en la ubicación fuera del radio urbano.

 
Dicha regulación, agregó, atiende al carácter excepcional de la jornada de los trabajadores de faenas ubicadas fuera de centros urbanos, lo que requiere especificar con precisión el factor que determina su aplicación.


-La Comisión refrendó la aprobación del artículo 375 por la unanimidad de sus integrantes, con la enmienda introducida por la indicación 326.

ARTÍCULO 376 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general posibilita que las organizaciones sindicales y los empleadores podrán acordar bancos anuales, semestrales o trimestrales de horas extraordinarias laborables a todo evento, sin sujeción al límite establecido en el inciso primero del artículo 31, los que en todo caso no podrán exceder de doscientos ochenta y ocho horas extraordinarias anuales, o ciento cuarenta y cuatro horas extraordinarias semestrales, o setenta y dos horas extraordinarias trimestrales, para cada trabajador afecto al pacto.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.

 
-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos a favor de los Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN 327


La Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el inciso primero por uno que preceptúa que las organizaciones sindicales y los empleadores podrán acordar pactos sobre horas extraordinarias con un tope de setenta y dos horas trimestrales, por trabajador. Estos pactos no podrán concordarse o aplicarse por más de seis meses en un año calendario. Estos bancos de horas extraordinarias operarán como el número total de las mismas que podrán laborar los trabajadores afectos al pacto durante el trimestre respectivo.
 
El Senador señor Allamand consultó respecto a la forma en que actualmente se distribuyen las horas extraordinarias.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que actualmente operan mediante acuerdo individual del trabajador con el empleador, con un tope diario de dos horas, por un máximo de tres meses. En ese contexto, explicó que la indicación apunta a establecer bancos anuales, semestrales o trimestrales de horas extraordinarias laborables a todo evento, sin sujeción al límite establecido en el inciso primero del artículo 31, los que en todo caso no podrán exceder de doscientos ochenta y ocho horas extraordinarias anuales, o ciento cuarenta y cuatro horas extraordinarias semestrales, o setenta y dos horas extraordinarias trimestrales, para cada trabajador afecto al pacto.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que la propuesta del Ejecutivo considera reduce excesivamente el máximo de horas extraordinarias diarias en un mismo trimestre, lo que no resulta adecuado.

 
El Senador señor Letelier afirmó que la norma propuesta permite que las horas extraordinarias puedan ser concentradas en un plazo inferior a los tres meses que operan como tope, generando que, en la práctica, pueda exceder el límite de dos horas diarias -sin perjuicio que opere un máximo de doce horas para cada jornada-, particularmente en determinadas épocas del año, lo que puede generar la disminución de los turnos diarios.

 
La Senadora señora Muñoz señaló que la regulación vigente en materia de horas extraordinarias requiere señalar las circunstancias que las justifican, lo que no se contiene en el texto aprobado en general por el Senado, lo que sirve como contrapeso a la disminución del tope que en ésta se contiene.

 
La Senadora señora Goic comentó que la norma propuesta permite una mayor flexibilización de la jornada de trabajo, lo que puede resultar conveniente tanto para el trabajador como para el empleador, junto con reducir el tope trimestral de horas. Con todo, afirmó que deben adoptarse los resguardos para evitar que ello genere una extensión permanente de la jornada de trabajo.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que las normas relativas a horas extraordinarias constituyen un sistema de estímulos y compensaciones para empleadores y trabajadores, tal como ocurre a propósito de los límites para su aplicación.

 
-Puesta en votación la indicación 327, fue aprobada con modificaciones por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín. Posteriormente fue retirada por el Ejecutivo, dado que formuló la indicación 331 b).


INDICACIÓN 328


La Presidenta de la República sugiere rebajar, en el inciso tercero del artículo 376, los bancos semanales de horas extraordinarias de trabajadores transitorios, eventuales o de temporada de 15 a 10 en cada semana de trabajo.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que explican la disminución el tope del banco de horas extraordinarias tratándose de trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, toda vez que, en la práctica, el régimen aplicable depende del número de días de trabajo semanal.

 
La Senadora señora Goic explicó que la disposición apunta a establecer una limitación al límite de horas, considerando la posibilidad de acumular las horas adicionales.

 
-Puesta en votación la indicación 328, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín. Posteriormente fue retirada por el Ejecutivo, dado que formuló la indicación 331 b).

INDICACIONES 329 Y 330


La Presidenta de la República hizo presente estas indicaciones al inciso cuarto del artículo 376, con el objetivo de hacer obligatorio que las partes pacten mecanismos de compensación de horas extraordinarias, por medio de horas o días libres, calificando a los bonos compensatorios como otra alternativa.

INDICACIÓN 331


La Presidenta de la República sugiere agregar como inciso final del artículo 376 un texto que prohíbe los pactos de horas extraordinarias durante la huelga.

 
El Senador señor Allamand consultó acerca de las razones que explican la propuesta en estudio.

 
El Senador señor Letelier explicó que la norma propuesta apunta a consagrar el carácter obligatorio de los mecanismos de compensación, lo que puede verificarse mediante horas o días libres, días adicionales de feriado anual, o bonos compensatorios.

 
El Senador señor Larraín aseveró que la indicación supone un encarecimiento de las horas extraordinarias, lo que dificultaría su implementación en comparación al régimen de horas extraordinarias que establece actualmente el artículo 31 del Código del Trabajo.


-Las indicaciones 329, 330 y 331 fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión.


En sesión posterior, el Ejecutivo formuló una propuesta para sustituir el artículo 376, con el siguiente texto:


Respecto del inciso primero que se propone, votaron a favor las Senadoras señoras Goic y Muñoz y el Senador señor Letelier y se abstuvieron los Senadores señores Allamand y Larraín.


Sobre el inciso segundo propuesto, que equivale al inciso tercero aprobado en general, la Senadora señora Muñoz sostuvo que dicha propuesta permitiría que los trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, puedan cumplir hasta 120 horas extraordinarias trimestrales, a diferencia del régimen ordinario para el resto de los trabajadores que, para dicho período, equivale a 72 horas trimestrales.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que, respecto de los trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, opera, de modo especial, el tope de diez horas semanales.

 
El Senador señor Letelier consultó acerca de las razones que explican la disminución a diez horas extraordinarias semanales para los trabajadores transitorios, eventuales o de temporada.

 
La asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que el fundamento de la regulación propuesta dice relación con la existencia de un acuerdo colectivo que considera la transitoriedad del vínculo laboral de los trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, sin estar sujetos al límite establecido en el inciso primero del artículo 31 del Código del Trabajo, equivalente a dos horas diarias.


Luego, respecto del inciso tercero contemplado en el artículo propuesto, la mayoría de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, con las abstenciones de los Senadores señores Allamand y Larraín, aprobó su texto.


Finalmente, en lo que corresponde al inciso cuarto del artículo 376 propuesto, fue aprobado por las Senadoras señoras Goic y Muñoz y el Senador Letelier, con las abstenciones de los Senadores señores Allamand y Larraín.


-El Ejecutivo formuló indicación 331 b), respecto del artículo 376, que se transcribe a continuación de la indicación 331 a).

INDICACIÓN 331 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier formularon esta indicación para agregar un inciso final nuevo al artículo 376 que dice:

 
“Los pactos a que se refiere este artículo que involucren a trabajadores eventuales y de obra o faena transitoria sólo podrán acordarse si entre el empleador y la organización respectiva existiera un contrato colectivo vigente.”.

 
-La indicación 331 a) fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral quinto del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

INDICACIÓN 331 b)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación con la finalidad de reemplazar el artículo 376 por el siguiente:

 
“Artículo 376.- Pactos de horas extraordinarias. Las organizaciones sindicales y los empleadores podrán convenir pactos de horas extraordinarias con un tope de setenta y dos horas trimestrales, por trabajador. Estos pactos no podrán aplicarse por más de seis meses en un año calendario y operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán trabajar durante el trimestre respectivo.

 
Las organizaciones sindicales que representen a trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, solo podrán convenir respecto de estos trabajadores, pactos de horas extraordinarias de hasta diez horas semanales, por trabajador. 

 
Los trabajadores afectos a estos pactos no podrán permanecer en faenas más de doce horas en total cada día de trabajo, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. 

 
Los pactos de horas extraordinarias no estarán sujetos al límite establecido en el inciso primero del artículo 31 de este Código, deberán respetar el descanso semanal y no podrán perjudicar la salud de los trabajadores.

 
Las horas extraordinarias trabajadas en virtud de estos pactos se pagarán, a lo menos, con el recargo señalado en el artículo 32 de este Código. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir  mecanismos alternativos de retribución tales como horas libres, días libres o días adicionales de feriado.”.
 
-Puesta en votación la indicación 331 b), fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 377 DEL NUMERAL 28)


Este artículo se refiere a los pactos sobre el tiempo de preparación para trabajar y la jornada pasiva, los que tendrán una duración máxima de una hora diaria y su retribución no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.

 
-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y un voto a favor, del Senador señor Allamand.

 
-Puesto en votación el inciso primero del artículo 377 que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y un voto en contra, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 332

 
La Presidenta de la República propone eliminar la mención al inciso tercero del artículo 32.

 
El Senador señor Letelier describió que la disposición en estudio establece que el pago de la jornada pasiva deberá pactarse, bajo una modalidad que considera que se trata de un tiempo no imputable a la jornada diaria.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que no resulta adecuado que el pacto sobre tiempos de preparación para trabajar y jornada pasiva pueda ser acordado únicamente por organizaciones sindicales, toda vez que resulta adecuado permitir que pueda ser suscrito por todos los trabajadores, sin requerir la existencia de un sindicato.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, indicó que el pacto en análisis se rige por las reglas aplicables al resto de los acuerdos que establece el título VI que se propone agregar, en el Libro IV del Código del Trabajo. Asimismo, añadió que la propuesta recoge la jurisprudencia administrativa y judicial que, sobre el particular, ha señalado que la jornada pasiva no será imputable a la jornada de trabajo, debiendo ser retribuida.

 
-Puesta en votación la indicación 332, se registraron 2 votos a favor, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier, una abstención, de la Senadora señora Goic, y un voto en contra, del Senador señor Allamand.

 
Repetida la votación, en conformidad al inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, se produjo la misma votación al registrarse 2 votos a favor, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Letelier, 1 abstención, de la Senadora señora Goic, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

 
En consecuencia, en conformidad al inciso segundo del artículo 178 del Reglamento del Senado, que prescribe que, en la segunda votación, si los Senadores insisten en su abstención se considerarán sus votos como favorables a la posición que haya obtenido mayor número de votos, la indicación 332 fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y un voto en contra, del Senador señor Allamand.


A continuación, se da cuenta de seis indicaciones que proponen agregar un artículo nuevo.

INDICACIONES 333 Y 334


La Senadora señora Goic y las Senadoras señoras Goic y Muñoz formularon estas indicaciones con la finalidad de agregar, luego del artículo 377, el siguiente, nuevo:

 
"Artículo…- Pactos sobre jornada de trabajadores con responsabilidades familiares. Podrán acordarse pactos para que los trabajadores con responsabilidades familiares puedan acceder a regímenes de jornada que combinen tiempos de trabajo presencial en el sitio de funcionamiento de la empresa y la realización de labores fuera del mismo, sea en su propio hogar  o en un lugar libremente elegido por ellos.

 
Se entenderá que son trabajadores con responsabilidades quienes tengan bajo su cuidado a hijos menores de 18 años, a hijos mayores de edad con discapacidad física o mental, debidamente inscritos en el Registro Nacional de la Discapacidad, o a su cónyuge, madre o padre en situación de dependencia, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, por las que requieran de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.

 
Acordados estos pactos, el trabajador o la trabajadora con responsabilidades familiares podrán solicitar por escrito a su empleador adecuar su jornada de trabajo. El empleador deberá responder por escrito en el plazo de treinta días, debiendo, en su caso, fundar la respuesta negativa a lo solicitado. La adecuación de la jornada se consignará por escrito en un documento anexo al contrato de trabajo. El trabajador o la trabajadora podrán requerir, en cualquier tiempo, volver a la jornada anteriormente pactada, cambio que deberá hacerse efectivo a más tardar treinta días después de tal requerimiento.".

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, recogiendo el tenor de las indicaciones 333 y 334, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz, señaló que el Ejecutivo propone agregar un artículo 378 bis, nuevo, para establecer pactos para trabajadores con responsabilidades familiares. Al efecto, propuso que las organizaciones sindicales podrán celebrar con el empleador acuerdos con el objeto que trabajadores con responsabilidades familiares puedan acceder a sistemas de jornada que combinen tiempos de trabajo presencial en la empresa y fuera de ella. Para ello, aceptada la solicitud del trabajador, deberá suscribirse un anexo al contrato individual. Además, estos pactos podrán ser convenidos para aplicarse a trabajadores jóvenes que cursen estudios regulares, mujeres, personas con discapacidad u otras categorías de trabajadores que definan de común acuerdo el empleador y la organización sindical.

 
-Puesta en votación la indicación 340 a), como se indica más adelante, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, y Letelier.


-Consecuentemente, las indicaciones 333 y 334 fueron retiradas.

INDICACIÓN 335


El Senador señor Harboe propone incorporar un artículo nuevo a continuación del artículo 377, que dice:

 
"Artículo…- Aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo. Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este título sólo podrán realizarse en la forma establecida en la ley. Todo acto u omisión en contravención a esta norma, será sancionada con multa mínima de 100 unidades tributarias mensuales, y en su imposición se observará lo dispuesto en el artículo 408, salvo en lo relativo a su límite.".

 
El Senador señor Larraín afirmó que la indicación es redundante, toda vez que reproduce las reglas vigentes sobre la materia.

 
Puesta en votación la indicación 335, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.
INDICACIÓN 336


La Senadora señora Pérez San Martín presentó indicación para agregar, a continuación del artículo 377, un artículo nuevo del siguiente tenor:


"Artículo…- Las partes podrán acordar mecanismos especiales para la terminación de la relación laboral, incluyendo causales y mecanismos de indemnización, con los trabajadores afiliados a sindicatos, con exclusión de lo relativo a los fueros legales.".

 
-La indicación 336 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

INDICACIONES 337, 338 Y 339


Los Senadores señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela formularon estas indicaciones para agregar después del artículo 377 el siguiente, nuevo:

 
"Artículo…- Las partes podrán establecer mecanismos especiales para terminación de la relación laboral con los trabajadores afiliados al sindicatos, con exclusión de lo relativo a los fueros legales.".

 
El Senador señor Letelier expresó que se trata de una propuesta que incide en una materia de negociación colectiva, por lo que resulta inadmisible, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
El Senador señor Larraín aseveró que las indicaciones en estudio son admisibles, toda vez que proponen regular una materia que no necesariamente dice relación con las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva.

 
En consecuencia, en conformidad al artículo 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicitó poner en votación la inadmisibilidad de las indicaciones 337, 338 y 339.

 
-Puesta en votación la declaración de inadmisibilidad de las indicaciones 337, 338 y 339, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

ARTÍCULO 378 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general obliga al empleador a registrar los pactos sobre condiciones especiales de trabajo dentro de los cinco días siguientes a la suscripción de los mismos.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 340


La Presidenta de la República presentó indicación para sustituir el artículo 378 por el siguiente:

 
“Artículo 378.- Pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal. Las partes podrán acordar que la jornada ordinaria semanal de trabajo se distribuya en cuatro días. En cualquier caso, la jornada no podrá exceder de 12 horas diarias de trabajo efectivo, incluidas la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. Si la jornada de trabajo supera las 10 horas, deberá acordarse una hora de descanso imputable a ella.”.

 
-Puesta en votación la indicación 340, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

Artículo 378 bis, nuevo

INDICACIÓN 340 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 340 a) para incorporar un artículo 378 bis, que recoge las propuestas de los integrantes de la Comisión, cuyo texto dice:

 
"Artículo 378 bis.- Pactos para trabajadores con responsabilidades familiares. Las organizaciones sindicales podrán celebrar con el empleador, pactos con el objeto que trabajadores con responsabilidades familiares puedan acceder a sistemas de jornada que combinen tiempos de trabajo presencial en la empresa y fuera de ella.

 
Para acogerse a este pacto, el trabajador deberá solicitarlo por escrito al empleador, quien deberá responder de igual forma en el plazo de treinta días. El empleador tendrá la facultad de aceptar o rechazar la solicitud.

 
Aceptada la solicitud del trabajador, deberá suscribirse un anexo al contrato individual de trabajo que deberá contener las siguientes menciones:

1.
El lugar o lugares alternativos a la empresa en que el trabajador prestará los servicios, pudiendo ser el hogar del trabajador u otro lugar convenido con el empleador.

2.
Las adecuaciones a la jornada de trabajo, si fuere necesario.

3.
Los sistemas de control y gestión que utilizará el empleador respecto de los servicios convenidos con el trabajador.

4.
El tiempo de duración del acuerdo. 

 
El trabajador podrá unilateralmente volver a las condiciones originalmente pactadas en su contrato de trabajo, previo aviso por escrito al empleador con una anticipación mínima de 30 días.

 
Estos pactos también podrán ser convenidos para aplicarse a trabajadores jóvenes que cursen estudios regulares, mujeres, personas con discapacidad u otras categorías de trabajadores que definan de común acuerdo el empleador y la organización sindical.”.”.
 
-Puesta en votación la indicación 340 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 379 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general se refiere a la fiscalización de los pactos.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 341 Y 342


La Presidenta de la República formuló estas indicaciones para reemplazar el inciso primero del artículo 379 y agregar –a continuación- tres nuevos incisos, cuyo texto es el que sigue:

 
“Artículo 379.- Registro y fiscalización de los pactos. Dentro de los cinco días siguientes a la suscripción del pacto, el empleador deberá registrar dicho instrumento de manera electrónica ante la Dirección del Trabajo.

 
El Director del Trabajo, mediante resolución exenta, determinará la forma, condiciones y características del registro de los pactos y las demás normas necesarias para verificar el cumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores.

 
La Dirección del Trabajo pondrá a disposición del público  modelos tipo de pactos sobre condiciones especiales de trabajo, que se ajusten a las disposiciones de este Título.

 
La fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del Trabajo.”.

 
El Senador señor Larraín comentó que la indicación establece adecuadamente una obligación que deriva de la facultad de administración del empleador.

 
-Puesta en votación la indicación 341, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
-Puesta en votación la indicación 342, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 343


La Senadora señora Goic sugiere modificar el inciso segundo aprobado en general del artículo 379, facultando al Director del Trabajo para dejar sin efecto las estipulaciones especiales pactadas si no son compatibles con las condiciones de higiene y seguridad adecuadas para la prestación de los servicios laborales.

 
-La indicación 343 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

 
A continuación, la Comisión analizó el inciso segundo del artículo 379, que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo.

 
El Senador señor Larraín opinó que no resulta adecuado establecer que el Director del Trabajo, en caso de incumplimiento de los requisitos contempla2 en los artículos anteriores, mediante resolución fundada podrá dejar sin efecto los pactos, toda vez que se trata de un tercero ajeno al acuerdo.
 
El Senador señor Letelier explicó que la norma apunta a evitar que pueda ser suscrito un pacto que no hubiere cumplido los requisitos necesarios para su existencia, tal como ocurre con las facultades de la Dirección del Trabajo durante el procedimiento de negociación colectiva, en que puede controlar el cumplimiento de los requisitos formales en tanto ésta se desarrolla.

 
El Senador señor Allamand puntualizó que la facultad de dejar sin efecto los pactos debe recaer exclusivamente en los tribunales de justicia.

 
-Puesto en votación el inciso segundo del artículo 379, que el numeral 28 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado propone agregar al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señora Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.


Posteriormente, se reabrió el debate sobre el inciso segundo aprobado en general que pasó a ser inciso final del artículo 379 y el Ejecutivo presentó una propuesta para establecer que en caso de incumplimiento de los requisitos contemplados en materia de pactos sobre condiciones especiales de trabajo, o sus estipulaciones infrinjan gravemente las normas de higiene y seguridad en el trabajo, el Director del Trabajo podrá, mediante resolución fundada, dejar sin efecto dichos pactos. Dicha resolución podrá ser reclamable ante el tribunal respectivo, de conformidad al procedimiento de aplicación general que establece el Código del Trabajo.

 
El Senador señor Allamand formuló expresa reserva de constitucionalidad respecto de la propuesta en estudio, toda vez que sostuvo que, mediante el ejercicio de la atribución que contempla, el Director del Trabajo estaría ejerciendo facultades jurisdiccionales, afectando el derecho al debido proceso, consagrado en el numeral 3 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

INDICACIÓN 343 a)

 
- El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 343 a) que recoge la propuesta explicada precedentemente. Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra del Senador señor Allamand, quien ratificó su observación de constitucionalidad consignada en párrafo anterior.

ARTÍCULO 380 DEL NUMERAL 28)


El artículo 380 se refiere a la mediación voluntaria.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 344


El Senador señor Horvath dirige su indicación al inciso primero del artículo 380 para establecer como obligatoria la mediación tratándose de las micro y pequeñas empresas, al menos una vez durante la etapa de negociación y otra durante la huelga.

INDICACIÓN 345


El Senador señor Horvath propone agregar, a continuación del inciso primero del artículo 380, uno que preceptúa para el caso de conflictos o negociaciones colectivas de carácter regional o local, que la designación del mediador deberá recaer en un profesional que cumpla con las características requeridas.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El texto del artículo 380 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULOS 381 A 387 DEL NUMERAL 28)


Estos artículos regulan las facultades del mediador, el informe de mediación, la mediación laboral de conflictos colectivos, la forma de iniciar la mediación de conflictos colectivos, las facultades de la Inspección del Trabajo, el informe de mediación de la Inspección del Trabajo y la definición de arbitraje.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada.

 
El texto de los artículos 381 a 387 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 388 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general del artículo 388 establece que el arbitraje será siempre de común acuerdo entre las partes, salvo lo dispuesto en el artículo 389. Asimismo, el arbitraje será obligatorio para las partes en los casos en que esté prohibida la huelga, así como cuando se determine la reanudación de faenas.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 346 Y 347


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar sugieren agregar un inciso nuevo al artículo 388, con el propósito de hacer obligatorio el arbitraje cuando transcurridos 7 días desde que se ha hecho efectiva la huelga, las partes no hayan reanudado las negociaciones o suscrito el instrumento colectivo.


El Senador señor Quinteros retiró su firma de la indicación 347.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El texto del artículo 388 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier, acordando a su respecto una adecuación formal de redacción.


La asesora del Subsecretario del Trabajo, señora Claudia Donaire, resumió la materia del arbitraje diciendo que se moderniza el sistema, con un tribunal colegiado, sin ulterior recurso. Se establecen las exigencias de los árbitros, la existencia de una secretaría arbitral en la Dirección del Trabajo, entidad encargada de mantener la nómina de los árbitros a disponibilidad de las partes, velar por el cumplimiento de los requisitos exigidos a los árbitros, proceder a notificarlos de las designaciones y suscribir los contratos de honorarios con los árbitros, contratos que en el caso de los arbitrajes que se realicen en empresas de menor tamaño pagará el Estado.

ARTÍCULO 389 DEL NUMERAL 28)


El texto aprobado en general regula el tribunal arbitral, la nómina de árbitros y la designación de los mismos. 

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 348


El Senador señor Horvath propone agregar en el inciso tercero del artículo 389 la siguiente oración: “Con todo, tratándose de conflictos laborales producidos en regiones, la designación deberá recaer en al menos dos árbitros con ese carácter.”.


Respecto de esta indicación, la Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó que el Ejecutivo la encontraba valiosa y que propondría una indicación bajo ese prisma.

 
En consecuencia, el Ejecutivo teniendo en consideración el tenor de la indicación 348, presentó una propuesta para sustituir el artículo 389, estableciendo que, en el procedimiento de designación de los árbitros que conformarán el tribunal arbitral, el Director Regional del Trabajo deberá procurar que, al menos, uno de los árbitros tenga domicilio en la región respectiva.

INDICACIÓN 348 a)

 
- El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 348 a) que formaliza la propuesta explicada precedentemente. Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


Consecuentemente, la indicación 348 fue rechazada por la misma unanimidad precedentemente indicada.

ARTÍCULOS 390 Y 391 DEL NUMERAL 28)


El artículo 390 regula la notificación de los árbitros, la audiencia constitutiva y los procedimientos de arbitraje. Por su parte, el artículo 391 establece las facultades del tribunal.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada.


El texto de los artículos 390 y 391 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 348 b)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 348 b) para sustituir el artículo 390 por el siguiente:

 
“Artículo 390.- Notificación de los árbitros, audiencia de constitución y procedimientos de arbitraje. Los árbitros designados serán notificados por la Dirección Regional del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia de constitución del tribunal arbitral dentro de quinto día. A esta audiencia también serán convocadas las partes.

 
En la audiencia de constitución, el Director Regional del Trabajo tomará juramento o promesa a los árbitros designados, partiendo por los titulares y siguiendo por los suplentes. En caso de ausencia de un árbitro titular, tomará su lugar uno de los suplentes. Los árbitros deberán jurar o prometer dar fiel e íntegro cumplimiento a su cometido. En esta audiencia el tribunal arbitral definirá el procedimiento que seguirá para su funcionamiento.

 
Una vez verificada la audiencia de constitución, el tribunal arbitral convocará a las partes a una audiencia dentro de los cinco días siguientes. En esta oportunidad las partes presentarán su última propuesta y realizarán las observaciones que estimen pertinentes. El tribunal levantará acta resumida de lo obrado. 

 
Al tribunal arbitral les serán aplicables los artículos 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 85 y 89 inciso primero del Código Orgánico de Tribunales, en todo aquello que no sea incompatible con las normas de este Capítulo.”.
 
-Puesta en votación la indicación 348 b), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 392 DEL NUMERAL 28)


Este artículo se refiere al fallo y el derecho de las partes a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 349


La Senadora señora Muñoz sugiere reemplazar el inciso primero del artículo 392 por el siguiente:

 
“Artículo 392.- Del fallo y del derecho de las partes a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación. El tribunal citará a una audiencia para que las partes confirmen o presenten su proposición formal por escrito o verbalmente previo a dictar el fallo. Éste podrá decidir en favor de alguna de las partes o acoger parcialmente proposiciones de una u otra siempre que resulten compatibles y su costo no exceda el de la propuesta más onerosa.”.

INDICACIÓN 350


El Senador señor Navarro manifiesta su propósito de sustituir la segunda oración del inciso primero del artículo 392 por la siguiente: “El tribunal arbitral, tanto en los arbitrajes obligatorios como en los voluntarios, podrá fallar en favor de una de las proposiciones que le entreguen las partes, o dictar un fallo que contenga total o parcialmente las proposiciones de una y otra parte.”.

INDICACIÓN 351


El Senador señor Horvath propone intercalar, en el inciso primero, a continuación de la expresión “alguna de las partes” lo siguiente: “, o fallar parcialmente por una y, u otra, tratándose de pequeñas y micro empresas”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisibles estas tres indicaciones por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


La Senadora señora Muñoz explicó que en el texto aprobado en general, el tribunal arbitral está obligado a fallar a favor de una de las dos partes, mientras que las indicaciones apuntan a la posibilidad de que el tribunal arbitral establezca una fórmula de conciliación intermedia.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, puntualizó que el Ejecutivo no comparte dicha finalidad, porque ante la posibilidad de que el tribunal arbitral resuelva conciliatoriamente las posiciones de las partes se extreman.


El texto del artículo 392 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULOS 393, 394 Y 395 DEL NUMERAL 28)


Estas disposiciones se refieren al plazo del tribunal arbitral para fallar, de la remuneración de los árbitros y de la secretaría del cuerpo arbitral.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada.


El texto de los artículos 393, 394 y 395 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 396 DEL NUMERAL 28)


Este artículo regula el Registro Nacional de Árbitros y uno de los primeros requisitos es poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos diez semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por este. Un segundo requisito es contar con una experiencia no menor a cinco años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 352


La Presidenta de la República propone que la carrera debe tener al menos 8 semestres de duración.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que rebajar de 10 semestres a 8 la carrera profesional de los árbitros no significa afectar la idoneidad ni las capacidades.


-Puesta en votación la indicación 352, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 353


El Senador señor Horvath sugiere agregar al segundo requisito que el profesional tenga experiencia en el ámbito regional.

 
-Puesta en votación la indicación 353, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 354


El Senador señor Horvath, mediante esta indicación contempla agregar un inciso nuevo al artículo 396 para privilegiar dentro del registro de árbitros la experiencia en conflictos laborales a nivel regional.

 
-Puesta en votación la indicación 354, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


El resto del artículo 396 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULOS 397, 398, 399, 400, 401, 402 


Estos artículos se refieren a las atribuciones de la Dirección del Trabajo vinculadas a los árbitros, las causales de implicancia y recusación de los árbitros, el carácter público del Registro Nacional de Árbitros, el juez competente de los procedimientos judiciales en la negociación colectiva y las medidas de reparación que puede disponer tal juez.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos, la que fue retirada.


El texto de los artículos 397, 398, 399, 400, 401 y 402 fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


Con posterioridad, se reabrió debate sobre el artículo 402, dado que el Ejecutivo propuso su eliminación, toda vez que las referencias a los artículos 342 y 360 que formula están contenidas en esos artículos.


-La unanimidad de los integrantes de la Comisión coincidió en la supresión del artículo 402. 

INDICACIÓN 354 a)


-El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 354 a), que formalizó la propuesta anteriormente explicada, esto es, la eliminación del artículo 402. Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 403
 
Este artículo se refiere a las medidas de reparación y establece que en el caso de la denuncia del artículo 347, el tribunal competente podrá disponer, como medida de reparación, una indemnización del daño causado a los afectados por la infracción a la prohibición de reemplazar los puestos de trabajo en huelga, además de la multa establecida en el artículo 408.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo, señor Francisco Del Río, recordó que esta disposición se refiere al tema del reemplazo en la huelga.

INDICACIÓN 354 b)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir en el artículo 403 la frase “los puestos de trabajo” por la palabra “trabajadores”.


-Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


Asimismo, se tuvo presente la necesidad de adecuar la referencia al “artículo 408” por una al “artículo 407”.

ARTÍCULO 404 DEL NUMERAL 28)


El artículo 404 regula los efectos de la interposición de acciones judiciales en el proceso de negociación y establece que los procedimientos judiciales previstos en este Título, a excepción de lo dispuesto en el artículo 342, podrán suspender el curso de una negociación colectiva iniciada de conformidad al Título IV de este Libro.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIONES 355, 356, 357 Y 358

Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier formularon estas indicaciones para reemplazar el artículo 404 en el sentido que los procedimientos judiciales no suspenderán el curso de una negociación colectiva.


El asesor legislativo de la Ministra señor Ariel Rossel Zúñiga comentó que los tribunales tienen la atribución para suspender el curso de una negociación colectiva, esto es, no es obligatoria la suspensión.


El asesor jurídico del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, acotó que a propósito de la norma de impugnaciones formales del proceso de negociación colectiva, se estableció que dichas impugnaciones no suspenden la negociación colectiva, pero eventualmente en sede judicial puede ocurrir alguna circunstancia que pondere el tribunal que amerite la suspensión. Recordó que en materia de multirut, en caso de trabarse una controversia sobre la identificación del empleador, el legislador estableció expresamente que se suspende la negociación colectiva.


La Senadora señora Muñoz dio lectura a la opinión de la Corte Suprema sobre esta materia: “…la interposición de las acciones judiciales podrá suspender el curso de una negociación colectiva iniciada en conformidad a la ley. Esto podría transformarse en una herramienta que mal utilizada podría perjudicar el normal desarrollo del proceso colectivo.”.


El Senador señor Letelier resumió el consenso de la Comisión en el sentido que no se quiere que el efecto de la interposición de una acción judicial suspenda la negociación, de modo que la idea es que el tribunal podrá en casos acotados puede suspender la negociación.


En ese sentido, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier aprobó el texto del artículo 404 y en consecuencia fueron rechazadas las indicaciones 355, 356, 357 y 358.

En sesión posterior, se reabrió el debate respecto del artículo 404 y el Ejecutivo postuló la necesidad de sustituir el artículo 404, estableciendo que en los procedimientos judiciales a que dé lugar el ejercicio de las acciones previstas en el libro IV del Código del Trabajo, el tribunal podrá, mediante resolución fundada, disponer la suspensión de la negociación colectiva en curso, la que puede ser apelable en conformidad al artículo 476 de dicho cuerpo legal.

INDICACIÓN 361 a)

 
- El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 361 a), que formaliza la propuesta precedentemente explicada. Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 359


El Senador señor Navarro sugiere establecer que los procedimientos judiciales no podrán suspender el curso de una negociación colectiva.


Esta indicación se rechazó por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
INDICACIONES 360 Y 361


La Presidenta de la República y el Senador señor Navarro presentaron estas indicaciones para suprimir el inciso segundo del artículo 404, que en su texto aprobado en general preceptúa que tratándose de la negociación efectuada por un sindicato constituido en los últimos noventa días anteriores al inicio de la negociación, las reclamaciones sobre la calificación de servicios mínimos y conformación de equipos de emergencia suspenderán los plazos de la negociación colectiva reglada en curso.

 
Estas indicaciones se aprobaron por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

La indicación 360 fue retirada por el Ejecutivo, conforme a la formulación de la indicación 361 a).

ARTÍCULO 405 DEL NUMERAL 28)

Este artículo aprobado en general regula la reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 362


La Presidenta de la República formuló esta indicación con la finalidad de reemplazar el artículo 405 por el siguiente:

 
“Artículo 405.- Reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga. El reclamo se deducirá ante la Corte de Apelaciones de Santiago o la del lugar donde se encuentre domiciliado el reclamante, a elección de éste último. El reclamo deberá interponerse dentro de los quince días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la resolución respectiva, según las siguientes reglas:

 
a) El reclamante señalará en su escrito, con precisión, la resolución objeto del reclamo, la o las normas legales que se suponen infringidas, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto le perjudica.

 
b) La empresa y el o los sindicatos, según corresponda, podrán hacerse parte en el respectivo reclamo de conformidad a las normas generales.

 
c) La Corte podrá decretar orden de no innovar cuando la ejecución del acto impugnado le produzca un daño irreparable al recurrente. Asimismo, podrá declarar inadmisible la reclamación si el escrito no cumple con las condiciones señaladas en la letra a) anterior.


d) Recibida la reclamación, la Corte requerirá de informe conjunto a los ministros que suscribieron el acto reclamado, concediéndole un plazo de 10 días al efecto.

 
e) Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.

 
f) Vencido el término de prueba, se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia para su inclusión en la tabla.

 
g) La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo, decidirá u ordenará, según sea procedente, la rectificación del acto impugnado y la dictación de la respectiva resolución, incluyendo o excluyendo a la empresa, según corresponda.

 
h) En todo aquello que no estuviere regulado por el presente artículo, regirán las normas establecidas en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Civil, según corresponda.”.


El Senador señor Allamand mencionó tener una propuesta global sobre empresas estratégicas y los servicios mínimos, de modo que solicitó que junto a esta indicación sean tratados en forma conjunta.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, explicó que la indicación 362 contiene el procedimiento de reclamación respecto de las empresas calificadas como estratégicas.


El Senador señor Allamand opinó que el concepto de empresas estratégicas debiera tener un grado de definición distinto al que existe hoy día, por medio del actuar de un panel técnico, que operaría en determinadas circunstancias, las empresas tendrían que poder solicitar ser incorporadas en dicha clasificación y contar con un mecanismo de reclamaciones.


-En sesión de 16 de diciembre de 2015, se puso en votación la indicación 362 y fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 406 DEL NUMERAL 28)

 
El artículo 406 se refiere a las prácticas desleales del empleador. Serán consideradas prácticas desleales del empleador las acciones que entorpezcan la negociación colectiva y sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:

 
a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

 
d) El reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores que hubieren hecho efectiva la huelga dentro del procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 363


El Senador señor Harboe propone sustituir la letra a) del artículo 406, por la siguiente:

 
“a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma. Con todo, declarada la huelga, el empleador podrá reemplazar internamente los puestos de trabajo de aquellos trabajadores que se encontraren ejerciendo su derecho a huelga, para lo cual deberá considerar únicamente trabajadores no sindicalizados que cumplieren con un mínimo de 3 años de antigüedad en la empresa. Todo acto u omisión en contravención a esta norma, será sancionada con multa mínima de 100 unidades tributarias mensuales, y en su imposición se observará lo dispuesto en el artículo 408, salvo en lo relativo a su límite.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 363 a)


El 9 de diciembre de 2015, los Senadores señores Zaldívar, Walker, don Ignacio, Pizarro y Walker, don Patricio, formularon la indicación 363 a) para sustituir la letra c) del artículo 406 que se propone, por la siguiente:

 
“c) El incumplimiento de la obligación de suministrar la información señalada en los términos de los artículos 316 y siguientes, tanto en la oportunidad como en la autenticidad de la información entregada, salvo que se trate de la información a que se refiere el artículo 154 bis de este Código.”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 364


La Presidenta de la República hizo presente esta indicación para agregar un párrafo a la letra d), cuyo texto es el siguiente:

 
“Los trabajadores no involucrados en la huelga podrán ejecutar las funciones convenidas en sus contratos. El empleador en el ejercicio de sus facultades legales podrá efectuar las adecuaciones necesarias con este objeto, incluidos ajustes a los turnos u horarios de trabajo, sin que lo previsto en este párrafo constituya práctica desleal.”.


-El Ejecutivo hizo retiro de esta indicación, dado que formuló la indicación 365 a).

INDICACIÓN 364 a)

 
El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Letelier formuló esta indicación para agregar en la letra d) del artículo 406 el siguiente párrafo segundo:

 
“Los trabajadores no involucrados en la huelga sólo ejecutarán las funciones convenidas y habitualmente ejecutadas en sus contratos. Podrán consentir con el empleador sólo ajustes de horarios, según lo indicado en el artículo 12, durante la huelga.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 365


La Presidenta de la República formuló esta indicación para consultar las siguientes letras nuevas en el artículo 406:

 
“e) La contratación de trabajadores durante la negociación colectiva y a partir de los 30 días previos al inicio de ella, para reemplazar a los trabajadores en huelga.

 
f) El cambio de sitio o recinto en que deben prestar servicios los trabajadores no involucrados en la huelga para reemplazar a los trabajadores que participan en ella.

 
g) Ofrecer, otorgar o convenir individualmente aumentos de remuneraciones o beneficios a los trabajadores sindicalizados, durante el período que se desarrolla la negociación colectiva de su sindicato.

 
h) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas durante la negociación colectiva.”.

Discusión sobre la letra h) de la indicación 365

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la indicación apunta a establecer como práctica desleal del empleador, durante el proceso de negociación colectiva, el ejercicio de la fuerza física en las cosas o física o moral en las personas.

 
En ese sentido, afirmó que, en el contexto propio del ejercicio del derecho a huelga, pueden verificarse divergencias entre trabajadores y empleadores, las que no necesariamente merecen un reproche desde el punto de vista jurídico, salvo aquellos casos en que se produce una situación violenta que configura una práctica desleal.

 
Asimismo, expuso que la hipótesis consistente en la fuerza moral se verifica en la mayoría de los casos por parte del empleador hacia el trabajador, atendido el elemento de subordinación y dependencia que caracteriza a la relación laboral.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de la existencia de sanciones, por parte de la Inspección del Trabajo, en aquellos casos en que se hubiere ejercido fuerza física o moral.

 
El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, explicó que existe jurisprudencia respecto a prácticas antisindicales, casuales de despido y juicios de desafuero en que se sanciona la fuerza o violencia ejercida durante la huelga.

En la misma línea, la asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó que, a propósito de juicios de desafuero y violencia ejercida durante la negociación colectiva, resulta frecuente la aplicación de las causales consistentes en falta de probidad del trabajador en el desempeño de sus funciones, vías de hecho ejercidas por el trabajador en contra del empleador o de cualquier trabajador que se desempeñe en la misma empresa o incumplimiento grave de las obligaciones que impone el contrato.

 
Con todo, afirmó que no resulta frecuente la utilización de dicha causal tratándose de la fuerza moral, toda vez que en un contexto de negociación las partes extreman sus posiciones, sin que ello genere una afectación ilegítima de la voluntad de la parte contraria.

 
-Puesta en votación la letra h) de la indicación 365, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


Con posterioridad, el Ejecutivo retiró la indicación 365, atendida la presentación de la indicación 365 a).

INDICACIÓN 365 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 365 a), para modificar el artículo 406, de la siguiente forma:

 
a) Elimínase en su letra d) la expresión “de los puestos de trabajo”.

 
b) Agrégase en su letra d) un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Los trabajadores no involucrados en la huelga ejecutarán las funciones convenidas en sus contratos de trabajo. El empleador en el ejercicio de sus facultades legales podrá efectuar las adecuaciones necesarias con este objeto, incluidos ajustes a los turnos u horarios de trabajo, sin que lo previsto en este párrafo constituya práctica desleal.”.

 
c) Agréganse las letras e), f), y g), nuevas, del siguiente tenor:

 
“e) El cambio de establecimiento en que deben prestar servicios los trabajadores no involucrados en la huelga para reemplazar a los trabajadores que participan en ella.

 
f) Ofrecer, otorgar o convenir individualmente aumentos de remuneraciones o beneficios a los trabajadores sindicalizados, durante el período que se desarrolla la negociación colectiva de su sindicato.

 
g) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas, durante la negociación colectiva.”.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LA INDICACIÓN 365 a)

letra a)

 
-Puesta en votación la letra a) de la indicación 365 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

letra b)

 
El Senador señor Letelier, en conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó división de la votación de la letra b) de la indicación 365 a).

 
Al efecto, propuso eliminar la facultad del empleador consistente en efectuar las adecuaciones necesarias para que los trabajadores no involucrados en la huelga puedan ejecutar las funciones convenidas en sus contratos de trabajo. Asimismo, propuso eliminar la imposibilidad de que la contravención a la facultad del empleador para efectuar ajustes a los turnos u horarios de trabajo pueda constituir una práctica antisindical.

El Senador señor Allamand formuló expresa reserva de constitucionalidad respecto de la división de la proposición contenida en la letra b) de la indicación 365 a), toda vez que, arguyó, ello genera una intervención en la iniciativa exclusiva que corresponde a S.E. el Presidente de la República en materia de modalidades y procedimientos de la negociación colectiva, al afectar el ejercicio del derecho a huelga, en conformidad al numeral 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La Senadora señora Goic abogó por incorporar el carácter habitual de las labores que, estando contenidas en el contrato de trabajo, podrán desarrollar los trabajadores no involucrados en la huelga.

La Senadora señora Muñoz coincidió con dicha observación.

 
-Puesta en votación la letra b) de la indicación 365 a), en lo relativo a que los trabajadores no involucrados en la huelga ejecutarán las funciones convenidas en sus contratos de trabajo, fue aprobada por 3 votos a favor, de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand y Letelier, y 1 voto en contra, de la Senadora señora Muñoz.

 
-Seguidamente, puesta en votación la propuesta que deriva de eliminar la facultad del empleador, consistente en efectuar las adecuaciones necesarias para que los trabajadores no involucrados en la huelga puedan ejecutar las funciones convenidas en sus contratos de trabajo, junto a la eliminación de la imposibilidad de que la contravención a la facultad del empleador para efectuar ajustes a los turnos u horarios de trabajo pueda constituir una práctica antisindical, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

letra c)

literal e)

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de la diferencia entre las definiciones de establecimiento o sitio o recinto, para efectos de especificar las prácticas desleales que propone la indicación.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la noción de establecimiento especifica de mejor manera el lugar donde se ejercen las funciones que derivan del contrato de trabajo, a diferencia de la expresión sitio o recinto, que resulta excesivamente amplia.

 
-Puesto en votación el literal e), que la letra c) de la indicación 365 a) propone agregar al artículo 406 que la iniciativa incorpora al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

literal f)

 
-Puesto en votación el literal f), que la letra c) de la indicación 365a) propone agregar al artículo 406 que la iniciativa incorpora al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 abstención, del Senador señor Allamand

literal g)

 
-Puesto en votación el literal g), que la letra c) de la indicación 365a) propone agregar al artículo 406 que la iniciativa incorpora al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand y Letelier, y 1 abstención, de la Senadora señora Muñoz.

INDICACIÓN 366


El Senador señor Harboe propone incorporar la siguiente letra nueva:

 
“e) ejercer cualquier acción u omisión tendientes a obstaculizar, desincentivar o disuadir la negociación colectiva.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 367, 368, 369 Y 370


Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier, sugieren introducir la siguiente letra nueva: 

 
“…) Imponer la ejecución de funciones que no hayan realizado habitualmente a trabajadores no involucrados en la huelga con el objeto de reemplazar los puestos de trabajo de los huelguistas.”.

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 371, 372, 373 Y 374

 
Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier, presentaron esta indicación para agregar la siguiente letra nueva: 

 
“…) Imponer a los trabajadores no involucrados en la huelga modificaciones no consentidas en sus turnos u horarios de trabajo.”.

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 375, 376, 377 Y 378


Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen introducir la siguiente letra nueva: 

 
“…) Aumentar artificialmente la dotación en forma previa a la negociación colectiva con el propósito de utilizar dichos trabajadores para reemplazar a quienes participen en una huelga.”.

 
-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIONES 379, 380, 381 Y 382

 
Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier con estas indicaciones sugieren agregar al artículo 406 el siguiente inciso:

 
“Las prácticas referidas serán sancionadas cualquiera sea la persona natural o jurídica que las realice.”.

-Estas indicaciones fueron retiradas en concordancia con el retiro de la indicación 79 a).

ARTÍCULO 407 DEL NUMERAL 28)


Este artículo regula las prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador.
 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 382 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para intercalar el siguiente literal b), nuevo en el artículo 407:

 
 “b) El ejercicio de la fuerza física en las cosas, o física y moral en las personas durante el procedimiento de negociación colectiva, especialmente si obstaculizare el ingreso para prestar servicios del personal directivo y de trabajadores no involucrados en la huelga.”.

-Puesta en votación la indicación 382 a), fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 383


La Presidenta de la República formula esta indicación para agregar otra práctica desleal que consistiría en el ejercicio de fuerza física en las cosas o en las personas, durante la negociación colectiva.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que la indicación propone sancionar a los trabajadores que hubieren ejercido fuerza física en las cosas o en las personas durante la negociación colectiva. Respecto de la fuerza moral que pudieren ejercer, aseveró que dicha hipótesis resulta cubierta por el delito de amenazas, contenido en la legislación penal común.

 
El Senador señor Larraín puntualizó que la naturaleza de las conductas del empleador y el trabajador resulta equiparable, de modo que resulta adecuado sancionar de igual forma aquellas que suponen el ejercicio de fuerza moral, además de la fuerza física en las cosas o en las personas.

 
Asimismo, añadió que, aun cuando la coacción moral puede configurar el delito de amenazas, al mismo tiempo constituye una práctica antisindical que debe ser sancionada.

 
El Senador señor Allamand, en el mismo sentido, abogó por incorporar dentro de las hipótesis sancionadas al ejercicio de la fuera moral, estableciendo una regulación análoga para las conductas de empleadores y trabajadores.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la huelga, por su propia naturaleza, consiste en una manifestación de fuerza legítima en el marco de las relaciones laborales. De ese modo, aseveró que, del ejercicio de dicha prerrogativa, no deriva, necesariamente, una conducta que puede constituir una práctica antisindical o desleal, sin perjuicio de establecer una regulación equivalente para ambos casos.

 
-Puesta en votación la indicación 383, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 384


El Senador señor Ossandón propone incorporar una nueva práctica desleal que se refiere al uso ilegítimo de la fuerza en los bienes de la empresa o la violencia ejercida en contra de las personas.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la calificación de la fuerza que formula la indicación, al suponer su carácter ilegítimo, resulta equívoca.

 
-Puesta en votación la indicación 384, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 408 DEL NUMERAL 28)


En este artículo se regula el régimen de sanciones para el caso de prácticas desleales y se preceptúa que las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales. Para determinar su cuantía se tendrá en cuenta la gravedad de la infracción, sus efectos, el tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

INDICACIÓN 385


El Senador señor Harboe dirige su indicación al reemplazo de frase que establece los elementos para determinar la cuantía de las multas y agrega la magnitud del daño causado.


-Puesta en votación la indicación 385, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 385 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Larraín formuló esta indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 408, a continuación de la palabra “empresa”, la locución “, la naturaleza jurídica de ésta”.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que no resulta adecuado considerar, dentro de los factores para determinar la gravedad de la cuantía de la multa, a la forma de constitución o de administración societaria de la empresa, toda vez que el incumplimiento de las normas sobre prácticas antisindicales debe ser sancionada con independencia de dicha circunstancia.


-Puesta en votación la indicación 385 a), fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 a favor, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 386, 387, 388 Y 389

 
Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen agregar en el inciso segundo del artículo 408, como práctica desleal sancionada con una multa mayor, la contratación de trabajadores en forma previa a la negociación colectiva para utilizarlos para reemplazar a quienes participen en una huelga.


-Puestas en votación estas indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 389 a)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para agregar en el inciso segundo del artículo 408 la siguiente oración final: “En el caso de las conductas  señaladas en la letra e) del artículo 407, el dirigente sindical que haya incurrido en ellas será sancionado con la pérdida de su cargo en la respectiva directiva sindical”.
INDICACIÓN 389 b)


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand propuso agregar en el artículo 408 el siguiente inciso:

 
“Tratándose de la práctica desleal a que se refiere el literal b) del artículo 407, sin perjuicio de las multas establecidas en los incisos anteriores, el dirigente sindical que incurriere en ella podrá, atendida la gravedad de la infracción, ser sancionado con la pérdida del fuero sindical.”.

-Puestas en votación las indicaciones 389 a) y 389 b), fueron rechazadas por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 389 c)

 
El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el artículo 408 por el siguiente:

 
“Artículo 408.- Régimen sancionatorio. Las prácticas desleales serán sancionadas de la siguiente forma:

 
1.
En la micro y pequeña empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
2.
En la mediana empresa con multa de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3.
En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

 
La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical.

 
El incumplimiento de las estipulaciones contenidas en un instrumento colectivo y las prácticas desleales de la letra d) de los artículos 406 y 407, serán sancionados con una multa por cada trabajador involucrado de acuerdo a las siguientes reglas: 

 
1.
En la micro y pequeña empresa con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.

 
2.
En la mediana empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3.
En la gran empresa con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.

 
En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, ésta será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.

 
Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 
Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas sancionadas como prácticas desleales configuren, faltas, simples delitos o crímenes.”.
 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que la norma propuesta por el Ejecutivo recoge la regulación en materia de sanción a las prácticas antisindicales, al establecer una gradación de la cuantía de las multas, atendiendo al tamaño de las empresas, y contiene una multa aplicable al reemplazo de trabajadores en huelga.


-Puesta en votación la indicación 389 c), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


-La Comisión advirtió la necesidad de adecuar las referencias a los artículos 406 y 407 por una a los artículos 405 y 406, como consecuencia de la eliminación del artículo 402.

INDICACIÓN 390


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Zaldívar formularon esta indicación para agregar después del artículo 408 el siguiente nuevo:

 
“Artículo ...- Régimen sancionatorio de la micro y pequeñas empresas. En el caso de micro y pequeñas empresas, las infracciones precedentes se sancionarán con un máximo de ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, y no se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506. Para determinar su cuantía se tendrá en cuenta la gravedad de la infracción y la situación económica de la empresa.

 
En este caso, no será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo anterior.

 
Con todo y por única vez, la empresa podrá ser eximida de la aplicación de la multa y en su reemplazo se ordenará que su representante legal deba someterse a un programa de capacitación que imparta la Dirección del Trabajo, el que tendrá una duración no inferior a dos meses y versará sobre la materia infringida. En el caso que el infractor no cumpliera con esta medida, previa certificación de la Dirección del Trabajo, se le aplicará el máximo de la multa establecida en este artículo.”.


-Puesta en votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO 409 DEL NUMERAL 28)


Este artículo dispone que el conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.


-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo, la que fue retirada.

ARTÍCULO 410 DEL NUMERAL 28)


El artículo 410 aprobado en general preceptúa que las federaciones y confederaciones podrán, en cualquier momento y sin sujeción a reglas de procedimiento, previo acuerdo con uno o más empleadores, o con una o más asociaciones gremiales de empleadores, suscribir convenios colectivos o pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

 
Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir este artículo.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 391


El Senador señor Navarro propone eliminar del inciso segundo del artículo 410 las siguientes oraciones: “Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo deberán ajustarse a las regulaciones previstas en el Título VI de este Libro, sin que les sea aplicable el quórum de afiliación sindical señalado en el inciso primero del artículo 374. Los convenios colectivos o los pactos tendrán la duración que dispongan las partes”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
Al iniciarse el estudio del artículo 410 que el numeral 28 del artículo 1° del teatro aprobado en general por el Senado propone incorporar al Código del Trabajo, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó el procedimiento de negociación colectiva propuesto para las federaciones y confederaciones.

 
En efecto, detalló que se trata de un procedimiento de negociación voluntaria, en que no existe huelga ni derecho a fuero, en que las partes pueden definir libremente la vigencia del contrato, sin necesidad de llegar a acuerdo y sin instancias alterativas de resolución de conflictos.

 
En cuanto a las reglas de procedimiento, detalló que se apuntan a permitir los acuerdos entre las partes, las que pueden formular presentaciones escritas y, atendido el carácter voluntario de la negociación, dicho procedimiento puede ser iniciado por cualquiera de ésta.

 
Respecto del empleador, afirmó que puede proponer la incorporación de un pacto sobre condiciones especiales de trabajo, lo que constituye un incentivo para iniciar dicho procedimiento.

 
-Puesto en votación el artículo 410 que el numeral 28 del artículo 1° del teatro aprobado en general por el Senado propone incorporar al Código del Trabajo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

ARTÍCULOS 411, 412 Y 413 DEL NUMERAL 28)


Estas disposiciones se refieren a la aplicación de instrumentos colectivos a organizaciones afiliadas y a la aplicación de convenios y pactos sobre condiciones especiales de trabajo a la micro y pequeña empresa.

 
-Los Senadores señores Allamand y Larraín formularon la indicación 95 para suprimir estos artículos.


-Puesta en votación fue rechazada por 3 votos en contra de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.

 
Puesto en votación el artículo 411, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.


Respecto del artículo 412, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la norma propuesta regula la aplicación de la negociación colectiva en las micro y pequeñas empresas, estableciendo que, en aquellos casos en que no existe un sindicato con derecho a negociar, el convenio puede ser extendido a trabajadores sin afiliación sindical, previa aceptación escrita de la extensión y del compromiso de pago de la cuota sindical ordinaria de la respectiva organización sindical.

 
-Puesto en votación el artículo 412, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, en cuanto al artículo 413, detalló la regulación propuesta respecto de la aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo en la micro y pequeña empresa aquellos casos en que no existieran sindicatos. Al efecto, reseñó que se trata de una norma aplicable preferentemente a empresas de menor tamaño y cierta atomización.
 
Puesto en votación el artículo 413, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 1 voto en contra, del Senador señor Allamand.

INDICACIONES 392, 393, 394 Y 395

 
Los Senadores señores De Urresti y Montes, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Letelier proponen consultar un numeral que incorpore al inciso tercero del artículo 431 una oración sobre financiamiento estatal para un sistema de asesoramiento de los sindicatos en los procedimientos de negociación colectiva, incluyendo las actuaciones judiciales a que den lugar dichos procedimientos.

 
-Las indicaciones 392, 393, 394 y 395 fueron declaradas inadmisibles, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 2°


El texto aprobado en general crea el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al Programa Escuela de Formación Sindical. El Fondo tendrá como objeto apoyar financieramente proyectos de formación sindical y acciones de promoción, programas o actividades que propendan a establecer relaciones colaborativas entre empresa y organizaciones sindicales.

 
Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del comité de selección.

 
El comité de selección estará integrado por un representante de la Subsecretaría del Trabajo, un representante de la Dirección del Trabajo, un representante del Ministerio de Hacienda, dos representantes de las organizaciones sindicales y dos representantes de las organizaciones empresariales.

 
Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de nombramiento y funcionamiento del comité de selección y las demás que sean necesarias para su implementación.

INDICACIONES 396 Y 397


Los Senadores señores Ossandón y Tuma y los Senadores señores Tuma, Guillier, Pizarro, Quinteros y Zaldívar formularon estas indicaciones para reemplazar el artículo 2° por el siguiente:

 
“Artículo 2°.- Créase el fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al Programa Escuela de Formación Sindical. El Fondo tendrá como objeto apoyar financieramente proyectos de formación sindical y de capacitación de micro y pequeños empresarios en cumplimiento normativo, así como  también acciones de promoción, programas o actividades que propendan a establecer relaciones colaborativas entre empresa y organizaciones sindicales. Los recursos de este fondo deberán financiar equitativamente las acciones de formación sindical y las de relaciones laborales colaborativas cuyo foco sea la capacitación de los micro y pequeños empresarios.”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, relativa a la administración financiera o presupuestaria del Estado.

INDICACIÓN 398


El Senador señor Ossandón propone reemplazar, en el inciso primero, la expresión “Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al Programa Escuela de Formación Sindical” por “Servicio Nacional de Capacitación”.

 
-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, determinación de atribuciones o funciones de un servicio público.

INDICACIÓN 399


La Presidenta de la República presentó esta indicación para agregar en el inciso primero del artículo 2° la siguiente oración final: “Un quinto de los recursos del Fondo deberán destinarse a acciones destinadas a promover el desarrollo de las relaciones laborales en la micro y pequeña empresa.”.

 
-Puesta en votación la indicación 399, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier, dado que su contenido se incorporará en la propuesta. 


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, presentó una propuesta para establecer que el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrá por objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical y de promoción de relaciones laborales colaborativas.

 
-Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier. 
INDICACIÓN 400


La Presidenta de la República, respecto del inciso segundo del artículo 2° del proyecto propone reemplazar la expresión “comité de selección” por “Consejo Superior Laboral a que se refiere el artículo 4° de la presente ley”.

 
Puesta en votación la indicación 400, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, propuso establecer que los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas sean asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. Asimismo, el Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo.

 
-Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 401


La Presidenta de la República sugiere eliminar el inciso tercero del artículo 2° del proyecto.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, mencionó que actualmente existe una Escuela de Formación Sindical y la idea es darle institucionalidad al Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, que esté radicado en la Subsecretaría del Trabajo.


Destacó que producto del debate con el sector de las micro y pequeñas empresas surgió la idea de que un porcentaje de este Fondo se destine a la capacitación de los pequeño y micro empresarios. En consecuencia, un 80% del Fondo se radicaría en la dirigencia sindical y un 20% para los empresarios mencionados.


La Senadora señora Goic opinó favorablemente respecto del 20% destinado a los pequeños y micro empresarios, pero echó de menos cautelar la distribución territorial.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, señaló que respecto de este Fondo la idea es que el Comité de Selección sea reemplazado por el Consejo Superior Laboral y en el reglamento del Fondo el puntaje reconoce la pertinencia regional.


El Senador señor Letelier observó que el 20% para la micro y pequeña empresa está dirigido sólo a relaciones laborales y no a la formación sindical de empleadores y trabajadores.


También estimó de importancia cautelar la distribución territorial en el texto del artículo y no sólo en el reglamento.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, concordó con debe hacerse una referencia al criterio regional en el texto legal, pero la especificación que se contenga en el reglamento vinculado al puntaje.


El Ejecutivo anunció que formularía las indicaciones pertinentes que complementen las indicaciones 399, 400 y 401.

 
-Puesta en votación la indicación 401, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, propuso establecer que, mediante un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministerio de Hacienda, se establecerán las normas de administración y operación del fondo, y las demás necesarias para su implementación. 

 
-Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, presentó una propuesta con el propósito de establecer que, a lo menos, el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos. 

 
Asimismo, añade que el 20% de los recursos del Fondo deberán destinarse a acciones orientadas a promover el desarrollo de relaciones laborales colaborativas en las micro y pequeñas empresas.

 
-Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

INDICACIÓN 401 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 401 a) para sustituir el artículo 2° del proyecto de ley, de conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente. Su texto es el siguiente:

 
“Artículo 2°.- Créase el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que tendrá como objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.

 
Los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo. 

 
Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo y las demás que sean necesarias para su implementación.

 
A lo menos el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto. Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones  focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.”.
 
-Puesta en votación la indicación 401 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 402


La Presidenta de la República formuló la indicación 402 con la finalidad de agregar los siguientes artículos nuevos al proyecto de ley que crean y regulan un Consejo Superior Laboral:

 
“Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior Laboral, en adelante el “Consejo", como instancia de participación tripartita, cuya función consistirá en colaborar con los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda en la discusión, análisis y emisión de recomendaciones en materias relacionadas con el adecuado desenvolvimiento de las relaciones laborales y del mercado del trabajo, en los términos que establecen los artículos siguientes.

 
Artículo 5°.- En cumplimiento de sus funciones corresponderá al Consejo:

 
1. Efectuar propuestas que permitan fomentar una cultura de relaciones laborales modernas, justas y equilibradas que busque elevar la participación, el diálogo, la productividad y la equidad.

 
2. Efectuar propuestas que permitan, en el marco del  fomento del crecimiento económico, promover la creación y protección del empleo, mejorando la empleabilidad de los y las trabajadores de nuestro país.  

 
3. Efectuar propuestas que permitan contar con una política de capacitación y formación de competencias laborales, enfocada en garantizar su impacto, calidad y pertinencia. 

 
4. Efectuar propuestas para incentivar la participación en el mercado del trabajo de mujeres,  jóvenes y trabajadores con mayor vulnerabilidad.

 
5. Efectuar propuestas para facilitar la conciliación de la vida laboral y familiar, fomentando la corresponsabilidad y equidad de género.

 
6. Efectuar propuestas sobre el diseño de herramientas que permitan reaccionar de manera oportuna a situaciones de contracción económica, resguardando el empleo.

 
7. Efectuar propuestas para el diseño e implementación de un sistema de certificación de buenas prácticas laborales con el objeto de facilitar mejores relaciones laborales y condiciones de trabajo.

 
8. Efectuar la preselección y propuesta de asignación de los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas.

 
9. Efectuar por sí o a través de terceros la realización de estudios o investigaciones de diagnóstico sobre el estado de las relaciones laborales en el país, con especial atención a los temas a que se refieren los numerales anteriores.

 
10. Efectuar los informes que le encomienden expresamente los Ministros del Trabajo y Previsión y de Hacienda y que tengan relación con su objeto.

 
11. Las demás tareas que sean necesarias y pertinentes para el cumplimiento de su cometido según el artículo anterior.

 
Artículo 6°.- El Consejo estará integrado por nueve miembros de reconocida trayectoria en el ámbito laboral, los que serán designados de conformidad a lo establecido en el reglamento, de la siguiente forma:

 
a) Un consejero designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;

 
b) Un consejero designado por el Ministro de Hacienda;

 
c) Un consejero designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo;

 
d) Tres consejeros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos, y

 
e) Tres consejeros designados por las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país.

 
Los miembros del Consejo durarán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años.

 
En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.

 
El Consejo será presidido por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio del Consejo.

 
Además, designará un Vicepresidente que durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.

 
Artículo 7°.- Los integrantes del Consejo no serán remunerados en sus funciones y cesarán en sus cargos por alguna de las siguientes causales:

 
a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados.

 
b) Por renuncia presentada ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social.

 
c) Por falta grave al cumplimiento de sus funciones, en los términos previsto en el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la presente ley. 

 
Artículo 8°.- El Consejo sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.

 
Cuando se estime necesario, el Consejo podrá invitar a expertos o especialistas nacionales o extranjeros, vinculados a temas de su competencia. Asimismo podrá solicitar la participación de funcionarios de la Administración del Estado. Todos los anteriores asistirán con derecho a voz.

 
Artículo 9°.- El Consejo contará con una Secretaría Técnica que estará radicada en la Subsecretaría del Trabajo, la que le proveerá la infraestructura y los recursos materiales y humanos para su adecuado funcionamiento. La Secretaría Técnica efectuará las citaciones a cada sesión del Consejo, levantando y archivando las respectivas actas.

 
Artículo 10.- El Consejo sesionará ordinariamente al menos una vez al mes. Además, sesionará extraordinariamente cada vez que así lo soliciten a lo menos cinco de sus miembros.

 
Artículo 11.- Un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de designación de los integrantes del Consejo y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento.”.

 
-Puesta en votación la indicación 402, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

NUEVA PROPUESTA DE LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA SOBRE EL CONSEJO SUPERIOR LABORAL

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó una propuesta del Ejecutivo, que, en lo fundamental apunta a crear un Consejo Superior Laboral, de carácter tripartito y consultivo, cuya función será colaborar con los Ministros de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda en la formulación de propuestas y recomendaciones de políticas públicas destinadas a fortalecer y promover el diálogo social y una cultura de relaciones laborales justas, modernas y colaborativas.

  
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso una propuesta, con la finalidad de establecer las funciones que deberá desarrollar el Consejo Superior Laboral.

 
Al efecto, describió que deberá elaborar, analizar y discutir, en colaboración con los Ministros de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, propuestas y recomendaciones de políticas públicas en materia de relaciones laborales y mercado del trabajo.

 
Asimismo, podrá proponer iniciativas destinadas a incentivar la creación de empleos, aumentar la productividad y elevar la participación laboral de mujeres, jóvenes y trabajadores vulnerables y personas en situación de discapacidad, con la finalidad de mejorar su empleabilidad.

 
Del mismo modo, podrá, por sí o a través de terceros, realizar estudios o investigaciones de diagnóstico sobre el estado de las relaciones laborales y el funcionamiento del mercado del trabajo; formular propuestas sobre los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Colaborativas; informar las materias que le encomienden expresamente los Ministros del Trabajo y Previsión Social, y desarrollar las demás tareas y funciones que le sean encomendadas por la ley.

 
El Senador señor Larraín abogó por establecer la obligación del Consejo Superior Laboral, consistente en efectuar una cuenta anual relativa a las actividades que hubiere desarrollado y los logros alcanzados en dicho período.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que la propuesta del Ejecutivo apunta a establecer que el Consejo estará integrado por nueve miembros, de reconocida trayectoria en el ámbito de las relaciones laborales y mercado del trabajo, designados de la siguiente forma: un consejero designado, respectivamente, por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, por el Ministro de Hacienda, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo; 3 consejeros designados por organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país, incluyendo al menos un representante de las organizaciones de empresas de menor tamaño; y 3 consejeros designados por las centrales sindicales de mayor representatividad del país.

 
Asimismo, añadió que los consejeros durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados por un período adicional, siendo renovados, por parcialidades, cada dos años, en la forma que determine el reglamento. En caso de vacancia, agregó que la elección del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida, según las reglas de elección descritas precedentemente, y durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.

 
Añadió que, de entre sus miembros, el Consejo deberá elegir un presidente y un vicepresidente, los que durarán dos años en el cargo, no pudiendo ser reelegidos.

 
La Senadora señora Muñoz abogó por incorporar una cuota de género que asegure la representatividad equitativa de hombres y mujeres al interior del Consejo.

 
El Senador señor Larraín consultó respecto del mecanismo utilizado para determinar que se trata de una organización representativa.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que la regla propuesta se encuentra contenida en distintas disposiciones que requieren la participación de organizaciones de trabajadores y empleadores. Con la finalidad de asegurar un criterio de representatividad proporcional entre las distintas centrales u organizaciones gremiales, describió que se requieren informes a las entidades que cuentan con la información pertinente.

 
El Senador señor Letelier abogó por garantizar la representatividad de todos los sectores productivos.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, propuso establecer que los integrantes del Consejo no serán remunerados en sus funciones y cesarán en sus cargos por expiración del plazo por el que fueron nombrados, por renuncia presentada ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, por falta grave al cumplimiento de sus funciones, en los términos previsto en el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la ley.

 
Seguidamente, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, propuso que el Consejo sesione con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes, en tanto que su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse. Asimismo, cuando se estime necesario, podrá invitar a expertos o especialistas nacionales o extranjeros, vinculados a temas de su competencia y podrá solicitar la participación de funcionarios de la Administración del Estado, en tanto que todos los anteriores asistirán con derecho a voz.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, señaló que se propone que el Consejo sesione ordinariamente al menos una vez al mes. Además, sesionará extraordinariamente cada vez que así lo soliciten a lo menos cinco de sus miembros en ejercicio o lo solicite su presidente.

 
Asimismo, propuso que el Consejo cuente con una Secretaría Técnica que estará radicada en la Subsecretaría del Trabajo, la que le proveerá la infraestructura y los recursos materiales y humanos para su adecuado funcionamiento.

 
Agregó que la propuesta considera que un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de designación de los integrantes del Consejo y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

 
Todas las propuestas anteriores contaron con el beneplácito de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.


En sesión de 11 de noviembre de 2015, el Ejecutivo acompañó una redacción que consigna las observaciones emitidas en la Comisión.


Respecto del inciso primero del artículo 2° del proyecto que crea el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, presentó una propuesta para establecer que el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrá por objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.


En lo tocante al inciso segundo del artículo 2°, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, propuso establecer que los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas sean asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. Asimismo, el Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo.

 
Respecto del inciso tercero, el Subsecretario del Trabajo indicó que la redacción contempla que, mediante un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministerio de Hacienda, se establecerán las normas de administración y operación del fondo y las demás necesarias para su implementación. 


En cuanto al inciso cuarto del artículo 2°, el Subsecretario del Trabajo describió su contenido diciendo que, a lo menos, el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos.

 
Asimismo, añade que el 20% de los recursos del Fondo deberán destinarse a acciones orientadas a proyectos, programas o acciones focalizadas en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.

COMPLEMENTACIÓN DE LA NUEVA PROPUESTA DE LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA SOBRE EL CONSEJO SUPERIOR LABORAL

ARTÍCULO 4° DEL PROYECTO


En primer lugar, se analizó el artículo 4° del proyecto que en lo fundamental apunta a crear un Consejo Superior Laboral, de carácter tripartito y consultivo, cuya misión será colaborar en la formulación de propuestas y recomendaciones de políticas públicas destinadas a fortalecer y promover el diálogo social y una cultura de relaciones laborales justas, modernas y colaborativas.

 
El Senador señor Letelier abogó por especificar el carácter autónomo del organismo en relación a los gobiernos de turno, en cuya labor puede proponer, de modo permanente, los lineamientos generales de diversos planes ante entidades públicas o privadas.

ARTÍCULO 5° DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó las funciones que deberá desarrollar el Consejo Superior Laboral.

 
Al efecto, describió que deberá elaborar, analizar y discutir propuestas y recomendaciones de políticas públicas en materia de relaciones laborales y mercado del trabajo.

 
Asimismo, podrá proponer iniciativas destinadas a incentivar la creación de empleos, aumentar la productividad y elevar la participación laboral de mujeres, jóvenes y trabajadores vulnerables y personas en situación de discapacidad y trabajadores vulnerables, con la finalidad de mejorar su empleabilidad.

 
Del mismo modo, podrá, por sí o a través de terceros, realizar estudios o investigaciones de diagnóstico sobre el estado de las relaciones laborales y el funcionamiento del mercado del trabajo; formular propuestas sobre los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Colaborativas; informar las materias que le encomienden expresamente los Ministros del Trabajo y Previsión Social, rendir, en el mes de abril de cada año, un informe anual de sus actividades, propuestas y resultados de las mismas al Presidente de la República y al Congreso Nacional, el que se debe publicar en la página web del Ministerio del Trabajo y Previsión Social

 
Asimismo, deberá emitir, cada tres años, un informe de evaluación y seguimiento sobre la implementación y ejecución de la presente ley, requiriendo antecedentes y opiniones técnicas y proponiendo perfeccionamientos, en su caso.

 
El Senador señor Larraín solicitó que la obligación de presentar un informe de evaluación y seguimiento sobre la implementación y ejecución de la presente ley sea establecida en una disposición transitoria. Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 6° DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que la propuesta del Ejecutivo apunta a establecer que el Consejo estará integrado por nueve miembros de reconocida trayectoria en el ámbito de las relaciones laborales y mercado del trabajo, designados de la siguiente forma: un consejero designado, respectivamente, por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, por el Ministro de Hacienda, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo; 3 consejeros designados por organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país, incluyendo al menos un representante de las organizaciones de empresas de menor tamaño; y 3 consejeros designados por las centrales sindicales de mayor representatividad del país.

 
Asimismo, añadió que los consejeros durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados por un período adicional, siendo renovados, por parcialidades, cada dos años, en la forma que determine el reglamento. En caso de vacancia, agregó que la elección del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida, según las reglas de elección descritas precedentemente, y durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.

 
Propuso, además, que el Reglamento que deberá dictarse establecerá los mecanismos para asegurar que al menos un tercio de los integrantes del Consejo sean mujeres.

 
Añadió que, de entre sus miembros, el Consejo deberá elegir un presidente y un vicepresidente, los que durarán dos años en el cargo, no pudiendo ser reelegidos.

 
La Senadora señora Muñoz valoró la incorporación de una cuota de género que asegure la representatividad equitativa de hombres y mujeres al interior del Consejo.

 
El Senador señor Larraín consultó respecto del mecanismo utilizado para determinar que se trata de una organización representativa.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la regla propuesta se encuentra contenida en distintas disposiciones que requieren la participación de organizaciones de trabajadores y empleadores. Con la finalidad de asegurar un criterio de representatividad proporcional entre las distintas centrales u organizaciones gremiales, describió que se requieren informes a las entidades que cuentan con la información pertinente.

 
El Senador señor Letelier abogó por garantizar la representatividad de todos los sectores productivos.

ARTÍCULO 7° DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, propuso establecer que los integrantes del Consejo no serán remunerados en sus funciones y cesarán en sus cargos por expiración del plazo por el que fueron nombrados, por renuncia presentada ante el presidente del consejo, por falta grave al cumplimiento de sus funciones, en los términos previsto en el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la ley, o por remoción de las organizaciones o autoridades que los hubieren designado.

ARTÍCULO 8° DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, indicó que el Consejo sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes, en tanto que su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse. Asimismo, cuando se estime necesario, podrá invitar a expertos o especialistas nacionales o extranjeros, vinculados a temas de su competencia y podrá solicitar la participación de funcionarios de la Administración del Estado, los que asistirán con derecho a voz.

ARTÍCULO 9° DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, manifestó que el Consejo sesionará ordinariamente al menos una vez al mes. Además, sesionará extraordinariamente cada vez que así lo soliciten a lo menos cinco de sus miembros en ejercicio o lo convoque su presidente.

ARTÍCULO 10 DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, indicó que el Consejo contará con una Secretaría Técnica que estará radicada en la Subsecretaría del Trabajo, la que le proveerá la infraestructura y los recursos materiales y humanos para su adecuado funcionamiento.

ARTÍCULO 11 DEL PROYECTO

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la propuesta considera que un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de designación de los integrantes del Consejo y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

INDICACIÓN 402 a) CONSEJO SUPERIOR LABORAL


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 402 a) que formaliza la propuesta final explicada precedentemente, que intercala los artículos 4° a 11 nuevos, con la finalidad de regular la creación del Consejo Superior Laboral.


-Puesta en votación la indicación 402 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULOS 3° Y 4° DEL PROYECTO DE LEY APROBADOS EN GENERAL 

 
El artículo 3° se refiere a los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas y el artículo 4° dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.

A su respecto, no se formularon indicaciones.


-Puestos en votación los artículos 3° y 4° fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 5° DEL PROYECTO


Esta disposición modifica el artículo 6° de la Ley sobre contrataciones públicas con el objetivo de darle prioridad en las licitaciones a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a estos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores.

INDICACIÓN 403

Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen suprimir el artículo 5°.

 
-Puesta en votación la indicación 403, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que el artículo 5° del texto aprobado en general por el Senado apunta a priorizar, en la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, de 2003, a aquellas empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que hubieren hecho aplicables tales convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores.

 
-Puesto en votación el artículo 5° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y 2 votos en contra, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

ARTÍCULO 6° DEL PROYECTO

 
El artículo 6° agrega una letra nueva al artículo 46 de la ley N°19.518 para entregarle al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo la posibilidad de establecer cada año, con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, programas destinados a la ejecución de acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la disposición apunta a agregar un nuevo tipo de programa dentro de aquellos que puede desarrollar el Servicio Nacional de Capacitación, particularmente en materia de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.

 
El Senador señor Letelier abogó por implementar planes de capacitación para las micro empresas, incluyendo aquellos que se realizan respecto de los trabajadores y administradores o gerentes de empresas de menor tamaño.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, aseveró que el Servicio Nacional de Capacitación puede desplegar dichos planes, en cuyo contexto la iniciativa avanza al incluir a aquellas organizaciones que hubieren suscrito acuerdo de federaciones y confederaciones, en tanto que, tal como se propone en el artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado, dichos planes puedes ser implementado por el fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas.

 
La Senadora señora Goic consultó respecto de las razones que explican la inclusión de una nueva función dentro de los planes que puede desarrollar el Servicio Nacional de Capacitación, considerando que, con la legislación vigente, contaría con los instrumentos necesarios para ello.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que el Servicio Nacional de Capacitación financia programas de capacitación mediante franquicias tributarias, focalizadas generalmente en empresas de mayor tamaño, o mediante recursos públicos utilizados por el Fondo Nacional de Capacitación.

 
En ese contexto, detalló que la norma propuesta apunta a establecer que, dentro de las líneas de capacitación de dicho fondo, se deben desarrollar planes y programas en empresas de menor tamaño que tengan convenios vigentes con federaciones o confederaciones, con la finalidad de incentivar su acceso a dichos programas de capacitación.

INDICACIÓN 404


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen eliminar el artículo 6°.


-Puesta en votación la indicación 404, fue rechazada por 3 votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto a favor del Senador señor Allamand.


-Puesto en votación el artículo 6° del proyecto de ley, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 405


El Senador señor Prokurica hizo presente esta indicación para incorporar el siguiente artículo nuevo:

 
“Artículo …- Agréguese la siguiente letra h) al artículo 6° de la ley N° 18.469, que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud:

 
“h) El cónyuge, que no goce de una prestación de cesantía de acuerdo a la ley 19.728.”.”.

 
-La indicación 405 fue declarada inadmisible, por no tener relación con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, en conformidad al artículo 69 de la Constitución Política de la República, y por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 406


El Senador señor Harboe formuló la indicación 406 con el objetivo de agregar el siguiente artículo nuevo:

 
“Artículo …- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 29 de septiembre de 1967, que dispone la reestructuración y fija las funciones de la Dirección del Trabajo, de la siguiente manera:

 
a) En el artículo 1°, agrégase el siguiente literal f) nuevo: “aplicar las multas por infracción a la ley laboral según corresponda.”.

 
b) En el artículo 9°, elimínase a continuación de la voz “respectivas,” la conjunción “y” y agrégase el siguiente literal h) nuevo: “fiscalizar e imponer de oficio o a petición de parte las multas que correspondan por infracción a las normas del libro IV del Código del Trabajo.”.

 
c) En el artículo 10, agrégase el siguiente literal f) nuevo: fiscalizar e imponer de oficio o a petición de parte las multas que correspondan por infracción a las normas del libro III del Código del Trabajo.”.

 
d) Agrégase el siguiente artículo 27 bis del tenor que sigue: “los Inspectores del Trabajo podrán de oficio aplicar multas administrativas cuando en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras observaren incumplimiento de las normas laborales.”.

 
e) En el artículo 60 reemplázase la voz “cinco” por “treinta”.”.

 
-La indicación 406 fue declarada inadmisible, por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


Establece que la presente ley entrará en vigencia el día primero del séptimo mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

INDICACIÓN 407


El Senador señor Horvath formuló esta indicación para sustituir el artículo primero transitorio por el siguiente:

 
“Artículo primero.- La presente ley entrara en vigencia de la siguiente manera:

 
El día primero del séptimo mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, tratándose de las regiones II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, XIV y XIII.

 
El día primero de décimo segundo mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, tratándose de las regiones XV, I, X, XI y XII.

 
Con todo, tratándose de micro y pequeñas empresas, la presente ley entrara en vigencia dentro de los 90 días siguientes a la fecha a que se refiere los literales a) y b) anteriores.”.


-Puesta en votación la indicación 407, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIONES 408 Y 409


La Presidenta de la República presentó las indicaciones 408 y 409 para disponer la entrada en vigencia el día primero del “noveno” mes posterior a su publicación en el Diario Oficial y considerar las excepciones que se contemplan en los otros artículos transitorios.


-Puesta en votación la indicación 408, fue aprobada por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand.


-Puesta en votación la indicación 409, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO

 
Dispone que los procesos de negociación colectiva iniciados antes de la entrada en vigencia de esta ley se regirán por las normas vigentes en el momento de su inicio.

INDICACIÓN 410


Los Senadores señores Allamand y Larraín proponen reemplazar el artículo segundo transitorio por el siguiente:

 
“Artículo segundo.- Los procesos de negociación colectiva iniciados antes de la entrada en vigencia de esta ley se regirán en su totalidad, hasta su término y para todos sus efectos futuros por las normas vigentes en el momento de su inicio. De igual forma, los instrumentos colectivos suscritos por sindicatos o grupos negociadores con antelación a la fecha de entrada en vigencia tendrán pleno valor y regirán hasta la fecha convenida por las partes, sin perjuicio del derecho que les asiste para anticipar, de común acuerdo, la fecha de una nueva negociación colectiva.”.


--El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


No obstante lo señalado anteriormente, la Comisión valoró el texto propuesto.

INDICACIÓN 411


La Presidenta de la República sugiere eliminar el inciso segundo del artículo segundo transitorio que dice: “los instrumentos colectivos suscritos a partir de la entrada en vigencia de la presente ley se regirán en cuanto a sus efectos por las nuevas regulaciones contenidas en esta.”.


-Esta indicación fue retirada por el Ejecutivo, dada la presentación de la indicación 411 a).

INDICACIÓN 411 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló esta indicación para sustituir el artículo segundo transitorio por el siguiente:

 
“Artículo segundo.- Las negociaciones colectivas se regirán íntegramente y para todos los efectos legales, por las normas vigentes al día de presentación del proyecto de contrato colectivo.

 
Los instrumentos colectivos suscritos por sindicatos o grupos negociadores con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha convenida en ellos.”.

-Puesta en votación la indicación 411 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO

Este artículo preceptúa que en todas las negociaciones que se inicien dentro de los ciento ochenta días posteriores a la entrada en vigencia de esta ley, se aplicarán los efectos a que se refiere el artículo 404 del Código del Trabajo.

INDICACIONES 412, 413, 414, 415, 416 Y 417


Los Senadores señores Navarro y Montes, la Senadora señora Muñoz, los Senadores señores De Urresti y Letelier y los Senadores señores Allamand y Larraín formularon estas indicaciones para suprimir el artículo tercero transitorio.


-Puestas en votación fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 418


La Presidenta de la República hizo presente la indicación 418 para reemplazar el artículo tercero transitorio por el siguiente:

 
“Artículo tercero.- A partir de la publicación de la presente ley, las empresas y las organizaciones sindicales podrán calificar de común acuerdo los servicios mínimos y equipos de emergencia a que se refiere el artículo 359 del Código del Trabajo, aplicando al efecto, lo dispuesto en los incisos primero, segundo y séptimo del artículo 360 de dicho Código; ambos incorporados por el numeral 28) del artículo 1° de la presente ley.

 
Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, tratándose de negociaciones colectivas que deban iniciarse dentro de los 180 días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, el empleador deberá recurrir al procedimiento dispuesto en el artículo 360 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 28) del artículo 1° de la presente ley, a partir de la publicación de la presente ley y hasta el último día cuarto mes siguiente a dicha fecha.

 
Con todo, no se podrá iniciar el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior en tanto no esté resuelto el requerimiento de servicios mínimos y equipos de emergencia formulado por el empleador.”.


-El Ejecutivo hizo retiro de la indicación 418 por haber formulado el 9 de diciembre de 2015 la indicación 418 a).

INDICACIÓN 418 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 418 a) para sustituir el artículo tercero transitorio por el siguiente:

 
“Artículo tercero.- A partir de la publicación de la presente ley, las empresas y organizaciones sindicales podrán calificar de común acuerdo los servicios mínimos y equipos de emergencia a que se refiere el artículo 359 del Código del Trabajo, aplicando al efecto lo dispuesto en los incisos primero, segundo y séptimo del artículo 360 de dicho Código; ambos incorporados por el numeral 29) del artículo 1° de la presente ley.

 
En las negociaciones colectivas que deban iniciarse dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley y respecto de las cuales no exista acuerdo en la calificación de los servicios mínimos y equipos de emergencia, el empleador deberá recurrir a la Dirección Regional del Trabajo correspondiente, de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 360 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 29) del artículo 1° de la presente ley, en la oportunidad siguiente: 

 
a)
Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro de los dos primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el cuarto mes siguiente a la publicación de la ley; 

 
b)
Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del tercer o cuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el sexto mes siguiente a la publicación de la ley, y 

 
c)
Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del quinto o sexto mes siguiente a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el octavo mes siguiente a la fecha de publicación de la ley. 

 
Con todo, no se podrá iniciar el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, en tanto no esté resuelto el requerimiento de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia formulado oportunamente por el empleador.”.
 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que la indicación pretender regular la implementación de la calificación de los servicios mínimos y equipos de emergencia, en función del vencimiento de los respectivos contratos colectivos actualmente vigentes.

 
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, considerando que la determinación de los servicios mínimos se produce 180 días antes del inicio de la negociación, a la entrada en vigencia de la iniciativa, algunos procedimientos de negociación no contarán con dicho plazo. En consecuencia, describió que la indicación regulará la forma en que, en dicha hipótesis, se procederá a la determinación de los servicios mínimos.


-Puesta en votación la indicación 418 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


La Comisión advirtió la necesidad de adecuar la referencia al “numeral 29) del artículo 1°” por otra al “numeral 36) del artículo 1°”, en los incisos primero y segundo.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO

 
Establece que la modificación del plazo del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 5) del artículo 1° de esta ley, será aplicable a las resoluciones o renovaciones de resoluciones que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la referida disposición.
INDICACIÓN 418 b)


En sesión de 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 418 b) para reemplazar el artículo cuarto transitorio por el siguiente:

 
“Artículo cuarto.- La modificación del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 5) del artículo 1° de esta ley, relativa al plazo de vigencia de las resoluciones será aplicable a las que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

 
Las resoluciones dictadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha establecida en ellas.”.
 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que, considerando que la iniciativa contempla una modificación al régimen de autorizaciones de la Dirección del Trabajo para las jornadas excepcionales, la indicación propone que, tratándose de aquellas resoluciones vigentes al momento de entrada en vigencia de la ley, permanecerán rigiendo hasta el término de su respectivo período.

 
-Puesta en votación la indicación 418 b), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO

 
Dispone que el reglamento a que se refiere el artículo 375 del Código del Trabajo deberá ser dictado dentro del plazo de ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.
INDICACIÓN 419


El Senador señor Navarro propone suprimir el artículo quinto transitorio.


-Puesta en votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

INDICACIÓN 420


La Presidenta de la República presentó la indicación 420 para sustituir el artículo quinto transitorio por el siguiente:

 
“Artículo quinto.- Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo incorporados en Título VI del Libro IV del Código del Trabajo, sólo podrán pactarse conforme a las siguientes reglas:

 
a) Durante los primeros veinticuatro meses de vigencia de la presente ley, en aquellas empresas cuya afiliación sindical sea igual o superior al 50%.

 
b) A partir del vigésimo quinto mes, posterior a la publicación de la presente ley, en aquellas empresas cuya afiliación sindical sea la contemplada en el artículo 374 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 28) del artículo 1° de la presente ley.

 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el pacto especial de horas extraordinarias, incorporado en el artículo 376 del Código del Trabajo, por el numeral 28) del artículo 1° de la presente ley, sólo podrá pactarse a contar del día primero del vigésimo quinto mes posterior a su publicación, sujeto a las reglas a que se refiere el literal b) del inciso anterior.”.


-Esta indicación fue retirada por el Ejecutivo, dado que formuló la indicación 420 a).

INDICACIÓN 420 a)


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 420 a) para sustituir el artículo quinto transitorio por el siguiente:

 
“Artículo quinto.- Durante los primeros veinticuatro meses de vigencia de la presente ley, solo se podrán convenir los pactos sobre condiciones especiales de trabajo del Título VI del Libro IV del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 29) del artículo 1° de la presente ley, en aquellas empresas cuya afiliación sindical sea igual o superior al 50% del total de sus trabajadores.”.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que la indicación apunta a reponer la gradualidad en la implementación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo, considerando el porcentaje de afiliación sindical de cada empresa.

 
Tratándose de los pactos sobre responsabilidades familiares, la Senadora señora Goic abogó por establecer que dicha regla no será aplicable a los pactos para trabajadores con responsabilidades familiares y aquellos de distribución de jornada de trabajo semanal, los que podrán pactarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 374 del Código del Trabajo.


-Puesta en votación la indicación 420 a), fue aprobada de la siguiente manera:


a) El texto propuesto por la indicación, que pasó a ser inciso primero, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1en contra del Senador señor Allamand, con una adecuación formal de referencia.


b) El inciso segundo agregado por la Comisión en concordancia con las indicaciones 326 y 340 a), fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 abstención del Senador señor Allamand. Su texto dice:


“La regla anterior no será aplicable a los pactos para trabajadores con responsabilidades familiares y a los pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal, los que podrán pactarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 374 del Código del Trabajo introducido por esta ley.”.

INDICACIÓN 421


La Presidenta de la República propone incorporar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

 
“Artículo …- A partir de la fecha de publicación de la presente ley y hasta su entrada en vigencia, los grupos de trabajadores que se unan para negociar solo podrán hacerlo en las empresas en que no exista organización sindical, que cumpla con los quórum del artículo 227 del Código del Trabajo, al momento de iniciar la negociación colectiva.

 
Respecto de los sindicatos interempresas se aplicarán las mismas reglas contempladas en el inciso anterior.”.


-Esta indicación fue retirada por el Ejecutivo.

INDICACIÓN 422


La Senadora señora Goic sugiere agregar el siguiente artículo transitorio nuevo:

 
“Artículo ...- El delegado del personal que hubiere sido elegido antes de la publicación de esta ley podrá permanecer en sus funciones hasta expirar el período para el cual fue elegido y gozará del fuero a que se refiere el artículo 243.”.


-Puesta en votación la indicación 422, fue aprobada por 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN 423


El Senador señor Letelier propone incorporar el siguiente artículo transitorio nuevo:

 
“Artículo …- Los sindicatos cuyos quórum de constitución han sido modificados por la presente ley, seguirán manteniendo el derecho a negociar colectivamente con la empresa, hasta los tres años posteriores a la entrada en vigencia de esta ley, bajo las condiciones en ella señaladas.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 424


El 9 de diciembre de 2015, el Senador señor Allamand formuló esta indicación para incorporar los siguientes artículos transitorios nuevos:

 
“Artículo Transitorio.- Vigencia de Instrumentos Colectivos. Todo instrumento colectivo sea cual fuere su denominación, celebrado con anterioridad a la vigencia de la presente  ley, con sindicatos o grupos de trabajadores unidos al efecto, mantendrá su vigencia hasta la fecha de su expiración, no pudiendo en ningún caso los trabajadores afectos a él, negociar o que les sean otorgados los beneficios de otros instrumentos colectivos en la forma prescrita  en la presente ley, salvo acuerdo de las partes para ello.

 
Artículo Transitorio.- Los beneficios contemplados en los instrumentos colectivos y aquellos contenidos en los contratos individuales, celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, no constituirán piso de la negociación colectiva, en los términos establecidos en el artículo 338, salvo acuerdo de las partes para ello.”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 5° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 425


El 9 de diciembre de 2015, la Presidenta de la República formuló la indicación 425 para incorporar los siguientes artículos transitorios:

 
“Artículo sexto.- El pacto especial de horas extraordinarias del artículo 376 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 29) del artículo 1° de la presente ley, sólo se podrá acordar a partir del primer día del vigésimo quinto mes posterior a la entrada en vigencia de esta ley.

 
Artículo séptimo.- Los sindicatos constituidos con anterioridad a la vigencia de la presente ley, podrán completar el nuevo quorum exigido en el inciso tercero del artículo 227 del Código del Trabajo, en el plazo máximo de un año contado desde su entrada en vigencia, manteniendo su derecho a negociar. Transcurrido este plazo, el sindicato  conservará vigente su personalidad jurídica y sólo podrá negociar colectivamente cuando complete el quórum respectivo.

 
Artículo octavo.- Otórgase el plazo de un año, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para que las organizaciones sindicales vigentes a dicha fecha procedan a adecuar sus estatutos a las disposiciones contenidas en ella.

 
 Artículo noveno.- A partir de la publicación de la presente ley, los grupos de trabajadores que se unan para el solo efecto de negociar, solo podrán hacerlo en empresas en que no existan instrumentos colectivos vigentes suscritos por sindicatos.

 
Artículo décimo.- El reglamento señalado en el artículo 387 del numeral 29) del artículo 1° y los reglamentos señalados en los artículos 2° y 11°, todos de la presente ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 
Artículo decimoprimero.- El Consejo Superior Laboral se constituirá dentro de los sesenta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 11° de la presente ley.

 
Artículo decimosegundo.- Dentro de los tres años siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Consejo Superior Laboral deberá emitir un informe anual de seguimiento y evaluación  sobre la implementación y aplicación de sus disposiciones, requiriendo antecedentes, opiniones técnicas y formulando recomendaciones, en su caso. Este informe deberá ser remitido al Presidente de la República y al Congreso Nacional.”.
-------

 
En relación al artículo séptimo transitorio propuesto, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la iniciativa propone establecer el plazo de un año, contado desde su publicación, para que las organizaciones sindicales puedan cumplir con el porcentaje mínimo requerido para su constitución, dentro del cual pueden continuar negociando colectivamente.

 
El Senador señor Letelier abogó por aumentar el plazo a un año, considerando el bajo porcentaje de sindicatos de empresas de menor tamaño que acceden a la negociación colectiva, de modo de reconocer su derecho a acceder a dichos procedimientos.

 
La Senadora señora Goic coincidió en la necesidad de permitir que un sindicato que se hubiere formado con las reglas vigentes en materia de negociación colectiva, pueda continuar ejerciendo dicha prerrogativa por un plazo superior a un año contado desde la entrada en vigencia de la iniciativa.

 
El Senador señor Larraín precisó que la iniciativa debe considerar las particularidades del funcionamiento de las pequeñas y medianas empresas, de modo que el plazo de un año resultaría adecuado.

 
En la misma línea, el Senador señor Allamand agregó que el plazo de dos años tornaría inaplicable las disposiciones destinadas específicamente a las pequeñas y medianas empresas.

 
La Senadora señora Muñoz aseveró que las modificaciones propuestas por la iniciativa en el artículo 227 afectan la constitución de organizaciones su implementación, de modo tal que, con la finalidad de evitar las consecuencias negativas que ello pudiere generar para su constitución y el acceso a procedimiento de negociación colectiva, resulta adecuado extender el plazo a dos años.

-------


-Puesta en votación la indicación 425 se produjeron los siguientes resultados:


-Artículo sexto, que pasó a ser séptimo, 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand, con una enmienda formal de referencia.


-Artículo séptimo, que pasó a ser octavo, con modificaciones, 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 2 votos en contra de los Senadores señores Allamand y Larraín.


-Artículo octavo, que pasó a ser noveno, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.


-Artículo noveno, que pasó a ser décimo, 3 votos a favor de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand.


-Artículos décimo y undécimo, que pasaron a ser undécimo y duodécimo, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. El undécimo con una enmienda formal de referencia.


-Artículo duodécimo, que pasó a ser décimo tercero, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

 
-Se deja constancia que la Comisión autorizó a la Secretaría para realizar las enmiendas de carácter formal que sean necesarias, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.

-------

MODIFICACIONES

 
En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“1) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación de la expresión “ascendencia nacional”, la frase “, situación socioeconómica, idioma, creencias, participación en organizaciones gremiales, orientación sexual, identidad de género, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad”.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 1).

NUMERAL 1)


Ha pasado a ser numeral 2), sin enmiendas.

NUMERAL 2)


Ha pasado a ser numeral 3), sin enmiendas.

NUMERAL 3)


Ha pasado a ser numeral 4), sin enmiendas.

NUMERAL 4)


Ha pasado a ser numeral 5), sin enmiendas.

NUMERAL 5)


Ha pasado a ser numeral 6), sin enmiendas.

NUMERAL 6)


Ha pasado a ser numeral 7), sin enmiendas.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“8) Sustitúyese en el artículo 49, la expresión “empleadores,” por “empleadores o” y elimínase la frase “o delegados del personal”.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier 2 en contra, de los Senadores García Ruminot y Larraín. Indicación 10).

NUMERAL 7)


Ha pasado a ser numeral 9), sin enmiendas.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“10) Sustitúyese en el inciso final del artículo 153, la frase “El delegado del personal, cualquier” por “Cualquier” y elimínase en los incisos primero del artículo 156 y del artículo 177 las locuciones “, al delegado del personal” y “del personal o”, respectivamente.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier 2 en contra, de los Senadores García Ruminot y Larraín. Indicación 12).

NUMERAL 8)


Ha pasado a ser numeral 11), sin enmiendas.

NUMERAL 9)


Ha pasado a ser numeral 12), suprimiendo el artículo “los” que precede a la expresión “que no existan”.

(Adecuación formal)

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“13) En el artículo 221:

 
a) Agrégase en el inciso primero del artículo 221, la siguiente oración final: “Tratándose de la constitución de un sindicato interempresa, sólo podrán actuar como ministros de fe los inspectores del trabajo.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, 1 voto en contra del Senador Larraín y 1 abstención del Senador García Ruminot. Indicación 16).

 
b) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 221 por el siguiente:


"Los trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o de un sindicato interempresa, gozarán de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de ministro de fe para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud de ministro de fe.”.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de los Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier, y 2 votos en contra, de las Senadoras Goic y Muñoz. Indicaciones 17, 18 y 19).

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“14) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 227 por el siguiente:


“Si la empresa tiene 50 trabajadores o menos, podrán constituir sindicato 8 de ellos, siempre que representen como mínimo el 45 % del total de trabajadores.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 2 en contra, Senadores Allamand y Larraín. Indicación 22 a), con modificaciones).

NUMERAL 10)


Ha pasado a ser numeral 15), reemplazando el artículo 229 propuesto por el siguiente:

 
“Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa que estén afiliados a un sindicato interempresa o de trabajadores eventuales o transitorios, elegirán uno o más delegados sindicales de acuerdo a las siguientes reglas: de 8 a 50 trabajadores elegirán un delegado sindical; de 51 a 75 elegirán dos delegados sindicales y si fueran 76 o más trabajadores, elegirán tres delegados.

 
Si entre los trabajadores de la empresa se hubieren elegido uno o más directores sindicales, estos cargos se rebajarán en igual proporción del número total de delegados sindicales que corresponda elegir en la respectiva empresa. 

 
Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.

 
Las elecciones de los delegados sindicales se realizarán en presencia de un ministro de fe y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a que se refiere el artículo 225, con copia a la Inspección del Trabajo respectiva.

 
La alteración en el número de afiliados no modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima elección, sin perjuicio de informar a la Dirección del Trabajo sobre este hecho, a más tardar dentro del quinto día hábil de haberse producido la alteración.

 
El mandato de los delegados durará el tiempo que señalen los estatutos, y si estos no lo regulan, tendrá la misma duración que el establecido para los directores sindicales.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier. Indicaciones 23 y 24, con modificaciones).

NUMERAL 11)


Ha pasado a ser numeral 16), con las siguientes enmiendas:


Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:


“16) Intercálase en el artículo 231 el siguiente inciso tercero nuevo:”.

(Adecuación formal)


-Ha sustituido la locución “del artículo 243, horas de trabajo sindical y licencias de los artículos 249, 250 y 251” por la frase “y las prerrogativas que establece este Código,”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier. Indicación 25).


-Ha reemplazado la expresión “al 30%” por “a un tercio”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier. Indicación 26).


-Ha sustituido la expresión “a su” por “al”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier. Indicaciones 27 y 28).


-Ha intercalado, a continuación de la palabra “afiliación”, la expresión “de trabajadoras”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier. Indicaciones 29 y 30).

NUMERAL 12)


Ha pasado a ser numeral 17), sin enmiendas.

NUMERALES 13), 14) Y 15)


Han pasado a ser numerales 18), 19) y 20), sin enmiendas.

NUMERAL 16)


-Ha pasado a ser numeral 21), sustituyendo la locución “, y por la totalidad o parte de” por la expresión “; por”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 2 abstenciones, Senadores Allamand y Larraín. Votación separada).

NUMERAL 17)


Ha pasado a ser numeral 22), sin enmiendas.

NUMERAL 18)


Ha pasado a ser numeral 23), con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido la expresión “al 30%” por “a un tercio”.


-Ha reemplazado la frase “, a menos que el porcentaje de las trabajadoras que puedan ser elegidas de conformidad al artículo 273 sea inferior, caso en el cual deberán ser designadas todas éstas” por la siguiente: “o la que corresponda al porcentaje de trabajadoras que puedan ser electas de conformidad al artículo 273, en caso de ser inferior”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot y Letelier. Indicaciones 40 y 41).

NUMERALES 19) Y 20)


Han pasado a ser numerales 24) y 25), sin enmiendas.

NUMERAL 21)


Ha pasado a ser numeral 26), sin enmiendas.

NUMERAL 22)


-Ha pasado a ser numeral 27), sin enmiendas.

ooooooo

 
-Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“28) Elimínase en el epígrafe del Capítulo IX del Libro III, la expresión “desleales o”.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 42 a))

NUMERAL 23)


Ha pasado a ser numeral 29), con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:


“29) En el artículo 289:”.

(Adecuación formal)


-Ha suprimido en la letra a), el ordinal i aprobado en general.

 (Mayoría 3 votos a favor, Senadora Goic y Senadores García Ruminot y Larraín y 2 votos en contra, Senadora Muñoz y Senador Letelier. Indicación 43).


-Ha incorporado un ordinal i del siguiente tenor:


“i. Sustitúyese la palabra “desleales” por “antisindicales”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 66 a))

letra c)


-Ha agregado, a continuación de la palabra “Obstaculizar”, la siguiente frase: “, reemplázase la locución “el que maliciosamente ejecutare” por “ejecutar maliciosamente” e intercálase como frase final de este primer párrafo la siguiente: “o despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.

(Unanimidad 5X0, respecto de la palabra “Obstaculizar”, Senadoras Goic y Muñoz y Senadores García Ruminot, Larraín y Letelier; unanimidad 4X0 sobre el reemplazo de la locución, Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier, y mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 abstención del Senador Allamand, respecto de la frase que se intercala. Indicación 66 a)).

letra h)


-Ha incorporado en la letra f), las siguientes frases finales: “, salvo que el tribunal respectivo haya decretado la separación provisional del trabajador de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 174.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 66 a)).

letra j)


-Ha sustituido la letra h) que se propone por la siguiente:


“h) Otorgar o convenir con trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios pactados en un instrumento colectivo, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 323 de este Código.

 
No constituye práctica antisindical el o los acuerdos individuales entre el trabajador y el empleador sobre remuneraciones o sus incrementos que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador, e”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 en contra, Senador Allamand. Indicaciones 56 y 66 a)).

ooooooo


-Ha incorporado la siguiente letra l), nueva:


“l) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“No se exigirá intención o dolo en la comisión de las conductas de prácticas antisindicales.”.”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 en contra, Senador Allamand. Indicaciones 63, 64, 65 y 66).
NUMERAL 24)


Ha pasado a ser numeral 30), con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:


“30) En el artículo 290:”.

(Adecuación formal)


-Ha reemplazado la letra a) por la siguiente:


“a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “desleales” por “antisindicales” y agrégase la siguiente frase final: “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 76 bis).


-Ha sustituido la letra c) por la siguiente:


“c) Sustitúyese en el literal a) la palabra “desleales” por “antisindicales” y en los literales a) y b) la frase “El que acuerde” por el vocablo “Acordar”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 76 bis).


-Ha sustituido en la letra f) que se propone agregar por el literal g), la palabra “Utilizar” por “Ejercer”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadora Goic y Senadores Allamand, Larraín y Letelier, y 1 voto en contra de la Senadora Muñoz. Indicación 69).

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“31) Intercálase en la letra b) del artículo 291, a continuación de la palabra “sindicato”, la siguiente frase “, impidan el ingreso de los trabajadores a las asambleas o el ejercicio de su derecho a sufragio.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 75, con modificaciones).

NUMERAL 25)


Ha pasado a ser numeral 32), con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:


“32) En el artículo 292:”.

(Adecuación formal)


-Ha reemplazado la letra a) por la siguiente:

 
“a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos:

 
“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales serán sancionadas de la siguiente forma:

 
1. En la micro empresa con multa de cinco a veinticinco unidades tributarias mensuales.

 
2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

 
La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.”.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 79 b), con modificaciones).


-Ha intercalado, en la letra b), a continuación de la expresión “segundo,” la frase “que ha pasado a ser tercero,”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 26)


Ha pasado a ser numeral 33), con la siguiente enmienda formal:


-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:


“33) Sustitúyese el artículo 294 por el siguiente:”.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“34) Intercálase en el artículo 297, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El empleador podrá solicitar fundadamente a la Dirección del Trabajo que ejerza la acción señalada en el inciso primero.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadores Allamand, Larraín y Letelier, y 2 en contra de las Senadoras Goic y Muñoz. Indicación 89, con modificaciones).

NUMERAL 27)


Ha pasado a ser numeral 35), agregando a continuación del guarismo “302”, la locución “y elimínase en la denominación del Libro III, la frase “y del delegado del personal”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 2 votos en contra de los Senadores Allamand y Larraín. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado, vinculado a indicaciones 10 y 12).

NUMERAL 28)


Ha pasado a ser numeral 36), con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 305


-Ha incorporado en el inciso primero, la siguiente oración final: “En la micro y pequeña empresa esta prohibición se aplicará también al personal de confianza que ejerza cargos superiores de mando.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 107, con modificaciones).

ARTÍCULO 306


-Ha sustituido, en el inciso primero, la locución “mutuas de” por “mutuas entre”.

(Adecuación formal)


-Ha intercalado en el inciso segundo, a continuación de la expresión “familiares,”, la frase “el ejercicio de la corresponsabilidad parental,” y a continuación de la expresión “empresa,”, la locución “acciones positivas para corregir situaciones de desigualdad,”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 118 a)).


-Ha sustituido el inciso tercero por el siguiente:

 
“Adicionalmente, se podrán negociar los acuerdos de extensión previstos en el artículo 323 y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el Título VI de este Libro.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 118 a)).

ARTÍCULO 308


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente en una micro y pequeña empresa, en una mediana empresa o en una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido, a lo menos, dieciocho, doce y seis meses, respectivamente, desde el inicio de sus actividades.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 119, con modificaciones).

Artículo 312

 
Ha reemplazado en el inciso primero la mención al “artículo 355” por al “artículo 353”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 126).

Título II

DE LA PRESENTACIÓN Y TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE CONTRATO COLECTIVO

Capítulo I

DE LA PRESENTACIÓN HECHA POR SINDICATOS DE EMPRESA O GRUPOS DE TRABAJADORES


-Ha eliminado los dos epígrafes.

(Adecuación formal)

Artículo 315


-Ha reemplazado el inciso tercero por el siguiente:


“Los trabajadores se mantendrán afectos al acuerdo de grupo negociador del que sean parte, hasta el término de su vigencia.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 135, con modificaciones).

Epígrafe previo al artículo 316


-Ha sustituido la expresión “Capítulo II” por “Título II”.

(Adecuación formal)

Artículos 316 a 320


-Los ha reemplazado por los siguientes:

 
“Artículo 316.- Derecho de información periódica en las grandes empresas. Las grandes empresas deberán entregar anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ellas, el balance general, el estado de resultados y los estados financieros auditados, si los tuvieren, dentro del plazo de treinta días contado desde que estos documentos se encuentren disponibles.


Asimismo, deberán entregar toda otra información de carácter público que conforme a la legislación vigente estén obligadas a poner a disposición de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta información deberá ser entregada dentro del plazo de treinta días contado desde que se haya puesto a disposición de la referida  Superintendencia.


Respecto de los nuevos sindicatos de empresa que se constituyan, la información indicada en este artículo será entregada dentro del plazo de treinta días contado a partir de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225 de este Código.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 151 a)).


Artículo 317.- Derecho de información específica para la negociación en las grandes y medianas empresas. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a proporcionar a los sindicatos que tengan derecho a negociar en ellas, la información específica y necesaria para preparar sus negociaciones colectivas.


A requerimiento de las organizaciones sindicales que lo soliciten, dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente, deberán entregar, a lo menos, la siguiente información:


a)
Planilla de remuneraciones pagadas a todos los trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes, con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función desempeñada. La entrega de esta información no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.

(Letra a). Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 151 a)).


b)
Valor actualizado de todos los beneficios que forman parte del instrumento colectivo vigente.


c)
Los costos globales de mano de obra de la empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y este hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán entregar los costos globales del período de duración del contrato.


d)
Toda la información periódica referida en los artículos 316 y 319 que no haya sido entregada oportunamente a los sindicatos de empresa, cuando corresponda.


e)
Información que incida en la política futura de inversiones de la empresa que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial.


En el evento de que no exista instrumento colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.


Las empresas señaladas en este artículo dispondrán del plazo de treinta días para hacer entrega de la información solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.


La comisión negociadora que represente a un grupo negociador, tendrá derecho a solicitar al empleador la información específica para la negociación establecida en la letra a) de este artículo, respecto de los trabajadores que represente y también la establecida en la letra c). Esta información podrá ser requerida a partir de la elección señalada en la letra b) del artículo 315. La entrega de esta información por parte del empleador deberá realizarse en un plazo de cinco días y no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.”.


Artículo 318.- Derecho de información por cargos o funciones de los trabajadores en las grandes y medianas empresas. Los sindicatos de empresa podrán una vez en cada año calendario solicitar a las grandes empresas, información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones de la empresa que se encuentren contenidas en el registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154 de este Código.


La información deberá entregarse innominadamente, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que haya sido requerida.


En el caso de las empresas medianas, sus sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 151 a)).


Artículo 319.- Derecho de información periódica en la micro, pequeña y mediana empresa. Las micro, pequeñas y medianas empresas proporcionarán anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ellas, la información sobre sus ingresos y egresos que de acuerdo al régimen tributario al que se encuentren acogidas declaren ante el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto a la renta. Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a la declaración anual de impuesto a la renta que efectúe la empresa.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 151 a), con enmiendas).


Artículo 319 bis.- Derecho de información específica para la negociación en la micro y pequeña empresa. Los sindicatos con derecho a negociar en las micro y pequeñas empresas, podrán solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregadas por haberes y la información específica señalada en los literales b) y c) del inciso segundo del artículo 317 de este Código.


La información señalada en el inciso anterior podrá ser requerida dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente o en cualquier momento, en caso de no existir este. El empleador deberá entregar la información dentro de los treinta días siguientes al requerimiento. 


La comisión negociadora que represente al grupo negociador podrá solicitar al empleador el detalle de las remuneraciones mensuales de los trabajadores que represente, a partir de la elección señalada en la letra b) del artículo 315. La entrega de esta información por parte del empleador deberá realizarse en un plazo de cinco días.


La entrega de la información establecida en este artículo no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 151 a)).


Artículo 320.- Derecho a requerir información por vía administrativa y judicial. Si el empleador no cumple con entregar la información en la forma y plazos previstos en los artículos anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del Trabajo que requiera al empleador para su entrega.


En caso de no prosperar la gestión administrativa, el o los sindicatos afectados podrán recurrir al tribunal laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504 de este Código.


El Tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará en la primera resolución que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal.”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 151 a)).

Artículo 321


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 321.- Instrumento colectivo: contrato colectivo, convenio colectivo y acuerdo de grupo negociador. Instrumento colectivo es la convención celebrada entre empleadores y trabajadores con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero, por un tiempo determinado, de conformidad a las reglas previstas en este Libro.


Contrato colectivo es aquel instrumento colectivo celebrado de conformidad al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en los artículos 328 y siguientes de este Código.


Convenio colectivo es aquel instrumento colectivo celebrado de acuerdo a la negociación colectiva no reglada prevista en el artículo 314 de este Código o derivado del procedimiento especial de negociación a que se refieren los artículos 365 y siguientes de este cuerpo legal. 


Acuerdo de grupo negociador es aquel instrumento colectivo celebrado conforme al procedimiento de negociación colectiva semi-reglada del artículo 315 de este Código. 


El laudo o fallo arbitral dictado según las normas de los artículos 387 y siguientes de este Código, también constituye un instrumento colectivo.


Los instrumentos colectivos deberán constar por escrito y registrarse en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 en contra del Senador Allamand. Indicación 151 b)).

Artículo 322


-Ha sustituido en el número 2 del inciso primero, la expresión “beneficios y” por “beneficios,” y ha intercalado, a continuación de la palabra “demás”, el vocablo “estipulaciones”.

(Adecuación formal)


-Ha incorporado en el inciso primero el siguiente número 4, nuevo:


“4. El acuerdo de extensión de beneficios o la referencia de no haberse alcanzado dicho acuerdo.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 152).

Artículo 323


Ha incorporado el siguiente inciso final:

 
“Sin perjuicio de lo anterior, el empleador podrá aplicar a todos los trabajadores de la empresa las cláusulas pactadas de reajuste de remuneraciones conforme a la variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, siempre que dicho reajuste se haya contemplado en su respuesta al proyecto de contrato colectivo.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 2 abstenciones, Senadores Allamand y Larraín. Indicación 164). 

Artículo 326


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 326.- Ultraactividad de un instrumento colectivo. Extinguido el instrumento colectivo, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, los incrementos reales pactados, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.”. 

(Unanimidad 54X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 166 bis)).

Artículo 328


-Ha intercalado, en la denominación del artículo, a continuación de la palabra “reglada”, la frase “y organizaciones sindicales”.

(Adecuación formal)

Artículo 332


-Ha incorporado, a continuación del inciso tercero, el siguiente, nuevo:

 
“En la micro y pequeña empresa, la trabajadora que deba integrar la comisión negociadora de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, sustituirá a uno de los miembros que deban integrarla por derecho propio.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 174).


-Ha sustituido en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, las frases “el inciso anterior, el fuero señalado en el artículo 309 tendrá una duración de noventa días” por las siguientes “el inciso tercero, el fuero señalado en el artículo 309 se extenderá hasta noventa días, contados desde la suscripción del contrato colectivo o, en su caso, desde la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicaciones 176 y 177).

Artículo 333


-Ha reemplazado el inciso segundo por el siguiente:

 
“Con todo, sólo se incorporarán a la negociación en curso los trabajadores que se afilien hasta el quinto día de presentado el proyecto de contrato colectivo.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 180).


-Ha sustituido en el inciso tercero la palabra “cinco” por “dos”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 183).

Artículo 334


-Ha incorporado los siguientes incisos nuevos:

 
“Las empresas en que no exista un instrumento colectivo vigente, podrán fijar un período, de hasta 60 días al año, durante el cual no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva.


La declaración a que se refiere el inciso anterior deberá comunicarse por medios idóneos a la Inspección del Trabajo y a los trabajadores. Su vigencia será de doce meses.”.

(Mayoría 3 a favor, de la Senadora Goic y de los Senadores Allamand y Larraín y 2 en contra, de la Senadora Muñoz y del Senador Letelier. Indicación 186 a))

Artículo 336


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 336.- Consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de vencido el plazo, llegada la fecha de término del instrumento colectivo vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, el incremento real pactado, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 186 b)).

Capítulo IV IMPUGNACIÓN DE LA NÓMINA y Artículos 341 y 342


Los ha reemplazado por los siguientes:

“Capítulo IV IMPUGNACIONES Y RECLAMACIONES

 
Artículo 341.- Impugnación de la nómina, quórum y otras reclamaciones. El empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores incorporados en la nómina del proyecto de contrato colectivo, por no ajustarse a las disposiciones de este Código. Igualmente, podrá impugnar el cumplimiento del quórum del sindicato para negociar en la empresa.


Las partes podrán además, formular reclamaciones respecto del proyecto de contrato colectivo o de su respuesta, por no ajustarse a las normas del presente Libro.


No será materia de reclamación la circunstancia de estimar alguna de las partes que la otra, en el proyecto de contrato colectivo o en la correspondiente respuesta, según el caso, ha infringido lo dispuesto en el inciso final del artículo 306 de este Código.


Artículo 342.- Reglas de procedimiento. Las impugnaciones y reclamaciones señaladas en el artículo anterior se tramitarán ante la Inspección del Trabajo respectiva, conforme las siguientes reglas:


a)
El empleador deberá formular todas sus impugnaciones y reclamaciones en la respuesta al proyecto de contrato colectivo, acompañando los antecedentes en que se funden. 


b)
La comisión negociadora sindical deberá formular todas sus reclamaciones en una misma presentación ante la Inspección del Trabajo, acompañando los antecedentes en que se funden, dentro de los cinco días siguientes de recibida la respuesta del empleador.


c)
Recibida la respuesta del empleador que contenga impugnaciones o reclamaciones y recibidas las reclamaciones del sindicato, según sea el caso, la Inspección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes. Dicha citación deberá ser enviada a la dirección de correo electrónico de las partes. 


d)
A esta audiencia las partes deberán asistir con todos los antecedentes necesarios y la documentación adicional que le haya sido requerida por la Inspección del Trabajo, la que instará a las partes a alcanzar un acuerdo.


e)
La resolución deberá dictarse por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la audiencia. Si las impugnaciones o reclamaciones involucran a más de mil trabajadores, serán resueltas por el Director del Trabajo. 


f)
En contra de esta resolución sólo procederá el recurso de reposición que deberá ser interpuesto dentro de tercero día. La resolución que resuelve el recurso de reposición deberá dictarse en el plazo de tres días y será reclamable judicialmente dentro del plazo de cinco días, a través del procedimiento establecido en el artículo 504 de este Código.


g)
La interposición de las impugnaciones o reclamaciones no suspenderá el curso de la negociación colectiva.”. 

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 196 a)).

Artículo 345

 
-Ha reemplazado en el inciso primero la palabra “reuniones” por “reunión” y la expresión “una reunión” por “la reunión”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

Artículo 347


-Ha sustituido el inciso segundo por el siguiente:


“Se prohíbe el reemplazo de los trabajadores en huelga.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 213 b)).

 
-Ha intercalado, a continuación del inciso segundo, los siguientes tercero y cuarto nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser inciso quinto:


“La huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella, ni la ejecución de las funciones convenidas en sus contratos de trabajo.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 abstención, Senador Allamand. División votación de la indicación 213 b))


La infracción de la prohibición señalada en el inciso segundo constituye una práctica desleal grave, la que habilitará a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 213 b)). 

Artículo 348


-Ha agregado, en el inciso primero, la siguiente oración final: “En la micro y pequeña empresa bastará que la última oferta sea firmada por uno de los miembros de la comisión negociadora de la empresa.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 224).

ooooooo


Ha intercalado, a continuación del artículo 357, los siguientes artículos nuevos:

 
“Artículo 357 bis.- Nueva oferta del empleador y su votación. Iniciada la huelga, la comisión negociadora del empleador podrá presentar una nueva oferta, con las mismas formalidades y publicidad del artículo 348, la que deberá ser votada por los trabajadores involucrados en la negociación, en votación secreta y ante un ministro de fe dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la nueva oferta. En este caso, los trabajadores deberán pronunciarse sobre la mantención de la huelga o la aceptación de la nueva oferta del empleador. La aceptación de la nueva oferta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores involucrados en la negociación.

 
En el caso de la micro y pequeña empresa, la votación a que se refiere el inciso anterior se realizará dentro de los dos días siguientes de presentada la nueva oferta.

 
Si la nueva oferta a que se refiere el inciso primero es rechazada, el empleador podrá presentar otra transcurridos cinco días desde su votación, la que deberá ser sometida a votación en los términos y plazos previstos en los incisos anteriores, en la medida que cumpla con las formalidades y publicidad previstas en el artículo 348. Este derecho podrá ejercerse en forma sucesiva hasta la aprobación de una nueva oferta.

 
Para el cómputo de los quórum de que trata este artículo se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 352 de este Código.

 
Artículo 357 ter.- Derecho a reincorporación individual del trabajador. Estará prohibido al empleador ofrecer o aceptar la reincorporación individual de los trabajadores en huelga, salvo en las condiciones establecidas en este artículo. 

 
En la gran y mediana empresa, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del décimo sexto día de iniciada la huelga, siempre que la última oferta formulada en la forma y con la anticipación señalada en el artículo 348, contemple a lo menos lo siguiente:

 
a) Idénticas estipulaciones que las contenidas en el contrato, convenio o fallo arbitral vigente, reajustadas en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, habido en el período comprendido entre la fecha del último reajuste y la fecha de término de vigencia del respectivo instrumento.

 
b) Una reajustabilidad mínima anual según la variación del Índice de Precios al Consumidor para el período del contrato, a partir de la suscripción del mismo.

 
En la micro y pequeña empresa, si la última oferta cumple las condiciones señaladas en el inciso anterior, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del sexto día de iniciada la huelga.

 
Si el empleador no hace una oferta de las características y en la oportunidad señalada en los incisos anteriores, los trabajadores de la gran y mediana empresa involucrados en la negociación, podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a partir del trigésimo día de iniciada la huelga. En la micro y pequeña empresa, este derecho podrá ejercerse a partir del día décimo sexto.

 
Los trabajadores que opten por reincorporarse individualmente de acuerdo a  lo señalado en este artículo, lo harán en las condiciones contendidas en la última oferta del empleador y a partir de ese momento no les será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo 324 de este Código.

 
El ejercicio del derecho a reincorporación individual no afectará la huelga de los demás trabajadores.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicaciones 242 y 242 a).

Artículo 359


-Ha modificado el inciso primero de la siguiente manera:


a) Ha intercalado, a continuación de la locución “los bienes”, la palabra “corporales”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra del Senador Allamand. Indicación 249 a).

 
b) Ha sustituido la frase “En esta determinación se podrán” por “En esta determinación se deberán”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicaciones 250 y 251).

Artículo 360


-Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 360.- Calificación de los servicios mínimos y de los equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia deberán ser calificados antes del inicio de la negociación colectiva.

 
La calificación deberá identificar los servicios mínimos de la empresa, así como el número y las competencias profesionales o técnicas de los trabajadores que deberán conformar los equipos de emergencia.

 
El empleador deberá proponer por escrito a todos los sindicatos existentes en la empresa, con una anticipación de, a lo menos, 180 días al vencimiento del instrumento colectivo vigente, su propuesta de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia para la empresa, remitiendo copia de la propuesta a la Inspección del Trabajo. En el caso de haber más de un instrumento colectivo vigente en la empresa, los referidos 180 días se considerarán respecto del instrumento colectivo más próximo a vencer.

 
En caso que no exista sindicato en la empresa, el empleador deberá formular su propuesta dentro de los 15 días siguientes a la comunicación de la constitución del sindicato efectuada de conformidad al artículo 225 de este Código, plazo durante el cual no se podrá iniciar la negociación colectiva. Habiéndose formulado el requerimiento por parte del empleador, tampoco se podrá iniciar la negociación colectiva en tanto no estén calificados los servicios mínimos y equipos de emergencia.

 
Recibida la propuesta del empleador, los sindicatos tendrán un plazo de 15 días para responder, en forma conjunta o separada.

 
Las partes tendrán un plazo de 30 días desde formulada la propuesta para alcanzar un acuerdo.

 
En caso de acuerdo, se levantará un acta que consigne los servicios mínimos y los equipos de emergencia concordados, la que deberá ser suscrita por el empleador y por todos los sindicatos que concurrieron a la calificación. Copia del acta deberá depositarse en la Inspección del Trabajo dentro de los 5 días siguientes a su suscripción.

 
Si las partes no logran acuerdo o éste no involucra a todos los sindicatos, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención de la Dirección Regional del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes.

 
En caso que la empresa tenga establecimientos o faenas en dos o más regiones del país, el requerimiento deberá formularse ante la Dirección Regional del Trabajo del domicilio del requirente. En caso que haya sido requerida la intervención de dos o más Direcciones Regionales, la Dirección Nacional del Trabajo determinará cuál de ellas resolverá todos los requerimientos.

 
Recibido el requerimiento, la Dirección Regional del Trabajo deberá oír a las partes y solicitar un informe técnico al organismo regulador o fiscalizador que corresponda. Cualquiera de las partes podrá acompañar informes técnicos de organismos públicos o privados. Asimismo, a requerimiento de parte o de oficio, la Dirección Regional del Trabajo podrá realizar visitas inspectivas.

 
La resolución que emita la Dirección Regional del Trabajo calificando los servicios mínimos y los equipos de emergencia de la empresa deberá ser fundada y emitida dentro de los 45 días siguientes al requerimiento.  Esta resolución deberá ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes a su emisión y sólo será reclamable ante el Director Nacional del Trabajo.

 
La Dirección del Trabajo, en el mes de abril de cada año, publicará los estándares técnicos de carácter general que han servido de base para la calificación de los servicios mínimos y los equipos de emergencia.

 
Por circunstancias sobrevinientes, la calificación podrá ser revisada si cambian las condiciones que motivaron su determinación, de acuerdo al procedimiento previsto en los incisos anteriores. La solicitud de revisión deberá ser siempre fundada por el requirente.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 abstención del Senador Allamand. Indicación 264).

ooooooo

 
Ha incorporado, a continuación del artículo 360, los siguientes artículos nuevos:

 
“Artículo 360 bis.- Conformación de los equipos de emergencia. El empleador en su respuesta al proyecto de contrato colectivo deberá proponer a la comisión negociadora sindical los trabajadores afiliados al sindicato que conformarán los equipos de emergencia, cuando corresponda.

 
La comisión negociadora sindical tendrá un plazo de 48 horas para responder la propuesta del empleador. Si no contesta dentro del plazo señalado, se entenderá aceptada esta propuesta.

 
En caso de negativa expresa de la comisión negociadora sindical o discrepancia en el número o identidad de los trabajadores del sindicato respectivo que deben conformar los equipos de emergencia, el empleador deberá solicitar a la Inspección del Trabajo que se pronuncie dentro del plazo de cinco días contados desde la respuesta. La Inspección del Trabajo tendrá un plazo de diez días para resolver el requerimiento. La resolución será notificada al correo electrónico designado por las partes y en contra de ella sólo procederá el recurso de reposición.”.

(Mayoría 2 a favor, Senadora Goic y Senador Allamand y 1 abstención, Senadora Muñoz. Indicación 268 c)).

 
Artículo 360 ter.- Determinación de las empresas en las que no se podrá ejercer el derecho a huelga. No podrán declarar la huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas, cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional.

 
La calificación de encontrarse la empresa en alguna de las situaciones señaladas en este artículo será efectuada cada dos años, dentro del mes de julio, por resolución conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo, previa solicitud fundada de parte, la que deberá presentarse hasta el 31 de mayo del año respectivo.

 
Promovida la solicitud, se pondrá en conocimiento de la contraparte empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime pertinentes, dentro del plazo de 15 días.

 
Efectuada la calificación de una empresa e incorporada en la resolución conjunta respectiva, sólo por causa sobreviniente y a solicitud de parte se  podrá revisar su  permanencia.

 
La resolución deberá publicarse en el Diario Oficial y podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 404 de este Código.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 en contra del Senador Allamand. Indicación 268).

Artículo 361


-Ha intercalado, en el inciso primero, a continuación de la palabra “salud”, la locución “, al medio ambiente”.

(Unanimidad 4x0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 270).

Artículo 365

 
-Ha sustituido, en el inciso primero, la frase “La organización sindical que afilie a”, por el artículo “Los” y el vocablo “podrá” por “sólo podrán”.

(Unanimidad 3X0 la primera sustitución, Senadora Goic y Senadores Allamand y Letelier y Mayoría respecto de la segunda sustitución, 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, y 1 abstención del Senador Allamand. Indicaciones 290 y 293).


-Ha intercalado, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “capítulo”, la frase “sólo en el caso que la obra o faena transitoria tenga una duración superior a doce meses”.

(Mayoría 4 votos a favor, de la Senadora Goic y de los Senadores Allamand, Larraín y Letelier y 1 voto en contra de la Senadora Muñoz. Indicación 295).

Artículo 369


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 369.- Reuniones durante la negociación. Durante la negociación y con el objeto de lograr un acuerdo, las partes se reunirán el número de veces que estimen necesario. Las partes podrán asistir a estas reuniones con sus asesores.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allaman y Letelier. Indicación 312 a)). 

Artículo 370


-Ha reemplazado el inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 370.- Mediación. Cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo, la que estará dotada de amplias facultades para instarlas a lograr un acuerdo. La asistencia de las partes a las audiencias de mediación será obligatoria.”.  

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 315 a)). 

Artículo 372


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 372.- Pactos sobre condiciones especiales de trabajo. Los convenios colectivos suscritos de acuerdo a las reglas precedentes, podrán incluir pactos sobre condiciones especiales de trabajo de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de este Libro.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 318 a)).
Artículo 373


-Ha reemplazado el inciso segundo por el siguiente:

 
“Durante la vigencia de un convenio de provisión de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiarán a todos los afiliados a la organización que los negocie, que sean expresamente considerados en la nómina del convenio. Las estipulaciones del convenio referidas al monto de la remuneración acordada para el respectivo turno se harán extensivas a los trabajadores no considerados en la nómina antes señalada cada vez que sean contratados por el empleador. A estos últimos  trabajadores no se les extenderán los demás beneficios del convenio, ni la garantía de ofertas de trabajo de la letra a) del inciso primero del artículo 142, salvo que medie acuerdo expreso del empleador.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 318 b)).
Artículo 374

(Aprobada la frase subrayada del inciso primero por 3 votos a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 2 en contra de los Senadores Allamand y Larraín).

-Ha sustituido el inciso segundo por el siguiente:

 
“Estos pactos solo podrán acordarse en forma directa y sin sujeción a las normas de la negociación colectiva reglada. Su aprobación por parte del sindicato se sujetará a las normas que establezcan sus estatutos y si éstos nada dicen, se aprobarán por mayoría absoluta, en asamblea convocada al efecto y ante ministro de fe.”.

(Mayoría 3 votos a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 2 en contra de los Senadores Allamand y Larraín. Indicación 321).


-Ha reemplazado el inciso cuarto por el siguiente:

 
“Los pactos serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hayan celebrado, salvo que las partes excluyan expresamente de su aplicación a los trabajadores que lo hubieren solicitado.”.

(Mayoría 3 votos a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand. Indicación 322 a)).


-Ha sustituido el inciso quinto por el siguiente:

 
“Para aplicar estos pactos a los trabajadores de la empresa sin afiliación sindical, se requerirá de su consentimiento expreso, manifestado por escrito.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 323).

Artículo 375


-Ha suprimido en el encabezamiento la frase “a las reglas que fije un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que deberá ser suscrito además por el Ministerio de Hacienda y ajustarse”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 326).

Artículo 376


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 376.- Pactos de horas extraordinarias. Las organizaciones sindicales y los empleadores podrán convenir pactos de horas extraordinarias con un tope de setenta y dos horas trimestrales, por trabajador. Estos pactos no podrán aplicarse por más de seis meses en un año calendario y operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán trabajar durante el trimestre respectivo.


Las organizaciones sindicales que representen a trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, solo podrán convenir respecto de estos trabajadores, pactos de horas extraordinarias de hasta diez horas semanales, por trabajador. 


Los trabajadores afectos a estos pactos no podrán permanecer en faenas más de doce horas en total cada día de trabajo, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. 


Los pactos de horas extraordinarias no estarán sujetos al límite establecido en el inciso primero del artículo 31 de este Código, deberán respetar el descanso semanal y no podrán perjudicar la salud de los trabajadores.


Las horas extraordinarias trabajadas en virtud de estos pactos se pagarán, a lo menos, con el recargo señalado en el artículo 32 de este Código. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir  mecanismos alternativos de retribución tales como horas libres, días libres o días adicionales de feriado.”.

(Mayoría 3 votos a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 voto en contra del Senador señor Allamand. Indicación 331 b)).

Artículo 377


-Ha eliminado en el inciso segundo la frase “, la que no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, y 1 en contra del Senador Allamand. Indicación 332.).

Artículo 378


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 378.- Pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal. Las partes podrán acordar que la jornada ordinaria semanal de trabajo se distribuya en cuatro días. En cualquier caso, la jornada no podrá exceder de 12 horas diarias de trabajo efectivo, incluidas la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. Si la jornada de trabajo supera las 10 horas, deberá acordarse una hora de descanso imputable a ella.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 340).

ooooooo


-Ha intercalado el siguiente artículo 378 bis, nuevo:

 
"Artículo 378 bis.- Pactos para trabajadores con responsabilidades familiares. Las organizaciones sindicales podrán celebrar con el empleador, pactos con el objeto que trabajadores con responsabilidades familiares puedan acceder a sistemas de jornada que combinen tiempos de trabajo presencial en la empresa y fuera de ella.


Para acogerse a este pacto, el trabajador deberá solicitarlo por escrito al empleador, quien deberá responder de igual forma en el plazo de treinta días. El empleador tendrá la facultad de aceptar o rechazar la solicitud.


Aceptada la solicitud del trabajador, deberá suscribirse un anexo al contrato individual de trabajo que deberá contener las siguientes menciones:

 
1.
El lugar o lugares alternativos a la empresa en que el trabajador prestará los servicios, pudiendo ser el hogar del trabajador u otro lugar convenido con el empleador.

 
2.
Las adecuaciones a la jornada de trabajo, si fuere necesario.

 
3.
Los sistemas de control y gestión que utilizará el empleador respecto de los servicios convenidos con el trabajador.

 
4.
El tiempo de duración del acuerdo. 


El trabajador podrá unilateralmente volver a las condiciones originalmente pactadas en su contrato de trabajo, previo aviso por escrito al empleador con una anticipación mínima de 30 días.


Estos pactos también podrán ser convenidos para aplicarse a trabajadores jóvenes que cursen estudios regulares, mujeres, personas con discapacidad u otras categorías de trabajadores que definan de común acuerdo el empleador y la organización sindical.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 340 a)).

Artículo 379


-Ha reemplazado el inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 379.- Registro y fiscalización de los pactos. Dentro de los cinco días siguientes a la suscripción del pacto, el empleador deberá registrar dicho instrumento de manera electrónica ante la Dirección del Trabajo.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 341).


-Ha incorporado, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos nuevos:

 
“El Director del Trabajo, mediante resolución exenta, determinará la forma, condiciones y características del registro de los pactos y las demás normas necesarias para verificar el cumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores.

 
La Dirección del Trabajo pondrá a disposición del público modelos tipo de pactos sobre condiciones especiales de trabajo, que se ajusten a las disposiciones de este Título.

 
La fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del Trabajo.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 342).


-Ha sustituido el inciso segundo, que pasa a ser quinto, por el siguiente:

 
“En caso de incumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores o si sus estipulaciones infringen gravemente el cumplimiento de normas de higiene y seguridad en el trabajo, el Director del Trabajo podrá, mediante resolución fundada, dejar sin efecto los pactos de que trata este Título. Esta resolución será reclamable ante el tribunal respectivo de conformidad al procedimiento de aplicación general contemplado en el Párrafo 3° del Capítulo II del Título I del Libro V de este Código.”.

(Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 voto en contra del Senador Allamand. Indicación 343 a)).

Artículo 388


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 388.- Arbitraje voluntario y obligatorio. Las partes en cualquier momento podrán voluntariamente someter la negociación colectiva a arbitraje.


El arbitraje será obligatorio para las partes en los casos en que esté prohibida la huelga y cuando se determine la reanudación de faenas, según lo dispuesto en el artículo 361 de este Código.”.

(Adecuación formal acordada por la unanimidad de las Senadoras Goic y Muñoz y de los Senadores Allamand y Letelier).

Artículo 389


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 389.- Del tribunal arbitral, de la nómina de árbitros y su designación. El tribunal arbitral será colegiado y estará integrado por tres árbitros.


Suscrito el compromiso entre las partes, llegada la fecha de término de vigencia del instrumento colectivo o a partir del día siguiente de la notificación de la resolución que ordena la reanudación de faenas, la Dirección Regional del Trabajo correspondiente al domicilio de la empresa, deberá citar a las partes a una audiencia dentro de quinto día para la designación del tribunal arbitral, la que se llevará a cabo con cualquiera de las partes que asista o en ausencia de ambas. 


En esta audiencia se procederá a designar a los árbitros que conformarán el tribunal arbitral, nombrando a tres titulares y dos suplentes entre los inscritos en la Nómina Nacional de Árbitros Laborales. Las designaciones serán de común acuerdo y en su ausencia, la Dirección Regional del Trabajo designará aquellos que más se aproximen a las preferencias de las partes. Si las partes no manifestaren preferencias, la designación se hará por sorteo. El Director Regional del Trabajo procurará que al menos uno de los árbitros tenga domicilio en la Región respectiva.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 348 a)).

Artículo 390


Lo ha reemplazado por el siguente:

 
“Artículo 390.- Notificación de los árbitros, audiencia de constitución y procedimientos de arbitraje. Los árbitros designados serán notificados por la Dirección Regional del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia de constitución del tribunal arbitral dentro de quinto día. A esta audiencia también serán convocadas las partes.


En la audiencia de constitución, el Director Regional del Trabajo tomará juramento o promesa a los árbitros designados, partiendo por los titulares y siguiendo por los suplentes. En caso de ausencia de un árbitro titular, tomará su lugar uno de los suplentes. Los árbitros deberán jurar o prometer dar fiel e íntegro cumplimiento a su cometido. En esta audiencia el tribunal arbitral definirá el procedimiento que seguirá para su funcionamiento.


Una vez verificada la audiencia de constitución, el tribunal arbitral convocará a las partes a una audiencia dentro de los cinco días siguientes. En esta oportunidad las partes presentarán su última propuesta y realizarán las observaciones que estimen pertinentes. El tribunal levantará acta resumida de lo obrado. 


Al tribunal arbitral les serán aplicables los artículos 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 85 y 89 inciso primero del Código Orgánico de Tribunales, en todo aquello que no sea incompatible con las normas de este Capítulo.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 348 b)).

Artículo 396


Ha sustituido en el número 1 del inciso primero, el vocablo “diez” por “ocho”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 352).

Artículo 402


-Lo ha eliminado.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 354 a)).

Artículo 403


-Ha pasado a ser artículo 402, sustituyendo la frase “los puestos de trabajo” por la palabra “trabajadores”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 354 b)).

-Ha sustituido la referencia al “artículo 408” por otra al “artículo 407”.

(Adecuación formal)

Artículo 404


-Ha pasado a ser artículo 403, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 403.- Efecto de la interposición de acciones judiciales. En los procedimientos judiciales a que dé lugar el ejercicio de las acciones previstas en este Libro, el Tribunal podrá mediante resolución fundada, disponer la suspensión de la negociación colectiva en curso. La resolución será apelable conforme lo dispuesto en el artículo 476 de este Código.”.

 (Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 361 a)).
Artículo 405


-Ha pasado a ser artículo 404, reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 404.- Reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga. El reclamo se deducirá ante la Corte de Apelaciones de Santiago o la del lugar donde se encuentre domiciliado el reclamante, a elección de éste último. El reclamo deberá interponerse dentro de los quince días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la resolución respectiva, según las siguientes reglas:

 
a) El reclamante señalará en su escrito, con precisión, la resolución objeto del reclamo, la o las normas legales que se suponen infringidas, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto le perjudica.

 
b) La empresa y el o los sindicatos, según corresponda, podrán hacerse parte en el respectivo reclamo de conformidad a las normas generales.

 
c) La Corte podrá decretar orden de no innovar cuando la ejecución del acto impugnado le produzca un daño irreparable al recurrente. Asimismo, podrá declarar inadmisible la reclamación si el escrito no cumple con las condiciones señaladas en la letra a) anterior.

 
d) Recibida la reclamación, la Corte requerirá de informe conjunto a los ministros que suscribieron el acto reclamado, concediéndole un plazo de 10 días al efecto.

 
e) Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.

 
f) Vencido el término de prueba, se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia para su inclusión en la tabla.

 
g) La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo, decidirá u ordenará, según sea procedente, la rectificación del acto impugnado y la dictación de la respectiva resolución, incluyendo o excluyendo a la empresa, según corresponda.

 
h) En todo aquello que no estuviere regulado por el presente artículo, regirán las normas establecidas en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Civil, según corresponda.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 362).
Artículo 406


-Ha pasado a ser artículo 405, con las siguientes enmiendas:

 
-Ha eliminado en la letra d), la frase “de los puestos de trabajo”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 365 a)).


-Ha incorporado en la letra d), el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Los trabajadores no involucrados en la huelga ejecutarán las funciones convenidas en sus contratos de trabajo. El empleador en el ejercicio de sus facultades podrá efectuar ajustes a los turnos u horarios de trabajo.”.

(Primera frase, mayoría 3 a favor, Senadora Goic y Senadores Allamand y Letelier, y 1 en contra, Senadora Muñoz. Segunda frase, mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra, Senador Allamand. División votación Indicación 365 a)).


-Ha agregado las siguientes letras e), f) y g), nuevas:

 
“e) El cambio de establecimiento en que deben prestar servicios los trabajadores no involucrados en la huelga para reemplazar a los trabajadores que participan en ella.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 365 a)).

 
f) Ofrecer, otorgar o convenir individualmente aumentos de remuneraciones o beneficios a los trabajadores sindicalizados, durante el período que se desarrolla la negociación colectiva de su sindicato.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 abstención, Senador Allamand. Indicación 365 a)).

 
g) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas, durante la negociación colectiva.”.

(Mayoría 3 a favor, Senadora Goic y Senadores Allamand y Letelier, y 1 abstención, Senadora Muñoz. Indicación 365 a)).
Artículo 407


-Ha pasado a ser artículo 406, incorporando el siguiente literal nuevo:


“e) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas durante la negociación colectiva.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier. Indicación 383).

Artículo 408


-Ha pasado a ser artículo 407, sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 407.- Régimen sancionatorio. Las prácticas desleales serán sancionadas de la siguiente forma:

 
1. En la micro empresa con multa de 5 a veinticinco unidades tributarias mensuales.

 
2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

 
La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical.

 
El incumplimiento de las estipulaciones contenidas en un instrumento colectivo y las prácticas desleales de la letra d) de los artículos 405 y 406, serán sancionados con una multa por cada trabajador involucrado de acuerdo a las siguientes reglas: 

 
1. En la micro y pequeña empresa con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.

 
2. En la mediana empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la gran empresa con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.

 
En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, ésta será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.

 
Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 
Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas sancionadas como prácticas desleales configuren, faltas, simples delitos o crímenes.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 389 c)).

ARTÍCULOS 409 A 413


Han pasado a ser artículos 408, 409, 410, 411 y 412, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 2°


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 2°.- Créase el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que tendrá como objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.


Los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo. 


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo y las demás que sean necesarias para su implementación.


A lo menos el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto. Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones  focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 401 a)).

ooooooo


-Ha intercalado, a continuación del artículo 3°, los siguientes nuevos:

 
“Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior Laboral, en adelante “el Consejo", de carácter tripartito y consultivo, cuya misión será colaborar en la formulación de propuestas y recomendaciones de políticas públicas destinadas a fortalecer y promover el diálogo social y una cultura de relaciones laborales justas, modernas y colaborativas en el país.


Artículo 5°.- Al Consejo le corresponderán las siguientes funciones:


1.
Elaborar, analizar y discutir propuestas y recomendaciones de política pública en materia de relaciones laborales y mercado del trabajo.


2.
Proponer iniciativas destinadas a incentivar la creación de empleos, aumentar la productividad y elevar la participación laboral de mujeres, jóvenes, personas con discapacidad y trabajadores vulnerables, mejorando su empleabilidad. 


3.
Efectuar por sí o a través de terceros la realización de estudios o investigaciones de diagnóstico sobre el estado de las relaciones laborales y funcionamiento del mercado de trabajo en el país.


4.
Formular propuestas sobre los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas.


5.
Informar las materias que se le encomienden expresamente a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


6.
Rendir en el mes de abril de cada año, un informe anual de sus actividades, propuestas y el resultado de las mismas al Presidente de la República y al Congreso Nacional. Este informe  deberá publicarse a través de la página web del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Artículo 6°.- El Consejo estará integrado por nueve miembros de reconocida trayectoria en el ámbito de las relaciones laborales y mercado del trabajo, que serán designados de la siguiente manera:


a)
Un consejero designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;


b)
Un consejero designado por el Ministro de Hacienda;


c)
Un consejero designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo;


d)
Tres consejeros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país, incluyendo al menos un representante de las organizaciones de empresas de menor tamaño, y


e)
Tres consejeros designados por las centrales sindicales de mayor representatividad del país.


Los miembros del Consejo durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados por un período adicional. La renovación de los consejeros se realizará por parcialidades cada dos años en la forma que determine el reglamento. 


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


El reglamento de que trata el artículo 11 establecerá los mecanismos para asegurar que al menos un tercio de los integrantes del Consejo sean mujeres.


El Consejo elegirá de entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente que durarán dos años en sus cargos, no pudiendo ser reelegidos. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.


Artículo 7°.- Los integrantes del Consejo no serán remunerados en sus funciones y cesarán en sus cargos por alguna de las siguientes causales:


a)
Expiración del plazo por el que fueron nombrados.


b)
Por renuncia presentada ante el Presidente del Consejo.


c)
Por falta grave al cumplimiento de sus funciones, en los términos previstos en el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la presente ley. 


d)
Por remoción de las organizaciones o autoridades que los hubieren designado.


Artículo 8°.- El Consejo sesionará con al menos cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Cuando se estime necesario, el Consejo podrá invitar a expertos o especialistas nacionales o extranjeros, vinculados a temas de su competencia. Asimismo podrá solicitar la participación de funcionarios de la Administración del Estado. 


Artículo 9°.- El Consejo sesionará ordinariamente al menos una vez al mes. Además, sesionará extraordinariamente cada vez que así lo soliciten al menos cinco de sus miembros en ejercicio o lo convoque su presidente. 


Artículo 10.- El Consejo contará con una Secretaría Técnica que estará radicada en la Subsecretaría del Trabajo, la que le proveerá la infraestructura y los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento.


Artículo 11.- Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de designación de los integrantes del Consejo y las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letlelier. Indicación 402 a)).

ARTÍCULO 4°

-Ha pasado a ser artículo 12, sin enmiendas.

ARTÍCULO 5°

-Ha pasado a ser artículo 13, sin enmiendas. 

ARTÍCULO 6°

-Ha pasado a ser artículo 14, sin enmiendas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO


-Ha sustituido la expresión “séptimo mes” por “noveno mes”.

 (Mayoría 3 votos a favor, de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier y 1 abstención del Senador Allamand. Indicación 408).


-Ha incorporado la siguiente frase final: “, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en las normas siguientes.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 409).

ARTÍCULO SEGUNDO


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo segundo.- Las negociaciones colectivas se regirán íntegramente y para todos los efectos legales, por las normas vigentes al día de presentación del proyecto de contrato colectivo.

 
Los instrumentos colectivos suscritos por sindicatos o grupos negociadores con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha convenida en ellos.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 411 a)).

ARTÍCULO TERCERO


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo tercero.- A partir de la publicación de la presente ley, las empresas y organizaciones sindicales podrán calificar de común acuerdo los servicios mínimos y equipos de emergencia a que se refiere el artículo 359 del Código del Trabajo, aplicando al efecto lo dispuesto en los incisos primero, segundo y séptimo del artículo 360 de dicho Código; ambos incorporados por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley.

 
En las negociaciones colectivas que deban iniciarse dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley y respecto de las cuales no exista acuerdo en la calificación de los servicios mínimos y equipos de emergencia, el empleador deberá recurrir a la Dirección Regional del Trabajo correspondiente, de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 360 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, en la oportunidad siguiente: 

 
a) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro de los dos primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el cuarto mes siguiente a la publicación de la ley; 

 
b) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del tercer o cuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el sexto mes siguiente a la publicación de la ley, y 

 
c) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del quinto o sexto mes siguiente a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el octavo mes siguiente a la fecha de publicación de la ley. 

 
Con todo, no se podrá iniciar el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, en tanto no esté resuelto el requerimiento de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia formulado oportunamente por el empleador.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 418 a)).

ARTÍCULO CUARTO


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo cuarto.- La modificación del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 6) del artículo 1° de esta ley, relativa al plazo de vigencia de las resoluciones será aplicable a las que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

 
Las resoluciones dictadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha establecida en ellas.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 418 b)).

ARTÍCULO QUINTO


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo quinto.- Durante los primeros veinticuatro meses de vigencia de la presente ley, solo se podrán convenir los pactos sobre condiciones especiales de trabajo del Título VI del Libro IV del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, en aquellas empresas cuya afiliación sindical sea igual o superior al 50% del total de sus trabajadores.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 420 a)).

La regla anterior no será aplicable a los pactos para trabajadores con responsabilidades familiares y a los pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal, los que podrán pactarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 374 del Código del Trabajo introducido por esta ley.”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 abstención, Senador Allamand. Indicaciones 326 y 340 a) e inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
ooooooo


Ha incorporado los siguientes artículos transitorios nuevos:

 
“Artículo sexto- El delegado del personal que hubiere sido elegido antes de la publicación de esta ley podrá permanecer en sus funciones hasta expirar el período para el cual fue elegido y gozará del fuero a que se refiere el artículo 243.”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 422).
 
Artículo séptimo.-El pacto especial de horas extraordinarias del artículo 376 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, sólo se podrá acordar a partir del primer día del vigésimo quinto mes posterior a la entrada en vigencia de esta ley.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 425).
 
Artículo octavo.- Los sindicatos constituidos con anterioridad a la publicación de la presente ley, podrán completar el nuevo quórum exigido en el inciso tercero del artículo 227 del Código del Trabajo, en el plazo máximo de dos años contado desde su entrada en vigencia, manteniendo su derecho a negociar. Transcurrido este plazo, el sindicato  conservará vigente su personalidad jurídica y sólo podrá negociar colectivamente cuando complete el quórum respectivo.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 2 en contra, Senadores Allamand y Larraín. Indicación 425, con modificaciones).

Artículo noveno.- Se otorga el plazo de un año, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para que las organizaciones sindicales vigentes a dicha fecha procedan a adecuar sus estatutos a las disposiciones contenidas en ella.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 425).

 
 Artículo décimo.- A partir de la publicación de la presente ley, los grupos de trabajadores que se unan para el solo efecto de negociar, solo podrán hacerlo en empresas en que no existan instrumentos colectivos vigentes suscritos por sindicatos.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 en contra, Senador Allamand. Indicación 425).
 
Artículo undécimo.- El reglamento señalado en el artículo 387 del numeral 36) del artículo 1° y los reglamentos señalados en los artículos 2° y 11, todos de la presente ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde su publicación en el Diario Oficial.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 425).

 
Artículo duodécimo.- El Consejo Superior Laboral se constituirá dentro de los sesenta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 11 de la presente ley.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 425).

 
Artículo decimotercero.- Dentro de los tres años siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Consejo Superior Laboral deberá emitir un informe anual de seguimiento y evaluación  sobre la implementación y aplicación de sus disposiciones, requiriendo antecedentes, opiniones técnicas y formulando recomendaciones, en su caso. Este informe deberá ser remitido al Presidente de la República y al Congreso Nacional.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Letelier. Indicación 425).

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

 
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo:

 
1) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación de la expresión “ascendencia nacional”, la frase “, situación socioeconómica, idioma, creencias, participación en organizaciones gremiales, orientación sexual, identidad de género, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad”.

 
2) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 3°, la frase “Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código”, por “Título IV del Libro IV de este Código”.

 
3) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 5°, entre los vocablos “y” y “colectivos”, las palabras “los instrumentos”.

 
4) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 6° por el siguiente:

 
“Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con uno o más sindicatos, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada establecido en el Título IV del Libro IV de este Código.”.

 
5) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 11, entre la palabra “arbitrales” y el punto seguido, la frase “o en acuerdos de grupo negociador”.

 
6) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 38, las dos veces que aparece, la palabra “cuatro” por la expresión “hasta tres”.

 
7) Intercálase en el artículo 43, entre las palabras “trabajo” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.


8) Sustitúyese en el artículo 49, la expresión “empleadores,” por “empleadores o” y elimínase la frase “o delegados del personal”.


9) Intercálase en el artículo 82, entre las palabras “colectivos” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.

 
10) Sustitúyese en el inciso final del artículo 153, la frase “El delegado del personal, cualquier” por “Cualquier” y elimínase en los incisos primero del artículo 156 y del artículo 177 las locuciones “, al delegado del personal” y “del personal o”, respectivamente.

 
11) Intercálase, en el inciso primero del artículo 178, entre las palabras “colectivos” y “que”, la frase “o en acuerdos de grupo negociador”.

 
12) Intercálase, en el inciso primero del artículo 218, entre la palabra “trabajo” y el punto aparte, la frase “y los secretarios municipales en localidades en que no existan otros ministros de fe disponibles”.


13) En el artículo 221:

 
a) Agrégase en el inciso primero del artículo 221, la siguiente oración final: “Tratándose de la constitución de un sindicato interempresa, sólo podrán actuar como ministros de fe los inspectores del trabajo.”.

 
b) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 221 por el siguiente:


"Los trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o de un sindicato interempresa, gozarán de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de ministro de fe para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud de ministro de fe.”.


14) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 227 por el siguiente:


“Si la empresa tiene 50 trabajadores o menos, podrán constituir sindicato 8 de ellos, siempre que representen como mínimo el 45 % del total de trabajadores.”.


15) Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:

 
“Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa que estén afiliados a un sindicato interempresa o de trabajadores eventuales o transitorios, elegirán uno o más delegados sindicales de acuerdo a las siguientes reglas: de 8 a 50 trabajadores elegirán un delegado sindical; de 51 a 75 elegirán dos delegados sindicales y si fueran 76 o más trabajadores, elegirán tres delegados.

 
Si entre los trabajadores de la empresa se hubieren elegido uno o más directores sindicales, estos cargos se rebajarán en igual proporción del número total de delegados sindicales que corresponda elegir en la respectiva empresa. 

 
Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.

 
Las elecciones de los delegados sindicales se realizarán en presencia de un ministro de fe y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a que se refiere el artículo 225, con copia a la Inspección del Trabajo respectiva.

 
La alteración en el número de afiliados no modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima elección, sin perjuicio de informar a la Dirección del Trabajo sobre este hecho, a más tardar dentro del quinto día hábil de haberse producido la alteración.

 
El mandato de los delegados durará el tiempo que señalen los estatutos, y si estos no lo regulan, tendrá la misma duración que el establecido para los directores sindicales.”.

 
16) Intercálase en el artículo 231 el siguiente inciso tercero, nuevo:

 
“Los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que el directorio sea integrado por directoras con derecho al fuero y las prerrogativas que establece este Código, en proporción no inferior a un tercio del total del directorio con estas prerrogativas o la que corresponda al porcentaje de afiliación de trabajadoras en el total de afiliados, en el caso de ser menor.”.

 
17) Reemplázase el inciso primero del artículo 243 por el siguiente:

“Artículo 243.- Los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido en la legislación vigente desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deba hacer abandono del cargo, por renuncia al sindicato o por término de la empresa. Asimismo, el fuero de los directores sindicales terminará cuando caduque la personalidad jurídica del sindicato por aplicación del inciso tercero del artículo 223 o del inciso segundo del artículo 227.”.

18) Modifícase el artículo 249 de la siguiente forma:

a) En su inciso primero:

i. Sustitúyese la frase “los permisos necesarios” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical necesarias”.

ii. Reemplázase la frase “los que no podrán” por “las que no podrán”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “los permisos semanales” por “las horas semanales de trabajo sindical”.

c) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “los permisos otorgados” por “las horas de trabajo sindical otorgadas”.

d) Sustitúyese en el inciso final la palabra “permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

19) Modifícase el artículo 250 en la siguiente forma:

a) Reemplázanse en el inciso primero las frases “los siguientes permisos sindicales” y “los señalados” por “las siguientes horas de trabajo sindical” y “las señaladas”, respectivamente.

b) Sustitúyese el literal b) del inciso primero por el siguiente:

“b) Los directores y delegados sindicales podrán también hacer uso de hasta tres semanas de horas de trabajo sindical en el año calendario para asistir a actividades destinadas a formación y capacitación sindical, en conformidad a los estatutos del sindicato.”.

c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “los permisos” por la frase “las horas de trabajo sindical”.

20) Reemplázase en el artículo 252 la expresión “permisos sindicales” por la frase “horas de trabajo sindical”.

21) Sustitúyese en el artículo 256 la frase “por el aporte de los adherentes a un instrumento colectivo y de aquellos a quienes se les hizo extensivo éste” por la siguiente: “por el aporte o cuota sindical ordinaria del exafiliado que se mantenga afecto al instrumento colectivo negociado por la organización, en los términos del inciso segundo del artículo 324; por la cuota sindical ordinaria de los no afiliados que hayan aceptado que se les aplique la extensión de beneficios de conformidad al inciso tercero del artículo 323”.

22) Suprímese en el inciso primero del artículo 268 la frase “y en presencia de un ministro de fe”.

23) Agrégase un nuevo inciso segundo al artículo 272, del siguiente tenor:

 
“Los estatutos de las federaciones y confederaciones deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que sus directorios sean integrados por un número de directoras con derecho al fuero, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 274, no inferior a un tercio del total del directorio con estas prerrogativas, o la que corresponda al porcentaje de trabajadoras que puedan ser electas de conformidad al artículo 273, en caso de ser inferior.”.
24) Modifícase el artículo 274 del siguiente modo:

a) Sustitúyese en su inciso tercero la palabra “permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

b) Sustitúyese en su inciso final la frase “los permisos antes señalados” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.

25) Incorpórase en el artículo 278 un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“Asimismo, los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que su cuerpo directivo sea integrado por un número de directoras con derecho al fuero, inamovilidad funcionaria, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 283, no inferior al 30%.”.

26) Suprímese, en el inciso primero del artículo 281, la frase “, ante la presencia de un ministro de fe”.

27) Modifícase el artículo 283 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso tercero la frase “permisos para efectuar su labor sindical” por la siguiente: “horas de trabajo sindical para efectuar su labor”.

b) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “los permisos antes señalados” por la frase “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.

c) Reemplázase en su inciso final la palabra “permisos” por la frase “horas de trabajo sindical”.


28) Elimínase en el epígrafe del Capítulo IX del Libro III, la expresión “desleales o”.

29) En el artículo 289:

a) En su inciso primero:

 
i. Sustitúyese la palabra “desleales” por “antisindicales”.

ii. Reemplázase el punto aparte por la frase “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.

 
c) Sustitúyese en el literal a) la frase “El que obstaculice” por el término “Obstaculizar”, reemplázase la locución “el que maliciosamente ejecutare” por “ejecutar maliciosamente” e intercálase como frase final de este primer párrafo la siguiente: “o despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.

.

d) Modifícase el literal b) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que se niegue” por la palabra “Negarse”.

ii. Sustitúyese la frase “los incisos quinto y sexto del artículo 315” por “los artículos 316 y 318”.

e) Modifícase el literal c) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ofrezca u otorgue” por la expresión “Ofrecer u otorgar”.

ii. Reemplázase la expresión “con el fin exclusivo de” por la siguiente: “que signifiquen”.

f) Sustitúyese en el literal d) la expresión “El que realice” por “Realizar”.

g) Sustitúyese en el literal e) la expresión “El que ejecute” por “Ejecutar”.

h) Intercálase el siguiente literal f), nuevo, pasando los actuales literales f) y g) a ser g) y h), respectivamente:

“f) Negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado, frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo, salvo que el tribunal respectivo haya decretado la separación provisional del trabajador de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 174;”.
i) Modifícase el actual literal f), que pasó a ser g), en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ejerza” por el vocablo “Ejercer”.

ii. Sustitúyese la expresión “con el fin exclusivo de” por “que signifiquen”.

iii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y coma.

j) Sustitúyese su actual literal g), que pasó a ser h), por el siguiente:

 
“h) Otorgar o convenir con trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios pactados en un instrumento colectivo, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 323 de este Código.

 
No constituye práctica antisindical el o los acuerdos individuales entre el trabajador y el empleador sobre remuneraciones o sus incrementos que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador, e”.

k) Agrégase un literal i) del siguiente tenor:

“i) No descontar o no integrar a la organización sindical respectiva las cuotas o aportes sindicales, ordinarios o extraordinarios, que corresponda pagar por los afiliados, o la cuota o aporte convenido en un acuerdo de extensión de conformidad al artículo 323, cuando éste proceda.”.

 
l) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“No se exigirá intención o dolo en la comisión de las conductas de prácticas antisindicales.”.

30) En el artículo 290:

 
a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “desleales” por “antisindicales” y agrégase la siguiente frase final: “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.


c) Sustitúyese en el literal a) la palabra “desleales” por “antisindicales” y en los literales a) y b) la frase “El que acuerde” por el vocablo “Acordar”.

d) Sustitúyese en el literal c) la frase “Los que apliquen” por el término “Aplicar”.

e) Modifícase el literal d) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que de cualquier modo presione” por el vocablo “Presionar”.

ii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y coma.

f) Modifícase el literal e) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “Los miembros del directorio de la organización sindical que divulguen a terceros ajenos a éste” por “Divulgar a terceros ajenos a la organización sindical”.

ii. Reemplázase el punto final por la expresión “, y”.

g) Agregase un literal f), del siguiente tenor:

“f) Ejercer los derechos sindicales o fueros que establece este Código de mala fe o con abuso del derecho.”.


31) Intercálase en la letra b) del artículo 291, a continuación de la palabra “sindicato”, la siguiente frase “, impidan el ingreso de los trabajadores a las asambleas o el ejercicio de su derecho a sufragio”.

32) En el artículo 292:

 
a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos:

 
“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales serán sancionadas de la siguiente forma:

 
1. En la micro empresa con multa de cinco a veinticinco unidades tributarias mensuales.

 
2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

 La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.”.
b) Sustitúyese en su inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “Servicio Nacional de Capacitación y Empleo” por “Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.

33) Sustitúyese el artículo 294 por el siguiente:

“Artículo 294.- Si el despido o el término de la relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva, el despido o el término de la relación laboral no producirá efecto alguno, aplicándose el artículo 489, con excepción de lo dispuesto en sus incisos tercero, cuarto y quinto.”.


34) Intercálase en el artículo 297, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El empleador podrá solicitar fundadamente a la Dirección del Trabajo que ejerza la acción señalada en el inciso primero.”.

35) Derógase el artículo 302 y elimínase en la denominación del Libro III, la frase “y del delegado del personal”.

36) Sustitúyese el Libro IV “De la Negociación Colectiva” por el siguiente: 

“LIBRO IV

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Título I

NORMAS GENERALES

Artículo 303.- Negociación colectiva, definición, partes y objetivo. La negociación colectiva es aquella que tiene lugar entre uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales, con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado, de acuerdo a las normas contenidas en el presente Libro.

Las partes deben negociar de buena fe, cumpliendo con las obligaciones y plazos previstos en las disposiciones siguientes, sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento entre ambas.

Los trabajadores tendrán derecho a negociar colectivamente con su empleador a través de la o las organizaciones sindicales que los representen, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV de este Libro, a través de cualquiera de los procedimientos establecidos en el Título V de este Libro, o de forma directa, y sin sujeción a normas de procedimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 314 de este Código.

Tendrán derecho a negociar los sindicatos que cumplan con los quórum de constitución establecidos en el artículo 227 de este Código.

En todas aquellas empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar, podrán hacerlo, según las normas previstas en el artículo 315, grupos de trabajadores unidos para ese efecto.

Para determinar si dos o más empresas deben ser consideradas como un solo empleador para efectos de la negociación colectiva, se estará a lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 3°.

Artículo 304.- Ámbito de aplicación. La negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del sector privado y en aquellas en las que el Estado tenga aportes, participación y representación.

No existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en aquellas en que leyes especiales la prohíban.

Tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más del 50% por el Estado, directamente o a través de derechos o impuestos.

Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar, sin embargo, respecto de los establecimientos educacionales particulares subvencionados en conformidad al decreto ley N°3.476, de 1980, y sus modificaciones, ni a los establecimientos de educación técnico-profesional administrados por corporaciones privadas conforme al decreto ley N°3.166, de 1980.

El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará las empresas en las que el Estado tenga aporte, participación o representación mayoritarios en que se deberá negociar por establecimiento, entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para todos los efectos de este Código.

Artículo 305.- Trabajadores impedidos de ejercer el derecho a negociar colectivamente, forma y reclamo de esta condición. No podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación del empleador y que estén dotados de facultades generales de administración, tales como gerentes y subgerentes. En la micro y pequeña empresa esta prohibición se aplicará también al personal de confianza que ejerza cargos superiores de mando.

De la circunstancia a que se refiere el inciso anterior deberá además dejarse constancia escrita en el contrato de trabajo y, a falta de esta estipulación, se entenderá que el trabajador está habilitado para negociar colectivamente.

El trabajador o el sindicato al que se encuentre afiliado, podrán reclamar a la Inspección del Trabajo de la circunstancia hecha constar en su contrato, de no poder negociar colectivamente. La resolución de la Inspección del Trabajo podrá reclamarse judicialmente a través del procedimiento establecido en el artículo 504, dentro del plazo de quince días contado desde su notificación.

Las micro, pequeñas y medianas empresas podrán excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje.

Artículo 306.- Materias de la negociación colectiva. Son materia de la negociación colectiva aquellas de interés común de las partes que afecten las relaciones mutuas entre trabajadores y empleadores, especialmente las que se refieran a remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero y, en general, a las condiciones comunes de trabajo.

Las negociaciones podrán incluir acuerdos para la conciliación del trabajo con las responsabilidades familiares, el ejercicio de la corresponsabilidad parental, planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa, acciones positivas para corregir situaciones de desigualdad, acuerdos para la capacitación y reconversión productiva de los trabajadores, constitución y mantenimiento de servicios de bienestar, mecanismos de solución de controversias, entre otros.


Adicionalmente, se podrán negociar los acuerdos de extensión previstos en el artículo 323 y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el Título VI de este Libro.

No serán objeto de la negociación colectiva aquellas materias que restrinjan o limiten la facultad del empleador de organizar, dirigir y administrar la empresa y aquellas ajenas a la misma.

Artículo 307.- Relación del trabajador con el contrato colectivo. Ningún trabajador podrá estar afecto a más de un contrato colectivo de trabajo celebrado con el mismo empleador de conformidad a las normas de este Código.

 
Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente en una micro y pequeña empresa, en una mediana empresa o en una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido, a lo menos, dieciocho, doce y seis meses, respectivamente, desde el inicio de sus actividades.

Artículo 309.- Fuero de negociación colectiva. Los trabajadores afiliados a la organización sindical involucrada en una negociación colectiva reglada gozarán del fuero establecido en la legislación vigente desde los diez días anteriores a la presentación de un proyecto de contrato colectivo hasta treinta días después de la suscripción de este último, o de la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado.

Igualmente, gozarán del fuero antes señalado los trabajadores que se afilien a la organización sindical durante el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, a partir de la fecha en que se comunique la afiliación al empleador y hasta treinta días después de la suscripción del contrato colectivo o de la notificación del laudo arbitral, en su caso.

Sin embargo, no se requerirá solicitar el desafuero de aquellos trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, cuando dicho plazo, obra o faena expirare dentro del período a que se refieren los incisos anteriores.

Artículo 310.- Beneficios y afiliación sindical. Los trabajadores se regirán por el instrumento colectivo suscrito entre su empleador y la organización sindical a la que se encuentren afiliados mientras este se encuentre vigente, accediendo a los beneficios en él contemplados.

Artículo 311.- Relación y efectos del instrumento colectivo con el contrato individual de trabajo y forma de modificación del instrumento colectivo. Las estipulaciones de un contrato individual de trabajo no podrán significar disminución de las remuneraciones, beneficios y derechos que correspondan al trabajador por aplicación del instrumento colectivo por el que esté regido.

Las estipulaciones de los instrumentos colectivos reemplazarán en lo pertinente a las contenidas en los contratos individuales de los trabajadores que sean parte de aquellos.

Las estipulaciones de un instrumento colectivo vigente sólo podrán modificarse mediante acuerdo entre el empleador y la o las organizaciones sindicales que lo hubieren suscrito.

Artículo 312.- Plazos y su cómputo. Todos los plazos establecidos en este Libro son de días corridos, salvo los previstos para la mediación obligatoria del artículo 353.

Con todo, cuando un plazo venciere en día sábado, domingo o festivo, se entenderá prorrogado hasta el día hábil siguiente.

Artículo 313.- Ministros de fe. Para los efectos previstos en este Libro IV, además de los inspectores del trabajo, serán ministros de fe los notarios públicos, los oficiales del Registro Civil, los funcionarios de la Administración del Estado que sean designados en esa calidad por la Dirección del Trabajo y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles.

Artículo 314.- Negociación no reglada. En cualquier momento y sin restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse entre uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, negociaciones voluntarias, directas y sin sujeción a normas de procedimiento, para convenir condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado.

Artículo 315.- Negociación semi-reglada. En las empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 362, los trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador, conforme a las reglas mínimas de procedimiento siguientes:

a) Deberá tratarse del mismo número de trabajadores que se exige para constituir sindicatos de empresa conforme al artículo 227.

b) Los trabajadores serán representados por una comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un Inspector del Trabajo.

c) El empleador estará obligado a dar respuesta a la presentación hecha por los trabajadores dentro del plazo de cinco días. Sí así no lo hiciere, se aplicará la multa prevista en el artículo 506.

d) La propuesta final del empleador deberá ser aprobada ante el Inspector del Trabajo en votación secreta, por mayoría absoluta de los trabajadores involucrados.

e) El documento que se suscriba de conformidad a esta modalidad de negociación se denominará acuerdo de grupo negociador.

Si se suscribiere un acuerdo sin sujeción a estas normas mínimas de procedimiento, este tendrá la naturaleza de contrato individual de trabajo para los involucrados.


Los trabajadores se mantendrán afectos al acuerdo de grupo negociador del que sean parte, hasta el término de su vigencia.

Título II

DERECHO A INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES

 
Artículo 316.- Derecho de información periódica en las grandes empresas. Las grandes empresas deberán entregar anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ellas, el balance general, el estado de resultados y los estados financieros auditados, si los tuvieren, dentro del plazo de treinta días contado desde que estos documentos se encuentren disponibles.


Asimismo, deberán entregar toda otra información de carácter público que conforme a la legislación vigente estén obligadas a poner a disposición de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta información deberá ser entregada dentro del plazo de treinta días contado desde que se haya puesto a disposición de la referida  Superintendencia.


Respecto de los nuevos sindicatos de empresa que se constituyan, la información indicada en este artículo será entregada dentro del plazo de treinta días contado a partir de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225 de este Código.


Artículo 317.- Derecho de información específica para la negociación en las grandes y medianas empresas. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a proporcionar a los sindicatos que tengan derecho a negociar en ellas, la información específica y necesaria para preparar sus negociaciones colectivas.


A requerimiento de las organizaciones sindicales que lo soliciten, dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente, deberán entregar, a lo menos, la siguiente información:


a)
Planilla de remuneraciones pagadas a todos los trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes, con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función desempeñada. La entrega de esta información no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.


b)
Valor actualizado de todos los beneficios que forman parte del instrumento colectivo vigente.


c)
Los costos globales de mano de obra de la empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y este hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán entregar los costos globales del período de duración del contrato.


d)
Toda la información periódica referida en los artículos 316 y 319 que no haya sido entregada oportunamente a los sindicatos de empresa, cuando corresponda.


e)
Información que incida en la política futura de inversiones de la empresa que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial.


En el evento de que no exista instrumento colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.


Las empresas señaladas en este artículo dispondrán del plazo de treinta días para hacer entrega de la información solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.


La comisión negociadora que represente a un grupo negociador, tendrá derecho a solicitar al empleador la información específica para la negociación establecida en la letra a) de este artículo, respecto de los trabajadores que represente y también la establecida en la letra c). Esta información podrá ser requerida a partir de la elección señalada en la letra b) del artículo 315. La entrega de esta información por parte del empleador deberá realizarse en un plazo de cinco días y no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.”.


Artículo 318.- Derecho de información por cargos o funciones de los trabajadores en las grandes y medianas empresas. Los sindicatos de empresa podrán una vez en cada año calendario solicitar a las grandes empresas, información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones de la empresa que se encuentren contenidas en el registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154 de este Código.


La información deberá entregarse innominadamente, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que haya sido requerida.


En el caso de las empresas medianas, sus sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación.


Artículo 319.- Derecho de información periódica en la micro, pequeña y mediana empresa. Las micro, pequeñas y medianas empresas proporcionarán anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ellas, la información sobre sus ingresos y egresos que de acuerdo al régimen tributario al que se encuentren acogidas declaren ante el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto a la renta. Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a la declaración anual de impuesto a la renta que efectúe la empresa.


Artículo 319 bis.- Derecho de información específica para la negociación en la micro y pequeña empresa. Los sindicatos con derecho a negociar en las micro y pequeñas empresas, podrán solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregadas por haberes y la información específica señalada en los literales b) y c) del inciso segundo del artículo 317 de este Código.


La información señalada en el inciso anterior podrá ser requerida dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente o en cualquier momento, en caso de no existir este. El empleador deberá entregar la información dentro de los treinta días siguientes al requerimiento. 


La comisión negociadora que represente al grupo negociador podrá solicitar al empleador el detalle de las remuneraciones mensuales de los trabajadores que represente, a partir de la elección señalada en la letra b) del artículo 315. La entrega de esta información por parte del empleador deberá realizarse en un plazo de cinco días.


La entrega de la información establecida en este artículo no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.


Artículo 320.- Derecho a requerir información por vía administrativa y judicial. Si el empleador no cumple con entregar la información en la forma y plazos previstos en los artículos anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del Trabajo que requiera al empleador para su entrega.


En caso de no prosperar la gestión administrativa, el o los sindicatos afectados podrán recurrir al tribunal laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504 de este Código.


El Tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará en la primera resolución que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal.

Título III

DE LOS INSTRUMENTOS COLECTIVOS Y DE LA TITULARIDAD SINDICAL

 
Artículo 321.- Instrumento colectivo: contrato colectivo, convenio colectivo y acuerdo de grupo negociador. Instrumento colectivo es la convención celebrada entre empleadores y trabajadores con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero, por un tiempo determinado, de conformidad a las reglas previstas en este Libro.


Contrato colectivo es aquel instrumento colectivo celebrado de conformidad al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en los artículos 328 y siguientes de este Código.


Convenio colectivo es aquel instrumento colectivo celebrado de acuerdo a la negociación colectiva no reglada prevista en el artículo 314 de este Código o derivado del procedimiento especial de negociación a que se refieren los artículos 365 y siguientes de este cuerpo legal. 


Acuerdo de grupo negociador es aquel instrumento colectivo celebrado conforme al procedimiento de negociación colectiva semi-reglada del artículo 315 de este Código. 


El laudo o fallo arbitral dictado según las normas de los artículos 387 y siguientes de este Código, también constituye un instrumento colectivo.


Los instrumentos colectivos deberán constar por escrito y registrarse en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción.

Artículo 322.- Instrumentos colectivos y su contenido. Todo instrumento colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1. La determinación precisa de las partes a quienes afecte.

2. Las normas sobre remuneraciones, beneficios, condiciones de trabajo y demás estipulaciones que se hayan acordado, especificándolas detalladamente.

3. El período de vigencia.

4. El acuerdo de extensión de beneficios o la referencia de no haberse alcanzado dicho acuerdo.

Adicionalmente, podrá contener la constitución de una comisión bipartita para la implementación y seguimiento del cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de las controversias.

Artículo 323.- Efecto de la afiliación sindical y aplicación de las estipulaciones de un instrumento colectivo. La afiliación sindical otorga de pleno derecho a los nuevos socios los beneficios del instrumento colectivo suscrito por la organización sindical a la que se incorpore, a partir de la comunicación de la afiliación al empleador.

La comunicación al empleador deberá realizarse por escrito al correo electrónico designado por este y enviarse copia de la misma a la Inspección del Trabajo.

Las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical. En el caso antes señalado, para acceder a los beneficios dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical, según lo establezca el acuerdo.

El acuerdo de extensión de que trata el inciso anterior deberá fijar criterios objetivos, generales y no arbitrarios para extender los beneficios a trabajadores sin afiliación sindical.

Sin perjuicio de lo anterior, el empleador podrá aplicar a todos los trabajadores de la empresa las cláusulas pactadas de reajuste de remuneraciones conforme a la variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, siempre que dicho reajuste se haya contemplado en su respuesta al proyecto de contrato colectivo.

Artículo 324.- Derecho a la libre afiliación y vinculación del trabajador con el instrumento colectivo. El trabajador podrá afiliarse y desafiliarse libremente de cualquier sindicato.

No obstante el cambio de afiliación sindical o desafiliación, el trabajador se mantendrá afecto al instrumento colectivo negociado por el sindicato al que pertenecía y que estuviere vigente, debiendo pagar el total de la cuota mensual ordinaria de ese sindicato durante toda la vigencia de dicho instrumento colectivo. Al término de la vigencia del instrumento colectivo del sindicato al que estaba afiliado, el trabajador pasará a estar afecto al instrumento colectivo del sindicato al que se hubiere afiliado, de existir este.

Una vez iniciada la negociación colectiva, los trabajadores involucrados permanecerán afectos a esta, así como al instrumento colectivo a que dicha negociación diere lugar.

Artículo 325.- Duración y vigencia de los instrumentos colectivos. Los contratos colectivos, los acuerdos de grupo negociador y los fallos arbitrales tendrán una duración no inferior a dos años ni superior a tres.

La vigencia de los contratos colectivos se contará a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior. De no existir los precitados instrumentos colectivos, la vigencia se contará a partir del día siguiente al de su suscripción.

Con todo, si se hubiere hecho efectiva la huelga, el contrato que se celebre con posterioridad o el fallo arbitral que se dicte, en su caso, sólo tendrán vigencia a contar de la fecha de suscripción del contrato o de constitución del compromiso, sin perjuicio de que su duración se cuente a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior o del cuadragésimo quinto día contado desde la presentación del respectivo proyecto, según corresponda.

Por su parte, los convenios colectivos podrán tener la duración que las partes definan, pero en ningún caso podrá ser superior a tres años.

Artículo 326.- Ultraactividad de un instrumento colectivo. Extinguido el instrumento colectivo, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, los incrementos reales pactados, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.
Artículo 327.- Mérito ejecutivo de los instrumentos colectivos y sanciones en caso de incumplimiento. Las copias originales de los instrumentos colectivos, así como las copias auténticas de dichos instrumentos, autorizadas por la Inspección del Trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, tendrán mérito ejecutivo y los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional conocerán de estas ejecuciones conforme al procedimiento señalado en los artículos 463 y siguientes de este Código.

No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, el incumplimiento de las estipulaciones contenidas en los instrumentos colectivos será sancionado por la Inspección del Trabajo de conformidad al artículo 506. La aplicación, cobro y reclamo de esta multa se efectuará con arreglo a las disposiciones de los artículos 503 y siguientes de este Código.

Título IV

EL PROCEDIMIENTO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA REGLADA

Capítulo I

REGLAS GENERALES

Artículo 328.- Negociación colectiva reglada y organizaciones sindicales. Los sindicatos de empresa que cumplan con el quórum del artículo 227 podrán negociar colectivamente de manera reglada con el empleador, de acuerdo a las normas que establece este Libro. Los sindicatos deberán reunir el quórum antes señalado a la fecha de iniciar la negociación.

Artículo 329.- Inicio de la negociación colectiva reglada. La negociación colectiva se inicia con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte del o los sindicatos al empleador.

Artículo 330.- Contenido del proyecto de contrato colectivo. En la presentación del proyecto de contrato colectivo se deberán explicitar, a lo menos, las cláusulas que se proponen, la vigencia ofrecida, la comisión negociadora y el domicilio físico y electrónico de el o los sindicatos respectivos. En esta misma oportunidad deberán presentar la nómina de los trabajadores que hasta ese momento se encuentren afiliados.

El sindicato podrá explicar los fundamentos de su propuesta de contrato y acompañar los antecedentes que sustenten su presentación.

Artículo 331.- Presentación del proyecto de contrato colectivo y negativa del empleador a recibirlo. Copia del proyecto de contrato colectivo presentado por el o los sindicatos, firmada por el empleador para acreditar que ha sido recibido por este, con la fecha de recepción estampada en él, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el empleador se negare a recibir o certificar la recepción del proyecto, el sindicato deberá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes a la negativa, para que notifique el proyecto de contrato al empleador en el más breve plazo.

Artículo 332.- Comisión negociadora sindical. La representación del sindicato en la negociación colectiva corresponderá a la comisión negociadora sindical, integrada por el directorio sindical respectivo. Si se trata de una negociación colectiva iniciada por más de un sindicato, la comisión negociadora sindical estará integrada por los directores que sean designados en el proyecto de contrato colectivo.

Además de los miembros de la comisión negociadora sindical, podrán asistir al desarrollo de las negociaciones los asesores que designen la o las organizaciones sindicales, los que no podrán exceder de tres.

En caso de que el o los sindicatos que negocien tengan afiliación femenina y la respectiva comisión negociadora laboral no esté integrada por ninguna trabajadora, se deberá integrar a una representante elegida por el o los sindicatos de conformidad a sus estatutos. En el evento que los estatutos nada establecieran, esta deberá ser elegida en asamblea convocada al efecto, en votación universal.

En la micro y pequeña empresa, la trabajadora que deba integrar la comisión negociadora de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, sustituirá a uno de los miembros que deban integrarla por derecho propio.

Respecto de la trabajadora que integre la comisión negociadora sindical de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero, el fuero señalado en el artículo 309 se extenderá hasta noventa días, contados desde la suscripción del contrato colectivo o, en su caso, desde la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado.

Artículo 333.- Afiliación sindical durante la negociación colectiva. Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada, los trabajadores no afiliados al sindicato tendrán derecho a afiliarse a él, incorporándose de pleno derecho a la negociación en curso, salvo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 324.

Con todo, sólo se incorporarán a la negociación en curso los trabajadores que se afilien hasta el quinto día de presentado el proyecto de contrato colectivo.

El sindicato deberá informar al empleador la afiliación de nuevos trabajadores dentro del plazo de dos días contado desde la respectiva incorporación.

Capítulo II

OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR EL PROYECTO Y PLAZO DE LA NEGOCIACIÓN

Artículo 334.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando no tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que no tiene instrumento colectivo vigente, podrá hacerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 308.

 
Las empresas en que no exista un instrumento colectivo vigente, podrán fijar un período, de hasta 60 días al año, durante el cual no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva.

La declaración a que se refiere el inciso anterior deberá comunicarse por medios idóneos a la Inspección del Trabajo y a los trabajadores. Su vigencia será de doce meses.

Artículo 335.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que tiene instrumento colectivo vigente deberá hacerse no antes de sesenta ni después de cuarenta y cinco días anteriores a la fecha de término de la vigencia de dicho instrumento.

Si el proyecto de contrato colectivo se presenta antes del plazo señalado en el inciso precedente, se entenderá, para todos los efectos legales, que fue presentado sesenta días antes de la fecha de vencimiento del instrumento colectivo anterior.

 
Artículo 336.- Consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de vencido el plazo, llegada la fecha de término del instrumento colectivo vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, el incremento real pactado, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente.

Capítulo III

DE LA RESPUESTA DEL EMPLEADOR

Artículo 337.- Respuesta del empleador y comisión negociadora de empresa. La respuesta del empleador al proyecto de contrato colectivo deberá ser entregada a alguno de los integrantes de la comisión negociadora sindical y remitida a la dirección de correo electrónico designada por el sindicato, dentro de los diez días siguientes a la presentación del proyecto. Las partes de común acuerdo podrán prorrogar este plazo hasta por diez días adicionales.

El empleador deberá dar respuesta a todas las cláusulas propuestas en el proyecto presentado por el sindicato y determinar un domicilio electrónico. Asimismo, podrá explicar los fundamentos y contenidos de su proposición, acompañando los antecedentes que la sustenten.

El empleador deberá designar una comisión negociadora, constituida por un máximo de tres apoderados que formen parte de la empresa, entendiéndose también como tales a los miembros de su respectivo directorio y a los socios con facultad de administración. Podrá además designar a los asesores, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 332.

Artículo 338.- Piso de la negociación. La respuesta del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación. En el caso de existir instrumento colectivo vigente, se entenderá por piso de la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en el instrumento colectivo vigente, con los valores que corresponda pagar a la fecha de término del contrato. Se entenderán excluidos del piso de la negociación la reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo y los beneficios que se otorgan sólo por motivo de la firma del instrumento colectivo. El acuerdo de extensión de beneficios que forme parte de un instrumento colectivo tampoco constituye piso de la negociación.

En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato.

Artículo 339.- Efectos de la falta de respuesta y de aquella que no contenga las estipulaciones del piso de la negociación. Si el empleador no diere respuesta oportunamente al proyecto de contrato, será sancionado con una multa establecida de conformidad al inciso primero del artículo 408.

Llegado el vigésimo día de presentado el proyecto de contrato colectivo sin que el empleador le haya dado respuesta, se entenderá que lo acepta, salvo que las partes hayan acordado la prórroga del inciso primero del artículo 337, en cuyo caso la sanción operará a partir del día siguiente al vencimiento de la prórroga.

En caso de que la respuesta del empleador no contenga las estipulaciones del piso de la negociación, aquellas se entenderán incorporadas para todos los efectos legales.

Artículo 340.- Registro de la respuesta. El empleador deberá remitir a la Inspección del Trabajo copia de la respuesta, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que esta haya sido entregada a la comisión negociadora sindical, adjuntando comprobante de su recepción por el sindicato.

Capítulo IV

IMPUGNACIONES Y RECLAMACIONES

 
Artículo 341.- Impugnación de la nómina, quórum y otras reclamaciones. El empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores incorporados en la nómina del proyecto de contrato colectivo, por no ajustarse a las disposiciones de este Código. Igualmente, podrá impugnar el cumplimiento del quórum del sindicato para negociar en la empresa.


Las partes podrán además, formular reclamaciones respecto del proyecto de contrato colectivo o de su respuesta, por no ajustarse a las normas del presente Libro.


No será materia de reclamación la circunstancia de estimar alguna de las partes que la otra, en el proyecto de contrato colectivo o en la correspondiente respuesta, según el caso, ha infringido lo dispuesto en el inciso final del artículo 306 de este Código.


Artículo 342.- Reglas de procedimiento. Las impugnaciones y reclamaciones señaladas en el artículo anterior se tramitarán ante la Inspección del Trabajo respectiva, conforme las siguientes reglas:


a)
El empleador deberá formular todas sus impugnaciones y reclamaciones en la respuesta al proyecto de contrato colectivo, acompañando los antecedentes en que se funden. 


b)
La comisión negociadora sindical deberá formular todas sus reclamaciones en una misma presentación ante la Inspección del Trabajo, acompañando los antecedentes en que se funden, dentro de los cinco días siguientes de recibida la respuesta del empleador.


c)
Recibida la respuesta del empleador que contenga impugnaciones o reclamaciones y recibidas las reclamaciones del sindicato, según sea el caso, la Inspección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes. Dicha citación deberá ser enviada a la dirección de correo electrónico de las partes. 


d)
A esta audiencia las partes deberán asistir con todos los antecedentes necesarios y la documentación adicional que le haya sido requerida por la Inspección del Trabajo, la que instará a las partes a alcanzar un acuerdo.


e)
La resolución deberá dictarse por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la audiencia. Si las impugnaciones o reclamaciones involucran a más de mil trabajadores, serán resueltas por el Director del Trabajo. 


f)
En contra de esta resolución sólo procederá el recurso de reposición que deberá ser interpuesto dentro de tercero día. La resolución que resuelve el recurso de reposición deberá dictarse en el plazo de tres días y será reclamable judicialmente dentro del plazo de cinco días, a través del procedimiento establecido en el artículo 504 de este Código.


g)
La interposición de las impugnaciones o reclamaciones no suspenderá el curso de la negociación colectiva.

Capítulo V

PERÍODO DE NEGOCIACIÓN

Artículo 343.- Período de negociación. A partir de la respuesta del empleador, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente con el objeto de obtener directamente un acuerdo, sin sujeción a ningún tipo de formalidades.

Las partes podrán negociar todas las materias comprendidas en el proyecto y la respuesta, como aquellas que de común acuerdo definan, incluyendo modificaciones al piso de la negociación.

Igualmente podrán convenir rebajar el piso de la negociación a que se refiere el artículo 338, cuando las condiciones económicas de la empresa así lo justifiquen.

Artículo 344.- Derecho a la suscripción del piso de la negociación. Durante todo el período de negociación, e incluso después de votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora sindical podrá poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por escrito, su decisión de suscribir un contrato colectivo sujeto a las estipulaciones del piso de la negociación.

El empleador no podrá negarse a esta exigencia, salvo en el caso a que se refiere el inciso final del artículo anterior. El contrato que se celebre conforme a las disposiciones de este artículo tendrá una duración de dieciocho meses y se entenderá suscrito desde la fecha en que la comisión negociadora sindical comunique su decisión al empleador.

Artículo 345.- Derecho a solicitar reunión de asistencia técnica. En las micro y pequeñas empresas, cualquiera de las partes podrá solicitar a la Dirección del Trabajo que las convoque a la reunión de asistencia técnica para llevar a cabo el proceso de negociación colectiva. La misma regla se aplicará a las empresas medianas cuando negocien por primera vez.

En esta oportunidad la Dirección del Trabajo informará a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las obligaciones derivados de la negociación. La asistencia a esta reunión será obligatoria para ambas partes.

Artículo 346.- Mediación voluntaria. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos anteriores, una vez vencido el plazo de respuesta del empleador, y durante todo el proceso de negociación colectiva, las partes podrán solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Dirección del Trabajo.

Capítulo VI

DERECHO A HUELGA

Artículo 347.- Derecho a huelga. La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores.

Se prohíbe el reemplazo de los trabajadores en huelga. 

 
La huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella, ni la ejecución de las funciones convenidas en sus contratos de trabajo.

La infracción de la prohibición señalada en el inciso segundo constituye una práctica desleal grave, la que habilitará a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes.

En el caso de negativa del empleador para retirar a los reemplazantes, la Inspección del Trabajo deberá denunciar al empleador al Juzgado de Letras del Trabajo conforme a las normas establecidas en los artículos 485 y siguientes, con excepción de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 486. El sindicato podrá iniciar esta acción o hacerse parte de la denuncia presentada por la Inspección del Trabajo. El Tribunal, revisados los antecedentes de la denuncia, ordenará al empleador el retiro inmediato de los reemplazantes en la primera resolución, bajo el apercibimiento señalado en el artículo 492.

Artículo 348.- Última oferta del empleador. El empleador, con a lo menos dos días de anticipación al inicio del período en que se puede hacer efectiva la votación de la huelga, podrá presentar a la comisión negociadora sindical una propuesta formal de contrato colectivo denominada “última oferta”. Esta propuesta deberá estar contenida en un documento suscrito por la comisión negociadora de la empresa. En la micro y pequeña empresa bastará que la última oferta sea firmada por uno de los miembros de la comisión negociadora de la empresa.

A falta de última oferta, aquella estará constituida por la propuesta formal más próxima al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior. De no existir propuestas formales, se tendrá por última oferta la respuesta del empleador.

La última oferta podrá ser informada por el empleador por escrito a todos los trabajadores involucrados en la negociación a través de mecanismos generales de comunicación.

Artículo 349.- Convocatoria a la votación de la huelga. La comisión negociadora sindical deberá convocar a la votación de la huelga con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha en que esta deba realizarse.

Cuando la votación no se hubiere llevado a efecto por causas ajenas al sindicato, este tendrá un plazo de cinco días adicionales para proceder a ella.

Artículo 350.- Oportunidad de la votación de la huelga. Si existe instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de vigencia del instrumento.

En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de un total de cuarenta y cinco contados desde la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo.

Las partes de común acuerdo podrán ampliar el plazo de la negociación y postergar la oportunidad para la votación de la huelga. En este caso, si existiere contrato colectivo se entenderá prorrogada la vigencia del mismo por el tiempo que las partes determinen. Este acuerdo deberá constar por escrito, suscribirse por las comisiones negociadoras de ambas partes y remitirse copia a la Inspección del Trabajo.

Artículo 351.- Medios para votación de la huelga. El empleador deberá facilitar que la votación de la huelga se realice con normalidad, otorgando los permisos necesarios para que los trabajadores puedan concurrir al acto de votación. El acto de votación podrá realizarse en la sede sindical, según lo dispuesto en el artículo 255.

La comisión negociadora sindical deberá organizar el proceso de votación evitando alteraciones en el normal funcionamiento de la empresa.

El día que se lleve a efecto la votación de la huelga el sindicato podrá realizar asambleas.

Artículo 352.- Votación de la huelga. La votación de la huelga se realizará en forma personal, secreta y ante ministro de fe. Los votos serán impresos y deberán emitirse con las expresiones “última oferta del empleador” o “huelga”.

La última oferta o la huelga deberán ser acordadas por la mayoría absoluta de los trabajadores representados por el sindicato. Del quórum de votación se descontarán aquellos trabajadores que no se encuentren actualmente prestando servicios en la empresa por licencia médica, feriado legal o aquellos que, por requerimientos de la empresa, se encuentren fuera del lugar habitual donde prestan servicios.

De aprobarse la huelga, esta se hará efectiva a partir del inicio de la respectiva jornada del quinto día siguiente a su aprobación.

Artículo 353.- Mediación obligatoria. Dentro de los cuatro días siguientes de acordada la huelga, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación obligatoria del Inspector del Trabajo competente, para facilitar el acuerdo entre ellas.

En el desempeño de su cometido, el Inspector del Trabajo podrá citar a las partes, en forma conjunta o separada, cuantas veces estime necesario, con el objeto de acercar posiciones y facilitar el establecimiento de bases de acuerdo para la suscripción del contrato colectivo.

Transcurridos cinco días hábiles desde que fuere solicitada su intervención sin que las partes hubieren llegado a un acuerdo, el Inspector del Trabajo dará por terminada su labor, debiendo hacerse efectiva la huelga al inicio del día siguiente hábil. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán acordar que el Inspector del Trabajo continúe desarrollando su gestión por un lapso de hasta cinco días, prorrogándose por ese hecho la fecha en que la huelga deba hacerse efectiva.

De las audiencias que se realicen ante el Inspector del Trabajo deberá levantarse acta firmada por los comparecientes y el funcionario referido.

Artículo 354.- Votación que no alcanza los quórum necesarios. En los casos en que no se alcancen los quórum de votación necesarios para que la asamblea acuerde la huelga, el sindicato tendrá la facultad de impetrar la suscripción de un contrato colectivo con las estipulaciones establecidas en el piso de la negociación, conforme al artículo 344, facultad que deberá ejercerse dentro del plazo de tres días contado desde la votación.

En caso de no ejercer la facultad señalada en el inciso anterior, se entenderá que el sindicato ha optado por aceptar la última oferta del empleador.

Artículo 355.- El cierre temporal de la empresa o lock-out. Acordada la huelga y una vez que esta se hubiere hecho efectiva, el empleador podrá declarar el lock-out o cierre temporal de la empresa, el que podrá ser total o parcial.

Se entenderá por lock-out el derecho del empleador, iniciada la huelga, a impedir temporalmente el acceso a todos los trabajadores a la empresa, predio o establecimiento.

El lock-out es total si afecta a todos los trabajadores de la empresa o predio, y es parcial cuando afecta a todos los trabajadores de uno o más establecimientos de una empresa. Para declarar lock-out parcial será necesario que en el establecimiento respectivo haya trabajadores involucrados en el proceso de negociación que lo origine.

Los establecimientos no afectados por el lock-out parcial continuarán funcionando normalmente.

En todo caso, el lock-out no afectará a los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 305.

El lock-out no podrá extenderse más allá de los treinta días contados de la fecha en que se hizo efectiva la huelga o del día de su término, cualquiera sea el hecho que ocurra primero.

Artículo 356.- Declaración de lock-out. El lock-out, sea total o parcial, sólo podrá ser declarado por el empleador si la huelga afectare a más del 50% del total de trabajadores de la empresa o del establecimiento en su caso, o significare la paralización de actividades imprescindibles para su funcionamiento, cualquiera fuere en este caso el porcentaje de trabajadores en huelga.

En caso de reclamo, la calificación de las circunstancias de hecho señaladas en el inciso anterior la efectuará la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes de formulada la reclamación. La resolución de la Inspección del Trabajo será reclamable judicialmente en los términos del artículo 504.

Artículo 357.- Suspensión del contrato de trabajo y efectos de la huelga y el lock-out. Durante la huelga o lock-out se entenderá suspendido el contrato de trabajo respecto de los trabajadores y del empleador que se encuentren involucrados o a quienes afecte, en su caso. En consecuencia, los trabajadores no estarán obligados a prestar sus servicios ni el empleador al pago de sus remuneraciones, beneficios y regalías derivadas de dicho contrato.

En el caso del inciso anterior, los trabajadores podrán efectuar trabajos temporales, fuera de la empresa, sin que ello signifique el término del contrato de trabajo con el empleador.

Durante la huelga, los trabajadores involucrados en la negociación podrán pagar voluntariamente las cotizaciones previsionales o de seguridad social en los organismos respectivos. Sin embargo, en caso de lock-out, el empleador deberá efectuarla respecto de aquellos trabajadores afectados por este que no se encuentren en huelga.

 
Artículo 357 bis.- Nueva oferta del empleador y su votación. Iniciada la huelga, la comisión negociadora del empleador podrá presentar una nueva oferta, con las mismas formalidades y publicidad del artículo 348, la que deberá ser votada por los trabajadores involucrados en la negociación, en votación secreta y ante un ministro de fe dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la nueva oferta. En este caso, los trabajadores deberán pronunciarse sobre la mantención de la huelga o la aceptación de la nueva oferta del empleador. La aceptación de la nueva oferta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores involucrados en la negociación.

 
En el caso de la micro y pequeña empresa, la votación a que se refiere el inciso anterior se realizará dentro de los dos días siguientes de presentada la nueva oferta.

 
Si la nueva oferta a que se refiere el inciso primero es rechazada, el empleador podrá presentar otra transcurridos cinco días desde su votación, la que deberá ser sometida a votación en los términos y plazos previstos en los incisos anteriores, en la medida que cumpla con las formalidades y publicidad previstas en el artículo 348. Este derecho podrá ejercerse en forma sucesiva hasta la aprobación de una nueva oferta.

 
Para el cómputo de los quórum de que trata este artículo se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 352 de este Código.

 
Artículo 357 ter.- Derecho a reincorporación individual del trabajador. Estará prohibido al empleador ofrecer o aceptar la reincorporación individual de los trabajadores en huelga, salvo en las condiciones establecidas en este artículo. 

 
En la gran y mediana empresa, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del décimo sexto día de iniciada la huelga, siempre que la última oferta formulada en la forma y con la anticipación señalada en el artículo 348, contemple a lo menos lo siguiente:

 
a) Idénticas estipulaciones que las contenidas en el contrato, convenio o fallo arbitral vigente, reajustadas en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, habido en el período comprendido entre la fecha del último reajuste y la fecha de término de vigencia del respectivo instrumento.

 
b) Una reajustabilidad mínima anual según la variación del Índice de Precios al Consumidor para el período del contrato, a partir de la suscripción del mismo.

 
En la micro y pequeña empresa, si la última oferta cumple las condiciones señaladas en el inciso anterior, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del sexto día de iniciada la huelga.

 
Si el empleador no hace una oferta de las características y en la oportunidad señalada en los incisos anteriores, los trabajadores de la gran y mediana empresa involucrados en la negociación, podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a partir del trigésimo día de iniciada la huelga. En la micro y pequeña empresa, este derecho podrá ejercerse a partir del día décimo sexto.

 
Los trabajadores que opten por reincorporarse individualmente de acuerdo a  lo señalado en este artículo, lo harán en las condiciones contendidas en la última oferta del empleador y a partir de ese momento no les será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo 324 de este Código.

 El ejercicio del derecho a reincorporación individual no afectará la huelga de los demás trabajadores.

Artículo 358.- De la reanudación de las negociaciones, de la suspensión y del término de la huelga. Durante la huelga las partes podrán reanudar las negociaciones las veces que estimen conveniente, sin sujeción a ninguna restricción o regla especial.

Las partes podrán acordar la suspensión temporal de la huelga por el plazo que estimen pertinente. El acuerdo deberá ser suscrito por las comisiones negociadoras y depositado en la Inspección del Trabajo. En este caso, también se entenderá suspendido el lock-out.

La suscripción del contrato colectivo hará cesar de pleno derecho los efectos de la huelga.

Capítulo VII

LIMITACIONES AL EJERCICIO DEL DERECHO A HUELGA

Artículo 359.- Servicios mínimos y equipos de emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, durante esta la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer el personal destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger los bienes corporales e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se deberán considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena.

El personal destinado por el sindicato a atender los servicios mínimos se conformará con trabajadores involucrados en el proceso de negociación y recibirá el nombre de equipo de emergencia. Sus integrantes deberán percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.

Los servicios mínimos deberán proveerse durante el tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados.

En el caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, la empresa podrá adoptar las medidas necesarias para atender los servicios mínimos, debiendo informar de ello inmediatamente a la Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate este incumplimiento.

 
Artículo 360.- Calificación de los servicios mínimos y de los equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia deberán ser calificados antes del inicio de la negociación colectiva.

 
La calificación deberá identificar los servicios mínimos de la empresa, así como el número y las competencias profesionales o técnicas de los trabajadores que deberán conformar los equipos de emergencia.

 
El empleador deberá proponer por escrito a todos los sindicatos existentes en la empresa, con una anticipación de, a lo menos, 180 días al vencimiento del instrumento colectivo vigente, su propuesta de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia para la empresa, remitiendo copia de la propuesta a la Inspección del Trabajo. En el caso de haber más de un instrumento colectivo vigente en la empresa, los referidos 180 días se considerarán respecto del instrumento colectivo más próximo a vencer.

 
En caso que no exista sindicato en la empresa, el empleador deberá formular su propuesta dentro de los 15 días siguientes a la comunicación de la constitución del sindicato efectuada de conformidad al artículo 225 de este Código, plazo durante el cual no se podrá iniciar la negociación colectiva. Habiéndose formulado el requerimiento por parte del empleador, tampoco se podrá iniciar la negociación colectiva en tanto no estén calificados los servicios mínimos y equipos de emergencia.

 
Recibida la propuesta del empleador, los sindicatos tendrán un plazo de 15 días para responder, en forma conjunta o separada.

 
Las partes tendrán un plazo de 30 días desde formulada la propuesta para alcanzar un acuerdo.

 
En caso de acuerdo, se levantará un acta que consigne los servicios mínimos y los equipos de emergencia concordados, la que deberá ser suscrita por el empleador y por todos los sindicatos que concurrieron a la calificación. Copia del acta deberá depositarse en la Inspección del Trabajo dentro de los 5 días siguientes a su suscripción.

 
Si las partes no logran acuerdo o éste no involucra a todos los sindicatos, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención de la Dirección Regional del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes.

 
En caso que la empresa tenga establecimientos o faenas en dos o más regiones del país, el requerimiento deberá formularse ante la Dirección Regional del Trabajo del domicilio del requirente. En caso que haya sido requerida la intervención de dos o más Direcciones Regionales, la Dirección Nacional del Trabajo determinará cuál de ellas resolverá todos los requerimientos.

 
Recibido el requerimiento, la Dirección Regional del Trabajo deberá oír a las partes y solicitar un informe técnico al organismo regulador o fiscalizador que corresponda. Cualquiera de las partes podrá acompañar informes técnicos de organismos públicos o privados. Asimismo, a requerimiento de parte o de oficio, la Dirección Regional del Trabajo podrá realizar visitas inspectivas.

 
La resolución que emita la Dirección Regional del Trabajo calificando los servicios mínimos y los equipos de emergencia de la empresa deberá ser fundada y emitida dentro de los 45 días siguientes al requerimiento.  Esta resolución deberá ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes a su emisión y sólo será reclamable ante el Director Nacional del Trabajo.

 
La Dirección del Trabajo, en el mes de abril de cada año, publicará los estándares técnicos de carácter general que han servido de base para la calificación de los servicios mínimos y los equipos de emergencia.

 
Por circunstancias sobrevinientes, la calificación podrá ser revisada si cambian las condiciones que motivaron su determinación, de acuerdo al procedimiento previsto en los incisos anteriores. La solicitud de revisión deberá ser siempre fundada por el requirente.

 
Artículo 360 bis.- Conformación de los equipos de emergencia. El empleador en su respuesta al proyecto de contrato colectivo deberá proponer a la comisión negociadora sindical los trabajadores afiliados al sindicato que conformarán los equipos de emergencia, cuando corresponda.

 
La comisión negociadora sindical tendrá un plazo de 48 horas para responder la propuesta del empleador. Si no contesta dentro del plazo señalado, se entenderá aceptada esta propuesta.

 
En caso de negativa expresa de la comisión negociadora sindical o discrepancia en el número o identidad de los trabajadores del sindicato respectivo que deben conformar los equipos de emergencia, el empleador deberá solicitar a la Inspección del Trabajo que se pronuncie dentro del plazo de cinco días contados desde la respuesta. La Inspección del Trabajo tendrá un plazo de diez días para resolver el requerimiento. La resolución será notificada al correo electrónico designado por las partes y en contra de ella sólo procederá el recurso de reposición.

 
Artículo 360 ter.- Determinación de las empresas en las que no se podrá ejercer el derecho a huelga. No podrán declarar la huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas, cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional.

 
La calificación de encontrarse la empresa en alguna de las situaciones señaladas en este artículo será efectuada cada dos años, dentro del mes de julio, por resolución conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo, previa solicitud fundada de parte, la que deberá presentarse hasta el 31 de mayo del año respectivo.

 
Promovida la solicitud, se pondrá en conocimiento de la contraparte empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime pertinentes, dentro del plazo de 15 días.

 
Efectuada la calificación de una empresa e incorporada en la resolución conjunta respectiva, sólo por causa sobreviniente y a solicitud de parte se  podrá revisar su  permanencia.

 La resolución deberá publicarse en el Diario Oficial y podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 404 de este Código.

Artículo 361.- Reanudación de faenas. En caso de producirse una huelga o lock-out que por sus características, oportunidad o duración causare grave daño a la salud, al medio ambiente, al abastecimiento de bienes o servicios de la población, a la economía del país o a la seguridad nacional, el Tribunal de Letras del Trabajo respectivo podrá decretar la reanudación de faenas, previa solicitud de parte.

La solicitud se tramitará a través del procedimiento monitorio de los artículos 496 y siguientes, con excepción de lo señalado en el inciso primero del artículo 497. Podrán ejercer la acción de que trata este artículo tanto la o las empresas, como la Dirección del Trabajo o el o los sindicatos, según corresponda.

La reanudación de faenas se hará en las mismas condiciones vigentes al momento de presentar el proyecto de contrato colectivo.

Una vez que esté ejecutoriada, la sentencia definitiva deberá notificarse a la Dirección del Trabajo para los efectos de lo dispuesto en el artículo 389.

Título V

REGLAS ESPECIALES PARA LA NEGOCIACIÓN DE SINDICATOS INTEREMPRESA Y LAS ORGANIZACIONES SINDICALES QUE AFILIAN A TRABAJADORES EVENTUALES Y TRANSITORIOS

Capítulo I

LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DEL SINDICATO INTEREMPRESA EN LA EMPRESA

Artículo 362.- Negociación colectiva del sindicato interempresa. El sindicato interempresa podrá negociar conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro, con las modificaciones señaladas en este Capítulo. En este último caso, la empresa estará obligada a negociar.

Sin perjuicio de lo anterior, los sindicatos interempresa podrán negociar conforme lo dispuesto en el artículo 314.

Artículo 363.- Requisitos para la negociación colectiva del sindicato interempresa. Para presentar un proyecto de contrato colectivo en una empresa, el sindicato interempresa deberá contar con un total de afiliados no inferior a los quórum señalados en el artículo 227, respecto de los trabajadores que represente en esa empresa.

Artículo 364.- Comisiones negociadoras y su composición. La comisión negociadora sindical estará integrada por los delegados sindicales de la respectiva empresa y un representante de la directiva del sindicato.

La comisión negociadora de la empresa se regirá por lo previsto en el inciso tercero del artículo 337.

Podrán participar de las negociaciones los asesores de ambas partes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 332.

Capítulo II

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE LAS ORGANIZACIONES QUE AFILIEN A TRABAJADORES EVENTUALES Y DE OBRA O FAENA TRANSITORIA

Artículo 365.- Procedimiento especial de negociación. Los trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena transitoria, sólo podrán negociar colectivamente conforme a lo dispuesto en el artículo 314 o a las disposiciones previstas en este capítulo.

Las empresas estarán obligadas a negociar conforme al procedimiento regulado en este capítulo sólo en el caso que la obra o faena transitoria tenga una duración superior a doce meses. Con todo, los trabajadores sujetos a esta negociación no gozarán de las prerrogativas de los artículos 309 y 347.

Artículo 366.- Inicio de la negociación y contenido del proyecto. La negociación deberá iniciarse con la presentación de un proyecto de convenio colectivo con las condiciones comunes de trabajo y remuneraciones para un período de tiempo, temporada u obra o faena transitoria determinada.

El proyecto de convenio colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1. La identificación de la organización que presenta el proyecto y la individualización de los miembros de la comisión negociadora sindical de conformidad a las reglas del artículo 332, con indicación de un domicilio y correo electrónico.

2. Las cláusulas que se proponen a la empresa.

3. El ámbito de la negociación.

4. La determinación de la obra o faena o período de tiempo comprendido en la negociación.

Artículo 367.- Oportunidad, formalidades y comunicación del proyecto. El sindicato podrá presentar el proyecto de convenio colectivo a una o más empresas, una vez iniciada la obra o faena transitoria.

Copia del proyecto de convenio colectivo firmado por un representante de la o las empresas, para acreditar que ha sido recibido, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el representante de la empresa se negare a firmar dicha copia, la organización sindical podrá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, para que le notifique el proyecto de convenio.

Artículo 368.- Respuesta del empleador. La empresa deberá dar respuesta al proyecto de convenio colectivo dentro del plazo de cinco días contado desde la presentación del mismo, enviándola a la comisión negociadora sindical, con copia a la Inspección del Trabajo. En la respuesta deberá consignarse la individualización de la empresa, la comisión negociadora y un correo electrónico para las comunicaciones que deban producirse durante la negociación. Deberán también señalarse las cláusulas que se propone celebrar, pudiendo incluir entre ellas los pactos sobre condiciones especiales de trabajo a los que se refiere el artículo 372.

En el caso de que el proyecto de convenio colectivo se presente a dos o más empresas, cada una de ellas deberá decidir si negocia en forma conjunta o separada, y comunicará su decisión a la comisión negociadora sindical en su respuesta al proyecto de convenio colectivo.

Artículo 369.- Reuniones durante la negociación. Durante la negociación y con el objeto de lograr un acuerdo, las partes se reunirán el número de veces que estimen necesario. Las partes podrán asistir a estas reuniones con sus asesores.
Artículo 370.- Mediación. Cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo, la que estará dotada de amplias facultades para instarlas a lograr un acuerdo. La asistencia de las partes a las audiencias de mediación será obligatoria.

Este procedimiento de mediación durará cinco días hábiles, prorrogable por mutuo acuerdo de las partes por el plazo que estimen pertinente.

Artículo 371.- Relación del convenio colectivo con el contrato individual y registro del instrumento. Las estipulaciones de los convenios colectivos celebrados en virtud de las normas de este capítulo se tendrán como parte integrante de los contratos individuales de los trabajadores afiliados a la o las organizaciones sindicales que los hubieren negociado, incluidos aquellos que se afilien con posterioridad.

Los convenios colectivos deberán ser registrados en la Inspección del Trabajo respectiva, dentro del plazo de cinco días contado desde su suscripción.

Artículo 372.- Pactos sobre condiciones especiales de trabajo. Los convenios colectivos suscritos de acuerdo a las reglas precedentes, podrán incluir pactos sobre condiciones especiales de trabajo de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de este Libro.

Artículo 373.- Convenio de provisión de puestos de trabajo. Los convenios de provisión de puestos de trabajo de que trata el artículo 142 podrán negociarse conforme las reglas del presente capítulo.

Durante la vigencia de un convenio de provisión de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiarán a todos los afiliados a la organización que los negocie, que sean expresamente considerados en la nómina del convenio. Las estipulaciones del convenio referidas al monto de la remuneración acordada para el respectivo turno se harán extensivas a los trabajadores no considerados en la nómina antes señalada cada vez que sean contratados por el empleador. A estos últimos trabajadores no se les extenderán los demás beneficios del convenio, ni la garantía de ofertas de trabajo de la letra a) del inciso primero del artículo 142, salvo que medie acuerdo expreso del empleador.

En cuanto a su contenido, los convenios de provisión de puestos de trabajo quedarán enteramente sujetos a lo dispuesto en el artículo 142.

Título VI

DE LOS PACTOS SOBRE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO

Artículo 374.- Requisitos, procedimiento y ámbito de aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo. En aquellas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de sus trabajadores, la o las organizaciones sindicales, conjunta o separadamente, podrán acordar con el empleador los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título.

Estos pactos solo podrán acordarse en forma directa y sin sujeción a las normas de la negociación colectiva reglada. Su aprobación por parte del sindicato se sujetará a las normas que establezcan sus estatutos y si éstos nada dicen, se aprobarán por mayoría absoluta, en asamblea convocada al efecto y ante ministro de fe.

La duración máxima de estos pactos será de tres años.

Los pactos serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hayan celebrado, salvo que las partes excluyan expresamente de su aplicación a los trabajadores que lo hubieren solicitado.

 
Para aplicar estos pactos a los trabajadores de la empresa sin afiliación sindical, se requerirá de su consentimiento expreso, manifestado por escrito.

Artículo 375.- Pactos sobre sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso. Los pactos de que trata este Título podrán establecer condiciones especiales de distribución de la jornada ordinaria de trabajo y duración de los descansos, conforme a las siguientes normas:

a) La jornada ordinaria de trabajo no podrá exceder de cuarenta y cinco horas promedio en cómputo semanal, por cada ciclo de trabajo. La jornada diaria de trabajo máxima será de doce horas, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos.

b) La jornada ordinaria se dividirá en dos partes, dejándose entre ellas un lapso de tiempo para la colación. La duración del descanso de colación será de a lo menos cuarenta y cinco minutos respecto de aquellas jornadas no superiores a diez horas de duración, y de una hora, imputable a la jornada, para aquellas que superen dicho número. Sin embargo, el descanso de colación de los trabajadores contratados con jornada a tiempo parcial, afectos al pacto colectivo, no podrá ser superior a sesenta minutos.

c) Tratándose de faenas ubicadas en centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de siete días, debiendo otorgar un descanso anual adicional de seis días. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso adicional o de remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

No será obligatorio el descanso adicional anual en la medida que el sistema excepcional contemple un promedio anual de a lo menos dos domingos de descanso al mes.

d) En el caso de faenas ubicadas fuera de centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de veinte días para faenas transitorias y de doce para faenas permanentes. Tratándose de una jornada diurna, por cada dos días de trabajo corresponderá, como mínimo, un día de descanso; y en el caso de trabajo nocturno, por cada día de trabajo corresponderá, a lo menos, un día de descanso.

Se considerará que la faena se desarrolla fuera de centros urbanos cuando se cumplan a su respecto una o ambas de las siguientes circunstancias:

i. Si las faenas se encuentran ubicadas fuera de los límites urbanos de la ciudad.

ii. Cuando los trabajadores involucrados en la jornada duerman en campamentos de la faena, lugares arrendados o dispuestos por la empresa para pernoctar o se paga una asignación por alojamiento.

e) Por cada día festivo trabajado se deberá otorgar, además, un día de descanso compensatorio. El descanso compensatorio por los días festivos no podrá imputarse a los días de descanso del ciclo de trabajo. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso compensatorio o de remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

f) Tratándose de los pactos regulados en esta norma, no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38.

 
Artículo 376.- Pactos de horas extraordinarias. Las organizaciones sindicales y los empleadores podrán convenir pactos de horas extraordinarias con un tope de setenta y dos horas trimestrales, por trabajador. Estos pactos no podrán aplicarse por más de seis meses en un año calendario y operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán trabajar durante el trimestre respectivo.


Las organizaciones sindicales que representen a trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, solo podrán convenir respecto de estos trabajadores, pactos de horas extraordinarias de hasta diez horas semanales, por trabajador. 


Los trabajadores afectos a estos pactos no podrán permanecer en faenas más de doce horas en total cada día de trabajo, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. 


Los pactos de horas extraordinarias no estarán sujetos al límite establecido en el inciso primero del artículo 31 de este Código, deberán respetar el descanso semanal y no podrán perjudicar la salud de los trabajadores.

Las horas extraordinarias trabajadas en virtud de estos pactos se pagarán, a lo menos, con el recargo señalado en el artículo 32 de este Código. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir  mecanismos alternativos de retribución tales como horas libres, días libres o días adicionales de feriado.

Artículo 377.- Pactos sobre tiempo de preparación para trabajar y jornada pasiva. Podrán también acordarse pactos para la duración y retribución de los tiempos no efectivamente trabajados destinados a cambio de vestuario, aseo personal, traslado, aclimatación u otros, que sean necesarios para el desarrollo de la labor convenida, tanto por razones de higiene o seguridad, del proceso productivo, de imagen corporativa o por exigencia del empleador.

Estos tiempos tendrán una duración máxima de una hora diaria, no serán imputables a la jornada de trabajo y su retribución se ajustará al acuerdo de las partes.

Artículo 378.- Pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal. Las partes podrán acordar que la jornada ordinaria semanal de trabajo se distribuya en cuatro días. En cualquier caso, la jornada no podrá exceder de 12 horas diarias de trabajo efectivo, incluidas la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. Si la jornada de trabajo supera las 10 horas, deberá acordarse una hora de descanso imputable a ella.

 
Artículo 378 bis.- Pactos para trabajadores con responsabilidades familiares. Las organizaciones sindicales podrán celebrar con el empleador, pactos con el objeto que trabajadores con responsabilidades familiares puedan acceder a sistemas de jornada que combinen tiempos de trabajo presencial en la empresa y fuera de ella.


Para acogerse a este pacto, el trabajador deberá solicitarlo por escrito al empleador, quien deberá responder de igual forma en el plazo de treinta días. El empleador tendrá la facultad de aceptar o rechazar la solicitud.


Aceptada la solicitud del trabajador, deberá suscribirse un anexo al contrato individual de trabajo que deberá contener las siguientes menciones:

 
1.
El lugar o lugares alternativos a la empresa en que el trabajador prestará los servicios, pudiendo ser el hogar del trabajador u otro lugar convenido con el empleador.

 
2.
Las adecuaciones a la jornada de trabajo, si fuere necesario.

 
3.
Los sistemas de control y gestión que utilizará el empleador respecto de los servicios convenidos con el trabajador.

 
4.
El tiempo de duración del acuerdo. 


El trabajador podrá unilateralmente volver a las condiciones originalmente pactadas en su contrato de trabajo, previo aviso por escrito al empleador con una anticipación mínima de 30 días.

Estos pactos también podrán ser convenidos para aplicarse a trabajadores jóvenes que cursen estudios regulares, mujeres, personas con discapacidad u otras categorías de trabajadores que definan de común acuerdo el empleador y la organización sindical.

Artículo 379.- Registro y fiscalización de los pactos. Dentro de los cinco días siguientes a la suscripción del pacto, el empleador deberá registrar dicho instrumento de manera electrónica ante la Dirección del Trabajo.

 
El Director del Trabajo, mediante resolución exenta, determinará la forma, condiciones y características del registro de los pactos y las demás normas necesarias para verificar el cumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores.

 
La Dirección del Trabajo pondrá a disposición del público modelos tipo de pactos sobre condiciones especiales de trabajo, que se ajusten a las disposiciones de este Título.

 La fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del Trabajo.

 
En caso de incumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores o si sus estipulaciones infringen gravemente el cumplimiento de normas de higiene y seguridad en el trabajo, el Director del Trabajo podrá, mediante resolución fundada, dejar sin efecto los pactos de que trata este Título. Esta resolución será reclamable ante el tribunal respectivo de conformidad al procedimiento de aplicación general contemplado en el Párrafo 3° del Capítulo II del Título I del Libro V de este Código.

Título VII

DE LA MEDIACIÓN, LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS Y EL ARBITRAJE

Capítulo I

DE LA MEDIACIÓN

Artículo 380.- Tipos de mediación. Conforme a lo previsto en este Libro, habrá mediación voluntaria cuando las partes de común acuerdo soliciten la designación de un mediador a la Dirección del Trabajo.

La mediación voluntaria tendrá un plazo máximo de diez días, contados desde la notificación de la designación del mediador.

Artículo 381.- Facultades del mediador. En el cumplimiento de sus funciones, el mediador podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los lugares de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos y requerir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole que las leyes respectivas permitan exigir a las empresas involucradas en la mediación y a las autoridades.

Artículo 382.- Informe de mediación. Si no se produce acuerdo dentro del plazo, el mediador pondrá término a su gestión, presentando a las partes un informe sobre lo realizado.

Capítulo II

DE LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS

Artículo 383.- Mediación laboral de conflictos colectivos. Los conflictos colectivos que no tengan un procedimiento especial previsto en este Libro para su resolución, podrán sujetarse a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 384.- Forma de inicio de la mediación de conflictos colectivos. Cualquiera de las partes podrá recurrir a la Inspección del Trabajo para solicitarle una instancia de mediación laboral de conflictos colectivos. Asimismo, la Inspección del Trabajo podrá intervenir de oficio.

Artículo 385.- Facultades de la Inspección del Trabajo. La Inspección del Trabajo estará facultada para disponer la celebración de las audiencias que estime necesarias para llegar a un acuerdo.

Para el logro del objeto de la mediación, la Inspección del Trabajo podrá solicitar asesoramiento e información a entidades públicas y privadas y ordenar medidas destinadas a contar con la mayor información necesaria para contribuir a resolver el conflicto.

Artículo 386.- Informe de mediación. En caso de no prosperar la mediación, la Inspección del Trabajo levantará un informe que detallará las características del conflicto, la posición de las partes, las fórmulas de mediación analizadas y las posturas de las partes respecto de aquellas. Este informe será público.

Capítulo III

DEL ARBITRAJE

Artículo 387.- Definición de arbitraje. El arbitraje es un procedimiento a través del cual la organización sindical y el empleador, en los supuestos y al amparo de las reglas que señala este capítulo, someten la negociación colectiva a un árbitro para decidir el asunto. La decisión se denominará indistintamente laudo arbitral o fallo arbitral.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda determinará las condiciones, plazos y formas por las cuales se llevará a cabo la contratación de los árbitros y las demás normas necesarias para el cumplimiento de su cometido.

 
Artículo 388.- Arbitraje voluntario y obligatorio. Las partes en cualquier momento podrán voluntariamente someter la negociación colectiva a arbitraje.

El arbitraje será obligatorio para las partes en los casos en que esté prohibida la huelga y cuando se determine la reanudación de faenas, según lo dispuesto en el artículo 361 de este Código.

 
Artículo 389.- Del tribunal arbitral, de la nómina de árbitros y su designación. El tribunal arbitral será colegiado y estará integrado por tres árbitros.


Suscrito el compromiso entre las partes, llegada la fecha de término de vigencia del instrumento colectivo o a partir del día siguiente de la notificación de la resolución que ordena la reanudación de faenas, la Dirección Regional del Trabajo correspondiente al domicilio de la empresa, deberá citar a las partes a una audiencia dentro de quinto día para la designación del tribunal arbitral, la que se llevará a cabo con cualquiera de las partes que asista o en ausencia de ambas. 

En esta audiencia se procederá a designar a los árbitros que conformarán el tribunal arbitral, nombrando a tres titulares y dos suplentes entre los inscritos en la Nómina Nacional de Árbitros Laborales. Las designaciones serán de común acuerdo y en su ausencia, la Dirección Regional del Trabajo designará aquellos que más se aproximen a las preferencias de las partes. Si las partes no manifestaren preferencias, la designación se hará por sorteo. El Director Regional del Trabajo procurará que al menos uno de los árbitros tenga domicilio en la Región respectiva.

 
Artículo 390.- Notificación de los árbitros, audiencia de constitución y procedimientos de arbitraje. Los árbitros designados serán notificados por la Dirección Regional del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia de constitución del tribunal arbitral dentro de quinto día. A esta audiencia también serán convocadas las partes.


En la audiencia de constitución, el Director Regional del Trabajo tomará juramento o promesa a los árbitros designados, partiendo por los titulares y siguiendo por los suplentes. En caso de ausencia de un árbitro titular, tomará su lugar uno de los suplentes. Los árbitros deberán jurar o prometer dar fiel e íntegro cumplimiento a su cometido. En esta audiencia el tribunal arbitral definirá el procedimiento que seguirá para su funcionamiento.


Una vez verificada la audiencia de constitución, el tribunal arbitral convocará a las partes a una audiencia dentro de los cinco días siguientes. En esta oportunidad las partes presentarán su última propuesta y realizarán las observaciones que estimen pertinentes. El tribunal levantará acta resumida de lo obrado. 


Al tribunal arbitral les serán aplicables los artículos 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 85 y 89 inciso primero del Código Orgánico de Tribunales, en todo aquello que no sea incompatible con las normas de este Capítulo.

Artículo 391.- Facultades del tribunal. El tribunal arbitral podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los locales de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos, sobre las diversas materias sometidas a su resolución, citar a audiencia a las partes, y exigir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole a las partes, que le permitan emitir su fallo de manera fundada.

Artículo 392.- Del fallo y del derecho de las partes a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación. El tribunal arbitral, estará obligado a fallar en favor de la proposición de alguna de las partes. Para tales efectos, el tribunal citará a una audiencia para que las partes confirmen o presenten su proposición formal por escrito o verbalmente previo a dictar el fallo.

Mientras no se notifique el fallo a las partes, éstas mantendrán la facultad de celebrar directamente un contrato colectivo.

Artículo 393.- Plazo para fallar. El tribunal arbitral deberá fallar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la celebración de la reunión constitutiva, plazo que podrá prorrogarse fundadamente hasta por otros diez días hábiles. El fallo deberá resolver los asuntos sometidos a su decisión y no será objeto de recurso alguno.

Artículo 394.- De la remuneración de los árbitros. La remuneración de los árbitros será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el caso de que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.

Artículo 395.- Secretaría del cuerpo arbitral. La Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo, la que será responsable de llevar el registro de árbitros.

Artículo 396.- Registro Nacional de Árbitros y requisitos para incorporarse. Existirá un Registro Nacional de Árbitros Laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por este.

2. Experiencia no menor a cinco años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.

3. No encontrarse inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública.

4. No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.

5. No tener la calidad de funcionario o servidor público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.

Los árbitros laborales permanecerán en el Registro Nacional mientras mantengan los requisitos legales para su inscripción en el mismo.

Artículo 397.- Reglas generales. Corresponderá a la Dirección del Trabajo:

1. La revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros.

2. El pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del tribunal arbitral, cuando corresponda.

Artículo 398.- Contrato del árbitro. Constituido el tribunal arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que estos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.

Artículo 399.- Causales de implicancia y recusación. Serán aplicables a los árbitros laborales las causales de implicancia y recusación señaladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, considerándose que la mención que en dichas normas se hace a los abogados de las partes deberá entenderse referida a los asesores de las mismas en el respectivo procedimiento de negociación colectiva.

Para los efectos de las implicancias o recusaciones, solamente se entenderán como parte el empleador, sus representantes legales, sus apoderados en el procedimiento de negociación colectiva, los directores de los sindicatos interesados en la misma y los integrantes de la respectiva comisión negociadora sindical, en su caso.

Las implicancias o recusaciones serán declaradas de oficio o a petición de parte por el árbitro laboral designado.

En caso de implicancia, la declaración podrá formularse en cualquier tiempo.

En caso de recusación, el tribunal deberá declararla dentro del plazo de cinco días hábiles desde su constitución. Dentro del mismo plazo, la parte interesada podrá también deducir las causales de recusación que fueren pertinentes.

Si la causal de recusación sobreviniere con posterioridad a la constitución del tribunal arbitral, el plazo a que se refiere el inciso anterior se contará desde que se tuvo conocimiento de la misma.

Si el tribunal no diere lugar a la declaración de la implicancia o recusación, la parte afectada podrá apelar, dentro del plazo de cinco días hábiles, ante el Director del Trabajo, el que resolverá en el más breve plazo posible.

La interposición de este recurso no suspenderá el procedimiento de arbitraje. Con todo, no podrá procederse a la dictación del fallo arbitral sin que previamente se haya resuelto la implicancia o recusación.

La resolución que se pronuncie acerca de la implicancia o recusación se notificará a las partes por carta certificada.

Artículo 400.- Características del Registro Nacional de Árbitros. El Registro Nacional de Árbitros será de carácter público. En él, aparecerá reflejado el nombre del árbitro, región o regiones de desempeño, los casos asignados y terminados y el monto de los honorarios percibidos.

Título VIII

DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Artículo 401.- Competencia. Será competente para conocer de las cuestiones a que dé origen la aplicación de este Libro el Juzgado de Letras del Trabajo del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante.

Artículo 402.- Medidas de reparación. En el caso de la denuncia del artículo 347, el tribunal competente podrá disponer, como medida de reparación, una indemnización del daño causado a los afectados por la infracción a la prohibición de reemplazar trabajadores en huelga, además de la multa establecida en el artículo 407.

 
Artículo 403.- Efecto de la interposición de acciones judiciales. En los procedimientos judiciales a que dé lugar el ejercicio de las acciones previstas en este Libro, el Tribunal podrá mediante resolución fundada, disponer la suspensión de la negociación colectiva en curso. La resolución será apelable conforme lo dispuesto en el artículo 476 de este Código.

 
Artículo 404.- Reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga. El reclamo se deducirá ante la Corte de Apelaciones de Santiago o la del lugar donde se encuentre domiciliado el reclamante, a elección de éste último. El reclamo deberá interponerse dentro de los quince días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la resolución respectiva, según las siguientes reglas:

 
a) El reclamante señalará en su escrito, con precisión, la resolución objeto del reclamo, la o las normas legales que se suponen infringidas, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto le perjudica.

 
b) La empresa y el o los sindicatos, según corresponda, podrán hacerse parte en el respectivo reclamo de conformidad a las normas generales.

 
c) La Corte podrá decretar orden de no innovar cuando la ejecución del acto impugnado le produzca un daño irreparable al recurrente. Asimismo, podrá declarar inadmisible la reclamación si el escrito no cumple con las condiciones señaladas en la letra a) anterior.

 
d) Recibida la reclamación, la Corte requerirá de informe conjunto a los ministros que suscribieron el acto reclamado, concediéndole un plazo de 10 días al efecto.

 
e) Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.

 
f) Vencido el término de prueba, se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia para su inclusión en la tabla.

 
g) La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo, decidirá u ordenará, según sea procedente, la rectificación del acto impugnado y la dictación de la respectiva resolución, incluyendo o excluyendo a la empresa, según corresponda.

 h) En todo aquello que no estuviere regulado por el presente artículo, regirán las normas establecidas en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Civil, según corresponda.

Título IX

DE LAS PRÁCTICAS DESLEALES Y OTRAS INFRACCIONES EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y SU SANCIÓN

Artículo 405.- Prácticas desleales del empleador. Serán consideradas prácticas desleales del empleador las acciones que entorpezcan la negociación colectiva y sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:

a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

b) La negativa a recibir a la comisión negociadora del o los sindicatos negociantes o a negociar con ellos en los plazos y condiciones que establece este Libro.

c) El incumplimiento de la obligación de suministrar la información señalada en los términos de los artículos 316 y siguientes, tanto en la oportunidad como en la autenticidad de la información entregada.

d) El reemplazo de los trabajadores que hubieren hecho efectiva la huelga dentro del procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro.

Los trabajadores no involucrados en la huelga ejecutarán las funciones convenidas en sus contratos de trabajo. El empleador en el ejercicio de sus facultades podrá efectuar ajustes a los turnos u horarios de trabajo.

 
e) El cambio de establecimiento en que deben prestar servicios los trabajadores no involucrados en la huelga para reemplazar a los trabajadores que participan en ella.

 
f) Ofrecer, otorgar o convenir individualmente aumentos de remuneraciones o beneficios a los trabajadores sindicalizados, durante el período que se desarrolla la negociación colectiva de su sindicato.

 
g) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas, durante la negociación colectiva.

Artículo 406.- Prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador. Serán también consideradas prácticas desleales del trabajador, de las organizaciones sindicales o de estos y del empleador, en su caso, las acciones que entorpezcan la negociación colectiva o sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:

a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

b) El acuerdo para la ejecución de prácticas atentatorias contra la negociación colectiva y sus procedimientos, en conformidad a las disposiciones precedentes, y los que presionen física o moralmente al empleador para inducirlo a ejecutar tales actos.

c) La divulgación a terceros ajenos a la negociación de los documentos o la información recibida del empleador y que tengan el carácter de confidencial o reservada.

d) El incumplimiento del deber de proveer el o los equipos de emergencia que fueron concordados por las partes o dispuestos por la autoridad competente, según corresponda.

e) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas durante la negociación colectiva.

 
Artículo 407.- Régimen sancionatorio. Las prácticas desleales serán sancionadas de la siguiente forma:

 
1. En la micro empresa con multa de 5 a veinticinco unidades tributarias mensuales.

 
2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

 
La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical.

 
El incumplimiento de las estipulaciones contenidas en un instrumento colectivo y las prácticas desleales de la letra d) de los artículos 405 y 406, serán sancionados con una multa por cada trabajador involucrado de acuerdo a las siguientes reglas: 

 
1. En la micro y pequeña empresa con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.

 
2. En la mediana empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.

 
3. En la gran empresa con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.

 
En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, ésta será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.

 
Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas sancionadas como prácticas desleales configuren, faltas, simples delitos o crímenes.

Artículo 408.- Procedimiento aplicable. El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.

Las acciones judiciales destinadas a declarar y sancionar las conductas descritas en los artículos anteriores podrán ser ejercidas por la o las organizaciones sindicales o el empleador, según el caso. La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.

La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.

Título X

DE LA PRESENTACIÓN EFECTUADA POR FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES

Artículo 409.- Presentación efectuada por federaciones y confederaciones, contenido y reglas generales. Las federaciones y confederaciones podrán, en cualquier momento y sin sujeción a reglas de procedimiento, previo acuerdo con uno o más empleadores, o con una o más asociaciones gremiales de empleadores, suscribir convenios colectivos y,o pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el presente Código. Con todo, las federaciones o confederaciones que definan negociar conforme a las disposiciones de este Título deberán presentar su propuesta por escrito a los empleadores o a las asociaciones gremiales respectivas, para quienes siempre será voluntario negociar. También podrá iniciarse el procedimiento a que se refiere este Título a solicitud escrita de uno o más empleadores o de una o más asociaciones gremiales de empleadores. El plazo para manifestar la decisión de negociar será de treinta días contado desde la presentación de la propuesta. En caso de ser afirmativa, dentro de este mismo plazo se deberá dar respuesta a la proposición de convenio o pacto. En todo caso, la respuesta deberá darse siempre por escrito.

Los convenios colectivos podrán referirse a cualquiera de las materias señaladas en el artículo 306. Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo deberán ajustarse a las regulaciones previstas en el Título VI de este Libro, sin que les sea aplicable el quórum de afiliación sindical señalado en el inciso primero del artículo 374. Los convenios colectivos o los pactos tendrán la duración que dispongan las partes.

A los empleadores sólo les serán aplicables aquellos convenios y,o pactos concordados directamente por sus representantes legales o que concurran a aceptar una vez concordados.

Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título se deberán depositar en la Dirección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción. Este organismo deberá llevar un registro público de estos instrumentos colectivos.

Artículo 410.- Regla de aplicación de instrumentos colectivos a organizaciones afiliadas. Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título serán aplicables a los trabajadores afiliados a las organizaciones sindicales de base, previa aprobación de estos en asamblea de socios, de conformidad a lo dispuesto en sus estatutos. En caso de no existir regulación estatutaria aplicable, deberán ser aprobados en asamblea, por mayoría absoluta de los socios, en votación secreta celebrada ante un ministro de fe.

Artículo 411.- Regla de aplicación de convenios en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. En la micro y pequeña empresa en que no exista sindicato con derecho a negociar, los convenios podrán ser extendidos a los trabajadores sin afiliación sindical, previa aceptación escrita de la extensión y del compromiso de pago de la cuota sindical ordinaria de la respectiva organización sindical.

Artículo 412.- Regla de aplicación de pactos sobre condiciones especiales de trabajo en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. Podrán aplicarse los pactos sobre condiciones especiales de trabajo concordados conforme a las reglas de este Título en las empresas señaladas en el artículo anterior, siempre y cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Que exista un convenio colectivo sobre condiciones comunes de trabajo y remuneración, suscrito entre las mismas partes para toda la vigencia del pacto sobre condiciones especiales de trabajo.

b) Que el convenio colectivo señalado se haya extendido a los trabajadores de la respectiva empresa, de conformidad a lo previsto en el artículo anterior.

c) Que la aplicación del pacto sobre condiciones especiales de trabajo sea aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores de la respectiva empresa, ante un ministro de fe.”.

 
Artículo 2°.- Créase el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que tendrá como objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.


Los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo. 


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo y las demás que sean necesarias para su implementación.

A lo menos el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto. Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones  focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.

Artículo 3°.- El Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la ley de Presupuestos.

b) Las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales.

c) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

d) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título.

e) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

 
Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior Laboral, en adelante “el Consejo", de carácter tripartito y consultivo, cuya misión será colaborar en la formulación de propuestas y recomendaciones de políticas públicas destinadas a fortalecer y promover el diálogo social y una cultura de relaciones laborales justas, modernas y colaborativas en el país.


Artículo 5°.- Al Consejo le corresponderán las siguientes funciones:


1.
Elaborar, analizar y discutir propuestas y recomendaciones de política pública en materia de relaciones laborales y mercado del trabajo.


2.
Proponer iniciativas destinadas a incentivar la creación de empleos, aumentar la productividad y elevar la participación laboral de mujeres, jóvenes, personas con discapacidad y trabajadores vulnerables, mejorando su empleabilidad. 


3.
Efectuar por sí o a través de terceros la realización de estudios o investigaciones de diagnóstico sobre el estado de las relaciones laborales y funcionamiento del mercado de trabajo en el país.


4.
Formular propuestas sobre los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas.


5.
Informar las materias que se le encomienden expresamente a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


6.
Rendir en el mes de abril de cada año, un informe anual de sus actividades, propuestas y el resultado de las mismas al Presidente de la República y al Congreso Nacional. Este informe  deberá publicarse a través de la página web del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Artículo 6°.- El Consejo estará integrado por nueve miembros de reconocida trayectoria en el ámbito de las relaciones laborales y mercado del trabajo, que serán designados de la siguiente manera:


a)
Un consejero designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;


b)
Un consejero designado por el Ministro de Hacienda;


c)
Un consejero designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo;


d)
Tres consejeros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país, incluyendo al menos un representante de las organizaciones de empresas de menor tamaño, y


e)
Tres consejeros designados por las centrales sindicales de mayor representatividad del país.


Los miembros del Consejo durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados por un período adicional. La renovación de los consejeros se realizará por parcialidades cada dos años en la forma que determine el reglamento. 


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


El reglamento de que trata el artículo 11 establecerá los mecanismos para asegurar que al menos un tercio de los integrantes del Consejo sean mujeres.


El Consejo elegirá de entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente que durarán dos años en sus cargos, no pudiendo ser reelegidos. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.


Artículo 7°.- Los integrantes del Consejo no serán remunerados en sus funciones y cesarán en sus cargos por alguna de las siguientes causales:


a)
Expiración del plazo por el que fueron nombrados.


b)
Por renuncia presentada ante el Presidente del Consejo.


c)
Por falta grave al cumplimiento de sus funciones, en los términos previstos en el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la presente ley. 


d)
Por remoción de las organizaciones o autoridades que los hubieren designado.


Artículo 8°.- El Consejo sesionará con al menos cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Cuando se estime necesario, el Consejo podrá invitar a expertos o especialistas nacionales o extranjeros, vinculados a temas de su competencia. Asimismo podrá solicitar la participación de funcionarios de la Administración del Estado. 


Artículo 9°.- El Consejo sesionará ordinariamente al menos una vez al mes. Además, sesionará extraordinariamente cada vez que así lo soliciten al menos cinco de sus miembros en ejercicio o lo convoque su presidente. 


Artículo 10.- El Consejo contará con una Secretaría Técnica que estará radicada en la Subsecretaría del Trabajo, la que le proveerá la infraestructura y los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento.

Artículo 11.- Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de designación de los integrantes del Consejo y las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.

Artículo 13.- Intercálase en el artículo 6° de la ley N°19.886 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“También se dará prioridad, en los términos del inciso primero, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a estos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

Artículo 14.- Agrégase en el inciso primero del artículo 46 de la ley N°19.518 la siguiente letra g), nueva:

“g) La ejecución de acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del noveno mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en las normas siguientes.
 
Artículo segundo.- Las negociaciones colectivas se regirán íntegramente y para todos los efectos legales, por las normas vigentes al día de presentación del proyecto de contrato colectivo.

 Los instrumentos colectivos suscritos por sindicatos o grupos negociadores con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha convenida en ellos.

 
Artículo tercero.- A partir de la publicación de la presente ley, las empresas y organizaciones sindicales podrán calificar de común acuerdo los servicios mínimos y equipos de emergencia a que se refiere el artículo 359 del Código del Trabajo, aplicando al efecto lo dispuesto en los incisos primero, segundo y séptimo del artículo 360 de dicho Código; ambos incorporados por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley.

 
En las negociaciones colectivas que deban iniciarse dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley y respecto de las cuales no exista acuerdo en la calificación de los servicios mínimos y equipos de emergencia, el empleador deberá recurrir a la Dirección Regional del Trabajo correspondiente, de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 360 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, en la oportunidad siguiente: 

 
a) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro de los dos primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el cuarto mes siguiente a la publicación de la ley; 

 
b) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del tercer o cuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el sexto mes siguiente a la publicación de la ley, y 

 
c) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del quinto o sexto mes siguiente a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el octavo mes siguiente a la fecha de publicación de la ley. 

 Con todo, no se podrá iniciar el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, en tanto no esté resuelto el requerimiento de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia formulado oportunamente por el empleador.

 
Artículo cuarto.- La modificación del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 6) del artículo 1° de esta ley, relativa al plazo de vigencia de las resoluciones será aplicable a las que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

 Las resoluciones dictadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha establecida en ellas.

 
Artículo quinto.- Durante los primeros veinticuatro meses de vigencia de la presente ley, solo se podrán convenir los pactos sobre condiciones especiales de trabajo del Título VI del Libro IV del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, en aquellas empresas cuya afiliación sindical sea igual o superior al 50% del total de sus trabajadores.


La regla anterior no será aplicable a los pactos para trabajadores con responsabilidades familiares y a los pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal, los que podrán pactarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 374 del Código del Trabajo introducido por esta ley.

 
Artículo sexto- El delegado del personal que hubiere sido elegido antes de la publicación de esta ley podrá permanecer en sus funciones hasta expirar el período para el cual fue elegido y gozará del fuero a que se refiere el artículo 243.

 
Artículo séptimo.-El pacto especial de horas extraordinarias del artículo 376 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, sólo se podrá acordar a partir del primer día del vigésimo quinto mes posterior a la entrada en vigencia de esta ley.

 
Artículo octavo.- Los sindicatos constituidos con anterioridad a la publicación de la presente ley, podrán completar el nuevo quórum exigido en el inciso tercero del artículo 227 del Código del Trabajo, en el plazo máximo de dos años contado desde su entrada en vigencia, manteniendo su derecho a negociar. Transcurrido este plazo, el sindicato conservará vigente su personalidad jurídica y sólo podrá negociar colectivamente cuando complete el quórum respectivo.

 
Artículo noveno.- Se otorga el plazo de un año, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para que las organizaciones sindicales vigentes a dicha fecha procedan a adecuar sus estatutos a las disposiciones contenidas en ella.

 
Artículo décimo.- A partir de la publicación de la presente ley, los grupos de trabajadores que se unan para el solo efecto de negociar, solo podrán hacerlo en empresas en que no existan instrumentos colectivos vigentes suscritos por sindicatos.

 
Artículo undécimo.- El reglamento señalado en el artículo 387 del numeral 36) del artículo 1° y los reglamentos señalados en los artículos 2° y 11, todos de la presente ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 
Artículo duodécimo.- El Consejo Superior Laboral se constituirá dentro de los sesenta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 11 de la presente ley.

 
Artículo decimotercero.- Dentro de los tres años siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Consejo Superior Laboral deberá emitir un informe anual de seguimiento y evaluación sobre la implementación y aplicación de sus disposiciones, requiriendo antecedentes, opiniones técnicas y formulando recomendaciones, en su caso. Este informe deberá ser remitido al Presidente de la República y al Congreso Nacional.
-------


Acordado en sesiones celebradas el 16 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández; el 30 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández; el 1 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores José García Ruminot (en reemplazo del Senador Andrés Allamand Zavala) y Hernán Larraín Fernández; el 7 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores José García Ruminot (en reemplazo del Senador Andrés Allamand Zavala) y Hernán Larraín Fernández; el 13 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández; los días 14, 15, 21 y 22 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández; los días 2, 3, 4, 11 y 25 de noviembre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández; el 9 de diciembre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y del Senador señor Allamand, y el 16 de diciembre de 2015 (dos sesiones), con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández.

Sala de la Comisión, a 4 de enero de 2016.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODERNIZA EL SISTEMA DE RELACIONES LABORALES, INTRODUCIENDO MODIFICACIONES EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO 
(9.835-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

- - -


Cabe señalar que el proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en segundo informe. 

- - -

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora Ximena Rincón; el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz, el Jefe Legislativo, señor Ariel Rossell, el asesor, señor Francisco del Río, y las asesoras, señoras Claudia Donaire, y Andrea Bórquez.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos y el Asesor, señor Roberto Godoy.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido Por la Democracia, el Asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Bancada Renovación Nacional, el Asesor, Patricio Meza.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Felipe Rossler.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en su informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 292, contenido en el numeral 32); los artículos 394, 395, 396, 397, 398 y 407, contenidos en el numeral 36), todos del artículo 1° y de los artículos 2°, 3°, 12, 13 y 14 permanentes, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

- Modificar los procedimientos de negociación colectiva, para lo cual se sustituye el Libro IV del Código del Trabajo y se amplía la cobertura a dicho proceso a los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje, a los de obra o faena transitoria y aquellos que no tengan facultades expresas de representación y administración de la empresa.

 
- Reconocer al sindicato como sujeto principal de la negociación colectiva en representación de sus afiliados, ampliándose su derecho a información sobre la situación económica de la empresa. 


- Consagrar el concepto de piso de la negociación y contemplar en el marco de la negociación colectiva el acuerdo sobre condiciones especiales de trabajo.


- Reconocer el derecho a huelga y prohibir el reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga.


- Establecer la figura de los servicios mínimos y de los equipos de emergencia.

- - -

DISCUSIÓN


Se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Introduce modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo:

N° 32) 

“Introduce las siguientes enmiendas en el artículo 292:


“a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales serán sancionadas de la siguiente forma:


1. En la micro empresa con multa de cinco a veinticinco unidades tributarias mensuales.


2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.


3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “Servicio Nacional de Capacitación y Empleo” por “Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.”.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón explicó que la primera materia que tiene efectos financieros es la que se refiere a las multas por prácticas antisindicales y desleales. 

Al respecto, señaló que se establece un nuevo régimen de sanciones para estas prácticas en la negociación colectiva, las que se determinarán considerando el tamaño de la empresa y el número de trabajadores afectados. Se dispone que en caso de reincidencia, sólo se aplicarán mecanismos de aumento de multas para las medianas y grandes empresas. Adicionalmente, indicó, se incorpora una graduación específica de las multas por prácticas antisindicales y desleales en función del tamaño de la empresa y, además, se incorpora un régimen especial de sanciones en caso de infracción a la prohibición de reemplazo en huelga y por el incumplimiento de la obligación de proveer los equipos de emergencia.

En cuanto a cómo se consignan estas multas explicó que el artículo 292 establece las multas por prácticas antisindicales señalando que: en la micro empresa la multa será de 5 a 25 UTM; en la pequeña empresa será de 10 a 50 UTM; en la mediana será de 15 y 150 UTM y, en la grande será de 20 y 300 UTM.

En relación a la cuantía de la multa, prosiguió, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical y, en caso de reincidencia se aplicará lo consignado en el inciso quinto del artículo 506 que establece que se pueden duplicar o triplicar las sanciones, en caso de las medianas y grandes empresas. Es decir, se recoge una diferenciación en las empresas por su tamaño estableciendo un estatuto diferenciado para las pequeñas empresas. 

El Honorable Senador señor Montes dejó constancia manifestando que espera que la historia de los juicios laborales permita ir subiendo el monto que se establece para sancionar las prácticas antisindicales, en el caso de las la micro empresas, dado que estimó es particularmente bajo. 

El Honorable Senador señor García preguntó a qué definición debe estarse para determinar cuándo una empresa es micro, pequeña, mediana o grande?.

La Ministra del Trabajo y Previsión social, señora Ximena Rincón indicó que debe estarse a la definición establecida en el artículo 505 bis del Código del Trabajo que señala que: 

“Para los efectos de este Código y sus leyes complementarias, los empleadores se clasificarán en micro, pequeña, mediana y gran empresa, en función del número de trabajadores.

Se entenderá por micro empresa aquella que tuviere contratados de 1 a 9 trabajadores, pequeña empresa aquella que tuviere contratados de 10 a 49 trabajadores, mediana empresa aquella que tuviere contratados de 50 a 199 trabajadores y gran empresa aquella que tuviere contratados 200 trabajadores o más.”.

El Honorable Senador señor Montes solicitó votación separada del N°1 del artículo 292 que se refiere a la multa establecida para la micro empresa, es decir aquella que va de cinco a veinticinco unidades tributarias mensuales.

Puesto en votación el N° 1, del artículo 292, del número 32) del artículo 1° fue aprobado por 4 votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Zaldívar y  1 abstención del Honorable Senador señor Montes.

Puesto en votación el resto del artículo 292 del número 32) del artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

N° 36)

Sustituye el Libro IV “De la Negociación Colectiva”. 

Artículo 407

“Artículo 407.- Régimen sancionatorio. Las prácticas desleales serán sancionadas de la siguiente forma:


1. En la micro empresa con multa de 5 a veinticinco unidades tributarias mensuales.


2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.


3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.


La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical.


El incumplimiento de las estipulaciones contenidas en un instrumento colectivo y las prácticas desleales de la letra d) de los artículos 405 y 406, serán sancionados con una multa por cada trabajador involucrado de acuerdo a las siguientes reglas: 


1. En la micro y pequeña empresa con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.


2. En la mediana empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.


3. En la gran empresa con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, ésta será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.


Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas sancionadas como prácticas desleales configuren, faltas, simples delitos o crímenes.”.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón explicó que en el caso de las prácticas desleales se establece que ellas serán sancionadas de la siguiente forma: en la micro empresa la multa va desde las 5 a 25 UTM; en la pequeña empresa entre 10 a 50 UTM; en la mediana entre 15 y 150 UTM y, en la grande entre 20 y 300 UTM.

Precisó que la cuantía de la multa se determinará teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados. 

Además, señaló que el incumplimiento de las estipulaciones contenidas en un instrumento colectivo y las prácticas desleales serán sancionadas con una multa por cada trabajador involucrado de acuerdo a las siguientes reglas: las micro y pequeñas entre 1 y 10 UTM por trabajador; la mediana entre 5 y 50 UTM por cada trabajador y la gran entre 10 a 100 UTM por cada trabajador estableciéndose una diferenciación entre las empresas medianas y grandes que, en caso de reincidencia, se podrá duplicar o triplicar la sanción.

Por último, precisó, estas multas serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en su Subsecretaría, sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas sancionadas como prácticas desleales configuren faltas, simples delitos o crímenes.

Puesto en votación el artículo 407 del número 36), del artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Artículos 394, 395, 396, 397 y 398

Capítulo III

DEL ARBITRAJE

“Artículo 394.- De la remuneración de los árbitros. La remuneración de los árbitros será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el caso de que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.”.

“Artículo 395.- Secretaría del cuerpo arbitral. La Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo, la que será responsable de llevar el registro de árbitros.”.

“Artículo 396.- Registro Nacional de Árbitros y requisitos para incorporarse. Existirá un Registro Nacional de Árbitros Laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por este.

2. Experiencia no menor a cinco años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.

3. No encontrarse inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública.

4. No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.

5. No tener la calidad de funcionario o servidor público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.

Los árbitros laborales permanecerán en el Registro Nacional mientras mantengan los requisitos legales para su inscripción en el mismo.”.

“Artículo 397.- Reglas generales. Corresponderá a la Dirección del Trabajo:

1. La revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros.

2. El pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del tribunal arbitral, cuando corresponda.”.

“Artículo 398.- Contrato del árbitro. Constituido el tribunal arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que estos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.”.

La Ministra del Trabajo y Previsión social, señora Ximena Rincón señaló que los artículos 394 y siguientes consignan en el proyecto de ley un nuevo modelo de arbitraje pasando de un sistema de tribunal unipersonal a un tribunal colegiado, que estará integrado por tres árbitros. Adicionalmente, agregó, se establecen reglas especiales en materia de financiamiento del arbitraje.

Precisó que el objetivo de este sistema es dar un tratamiento diferenciado en favor de las micro, pequeñas y medianas empresas, las que de ir a un arbitraje, su costo será soportado por el Estado a través de la Dirección del Trabajo. En cambio tratándose de una gran empresa, el costo debe ser asumido por la misma a través de la Dirección del Trabajo y para evitar distorsiones en cuanto al valor del arbitraje, éste será determinado por medio de un arancel. Además, indicó, se establecen un conjunto de normas destinadas a implementar las facultades de la Dirección del Trabajo en esta materia. 

El artículo 394 se refiere a la remuneración de los árbitros la que será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el caso en que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.

Por su parte, el artículo 395 establece que la Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo la que será responsable de llevar el registro de los árbitros del país.

A su turno, el artículo 396 se refiere al Registro Nacional de Árbitros y de los requisitos para incorporarse a él. Al respecto, señaló que existirá un Registro Nacional de Árbitros Laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten el cumplimiento de los siguientes requisitos: poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos 8 semestres de duración y que haya sido otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por este; tener experiencia no menor a 5 años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas; no encontrarse inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública; no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva y, por último, no tener la calidad de funcionario o servidor público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.

Además, expresó que los árbitros laborales permanecerán en el Registro Nacional mientras mantengan los requisitos legales para su inscripción en el mismo.

Respecto del artículo 397, precisó que esta disposición se refiere a las reglas generales y en él se establece que corresponderá a la Dirección del Trabajo la revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros y el pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del Tribunal Arbitral, cuando corresponda.

Por último, el artículo 398 se refiere al contrato del árbitro. Señaló que esta disposición, establece que constituido el tribunal arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que éstos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido. 

El Honorable Senador señor Coloma manifestó su inquietud respecto a la norma que establece que de ir a un arbitraje en el caso de las micro, pequeñas y medianas, su costo será soportado por el Estado. En cambio, tratándose de una gran empresa, el costo deber ser asumido por la misma.

Señaló que existe una gran diferencia entre la gran empresa y la mediana empresa, en función del costo del arbitraje. Precisó que, de alguna manera, puede generar un grado de influencia cuando el árbitro tiene conocimiento que sus honorarios serán pagados por la empresa en un caso y, en otro, estos serán remunerados por el Estado. Manifestó que no le parece razonable en una lógica de justicia bien diseñada. Estará siempre en el límite la situación de cuándo se paga o no se paga y no es adecuado que en algunos casos paguen las empresas y en otros el Estado.

El Honorable Senador señor Montes, en relación a esta norma, explicó que su apreciación es justamente contraria a la expuesta por el Senador señor Coloma.

Consultó por qué las medianas empresas entran a la condición de gratuidad en materia de arbitraje, cuál es el volumen de ventas, qué ejemplo de mediana empresa podría mencionar la señora Ministra,  en qué sentido se justifica que esto sea gratuito y por qué el costo del arbitraje debiera ser gratis en el caso de la mediana empresa?

La Ministra del Trabajo y Previsión social, señora Ximena Rincón explicó que el sistema de arbitraje no tiene que ver única y exclusivamente con la empresa sino que además, tiene que ver cómo se soluciona el problema, el conflicto que hay entre los trabajadores y la empresa. 

Continuó, hay empresas en nuestro país que tienen prohibido ir a huelga y sus controversias se resuelven a través del arbitraje y lo que nos alegan los trabajadores y también las medianas y pequeñas empresas es que ellos no tienen recursos suficientes para pagar buenos árbitros y cuando se enfrentan, en el caso de los trabajadores, con la empresa están siempre en una situación de desequilibrio para poder afrontar la posición de los árbitros que se contratan. 

Explicó, que no es para las empresas sino que es para resolver el conflicto que hay entre trabajadores y empleadores en materia de negociación colectiva que, en este caso, no pueden ir a huelga y que tienen que buscar una solución con un tercero que resuelva el conflicto que existe entre ellas.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó quién designa al árbitro dentro del Registro Nacional de Árbitros?

El Jefe Legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossell explicó que la designación del árbitro es un procedimiento en que ambas partes concurren, determinan y señalan a la Dirección del Trabajo cuales son los árbitros de su preferencia y, en virtud de ellas, la Dirección designará a los árbitros según aquella lista.

Agregó que es un tribunal colegiado, son tres árbitros y, por lo tanto, cada parte tiene el derecho de designar a varios árbitros de la nómina y Registro Nacional de Árbitros que lleva, como secretaría del cuerpo arbitral, la Dirección del Trabajo. Las partes pueden señalar los nombres de los árbitros que ellas sugieren o prefieren y, la Dirección del Trabajo, los designará en la medida que sean coincidentes o no cada una de las partes, con esos nombres.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó cuántos árbitros propone cada parte? 

El señor Rossell señaló que cada parte propone tres árbitros y, si no hay coincidencia, se va a sorteo de la nómina nacional que lleva la propia Dirección del Trabajo.

El Honorable Senador señor Zaldívar explicó que cuando se ejerce la profesión, en la normativa de arbitraje general, y son colegiados, cada parte, cuando son tres, nomina a uno y, el tercero, es el que se nomina por algún sistema y es el que otorga el equilibrio al sistema arbitral. Consultó si esta situación se presenta en este caso?. Afirmó que sería más lógico que el sindicato nombrara a un árbitro, que la empresa nombrara a otro y que la Dirección del Trabajo, en virtud de la nómina, sortee uno dentro de esa nómina.

El Jefe Legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossell indicó que la situación planteada por el Senador señor Zaldívar está abordada en el artículo 389 propuesto en el proyecto de ley. En esa disposición se señala, expresamente, que en esta audiencia, que es llamada especialmente para estos efectos, se procederá a designar a los árbitros que conformarán el tribunal arbitral, nombrando a tres titulares y dos suplentes entre los inscritos en la Nómina Nacional de Árbitros Laborales. Las designaciones, señala el artículo, serán de común acuerdo y en su ausencia, la Dirección Regional del Trabajo designará aquellos que más se aproximen a las preferencias de las partes. Si las partes no manifestaren preferencias, la designación se hará, entonces, por sorteo. El Director Regional del Trabajo procurará que al menos uno de los árbitros tenga domicilio en la Región respectiva en donde se lleve a cabo la designación.

El Honorable Senador señor Zaldívar agregó que a su parecer es un sistema complicado. Normalmente, en los procesos civiles u otros, los árbitros colegiados son nombrados por una y otra parte y ellos se deben poner de acuerdo y, si no lo hacen, existe una autoridad que designa por sorteo u otra modalidad, de una nómina de árbitros que puedan ser propuestos.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que votará a favor pero dejará dos constancias. La primera respecto del artículo 394 ya que no le queda claro el concepto de fondo, es decir por qué por un lado es el Estado que se hace cargo del costo del arbitraje en las micro, pequeñas y medianas empresas y, en el caso de la gran empresa ella es la que debe pagar al árbitro?

Por otro lado señaló que el sistema lo encuentra enredoso y la expresión “lo que más se asemeja a las partes”, es muy interpretable. Manifestó que aprobará las normas sin perjuicio que habría que reflexionar al respecto.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que votará a favor no obstante manifestó que el sistema, como se hace en otros actos de tipo arbitral, podría haber sido más simple.

Agregó que tiene la misma observación del Senador Montes y del Senador Coloma, por diferentes conceptos. De acuerdo a lo señalado por el Honorable Senador Coloma en cuanto a si alguien financia el arbitraje, esa persona podría tener alguna influencia en el arbitraje. Sugirió que si el Ejecutivo no se opone, el costo debiera ser todo para el Estado.

El Honorable Senador señor García sugirió reemplazar la palabra “corresponda” por “proceda” contenida en el número 2 del artículo 397 ya que esta expresión también está en el encabezado de la disposición. 

Puesto en votación el artículo 397 del numeral 36) del artículo 1°, fue aprobado, con la enmienda señalada precedentemente, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Puestos en votación los artículos 394, 395, 396 y 398 del numeral 36) del artículo 1°, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°

“Crea el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que tendrá como objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.


Los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo. 


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo y las demás que sean necesarias para su implementación.

A lo menos el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto. Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones  focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.”.

Artículo 3°

El Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por:

“a) El aporte que se contemple anualmente en la ley de Presupuestos.

b) Las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales.

c) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

d) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título.

e) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.”.

La Ministra del Trabajo y Previsión social, señora Ximena Rincón expresó que los artículos 2° y 3° del proyecto de ley sustituyen el actual programa presupuestario denominado Escuela de Formación Sindical que se encuentra radicado en la Subsecretaría del Trabajo. 

La finalidad del Fondo es financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores. Los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública y, el Consejo Superior Laboral que es una instancia tripartita de carácter consultivo que se crea en esta ley propone anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos que manejará el Fondo. Es decir, esta institucionalidad tripartita donde encontramos representantes de los empleadores, de los trabajadores y del gobierno, fijarán los criterios para asignar los recursos que se manejen en este Fondo. Precisó que dentro de las fuentes de financiamiento del Fondo están las multas que se cobren por prácticas desleales y antisindicales.

Agregó que siguiendo una buena práctica, en este caso, tomado del Fondo de Educación Previsional, (FEP) se establece que al menos un 40% de los recursos anuales del Fondo deberán destinarse a proyectos que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana. De igual modo se establece que el 20% de los recursos de este Fondo, se deben destinar a proyectos focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas. 

En concreto, el artículo 2° establece que se crea el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que tendrá como objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.

Además, los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo.

Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo y las demás que sean necesarias para su implementación.

Finalmente, precisó que a lo menos el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto. Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.

Por su parte, el artículo 3° señala que el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por: el aporte que se contemple anualmente en la ley de Presupuestos; las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales; las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación; los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y los demás recursos que perciba por otros conceptos. 

El Honorable Senador señor Montes se refirió a la Escuela de Formación Sindical. En general precisó que al reducir muchas políticas y programas del Fondo Concursable se tiende a generar distorsiones y no aseguran que se produzca una cobertura apropiada, entendiendo que el Fondo de Educación Previsional fue una excepción ya que hubo muchos recursos lo que permitió realizar una cobertura más general. 

Consultó que pasó con la Escuela porque justamente cuando ella fue creada se produjo un gran debate en torno a los programas. Cuál fue el desarrollo, realmente existió o fue una suerte de Fondo Concursable?

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz señaló que en relación a la consulta del Senador señor Montes, efectivamente, las escuelas sindicales actualmente se desarrollan e implementan mediante concursos. Se licitan, para darle mayor transparencia, mediante mercado público, donde postulan distintas instituciones como universidades, fundaciones y durante el último año también sindicatos. Se han aumentado tanto la cantidad de escuelas como la cantidad de alumnos. En el último año se trabajó con la reglamentación y los recursos aprobados en el año 2013, del gobierno anterior. En el 2015 fue el primer año que se utilizó la reglamentación y los recursos nuevos. Por tanto, actualmente, se están alcanzando a alrededor de 1300 alumnos al año lo que se traduce en una cifra importante considerando que en Chile existen a lo menos 25 mil dirigentes sindicales activos.

Este programa ha sido revisado tanto por el Ministerio de Desarrollo Social como por el Ministerio de Hacienda y ha sido evaluado positivamente. Estas escuelas estarán con el Fondo de Formación Sindical y lo harán bajo la supervisión del Consejo Superior Laboral que, en definitiva, se traducirá en mejoras de los currículum de enseñanza y en la focalización. Destacó que se ha hecho un importante avance en estos últimos dos años.

Finalmente, agregó que durante el primer año se tenía la percepción de que era una formación bastante instrumental, que estaba muy orientada a enseñar, a participar de negociaciones colectivas, derecho al trabajo, contabilidad a la empresa, etc. Luego, se constituyó un pequeño Comité Asesor con personas expertas en materias de formación sindical de las distintas centrales y con académicos y, se fue creando un currículum que es sobre el cual se licitan las escuelas. 

Actualmente, cada una de ellas tiene que concursar sobre la base de un currículum en historia sindical, aspectos instrumentales, aspectos de economía general, derecho laboral, negociación colectiva, incluso forman parte del currículum técnicas de negociación, técnicas de comunicación. En definitiva, agregó, es un currículum bastante sólido y, por tanto, no corre cada institución con colores propios sino que deben ceñirse a estas directrices que de manera bien precisa se les entrega al momento de licitar y se licita por mercado público por tanto, es  transparente. Existen alrededor de 25 instituciones que postulan. Están postulando por primera vez sindicatos. 

El Honorable Senador señor Montes manifestó su conformidad no obstante, precisó que la Escuela de Formación Sindical fue una suerte de Fondo Concursable que tenía un cierto desarrollo. A nivel internacional hay experiencias de escuelas sindicales mucho más estables. En Chile también lo hubo. Durante la dictadura, el Instituto Diego Portales tenía su programa estable y que contaba con una parte conceptual y con otra instrumental. 

El modelo que hubo en México era bastante más plural y enseñaban teoría, corrientes de teoría económica, formando a dirigentes sindicales con una perspectiva bastante amplia. 

Cuando son de fondo concursable y por la inestabilidad de ellos es más difícil tener aquello. No pareciera adecuado reducir todo a esta suerte de escuela que he mencionado pero perfectamente podría ser una combinación. No descartaría el pensar hacia delante en un tipo de institucionalidad a partir de este consejo que se ha creado que permita tener una línea de formación de distintas corrientes de pensamiento y que asegure algo de mayor nivel.

Puestos en votación los artículos 2° y 3°, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 12

“El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.”.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señorita Macarena Lobos explicó que los costos asociados a este proyecto se financiarán con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare, en su primer año de vigencia, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.

Agregó que los ítems que acarrean mayor gasto fiscal son básicamente el nuevo Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas que se alimenta, por una parte, de lo que viene de la Escuela de Formación Sindical y tiene un incremental de 1.140.000 miles para llegar a un total de 2.143.000 que contempla el Fondo. Por otra parte se encuentran las acciones de apoyo a las PYME, la Calificación de los Servicios Mínimos, las mediaciones y, por último, lo relativo a los arbitrajes, que son de cargo fiscal para las empresas de menor tamaño.

Puesto en votación el artículo 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 13

“Intercala en el artículo 6° de la ley N°19.886 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“También se dará prioridad, en los términos del inciso primero, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a estos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señorita Macarena Lobos explicó que se crea una nueva negociación en el Código del Trabajo que es de carácter voluntario para las Federaciones y Confederaciones y para generar incentivos a este tipo de negociación se hace una modificación, primero en la ley de compra, mediante la cual se da prioridad a las empresas que tengan convenios colectivos vigentes para la ponderación en el caso de contratación con el Estado y, además, se hace una modificación en la ley del SENCE, el estatuto de capacitación, permitiendo que las empresas de menor tamaño que tengan suscrito, también estos convenios puedan acceder a las becas del SENCE.

El Honorable Senador señor Coloma formuló reserva de constitucionalidad por cuanto estima que existe, en el artículo 13, discriminación arbitraria respecto de la pequeña y mediana empresa, particularmente las PYMES que pueden no tener trabajadores suficientes para formar un sindicato, pueden contar con grupos negociadores, lo que es perfectamente legítimo dentro de un proceso, pueden tener sindicatos que no requieran negociar colectivamente, etc. Esta situación es discriminatoria porque tiene un diseño que al final beneficia a un grupo de empresas.

La Ministra del Trabajo y Previsión social, señora Ximena Rincón señaló que en esta disposición no es discriminatoria. Lo que se hace es señalar para todas las empresas, si es que tienen convenios colectivos suscritos con federaciones o confederaciones, tendrán un puntaje y una calificación mayor. No es arbitraria ya que está abierta para todas. Es decir, si negocia con ese tipo de organizaciones y llega a acuerdo tendrá un puntaje mayor al momento de postular. Recordó que es similar a lo que se hizo cuando se discutió, en el gobierno pasado, la normativa en el transantiago y, entre las exigencias en materia laboral, se estableció que no podían participar en las bases de licitaciones quienes no tuvieran cumplimiento de la normativa. No los dejamos fuera, simplemente las conminamos a que cumplieran con la norma.

El Honorable Senador señor García indicó que el artículo 13 establece una suerte de prioridad o preferencia para las empresas que tengan convenios colectivos y que además hagan extensivos estos convenios con todos sus trabajadores. Si es así, manifestó que no encuentra la justificación para hacerlo expresando que votará en contra.

El Honorable Senador señor Montes manifestó su voto conforme y destacó la importancia en inducir más organizaciones y más negociaciones en las empresas y, a su parecer, agregó no es necesariamente una discriminación arbitraria.

El Honorable Senador señor Lagos indicó que votará a favor por las mismas razones expresadas por el Honorable Senador Montes y agregó que aquellos que tienen convenios colectivos además deben tener sindicatos en consecuencia, todos los objetivos de estos fondos es capacitar a los trabajadores para que negocien en mejores términos.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que votará a favor y manifestó que no cree que haya discriminación en el sentido que se ha señalado y, además el hecho de obligarlos a hacer extensivo a otro indicó que le parece bien ese principio.

Puesto en votación el  artículo 13 fue aprobado por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar y por 2 votos en contra de los Honorables Senadores señores García y Coloma.
Artículo 14

Agrega en el inciso primero del artículo 46 de la ley N°19.518 la siguiente letra g), nueva:

“g) La ejecución de acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

El Honorable Senador señor Montes indicó que respecto de la discusión anterior le señalaron que en ciertas licitaciones de JUNAEB esta norma generó distorsión porque se inventaron sindicatos y se inventaron contratos colectivos. Es decir, esto requiere una reglamentación y un rigor bastante grande, que refleje procesos reales que no sea simplemente que los dueños de las empresas lo inventen para para poder cumplir el requisito y para acumular más puntaje. Esto no es una cosa que no pueda ser fiscalizada requiere que sea analice.

Respecto al SENCE y a esta forma de incentivar la capacitación en este segmento votaré a favor en todo caso me parece que el SENCE necesita, en el corto plazo, un cambio mayor porque está en los trabajadores de estas empresas que se les incentive.

 El Honorable Senador señor Coloma formuló reserva de constitucionalidad manifestando tener una objeción similar a la señalada en el artículo anterior ya que, lo que se está haciendo es beneficiar a determinadas empresas que tienen convenios colectivos, en perjuicio de otras.

Señaló que votará en contra por cuanto estima que existe discriminación debido a que se está creando un fondo especial para capacitar a un tipo de empresa cuya única diferencia será que va a tener un convenio colectivo vigente´. Consultó qué pasa con las empresas más pequeñas?. Precisó que si hay discriminación debe ser justificada. 

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó su coincidencia con el Senador señor Montes. Recordó que en varias oportunidades han conversado en relación a revisar el tema del Sistema Nacional de Capacitación y Empleo. Señaló que, en el tema del SENCE en lo que se refiere a la formación de gente joven hay una disminución bastante fuerte en relación a los últimos dos años y eso significará algo negativo que no se está dando el respaldo suficiente a la enseñanza de oficios básicos, oficios que se requieren y que pueden provocar un buen sistema de captación de trabajo. Hay que insistir, agregó, que sean cursos de años, no cortos. En la ley de presupuestos se hizo presente que en el curso del año se haría una revisión de cómo hacer la transferencia de recursos.

El Honorable Senador señor Lagos indicó que uno tiene derecho a tener diferenciaciones mientras no sean arbitrarias y tiene además un rol de política pública que se pueden o no compartir pero que  se establecen en la Comisión no en el Tribunal Constitucional.

Puesto en votación el  artículo 14 fue aprobado por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar y por 2 votos en contra de los Honorables Senadores señores García y Coloma.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de diciembre de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley amplía y mejora la negociación colectiva para que ésta pueda ser ejercida por más trabajadores, bajo mecanismos que faciliten los acuerdos con sus empleadores, en la perspectiva de favorecer un espacio de diálogo institucionalizado al interior de las empresas. Junto con ello se enriquecen los contenidos y la calidad de estos procesos.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. En primer lugar, se debe señalar que para una adecuada y efectiva implementación de los cambios propuestos en el presente proyecto de ley, se debe fortalecer la capacidad operativa de la Dirección del Trabajo a fin que pueda desarrollar a cabalidad las nuevas funciones que se le asignan, especialmente las relativas a la solución de controversias, la asistencia técnica a las partes y la calificación de los servicios mínimos, para lo cual se deben disponer los recursos humanos y presupuestarios correspondientes.

Adicionalmente, se crea un Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al actual Programa de Escuela de Formación Sindical.

2. En este contexto, el presente proyecto de ley implica un costo fiscal anual de $ 3.981.000 miles, de acuerdo al siguiente detalle:
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(a) Se considera un Fondo de Formación Sindical y de Relaciones Colaborativas de M$ 2.143.000, que se financiará con los recursos que actualmente contempla la Ley de Presupuestos 2015 para el Programa Escuela de Formación Sindical por M$ 956.431, con los ingresos por multas establecidos en el artículo 2° por prácticas desleales y antisindicales por M$ 92.847 y con un incremento de Aporte Fiscal por M$ 1.093.722. Asimismo, se considera como costo fiscal asociado a este concepto, el reemplazo de Aporte Fiscal por la reasignación de ingresos del SENCE a este nuevo Fondo por M$ 46.278.

Por lo tanto, el mayor costo fiscal por concepto de Fondo de Formación Sindical asciende a M$ 1.140.000, como resultado de la suma de M$ 1.093.722 y de M$ 46.278 detallados precedentemente.

(b)Considera los recursos asociados al gasto operacional en que incurrirá la DT para apoyar a las MYPE en el cumplimiento de las nuevas obligaciones que le asigna el proyecto de ley.

(c)Corresponde al costo total de los estudios para cada uno de los 60 Subsectores Económicos informados por el INE a la División de Estadísticas de la ONU de acuerdo a la Clasificación Industrial Internacional Uniforme (CIIU).

(d)Considera los costos operacionales para financiar un incremento de 30% en el número de mediaciones respecto del total de mediaciones anuales identificadas por la DT.

(e)Considera el costo fiscal asociado al uso del arbitraje para el 100 % de las empresas actualmente afectas al artículo N° 384 del código del trabajo (100 empresas).

3. El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.”.

Posteriormente, el 8 de junio de 2015, se presentó el siguiente informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. El presente proyecto de ley amplía y mejora la negociación colectiva para que ésta pueda ser ejercida por más trabajadores, bajo mecanismos que faciliten los acuerdos con sus empleadores, en la perspectiva de favorecer un espacio de diálogo institucionalizado al interior de las empresas. Junto con ello se enriquecen los contenidos y la calidad de estos procesos.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

En primer lugar, se debe señalar que para una adecuada y efectiva implementación de los cambios propuestos en el presente proyecto de ley, se debe fortalecer la capacidad operativa de la Dirección del Trabajo a fin que pueda desarrollar a cabalidad las nuevas funciones que se le asignan, especialmente las relativas a la solución de controversias, la asistencia técnica a las partes y la calificación de los servicios mínimos, para lo cual se deben disponer los recursos humanos y presupuestarios correspondientes.

Adicionalmente, se crea un Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al actual Programa de Escuela de Formación Sindical.

También, se agrega un artículo para la aplicación de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos y Suministros y Prestación de Servicios (Ley N° 19.886), el cual incidirá en la forma de evaluar las ofertas, dándose prioridad a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a éstos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.

Finalmente, se incorpora un artículo que agrega una letra g) nueva al artículo 46 de la Ley N° 19.518, permitiendo ejecutar acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigente o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.

2. De acuerdo con lo anterior, el presente proyecto de ley implica los siguientes costos fiscales:

2.1. La creación de un Fondo de Formación Sindical y de Relaciones Colaborativas por M$ 2.143.000 miles, que reemplazará al actual Programa de Escuela de Formación Sindical, por lo cual el costo fiscal adicional asociado a este nuevo Fondo asciende a M$ 1.140.000 miles.

2.2. Considerando las nuevas acciones de apoyo a las MYPE que deberá desarrollar la Dirección del Trabajo, se deberá fortalecer a este Servicio con 19 profesionales para que cumpla las nuevas obligaciones que le asigna el proyecto de ley, lo que representa un costo fiscal anual de $371.000 miles.

2.3. Adicionalmente y aunque se privilegia que la calificación de los servicios mínimos pueda ser concordada por las partes, en forma previa a la negociación, en caso que no se llegue a acuerdo, resuelve la Inspección del Trabajo, por lo cual la Dirección del Trabajo deberá contar con los antecedentes que le permitan cumplir esta nueva función, para lo cual se encargarán estudios para cada uno de los 60 Subsectores Económicos informados por el INE a la División de Estadísticas de la ONU de acuerdo a la Clasificación Industrial Internacional Uniforme (CIIU), con un costo promedio unitario de $ 30.000 miles. De esta manera, el costo fiscal para cumplir el rol de la Dirección del Trabajo en la calificación de servicios mínimos asciende a $1.800.000 miles.

2.4. También y como consecuencia del proyecto de ley, se estima un incremento de 10 % de las mediaciones, lo que significa 273 mediaciones adicionales con un costo promedio de $ 357 miles para cada una de ellas, con lo cual se obtiene un mayor costo fiscal de $ 97.500 miles.

2.5. En materia de arbitrajes, se considera el costo fiscal asociado al uso del arbitraje para el 100% de las empresas actualmente afectas al artículo 384 del Código del Trabajo (100 empresas) y se utilizan los aranceles por árbitro según tamaño de la empresa de acuerdo a la Resolución Exenta N° 172 de 2012 del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, considerando 3 árbitros de cargo fiscal para el caso de las micro, pequeñas y medianas empresas y de 2 árbitros en el caso de las grandes empresas. De esta manera, el costo fiscal asciende a $370.000 miles.
2.6. Finalmente y en materia de capacitación, se estima que 292 trabajadores involucrados en proyectos de negociación colectiva presentados por federaciones de sindicatos, accederán a cursos de capacitación de 150 horas con un valor hora de $ 3.679. Por lo anterior, el costo fiscal de la capacitación de estos trabajadores asciende a $161.140 miles.
3. En consecuencia, el costo fiscal anual del proyecto de ley asciende a $3.939.640 miles, de acuerdo al siguiente detalle:
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4.4. El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIÓN

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su segundo informe:

ARTÍCULO 1°

N°36

Artículo 397


Reemplazar, en el número 2, la expresión “corresponda” por “proceda”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

Como consecuencia de la modificación anterior, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo:


1) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación de la expresión “ascendencia nacional”, la frase “, situación socioeconómica, idioma, creencias, participación en organizaciones gremiales, orientación sexual, identidad de género, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad”.


2) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 3°, la frase “Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código”, por “Título IV del Libro IV de este Código”.


3) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 5°, entre los vocablos “y” y “colectivos”, las palabras “los instrumentos”.


4) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 6° por el siguiente:


“Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con uno o más sindicatos, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada establecido en el Título IV del Libro IV de este Código.”.

 
5) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 11, entre la palabra “arbitrales” y el punto seguido, la frase “o en acuerdos de grupo negociador”.


6) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 38, las dos veces que aparece, la palabra “cuatro” por la expresión “hasta tres”.


7) Intercálase en el artículo 43, entre las palabras “trabajo” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.


8) Sustitúyese en el artículo 49, la expresión “empleadores,” por “empleadores o” y elimínase la frase “o delegados del personal”.


9) Intercálase en el artículo 82, entre las palabras “colectivos” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.


10) Sustitúyese en el inciso final del artículo 153, la frase “El delegado del personal, cualquier” por “Cualquier” y elimínase en los incisos primero del artículo 156 y del artículo 177 las locuciones “, al delegado del personal” y “del personal o”, respectivamente.


11) Intercálase, en el inciso primero del artículo 178, entre las palabras “colectivos” y “que”, la frase “o en acuerdos de grupo negociador”.


12) Intercálase, en el inciso primero del artículo 218, entre la palabra “trabajo” y el punto aparte, la frase “y los secretarios municipales en localidades en que no existan otros ministros de fe disponibles”.


13) En el artículo 221:


a) Agrégase en el inciso primero del artículo 221, la siguiente oración final: “Tratándose de la constitución de un sindicato interempresa, sólo podrán actuar como ministros de fe los inspectores del trabajo.”.


b) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 221 por el siguiente:


"Los trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o de un sindicato interempresa, gozarán de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de ministro de fe para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud de ministro de fe.”.


14) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 227 por el siguiente:


“Si la empresa tiene 50 trabajadores o menos, podrán constituir sindicato 8 de ellos, siempre que representen como mínimo el 45 % del total de trabajadores.”.


15) Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:


“Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa que estén afiliados a un sindicato interempresa o de trabajadores eventuales o transitorios, elegirán uno o más delegados sindicales de acuerdo a las siguientes reglas: de 8 a 50 trabajadores elegirán un delegado sindical; de 51 a 75 elegirán dos delegados sindicales y si fueran 76 o más trabajadores, elegirán tres delegados.


Si entre los trabajadores de la empresa se hubieren elegido uno o más directores sindicales, estos cargos se rebajarán en igual proporción del número total de delegados sindicales que corresponda elegir en la respectiva empresa. 


Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.


Las elecciones de los delegados sindicales se realizarán en presencia de un ministro de fe y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a que se refiere el artículo 225, con copia a la Inspección del Trabajo respectiva.


La alteración en el número de afiliados no modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima elección, sin perjuicio de informar a la Dirección del Trabajo sobre este hecho, a más tardar dentro del quinto día hábil de haberse producido la alteración.


El mandato de los delegados durará el tiempo que señalen los estatutos, y si estos no lo regulan, tendrá la misma duración que el establecido para los directores sindicales.”.


16) Intercálase en el artículo 231 el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que el directorio sea integrado por directoras con derecho al fuero y las prerrogativas que establece este Código, en proporción no inferior a un tercio del total del directorio con estas prerrogativas o la que corresponda al porcentaje de afiliación de trabajadoras en el total de afiliados, en el caso de ser menor.”.


17) Reemplázase el inciso primero del artículo 243 por el siguiente:

“Artículo 243.- Los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido en la legislación vigente desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deba hacer abandono del cargo, por renuncia al sindicato o por término de la empresa. Asimismo, el fuero de los directores sindicales terminará cuando caduque la personalidad jurídica del sindicato por aplicación del inciso tercero del artículo 223 o del inciso segundo del artículo 227.”.

18) Modifícase el artículo 249 de la siguiente forma:

a) En su inciso primero:

i. Sustitúyese la frase “los permisos necesarios” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical necesarias”.

ii. Reemplázase la frase “los que no podrán” por “las que no podrán”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “los permisos semanales” por “las horas semanales de trabajo sindical”.

c) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “los permisos otorgados” por “las horas de trabajo sindical otorgadas”.

d) Sustitúyese en el inciso final la palabra “permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

19) Modifícase el artículo 250 en la siguiente forma:

a) Reemplázanse en el inciso primero las frases “los siguientes permisos sindicales” y “los señalados” por “las siguientes horas de trabajo sindical” y “las señaladas”, respectivamente.

b) Sustitúyese el literal b) del inciso primero por el siguiente:

“b) Los directores y delegados sindicales podrán también hacer uso de hasta tres semanas de horas de trabajo sindical en el año calendario para asistir a actividades destinadas a formación y capacitación sindical, en conformidad a los estatutos del sindicato.”.

c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “los permisos” por la frase “las horas de trabajo sindical”.

20) Reemplázase en el artículo 252 la expresión “permisos sindicales” por la frase “horas de trabajo sindical”.

21) Sustitúyese en el artículo 256 la frase “por el aporte de los adherentes a un instrumento colectivo y de aquellos a quienes se les hizo extensivo éste” por la siguiente: “por el aporte o cuota sindical ordinaria del exafiliado que se mantenga afecto al instrumento colectivo negociado por la organización, en los términos del inciso segundo del artículo 324; por la cuota sindical ordinaria de los no afiliados que hayan aceptado que se les aplique la extensión de beneficios de conformidad al inciso tercero del artículo 323”.

22) Suprímese en el inciso primero del artículo 268 la frase “y en presencia de un ministro de fe”.

23) Agrégase un nuevo inciso segundo al artículo 272, del siguiente tenor:

“Los estatutos de las federaciones y confederaciones deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que sus directorios sean integrados por un número de directoras con derecho al fuero, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 274, no inferior a un tercio del total del directorio con estas prerrogativas, o la que corresponda al porcentaje de trabajadoras que puedan ser electas de conformidad al artículo 273, en caso de ser inferior.”.
24) Modifícase el artículo 274 del siguiente modo:

a) Sustitúyese en su inciso tercero la palabra “permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

b) Sustitúyese en su inciso final la frase “los permisos antes señalados” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.

25) Incorpórase en el artículo 278 un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“Asimismo, los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que su cuerpo directivo sea integrado por un número de directoras con derecho al fuero, inamovilidad funcionaria, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 283, no inferior al 30%.”.

26) Suprímese, en el inciso primero del artículo 281, la frase “, ante la presencia de un ministro de fe”.

27) Modifícase el artículo 283 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso tercero la frase “permisos para efectuar su labor sindical” por la siguiente: “horas de trabajo sindical para efectuar su labor”.

b) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “los permisos antes señalados” por la frase “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.

c) Reemplázase en su inciso final la palabra “permisos” por la frase “horas de trabajo sindical”.


28) Elimínase en el epígrafe del Capítulo IX del Libro III, la expresión “desleales o”.

29) En el artículo 289:

a) En su inciso primero:


i. Sustitúyese la palabra “desleales” por “antisindicales”.

ii. Reemplázase el punto aparte por la frase “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.

c) Sustitúyese en el literal a) la frase “El que obstaculice” por el término “Obstaculizar”, reemplázase la locución “el que maliciosamente ejecutare” por “ejecutar maliciosamente” e intercálase como frase final de este primer párrafo la siguiente: “o despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.

.

d) Modifícase el literal b) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que se niegue” por la palabra “Negarse”.

ii. Sustitúyese la frase “los incisos quinto y sexto del artículo 315” por “los artículos 316 y 318”.

e) Modifícase el literal c) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ofrezca u otorgue” por la expresión “Ofrecer u otorgar”.

ii. Reemplázase la expresión “con el fin exclusivo de” por la siguiente: “que signifiquen”.

f) Sustitúyese en el literal d) la expresión “El que realice” por “Realizar”.

g) Sustitúyese en el literal e) la expresión “El que ejecute” por “Ejecutar”.

h) Intercálase el siguiente literal f), nuevo, pasando los actuales literales f) y g) a ser g) y h), respectivamente:

“f) Negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado, frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo, salvo que el tribunal respectivo haya decretado la separación provisional del trabajador de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 174;”.
i) Modifícase el actual literal f), que pasó a ser g), en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ejerza” por el vocablo “Ejercer”.

ii. Sustitúyese la expresión “con el fin exclusivo de” por “que signifiquen”.

iii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y coma.

j) Sustitúyese su actual literal g), que pasó a ser h), por el siguiente:


“h) Otorgar o convenir con trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios pactados en un instrumento colectivo, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 323 de este Código.


No constituye práctica antisindical el o los acuerdos individuales entre el trabajador y el empleador sobre remuneraciones o sus incrementos que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador, e”.

k) Agrégase un literal i) del siguiente tenor:

“i) No descontar o no integrar a la organización sindical respectiva las cuotas o aportes sindicales, ordinarios o extraordinarios, que corresponda pagar por los afiliados, o la cuota o aporte convenido en un acuerdo de extensión de conformidad al artículo 323, cuando éste proceda.”.


l) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“No se exigirá intención o dolo en la comisión de las conductas de prácticas antisindicales.”.

30) En el artículo 290:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “desleales” por “antisindicales” y agrégase la siguiente frase final: “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.


c) Sustitúyese en el literal a) la palabra “desleales” por “antisindicales” y en los literales a) y b) la frase “El que acuerde” por el vocablo “Acordar”.

d) Sustitúyese en el literal c) la frase “Los que apliquen” por el término “Aplicar”.

e) Modifícase el literal d) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que de cualquier modo presione” por el vocablo “Presionar”.

ii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y coma.

f) Modifícase el literal e) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “Los miembros del directorio de la organización sindical que divulguen a terceros ajenos a éste” por “Divulgar a terceros ajenos a la organización sindical”.

ii. Reemplázase el punto final por la expresión “, y”.

g) Agregase un literal f), del siguiente tenor:

“f) Ejercer los derechos sindicales o fueros que establece este Código de mala fe o con abuso del derecho.”.


31) Intercálase en la letra b) del artículo 291, a continuación de la palabra “sindicato”, la siguiente frase “, impidan el ingreso de los trabajadores a las asambleas o el ejercicio de su derecho a sufragio”.

32) En el artículo 292:


a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales serán sancionadas de la siguiente forma:


1. En la micro empresa con multa de cinco a veinticinco unidades tributarias mensuales.


2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.


3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.

La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.”.
b) Sustitúyese en su inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “Servicio Nacional de Capacitación y Empleo” por “Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.

33) Sustitúyese el artículo 294 por el siguiente:

“Artículo 294.- Si el despido o el término de la relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva, el despido o el término de la relación laboral no producirá efecto alguno, aplicándose el artículo 489, con excepción de lo dispuesto en sus incisos tercero, cuarto y quinto.”.


34) Intercálase en el artículo 297, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El empleador podrá solicitar fundadamente a la Dirección del Trabajo que ejerza la acción señalada en el inciso primero.”.

35) Derógase el artículo 302 y elimínase en la denominación del Libro III, la frase “y del delegado del personal”.

36) Sustitúyese el Libro IV “De la Negociación Colectiva” por el siguiente: 

“LIBRO IV

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Título I

NORMAS GENERALES

Artículo 303.- Negociación colectiva, definición, partes y objetivo. La negociación colectiva es aquella que tiene lugar entre uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales, con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado, de acuerdo a las normas contenidas en el presente Libro.

Las partes deben negociar de buena fe, cumpliendo con las obligaciones y plazos previstos en las disposiciones siguientes, sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento entre ambas.

Los trabajadores tendrán derecho a negociar colectivamente con su empleador a través de la o las organizaciones sindicales que los representen, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV de este Libro, a través de cualquiera de los procedimientos establecidos en el Título V de este Libro, o de forma directa, y sin sujeción a normas de procedimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 314 de este Código.

Tendrán derecho a negociar los sindicatos que cumplan con los quórum de constitución establecidos en el artículo 227 de este Código.

En todas aquellas empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar, podrán hacerlo, según las normas previstas en el artículo 315, grupos de trabajadores unidos para ese efecto.

Para determinar si dos o más empresas deben ser consideradas como un solo empleador para efectos de la negociación colectiva, se estará a lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 3°.

Artículo 304.- Ámbito de aplicación. La negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del sector privado y en aquellas en las que el Estado tenga aportes, participación y representación.

No existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en aquellas en que leyes especiales la prohíban.

Tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más del 50% por el Estado, directamente o a través de derechos o impuestos.

Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar, sin embargo, respecto de los establecimientos educacionales particulares subvencionados en conformidad al decreto ley N°3.476, de 1980, y sus modificaciones, ni a los establecimientos de educación técnico-profesional administrados por corporaciones privadas conforme al decreto ley N°3.166, de 1980.

El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará las empresas en las que el Estado tenga aporte, participación o representación mayoritarios en que se deberá negociar por establecimiento, entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para todos los efectos de este Código.

Artículo 305.- Trabajadores impedidos de ejercer el derecho a negociar colectivamente, forma y reclamo de esta condición. No podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación del empleador y que estén dotados de facultades generales de administración, tales como gerentes y subgerentes. En la micro y pequeña empresa esta prohibición se aplicará también al personal de confianza que ejerza cargos superiores de mando.

De la circunstancia a que se refiere el inciso anterior deberá además dejarse constancia escrita en el contrato de trabajo y, a falta de esta estipulación, se entenderá que el trabajador está habilitado para negociar colectivamente.

El trabajador o el sindicato al que se encuentre afiliado, podrán reclamar a la Inspección del Trabajo de la circunstancia hecha constar en su contrato, de no poder negociar colectivamente. La resolución de la Inspección del Trabajo podrá reclamarse judicialmente a través del procedimiento establecido en el artículo 504, dentro del plazo de quince días contado desde su notificación.

Las micro, pequeñas y medianas empresas podrán excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje.

Artículo 306.- Materias de la negociación colectiva. Son materia de la negociación colectiva aquellas de interés común de las partes que afecten las relaciones mutuas entre trabajadores y empleadores, especialmente las que se refieran a remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero y, en general, a las condiciones comunes de trabajo.

Las negociaciones podrán incluir acuerdos para la conciliación del trabajo con las responsabilidades familiares, el ejercicio de la corresponsabilidad parental, planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa, acciones positivas para corregir situaciones de desigualdad, acuerdos para la capacitación y reconversión productiva de los trabajadores, constitución y mantenimiento de servicios de bienestar, mecanismos de solución de controversias, entre otros.

Adicionalmente, se podrán negociar los acuerdos de extensión previstos en el artículo 323 y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el Título VI de este Libro.

No serán objeto de la negociación colectiva aquellas materias que restrinjan o limiten la facultad del empleador de organizar, dirigir y administrar la empresa y aquellas ajenas a la misma.

Artículo 307.- Relación del trabajador con el contrato colectivo. Ningún trabajador podrá estar afecto a más de un contrato colectivo de trabajo celebrado con el mismo empleador de conformidad a las normas de este Código.

Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente en una micro y pequeña empresa, en una mediana empresa o en una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido, a lo menos, dieciocho, doce y seis meses, respectivamente, desde el inicio de sus actividades.

Artículo 309.- Fuero de negociación colectiva. Los trabajadores afiliados a la organización sindical involucrada en una negociación colectiva reglada gozarán del fuero establecido en la legislación vigente desde los diez días anteriores a la presentación de un proyecto de contrato colectivo hasta treinta días después de la suscripción de este último, o de la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado.

Igualmente, gozarán del fuero antes señalado los trabajadores que se afilien a la organización sindical durante el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, a partir de la fecha en que se comunique la afiliación al empleador y hasta treinta días después de la suscripción del contrato colectivo o de la notificación del laudo arbitral, en su caso.

Sin embargo, no se requerirá solicitar el desafuero de aquellos trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, cuando dicho plazo, obra o faena expirare dentro del período a que se refieren los incisos anteriores.

Artículo 310.- Beneficios y afiliación sindical. Los trabajadores se regirán por el instrumento colectivo suscrito entre su empleador y la organización sindical a la que se encuentren afiliados mientras este se encuentre vigente, accediendo a los beneficios en él contemplados.

Artículo 311.- Relación y efectos del instrumento colectivo con el contrato individual de trabajo y forma de modificación del instrumento colectivo. Las estipulaciones de un contrato individual de trabajo no podrán significar disminución de las remuneraciones, beneficios y derechos que correspondan al trabajador por aplicación del instrumento colectivo por el que esté regido.

Las estipulaciones de los instrumentos colectivos reemplazarán en lo pertinente a las contenidas en los contratos individuales de los trabajadores que sean parte de aquellos.

Las estipulaciones de un instrumento colectivo vigente sólo podrán modificarse mediante acuerdo entre el empleador y la o las organizaciones sindicales que lo hubieren suscrito.

Artículo 312.- Plazos y su cómputo. Todos los plazos establecidos en este Libro son de días corridos, salvo los previstos para la mediación obligatoria del artículo 353.

Con todo, cuando un plazo venciere en día sábado, domingo o festivo, se entenderá prorrogado hasta el día hábil siguiente.

Artículo 313.- Ministros de fe. Para los efectos previstos en este Libro IV, además de los inspectores del trabajo, serán ministros de fe los notarios públicos, los oficiales del Registro Civil, los funcionarios de la Administración del Estado que sean designados en esa calidad por la Dirección del Trabajo y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles.

Artículo 314.- Negociación no reglada. En cualquier momento y sin restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse entre uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, negociaciones voluntarias, directas y sin sujeción a normas de procedimiento, para convenir condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado.

Artículo 315.- Negociación semi-reglada. En las empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 362, los trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador, conforme a las reglas mínimas de procedimiento siguientes:

a) Deberá tratarse del mismo número de trabajadores que se exige para constituir sindicatos de empresa conforme al artículo 227.

b) Los trabajadores serán representados por una comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un Inspector del Trabajo.

c) El empleador estará obligado a dar respuesta a la presentación hecha por los trabajadores dentro del plazo de cinco días. Sí así no lo hiciere, se aplicará la multa prevista en el artículo 506.

d) La propuesta final del empleador deberá ser aprobada ante el Inspector del Trabajo en votación secreta, por mayoría absoluta de los trabajadores involucrados.

e) El documento que se suscriba de conformidad a esta modalidad de negociación se denominará acuerdo de grupo negociador.

Si se suscribiere un acuerdo sin sujeción a estas normas mínimas de procedimiento, este tendrá la naturaleza de contrato individual de trabajo para los involucrados.

Los trabajadores se mantendrán afectos al acuerdo de grupo negociador del que sean parte, hasta el término de su vigencia.

Título II

DERECHO A INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES


Artículo 316.- Derecho de información periódica en las grandes empresas. Las grandes empresas deberán entregar anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ellas, el balance general, el estado de resultados y los estados financieros auditados, si los tuvieren, dentro del plazo de treinta días contado desde que estos documentos se encuentren disponibles.


Asimismo, deberán entregar toda otra información de carácter público que conforme a la legislación vigente estén obligadas a poner a disposición de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta información deberá ser entregada dentro del plazo de treinta días contado desde que se haya puesto a disposición de la referida  Superintendencia.


Respecto de los nuevos sindicatos de empresa que se constituyan, la información indicada en este artículo será entregada dentro del plazo de treinta días contado a partir de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225 de este Código.


Artículo 317.- Derecho de información específica para la negociación en las grandes y medianas empresas. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a proporcionar a los sindicatos que tengan derecho a negociar en ellas, la información específica y necesaria para preparar sus negociaciones colectivas.


A requerimiento de las organizaciones sindicales que lo soliciten, dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente, deberán entregar, a lo menos, la siguiente información:


a) Planilla de remuneraciones pagadas a todos los trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes, con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función desempeñada. La entrega de esta información no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.


b) Valor actualizado de todos los beneficios que forman parte del instrumento colectivo vigente.


c) Los costos globales de mano de obra de la empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y este hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán entregar los costos globales del período de duración del contrato.


d) Toda la información periódica referida en los artículos 316 y 319 que no haya sido entregada oportunamente a los sindicatos de empresa, cuando corresponda.


e) Información que incida en la política futura de inversiones de la empresa que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial.


En el evento de que no exista instrumento colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.


Las empresas señaladas en este artículo dispondrán del plazo de treinta días para hacer entrega de la información solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.


La comisión negociadora que represente a un grupo negociador, tendrá derecho a solicitar al empleador la información específica para la negociación establecida en la letra a) de este artículo, respecto de los trabajadores que represente y también la establecida en la letra c). Esta información podrá ser requerida a partir de la elección señalada en la letra b) del artículo 315. La entrega de esta información por parte del empleador deberá realizarse en un plazo de cinco días y no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.”.


Artículo 318.- Derecho de información por cargos o funciones de los trabajadores en las grandes y medianas empresas. Los sindicatos de empresa podrán una vez en cada año calendario solicitar a las grandes empresas, información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones de la empresa que se encuentren contenidas en el registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154 de este Código.


La información deberá entregarse innominadamente, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que haya sido requerida.


En el caso de las empresas medianas, sus sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación.


Artículo 319.- Derecho de información periódica en la micro, pequeña y mediana empresa. Las micro, pequeñas y medianas empresas proporcionarán anualmente a los sindicatos de empresa constituidos en ellas, la información sobre sus ingresos y egresos que de acuerdo al régimen tributario al que se encuentren acogidas declaren ante el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto a la renta. Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a la declaración anual de impuesto a la renta que efectúe la empresa.


Artículo 319 bis.- Derecho de información específica para la negociación en la micro y pequeña empresa. Los sindicatos con derecho a negociar en las micro y pequeñas empresas, podrán solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregadas por haberes y la información específica señalada en los literales b) y c) del inciso segundo del artículo 317 de este Código.


La información señalada en el inciso anterior podrá ser requerida dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente o en cualquier momento, en caso de no existir este. El empleador deberá entregar la información dentro de los treinta días siguientes al requerimiento. 


La comisión negociadora que represente al grupo negociador podrá solicitar al empleador el detalle de las remuneraciones mensuales de los trabajadores que represente, a partir de la elección señalada en la letra b) del artículo 315. La entrega de esta información por parte del empleador deberá realizarse en un plazo de cinco días.


La entrega de la información establecida en este artículo no constituirá infracción a lo dispuesto en el artículo 154 bis de este Código.


Artículo 320.- Derecho a requerir información por vía administrativa y judicial. Si el empleador no cumple con entregar la información en la forma y plazos previstos en los artículos anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del Trabajo que requiera al empleador para su entrega.


En caso de no prosperar la gestión administrativa, el o los sindicatos afectados podrán recurrir al tribunal laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504 de este Código.


El Tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará en la primera resolución que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal.

Título III

DE LOS INSTRUMENTOS COLECTIVOS Y DE LA TITULARIDAD SINDICAL


Artículo 321.- Instrumento colectivo: contrato colectivo, convenio colectivo y acuerdo de grupo negociador. Instrumento colectivo es la convención celebrada entre empleadores y trabajadores con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero, por un tiempo determinado, de conformidad a las reglas previstas en este Libro.


Contrato colectivo es aquel instrumento colectivo celebrado de conformidad al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en los artículos 328 y siguientes de este Código.


Convenio colectivo es aquel instrumento colectivo celebrado de acuerdo a la negociación colectiva no reglada prevista en el artículo 314 de este Código o derivado del procedimiento especial de negociación a que se refieren los artículos 365 y siguientes de este cuerpo legal. 


Acuerdo de grupo negociador es aquel instrumento colectivo celebrado conforme al procedimiento de negociación colectiva semi-reglada del artículo 315 de este Código. 


El laudo o fallo arbitral dictado según las normas de los artículos 387 y siguientes de este Código, también constituye un instrumento colectivo.


Los instrumentos colectivos deberán constar por escrito y registrarse en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción.

Artículo 322.- Instrumentos colectivos y su contenido. Todo instrumento colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1. La determinación precisa de las partes a quienes afecte.

2. Las normas sobre remuneraciones, beneficios, condiciones de trabajo y demás estipulaciones que se hayan acordado, especificándolas detalladamente.

3. El período de vigencia.

4. El acuerdo de extensión de beneficios o la referencia de no haberse alcanzado dicho acuerdo.

Adicionalmente, podrá contener la constitución de una comisión bipartita para la implementación y seguimiento del cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de las controversias.

Artículo 323.- Efecto de la afiliación sindical y aplicación de las estipulaciones de un instrumento colectivo. La afiliación sindical otorga de pleno derecho a los nuevos socios los beneficios del instrumento colectivo suscrito por la organización sindical a la que se incorpore, a partir de la comunicación de la afiliación al empleador.

La comunicación al empleador deberá realizarse por escrito al correo electrónico designado por este y enviarse copia de la misma a la Inspección del Trabajo.

Las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical. En el caso antes señalado, para acceder a los beneficios dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical, según lo establezca el acuerdo.

El acuerdo de extensión de que trata el inciso anterior deberá fijar criterios objetivos, generales y no arbitrarios para extender los beneficios a trabajadores sin afiliación sindical.

Sin perjuicio de lo anterior, el empleador podrá aplicar a todos los trabajadores de la empresa las cláusulas pactadas de reajuste de remuneraciones conforme a la variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, siempre que dicho reajuste se haya contemplado en su respuesta al proyecto de contrato colectivo.

Artículo 324.- Derecho a la libre afiliación y vinculación del trabajador con el instrumento colectivo. El trabajador podrá afiliarse y desafiliarse libremente de cualquier sindicato.

No obstante el cambio de afiliación sindical o desafiliación, el trabajador se mantendrá afecto al instrumento colectivo negociado por el sindicato al que pertenecía y que estuviere vigente, debiendo pagar el total de la cuota mensual ordinaria de ese sindicato durante toda la vigencia de dicho instrumento colectivo. Al término de la vigencia del instrumento colectivo del sindicato al que estaba afiliado, el trabajador pasará a estar afecto al instrumento colectivo del sindicato al que se hubiere afiliado, de existir este.

Una vez iniciada la negociación colectiva, los trabajadores involucrados permanecerán afectos a esta, así como al instrumento colectivo a que dicha negociación diere lugar.

Artículo 325.- Duración y vigencia de los instrumentos colectivos. Los contratos colectivos, los acuerdos de grupo negociador y los fallos arbitrales tendrán una duración no inferior a dos años ni superior a tres.

La vigencia de los contratos colectivos se contará a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior. De no existir los precitados instrumentos colectivos, la vigencia se contará a partir del día siguiente al de su suscripción.

Con todo, si se hubiere hecho efectiva la huelga, el contrato que se celebre con posterioridad o el fallo arbitral que se dicte, en su caso, sólo tendrán vigencia a contar de la fecha de suscripción del contrato o de constitución del compromiso, sin perjuicio de que su duración se cuente a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior o del cuadragésimo quinto día contado desde la presentación del respectivo proyecto, según corresponda.

Por su parte, los convenios colectivos podrán tener la duración que las partes definan, pero en ningún caso podrá ser superior a tres años.

Artículo 326.- Ultraactividad de un instrumento colectivo. Extinguido el instrumento colectivo, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, los incrementos reales pactados, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.
Artículo 327.- Mérito ejecutivo de los instrumentos colectivos y sanciones en caso de incumplimiento. Las copias originales de los instrumentos colectivos, así como las copias auténticas de dichos instrumentos, autorizadas por la Inspección del Trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, tendrán mérito ejecutivo y los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional conocerán de estas ejecuciones conforme al procedimiento señalado en los artículos 463 y siguientes de este Código.

No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, el incumplimiento de las estipulaciones contenidas en los instrumentos colectivos será sancionado por la Inspección del Trabajo de conformidad al artículo 506. La aplicación, cobro y reclamo de esta multa se efectuará con arreglo a las disposiciones de los artículos 503 y siguientes de este Código.

Título IV

EL PROCEDIMIENTO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA REGLADA

Capítulo I

REGLAS GENERALES

Artículo 328.- Negociación colectiva reglada y organizaciones sindicales. Los sindicatos de empresa que cumplan con el quórum del artículo 227 podrán negociar colectivamente de manera reglada con el empleador, de acuerdo a las normas que establece este Libro. Los sindicatos deberán reunir el quórum antes señalado a la fecha de iniciar la negociación.

Artículo 329.- Inicio de la negociación colectiva reglada. La negociación colectiva se inicia con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte del o los sindicatos al empleador.

Artículo 330.- Contenido del proyecto de contrato colectivo. En la presentación del proyecto de contrato colectivo se deberán explicitar, a lo menos, las cláusulas que se proponen, la vigencia ofrecida, la comisión negociadora y el domicilio físico y electrónico de el o los sindicatos respectivos. En esta misma oportunidad deberán presentar la nómina de los trabajadores que hasta ese momento se encuentren afiliados.

El sindicato podrá explicar los fundamentos de su propuesta de contrato y acompañar los antecedentes que sustenten su presentación.

Artículo 331.- Presentación del proyecto de contrato colectivo y negativa del empleador a recibirlo. Copia del proyecto de contrato colectivo presentado por el o los sindicatos, firmada por el empleador para acreditar que ha sido recibido por este, con la fecha de recepción estampada en él, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el empleador se negare a recibir o certificar la recepción del proyecto, el sindicato deberá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes a la negativa, para que notifique el proyecto de contrato al empleador en el más breve plazo.

Artículo 332.- Comisión negociadora sindical. La representación del sindicato en la negociación colectiva corresponderá a la comisión negociadora sindical, integrada por el directorio sindical respectivo. Si se trata de una negociación colectiva iniciada por más de un sindicato, la comisión negociadora sindical estará integrada por los directores que sean designados en el proyecto de contrato colectivo.

Además de los miembros de la comisión negociadora sindical, podrán asistir al desarrollo de las negociaciones los asesores que designen la o las organizaciones sindicales, los que no podrán exceder de tres.

En caso de que el o los sindicatos que negocien tengan afiliación femenina y la respectiva comisión negociadora laboral no esté integrada por ninguna trabajadora, se deberá integrar a una representante elegida por el o los sindicatos de conformidad a sus estatutos. En el evento que los estatutos nada establecieran, esta deberá ser elegida en asamblea convocada al efecto, en votación universal.

En la micro y pequeña empresa, la trabajadora que deba integrar la comisión negociadora de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, sustituirá a uno de los miembros que deban integrarla por derecho propio.

Respecto de la trabajadora que integre la comisión negociadora sindical de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero, el fuero señalado en el artículo 309 se extenderá hasta noventa días, contados desde la suscripción del contrato colectivo o, en su caso, desde la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado.

Artículo 333.- Afiliación sindical durante la negociación colectiva. Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada, los trabajadores no afiliados al sindicato tendrán derecho a afiliarse a él, incorporándose de pleno derecho a la negociación en curso, salvo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 324.

Con todo, sólo se incorporarán a la negociación en curso los trabajadores que se afilien hasta el quinto día de presentado el proyecto de contrato colectivo.

El sindicato deberá informar al empleador la afiliación de nuevos trabajadores dentro del plazo de dos días contado desde la respectiva incorporación.

Capítulo II

OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR EL PROYECTO Y PLAZO DE LA NEGOCIACIÓN

Artículo 334.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando no tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que no tiene instrumento colectivo vigente, podrá hacerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 308.

Las empresas en que no exista un instrumento colectivo vigente, podrán fijar un período, de hasta 60 días al año, durante el cual no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva.

La declaración a que se refiere el inciso anterior deberá comunicarse por medios idóneos a la Inspección del Trabajo y a los trabajadores. Su vigencia será de doce meses.

Artículo 335.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que tiene instrumento colectivo vigente deberá hacerse no antes de sesenta ni después de cuarenta y cinco días anteriores a la fecha de término de la vigencia de dicho instrumento.

Si el proyecto de contrato colectivo se presenta antes del plazo señalado en el inciso precedente, se entenderá, para todos los efectos legales, que fue presentado sesenta días antes de la fecha de vencimiento del instrumento colectivo anterior.

Artículo 336.- Consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de vencido el plazo, llegada la fecha de término del instrumento colectivo vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, salvo las que se refieren a la reajustabilidad pactada tanto de las remuneraciones como de los demás beneficios convenidos en dinero, el incremento real pactado, así como los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente.

Capítulo III

DE LA RESPUESTA DEL EMPLEADOR

Artículo 337.- Respuesta del empleador y comisión negociadora de empresa. La respuesta del empleador al proyecto de contrato colectivo deberá ser entregada a alguno de los integrantes de la comisión negociadora sindical y remitida a la dirección de correo electrónico designada por el sindicato, dentro de los diez días siguientes a la presentación del proyecto. Las partes de común acuerdo podrán prorrogar este plazo hasta por diez días adicionales.

El empleador deberá dar respuesta a todas las cláusulas propuestas en el proyecto presentado por el sindicato y determinar un domicilio electrónico. Asimismo, podrá explicar los fundamentos y contenidos de su proposición, acompañando los antecedentes que la sustenten.

El empleador deberá designar una comisión negociadora, constituida por un máximo de tres apoderados que formen parte de la empresa, entendiéndose también como tales a los miembros de su respectivo directorio y a los socios con facultad de administración. Podrá además designar a los asesores, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 332.

Artículo 338.- Piso de la negociación. La respuesta del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación. En el caso de existir instrumento colectivo vigente, se entenderá por piso de la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en el instrumento colectivo vigente, con los valores que corresponda pagar a la fecha de término del contrato. Se entenderán excluidos del piso de la negociación la reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo y los beneficios que se otorgan sólo por motivo de la firma del instrumento colectivo. El acuerdo de extensión de beneficios que forme parte de un instrumento colectivo tampoco constituye piso de la negociación.

En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato.

Artículo 339.- Efectos de la falta de respuesta y de aquella que no contenga las estipulaciones del piso de la negociación. Si el empleador no diere respuesta oportunamente al proyecto de contrato, será sancionado con una multa establecida de conformidad al inciso primero del artículo 408.

Llegado el vigésimo día de presentado el proyecto de contrato colectivo sin que el empleador le haya dado respuesta, se entenderá que lo acepta, salvo que las partes hayan acordado la prórroga del inciso primero del artículo 337, en cuyo caso la sanción operará a partir del día siguiente al vencimiento de la prórroga.

En caso de que la respuesta del empleador no contenga las estipulaciones del piso de la negociación, aquellas se entenderán incorporadas para todos los efectos legales.

Artículo 340.- Registro de la respuesta. El empleador deberá remitir a la Inspección del Trabajo copia de la respuesta, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que esta haya sido entregada a la comisión negociadora sindical, adjuntando comprobante de su recepción por el sindicato.

Capítulo IV

IMPUGNACIONES Y RECLAMACIONES


Artículo 341.- Impugnación de la nómina, quórum y otras reclamaciones. El empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores incorporados en la nómina del proyecto de contrato colectivo, por no ajustarse a las disposiciones de este Código. Igualmente, podrá impugnar el cumplimiento del quórum del sindicato para negociar en la empresa.


Las partes podrán además, formular reclamaciones respecto del proyecto de contrato colectivo o de su respuesta, por no ajustarse a las normas del presente Libro.


No será materia de reclamación la circunstancia de estimar alguna de las partes que la otra, en el proyecto de contrato colectivo o en la correspondiente respuesta, según el caso, ha infringido lo dispuesto en el inciso final del artículo 306 de este Código.


Artículo 342.- Reglas de procedimiento. Las impugnaciones y reclamaciones señaladas en el artículo anterior se tramitarán ante la Inspección del Trabajo respectiva, conforme las siguientes reglas:


a) El empleador deberá formular todas sus impugnaciones y reclamaciones en la respuesta al proyecto de contrato colectivo, acompañando los antecedentes en que se funden. 


b) La comisión negociadora sindical deberá formular todas sus reclamaciones en una misma presentación ante la Inspección del Trabajo, acompañando los antecedentes en que se funden, dentro de los cinco días siguientes de recibida la respuesta del empleador.


c) Recibida la respuesta del empleador que contenga impugnaciones o reclamaciones y recibidas las reclamaciones del sindicato, según sea el caso, la Inspección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes. Dicha citación deberá ser enviada a la dirección de correo electrónico de las partes. 


d) A esta audiencia las partes deberán asistir con todos los antecedentes necesarios y la documentación adicional que le haya sido requerida por la Inspección del Trabajo, la que instará a las partes a alcanzar un acuerdo.


e) La resolución deberá dictarse por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la audiencia. Si las impugnaciones o reclamaciones involucran a más de mil trabajadores, serán resueltas por el Director del Trabajo. 


f) En contra de esta resolución sólo procederá el recurso de reposición que deberá ser interpuesto dentro de tercero día. La resolución que resuelve el recurso de reposición deberá dictarse en el plazo de tres días y será reclamable judicialmente dentro del plazo de cinco días, a través del procedimiento establecido en el artículo 504 de este Código.


g) La interposición de las impugnaciones o reclamaciones no suspenderá el curso de la negociación colectiva.

Capítulo V

PERÍODO DE NEGOCIACIÓN

Artículo 343.- Período de negociación. A partir de la respuesta del empleador, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente con el objeto de obtener directamente un acuerdo, sin sujeción a ningún tipo de formalidades.

Las partes podrán negociar todas las materias comprendidas en el proyecto y la respuesta, como aquellas que de común acuerdo definan, incluyendo modificaciones al piso de la negociación.

Igualmente podrán convenir rebajar el piso de la negociación a que se refiere el artículo 338, cuando las condiciones económicas de la empresa así lo justifiquen.

Artículo 344.- Derecho a la suscripción del piso de la negociación. Durante todo el período de negociación, e incluso después de votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora sindical podrá poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por escrito, su decisión de suscribir un contrato colectivo sujeto a las estipulaciones del piso de la negociación.

El empleador no podrá negarse a esta exigencia, salvo en el caso a que se refiere el inciso final del artículo anterior. El contrato que se celebre conforme a las disposiciones de este artículo tendrá una duración de dieciocho meses y se entenderá suscrito desde la fecha en que la comisión negociadora sindical comunique su decisión al empleador.

Artículo 345.- Derecho a solicitar reunión de asistencia técnica. En las micro y pequeñas empresas, cualquiera de las partes podrá solicitar a la Dirección del Trabajo que las convoque a la reunión de asistencia técnica para llevar a cabo el proceso de negociación colectiva. La misma regla se aplicará a las empresas medianas cuando negocien por primera vez.

En esta oportunidad la Dirección del Trabajo informará a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las obligaciones derivados de la negociación. La asistencia a esta reunión será obligatoria para ambas partes.

Artículo 346.- Mediación voluntaria. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos anteriores, una vez vencido el plazo de respuesta del empleador, y durante todo el proceso de negociación colectiva, las partes podrán solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Dirección del Trabajo.

Capítulo VI

DERECHO A HUELGA

Artículo 347.- Derecho a huelga. La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores.

Se prohíbe el reemplazo de los trabajadores en huelga. 


La huelga no afectará la libertad de trabajo de los trabajadores no involucrados en ella, ni la ejecución de las funciones convenidas en sus contratos de trabajo.

La infracción de la prohibición señalada en el inciso segundo constituye una práctica desleal grave, la que habilitará a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes.

En el caso de negativa del empleador para retirar a los reemplazantes, la Inspección del Trabajo deberá denunciar al empleador al Juzgado de Letras del Trabajo conforme a las normas establecidas en los artículos 485 y siguientes, con excepción de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 486. El sindicato podrá iniciar esta acción o hacerse parte de la denuncia presentada por la Inspección del Trabajo. El Tribunal, revisados los antecedentes de la denuncia, ordenará al empleador el retiro inmediato de los reemplazantes en la primera resolución, bajo el apercibimiento señalado en el artículo 492.

Artículo 348.- Última oferta del empleador. El empleador, con a lo menos dos días de anticipación al inicio del período en que se puede hacer efectiva la votación de la huelga, podrá presentar a la comisión negociadora sindical una propuesta formal de contrato colectivo denominada “última oferta”. Esta propuesta deberá estar contenida en un documento suscrito por la comisión negociadora de la empresa. En la micro y pequeña empresa bastará que la última oferta sea firmada por uno de los miembros de la comisión negociadora de la empresa.

A falta de última oferta, aquella estará constituida por la propuesta formal más próxima al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior. De no existir propuestas formales, se tendrá por última oferta la respuesta del empleador.

La última oferta podrá ser informada por el empleador por escrito a todos los trabajadores involucrados en la negociación a través de mecanismos generales de comunicación.

Artículo 349.- Convocatoria a la votación de la huelga. La comisión negociadora sindical deberá convocar a la votación de la huelga con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha en que esta deba realizarse.

Cuando la votación no se hubiere llevado a efecto por causas ajenas al sindicato, este tendrá un plazo de cinco días adicionales para proceder a ella.

Artículo 350.- Oportunidad de la votación de la huelga. Si existe instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de vigencia del instrumento.

En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de un total de cuarenta y cinco contados desde la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo.

Las partes de común acuerdo podrán ampliar el plazo de la negociación y postergar la oportunidad para la votación de la huelga. En este caso, si existiere contrato colectivo se entenderá prorrogada la vigencia del mismo por el tiempo que las partes determinen. Este acuerdo deberá constar por escrito, suscribirse por las comisiones negociadoras de ambas partes y remitirse copia a la Inspección del Trabajo.

Artículo 351.- Medios para votación de la huelga. El empleador deberá facilitar que la votación de la huelga se realice con normalidad, otorgando los permisos necesarios para que los trabajadores puedan concurrir al acto de votación. El acto de votación podrá realizarse en la sede sindical, según lo dispuesto en el artículo 255.

La comisión negociadora sindical deberá organizar el proceso de votación evitando alteraciones en el normal funcionamiento de la empresa.

El día que se lleve a efecto la votación de la huelga el sindicato podrá realizar asambleas.

Artículo 352.- Votación de la huelga. La votación de la huelga se realizará en forma personal, secreta y ante ministro de fe. Los votos serán impresos y deberán emitirse con las expresiones “última oferta del empleador” o “huelga”.

La última oferta o la huelga deberán ser acordadas por la mayoría absoluta de los trabajadores representados por el sindicato. Del quórum de votación se descontarán aquellos trabajadores que no se encuentren actualmente prestando servicios en la empresa por licencia médica, feriado legal o aquellos que, por requerimientos de la empresa, se encuentren fuera del lugar habitual donde prestan servicios.

De aprobarse la huelga, esta se hará efectiva a partir del inicio de la respectiva jornada del quinto día siguiente a su aprobación.

Artículo 353.- Mediación obligatoria. Dentro de los cuatro días siguientes de acordada la huelga, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación obligatoria del Inspector del Trabajo competente, para facilitar el acuerdo entre ellas.

En el desempeño de su cometido, el Inspector del Trabajo podrá citar a las partes, en forma conjunta o separada, cuantas veces estime necesario, con el objeto de acercar posiciones y facilitar el establecimiento de bases de acuerdo para la suscripción del contrato colectivo.

Transcurridos cinco días hábiles desde que fuere solicitada su intervención sin que las partes hubieren llegado a un acuerdo, el Inspector del Trabajo dará por terminada su labor, debiendo hacerse efectiva la huelga al inicio del día siguiente hábil. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán acordar que el Inspector del Trabajo continúe desarrollando su gestión por un lapso de hasta cinco días, prorrogándose por ese hecho la fecha en que la huelga deba hacerse efectiva.

De las audiencias que se realicen ante el Inspector del Trabajo deberá levantarse acta firmada por los comparecientes y el funcionario referido.

Artículo 354.- Votación que no alcanza los quórum necesarios. En los casos en que no se alcancen los quórum de votación necesarios para que la asamblea acuerde la huelga, el sindicato tendrá la facultad de impetrar la suscripción de un contrato colectivo con las estipulaciones establecidas en el piso de la negociación, conforme al artículo 344, facultad que deberá ejercerse dentro del plazo de tres días contado desde la votación.

En caso de no ejercer la facultad señalada en el inciso anterior, se entenderá que el sindicato ha optado por aceptar la última oferta del empleador.

Artículo 355.- El cierre temporal de la empresa o lock-out. Acordada la huelga y una vez que esta se hubiere hecho efectiva, el empleador podrá declarar el lock-out o cierre temporal de la empresa, el que podrá ser total o parcial.

Se entenderá por lock-out el derecho del empleador, iniciada la huelga, a impedir temporalmente el acceso a todos los trabajadores a la empresa, predio o establecimiento.

El lock-out es total si afecta a todos los trabajadores de la empresa o predio, y es parcial cuando afecta a todos los trabajadores de uno o más establecimientos de una empresa. Para declarar lock-out parcial será necesario que en el establecimiento respectivo haya trabajadores involucrados en el proceso de negociación que lo origine.

Los establecimientos no afectados por el lock-out parcial continuarán funcionando normalmente.

En todo caso, el lock-out no afectará a los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 305.

El lock-out no podrá extenderse más allá de los treinta días contados de la fecha en que se hizo efectiva la huelga o del día de su término, cualquiera sea el hecho que ocurra primero.

Artículo 356.- Declaración de lock-out. El lock-out, sea total o parcial, sólo podrá ser declarado por el empleador si la huelga afectare a más del 50% del total de trabajadores de la empresa o del establecimiento en su caso, o significare la paralización de actividades imprescindibles para su funcionamiento, cualquiera fuere en este caso el porcentaje de trabajadores en huelga.

En caso de reclamo, la calificación de las circunstancias de hecho señaladas en el inciso anterior la efectuará la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes de formulada la reclamación. La resolución de la Inspección del Trabajo será reclamable judicialmente en los términos del artículo 504.

Artículo 357.- Suspensión del contrato de trabajo y efectos de la huelga y el lock-out. Durante la huelga o lock-out se entenderá suspendido el contrato de trabajo respecto de los trabajadores y del empleador que se encuentren involucrados o a quienes afecte, en su caso. En consecuencia, los trabajadores no estarán obligados a prestar sus servicios ni el empleador al pago de sus remuneraciones, beneficios y regalías derivadas de dicho contrato.

En el caso del inciso anterior, los trabajadores podrán efectuar trabajos temporales, fuera de la empresa, sin que ello signifique el término del contrato de trabajo con el empleador.

Durante la huelga, los trabajadores involucrados en la negociación podrán pagar voluntariamente las cotizaciones previsionales o de seguridad social en los organismos respectivos. Sin embargo, en caso de lock-out, el empleador deberá efectuarla respecto de aquellos trabajadores afectados por este que no se encuentren en huelga.


Artículo 357 bis.- Nueva oferta del empleador y su votación. Iniciada la huelga, la comisión negociadora del empleador podrá presentar una nueva oferta, con las mismas formalidades y publicidad del artículo 348, la que deberá ser votada por los trabajadores involucrados en la negociación, en votación secreta y ante un ministro de fe dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la nueva oferta. En este caso, los trabajadores deberán pronunciarse sobre la mantención de la huelga o la aceptación de la nueva oferta del empleador. La aceptación de la nueva oferta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores involucrados en la negociación.


En el caso de la micro y pequeña empresa, la votación a que se refiere el inciso anterior se realizará dentro de los dos días siguientes de presentada la nueva oferta.


Si la nueva oferta a que se refiere el inciso primero es rechazada, el empleador podrá presentar otra transcurridos cinco días desde su votación, la que deberá ser sometida a votación en los términos y plazos previstos en los incisos anteriores, en la medida que cumpla con las formalidades y publicidad previstas en el artículo 348. Este derecho podrá ejercerse en forma sucesiva hasta la aprobación de una nueva oferta.


Para el cómputo de los quórum de que trata este artículo se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 352 de este Código.


Artículo 357 ter.- Derecho a reincorporación individual del trabajador. Estará prohibido al empleador ofrecer o aceptar la reincorporación individual de los trabajadores en huelga, salvo en las condiciones establecidas en este artículo. 


En la gran y mediana empresa, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del décimo sexto día de iniciada la huelga, siempre que la última oferta formulada en la forma y con la anticipación señalada en el artículo 348, contemple a lo menos lo siguiente:


a) Idénticas estipulaciones que las contenidas en el contrato, convenio o fallo arbitral vigente, reajustadas en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el que haga sus veces, habido en el período comprendido entre la fecha del último reajuste y la fecha de término de vigencia del respectivo instrumento.


b) Una reajustabilidad mínima anual según la variación del Índice de Precios al Consumidor para el período del contrato, a partir de la suscripción del mismo.


En la micro y pequeña empresa, si la última oferta cumple las condiciones señaladas en el inciso anterior, los trabajadores involucrados en la negociación podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a sus funciones a partir del sexto día de iniciada la huelga.


Si el empleador no hace una oferta de las características y en la oportunidad señalada en los incisos anteriores, los trabajadores de la gran y mediana empresa involucrados en la negociación, podrán ejercer el derecho a reincorporarse individualmente a partir del trigésimo día de iniciada la huelga. En la micro y pequeña empresa, este derecho podrá ejercerse a partir del día décimo sexto.


Los trabajadores que opten por reincorporarse individualmente de acuerdo a  lo señalado en este artículo, lo harán en las condiciones contendidas en la última oferta del empleador y a partir de ese momento no les será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo 324 de este Código.

El ejercicio del derecho a reincorporación individual no afectará la huelga de los demás trabajadores.

Artículo 358.- De la reanudación de las negociaciones, de la suspensión y del término de la huelga. Durante la huelga las partes podrán reanudar las negociaciones las veces que estimen conveniente, sin sujeción a ninguna restricción o regla especial.

Las partes podrán acordar la suspensión temporal de la huelga por el plazo que estimen pertinente. El acuerdo deberá ser suscrito por las comisiones negociadoras y depositado en la Inspección del Trabajo. En este caso, también se entenderá suspendido el lock-out.

La suscripción del contrato colectivo hará cesar de pleno derecho los efectos de la huelga.

Capítulo VII

LIMITACIONES AL EJERCICIO DEL DERECHO A HUELGA

Artículo 359.- Servicios mínimos y equipos de emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, durante esta la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer el personal destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger los bienes corporales e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se deberán considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena.

El personal destinado por el sindicato a atender los servicios mínimos se conformará con trabajadores involucrados en el proceso de negociación y recibirá el nombre de equipo de emergencia. Sus integrantes deberán percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.

Los servicios mínimos deberán proveerse durante el tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados.

En el caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, la empresa podrá adoptar las medidas necesarias para atender los servicios mínimos, debiendo informar de ello inmediatamente a la Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate este incumplimiento.


Artículo 360.- Calificación de los servicios mínimos y de los equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia deberán ser calificados antes del inicio de la negociación colectiva.


La calificación deberá identificar los servicios mínimos de la empresa, así como el número y las competencias profesionales o técnicas de los trabajadores que deberán conformar los equipos de emergencia.


El empleador deberá proponer por escrito a todos los sindicatos existentes en la empresa, con una anticipación de, a lo menos, 180 días al vencimiento del instrumento colectivo vigente, su propuesta de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia para la empresa, remitiendo copia de la propuesta a la Inspección del Trabajo. En el caso de haber más de un instrumento colectivo vigente en la empresa, los referidos 180 días se considerarán respecto del instrumento colectivo más próximo a vencer.


En caso que no exista sindicato en la empresa, el empleador deberá formular su propuesta dentro de los 15 días siguientes a la comunicación de la constitución del sindicato efectuada de conformidad al artículo 225 de este Código, plazo durante el cual no se podrá iniciar la negociación colectiva. Habiéndose formulado el requerimiento por parte del empleador, tampoco se podrá iniciar la negociación colectiva en tanto no estén calificados los servicios mínimos y equipos de emergencia.


Recibida la propuesta del empleador, los sindicatos tendrán un plazo de 15 días para responder, en forma conjunta o separada.


Las partes tendrán un plazo de 30 días desde formulada la propuesta para alcanzar un acuerdo.


En caso de acuerdo, se levantará un acta que consigne los servicios mínimos y los equipos de emergencia concordados, la que deberá ser suscrita por el empleador y por todos los sindicatos que concurrieron a la calificación. Copia del acta deberá depositarse en la Inspección del Trabajo dentro de los 5 días siguientes a su suscripción.


Si las partes no logran acuerdo o éste no involucra a todos los sindicatos, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención de la Dirección Regional del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes.


En caso que la empresa tenga establecimientos o faenas en dos o más regiones del país, el requerimiento deberá formularse ante la Dirección Regional del Trabajo del domicilio del requirente. En caso que haya sido requerida la intervención de dos o más Direcciones Regionales, la Dirección Nacional del Trabajo determinará cuál de ellas resolverá todos los requerimientos.


Recibido el requerimiento, la Dirección Regional del Trabajo deberá oír a las partes y solicitar un informe técnico al organismo regulador o fiscalizador que corresponda. Cualquiera de las partes podrá acompañar informes técnicos de organismos públicos o privados. Asimismo, a requerimiento de parte o de oficio, la Dirección Regional del Trabajo podrá realizar visitas inspectivas.


La resolución que emita la Dirección Regional del Trabajo calificando los servicios mínimos y los equipos de emergencia de la empresa deberá ser fundada y emitida dentro de los 45 días siguientes al requerimiento.  Esta resolución deberá ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes a su emisión y sólo será reclamable ante el Director Nacional del Trabajo.


La Dirección del Trabajo, en el mes de abril de cada año, publicará los estándares técnicos de carácter general que han servido de base para la calificación de los servicios mínimos y los equipos de emergencia.


Por circunstancias sobrevinientes, la calificación podrá ser revisada si cambian las condiciones que motivaron su determinación, de acuerdo al procedimiento previsto en los incisos anteriores. La solicitud de revisión deberá ser siempre fundada por el requirente.


Artículo 360 bis.- Conformación de los equipos de emergencia. El empleador en su respuesta al proyecto de contrato colectivo deberá proponer a la comisión negociadora sindical los trabajadores afiliados al sindicato que conformarán los equipos de emergencia, cuando corresponda.


La comisión negociadora sindical tendrá un plazo de 48 horas para responder la propuesta del empleador. Si no contesta dentro del plazo señalado, se entenderá aceptada esta propuesta.


En caso de negativa expresa de la comisión negociadora sindical o discrepancia en el número o identidad de los trabajadores del sindicato respectivo que deben conformar los equipos de emergencia, el empleador deberá solicitar a la Inspección del Trabajo que se pronuncie dentro del plazo de cinco días contados desde la respuesta. La Inspección del Trabajo tendrá un plazo de diez días para resolver el requerimiento. La resolución será notificada al correo electrónico designado por las partes y en contra de ella sólo procederá el recurso de reposición.


Artículo 360 ter.- Determinación de las empresas en las que no se podrá ejercer el derecho a huelga. No podrán declarar la huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas, cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional.


La calificación de encontrarse la empresa en alguna de las situaciones señaladas en este artículo será efectuada cada dos años, dentro del mes de julio, por resolución conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo, previa solicitud fundada de parte, la que deberá presentarse hasta el 31 de mayo del año respectivo.


Promovida la solicitud, se pondrá en conocimiento de la contraparte empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime pertinentes, dentro del plazo de 15 días.


Efectuada la calificación de una empresa e incorporada en la resolución conjunta respectiva, sólo por causa sobreviniente y a solicitud de parte se  podrá revisar su  permanencia.

La resolución deberá publicarse en el Diario Oficial y podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 404 de este Código.

Artículo 361.- Reanudación de faenas. En caso de producirse una huelga o lock-out que por sus características, oportunidad o duración causare grave daño a la salud, al medio ambiente, al abastecimiento de bienes o servicios de la población, a la economía del país o a la seguridad nacional, el Tribunal de Letras del Trabajo respectivo podrá decretar la reanudación de faenas, previa solicitud de parte.

La solicitud se tramitará a través del procedimiento monitorio de los artículos 496 y siguientes, con excepción de lo señalado en el inciso primero del artículo 497. Podrán ejercer la acción de que trata este artículo tanto la o las empresas, como la Dirección del Trabajo o el o los sindicatos, según corresponda.

La reanudación de faenas se hará en las mismas condiciones vigentes al momento de presentar el proyecto de contrato colectivo.

Una vez que esté ejecutoriada, la sentencia definitiva deberá notificarse a la Dirección del Trabajo para los efectos de lo dispuesto en el artículo 389.

Título V

REGLAS ESPECIALES PARA LA NEGOCIACIÓN DE SINDICATOS INTEREMPRESA Y LAS ORGANIZACIONES SINDICALES QUE AFILIAN A TRABAJADORES EVENTUALES Y TRANSITORIOS

Capítulo I

LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DEL SINDICATO INTEREMPRESA EN LA EMPRESA

Artículo 362.- Negociación colectiva del sindicato interempresa. El sindicato interempresa podrá negociar conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro, con las modificaciones señaladas en este Capítulo. En este último caso, la empresa estará obligada a negociar.

Sin perjuicio de lo anterior, los sindicatos interempresa podrán negociar conforme lo dispuesto en el artículo 314.

Artículo 363.- Requisitos para la negociación colectiva del sindicato interempresa. Para presentar un proyecto de contrato colectivo en una empresa, el sindicato interempresa deberá contar con un total de afiliados no inferior a los quórum señalados en el artículo 227, respecto de los trabajadores que represente en esa empresa.

Artículo 364.- Comisiones negociadoras y su composición. La comisión negociadora sindical estará integrada por los delegados sindicales de la respectiva empresa y un representante de la directiva del sindicato.

La comisión negociadora de la empresa se regirá por lo previsto en el inciso tercero del artículo 337.

Podrán participar de las negociaciones los asesores de ambas partes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 332.

Capítulo II

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE LAS ORGANIZACIONES QUE AFILIEN A TRABAJADORES EVENTUALES Y DE OBRA O FAENA TRANSITORIA

Artículo 365.- Procedimiento especial de negociación. Los trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena transitoria, sólo podrán negociar colectivamente conforme a lo dispuesto en el artículo 314 o a las disposiciones previstas en este capítulo.

Las empresas estarán obligadas a negociar conforme al procedimiento regulado en este capítulo sólo en el caso que la obra o faena transitoria tenga una duración superior a doce meses. Con todo, los trabajadores sujetos a esta negociación no gozarán de las prerrogativas de los artículos 309 y 347.

Artículo 366.- Inicio de la negociación y contenido del proyecto. La negociación deberá iniciarse con la presentación de un proyecto de convenio colectivo con las condiciones comunes de trabajo y remuneraciones para un período de tiempo, temporada u obra o faena transitoria determinada.

El proyecto de convenio colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1. La identificación de la organización que presenta el proyecto y la individualización de los miembros de la comisión negociadora sindical de conformidad a las reglas del artículo 332, con indicación de un domicilio y correo electrónico.

2. Las cláusulas que se proponen a la empresa.

3. El ámbito de la negociación.

4. La determinación de la obra o faena o período de tiempo comprendido en la negociación.

Artículo 367.- Oportunidad, formalidades y comunicación del proyecto. El sindicato podrá presentar el proyecto de convenio colectivo a una o más empresas, una vez iniciada la obra o faena transitoria.

Copia del proyecto de convenio colectivo firmado por un representante de la o las empresas, para acreditar que ha sido recibido, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el representante de la empresa se negare a firmar dicha copia, la organización sindical podrá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, para que le notifique el proyecto de convenio.

Artículo 368.- Respuesta del empleador. La empresa deberá dar respuesta al proyecto de convenio colectivo dentro del plazo de cinco días contado desde la presentación del mismo, enviándola a la comisión negociadora sindical, con copia a la Inspección del Trabajo. En la respuesta deberá consignarse la individualización de la empresa, la comisión negociadora y un correo electrónico para las comunicaciones que deban producirse durante la negociación. Deberán también señalarse las cláusulas que se propone celebrar, pudiendo incluir entre ellas los pactos sobre condiciones especiales de trabajo a los que se refiere el artículo 372.

En el caso de que el proyecto de convenio colectivo se presente a dos o más empresas, cada una de ellas deberá decidir si negocia en forma conjunta o separada, y comunicará su decisión a la comisión negociadora sindical en su respuesta al proyecto de convenio colectivo.

Artículo 369.- Reuniones durante la negociación. Durante la negociación y con el objeto de lograr un acuerdo, las partes se reunirán el número de veces que estimen necesario. Las partes podrán asistir a estas reuniones con sus asesores.
Artículo 370.- Mediación. Cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo, la que estará dotada de amplias facultades para instarlas a lograr un acuerdo. La asistencia de las partes a las audiencias de mediación será obligatoria.

Este procedimiento de mediación durará cinco días hábiles, prorrogable por mutuo acuerdo de las partes por el plazo que estimen pertinente.

Artículo 371.- Relación del convenio colectivo con el contrato individual y registro del instrumento. Las estipulaciones de los convenios colectivos celebrados en virtud de las normas de este capítulo se tendrán como parte integrante de los contratos individuales de los trabajadores afiliados a la o las organizaciones sindicales que los hubieren negociado, incluidos aquellos que se afilien con posterioridad.

Los convenios colectivos deberán ser registrados en la Inspección del Trabajo respectiva, dentro del plazo de cinco días contado desde su suscripción.

Artículo 372.- Pactos sobre condiciones especiales de trabajo. Los convenios colectivos suscritos de acuerdo a las reglas precedentes, podrán incluir pactos sobre condiciones especiales de trabajo de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de este Libro.

Artículo 373.- Convenio de provisión de puestos de trabajo. Los convenios de provisión de puestos de trabajo de que trata el artículo 142 podrán negociarse conforme las reglas del presente capítulo.

Durante la vigencia de un convenio de provisión de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiarán a todos los afiliados a la organización que los negocie, que sean expresamente considerados en la nómina del convenio. Las estipulaciones del convenio referidas al monto de la remuneración acordada para el respectivo turno se harán extensivas a los trabajadores no considerados en la nómina antes señalada cada vez que sean contratados por el empleador. A estos últimos trabajadores no se les extenderán los demás beneficios del convenio, ni la garantía de ofertas de trabajo de la letra a) del inciso primero del artículo 142, salvo que medie acuerdo expreso del empleador.

En cuanto a su contenido, los convenios de provisión de puestos de trabajo quedarán enteramente sujetos a lo dispuesto en el artículo 142.

Título VI

DE LOS PACTOS SOBRE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO

Artículo 374.- Requisitos, procedimiento y ámbito de aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo. En aquellas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de sus trabajadores, la o las organizaciones sindicales, conjunta o separadamente, podrán acordar con el empleador los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título.

Estos pactos solo podrán acordarse en forma directa y sin sujeción a las normas de la negociación colectiva reglada. Su aprobación por parte del sindicato se sujetará a las normas que establezcan sus estatutos y si éstos nada dicen, se aprobarán por mayoría absoluta, en asamblea convocada al efecto y ante ministro de fe.

La duración máxima de estos pactos será de tres años.

Los pactos serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hayan celebrado, salvo que las partes excluyan expresamente de su aplicación a los trabajadores que lo hubieren solicitado.

Para aplicar estos pactos a los trabajadores de la empresa sin afiliación sindical, se requerirá de su consentimiento expreso, manifestado por escrito.

Artículo 375.- Pactos sobre sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso. Los pactos de que trata este Título podrán establecer condiciones especiales de distribución de la jornada ordinaria de trabajo y duración de los descansos, conforme a las siguientes normas:

a) La jornada ordinaria de trabajo no podrá exceder de cuarenta y cinco horas promedio en cómputo semanal, por cada ciclo de trabajo. La jornada diaria de trabajo máxima será de doce horas, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos.

b) La jornada ordinaria se dividirá en dos partes, dejándose entre ellas un lapso de tiempo para la colación. La duración del descanso de colación será de a lo menos cuarenta y cinco minutos respecto de aquellas jornadas no superiores a diez horas de duración, y de una hora, imputable a la jornada, para aquellas que superen dicho número. Sin embargo, el descanso de colación de los trabajadores contratados con jornada a tiempo parcial, afectos al pacto colectivo, no podrá ser superior a sesenta minutos.

c) Tratándose de faenas ubicadas en centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de siete días, debiendo otorgar un descanso anual adicional de seis días. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso adicional o de remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

No será obligatorio el descanso adicional anual en la medida que el sistema excepcional contemple un promedio anual de a lo menos dos domingos de descanso al mes.

d) En el caso de faenas ubicadas fuera de centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de veinte días para faenas transitorias y de doce para faenas permanentes. Tratándose de una jornada diurna, por cada dos días de trabajo corresponderá, como mínimo, un día de descanso; y en el caso de trabajo nocturno, por cada día de trabajo corresponderá, a lo menos, un día de descanso.

Se considerará que la faena se desarrolla fuera de centros urbanos cuando se cumplan a su respecto una o ambas de las siguientes circunstancias:

i. Si las faenas se encuentran ubicadas fuera de los límites urbanos de la ciudad.

ii. Cuando los trabajadores involucrados en la jornada duerman en campamentos de la faena, lugares arrendados o dispuestos por la empresa para pernoctar o se paga una asignación por alojamiento.

e) Por cada día festivo trabajado se deberá otorgar, además, un día de descanso compensatorio. El descanso compensatorio por los días festivos no podrá imputarse a los días de descanso del ciclo de trabajo. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso compensatorio o de remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

f) Tratándose de los pactos regulados en esta norma, no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38.


Artículo 376.- Pactos de horas extraordinarias. Las organizaciones sindicales y los empleadores podrán convenir pactos de horas extraordinarias con un tope de setenta y dos horas trimestrales, por trabajador. Estos pactos no podrán aplicarse por más de seis meses en un año calendario y operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán trabajar durante el trimestre respectivo.


Las organizaciones sindicales que representen a trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, solo podrán convenir respecto de estos trabajadores, pactos de horas extraordinarias de hasta diez horas semanales, por trabajador. 


Los trabajadores afectos a estos pactos no podrán permanecer en faenas más de doce horas en total cada día de trabajo, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. 


Los pactos de horas extraordinarias no estarán sujetos al límite establecido en el inciso primero del artículo 31 de este Código, deberán respetar el descanso semanal y no podrán perjudicar la salud de los trabajadores.

Las horas extraordinarias trabajadas en virtud de estos pactos se pagarán, a lo menos, con el recargo señalado en el artículo 32 de este Código. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir  mecanismos alternativos de retribución tales como horas libres, días libres o días adicionales de feriado.

Artículo 377.- Pactos sobre tiempo de preparación para trabajar y jornada pasiva. Podrán también acordarse pactos para la duración y retribución de los tiempos no efectivamente trabajados destinados a cambio de vestuario, aseo personal, traslado, aclimatación u otros, que sean necesarios para el desarrollo de la labor convenida, tanto por razones de higiene o seguridad, del proceso productivo, de imagen corporativa o por exigencia del empleador.

Estos tiempos tendrán una duración máxima de una hora diaria, no serán imputables a la jornada de trabajo y su retribución se ajustará al acuerdo de las partes.

Artículo 378.- Pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal. Las partes podrán acordar que la jornada ordinaria semanal de trabajo se distribuya en cuatro días. En cualquier caso, la jornada no podrá exceder de 12 horas diarias de trabajo efectivo, incluidas la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos. Si la jornada de trabajo supera las 10 horas, deberá acordarse una hora de descanso imputable a ella.


Artículo 378 bis.- Pactos para trabajadores con responsabilidades familiares. Las organizaciones sindicales podrán celebrar con el empleador, pactos con el objeto que trabajadores con responsabilidades familiares puedan acceder a sistemas de jornada que combinen tiempos de trabajo presencial en la empresa y fuera de ella.


Para acogerse a este pacto, el trabajador deberá solicitarlo por escrito al empleador, quien deberá responder de igual forma en el plazo de treinta días. El empleador tendrá la facultad de aceptar o rechazar la solicitud.


Aceptada la solicitud del trabajador, deberá suscribirse un anexo al contrato individual de trabajo que deberá contener las siguientes menciones:


1. El lugar o lugares alternativos a la empresa en que el trabajador prestará los servicios, pudiendo ser el hogar del trabajador u otro lugar convenido con el empleador.


2. Las adecuaciones a la jornada de trabajo, si fuere necesario.


3. Los sistemas de control y gestión que utilizará el empleador respecto de los servicios convenidos con el trabajador.


4. El tiempo de duración del acuerdo. 


El trabajador podrá unilateralmente volver a las condiciones originalmente pactadas en su contrato de trabajo, previo aviso por escrito al empleador con una anticipación mínima de 30 días.

Estos pactos también podrán ser convenidos para aplicarse a trabajadores jóvenes que cursen estudios regulares, mujeres, personas con discapacidad u otras categorías de trabajadores que definan de común acuerdo el empleador y la organización sindical.

Artículo 379.- Registro y fiscalización de los pactos. Dentro de los cinco días siguientes a la suscripción del pacto, el empleador deberá registrar dicho instrumento de manera electrónica ante la Dirección del Trabajo.


El Director del Trabajo, mediante resolución exenta, determinará la forma, condiciones y características del registro de los pactos y las demás normas necesarias para verificar el cumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores.


La Dirección del Trabajo pondrá a disposición del público modelos tipo de pactos sobre condiciones especiales de trabajo, que se ajusten a las disposiciones de este Título.

La fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del Trabajo.


En caso de incumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores o si sus estipulaciones infringen gravemente el cumplimiento de normas de higiene y seguridad en el trabajo, el Director del Trabajo podrá, mediante resolución fundada, dejar sin efecto los pactos de que trata este Título. Esta resolución será reclamable ante el tribunal respectivo de conformidad al procedimiento de aplicación general contemplado en el Párrafo 3° del Capítulo II del Título I del Libro V de este Código.

Título VII

DE LA MEDIACIÓN, LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS Y EL ARBITRAJE

Capítulo I

DE LA MEDIACIÓN

Artículo 380.- Tipos de mediación. Conforme a lo previsto en este Libro, habrá mediación voluntaria cuando las partes de común acuerdo soliciten la designación de un mediador a la Dirección del Trabajo.

La mediación voluntaria tendrá un plazo máximo de diez días, contados desde la notificación de la designación del mediador.

Artículo 381.- Facultades del mediador. En el cumplimiento de sus funciones, el mediador podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los lugares de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos y requerir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole que las leyes respectivas permitan exigir a las empresas involucradas en la mediación y a las autoridades.

Artículo 382.- Informe de mediación. Si no se produce acuerdo dentro del plazo, el mediador pondrá término a su gestión, presentando a las partes un informe sobre lo realizado.

Capítulo II

DE LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS

Artículo 383.- Mediación laboral de conflictos colectivos. Los conflictos colectivos que no tengan un procedimiento especial previsto en este Libro para su resolución, podrán sujetarse a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 384.- Forma de inicio de la mediación de conflictos colectivos. Cualquiera de las partes podrá recurrir a la Inspección del Trabajo para solicitarle una instancia de mediación laboral de conflictos colectivos. Asimismo, la Inspección del Trabajo podrá intervenir de oficio.

Artículo 385.- Facultades de la Inspección del Trabajo. La Inspección del Trabajo estará facultada para disponer la celebración de las audiencias que estime necesarias para llegar a un acuerdo.

Para el logro del objeto de la mediación, la Inspección del Trabajo podrá solicitar asesoramiento e información a entidades públicas y privadas y ordenar medidas destinadas a contar con la mayor información necesaria para contribuir a resolver el conflicto.

Artículo 386.- Informe de mediación. En caso de no prosperar la mediación, la Inspección del Trabajo levantará un informe que detallará las características del conflicto, la posición de las partes, las fórmulas de mediación analizadas y las posturas de las partes respecto de aquellas. Este informe será público.

Capítulo III

DEL ARBITRAJE

Artículo 387.- Definición de arbitraje. El arbitraje es un procedimiento a través del cual la organización sindical y el empleador, en los supuestos y al amparo de las reglas que señala este capítulo, someten la negociación colectiva a un árbitro para decidir el asunto. La decisión se denominará indistintamente laudo arbitral o fallo arbitral.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda determinará las condiciones, plazos y formas por las cuales se llevará a cabo la contratación de los árbitros y las demás normas necesarias para el cumplimiento de su cometido.


Artículo 388.- Arbitraje voluntario y obligatorio. Las partes en cualquier momento podrán voluntariamente someter la negociación colectiva a arbitraje.

El arbitraje será obligatorio para las partes en los casos en que esté prohibida la huelga y cuando se determine la reanudación de faenas, según lo dispuesto en el artículo 361 de este Código.


Artículo 389.- Del tribunal arbitral, de la nómina de árbitros y su designación. El tribunal arbitral será colegiado y estará integrado por tres árbitros.


Suscrito el compromiso entre las partes, llegada la fecha de término de vigencia del instrumento colectivo o a partir del día siguiente de la notificación de la resolución que ordena la reanudación de faenas, la Dirección Regional del Trabajo correspondiente al domicilio de la empresa, deberá citar a las partes a una audiencia dentro de quinto día para la designación del tribunal arbitral, la que se llevará a cabo con cualquiera de las partes que asista o en ausencia de ambas. 

En esta audiencia se procederá a designar a los árbitros que conformarán el tribunal arbitral, nombrando a tres titulares y dos suplentes entre los inscritos en la Nómina Nacional de Árbitros Laborales. Las designaciones serán de común acuerdo y en su ausencia, la Dirección Regional del Trabajo designará aquellos que más se aproximen a las preferencias de las partes. Si las partes no manifestaren preferencias, la designación se hará por sorteo. El Director Regional del Trabajo procurará que al menos uno de los árbitros tenga domicilio en la Región respectiva.

 
Artículo 390.- Notificación de los árbitros, audiencia de constitución y procedimientos de arbitraje. Los árbitros designados serán notificados por la Dirección Regional del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia de constitución del tribunal arbitral dentro de quinto día. A esta audiencia también serán convocadas las partes.


En la audiencia de constitución, el Director Regional del Trabajo tomará juramento o promesa a los árbitros designados, partiendo por los titulares y siguiendo por los suplentes. En caso de ausencia de un árbitro titular, tomará su lugar uno de los suplentes. Los árbitros deberán jurar o prometer dar fiel e íntegro cumplimiento a su cometido. En esta audiencia el tribunal arbitral definirá el procedimiento que seguirá para su funcionamiento.


Una vez verificada la audiencia de constitución, el tribunal arbitral convocará a las partes a una audiencia dentro de los cinco días siguientes. En esta oportunidad las partes presentarán su última propuesta y realizarán las observaciones que estimen pertinentes. El tribunal levantará acta resumida de lo obrado. 


Al tribunal arbitral les serán aplicables los artículos 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 85 y 89 inciso primero del Código Orgánico de Tribunales, en todo aquello que no sea incompatible con las normas de este Capítulo.

Artículo 391.- Facultades del tribunal. El tribunal arbitral podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los locales de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos, sobre las diversas materias sometidas a su resolución, citar a audiencia a las partes, y exigir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole a las partes, que le permitan emitir su fallo de manera fundada.

Artículo 392.- Del fallo y del derecho de las partes a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación. El tribunal arbitral, estará obligado a fallar en favor de la proposición de alguna de las partes. Para tales efectos, el tribunal citará a una audiencia para que las partes confirmen o presenten su proposición formal por escrito o verbalmente previo a dictar el fallo.

Mientras no se notifique el fallo a las partes, éstas mantendrán la facultad de celebrar directamente un contrato colectivo.

Artículo 393.- Plazo para fallar. El tribunal arbitral deberá fallar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la celebración de la reunión constitutiva, plazo que podrá prorrogarse fundadamente hasta por otros diez días hábiles. El fallo deberá resolver los asuntos sometidos a su decisión y no será objeto de recurso alguno.

Artículo 394.- De la remuneración de los árbitros. La remuneración de los árbitros será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el caso de que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.

Artículo 395.- Secretaría del cuerpo arbitral. La Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo, la que será responsable de llevar el registro de árbitros.

Artículo 396.- Registro Nacional de Árbitros y requisitos para incorporarse. Existirá un Registro Nacional de Árbitros Laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por este.

2. Experiencia no menor a cinco años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.

3. No encontrarse inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública.

4. No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.

5. No tener la calidad de funcionario o servidor público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.

Los árbitros laborales permanecerán en el Registro Nacional mientras mantengan los requisitos legales para su inscripción en el mismo.

Artículo 397.- Reglas generales. Corresponderá a la Dirección del Trabajo:

1. La revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros.

2. El pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del tribunal arbitral, cuando proceda.

Artículo 398.- Contrato del árbitro. Constituido el tribunal arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que estos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.

Artículo 399.- Causales de implicancia y recusación. Serán aplicables a los árbitros laborales las causales de implicancia y recusación señaladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, considerándose que la mención que en dichas normas se hace a los abogados de las partes deberá entenderse referida a los asesores de las mismas en el respectivo procedimiento de negociación colectiva.

Para los efectos de las implicancias o recusaciones, solamente se entenderán como parte el empleador, sus representantes legales, sus apoderados en el procedimiento de negociación colectiva, los directores de los sindicatos interesados en la misma y los integrantes de la respectiva comisión negociadora sindical, en su caso.

Las implicancias o recusaciones serán declaradas de oficio o a petición de parte por el árbitro laboral designado.

En caso de implicancia, la declaración podrá formularse en cualquier tiempo.

En caso de recusación, el tribunal deberá declararla dentro del plazo de cinco días hábiles desde su constitución. Dentro del mismo plazo, la parte interesada podrá también deducir las causales de recusación que fueren pertinentes.

Si la causal de recusación sobreviniere con posterioridad a la constitución del tribunal arbitral, el plazo a que se refiere el inciso anterior se contará desde que se tuvo conocimiento de la misma.

Si el tribunal no diere lugar a la declaración de la implicancia o recusación, la parte afectada podrá apelar, dentro del plazo de cinco días hábiles, ante el Director del Trabajo, el que resolverá en el más breve plazo posible.

La interposición de este recurso no suspenderá el procedimiento de arbitraje. Con todo, no podrá procederse a la dictación del fallo arbitral sin que previamente se haya resuelto la implicancia o recusación.

La resolución que se pronuncie acerca de la implicancia o recusación se notificará a las partes por carta certificada.

Artículo 400.- Características del Registro Nacional de Árbitros. El Registro Nacional de Árbitros será de carácter público. En él, aparecerá reflejado el nombre del árbitro, región o regiones de desempeño, los casos asignados y terminados y el monto de los honorarios percibidos.

Título VIII

DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Artículo 401.- Competencia. Será competente para conocer de las cuestiones a que dé origen la aplicación de este Libro el Juzgado de Letras del Trabajo del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante.

Artículo 402.- Medidas de reparación. En el caso de la denuncia del artículo 347, el tribunal competente podrá disponer, como medida de reparación, una indemnización del daño causado a los afectados por la infracción a la prohibición de reemplazar trabajadores en huelga, además de la multa establecida en el artículo 407.


Artículo 403.- Efecto de la interposición de acciones judiciales. En los procedimientos judiciales a que dé lugar el ejercicio de las acciones previstas en este Libro, el Tribunal podrá mediante resolución fundada, disponer la suspensión de la negociación colectiva en curso. La resolución será apelable conforme lo dispuesto en el artículo 476 de este Código.


Artículo 404.- Reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga. El reclamo se deducirá ante la Corte de Apelaciones de Santiago o la del lugar donde se encuentre domiciliado el reclamante, a elección de éste último. El reclamo deberá interponerse dentro de los quince días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la resolución respectiva, según las siguientes reglas:


a) El reclamante señalará en su escrito, con precisión, la resolución objeto del reclamo, la o las normas legales que se suponen infringidas, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto le perjudica.


b) La empresa y el o los sindicatos, según corresponda, podrán hacerse parte en el respectivo reclamo de conformidad a las normas generales.


c) La Corte podrá decretar orden de no innovar cuando la ejecución del acto impugnado le produzca un daño irreparable al recurrente. Asimismo, podrá declarar inadmisible la reclamación si el escrito no cumple con las condiciones señaladas en la letra a) anterior.


d) Recibida la reclamación, la Corte requerirá de informe conjunto a los ministros que suscribieron el acto reclamado, concediéndole un plazo de 10 días al efecto.


e) Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.


f) Vencido el término de prueba, se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia para su inclusión en la tabla.


g) La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo, decidirá u ordenará, según sea procedente, la rectificación del acto impugnado y la dictación de la respectiva resolución, incluyendo o excluyendo a la empresa, según corresponda.

h) En todo aquello que no estuviere regulado por el presente artículo, regirán las normas establecidas en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Civil, según corresponda.

Título IX

DE LAS PRÁCTICAS DESLEALES Y OTRAS INFRACCIONES EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y SU SANCIÓN

Artículo 405.- Prácticas desleales del empleador. Serán consideradas prácticas desleales del empleador las acciones que entorpezcan la negociación colectiva y sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:

a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

b) La negativa a recibir a la comisión negociadora del o los sindicatos negociantes o a negociar con ellos en los plazos y condiciones que establece este Libro.

c) El incumplimiento de la obligación de suministrar la información señalada en los términos de los artículos 316 y siguientes, tanto en la oportunidad como en la autenticidad de la información entregada.

d) El reemplazo de los trabajadores que hubieren hecho efectiva la huelga dentro del procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro.

Los trabajadores no involucrados en la huelga ejecutarán las funciones convenidas en sus contratos de trabajo. El empleador en el ejercicio de sus facultades podrá efectuar ajustes a los turnos u horarios de trabajo.


e) El cambio de establecimiento en que deben prestar servicios los trabajadores no involucrados en la huelga para reemplazar a los trabajadores que participan en ella.


f) Ofrecer, otorgar o convenir individualmente aumentos de remuneraciones o beneficios a los trabajadores sindicalizados, durante el período que se desarrolla la negociación colectiva de su sindicato.


g) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas, durante la negociación colectiva.

Artículo 406.- Prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador. Serán también consideradas prácticas desleales del trabajador, de las organizaciones sindicales o de estos y del empleador, en su caso, las acciones que entorpezcan la negociación colectiva o sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:

a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.

b) El acuerdo para la ejecución de prácticas atentatorias contra la negociación colectiva y sus procedimientos, en conformidad a las disposiciones precedentes, y los que presionen física o moralmente al empleador para inducirlo a ejecutar tales actos.

c) La divulgación a terceros ajenos a la negociación de los documentos o la información recibida del empleador y que tengan el carácter de confidencial o reservada.

d) El incumplimiento del deber de proveer el o los equipos de emergencia que fueron concordados por las partes o dispuestos por la autoridad competente, según corresponda.

e) El ejercicio de fuerza física en las cosas o física o moral en las personas durante la negociación colectiva.


Artículo 407.- Régimen sancionatorio. Las prácticas desleales serán sancionadas de la siguiente forma:


1. En la micro empresa con multa de 5 a veinticinco unidades tributarias mensuales.


2. En la pequeña empresa con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.


3. En la mediana empresa con multa de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


4. En la gran empresa con multa de veinte a trescientas unidades tributarias mensuales.


La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical.


El incumplimiento de las estipulaciones contenidas en un instrumento colectivo y las prácticas desleales de la letra d) de los artículos 405 y 406, serán sancionados con una multa por cada trabajador involucrado de acuerdo a las siguientes reglas: 


1. En la micro y pequeña empresa con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.


2. En la mediana empresa con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.


3. En la gran empresa con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


En caso de reincidencia en las medianas y grandes empresas, ésta será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.


Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas sancionadas como prácticas desleales configuren, faltas, simples delitos o crímenes.

Artículo 408.- Procedimiento aplicable. El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.

Las acciones judiciales destinadas a declarar y sancionar las conductas descritas en los artículos anteriores podrán ser ejercidas por la o las organizaciones sindicales o el empleador, según el caso. La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.

La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.

Título X

DE LA PRESENTACIÓN EFECTUADA POR FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES

Artículo 409.- Presentación efectuada por federaciones y confederaciones, contenido y reglas generales. Las federaciones y confederaciones podrán, en cualquier momento y sin sujeción a reglas de procedimiento, previo acuerdo con uno o más empleadores, o con una o más asociaciones gremiales de empleadores, suscribir convenios colectivos y,o pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el presente Código. Con todo, las federaciones o confederaciones que definan negociar conforme a las disposiciones de este Título deberán presentar su propuesta por escrito a los empleadores o a las asociaciones gremiales respectivas, para quienes siempre será voluntario negociar. También podrá iniciarse el procedimiento a que se refiere este Título a solicitud escrita de uno o más empleadores o de una o más asociaciones gremiales de empleadores. El plazo para manifestar la decisión de negociar será de treinta días contado desde la presentación de la propuesta. En caso de ser afirmativa, dentro de este mismo plazo se deberá dar respuesta a la proposición de convenio o pacto. En todo caso, la respuesta deberá darse siempre por escrito.

Los convenios colectivos podrán referirse a cualquiera de las materias señaladas en el artículo 306. Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo deberán ajustarse a las regulaciones previstas en el Título VI de este Libro, sin que les sea aplicable el quórum de afiliación sindical señalado en el inciso primero del artículo 374. Los convenios colectivos o los pactos tendrán la duración que dispongan las partes.

A los empleadores sólo les serán aplicables aquellos convenios y,o pactos concordados directamente por sus representantes legales o que concurran a aceptar una vez concordados.

Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título se deberán depositar en la Dirección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción. Este organismo deberá llevar un registro público de estos instrumentos colectivos.

Artículo 410.- Regla de aplicación de instrumentos colectivos a organizaciones afiliadas. Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título serán aplicables a los trabajadores afiliados a las organizaciones sindicales de base, previa aprobación de estos en asamblea de socios, de conformidad a lo dispuesto en sus estatutos. En caso de no existir regulación estatutaria aplicable, deberán ser aprobados en asamblea, por mayoría absoluta de los socios, en votación secreta celebrada ante un ministro de fe.

Artículo 411.- Regla de aplicación de convenios en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. En la micro y pequeña empresa en que no exista sindicato con derecho a negociar, los convenios podrán ser extendidos a los trabajadores sin afiliación sindical, previa aceptación escrita de la extensión y del compromiso de pago de la cuota sindical ordinaria de la respectiva organización sindical.

Artículo 412.- Regla de aplicación de pactos sobre condiciones especiales de trabajo en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. Podrán aplicarse los pactos sobre condiciones especiales de trabajo concordados conforme a las reglas de este Título en las empresas señaladas en el artículo anterior, siempre y cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Que exista un convenio colectivo sobre condiciones comunes de trabajo y remuneración, suscrito entre las mismas partes para toda la vigencia del pacto sobre condiciones especiales de trabajo.

b) Que el convenio colectivo señalado se haya extendido a los trabajadores de la respectiva empresa, de conformidad a lo previsto en el artículo anterior.

c) Que la aplicación del pacto sobre condiciones especiales de trabajo sea aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores de la respectiva empresa, ante un ministro de fe.”.


Artículo 2°.- Créase el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que tendrá como objeto financiar proyectos, programas y acciones de formación sindical, promoción del diálogo social y desarrollo de relaciones laborales colaborativas entre empleadores y trabajadores.


Los recursos del Fondo serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública. El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo. 


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo y las demás que sean necesarias para su implementación.

A lo menos el 40% de los recursos que se asignen anualmente del Fondo deberán destinarse a proyectos, programas y acciones de formación, promoción y difusión que se ejecuten fuera de la Región Metropolitana de Santiago, siempre que exista un número suficiente de propuestas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto. Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones  focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.

Artículo 3°.- El Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la ley de Presupuestos.

b) Las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales.

c) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

d) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título.

e) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.


Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior Laboral, en adelante “el Consejo", de carácter tripartito y consultivo, cuya misión será colaborar en la formulación de propuestas y recomendaciones de políticas públicas destinadas a fortalecer y promover el diálogo social y una cultura de relaciones laborales justas, modernas y colaborativas en el país.


Artículo 5°.- Al Consejo le corresponderán las siguientes funciones:


1. Elaborar, analizar y discutir propuestas y recomendaciones de política pública en materia de relaciones laborales y mercado del trabajo.


2. Proponer iniciativas destinadas a incentivar la creación de empleos, aumentar la productividad y elevar la participación laboral de mujeres, jóvenes, personas con discapacidad y trabajadores vulnerables, mejorando su empleabilidad. 


3. Efectuar por sí o a través de terceros la realización de estudios o investigaciones de diagnóstico sobre el estado de las relaciones laborales y funcionamiento del mercado de trabajo en el país.


4. Formular propuestas sobre los criterios generales para la asignación de los recursos del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas.


5. Informar las materias que se le encomienden expresamente a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


6. Rendir en el mes de abril de cada año, un informe anual de sus actividades, propuestas y el resultado de las mismas al Presidente de la República y al Congreso Nacional. Este informe  deberá publicarse a través de la página web del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Artículo 6°.- El Consejo estará integrado por nueve miembros de reconocida trayectoria en el ámbito de las relaciones laborales y mercado del trabajo, que serán designados de la siguiente manera:


a) Un consejero designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;


b) Un consejero designado por el Ministro de Hacienda;


c) Un consejero designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo;


d) Tres consejeros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país, incluyendo al menos un representante de las organizaciones de empresas de menor tamaño, y


e) Tres consejeros designados por las centrales sindicales de mayor representatividad del país.


Los miembros del Consejo durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados por un período adicional. La renovación de los consejeros se realizará por parcialidades cada dos años en la forma que determine el reglamento. 


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


El reglamento de que trata el artículo 11 establecerá los mecanismos para asegurar que al menos un tercio de los integrantes del Consejo sean mujeres.


El Consejo elegirá de entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente que durarán dos años en sus cargos, no pudiendo ser reelegidos. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.


Artículo 7°.- Los integrantes del Consejo no serán remunerados en sus funciones y cesarán en sus cargos por alguna de las siguientes causales:


a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados.


b) Por renuncia presentada ante el Presidente del Consejo.


c) Por falta grave al cumplimiento de sus funciones, en los términos previstos en el reglamento a que se refiere el artículo 11 de la presente ley. 


d) Por remoción de las organizaciones o autoridades que los hubieren designado.


Artículo 8°.- El Consejo sesionará con al menos cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Cuando se estime necesario, el Consejo podrá invitar a expertos o especialistas nacionales o extranjeros, vinculados a temas de su competencia. Asimismo podrá solicitar la participación de funcionarios de la Administración del Estado. 


Artículo 9°.- El Consejo sesionará ordinariamente al menos una vez al mes. Además, sesionará extraordinariamente cada vez que así lo soliciten al menos cinco de sus miembros en ejercicio o lo convoque su presidente. 


Artículo 10.- El Consejo contará con una Secretaría Técnica que estará radicada en la Subsecretaría del Trabajo, la que le proveerá la infraestructura y los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento.

Artículo 11.- Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de designación de los integrantes del Consejo y las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.

Artículo 13.- Intercálase en el artículo 6° de la ley N°19.886 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“También se dará prioridad, en los términos del inciso primero, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a estos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

Artículo 14.- Agrégase en el inciso primero del artículo 46 de la ley N°19.518 la siguiente letra g), nueva:

“g) La ejecución de acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del noveno mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en las normas siguientes.

Artículo segundo.- Las negociaciones colectivas se regirán íntegramente y para todos los efectos legales, por las normas vigentes al día de presentación del proyecto de contrato colectivo.

Los instrumentos colectivos suscritos por sindicatos o grupos negociadores con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha convenida en ellos.


Artículo tercero.- A partir de la publicación de la presente ley, las empresas y organizaciones sindicales podrán calificar de común acuerdo los servicios mínimos y equipos de emergencia a que se refiere el artículo 359 del Código del Trabajo, aplicando al efecto lo dispuesto en los incisos primero, segundo y séptimo del artículo 360 de dicho Código; ambos incorporados por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley.


En las negociaciones colectivas que deban iniciarse dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley y respecto de las cuales no exista acuerdo en la calificación de los servicios mínimos y equipos de emergencia, el empleador deberá recurrir a la Dirección Regional del Trabajo correspondiente, de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 360 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, en la oportunidad siguiente: 


a) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro de los dos primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el cuarto mes siguiente a la publicación de la ley; 


b) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del tercer o cuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el sexto mes siguiente a la publicación de la ley, y 


c) Si la negociación colectiva debe iniciarse dentro del quinto o sexto mes siguiente a la entrada en vigencia de la ley, el empleador deberá ejercer su requerimiento dentro del plazo de 90 días, contado desde el octavo mes siguiente a la fecha de publicación de la ley. 

Con todo, no se podrá iniciar el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, en tanto no esté resuelto el requerimiento de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia formulado oportunamente por el empleador.


Artículo cuarto.- La modificación del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 6) del artículo 1° de esta ley, relativa al plazo de vigencia de las resoluciones será aplicable a las que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Las resoluciones dictadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán hasta la fecha establecida en ellas.


Artículo quinto.- Durante los primeros veinticuatro meses de vigencia de la presente ley, solo se podrán convenir los pactos sobre condiciones especiales de trabajo del Título VI del Libro IV del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, en aquellas empresas cuya afiliación sindical sea igual o superior al 50% del total de sus trabajadores.


La regla anterior no será aplicable a los pactos para trabajadores con responsabilidades familiares y a los pactos sobre distribución de jornada de trabajo semanal, los que podrán pactarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 374 del Código del Trabajo introducido por esta ley.


Artículo sexto- El delegado del personal que hubiere sido elegido antes de la publicación de esta ley podrá permanecer en sus funciones hasta expirar el período para el cual fue elegido y gozará del fuero a que se refiere el artículo 243.


Artículo séptimo.-El pacto especial de horas extraordinarias del artículo 376 del Código del Trabajo, incorporado por el numeral 36) del artículo 1° de la presente ley, sólo se podrá acordar a partir del primer día del vigésimo quinto mes posterior a la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo octavo.- Los sindicatos constituidos con anterioridad a la publicación de la presente ley, podrán completar el nuevo quórum exigido en el inciso tercero del artículo 227 del Código del Trabajo, en el plazo máximo de dos años contado desde su entrada en vigencia, manteniendo su derecho a negociar. Transcurrido este plazo, el sindicato conservará vigente su personalidad jurídica y sólo podrá negociar colectivamente cuando complete el quórum respectivo.


Artículo noveno.- Se otorga el plazo de un año, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para que las organizaciones sindicales vigentes a dicha fecha procedan a adecuar sus estatutos a las disposiciones contenidas en ella.


Artículo décimo.- A partir de la publicación de la presente ley, los grupos de trabajadores que se unan para el solo efecto de negociar, solo podrán hacerlo en empresas en que no existan instrumentos colectivos vigentes suscritos por sindicatos.


Artículo undécimo.- El reglamento señalado en el artículo 387 del numeral 36) del artículo 1° y los reglamentos señalados en los artículos 2° y 11, todos de la presente ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo duodécimo.- El Consejo Superior Laboral se constituirá dentro de los sesenta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo decimotercero.- Dentro de los tres años siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Consejo Superior Laboral deberá emitir un informe anual de seguimiento y evaluación sobre la implementación y aplicación de sus disposiciones, requiriendo antecedentes, opiniones técnicas y formulando recomendaciones, en su caso. Este informe deberá ser remitido al Presidente de la República y al Congreso Nacional.
---

Acordado en sesión celebrada el día 13 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2016.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE DIVERSAS MODIFICACIONES A LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA, Y A LA LEY N° 20.657 
(10.190-21)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señor Quinteros, con urgencia calificada de “sin urgencia”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas e instituciones:

- Del Ministerio de Economía: los Asesores, señora Marcela Cabezas y señores Pablo Barazaluce, Adrián Fuentes y Andrés Pennycook. 

- De la Subsecretaría de Pesca: el Subsecretario, señor Raúl Súnico; el Jefe de la División Acuicultura, señor Eugenio Zamorano, y los asesores, señores Alejandro González, César Astete, Sergio Mesa y Javier González.

-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores señor Hermes Ortega, señor Camilo Sanhueza y señor Felipe Ponce.

- De la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios Pesqueros PYMEPES A.G. el Gerente, señor Alfredo Irarrázaval.

- Del Sindicato Interempresa de Naves Sardineras de la Región del BioBío, el Presidente, señor Hugo Roa.

- Del Sindicato de Patrones y Capitanes de Pesca de la Región del Biobío, el Presidente señor Juan Carlos González y el Director señor Leopoldo López.

- De la Federación de Tripulantes de Chile (FETRINECH) el Presidente, señor Sergio Vera y el Vicepresidente, señor Fabián Manríquez.

- De la Federación de Sindicatos de Trabajadores de las Plantas de Consumo Humano de la Industria Pesquera (FESTRACH) el Presidente, señor Raúl Morales, el Tesorero señor Jaime Foreman y el Director, señor Pedro Salazar, 
- Del Sindicato Interempresa de Oficiales Motoristas de la Marina Mercante el Presidente señor Eric Riffo.

- De la Federación de Sindicatos de Trabajadores de la Industria Pesquera (FESIP) el Director de Capacitación señor José Chamorro.

- De la Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial (AGOPESI), el Presidente, señor Jaime Acuña, acompañado de los señores Sergio Vera González, Raúl Morales Lártiga.

- De la Asociación Gremial de Espinaleros de Fondo Dalcahue, Chiloé: señores Rodrigo Azócar, Juan Sanhueza, Carlos Espinoza y Juan Marilaf.

-De la Federación Nacional de Sindicatos de Pescadores Artesanales de Chile (FENASPAR) el Presidente, señor Hernán Cortés; el Vicepresidente, señor Manuel Gutiérrez; el Director, señor Ramón Chaparro, y el camarógrafo, señor José Mendoza.

- Del Consejo Nacional de Pesca el consejero señor Luis Morales.

-De la Fundación Jaime Guzmán, la Asesora Legislativa, señora Ericka Farías y el asesor señor Benjamín Rug.

-Del Instituto Igualdad, la Asesora, señora Nicole Reyes.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Asesor, señor Leonardo Arancibia.

- El Jefe de Gabinete de la Senadora Jacqueline Van Rysselbergue, señor Juan Paulo Morales.

- Los Asesores de la Senadora Adriana Muñoz, señores Luis Díaz y Horacio Chávez y la Periodista señora Andrea Valdés 

- El Asesor de la Senadora Carolina Goic, señor Aldo Rojas. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Reafirmar el carácter público de los recursos del mar; establecer licencias transables por 10 años, sujetas a licitaciones sucesivas y anuales; extender a todo el territorio de las 5 millas de protección para la pesca artesanal y ampliación a aguas interiores; eliminar las excepciones que permiten dejar sin área de reserva las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta y Coquimbo; aplicar un régimen infraccional proporcional a la inversión involucrada; eliminar la pesca de arrastre; permitir que todas las especies asignadas de acuerdo al artículo 2º transitorio de la ley N° 20.657 se abran a nuevos actores y, ampliar la cuota de consumo humano.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Su artículo único tiene el carácter de norma de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 N° 23 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental.
- - - 


Durante la discusión en general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista las siguientes entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

-Sindicato Interempresa de Naves Sardineras de la Región del BioBío.


-Federación de Sindicatos de Trabajadores de las Plantas de Proceso del Sector Pesquero de la Región del BioBío (FESTRACH), 

-Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios Pesqueros (PYMEPES A.G.)


-Federación Nacional de Sindicatos de Pescadores Artesanales de Chile (FENASPAR).

- Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial (AGOPESI).


- Asociación Gremial de Espinaleros de Fondo Dalcahue, Chiloé.


Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Cabe señalar que se recibió además, Informe de la Biblioteca del Congreso Nacional sobre las Empresas Certificadoras de Desembarque, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
- - - 

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El decreto supremo N° 430, del Ministerio de Exco9nomía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley General de Pesca y Acuicultura.

2.- Ley N° 20.657, que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la Ley N° 18.892 y sus modificaciones.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

 
La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que la pesca es una actividad de gran importancia para el país, que genera importantes recursos, actividad económica, y numerosos empleos. Agrega que el trabajo del sector artesanal constituye, además, un modo ancestral de subsistencia para muchas comunidades y familias y brinda una identidad histórica y cultural a cientos de caletas y pequeñas localidades costeras.  

Indica que la sobre explotación de los recursos ha llevado a la pesca a una situación extraordinariamente grave, siendo la pesca artesanal particularmente afectada con la actual regulación.


Destaca que pese a haberse introducido el año 2000, y renovado el año 2002 por 10 años, un nuevo sistema de administración, de cuotas pesqueras, conocido como límite máximo de captura, ello no ha producido una racionalización del esfuerzo pesquero ni sirvió para mejorar los niveles de la biomasa.


No obstante lo anterior, hace presente que la ley N° 20.657 del año 2012 insistió en un sistema de administración basado en la misma lógica, que extendió las anteriores cuotas, ahora transformadas en licencias renovables por 20 años.

Luego, hace presente que la situación descrita fue asumida en el programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, cuyo acápite respectivo efectúa un crudo diagnóstico, señalando: “En materia de sustentabilidad, de 33 pesquerías (especies explotadas) informadas por la Subsecretaría de Pesca en marzo de 2013, tres están en estado de colapso, diez sobre explotadas y respecto de cinco de ellas se desconoce su estado por falta de información científica.”.


Señala que a partir de ese diagnóstico se concluye en la necesidad de “velar por que los instrumentos legales cautelen los intereses y demandas de todos los sectores involucrados, con una preocupación especial por aquellos más vulnerables” y, muy especialmente, compromete “una evaluación de la Ley de Pesca aprobada durante la actual (pasada) administración.”.


Por último, la moción recalca que  recientemente, se ha anunciado que se encomendó un análisis técnico de la ley de pesca a la FAO, Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, un organismo serio y riguroso, cuyo trabajo será de ayuda pero, al mismo tiempo, plantea que se debe incorporar también a la sociedad civil, a los pescadores artesanales, a organismos no gubernamentales y entidades académicas y científicas a fin que puedan efectuar diagnósticos y proposiciones, de acuerdo a su propia experiencia, siendo el Congreso Nacional el lugar adecuado para promover esta discusión.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el Gerente General de la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios Pesqueros (PYMEPES A.G.) señor Alfredo Irarrázaval señaló que su organización actualmente representa a las plantas procesadoras de consumo humano a nivel nacional, y que es la asociación de empresas menores más activa y representativa del país.

Enseguida, hizo presente que durante la tramitación de la actual ley de pesca se sintieron en la obligación de adherir a nivel nacional a otras regiones y empresas, como por ejemplo, Mar Export,  Pesquera Los Elefantes y otras diecisiete empresas pequeñas de la Región de Coquimbo.
Luego, manifestó su respaldo a la presente moción parlamentaria por cuanto desde su punto de vista, la actual ley de pesca ha permitido que el sector pesquero industrial transe licencias pesqueras llevando a que el sector se integre verticalmente, lo que ha producido una serie de fusiones y la consiguiente concentración, situación que tiene sumergido en una crisis al sector en su conjunto.

En este sentido hizo presente que existen oligopolios y que también se da la presencia de monopsonios y controles en los precios de venta de productos de la pesca artesanal, lo que está generando un problema a la pequeña empresa que debe abastecerse de los grandes grupos que son en definitiva los privilegiados.

Dentro de ese contexto enfatizó que la competencia es desleal entre quienes cuentan con asignaciones gratuitas, que son los más grandes, y quienes tienen cerrado el acceso, que son los más pequeños. A mayor abundamiento, subrayó, las pequeñas empresas sólo realizan procesos para consumo humano directo mientras que la industria en su mayoría está orientada a la reducción, que es lo que ocurre, según dijo, en la Región de Coquimbo. 

A modo de ejemplo hizo presente que la empresa Orizon tenía una planta conservera que cerró después de la entrada en vigencia de la ley de pesca, y que hoy sólo se dedica a hacer harina de pescado. Como consecuencia de lo anterior trescientas personas fueron despedidas, en circunstancias que se había anunciado que ello no ocurriría. 
Enseguida, destacó que la crisis en los recursos y la legislación del sector que no ha generado competencia han arrinconado a las empresas menores hasta su desaparición y que pese a esta adversidad las pequeñas empresas han desarrollado la jibia como uno de los principales productos de su actividad económica, debido a su imposibilidad de acceso a los otros recursos. No obstante, con el tiempo la industria también puso su interés sobre la jibia y hoy, según dijo, se enfrenta a una crisis social que sacude tanto a la pesca artesanal más pequeña como también a los productores más pequeños. 
Por otra parte, hizo presente que el bien común, que considera dentro de su principios el de la libre competencia, el emprendimiento, la justicia distributiva, la igualdad de oportunidades, la recaudación fiscal, parece inalcanzable cuando afecta el interés de los poderosos, denominados “siete dueños del mar”. 
Dicho esto, indicó que la moción en discusión  reivindica estos principios y ha devuelto la esperanza a los pescadores artesanales frente a una ley de pesca que consideró ilegítima, injusta e insuficiente. En ese sentido, agregó que desde su punto de vista esta iniciativa resuelve un problema de fondo en la ley de pesca, cual fue asignar en propiedad recursos renovables escasos de todos los chilenos a privados para su explotación, y ello a cambio de nada. 
Acto seguido, recalcó que se consagró en la actual legislación un privilegio histórico, un privilegio que ha puesto a empresas enormes en primera categoría y a las de menor tamaño en segunda categoría, entregándoles de manera gratuita, las cuotas más grandes a los mismos grupos que han colapsado la pesca con artes de pesca como, por ejemplo, la pesca de arrastre. 
Abordando el proyecto de ley, se refirió al carácter público de los recursos pesqueros respecto de lo cual, manifestó que en su opinión actualmente existe ambigüedad sobre el tema, de manera que eliminar las dudas a este respecto permitiría mejores políticas públicas en beneficio de todos los ciudadanos como, por ejemplo, una política alimentaria, una política de fomento y de desarrollo productivo al valor agregado, de acceso al recurso nuevo entrante que mejoraría también la participación de pescadores artesanales en pesquerías compartidas con la industria. 
Sobre las licitaciones o el acceso a nuevos competidores, valoró que se promueva un esquema que permita corregir las desigualdades y privilegios injustificados que consideró la ley y que dejó la mayoría de las cuotas en un puñado de empresas. Asimismo, destacó que rebajar las licencias transables de 20 a 10 años permitiría a la pesca artesanal volver a discutir el fraccionamientos en el corto tiempo. 
Continuando su exposición, señaló que la propuesta de someter a licitaciones efectivas y anuales el equivalente al 50%, era una práctica habitual que ya consideraba la ley del año 91, de tal manera que en ello no se está innovando ni mucho menos poniendo en riesgo a la industria ni sus empleos. En la misma línea, destacó el hecho de que la moción parlamentaria promueva que sea el Estado el que a través de un proceso de licitación autorice a los distintos actores a explotar recursos pesqueros, por un tiempo acotado, y que la renta que obtenga por estas asignaciones beneficie de todos los chilenos.

También consideró importante recordar que las actuales licencias de las que gozan los empresarios a quienes se privilegió con la aprobación de la actual legislación, son transables, divisibles, heredables y susceptibles de todo negocio jurídico, de tal manera que pueden ser vendidas a empresarios chilenos o extranjeros, lo que a su parecer es una injusticia que este proyecto de ley viene a corregir.

Sobre la ampliación de la cuota de consumo humano, manifestó que es un aspecto que les afecta directamente y que ha generado controversia. No obstante recalcó que a las pequeñas empresas les motiva que se haga un enroque entre la cuota de consumo humano y la cuota de imprevistos y que quede la cuota de consumo humano como imprevisto y los imprevistos como consumo humano, para no afectar intereses de ningún sector.

Expresó que desde su punto de vista el mejor cliente del Estado es la pyme pesquera, y estimó fundamental el buen diseño de las licitaciones industriales que permita la participación de las pymes. Agregó que en una licitación se pueden considerar distintas reglas, como el establecer que se procese en suelo nacional, por ejemplo,  o que se fomente el consumo humano, lo que también favorecería la generación de puestos de trabajo.
Con respecto a las pesquerías colapsadas manifestó no compartir los objetivos que hoy día se plantean en relación a la sustentabilidad, que se escuda en principios biológicos para defender principios económicos. Así las cosas, hizo presente que la actual normativa pesquera con la excusa de la sustentabilidad en realidad tiene blindada la actividad frente a la competencia.

 Dado lo anterior, señaló que si efectivamente se busca la sustentabilidad debiese existir una moratoria para evitar que ese sector no siga pescando, pues de lo contrario van a estar incentivados a mantener depredado el recurso. Insistió en que debe existir una moratoria para que nadie pueda pescar hasta que el recurso se recupere.

En relación a la pesca de arrastre dio a conocer su experiencia en el tema de la jibia, que es el conflicto que hoy día les está afectando. Destacó que existe una alianza como pymes pesqueras en Coquimbo, Valparaíso y Biobío con la pesca artesanal, que reúne a cerca de 10 mil pescadores y a 47 plantas procesadoras que se dedican a esto. 
Agregó que el barco industrial pesca entremedio de todos los botes y sin respeto alguno a los pescadores artesanales, capturando cientos de toneladas en un lance, ya que en una hora ese barco puede capturar lo que pesca una caleta completa que trabaja toda la noche. Indicó que esos son los volúmenes que manejan unos y otros y que la pesca de arrastre de la jibia solo ha contribuido ha dañar la imagen de nuestro país, porque en ningún otro país del mundo este calamar se pesca de esta forma. A mayor abundamiento, indicó, lo que ha ocurrido es que se ha exportado producto de mala calidad a bajo precio lo que ha hecho caer las ventas de todas las empresas menores, generándose nuevamente una competencia desleal con la pesca artesanal. 
Precisó que actualmente siete barcos arrastreros de la VIII Región son los que están operando sobre la jibia, lo que explica el 1% del empleo total que se genera en el agua, en tanto que el 99% corresponde a la pesca artesanal.

Manifestó que existen 10.000 pescadores artesanales en todo Chile y que son 100 los empleados en tripulación en barcos de arrastre, que además son dueños de merluza común, de merluza de cola, que no tienen como pesca objetivo solamente a la jibia, pesca a la que entraron a último minuto. Expresó que desde el punto de vista del empleo, que es lo que siempre dice que le importa mucho el sector industrial, las plantas de menor tamaño generan mucho más trabajos que las plantas de la industria. 
Finalmente, hizo presente que las razones para eliminar la pesca de arrastre son varias y todas dicen relación con la depredación, la cesantía y la muerte, a diferencia de la pesca artesanal que representa la sustentabilidad, la vida y el futuro.

Enseguida el Presidente de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de las Plantas de Consumo Humano de la Industria Pesquera (FESTRACH), señor Raúl Morales, señaló que su organización está compuesta por Sindicatos de Trabajadores activos de la industria pesquera de la Región de Biobío con sede en Talcahuano y Coronel. Agregó que cuentan con aproximadamente 600 trabajadores con contrato indefinido y 700 adherentes, alcanzando una cifra estimada de 1.300 trabajadores activos en los meses de proceso.
Luego, refiriéndose al contenido del proyecto de ley en estudio planteó algunos reparos, indicando que no estaba a favor de la licitación ni de la eliminación de la pesca de arrastre porque ello constituye su fuente laboral. No obstante, manifestó su apoyo al fortalecimiento de la plataforma social, al aumento de la dieta de los comités científicos y a una mayor y mejor fiscalización.
Indicó que en materia de licitaciones existe preocupación en su sector por cuanto ven en ella cierta inestabilidad laboral. Señaló que pese de trabajar con un mínimo de cuotas asignadas históricamente las empresas crean una cantidad importante de puestos de trabajo, destacando que una planta de consumo humano genera 700 empleos de calidad, dentro de los cuales 200 son trabajadores que tienen contrato indefinido y 500 son eventuales. 
Señaló que también era necesario tener en consideración que dichos puestos de trabajo tienen una serie de beneficios como, por ejemplo, gratificaciones garantizadas, imposiciones, seguro de salud, movilización, bonos de producción, aguinaldos de fiestas patrias, Navidad y bono de escolaridad entre varios otros que se han alcanzado a través de años de lucha sindical, expresando que el eventual aumento de las licitaciones generaría precariedad en el empleo por la disminución de las cuotas, razón por la cual reiteró que no apoyaba la moción en ese sentido. 
En lo que dice relación con el ingreso de actores extranjeros que sólo aporten capital planteó que ello no asegura la sustentabilidad de los recursos, y que incluso estima que nuevos actores extranjeros no promoverían la generación de nuevos puestos de trabajo ya que a la inversión de ese tipo le interesa capitalizar lo antes posible, generar dinero en el menor tiempo posible.

En otro tema, prosiguió, considera discriminatorio que el 53% de las pesquerías fueran del sector artesanal y el 46% del sector industrial, haciendo presente que el propio Subsecretario de Pesca, en la Comisión respectiva de la Cámara de Diputados, afirmó que la participación de los desembarques del sector artesanal es del 54% y que el 46% de los desembarques corresponde al sector industrial, lo que significa que 6 de cada 10 peces está en manos del sector artesanal.  Por último, llamó la atención respecto del hecho que el sector artesanal tiene en una condición precaria a sus trabajadores y que no se ha logrado que progresen y tengan una mejor condición de trabajo, lo que no puede pretenderse que ocurra a costa del sector de los trabajadores de la industria.

Para profundizar en el tema de la pesca de arrastre solicitó la palabra la Presidenta del Sindicato de la Pesquera GRIMAR, señora Patricia Cifuentes, quien subrayó que esta no se debe eliminar ya que en el mundo más del 80% de la pesca destinada al consumo humano se hace de esta forma. 
En este sentido, hizo presente que en Chile se realiza arrastre en la IV, V, VIII, XI y XII regiones, donde se captura la merluza común, jibia, merluza de cola, tres aletas, austral, congrio, langostino y camarón, y que éstas abastecen a las plantas para elaborar productos 100% destinados al consumo humano.

Destacó que, de prosperar en este tema la presente moción, la eliminación de la pesca de arrastre significaría afectar a un total de 5690 trabajadores que son la mano de obra directa, y que en los empleos indirectos podría llegar a 15.380 personas. Agregó que que en la empresa donde se desempeña se procesa principalmente la merluza común, la merluza cola y la jibia, destinada en un 100% al consumo humano y que son todas especies capturadas con este arte de pesca, de modo que, insistió, de prosperar la moción en este tema muchas personas quedarían sin empleo al no contemplarse medidas de mitigación, de manera que serán los trabajadores quienes sufran las consecuencias de la modificación propuesta.

Luego, enfatizó que los beneficios que tienen los trabajadores que se desempeñan en la industria podrían ser los mismos de los pescadores artesanales, sólo que ellos dependen de los armadores quienes son los encargados de dar dichos beneficios, toda vez que el dinero que obtienen con sus capturas no es poco, tal como lo demuestran los informes emitidos por el Subsecretario de Pesca. 
A continuación, el Secretario General de la Federación FESTRACH y consejero zonal de pesca, señor Pedro Rodríguez, enfatizó que compartía en parte la revisión de esta ley porque ella puede ser perfeccionada.
Sobre las licitaciones hizo presente que ellas actualmente tiene como máximo el 15%, rango que dijo compartir y que en su opinión podría seguir manteniéndose, agregando que con igual énfasis deseaba manifestarse en contra de los contratos por obra y faena que empiezan y terminan el mismo día, cuestión que desde que se introdujo en el año 2006 ha acarreado gran inestabilidad y la precarización del empleo, que ahora ya dejó de ser semestral o trimestral.

Enseguida recalcó que le parece una imperiosa necesidad el mejorar la plataforma social, ya que a tres años de aprobada la Ley General de Pesca ella ha sido completamente ineficiente. En este sentido, hizo hincapié en que parte del problema es que los dineros salen de un fondo anual que no alcanza, pues actualmente hay casi 200 trabajadores despedidos que tienen que esperar hasta el próximo año para que se destinen los recursos que permitan entregarles las herramientas que necesitan para poder emprender otra forma de trabajo o para poder acceder a capacitación, que también es el plazo que llevan esperando los trabajadores activos, que recién este año podrán empezar una capacitación real.
Manifestó que no defendía la posición de la industria sino que su interés estaba centrado en la defensa de su fuente laboral, razón por la cual solicitó que en la tramitación de este proyecto de ley sea especialmente considerado el trabajador, que se gana el sustento para llevar a sus hijos a estudiar en la universidad, a ser gente de bien y que no pasa a ser una carga del Estado como ocurre con los trabajadores artesanales.

Por último, puso énfasis en que la VIII Región es la que tiene el índice más alto de cesantía, tanto en Talcahuano como en Coronel, y que hoy día sigue aumentando con los despidos de las personas que con este tema de las licitaciones, que se están haciendo a todo evento, están quedando sin su fuente laboral, al punto que no queda más que mirar el universo y convertirse en trabajadores temporeros de la industria pesquera, situación que no es la más deseable.

El Presidente del Sindicato Interempresa de Oficiales Motoristas de la Marina Mercante, señor Eric Riffo, comenzó su intervención señalando que compartía ampliamente los planteamientos antes formulados por los trabajadores que lo antecedieron en el uso de la palabra.

Acto seguido, expresó que el problema que se da en este ámbito es fundamentalmente económico, tanto para las personas como para algunos gremios, de modo que en su opinión, cuando se transforma la pesca en un vale vista lo mismo le ocurre a los trabajadores en un área determinada, lo que provoca que las personas comiencen a trasladarse de empresa a empresa para mantener su trabajo o las condiciones del mismo, con el objeto de lograr una mayor estabilidad. 
En particular hizo presente que el personal embarcado que representa ha sido por lejos el más afectado por los hechos que están aconteciendo, porque desde que en el año 2000 se redujo la flota a un 60% han ido desapareciendo puestos de trabajo que nunca más se recuperaron. A mayor abundamiento subrayó que, de hecho, los barcos están actualmente en un área en Valdivia, lo que representa a las fuentes de trabajo que tuvieron durante muchos años y que producto de la contracción se perdieron. 
Indicó que su gremio no es el único que trabaja a bordo de un barco industrial, ya que a su alrededor se generan una cantidad enorme de fuentes de empleo de pequeñas pymes, equipos de mantención, equipos de sanitizados, pintores de bodega, empresa de suministro y astilleros, entre otros. Sobre este punto en particular, recalcó que en la VIII Región, tan sólo los barcos de la industria que van a los astilleros ya representan un pequeño polo de desarrollo. 
Considerando lo anterior, destacó que los afectados son bastantes más personas que los patrones de pesca, los motoristas y los tripulantes, cuya situación actual es de una tremenda inestabilidad laboral, encontrándose en permanente riesgo de perder el empleo o de precarizarlo.
Sobre los elementos que contribuyen a tal precarización destacó al continuo cambio de normas que se ha venido suscitando desde el año 2000 a la fecha. En este sentido, indicó que la iniciativa para eliminar la pesca de arrastre de hace algunos años también generó una tremenda inestabilidad y una sensación de desprotección a los trabajadores embarcados por parte de sus autoridades. 
Dentro de este contexto, compartió que la pesca de arrastre es quizás la que más multiplica la mano de obra en planta por el tema del consumo humano que es fundamental, pero que actualmente existe un problema debido a las licitaciones existentes, y llamó la atención sobre el hecho de que se tienen consideradas las licitaciones en la ley para que avancen en dos o tres años más a un ritmo de un 5% anual por tres años, pero que sin embargo no se señala alguna plataforma social o mitigación para los trabajadores del sector embarcado o de todos los trabajadores que eventualmente podrían perder o precarizar su empleo.

Por su parte, el Presidente del Sindicato Interempresa de Naves Sardineras de la Región del BioBío, señor Hugo Roa, señaló que la flota de la región del Biobío es la que ha sufrido los mayores impactos con las últimas reformas legales llevados adelante.

Hizo presente que en su momento sólo en dicha región tuvieron más de 150 naves y hoy día hay sólo 28 operando, lo que en su opinión no se debe a una integración vertical sino que más bien obedece a una  concentración por escasez de los recursos. En este sentido, hizo presente que en el país se llegaron a pescar más de cuatro millones de toneladas de jurel, destacando que fuera de las 200 millas existía una verdadera carrera donde barcos de todas las naciones estaban operando el mismo recurso, porque el jurel no es una especie nacional.
A mayor abundamiento, señaló que dicho recurso, el jurel, actualmente está en la administración de las Organizaciones Regionales de Pesca que administran los recursos migratorios. Subrayó que en este escenario es la ORP y el comité científico quienes establecen las cantidades a pescar, que es un aspecto que dijo apoyar, pues en su opinión esa es la forma más correcta de actuar. Recordó que anteriormente la cuota era determinada por la Subsecretaría de Pesca con un enfoque político, y que ello ocurría bajo las presiones de todos los sectores. 
Lo anterior, prosiguió, llevó al país a dar una imagen negativa con respecto a la forma de administrar los recursos y, por lo tanto, manifestó su apoyo a la ley en el sentido que los recursos hoy día se asignan de acuerdo a los criterios del comité científico, y  también celebró la existencia del comité de manejo que está compuesto por todos los entes que participan en las pesquerías a nivel nacional, artesanal, industrial, trabajadores, empresarios y la Subsecretaría de Pesca, entre otros.

Destacó que obtener el mayor provecho posible de los recursos es algo muy importante para los trabajadores, al igual que por primera vez se considere el aspecto social de la administración de los recursos. 
El Presidente del Sindicato de Patrones y Capitanes de Pesca de la Región del Biobío, señor Juan Carlos González, reiteró la idea de que la licitación hoy día efectivamente existe en la ley, y que incluye el 1% que se licitó el año 2014 para consumo humano por la pequeña y mediana empresa. En este sentido, manifestó su curiosidad con respecto a saber cuántos puestos de trabajo generó la licitación de dicho porcentaje, toda vez que, según dijo, ello no ocurrió. 
Expresó que se considera el 15% de licitación a razón del 5% anual una vez establecidos los puntos biológicos de referencia, lo que significará, según recalcó, que la cuota de jurel será de unas 13 mil 500 toneladas para alcanzar el 5%, de un total actual de 30 mil 500 toneladas de jurel para consumo humano que operan seis naves pesqueras.

Así las cosas, estimó necesario conocer las normas de protección laboral para los trabajadores que van a salir o que no tendrán ninguna posibilidad de trabajar. Agregó que los barcos generan un efecto dominó en plantas, en tierra y en pequeñas y medianas empresas que ofrecen servicio de mantención, de modo que seis barcos menos en operación en el jurel con 30 mil 500 toneladas, es relevante.

En la misma línea, destacó que ante este proceso del 15%, donde no se sabe si el licitante va a mantener los contratos de trabajo, los convenios colectivos, o si seguirán estos siendo indefinidos o se transformaran en trabajos de temporeros, es necesario establecer algún plan de egreso para aquellos trabajadores, en especial del personal embarcado, que teniendo calificación de trabajo pesado y con 55 años de edad, por este sistema previsional, no pueden retirarse ni tampoco tienen alguna posibilidad de reinsertarse.
Agregó que en ese escenario, solicitaba que se considere un plan de egreso automático para los mayores de 55 años por la pérdida del empleo puesto que tienen calificación de trabajo pesado, además de una indemnización a todo evento con traspaso a la caja de la Marina Mercante y TRIOMAR a los menores de 55 años, por cuanto ese sistema previsional se hace cargo de sus demandas y de su perfil como trabajadores. En la misma línea, planteó que los beneficios del FAP que hoy día están en la ley, sean canalizados a través de los sindicatos interempresas.

Terminadas las exposiciones hizo uso de la palabra la Honorable Senadora señora Goić quien, como coautora de la presente moción, recalcó que ella se elaboró en forma responsable, no obstante que la misma ha sido objeto de críticas porque pareciera existir un esfuerzo por confundir los contenidos y el origen y sentido de la propuesta. 
Subrayó que en su opinión existe un convencimiento respecto a que hay temas que se deben corregir y que la forma de hacerlo, como corresponde, es en el debate legislativo, en la sede legislativa, sin irresponsabilidades. Agregó que la propuesta está abierta a cualquier perfeccionamiento que resulte pertinente y a la discusión con altura de miras, que es como se planteó desde el primer día. 
Sin embargo y pese a estos propósitos claramente expresados, prosiguió señalando, se han realizado públicamente acusaciones que resultan inaceptables y que dicen relación con la supuesta defensa de determinadas empresas, pese a que, muy por el contrario, los parlamentarios autores de la moción sólo están cumpliendo su rol, representando a los ciudadanos y defendiendo los intereses de todos los chilenos en su conjunto, y no los de una empresa determinada o una u otra industria, pues se trata de regular el aprovechamiento de los recursos de todos los chilenos y de buscar mecanismos para permitir mayor competencia en una industria y obtener los beneficios consiguientes.

Enseguida, enfatizó que se confunde el debate y que se podría destinar una sesión a ver cuáles son las condiciones de contratación en uno y otro sector, donde seguramente es posible encontrarse con condiciones más precarias en alguna industria o en algunas empresas, y en otras buenas y adecuadas condiciones para sus trabajadores, realidad que también se debe reflejar en ambos aspectos en pequeñas empresas y en pymes. En este sentido, señaló que no se debe limitar el debate a que en un lado están los buenos y en otro lado están los malos sino que, al contrario, se está tratando de perfeccionar la legislación para mayor protección de todos los trabajadores, que eso es lo que hay que hacer en nuestro país.

Agregó que le parece necesario separar el debate, dado que no parece lo más adecuado el que sean los trabajadores quienes se pongan al frente de los intereses de la industria para defenderlos, pues todos los involucrados pueden plantear sus opiniones.  

Señaló que con la modificación de la ley de pesca disminuyeron los ingresos para el Fisco a menos de la mitad, por royalty y patentes, y que si se comparan los datos de los años 2012 a 2013, es posible observar que en el primero se recaudaban 30 millones de dólares por ese concepto y que un año después, con la entrada en vigencia de la ley, esos recursos disminuyeron a 12 millones de dólares. Es decir, hay 18 millones adicionales que quedaron en manos de la industria y que el Estado dejó de recibir, sin que tales ingresos adicionales se vieran reflejados en incrementos de las remuneraciones de los trabajadores del sector. 
Finalmente reiteró la necesidad de mantener la altura de miras en el debate que comienza, no sólo porque es la forma de alcanzar acuerdos entre personas con opiniones distintas, sino que además porque los parlamentarios autores de la moción permanentemente han expresado que están abiertos al perfeccionamiento del texto, pero poniendo las cosas en perspectiva real. Además manifestó que, sin perjuicio de comprender la preocupación de todo trabajador por su puesto de trabajo y de oponerse a cualquier cambio que considere pudiere afectarle, sostuvo que eliminar paulatina y progresivamente la pesca de arrastre contribuiría a mantener la sustentabilidad de los recursos.

Por su parte, la Honorable Senadora señor Van Rysselberghe, junto con agradecer las exposiciones de los diferentes personeros, señaló que compartía las apreciaciones anteriores, y enfatizó la necesidad de mantener un clima de respeto en el transcurso de este debate. Enseguida destacó que en su región el 80% de la sardina está en manos de los pescadores artesanales, los que representan a hartos más que las siete familias a que se ha hecho referencia, de modo que solicitó no circunscribir la discusión de un tema tan relevante como la revisión de la ley vigente a consignas, centrando el debate en los distintos argumentos favorables o desfavorables a las propuestas concretas que contiene el proyecto. 
Agregó que frente a los distintos temas que plantea la moción existen diferentes posturas todas muy legítimas y cuyos sostenedores deben respetarse, pues a su parecer la riqueza de la argumentación está en contrastar las opiniones con los estudios, con lo que ha sucedido en otros países con los mismos problemas, con el análisis de las características del fondo marino, por ejemplo, para determinar si es justificado  o no el empleo de un determinado arte de pesca. Es decir, expresó, hay que avanzar en el estudio de los problemas o resolución de las dudas a pesar de tener opiniones distintas, resaltando que no le parece correcto adjudicar segundas intenciones a las diferencias de opinión que puedan existir. 
A su turno, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que el principal objetivo de esta moción era provocar una discusión y no el defender determinados intereses, como se ha pretendido establecer a través de algunos medios de comunicación o declaraciones de diferentes dirigentes del sector que, en ese sentido, han faltado a la verdad.

Enseguida, enfatizó que es necesario escucharlos a todos, oír a los pescadores artesanales, a los empresarios y a los científicos, y que en tal propósito y en el debate que pueda darse no es posible tolerar que se señale que los congresistas son irresponsables sólo por manifestar una opinión que puede o no estar equivocada, pero que se plantea transparente y seriamente.

Finalmente coincidió en la conveniencia de realizar un debate acabado, riguroso y respetuoso, teniendo claro que se busca alcanzar la mejor solución a los problemas detectados sin que se busque perjudicar a nadie, y considerando que se desea escuchar a todos los sectores involucrados. 
Finalmente, la Honorable Senadora señora Muñoz solicitó que las preocupaciones que se han planteado aquí respecto de la protección de los trabajadores ante el proceso de licitación del 15%, sea presentado en la respectiva Comisión de Trabajo del Senado. Enseguida destacó que la intención de este proyecto dice relación con resguardar los recursos del mar, lo que conlleva beneficios para todos y particularmente para los trabajadores del sector, porque si se agota el recurso los primeros cesantes serán los trabajadores de la industria y particularmente de la industria de algún recurso depredado. 
Por último, reiteró que el interés es resguardar a los trabajadores, los recursos del mar, a los artesanales pero siempre en el marco del máximo de los respetos, sin crear temores con argumentos irreales como el que se quiera destruir a la industria y de pasadita, a los trabajadores. 
En sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia a varios otros actores del sector pesquero nacional.

En primer término expuso el señor Sergio Vera, de la Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial (AGOPESI), quien destacó que la moción hace presente que la actividad en nuestro país es muy importante y trae mucho empleo, lo que es muy cierto ya que si hoy en día la actividad pesquera está siendo una potencia mundial es justamente por la pesca industrial que está siendo catalogada de esa forma.
Agregó que se plantea que la sobreexplotación ha llevado a las pesquerías a un estado extraordinariamente grave afectando particularmente a la pesca artesanal. No obstante, continuó, es necesario considerar que los desembarques como lo han presentado en un 50% los artesanales también corresponden a la pesca industrial, porque eso se ha ido dando en el tiempo con la disminución de las cuotas de pesca. En este sentido, hizo presente que no es solo el sector artesanal el que se ve afectado, pues las cuotas de pesca han ido bajando en el tiempo y también la industria ha bajado en los mismos porcentajes sus desembarques. 
Respecto al carácter público de los recursos del mar señaló que ello no resulta del todo claro pues el proyecto de ley propone entregársela exclusivamente al sector artesanal, al punto que pareciera que se deja sin pesquería a la pesca industrial. En la misma línea, respecto del tema de que las licencias transables por 10 años estén sujetas a licitaciones sucesivas y anuales manifestó su opinión contraria, expresando que en el marco de la discusión de la ley de pesca las grandes federaciones, tanto artesanales como de la industria pesquera y los trabajadores, estaban en contra de las licitaciones porque es una incógnita saber en qué van a terminar o qué pasaría con las pesquerías.

Dentro de este contexto, hizo presente que desde su punto de vista eliminar la pesca del arrastre sería como eliminar la pesca industrial porque si bien es cierto que en la zona norte principalmente la sardina y la anchoveta por naturaleza se dan dentro de las cinco millas, ello no ocurre así en todas partes y entonces sacar las naves de las cinco millas equivale en la práctica a eliminar la pesca industrial. Destacó que, a mayor abundamiento, existen algunos acuerdos entre el sector artesanal y el sector industrial para poder operar en esas cinco millas, que es una situación similar a la que ocurre en la IV Región con los crustáceos. 
Manifestó no estar de acuerdo en la afirmación de que las pesquerías están colapsadas. Señaló que hay un 1% que se destina a poder licitar y que los antecedentes que se tienen de las licitaciones muestran que este 1% justamente se empleó en hacer harina de pescado con la argumentación de que estaban en mal estado. En este escenario, dijo que ello provoca serias dudas respecto a si las licitaciones irán destinadas exclusivamente para consumo humano como la ley actual lo considera.

En materia de impuestos específicos, señaló que lo que se descontaba a la industria por las patentes pesqueras era principalmente para hacer investigación, no obstante que ello no ha ocurrido.

Sobre la seguridad social que se plantea para los pescadores artesanales, manifestó que desde su punto de vista es un tema injusto no tan sólo para el sector industrial sino que para el resto del país, porque un trabajador común tiene su descuento para una jubilación y también para el sistema de salud, pero en este caso, como el sector artesanal está declarado indigente dado que así lo dice la ley, por mucho que varios artesanales tengan dos, tres, cuatro o hasta 13 lanchas con un valor aproximado de $ 300 millones cada una, mantendrán esa declaración. Dado lo anterior, se mostró en desacuerdo con la idea de proteger a un sector en desmedro de otros. 
Sobre el tema de mejorar las dietas de los integrantes del comité científico se mostró totalmente de acuerdo porque ello genera una competencia dentro de los científicos, lo que permitiría contar con los mejores para que puedan llevar las pesquerías a su plena explotación. 
Por último, enfatizó que desde su punto de vista esta moción está orientada solo hacia el sector artesanal y se ignora al sector industrial, por cuanto propone que se elimine la pesca de arrastre y no da ninguna propuesta alternativa o medida de mitigación para la gente que va a quedar cesante y que son miles de personas, en circunstancias que se debe intentar buscar el bienestar de todos los sectores.
Enseguida, el Presidente de la Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial (AGOPESI), señor Jaime Acuña, hizo presente que la hablar de la pesca de arrastre se piensa que es muy dañina, no obstante que ello no es así. 
Indicó que se dice que la pesca de arrastre está prohibida en el mundo, pero que la mayoría de los países en Europa, y Estados Unidos de América, pescan un millón de toneladas con pesca de arrastre, o como en el caso de Nueva Zelanda en que es casi el 100% de su pesca o bien el 90%, porque también pesca con algunos con espineros.

Sobre este último país en particular, destacó que  es considerado uno de los países más ecologistas y que se reconoce que tiene mucho cuidado con los ecosistemas vulnerables, pese a lo cual sigue usando su pesca de arrastre porque se ha demostrado que no es dañina si se hace en forma correcta. A modo de ejemplo, agregó que en la VIII Región hay zonas donde se ha llegado a muy buenos acuerdos con los pescadores artesanales con respecto a buenas prácticas, de tal manera que es posible hacer otras cosas más en esas materias. 

En este sentido hizo presente que en la pesca, de los 78 millones de toneladas que se pescan en el mundo 31 millones corresponde a pesca de arrastre, y que ocurre una cosa distinta con la pesca con cerco, que abarca grandes volúmenes pero que en su gran mayoría lamentablemente se utilizan para harina. Luego, enfatizó que el 80% del consumo humano de la pesca en el mundo también se hace por arrastre
Dentro del mismo tema, indicó que no es efectivo que la pesca de arrastre sea pesca sin control, pues de acuerdo a su propia experiencia lo que ocurre en la práctica es que en este ámbito las autoridades van mucho más allá que el gerente de la empresa, pues tienen el poder de sancionar quitándole al infractor el título que lo habilita a ejercer esta actividad económica, y sus facultades no se limitan sólo a suspenderlo.

Señaló que también existe Sernapesca que despliega una supervisión total por cuanto todos los buques de la industria tienen posicionador satelital, y además están con programas de descarte y con observadores a bordo en todos los buques de arrastre. Agregó que actualmente el avance que ha experimentado la tecnología en esta materia es tal que un capitán puede ver en su equipo donde están los peces para tirar la red, de modo que enfatizó que esa es la realidad de la pesca de arrastre en el país.

Con respecto a la merluza, manifestó que era parte del comité de manejo de la merluza donde hay siete representantes artesanales, actores directos de la merluza, de aquí de la V, la IV y también de la VIII, además de los industriales. En ese comité de manejo, según dijo, se han visto muchos problemas con respecto a la merluza, como también que la cantidad de desembarque de la merluza ha sido cíclico. 
Agregó que los ciclos y cambios de biomasa de la merluza no se deben exactamente al arrastre pues de ser así sería siempre descendente, sino que más bien ha habido una mala administración o una mala operación, razón por la cual se manifestó de acuerdo con que sea la administración la que ponga cierto orden. Sobre este último punto en particular, hizo especial énfasis en la necesidad de poner orden también con respecto a la jibia, que este año ha tenido un muy mal manejo.

Indicó que le parecía necesario que el próximo período la autoridad ordene bien el sistema para que los trabajadores puedan desempeñar su labor todo el año. Para mayor claridad, hizo presente que se cerraron cuatro plantas en la VIII Región que pescaban jibia, lo que equivale a cerca de 1.200 ó 1.300 personas que quedaron sin su fuente laboral, de modo que también los barcos están parados esperando el próximo año. Frente a este escenario manifestó que falta consciencia, pues sólo se privilegian los negocios y los diferentes intereses.

Manifestó que existe perforación de las cinco millas con acuerdo de los artesanales fundamentalmente hacia el norte del país. en que la geografía de la costa, la plataforma y el fondo del mar al llegar a Iquique o Antofagasta, muestran que los cerros están encima, de modo que al salir al mar a menos de dos millas o cinco o seis kilómetros ya hay entre 1.000 a 2.500 metros de profundidad, situación que del fondo marino que es distinta hacia el sur. 

Dado lo anterior, argumentó que no se puede ir a pescar a cualquier lugar, ya que ello depende de las características de la zona y del recurso de que se trate. A modo de ejemplo, señaló que la pesca de fondo o demersal tiene que estar en menos de 350 metros de profundidad, de modo tal que en este escenario de no existir tal perforación los langostineros y camaroneros de la IV Región quedarían sin posibilidades de trabajar y lo mismo ocurriría con los cerqueros de la I, II y III Región. Considerando lo anterior, reiteró que si se cierran las cinco millas para el norte también se cierran las pesquerías, porque no hay otra posibilidad, especialmente en la IV Región.

Acto seguido, hizo hincapié en que también existen algunos artesanales arrastreros y que las áreas de pesca son muy pocas, no obstante, reiteró que los pescadores artesanales además de tener sus 5 millas tienen la libertad de pescar más afuera, hasta las 200 millas y, de hecho, indicó los albacoreros que son artesanales van a las 600 o 700 millas sin problema, y los mismo ocurre con los reineteros que salen a 35, 40 o 50 millas de la costa cuando van buscando la reineta, sin que los arrastreros pueden pasar cuando ellos están pescando.

Retomando la palabra, el señor Sergio Vera, de la Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial (AGOPESI), llamó la atención respecto de que solamente el 3% de toda su zona de exclusividad se trabaja con la pesca de arrastre.

Con respecto a las redes de arrastre, precisó que no destruyen el fondo marino salvo en los lugares donde existen arrecifes de corales, o instalaciones de una termo-hidroeléctrica. A este respecto destacó que existe un único estudio en el país sobre fondos marinos que se realizó en el año 2007 por la Universidad Católica de Valparaíso, que señala que el 97,5% de los fondos nuestros es de roca, arena o fango. Considerando lo expuesto, manifestó que existe una moratoria internacional para proteger los fondos marinos en las zonas caribeñas donde hay arrecifes de corales, lo cual dijo que era ampliamente respaldado.

En este mismo orden de ideas hizo presente que actualmente se encuentran sujetos a la ley que protege los ecosistemas vulnerables dentro del país, de tal manera que en la zona en que desarrollan su actividad no causan los daños que se dicen. Dicho esto, manifestó que era deseable que la moción considerara el estudio de los fondos marinos, principalmente donde se ejerce el arrastre, con el objeto de tener la certeza de que se está pescando en fango, en roca o arena o bien tener la seguridad de que ello no es así.

Respecto de que el arrastre produce mucho descarte, recalcó que todas las naves que se dedican a ello cuentan con un observador a bordo en todos los zarpes, y que a su vez en todos los lances llevan una bitácora o un registro de las pesquerías, lo que si bien es una marcha blanca, pronto será obligación. Actualmente, prosiguió, la industria tiene los antecedentes, al igual que IFOP, respecto de que el descarte que se hace en esta actividad es inferior al 3%. 
En cuanto a que los barcos arrastreros están acabando con la merluza común, señaló que el sector industrial se ha estado regulando paulatinamente de acuerdo a como han ido bajando las cuotas de pesca, razón que explica que en el año 2002 contaban con 35 barcos de arrastre y hoy día sólo cuentan con 5, principalmente por la reducción de la cuota de pesca. 
En la misma línea, destacó que el año 2002 contaban con 128.000 toneladas a capturar y que actualmente están cerca de las 23.000 toneladas que es lo que se determinó para este año, de tal manera que a su parecer era claro que esta actividad no está acabando con las pesquerías sino que ello se debe fundamentalmente a una mala administración.

Enseguida llamó la atención respeto del hecho que actualmente de los 35 barcos que tenían en el 2002 hoy sólo cuenten con 5, en circunstancias que el sector artesanal sigue teniendo la misma cantidad de embarcaciones desde el año 2002 hasta la fecha.

Agregó que la biomasa que hay dentro del país alcanza a las 250.000 toneladas y lo que se ha autorizado es un 9,2% que son las 23.000 toneladas; el 60% es para la pesca industrial y el 40% para la pesca artesanal, a lo que se debe sumar según dijo, un 17,2% que son 43.000 toneladas de las que hoy se tiene certeza que se han capturado en los últimos años por parte del sector artesanal, principalmente en la VII Región. En este contexto, precisó que lo que puede estar acabando o perjudicando la pesquería del sector es justamente la pesca ilegal por parte del mismo sector artesanal.

A continuación refutó que los barcos de arrastre no entregan empleo señalando que dos barcos de arrastre entregan aproximadamente 100 empleos sólo considerando a sus tripulaciones, pues si se considera además a los rederos, los descargadores, la gente de mantención y todos los que trabajan directamente dentro de un barco o en el abastecimiento y mantención del mismo, se llega a que dos barcos entregan 450 empleos de un turno en una planta de proceso, y que lo mismo ocurre con las pesquerías de demersales y de crustáceos.

Respecto a la eliminación de la pesca o la industria para que solamente el sector artesanal pueda hacer uso de las pesquerías, hizo presente que ese ejercicio se hizo en Valparaíso, donde la pesquera El Golfo abrió una planta de proceso pero duró un año y medio en funcionamiento porque el sector artesanal no era capaz de abastecerla y darle continuidad, razón por la cual no fue posible seguir con esta empresa. 
Finalmente, hizo presente que al igual que en otros países del mundo en que los barcos científicos son arrastreros, aquí ocurre lo mismo debido a que tienen mayor capacidad y autonomía. 




Cabe hacer presente que los señores Acuña y Vera acompañaron su intervención con un único documento en formato power point, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión

Acto seguido, el señor Rodrigo Azócar de la Asociación Gremial de Espinaleros de Fondo Dalcahue, Chiloé, señaló que es fundamental que se revise el sistema de asignaciones y el de las fiscalizaciones de la ley de pesca. 
Respecto de las asignaciones, manifestó que la XI Región considera que existe una asimetría entre la forma de asignar recursos al sector industrial y al sector artesanal, lo que le quita viabilidad a la pesca artesanal. Es decir, el hecho que la pesca industrial tenga asignaciones por 20 años, sujetas a cualquier negocio jurídico como expresa la normativa vigente, genera una desigualdad con la pesca artesanal, según dijo.
Enseguida, hizo presente que la pesca artesanal no cuenta con los elementos que son de la mayor importancia y que podrían sostener financieramente la explotación de los recursos en forma sustentable, como ocurre con un pescador industrial que teniendo una cuota de merluza asignada por 20 años puede ir con ella al banco y solicitar un crédito para mejorar su equipo de pesca o diversificar. Distinto es lo que ocurre con el pescador artesanal que no tiene esa opción, y por ende se genera una situación que va en desmedro del desarrollo de la pesca artesanal.
Refiriéndose al tema de la fiscalización, enfatizó que el Estado debe reconocer definitivamente que la fiscalización es un rotundo fracaso en materia de pesca. Así, para ilustrar el debate hizo presente que con respecto a la reineta en la XI Región existen aproximadamente 200 embarcaciones de Lebu pescando ilegalmente dicha especie con una autorización que se obtiene a partir de la ley 20.632
, miscelánea, que establece la facultad para que el Subsecretario pueda extender el área de operaciones de una región a otra, en este caso, de la VIII Región a la X Región. 
Señaló que la ley presenta algunas deficiencias que son importantes como, por ejemplo, que entrega al criterio del Subsecretario la obligación de poner posicionador satelital o no, o de determinar el número de embarcaciones que pueden ir o no y la cantidad de cuotas. Dado lo anterior, dijo que ello ha significado que en los últimos tres años han ingresado ilegalmente a la XI Región aproximadamente 250 embarcaciones de Lebu, sin control alguno, y que no sólo se han llevado la reineta sino que también el congrio, la mantarraya y la merluza, entre otras. 
En este orden de cosas, precisó que ello acarreaba dos efectos especiales muy importantes. El primero de ellos es que todo el sistema de administración pesquera sea ineficiente porque los datos necesarios no están disponibles para que la autoridad tome buenas medidas de administración y, el segundo, que hace poco rentable la población pesquera, porque se afecta el precio por el excesivo volumen de desembarque. En este caso, explicó, es más importante el volumen que el precio.  Lo que ocasiona el problema en la XI Región es que pese a contar con la inscripción del recurso reineta los pescadores no cuentan con las embarcaciones adecuadas para pescarla, y que los barcos arrastreros teniendo inscripción no cuentan con registro, lo que les impide sustituir embarcaciones, de tal manera que no tienen ninguna opción de participar en el negocio de la reineta, en circunstancias que embarcaciones de otras regiones, tan lejanas como la Región de Aysén, se benefician con este recurso.

Subrayó que con ello se está rompiendo uno de los principios fundamentales de la ley de pesca que es la regionalización de los recursos, y agregó que cuando se plantea por parte del Subsecretario que la reineta sea una especie altamente migratoria lo que en realidad se hace es abrir la puerta a una flota gigantesca, sin control ni fiscalización, al punto que podrá moverse desde Punta Arenas a Arica, sin ninguna restricción. 
Como una forma de solucionar este problema planteó mantener la facultad al Subsecretario para extender el área de pesca a embarcaciones de otras regiones, pero con la obligación de usar posicionador satelital independiente de la eslora. 
Para mayor claridad, hizo presente que la situación del recurso reineta es bien especial ya que no tiene restricción de captura y está asimilada a régimen de plena explotación, además que no tiene asignada cuota, lo que en la práctica significa que las regiones que teniendo la inscripción, incluso Punta Arenas, X y XI, no teniendo desembarque quedan completamente fuera del fraccionamiento si lo hubiera, lo que también deriva en que no podrían participar del comité de manejo respectivo, aunque el recurso esté principalmente en su zona.

Considerando lo expuesto, el personero hizo hincapié en que se está configurando un círculo vicioso en el cual los únicos beneficiados vendrían siendo las embarcaciones de Lebu, no obstante que la  situación económica de los pescadores de la XI y la XII exige disponer de un nuevo recurso para poder levantar la actividad pesquera. En este contexto, enfatizó que ahora la urgencia radica en que la ley 20.632 
deja de ser operativa el 31 de diciembre de este año, es decir, durante tres años se ha ejercido la peca ilegal en la X Región sin posicionador satelital, y hoy día vuelve la opción de hacer la consulta que por ley debe hacerse antes del 12 de octubre para que participen todos los que tienen la inscripción del recurso. 
En estas circunstancias, recalcó que la preocupación más inmediata es facultar al Subsecretario para que continúe abriendo zonas de pesca con flotas que puedan ir a otras zonas pero con ciertas exigencias mínimas, como lo son el posicionador satelital y alguna otra medida que contribuya a que la explotación pesquera tenga rentabilidad. 
Por su parte, el Honorable Senador señor Horvath se manifestó de acuerdo con las expresiones de los demás integrantes de la Comisión, en el sentido de que hay que mantener el nivel de la discusión evitando las descalificaciones personales. 
Sobre el tema planteado, recalcó que la autoridad reconoce que se está haciendo pesca ilegal pero no se hace nada a este respecto, de modo que es evidente que algo no está funcionando. Así las cosas, solicitó el acuerdo de la Comisión para citar al Ministro de Economía a la autoridad marítima y a todos los que tienen facultades fiscalizadoras para que se pronuncien y expresen que harán en relación a tal problema.

Agregó que si las naves no andan con posicionador satelital o si se sabe dónde hay una embarcación, el hecho de que no esté registrada debiese significar la presunción de ilegalidad en forma automática. En este sentido, destacó la gravedad de este tipo de prácticas, que es lo que en definitiva está acabando con los recursos pesqueros y con todos los ecosistemas en el país.

Dado lo anterior, solicitó que la Comisión también pueda abocarse al análisis del tema de la reineta, solicitando a la autoridad correspondiente que haga la fiscalización del caso y que se aplique el principio precautorio.

En este escenario, destacó que existe una iniciativa legal que corresponde a un acuerdo entre los pescadores de la X y los pescadores de Aysén, que probablemente esté abierto para los de Magallanes si quieren sumarse, que plantea que dicho recurso no es una especie altamente migratoria, porque los peces efectivamente se van moviendo, pero en este caso se trata de una especie de más profundidad, a diferencia de lo que ocurre en el caso del jurel, la sardina y la anchoveta. 
En la misma línea, planteó la necesidad de fijar una cuota y esa cuota regionalizarla, lo que en su opinión es una solución que apunta en la dirección correcta y que se considera en la mencionada moción.
En este contexto, la Honorable Senadora señora Muñoz manifestó que era necesario conocer la iniciativa legal a que se ha hecho referencia a fin de socializarla entre los miembros de la Comisión y, además, señaló que existe la necesidad de convocar al Ministro de Economía y también al Director Nacional de Pesca, que es quien tiene las facultades respecto de la pesca ilegal, haciendo presente que podría reafirmarse dicha facultad en el proyecto de ley en discusión. 

El Honorable Senador señor Quinteros coincidió absolutamente con la necesidad de mantener la calma durante el análisis del proyecto, no siendo aceptable el vocabulario agresivo utilizado en el marco de esta discusión.

En relación al acuerdo a que han llegado los pescadores de la XI y la X Región en cuanto al asunto de la reineta, lo calificó como muy positivo, sin perjuicio de lo cual hizo presente la necesidad de que la Subsecretaría tome de una vez por todas una determinación y acceda a apoyar ese acuerdo con el objeto de evitar una serie de conflictos que se van a producir si persiste la ilegalidad a que se ha hecho referencia. 

A continuación la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe manifestó que la reineta no es la única que sufre pesca ilegal pues lo mismo ocurre con otras especies como la merluza, de tal manera que la fiscalización no tiene que ser solamente en el mar sino que también en la aplicación de las leyes que permiten confiscar, por ejemplo, los camiones que transportan dichos recursos. En el mismo tema, agregó que cuando Carabineros detiene un camión que transporta la pesca ilegal para llevarla a Santiago, sólo le cursa una infracción que en relación a las ganancias que van a tener con esa venta de esa pesca ilegal, la que resulta muy menor. 
Dentro de este contexto hizo presente que, de acuerdo a algunos estudios, los volúmenes de pesca ilegal son tanto o más grandes que las cuotas autorizadas y, por lo tanto, difícilmente se va a poder controlar la biomasa si no se logra controlar la pesca ilegal de las distintas especies, lo que en su opinión no sólo pasa por una fiscalización en el mar, sino que también puede implicar aumento de las penas o que se puedan confiscar los vehículos que transportan pesca ilegal, ya que ella constituye un elemento absolutamente dañino para la conservación de las especies.

Por otra parte, señaló que de acuerdo a un estudio de la Universidad de Concepción se planteaba que la reineta era una especie altamente migratoria, de modo que le pareció correcto que se establezca que cuando hay normas que rigen para las especies altamente migratorias ellas se apliquen. Ahora bien, distinto es el caso de la pesca ilegal según dijo, ya que una cosa es que se abra la macrozona producto de que los recursos son especies altamente migratorias y otra cosa es que haya embarcaciones que pesquen ilegalmente. 
Enseguida, la Honorable Senadora señora Muñoz hizo presente que de la exposición que se ha realizado, ha surgido el nombre de la empresa Lota protein que se está vinculando a la presente moción, entonces recalcó que era indispensable respetar a los parlamentarios en su calidad de representantes populares, pues dijo que si bien hay casos distintos, ello no puede ocasionar daños, ni inhibirnos de debatir y hacer propuestas.
Dicho esto, recalcó que no se trata de una guerra entre pesca artesanal y pesca industrial y que al parecer la industria está entendiendo en forma equivocada que se quiere destruir ese sector, en circunstancias que ello no es así como tampoco es cierto que se pretenda que la pesca artesanal reine en el país.
Para terminar, la Honorable Senadora señora Goić solicitó a la Biblioteca del Congreso Nacional su colaboración para proveer información más objetiva con respecto a cada uno de los temas planteados, y lo mismo en cuanto a la pesca de arrastre. 

En sesión posterior, concurrió a exponer el presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Pescadores Artesanales de Chile (FENASPAR), señor Hernán Cortés, quien comenzó por señalar que era urgente derogar la ley de pesca por cuanto la pesca artesanal perdió con este cuerpo legal.

A modo de ejemplo, hizo presente que las siete familias sacan más de 1.000.000 de toneladas de peces con apenas 161 barcos, lo que equivale a la creación de 2.737 puestos de trabajo, en tanto que la pesca artesanal no puede competir en igualdad de condiciones toda vez que, según dijo, con más de 12.000 embarcaciones que generan144.000 puestos de trabajo sólo logra sacar del mar apenas 500.000 toneladas de peces. En este sentido, subrayó que los datos aportados provienen de las estadísticas obtenidas por el Servicio Nacional de Pesca del año 2013, después de la entrada en vigencia de la ley.

Luego, destacó que a dos años de vigencia de la Ley General de Pesca, las especies en estado de colapso (agotadas) pasaron de 3 a 8, incluida la merluza común, que en su opinión, es uno de los principales alimentos de las familias chilenas.

En la misma línea, enfatizó que en materia de arrastre si bien el Gobierno se comprometió a terminar con el mismo, la Subsecretaría de Pesca ha dado señales que a su parecer son contradictorias como, por ejemplo, que en plena veda de merluza el año 2014 se mantuvo la autorización en Coquimbo para uso de arrastre y el Consejo Zonal de Pesca permitió perforaciones por 4 años a barcos cerqueros y por 5 años para arrastre. 

Agregó que el año pasado ese organismo del Estado autorizó a 3 empresas a capturar 41 especies con arrastre de Puerto Montt al Sur, consideradas como fauna acompañante de merluza del sur, congrio dorado y merluza de tres aletas que se encuentran agotadas y sobreexplotadas.

Respecto del proyecto de ley en discusión, manifestó su apoyo a la iniciativa por cuanto los recursos son de todos los chilenos y, en su opinión, debe ser el Estado quien administre la explotación de estos por medio de licencias, permisos o autorizaciones con el objeto de velar por el interés general del país.

Siempre en el mismo sentido señaló que igualmente apoyan la idea de una licitación efectiva y parcial de la fracción industrial de la cuota global de las pesquerías declaradas en plena explotación y, además, una licitación efectiva anual del 10 % a todo evento de la fracción industrial, por cuanto cualquier otro método o condición a cumplir previamente para activar la licitación sólo llevará a presiones que derivarán en que dicha licitación nunca se concretará.

En lo que dice relación con la extensión de las 5 millas, manifestó su apoyo a la idea de extender a las cinco millas la protección para la pesca artesanal en todo el litoral y aguas interiores y, adicionalmente, propuso que en aquellas áreas que pudieran quedar sin flota artesanal, porque hoy no existe, se abran los registros a todos los artesanales de Chile.

Enseguida, agregó que también compartían la idea de la eliminación de perforaciones de la flota industrial a las primeras 5 millas, para que sea efectiva su reserva para la pesca artesanal.

Dicho esto, se refirió al régimen infraccional respecto del cual manifestó su conformidad con que la infracción sea proporcional al tamaño de la inversión y a los ingresos o cuota asignada. En este sentido, hizo presente que actualmente las multas por infracciones son desproporcionadas a la inversión e ingresos de la pesca artesanal, es decir, reafirmó la idea de que las multas deben decir relación con la cuota de pesca y no a la eslora de la embarcación porque ello lleva a contradicciones.

A mayor abundamiento, indicó que las multas fijadas por esta ley de pesca tienen una prescripción de 3 años, lo que desde su punto de vista no guarda relación con otras leyes, de modo que propuso que se considere una prescripción en pesca de 6 meses.
Luego, refiriéndose al tema del arrastre, enfatizó que no existe un doble discurso toda vez que los daños provocados al ecosistema han sido latamente comentados incluso a nivel mundial. Agregó que los beneficios a nivel laboral no justifican en nada los problemas de la utilización de este nocivo arte de pesca, señalando que en el caso de la jibia es primordial la regulación del arte de pesca y que en ese caso sólo se debiese permitir la captura con poteras
.
En este punto, con respecto a las pesquerías colapsadas propuso que se lleve adelante una licitación efectiva anual del 10 % a todo evento de la fracción industrial, ya que reiteró que cualquier otro método o condición a cumplir previamente para activar la licitación sólo llevará que esta no se realice.
Abordando el tema de la cuota destinada a consumo humano, manifestó su apoyo a la idea de aumentarla al 1% de la cuota de la fracción industrial, para que sean destinadas a empresas de menor tamaño. Sin embargo, subrayó que es necesario definir en las infracciones las sanciones para el que no cumpla el objetivo de esta legislación, con multas para la planta y también para la flota infractora.
Entrando a las materias que son de iniciativa exclusiva de S.E. la señora Presidenta de la República, pero que sin embargo se consideran en el proyecto de ley en estudio, el personero hizo presente su apoyo a la idea de tener un impuesto proporcional a la cuota asignada para la industria, y al mismo tiempo solicitó que se aplique el mismo criterio en el caso de las patentes pesqueras artesanales. En este sentido, recordó que la ley actual fija para la pesca artesanal el pago de patentes en forma proporcional al tamaño de las embarcaciones.
En materia de Seguridad Social para los Pescadores Artesanales se manifestó de acuerdo con revisar este tema, pero asimismo hizo presente la necesidad de agregar una revisión que permita en forma paralela corregir el sistema de AFP de Chile, en el sentido de que la AFP debe compartir las pérdidas por malas inversiones.
En la misma línea, manifestó su acuerdo con la idea de eliminar las facultades resolutivas del Consejo Nacional de Pesca y con respecto a la dieta de los integrantes del comité científico propuso mejorarlas, al tiempo que planteó que también se considerara la misma idea para los comités de manejo.
Continuando con su exposición, entrando en temas que no han sido considerados por la iniciativa legal en estudio, el señor Cortés hizo presente su descontento en materia de certificaciones, de modo que propuso terminar con la certificación de terceros y regresar esta tarea en forma exclusiva al Sernapesca. En el mismo sentido, planteó la posibilidad de crear una legislación que prevenga y castigue a los funcionarios que realicen actividades reñidas con la ley o corrupción, y opinó que para ello debiesen aplicarse multas económicas y penas de cárcel en grado menor.

En materia de zonas de pesca, señaló que ellas deben ser tan extensas como las áreas del mar donde se desarrolla una pesquería o caladeros y, sobre este último punto en particular, indicó que existen importantes caladeros históricos de la pesca pelágica y otras donde los peces habitan en áreas acotadas del mar que pueden comprender varias regiones.

Expresó que la ley actual reconoce que las áreas de pesca pelágica y otras son por macro zonas, y lo mismo respecto de los comités de manejo y científicos, las cuotas industriales, la operación de la flota industrial, entre varios otros temas. No obstante lo anterior, la misma ley limita y castiga a la pesca artesanal pelágica (sardina, anchoveta, reineta, jurel) y otras, definiendo su operación como regional.
Dado lo anterior, señaló que en su opinión resulta evidente el error de esta norma porque, por ejemplo: permite operar a la flota industrial sardinera en varias regiones fuera de las 5 millas, en circunstancias que no permite a la flota artesanal pescar en las otras regiones de la macro zona o caladero fuera de dicha área.
Enseguida, enfatizó que en su opinión la ley de pesca debe diferenciar la definición de la limitación de primera milla entre la operación dentro de las bahías y golfos y la operación fuera de ellos, para lo cual propuso transformar en permanente el artículo transitorio
 acordado en ley de pesca actual para la VIII región, que permite la operación dentro de la primera milla en ciertas áreas históricas de las lanchas pelágicas cerqueras mayores a 12 metros , que requieren para realizar un lance a una nave auxiliar de apoyo de solo 5 metros de eslora.
Enseguida, planteó la necesidad de crear un Ministerio del Mar además de una normativa que obligue a las siete familias a pagar un royalty por los recursos que pertenecen a todos los chilenos, pues desde su punto de vista con ello se logrará que el Estado tenga recursos para fortalecer la investigación y fiscalización pesquera y además podría crear un INDAP pesquero de verdad. Agregó que en este escenario, sería posible la existencia efectiva de una plataforma social que pueda dar seguridad a los más de 80 mil pescadores y sus familias.
Por otra parte, señaló que era necesario abrir los mercados toda vez que con más compradores es posible tener más oportunidad de vender los distintos productos a un precio justo. En este sentido, se manifestó a favor de que en materia de pesca también exista un libre mercado y se abra el escenario a más actores.

En un tema distinto, planteó que la FAO hará la revisión de la Ley General de Peca, pero destacó que la misma organización ha señalado que sólo lo hará con respecto a la sustentabilidad de los recursos, y no se pronunciará en lo que dice relación con la propiedad de los recursos pesqueros. En la misma línea, hizo presente que en nada se ha avanzado en materia de eliminación de la pesca de arrastre, o de mejores ingresos y mayor valor agregado a la pesca, ni mucho menos en materia de seguridad social.
Volviendo al tema de la plataforma social, recalcó que es necesario implementarla de una vez por todas para la pesca artesanal, estableciendo una regulación del contrato a la parte en el que debe estar incluido por ley el porcentaje que le corresponda a las tripulaciones, lo que en su opinión, debe ser el 40% de la venta sólo descontando lo que la ley establece como gasto de operación. Agregó que este último punto no se cumple en la actualidad y por ello es necesario reglamentar e indicar las sanciones a quien no respete la ley, y definir el organismo regulador.
Siempre en este contexto, subrayó que la ausencia de una Plataforma Social que resguarde a los pescadores artesanales ante una eventual crisis pesquera es una de las principales molestias con la actual Ley de Pesca. En ese sentido, hizo presente que es evidente que los fondos que se requieren debiesen salir de un royalty aplicado a las pesqueras y de los impuestos pagados por los artesanales.

Abordando ahora el tema de las tripulaciones, destacó que la situación actual de los tripulantes artesanales es de la total indefensión, toda vez que las políticas adoptadas y agrupadas en la mencionada ley, no resuelven el problema de fondo que es la implementación de una verdadera plataforma social que aborde seriamente los temas recurrentes que, desde su punto de vista, son los siguientes:
-
Previsión y jubilación (Pensiones)
-
Situación Laboral (Contrato a la Parte)
-
Protección Social ante una eventual crisis pelágica con un fondo de recursos exclusivos 
para las tripulaciones artesanales.
En directa relación con lo planteado anteriormente, indicó que el tema de las pensiones constituye un anhelo de los pescadores artesanales que con el paso de los años no podrán tener una jubilación digna, tanto por culpa de ellos mismos como del Estado de Chile, y agregó además que tienen los mismos derechos que los ex mineros, o ex trabajadores portuarios y marítimos. 
Abordando el tema de las capacitaciones, destacó el interés que existe por capacitarse y así descomprimir el sector, pero al mismo tiempo dijo que para que ello ocurra es necesario contar con herramientas validadas. En este sentido, enfatizó que existe la necesidad de poder optar a capacitaciones reales y certificadas sobre todo en oficios o profesiones acordes a la demanda que exist,e por ejemplo, en las grandes empresas mineras de nuestro país o en la gran industria en general.

Adicionalmente, hizo presente que actualmente los únicos mecanismos existentes para dicha capacitación dicen relación con el SENCE, y dada la situación de los pescadores artesanales que no pertenecen a ninguna empresa, son muchos los obstáculos que existen para poder usar esta herramienta.
A continuación se refirió a la crisis pelágica existente en el país señalando que con el nivel de capturas alcanzado en las últimas tres temporadas, 2013, 2014 y 2015, se ha generado una gran incertidumbre respecto de todas las tripulaciones artesanales, lo que se explica en virtud de la disminución de cuotas asignada por el Estado, causando un enorme impacto en la economía de cada uno de los hogares de los pescadores artesanales.

A mayor abundamiento, recalcó que producto de lo que consideró una mala administración pesquera por parte del Estado, la que se ha visto acrecentada además por la deficiencia de los instrumentos del mismo para establecer un programa de Investigación, le hace temer un posible estallido social.

Entrando en materia de recursos perdidos, destacó que en esta temporada ello alcanza a las 340.000 toneladas con un valor de $100.000 pesos aproximadamente. Lo anterior equivale a $ 34.000.000.000 pesos X 0.3 (= 30 % correspondiente a la parte de los tripulantes artesanales)  da como resultado 10.200.000.000 pesos que dividido en 3200 pescadores da un promedio de $3.187.500 pesos anuales por tripulante artesanal. Agregó que en las tres temporadas, todo lo anterior alcanza alrededor de los U$48.885.714 en pérdidas. 

Recordó que la actual ley de pesca estableció la necesidad de considerar las medidas de mitigación y compensación para pescadores artesanales, Tripulantes de Naves Especiales y Trabajadores de planta, pero que el Estado sólo asignó un bono social de $200.000 pesos por tripulante, lo que a su parecer no significa mitigar o compensar en los términos establecidos en la ley.
Enfatizó que no era posible que algunos armadores con más de una embarcación o con una flota familiar de varias embarcaciones hayan recibido dicho bono, dejando fuera de un beneficio, que era exclusivo para ellos, a los pescadores propiamente tales.
Para finalizar, señaló que es necesario tomar las medidas en forma oportuna para enfrentar esta crisis, tales como dejar capturar en las zonas contiguas e incluso propuso pensar en una veda prolongada y permanente que asegure la sustentabilidad del recurso, basados en una investigación seria y sin sesgos, si el recurso pesquero así lo exige, junto con  ayudar a las tripulaciones artesanales.

Por último, expresó que en el estado actual de las cosas la Región del Biobío dejará de percibir $30.720.000, lo que sin duda afectará las micro economías de todas las comunas, situación que puede ir generando cesantía y un gran descontento social que requiere ser abordado lo antes posible. 

La Honorable Senadora señora Muñoz manifestó que el presente proyecto de ley busca realizar modificaciones profundas en el marco de un debate legislativo, y a este respecto hizo presente que si bien ha existido un clamor en torno a derogar la actual ley, es necesario tener en consideración que ello implica una total desregulación del sector, enfatizando que se ha estimado que lo adecuado es entrar en el debate de este proyecto de ley que busca efectuar algunas modificaciones en la norma actual.

Enseguida destacó el tema de la Plataforma Social, haciendo presente que producto del reciente terremoto y posterior tsunami quedó al descubierto la precaria situación en que se encuentran los pescadores artesanales de la Región de Coquimbo y los tripulantes de las naves industriales, que al no tener contratos no pueden optar a ningún tipo de beneficio pro empleo.





Enseguida, destacó que en la sesión anterior, con el acuerdo unánime de la Comisión, se solicitó al Ejecutivo que el zarpe o la estadística del mismo se transformen en un referente para que puedan recibir algún tipo de beneficio social en tanto que se reparan las embarcaciones, no obstante que reconoció que existe una precariedad muy grande que fue transmitida a las autoridades de los respectivos ministerios.

Por su parte, el Honorable Senador señor García Huidobro destacó la sinceridad en lo expuesto anteriormente. Por otra parte, manifestó que respecto de las zonas contiguas tenía una opinión distinta pero al mismo tiempo recalcó que es necesario abordar el tema social que se ha planteado junto con valorar las propuestas formuladas.

En el mismo sentido, planteó la necesidad de abordar muy en serio el tema de las capacitaciones toda vez que se debe apoyar al sector para que puedan desempeñarse en otras áreas productivas por cuanto los recursos pesqueros no alcanzan para todos. 

A su turno, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente la urgencia de agilizar las modificaciones a la ley de pesca, pues las situaciones antes descritas son por todos conocidas y es necesario corregirlas en forma definitiva. En la misma línea señaló que el tema previsional viene desde hace mucho años y ya es momento de enfrentarlo.

Asimismo, recalcó que la idea que contiene el proyecto de ley en el sentido de plantear que los recursos son de propiedad del Estado no significa que los pescadores artesanales queden fuera, a diferencia de lo que se ha pretendido instalar en la opinión pública.

Luego el Director de FENASPAR, señor Ramón Chaparro, se refirió al tema de las Empresas certificadoras de desembarque que, a su juicio, sólo han contribuido a hacer mas descuento de la cuota de los mismos pescadores. 

En este escenario, dijo que estas empresas desarrollan su actividad de tal manera que terminan facilitando el blanqueo de los desembarques, siendo sus certificadores los mayores beneficiados, además de cobrar un valor tres veces más alto de lo que gastaba Sernapesca por hacer la misma labor.

Posteriormente, los Honorable Señores Senadores plantearon una serie de inquietudes que dicen relación con el presente proyecto de ley y que a continuación se describen en términos generales.

El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que ha habido demora por parte de la Subsecretaría en informar respecto de un nuevo reglamento en materia de licitación de cuotas que surgió sin información alguna, de modo que manifestó su preocupación por dicha situación toda vez que se trata de una actividad relevante para el sector pesquero. 

Dicho esto, recordó que en su momento se propuso el mecanismo de licitación para estas materias a través de una moción, pero además se consideró que dicha licitación debía demostrar ser eficaz, efectiva para recaudar fondos para el Estado y a la vez, debía asegurar el ingreso de otros actores. En este sentido, planteó sus dudas con respecto a la forma en que este proceso se llevó adelante como si, por ejemplo, se han hecho algunas prueba en mercados internacionales para hacer estas licitaciones. 

Enseguida, planteó que existe un grave problema con respecto a la reineta, en el sentido de que hasta ahora el Gobierno no ha respetado los acuerdos alcanzados con los pescadores para deponer las movilizaciones que han llevado adelante. 

Por último, señaló que la propuesta para solucionar el problema que existe con la especie antes señalada es nefasta para la Décima Región pues, a su juicio, prácticamente se pretende invadirla con pescadores. Dado lo anterior, enfatizó la necesidad de agilizar el trámite de la presente moción, además de subrayar que el tema de las licitaciones termina el próximo 15 de diciembre.

Por su parte la Honorable Senadora señora Goić manifestó que era necesario invitar al Ministro de Economía, haciendo presente que en el marco de esta moción se ha estado debatiendo y oyendo a los interesados respecto de la elaboración de las bases del proceso de licitación a que se ha hecho mención, y que en su opinión entregar esa información a esta Comisión era lo mínimo que podría esperarse de dicho Secretario de Estado.

Luego, recalcó que la falta de transparencia siembra la sospecha frente a un tema que ha sido polémico, motivo por el cual insistió en la necesidad de oír al Ejecutivo con el objeto de conocer una explicación en detalle, además de velar porque este proceso sea conocido a nivel nacional e internacional, en forma abierta y transparente.

Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath apoyó la  postura planteada y agregó que el problema que se ha suscitado con la reineta es grave, toda vez que ella está siendo pescada por multiplicidad de pescadores en zonas que no les corresponden. 

Agregó que no sólo se está pescando en forma ilegal sino que además se está sacando todo tipo de especie sin ninguna fiscalización, al punto que estarían colapsando este recurso y los otros que les acompañan. En este sentido consideró muy grave que la autoridad a sabiendas de lo que ocurre no tome ninguna acción.

En el caso específico, indicó que la solución a este problema fue planteado por los parlamentarios y los propios pescadores al proponer que se establezca una cuota por región, y si las regiones que tiene el recursos no tienen embarcaciones pueden desarrollar un proceso de arrendamiento o acuerdo mutuo entre las que sí las tienen, lo que permite visibilizar lo que están haciendo, lo que están pescando y además permite efectuar la respectiva fiscalización. 

Por su parte, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe dijo ser firme enemiga de la regionalización de la mar, en el sentido que las especies migratorias deben ser seguidas por los pescadores, como ocurre en el caso de al reineta, salvo que se trate de pesca ilegal.

En este sentido, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó que respetando el hecho de que las especies pueden ser altamente migratorias ellas debiesen ser pescadas en la región respectiva, de modo que se controle la pesca ilegal y el blanqueo de la misma.

Dentro de este contexto, insistió en la necesidad de tramitar rápidamente esta moción con independencia de la opinión del Ejecutivo, que en su oportunidad ya señaló no estar de acuerdo con esta moción parlamentaria, y consideró necesario votar en general este proyecto.

Una opinión distinta manifestó la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe quien señaló que era necesario oír los planteamientos del Ejecutivo con respecto a la admisibilidad de este proyecto de ley. Agregó que es necesario conocer claramente la postura del Gobierno a fin de que a  futuro se haga responsable de la misma.
La Honorable Senadora señora Muñoz hizo presente que se ha esperado desde hace bastantes meses los informes que el Ejecutivo comprometió con respecto a la admisibilidad y a su postura respecto de todos los temas planteados en esta moción, y que hasta la fecha nada se ha enviado a la Comisión.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Goić manifestó que ya se han realizado varias audiencias en el marco de la discusión en general del este proyecto de ley, y que en su opinión ahora corresponde conocer la voluntad del Senado con respecto a la idea de legislar para lo cual, es necesario que la iniciativa llegue a la Sala.

Agregó que conocer a esta altura la postura del Ejecutivo con respecto a la admisibilidad del proyecto en estudio no aporta mucho, y que considera que sería mejor que el Gobierno se pronunciara respecto del fondo de la propuesta.

Finalmente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo presente que en su opinión votar proyectos que a su juicio puedan llegar a tener problemas de constitucionalidad, no es lo más apropiado y que incluso el prestigio de la institución pasa un poco por eso, de modo que reiteró la necesidad de conocer la postura del Ejecutivo.




- Cerrado el debate se solicitó votación respecto de la admisibilidad del proyecto de ley, pronunciándose la Comisión por su admisibilidad, por mayoría de votos. Votaron por la admisibilidad los Honorables Senadores señoras Goić y Muñoz y señor Quinteros. Votó por decláralo inadmisible la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.

- Sometida a votación la idea de legislar, el proyecto de ley fue aprobado en general por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goić y Muñoz y señor Quinteros. Votó por su rechazo la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
Fundamentando su votación, la Honorable Senadora señora Goic enfatizó que existe una necesidad de realizar modificaciones profundas a la ley general de pesca tal como también lo ha manifestado el Gobierno, y en ese sentido destacó que la presente moción excede el tema de las licitaciones y de la participación de los industriales. Agregó que como Senadora de Gobierno esperaba que en esta materia el Ejecutivo se abra a dialogar, a hacer un proceso con los distintos actores valorándose al mismo tiempo la iniciativa parlamentaria, sin cuestionarla únicamente desde el punto de vista del costo que estima que podría eventualmente involucrar, ya que ello resulta muy discutible y dependerá del normas que en definitiva sean aprobadas en particular. 

No obstante, subrayó que son más bien las formas, las implicancias y las críticas que se han planteado por parte del sector industrial lo que se ha encaminado a desvirtuar la propuesta parlamentaria, en circunstancias que ella contiene y resuelve la necesidad de realizar modificaciones profundas, dialogadas con los distintos actores, que no buscan ser amenaza inmediata para nadie y que incorpora criterios de regionalización en ciertos temas respecto de la actual ley.   
Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros destacó que precisamente el sentido de la moción es hacer una revisión de varios temas y entre esos el de la multas e infracciones, que es uno de los aspectos de la ley que se ha ido desvirtuando. 

Agregó que en materia de derechos no se propone que se retire los que se han otorgado sino que se revise la actual legislación promoviendo la competencia y el libre mercado de las cuotas, haciendo más eficiente el valor otorgado a los recursos del mar que el Estado entrega para su explotación con el objeto de aumentar las rentas del mismo. 

Cabe hacer presente que con posterioridad a la votación de este proyecto, el Ejecutivo acompañó una Minuta que contiene algunas consideraciones con respecto a la inadmisibilidad de algunas normas de la presente iniciativa de ley, la que se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia de la cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

 - - - 

TEXTO DEL PROYECTO





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY





“Artículo 1º.-
Modifíquese el Decreto 430, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley General de Pesca y Acuicultura, del siguiente modo:

1) 
Reemplácese el inciso primero del artículo 1° por los siguientes incisos primero y segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de los recursos hidrobiológicos existentes en aguas terrestres, playa de mar, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva de la República y en las áreas adyacentes a esta última sobre las que exista o pueda llegar a existir jurisdicción nacional de acuerdo con las leyes y tratados internacionales. 

Podrá conceder su explotación conforme a las disposiciones de esta ley y demás normas legales y reglamentarias que regulen la preservación de los recursos hidrobiológicos, y toda actividad pesquera extractiva, de acuicultura y de investigación. El establecimiento de tales permisos o autorizaciones otorgará a sus titulares la facultad de extraerlos sólo mientras se encuentren vigentes y no generará derecho alguno respecto de su continuidad o permanencia en el tiempo. La extinción de los mismos no ocasiona responsabilidad alguna para el Estado.” 

2)
Elimínese el artículo 1º A.

3) 
Elimínese el inciso final del numeral 14) del artículo 2º. 

4) 
Reemplácese el apartado tercero de la letra c) del artículo 3º por el siguiente: 

“−  Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416: se reservará el 1% de la cuota global de captura de todas las especies, con excepción de los recursos bentónicos no crustáceos y las algas, para licitarla entre los titulares de las plantas de proceso inscritas en el Registro que lleva el Servicio y que califiquen como empresas de menor tamaño, para realizar actividades de transformación sobre dichas especies y destinarlas exclusivamente a la elaboración de productos para el consumo humano directo. ” 

5)
Elimínese, en el artículo 5º, la frase “, en la forma que determine el reglamento”.

6) 
Elimínese, en el inciso primero del artículo 9º A, la frase “previo acuerdo del Comité de Manejo”.

7)
Modifíquese el artículo 26 A del modo que sigue:

a) 
Reemplácese, en el inciso primero, el guarismo “20” por “10”.
b) 
Elimínese, en el inciso primero, la expresión “renovables”.
c) 
Reemplácese, en el inciso primero, la expresión “podrá decrecer si se realiza una o más” por “decrecerá cuando se realicen las”. 
d) 
Elimínese, en el inciso primero, la frase “En este caso los coeficientes de cada armador no podrán disminuir en más de un quince por ciento del coeficiente de participación original.”
8)
 Trasládese el artículo 26 B como nuevo Artículo 27 A, con las siguientes modificaciones:
a) 
Reemplácese en el encabezado de su inciso primero la frase “Antes del vencimiento de las licencias transables de pesca clase A, a solicitud del titular, arrendatario o mero tenedor de las licencias transables de pesca, mediante decreto supremo fundado se asignarán según la legislación vigente, siempre que el solicitante o los titulares previos no hayan” por “Para postular a las licitaciones respecto de la fracción de la cuota global para el sector industrial que se realicen anualmente, el postulante no debe haber”.
b) 
Elimínense los incisos segundo y tercero.
c) 
Reemplácese en el inciso final el guarismo “20” por “10”.
9)
Modifíquese el artículo 27 de la siguiente forma:
a) 
Reemplácese, en su inciso primero, la frase inicial “En los casos que una determinada pesquería sujeta a régimen de plena explotación y administrada con cuota global de captura, se encuentre en un nivel igual o superior al 90 por ciento de su rendimiento máximo sostenible,” por “A partir del inicio de la vigencia de este régimen de administración” y sustitúyase la expresión “de la siguiente forma: 
a) 
El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 90 por ciento de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible;” por “y cada año de operación se subastará un 10% de la fracción industrial de la cuota global.” 
b) 
Elimínese la expresión: 
“b) 
El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 95 por ciento de su punto biológico de su rendimiento máximo sostenible; 
c) 
El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible.” 
c) 
Reemplácese, en su inciso segundo, el guarismo “20” por “10”. 
d) 
Elimínese los incisos tercero, cuarto y quinto.
e) 
Reemplácese, en el inciso octavo, la expresión “marzo” por “julio”.
10)
Agréguese, en el inciso primero del artículo 28, entre la palabra “pesquería” y el punto que le sucede, la frase “que no se encuentre sujeta a una licencia clase B proveniente de una subasta vigente”.

11)
Elimínese el artículo 28 A.

12)
Modificase el Artículo 47 del modo que sigue: 
a)
Reemplácese, en su inciso primero, la frase “y hasta el paralelo 43°25´42”de latitud sur”, por “hasta el límite sur de la República y alrededor de las islas oceánicas”.
b)
Reemplácese, en su inciso quinto, la frase “inscritos en pesquerías que correspondan” por “inscritos en el Registro de Pesca Artesanal de la región que correspondan”.
c)
Agréguese el siguiente nuevo inciso final: “En ningún caso el esfuerzo pesquero que se realice en esta área de cinco millas de reserva para la pesca artesanal, podrá ejercerse mediante pesca de arrastre”.

13)
Modificase el Artículo 47 bis del siguiente modo:

a)
Reemplácese, en el inciso primero, la frase “entre el límite norte de la República y el grado 43º25'42 de Latitud Sur” por “entre el límite norte de la República y hasta el límite sur de ella”.
b)
Agréguese, en el mismo precepto, la palabra “artesanales” entre las palabras “embarcaciones” y “de una eslora”
c) 
Intercálese, en el inciso segundo, la expresión “artesanales” a continuación de la expresión “ejercicio de actividades por embarcaciones”.
d) 
Reemplácese la frase final del inciso segundo por “En ningún caso podrán autorizarse actividades pesqueras que afecen el fondo marino mediante pesca de arrastre y los ecosistemas de los peces de roca.”

14)  
Modificase el Artículo 49 del siguiente modo:
a) 
Elimínese en el inciso segundo la frase "en las áreas reservadas a la pesca artesanal a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 47 de esta ley". Agréguese luego de la palabra "fondo" la frase "dentro de la zona económica exclusiva”.
b) 
Elimínese los incisos tercero y cuarto.

15)
Agréguese, en el inciso primero del Artículo 111, la siguiente oración final “y en caso de armadores artesanales, la multa tendrá como límite las cantidades indicadas en la siguiente tabla: 
a)
Desde 0 a 12 metros de eslora………………….12 Unidades Tributarias Mensuales;
b)
Desde 12,1 a 18 metros de eslora……..……..30 Unidades Tributarias Mensuales.”

16)
Reemplácese el Artículo 111 A, por el siguiente:

“Artículo 111 A.
El armador de nave industrial que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° bis del Título II de esta Ley, será sancionado con multa de entre 100 y 500 unidades tributarias mensuales.

El armador de embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° bis del Título II de esta Ley, será sancionado con multa según la siguiente tabla:

a)
Desde 0 a 12 metros de eslora





20 Unidades Tributarias Mensuales;
b)
Desde 12,1 a 18 metros de eslora





50 Unidades Tributarias Mensuales.

En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”

17)
Reemplácese el inciso primero del Artículo 112, por el siguiente:
“En los casos de los artículos 110, 110 bis y 110 ter, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial con que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”

18)
Reemplácese el Artículo 113 por el siguiente:
“Artículo 113.- Serán sancionados con multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial que no cumplan con la presentación de informes o comunicaciones, en conformidad con lo establecido en los artículos 63 y 64. 

Las personas naturales o jurídicas que no cumplan con la presentación de informes o comunicaciones, en conformidad con lo establecido en los artículos 63 y 64, se les sancionará  con multa de tres veces el valor de sanción por tonelada no informada o comunicada.

Los armadores artesanales serán sancionados con multa de entre 3 y 10 unidades tributarias mensuales.”

19)
Incorpórese el siguiente artículo transitorio:

Artículo primero. Las actuales licencias transables de pesca clase A se ajustarán por el sólo ministerio de la ley a las condiciones establecidas en el artículo 26 A.

20)
Modifíquese los artículos transitorios de la Ley 20.657 del siguiente modo:
a.-
Elimínese su artículo segundo transitorio.
b.-
Reemplácese el artículo tercero transitorio por el siguiente: 

“Artículo tercero. El sistema de administración para pesquerías en plena explotación señalado en los artículos 26 y siguientes, comenzará a aplicarse a partir del segundo año de vigencia de esta ley, de acuerdo a las siguientes reglas:
a)
Se licitará bianualmente, el año precedente, un 10% de la cuota global hasta alcanzar, al cabo de 10 años de vigencia, un 50% de la cuota global.
b)
A partir del año undécimo, el proceso de licitaciones continuará con la subasta bianual de los coeficientes de los armadores con licencias clase B cuya licencia expire.”
c)
A partir del año vigésimo primero, se licitará anualmente el 10% de la cuota global, de acuerdo a las normas permanentes.”.”.

- - -

 



Acordado en sesiones celebradas los días 22 de julio, 12 y 19 de agosto, 2 de septiembre, 7 de octubre y 4 de noviembre, todas de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Adriana Muñoz  D'Albora (Presidenta), señoras Carolina Goić Boroević y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Rabindranath Quinteros Lara.

Sala de la Comisión, a 4 de Noviembre de 2015.
(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL MANEJO DE BOSQUES DE ESPECIES MUY COMBUSTIBLES COLINDANTES CON ZONAS URBANAS 
(10.030-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Guillier, Horvath y Lagos.

De la iniciativa se dio cuenta en la Sala del Honorable Senado en sesión de 5 de mayo de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura. 

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Cabe hacer presente, que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó solicitar a la Sala del Senado refundir el proyecto de ley en estudio con el iniciado en moción del Honorable Senador señor Navarro, correspondiente al Boletín N°9.810-01, en atención a que ambos regulan la prevención y combate de incendios y que se encuentran en primer trámite constitucional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además, de sus miembros los Honorables Senadores señora Lily Pérez y señores Antonio Horvath y Alejandro Navarro.

Asimismo, concurrieron:

Por el Ministerio de Agricultura, el Asesor Legislativo, señor Jaime Naranjo.

Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias: la Directora, señora Claudia Carbonell y la Profesional Cereales del Departamento de Análisis de Mercado y Políticas Sectoriales, señora Andrea García.

Por la Corporación Nacional Forestal: el Director Ejecutivo, señor Aarón Cavieres; el Gerente de Estudios, señor Alfredo Mascareño y el Asesor Legislativo, señor Rodrigo Herrera.

Por la Universidad de Los Andes, la Asesora, señora Paulina Gahona.

El Asesor del Honorable Senador Felipe Harboe, señor Sebastián Lewis.

El Asesor del Honorable Senador Manuel Antonio Matta, señor Marcelo Olivares.

El Asesor del Honorable Senador Alejandro Navarro, señor Fabián Luengo.

El Asesor de la Honorable Senadora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez. 

El Abogado del Comité PPD del Senado, señor Sebastián Abarca

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

Prohíbe nuevas plantaciones forestales con especies altamente combustibles, establece la obligación de reemplazar los bosques pirogénicos que se encuentren en los espacios contiguos o dentro de los límites urbanos en al menos mil metros, y consagra la obligación de los dueños de los predios en que existan bosques de especies pirogénicas colindantes a centros urbanos, a disponer de un plan de prevención y alarma de incendios forestales.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
El artículo 4° números 1) y 2) del proyecto debe aprobarse como norma de quórum orgánico constitucional, por tratar de una materia que dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad a los artículos 77 y 66 inciso segundo de la Carta Fundamental. 
Se hace presente que se ofició a la Excma. Corte Suprema mediante Oficio N° 107/SEC/15, de 5 de mayo de 2015, con el objetivo de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley, la que emitió su opinión favorable por Oficio 71/2015.
- - -

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en especial su artículo 19 numerales 8°, 21 y 24.

2.- La Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización.

3.- La Convención de Washington para la Protección de la Flora, la Fauna y las Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1940, promulgado mediante decreto N° 531, de 1967, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

4.- El Convenio sobre Diversidad Biológica, de 1994, promulgado mediante decreto supremo N° 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995.

5.- El Título IX, del Libro II, del Código Penal.

6.- La ley N° 20.653, que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales.

7.- La ley N° 18.362 que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.

8.- La ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

9.- La ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.

10.- La ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

11.- La ley N° 18.348, que crea la Corporación Nacional Forestal.

12.- El decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

13.- El decreto ley N° 400, de 1974, del Ministerio de Interior, que modifica el número tercero del artículo 476 del Código Penal e introduce otras modificaciones.

14.- El decreto supremo N° 276, de 1980, del Ministerio de Agricultura, que establece el Reglamento sobre el Roce a Fuego.

15.- El decreto supremo N° 733, de 1982, del Ministerio del Interior, que deroga decretos supremos N°s 1.027, de 1976 y 1.040, de 1979, y aprueba normas que indica.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

II.1.- La Moción que da origen al presente proyecto de ley argumenta los graves daños que generan los incendios forestales que se traducen en pérdidas de vida humana y de propiedad pública y privada. En esa línea, menciona el incendio de Valparaíso, que afectó innumerables hectáreas, propagándose por la zona urbana y residencial, destruyendo más de 3.000 viviendas y dejando más de 12.000 damnificados. Reseña que un evento similar se repitió el 13 de marzo del año pasado, afortunadamente sin las nefastas consecuencias ocurridas anteriormente.
En seguida, informa que en el Senado se constituyó una Comisión Especial encargada de analizar los resultados del incendio de Valparaíso y de proponer mejoras tanto operativas como legislativas, a objeto de evitar que un siniestro de esa magnitud vuelva a producirse, no sólo en Valparaíso, sino que en todas las ciudades que se encuentran en idéntica situación biogeográfica y de exposición al riesgo, por estar cercanas o colindantes a bosques de alta combustibilidad.

Consigna que la Corporación Nacional Forestal, señaló que existen 28 ciudades en situación de peligro, a saber: San Antonio, Valparaíso, Viña del mar, Quilpué, Villa Alemana, Melipilla, Constitución, San Javier, Curanilahue, Los Álamos, Lebu, Cañete, Tirúa, Arauco, Los Ángeles, Mulchén, Cabrero, Lota, Coronel, Penco, Tome, Chillan, Ercilla, Collipulli, Victoria, Angol, Galvarino y Puerto Montt.
Subraya, además, existe una situación de riesgo agravado producto del cambio climático, que ha incrementado la sequía que afecta a la mayoría de estas ciudades, lo que fue corroborado por el académico de la Universidad Austral, señor Antonio Lara.
Bajo este escenario, razona, se deben definir las políticas y estrategias de prevención y de mitigación sectoriales, con la finalidad de promover bosques más saludables, asegurando una provisión continua de servicios ecosistémicos bajo un clima cambiante.
En sintonía con lo anterior, hace hincapié en la posibilidad de reemplazar los bosques altamente combustibles de pino y eucaliptus por variedades nativas, lo que también ayudaría a frenar el proceso de erosión del suelo.
Luego, comenta que la Constitución Política de la República en su artículo 1° establece el deber del Estado de dar protección a la población, lo que en este caso implica el deber de promover acciones que tengan por finalidad disminuir los riesgos o peligros que pudiere producir un incendio forestal cercano a los radios urbanos. 
Así, infiere, resulta fundamental regular las plantaciones de bosques que se encuentran en las cercanías de las ciudades, que exploten especies altamente combustibles. Para ello, propone establecer el deber de reemplazo de estos vegetales, por otros de naturaleza autóctona, lo que no sólo contribuiría a disminuir los peligros de incendios forestales, sino que, también, proveería de importantes servicios ecosistémicos.
Resalta que este deber no sólo se traduciría en una efectiva disminución del riesgo de incendios, sino que además lograría proteger otros importantes derechos fundamentales, tales como el derecho a la vida, la salud y la propiedad.
Posteriormente, menciona el artículo 19 numeral 8° de la Constitución Política de la República, que consagra el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el deber del Estado de velar para que este derecho no sea afectado, así como tutelar la preservación de la naturaleza.
En consecuencia, apunta, la norma citada consagra dos deberes para el Estado en materia ambiental, a saber: velar para que el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación no se vea afectado y tutelar por la preservación de la naturaleza. 
Además, señala, su inciso segundo reconoce que, por ley, se podrán restringir otros derechos fundamentales para proteger el medio ambiente.

Adicionalmente, trae a colación el artículo 19 numeral 24°, que consagra el derecho de propiedad, el que también puede ser limitado por el legislador, teniendo como base la función social que cumpla dicha propiedad, ya sea por exigirlo los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la salubridad y utilidad pública, y la conservación del patrimonio ambiental.
Luego de analizar las normas de los numerales 8° y 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, infiere que el derecho de propiedad y el derecho a desarrollar cualquier actividad económica consagrado en el numeral 21°, como la forestal, no pueden ser garantizados en forma absoluta si este derecho afecta otro bien jurídico protegido, como lo es el medio ambiente y la vida de las personas.
En consecuencia, para que pueda operar esta excepción se requiere que el legislador, en uso de sus potestades, restrinja los derechos de propiedad y del libre emprendimiento, a través de una ley, que es justamente el objetivo que persigue este proyecto de ley.
Al efecto, da cuenta que el proyecto de ley tiene por objetivo establecer la obligación de reemplazar las especies vegetales de carácter pirogénico, es decir, aquellas que por su composición pueden ser altamente inflamables para provocar o agravar un incendio forestal. Con todo, advierte, esta obligación no se extiende a todos los predios forestales, sino que sólo a aquellos que se encuentren en una distancia determinada de una zona contigua a los límites urbanos. 
Junto con ello, obliga a los propietarios de predios boscosos cercanos a zonas urbanas, a contar con un plan de prevención y combate de incendios forestales.
También, establece dos infracciones administrativas para el evento que el dueño del predio que no reemplace las especies inflamables, o que no cumpla con el plan de prevención de incendios forestales.
Asimismo, consagra una agravante de responsabilidad penal si producto del incendio se generan actos constitutivos de un delito o cuasidelito de incendio, un delito que atenta contra la vida y salud de las personas o contra la propiedad.
II.2.- Informes de la Biblioteca del Congreso Nacional relativos a las siguientes materias: Compilado de los proyectos de ley relacionados con los incendios forestales que ingresaron a tramitación desde 1990 a la fecha; Experiencia comparada: instituciones y estrategias de prevención y combate de incendios forestales; Sistema de Manejo de Emergencias en el Derecho Comparado, Japón, Estados Unidos y Nueva Zelanda, y Gestión de Protección contra los incendios forestales en América del Sur, todos los cuales fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y que se encuentran a disposición en la página web del Senado.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio del proyecto en estudio, en sesión de 11 de enero de 2016, la Comisión tuvo presente que existen, además, otros dos proyectos que tratan materias sobre combate y prevención de incendios. En efecto, el proyecto iniciado en moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica la Ley de Bosques para establecer la obligación de elaborar planes de prevención y combate de incendios forestales a los dueños de predios con aptitud forestal, Boletín N° 9.810-01, y el originado en Moción del Honorable Senador señor Lagos que establece normas sobre control y manejo del árbol eucaliptus en la comuna de Valparaíso, Boletín 9.375-07.

En ese contexto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, le dio la palabra a la Honorable Senadora señora Pérez, en su calidad de coautora de la moción que dio origen al presente proyecto de ley, quien señaló que esta iniciativa consagra la obligación de reemplazo de las especies vegetales de carácter pirogénico cuando se encuentran en una zona contigua a los límites urbanos. 

Además, reseñó, considera el establecimiento de una zona de seguridad en cada predio boscoso con peligro de incendio, a efectos de dotar a la autoridad de un instrumento para evitar la propagación de los incendios forestales a las zonas urbanas.

Informó que este proyecto, también, propone una serie de sanciones administrativas y de carácter penal en caso de incumplimiento a las normas impuestas.

Asimismo, hizo presente que esta iniciativa fue informada favorablemente por la Excelentísima Corte Suprema, ya que establece que será competente conocer de las infracciones que esta ley consagra los juzgados de policía que correspondan. 

Comentó que la mayoría de los incendios forestales que ocurren en nuestro país, originados por causas naturales o provocados por el hombre, terminan afectando a las zonas urbanas y a las especies allí plantadas. Al efecto, indicó que ello ocurre cuando se ha reemplazado el bosque nativo por eucaliptus y pino, que son especies altamente inflamables y como tal han generado un enorme daño.

Por lo anterior, resaltó que a los autores de esta moción les interesa evitar los incendios forestales y establecer una franja de seguridad en las zonas contiguas a las ciudades para que este tipo de incendios no se vuelvan a producir.

El Honorable Senador señor Harboe consultó si esta iniciativa establece una distancia mínima para la zona de seguridad que pretende crear y si contiene normas especiales para la forestación.

La Honorable Senadora señora Pérez respondió que, efectivamente, este proyecto de ley consagra una franja de seguridad entre el límite urbano y los bosques de mil metros y que no incluye normas referidas a las plantaciones, porque en su opinión ello debe ser materia de un reglamento.

El Director de la Corporación Nacional Forestal, señor Aarón Cavieres, indicó que han estudiado los tres proyectos de ley en discusión y señaló que sin duda valoran la preocupación de los señores Parlamentarios por evitar los incendios forestales. Al efecto, consideró que, claramente, existe una necesidad de aprobar una Ley de Incendios, y recordó que durante el primer Gobierno de la Presidenta de la República se elaboró un proyecto apoyado por la gran mayoría de los actores involucrados, pero lamentablemente no fue considerada en la Administración anterior y únicamente se patrocinó una ley corta, restringida al ámbito penal. 

En seguida, resaltó que para legislar en la materia se debe tener en consideración que el poblamiento es disperso. Hoy, las personas prefieren vivir en zonas silvestres o naturales, lo que ha motivado que existan viviendas ubicadas en lugares de difícil acceso y con ello se dificulta el combate de los incendios. Observó que esta situación es complicada y afirmó que en materia de costos, es lo mismo proteger  una vivienda que un conjunto habitacional de cien casas. 

Por otra parte, comentó, el Tribunal Constitucional ha resuelto en varias ocasiones que no se pueden conceder nuevas atribuciones a la Corporación Nacional Forestal, ya sea en forma expresa o tácita, dada su naturaleza jurídica, por lo que cualquier proyecto de ley que incida en esta materia requiere necesariamente de otra iniciativa que se haga cargo de la institucionalidad del Servicio Nacional Forestal.

En cuanto al proyecto de ley en estudio, manifestó algunas observaciones y precisiones. 

En primer lugar, indicó que la regulación actual a nivel reglamentario, ya consagra la obligación de incluir dentro de los planes de manejo un plan de prevención y de combate de incendios, lo que les ha permitido fortalecer su función fiscalizadora a través de un trabajo conjunto entre la Gerencia de Prevención contra Incendios y la Gerencia de Fiscalización.

En segundo lugar, señaló que el pino y el eucaliptus son especies de gran volumen, que forman bosques más densos que los bosques naturales, y observó que esas especies no se encienden solas sino que requieren de un foco de fuego para quemarse, luego, para evitar la propagación de estos incendios la Corporación Nacional Forestal ha puesto su acento en la planes de prevención y en la silvicultura preventiva. 

Complementó que, técnicamente, no existen especies pirogénicas propiamente tal y que son los bosques los que requieren de un tratamiento cuando están cerca de los centros poblados. Resaltó que no es una característica exclusiva de las plantaciones exógenas el ser altamente combustible, porque también dentro de las especies nativas existen árboles inflamables bajo condiciones de stress hídrico, como ocurre con el litre y el boldo. Con todo, acotó que el maitén es una especie nativa con excelentes condiciones para actuar como corta fuego.

Luego, señaló que como Gobierno están desarrollando planes de silvicultura preventiva con los municipios, las empresas y algunas localidades, con la finalidad de despejar el material herbáceo y leñoso en el entorno de las ciudades. Asimismo, comunicó que han dispuesto la corta y poda de una determinada cantidad de árboles para disminuir la densidad de la entrada de los bosques.

Dio cuenta que, también, han incorporado a la población, mediante el plan de las llamadas comunidades preparadas para los incendios forestales, e informó que este fin de semana junto a la Policía de Investigaciones distribuyeron varios folletos para enseñar a las personas a evitar y a combatir los incendios forestales, limpiando su entorno y disminuyendo el material combustible en los alrededores.

De este modo, destacó, están tomando una serie de medidas para avanzar en la protección de las áreas semiurbanas. No obstante lo anterior, estimó que el proyecto de ley es una valiosa propuesta para la prevención y el combate de los incendios forestales.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez pidió a la Comisión votar en la idea de legislar en la materia.

El Honorable Senador señor Harboe, consultó al Ejecutivo por el anunció que realizó el señor Ministro de Agricultura en relación con la presentación de un proyecto de ley para crear el Servicio Nacional Forestal. 

En esa línea, argumentó que es fundamental contar con una institucionalidad para la Corporación Nacional Forestal y recordó que, en esta materia, el Tribunal Constitucional ha fallado que no se puede continuar entregándole nuevas atribuciones públicas  manteniendo su naturaleza jurídica actual, lo que es materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República. 

Por lo anterior, pidió a los representantes del Gobierno mayores antecedentes sobre el estado de avance de este proyecto.

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal confirmó que el señor Ministro de Agricultura señaló que el proyecto sobre la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal es una de las prioridades de esta Cartera, por ello se está trabajando activamente con los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Hacienda, y esperan que esta iniciativa ingrese prontamente al Parlamento.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que, en general, es partidario de escuchar a todos los actores involucrados antes de votar una iniciativa, y consultó al señor Director de la Corporación Nacional Forestal su opinión respecto de este proyecto de ley. 

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal señaló que los incendios forestales, normalmente, se originan por la forma en que se manejan las especies, por lo que no es partidario de prohibir una especie en particular. Al efecto, indicó que cada especie tiene atributos y debilidades que deben ser abordadas mediante un buen plan manejo. 

Asimismo, consideró que la obligación de talar una superficie determinada de bosque podría resultar una medida excesiva, porque los costos que involucra esta acción pueden ser bastante altos. Consideró más adecuado fijar áreas libres de vegetación alrededor de los centros poblados, permitiendo un incremento gradual del volumen de las especies, teniendo presente que  dejar un espacio libre de vegetación podría producir efectos ambientales negativos, como la erosión de los suelos.

A lo anterior, sumó las dificultades que pudiera enfrentar la Corporación Nacional Forestal con las talas de los bosques que no cuentan con el permiso del propietario del predio, como ocurrió con el incendio del año 2014 de Valparaíso. Puso de relieve que la Corporación Nacional Forestal no puede pasar por alto la voluntad del propietario, lo que ha sido un punto crítico para limpiar los entornos de las ciudades.

Sin perjuicio de todo lo anterior, sostuvo que este proyecto va en la línea correcta, porque manifiesta una preocupación por enfrentar el problema sobre los incendios forestales.

A continuación, el Honorable Senador señor Matta formuló las siguientes consultas al señor Director de la Corporación Nacional Forestal:

1.- La Efectividad de los planes de manejo de la Corporación Nacional Forestal a nivel nacional, regional y local, para la prevención y el combate del fuego.

2.- En relación con las empresas forestales, preguntó si han adoptado los planes que promueve esta entidad a nivel nacional, regional y local, y cómo se controla que efectivamente se cumplan.

3.- Información que maneja la Corporación Nacional Forestal sobre la existencia de planes complementarios que hayan implementado las empresas forestales.

4.- Influencia de las características y distribución de la vegetación forestal en la combustibilidad de los bosques.

5.- Estudios de la Corporación Nacional Forestal sobre los riesgos de los incendios forestales según territorio y especies arbustivas.

Luego, reparó que en la Comuna de Chanco gran parte de las construcciones de las comunidades rurales se encuentran a  cuatro o cinco metros de distancia de las plantaciones de las grandes empresas forestales que dominan el territorio de la Provincia de Cauquenes.

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal, con respecto a las consultas que formuló el Honorable Senador señor Matta, hizo presente que la efectividad de los planes de prevención está dada por la acción de los terceros, ya que la Corporación Nacional Forestal no cuenta con el presupuesto necesario para implementar por su cuenta estos planes. Sin perjuicio, informó que desde hace quince años entregan a todos los municipios de las comunas críticas un análisis de su zona interfaz, indicando para cada localidad cuáles son las áreas críticas, el nivel de criticidad de cada una de ellas, el número de jornadas que se requieren para despejar el área y los costos en tiempo y recursos. 

Refirió que hay casos en que han obtenido excelentes resultados, pero que hay otros en que los avances han sido escasos, por ello, desde el año pasado han hecho varios seminarios con los municipios para instalar las capacidades requeridas para la prevención y la gestión de los incendios forestales. A ello hay que sumarle los recursos que los Gobiernos Regionales han dispuesto para el combate de incendios y que en el caso particular de Valparaíso cuenta con un plan de limpieza de micro basurales, lo mismo para las Regiones VIII y IX y la Región Metropolitana. De esta manera, concluyó, la efectividad de los planes de la Corporación Nacional Forestal es diversa, porque depende de las contrapartes.

En cuanto a las empresas forestales, dio cuenta que es bastante alta la efectividad de sus planes de prevención, ya que han incrementado los recursos que destinan a la prevención y valoró que hoy están considerando a las comunidades aledañas. Reconoció que antes este tema no era preocupación y que actualmente está muy vigente. Destacó que las empresas no sólo consideran su entorno de afectación, puesto que llegan hasta uno o dos kilómetros más allá de su área de explotación. Además, informó, que han implementado planes complementarios de prevención.

Luego, trajo a colación la experiencia que han desarrollado en la localidad de Minas del Prado, ubicada en la VIII Región, que ha sufrido un sinnúmero de incendios por estar emplazada en medio de un bosque. Informó que están utilizando un software que les permite simular la ocurrencia de incendios en todo su entorno y el comportamiento de los mismos, teniendo en consideración las distintas situaciones vegetacionales, el viento y la exposición, entre otros criterios. Ello, les permitió armar un plan preventivo sólido que les gustaría aplicar en otras localidades y que será la base de trabajo para el futuro.

En cuanto a la existencia de estudios sobre las características de la vegetación, su distribución y su incidencia en la combustión de los bosques, informó que existen distintos niveles de inflamabilidad, pero en su opinión lo relevante es la ocurrencia. Resaltó que en los períodos de lluvias tardías, como este año, se facilita la ocurrencia de incendios por la existencia de los altos pastizales muy inflamables y que cualquier punto de fuego puede llevar a que ardan sin control. 

Refirió que en estos días en la zona central hubo alerta preventiva en que este material tuvo una humedad que no sobrepasó el 4%, lo que implica que este pasto puede arder con una mínima exposición al fuego, por eso insistió en la importancia del despeje de los terrenos y de la silvicultura preventiva.

En seguida, el Honorable Senador señor García pidió que se aclare el sentido y alcance de la obligación que se establece en el artículo 1° de este proyecto de ley, que establece el reemplazo de las especies pirogénicas y la prohibición de forestar con este tipo de especies, para determinar si se está ante una norma de aplicación genérica o restringida a un espacio no superior a mil metros.

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal respondió que se trata de una norma de aplicación restringida y señaló que este proyecto de ley está en sintonía con la necesidad de aprobar una Ley de Incendios Forestales y valoró que incluya a otros actores en la protección de las áreas pobladas, porque se traduce en la obligación de contar con planes de prevención que articulen el conjunto de actores.

El Honorable Senador señor Harboe insistió que si bien el tema de los incendios forestales ha sido abordado por la Corporación Nacional Forestal, a su juicio su institucionalidad carece de las capacidades necesarias para enfrentar de manera preventiva este fenómeno.

Recordó que hace un año se planteó que producto del calentamiento global se generará un aumento de la temperatura en un grado Celsius, lo que incidirá en el incremento de los incendios forestales. En este escenario, consideró, se requiere de una acción más efectiva.

Con todo, estimó que este fenómeno debe abordarse a través de una política pública, que incluya una institucionalidad que dé cuenta de esta realidad cada vez más compleja, que disponga de expertos en la materia, con cuente con nuevos recursos, con la suficiente autonomía y con la  potestad para aprobar o rechazar los planes de manejo.

Consideró que el caso de Minas del Prado de la Comuna de Coihueco, Provincia del Ñuble, es uno de los ejemplos más escandalosos de los últimos años, ya que se trata de una villa que se encuentra rodeada de bosque, que cuenta con un sólo acceso y sin ningún carro de bomberos. Alertó a Sus Señorías que como este ejemplo deben existir muchos otros en el país, lo que en su opinión evidencia una falta de planificación urbana y de información de la autoridad.

En este contexto, sostuvo que este proyecto de ley, sin duda, es un primer avance, pero que obviamente es fundamental que el Gobierno presente una Ley de Incendios, que incorpore la nueva institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal, sus facultades y potestades públicas para la prevención y la aplicación de sanciones, entre otros temas.

En consecuencia, sugirió aprobar en general los proyectos signados bajos los Boletines N°s 9.810-01 y 10.030-01, e invitar para una próxima sesión al señor Ministro de Agricultura para que exponga sobre los incendios forestales y sobre el cronograma del Gobierno en esta materia.

- En votación, el presente proyecto de ley, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Harboe, Matta, Moreira y Quinteros.

A continuación, la unanimidad de los miembros de la Comisión, aprobó solicitar a la Sala del Senado autorización para refundir los proyectos signados bajos los Boletines N°s 9.810-01 y 10.030-01, para su discusión en particular, por cuanto coinciden sus ideas matrices, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuesto, la Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros aprobar, sólo en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO 1°.- Reemplácese o prohíbase, a contar de esta fecha, todas las especies vegetales pirogénicas o que por su composición, puedan inflamarse rápidamente por causa de los incendios forestales o del accionar directo del hombre, y que se encuentren en un espacio contiguo o dentro a los límites urbanos en al menos mil metros. 
ARTÍCULO 2°.- Sin perjuicio de lo anterior, serán consideradas especies pirógenas, para los efectos de esta ley, todas las especies de eucaliptus y pinos exóticos.
ARTÍCULO 3°.- Todo propietario de predios colindantes a centros urbanos, donde se emplacen bosques de carácter pirogénico, deberán contemplar, un plan de prevención y alarma de incendios forestales.

ARTÍCULO 4°.- Serán sancionadas, sin perjuicio de las acciones civiles y las penas de crimen o simple delito contemplado en otros cuerpos legales, las siguientes faltas:
1) El propietario que no efectué el reemplazo de las especies vegetales a que alude el artículo 1°, será sancionado por el juzgado de policía local respectivo, con multa de 20 unidades tributarias mensuales por cada hectárea y fracción superior de terreno no reemplazado.
2) El propietario de predios colindantes a centros urbanos, donde se emplacen bosques de carácter pirogénico a que alude el artículo 1° y 2° de esta ley, y que no contemple el plan de prevención de incendios forestales a que alude el artículo 3°, será sancionado por el Juzgado de Policía local competente, con multa equivalente a 10 unidades tributarias mensuales por cada hectárea y fracción superior de terreno boscoso que posea.
3) Sin perjuicio de lo anterior, si producto de un incendio, se produjesen actos constitutivos de delito o cuasidelito de incendio, o de aquellos contra la vida y salud de las personas o contra la propiedad, el incumplimiento de las normas a que alude esta ley, será constitutivo de agravante en materia penal.
ARTÍCULO 5°.- Incorpórese al decreto N° 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, del año 1931, Ley de Bosques, el siguiente artículo 21 bis, nuevo:
“ARTICULO 21 BIS.- Los propietarios de predios de aptitud forestal, que se encuentren en la zona contigua a los límites urbanos, serán responsables de implementar todas las medidas necesarias para prevenir el origen y propagación de incendios forestales.”.

ARTÍCULO ÚNICO TRANSITORIO.- La presente ley entrará en vigencia, dentro de los 90 días siguientes a su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), José García Ruminot, Manuel Antonio Matta Aragay, Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara.

Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2016.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE BOSQUES PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE ELABORAR PLANES DE PREVENCIÓN Y COMBATE DE INCENDIOS FORESTALES A LOS DUEÑOS DE PREDIOS CON APTITUD FORESTAL 
(9.810-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Guillier, Horvath y Lagos.

De la iniciativa se dio cuenta en la Sala del Honorable Senado en sesión de 5 de mayo de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura. 

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Cabe hacer presente, que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó solicitar a la Sala del Senado refundir el proyecto de ley en estudio con el iniciado en moción del Honorable Senador señor Navarro, correspondiente al Boletín N°9.810-01, en atención a que ambos regulan la prevención y combate de incendios y que se encuentran en primer trámite constitucional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además, de sus miembros los Honorables Senadores señora Lily Pérez y señores Antonio Horvath y Alejandro Navarro.

Asimismo, concurrieron:

Por el Ministerio de Agricultura, el Asesor Legislativo, señor Jaime Naranjo.

Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias: la Directora, señora Claudia Carbonell y la Profesional Cereales del Departamento de Análisis de Mercado y Políticas Sectoriales, señora Andrea García.

Por la Corporación Nacional Forestal: el Director Ejecutivo, señor Aarón Cavieres; el Gerente de Estudios, señor Alfredo Mascareño y el Asesor Legislativo, señor Rodrigo Herrera.

Por la Universidad de Los Andes, la Asesora, señora Paulina Gahona.

El Asesor del Honorable Senador Felipe Harboe, señor Sebastián Lewis.

El Asesor del Honorable Senador Manuel Antonio Matta, señor Marcelo Olivares.

El Asesor del Honorable Senador Alejandro Navarro, señor Fabián Luengo.

El Asesor de la Honorable Senadora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez. 

El Abogado del Comité PPD del Senado, señor Sebastián Abarca

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

Prohíbe nuevas plantaciones forestales con especies altamente combustibles, establece la obligación de reemplazar los bosques pirogénicos que se encuentren en los espacios contiguos o dentro de los límites urbanos en al menos mil metros, y consagra la obligación de los dueños de los predios en que existan bosques de especies pirogénicas colindantes a centros urbanos, a disponer de un plan de prevención y alarma de incendios forestales.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
El artículo 4° números 1) y 2) del proyecto debe aprobarse como norma de quórum orgánico constitucional, por tratar de una materia que dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad a los artículos 77 y 66 inciso segundo de la Carta Fundamental. 
Se hace presente que se ofició a la Excma. Corte Suprema mediante Oficio N° 107/SEC/15, de 5 de mayo de 2015, con el objetivo de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley, la que emitió su opinión favorable por Oficio 71/2015.
- - -

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en especial su artículo 19 numerales 8°, 21 y 24.

2.- La Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización.

3.- La Convención de Washington para la Protección de la Flora, la Fauna y las Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1940, promulgado mediante decreto N° 531, de 1967, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

4.- El Convenio sobre Diversidad Biológica, de 1994, promulgado mediante decreto supremo N° 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995.

5.- El Título IX, del Libro II, del Código Penal.

6.- La ley N° 20.653, que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales.

7.- La ley N° 18.362 que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.

8.- La ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

9.- La ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.

10.- La ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

11.- La ley N° 18.348, que crea la Corporación Nacional Forestal.

12.- El decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

13.- El decreto ley N° 400, de 1974, del Ministerio de Interior, que modifica el número tercero del artículo 476 del Código Penal e introduce otras modificaciones.

14.- El decreto supremo N° 276, de 1980, del Ministerio de Agricultura, que establece el Reglamento sobre el Roce a Fuego.

15.- El decreto supremo N° 733, de 1982, del Ministerio del Interior, que deroga decretos supremos N°s 1.027, de 1976 y 1.040, de 1979, y aprueba normas que indica.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

II.1.- La Moción que da origen al presente proyecto de ley argumenta los graves daños que generan los incendios forestales que se traducen en pérdidas de vida humana y de propiedad pública y privada. En esa línea, menciona el incendio de Valparaíso, que afectó innumerables hectáreas, propagándose por la zona urbana y residencial, destruyendo más de 3.000 viviendas y dejando más de 12.000 damnificados. Reseña que un evento similar se repitió el 13 de marzo del año pasado, afortunadamente sin las nefastas consecuencias ocurridas anteriormente.
En seguida, informa que en el Senado se constituyó una Comisión Especial encargada de analizar los resultados del incendio de Valparaíso y de proponer mejoras tanto operativas como legislativas, a objeto de evitar que un siniestro de esa magnitud vuelva a producirse, no sólo en Valparaíso, sino que en todas las ciudades que se encuentran en idéntica situación biogeográfica y de exposición al riesgo, por estar cercanas o colindantes a bosques de alta combustibilidad.

Consigna que la Corporación Nacional Forestal, señaló que existen 28 ciudades en situación de peligro, a saber: San Antonio, Valparaíso, Viña del mar, Quilpué, Villa Alemana, Melipilla, Constitución, San Javier, Curanilahue, Los Álamos, Lebu, Cañete, Tirúa, Arauco, Los Ángeles, Mulchén, Cabrero, Lota, Coronel, Penco, Tome, Chillan, Ercilla, Collipulli, Victoria, Angol, Galvarino y Puerto Montt.
Subraya, además, existe una situación de riesgo agravado producto del cambio climático, que ha incrementado la sequía que afecta a la mayoría de estas ciudades, lo que fue corroborado por el académico de la Universidad Austral, señor Antonio Lara.
Bajo este escenario, razona, se deben definir las políticas y estrategias de prevención y de mitigación sectoriales, con la finalidad de promover bosques más saludables, asegurando una provisión continua de servicios ecosistémicos bajo un clima cambiante.
En sintonía con lo anterior, hace hincapié en la posibilidad de reemplazar los bosques altamente combustibles de pino y eucaliptus por variedades nativas, lo que también ayudaría a frenar el proceso de erosión del suelo.
Luego, comenta que la Constitución Política de la República en su artículo 1° establece el deber del Estado de dar protección a la población, lo que en este caso implica el deber de promover acciones que tengan por finalidad disminuir los riesgos o peligros que pudiere producir un incendio forestal cercano a los radios urbanos. 
Así, infiere, resulta fundamental regular las plantaciones de bosques que se encuentran en las cercanías de las ciudades, que exploten especies altamente combustibles. Para ello, propone establecer el deber de reemplazo de estos vegetales, por otros de naturaleza autóctona, lo que no sólo contribuiría a disminuir los peligros de incendios forestales, sino que, también, proveería de importantes servicios ecosistémicos.
Resalta que este deber no sólo se traduciría en una efectiva disminución del riesgo de incendios, sino que además lograría proteger otros importantes derechos fundamentales, tales como el derecho a la vida, la salud y la propiedad.
Posteriormente, menciona el artículo 19 numeral 8° de la Constitución Política de la República, que consagra el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el deber del Estado de velar para que este derecho no sea afectado, así como tutelar la preservación de la naturaleza.
En consecuencia, apunta, la norma citada consagra dos deberes para el Estado en materia ambiental, a saber: velar para que el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación no se vea afectado y tutelar por la preservación de la naturaleza. 
Además, señala, su inciso segundo reconoce que, por ley, se podrán restringir otros derechos fundamentales para proteger el medio ambiente.

Adicionalmente, trae a colación el artículo 19 numeral 24°, que consagra el derecho de propiedad, el que también puede ser limitado por el legislador, teniendo como base la función social que cumpla dicha propiedad, ya sea por exigirlo los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la salubridad y utilidad pública, y la conservación del patrimonio ambiental.
Luego de analizar las normas de los numerales 8° y 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, infiere que el derecho de propiedad y el derecho a desarrollar cualquier actividad económica consagrado en el numeral 21°, como la forestal, no pueden ser garantizados en forma absoluta si este derecho afecta otro bien jurídico protegido, como lo es el medio ambiente y la vida de las personas.
En consecuencia, para que pueda operar esta excepción se requiere que el legislador, en uso de sus potestades, restrinja los derechos de propiedad y del libre emprendimiento, a través de una ley, que es justamente el objetivo que persigue este proyecto de ley.
Al efecto, da cuenta que el proyecto de ley tiene por objetivo establecer la obligación de reemplazar las especies vegetales de carácter pirogénico, es decir, aquellas que por su composición pueden ser altamente inflamables para provocar o agravar un incendio forestal. Con todo, advierte, esta obligación no se extiende a todos los predios forestales, sino que sólo a aquellos que se encuentren en una distancia determinada de una zona contigua a los límites urbanos. 
Junto con ello, obliga a los propietarios de predios boscosos cercanos a zonas urbanas, a contar con un plan de prevención y combate de incendios forestales.
También, establece dos infracciones administrativas para el evento que el dueño del predio que no reemplace las especies inflamables, o que no cumpla con el plan de prevención de incendios forestales.
Asimismo, consagra una agravante de responsabilidad penal si producto del incendio se generan actos constitutivos de un delito o cuasidelito de incendio, un delito que atenta contra la vida y salud de las personas o contra la propiedad.
II.2.- Informes de la Biblioteca del Congreso Nacional relativos a las siguientes materias: Compilado de los proyectos de ley relacionados con los incendios forestales que ingresaron a tramitación desde 1990 a la fecha; Experiencia comparada: instituciones y estrategias de prevención y combate de incendios forestales; Sistema de Manejo de Emergencias en el Derecho Comparado, Japón, Estados Unidos y Nueva Zelanda, y Gestión de Protección contra los incendios forestales en América del Sur, todos los cuales fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y que se encuentran a disposición en la página web del Senado.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio del proyecto en estudio, en sesión de 11 de enero de 2016, la Comisión tuvo presente que existen, además, otros dos proyectos que tratan materias sobre combate y prevención de incendios. En efecto, el proyecto iniciado en moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica la Ley de Bosques para establecer la obligación de elaborar planes de prevención y combate de incendios forestales a los dueños de predios con aptitud forestal, Boletín N° 9.810-01, y el originado en Moción del Honorable Senador señor Lagos que establece normas sobre control y manejo del árbol eucaliptus en la comuna de Valparaíso, Boletín 9.375-07.

En ese contexto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, le dio la palabra a la Honorable Senadora señora Pérez, en su calidad de coautora de la moción que dio origen al presente proyecto de ley, quien señaló que esta iniciativa consagra la obligación de reemplazo de las especies vegetales de carácter pirogénico cuando se encuentran en una zona contigua a los límites urbanos. 

Además, reseñó, considera el establecimiento de una zona de seguridad en cada predio boscoso con peligro de incendio, a efectos de dotar a la autoridad de un instrumento para evitar la propagación de los incendios forestales a las zonas urbanas.

Informó que este proyecto, también, propone una serie de sanciones administrativas y de carácter penal en caso de incumplimiento a las normas impuestas.

Asimismo, hizo presente que esta iniciativa fue informada favorablemente por la Excelentísima Corte Suprema, ya que establece que será competente conocer de las infracciones que esta ley consagra los juzgados de policía que correspondan. 

Comentó que la mayoría de los incendios forestales que ocurren en nuestro país, originados por causas naturales o provocados por el hombre, terminan afectando a las zonas urbanas y a las especies allí plantadas. Al efecto, indicó que ello ocurre cuando se ha reemplazado el bosque nativo por eucaliptus y pino, que son especies altamente inflamables y como tal han generado un enorme daño.

Por lo anterior, resaltó que a los autores de esta moción les interesa evitar los incendios forestales y establecer una franja de seguridad en las zonas contiguas a las ciudades para que este tipo de incendios no se vuelvan a producir.

El Honorable Senador señor Harboe consultó si esta iniciativa establece una distancia mínima para la zona de seguridad que pretende crear y si contiene normas especiales para la forestación.

La Honorable Senadora señora Pérez respondió que, efectivamente, este proyecto de ley consagra una franja de seguridad entre el límite urbano y los bosques de mil metros y que no incluye normas referidas a las plantaciones, porque en su opinión ello debe ser materia de un reglamento.

El Director de la Corporación Nacional Forestal, señor Aarón Cavieres, indicó que han estudiado los tres proyectos de ley en discusión y señaló que sin duda valoran la preocupación de los señores Parlamentarios por evitar los incendios forestales. Al efecto, consideró que, claramente, existe una necesidad de aprobar una Ley de Incendios, y recordó que durante el primer Gobierno de la Presidenta de la República se elaboró un proyecto apoyado por la gran mayoría de los actores involucrados, pero lamentablemente no fue considerada en la Administración anterior y únicamente se patrocinó una ley corta, restringida al ámbito penal. 

En seguida, resaltó que para legislar en la materia se debe tener en consideración que el poblamiento es disperso. Hoy, las personas prefieren vivir en zonas silvestres o naturales, lo que ha motivado que existan viviendas ubicadas en lugares de difícil acceso y con ello se dificulta el combate de los incendios. Observó que esta situación es complicada y afirmó que en materia de costos, es lo mismo proteger  una vivienda que un conjunto habitacional de cien casas. 

Por otra parte, comentó, el Tribunal Constitucional ha resuelto en varias ocasiones que no se pueden conceder nuevas atribuciones a la Corporación Nacional Forestal, ya sea en forma expresa o tácita, dada su naturaleza jurídica, por lo que cualquier proyecto de ley que incida en esta materia requiere necesariamente de otra iniciativa que se haga cargo de la institucionalidad del Servicio Nacional Forestal.

En cuanto al proyecto de ley en estudio, manifestó algunas observaciones y precisiones. 

En primer lugar, indicó que la regulación actual a nivel reglamentario, ya consagra la obligación de incluir dentro de los planes de manejo un plan de prevención y de combate de incendios, lo que les ha permitido fortalecer su función fiscalizadora a través de un trabajo conjunto entre la Gerencia de Prevención contra Incendios y la Gerencia de Fiscalización.

En segundo lugar, señaló que el pino y el eucaliptus son especies de gran volumen, que forman bosques más densos que los bosques naturales, y observó que esas especies no se encienden solas sino que requieren de un foco de fuego para quemarse, luego, para evitar la propagación de estos incendios la Corporación Nacional Forestal ha puesto su acento en la planes de prevención y en la silvicultura preventiva. 

Complementó que, técnicamente, no existen especies pirogénicas propiamente tal y que son los bosques los que requieren de un tratamiento cuando están cerca de los centros poblados. Resaltó que no es una característica exclusiva de las plantaciones exógenas el ser altamente combustible, porque también dentro de las especies nativas existen árboles inflamables bajo condiciones de stress hídrico, como ocurre con el litre y el boldo. Con todo, acotó que el maitén es una especie nativa con excelentes condiciones para actuar como corta fuego.

Luego, señaló que como Gobierno están desarrollando planes de silvicultura preventiva con los municipios, las empresas y algunas localidades, con la finalidad de despejar el material herbáceo y leñoso en el entorno de las ciudades. Asimismo, comunicó que han dispuesto la corta y poda de una determinada cantidad de árboles para disminuir la densidad de la entrada de los bosques.

Dio cuenta que, también, han incorporado a la población, mediante el plan de las llamadas comunidades preparadas para los incendios forestales, e informó que este fin de semana junto a la Policía de Investigaciones distribuyeron varios folletos para enseñar a las personas a evitar y a combatir los incendios forestales, limpiando su entorno y disminuyendo el material combustible en los alrededores.

De este modo, destacó, están tomando una serie de medidas para avanzar en la protección de las áreas semiurbanas. No obstante lo anterior, estimó que el proyecto de ley es una valiosa propuesta para la prevención y el combate de los incendios forestales.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez pidió a la Comisión votar en la idea de legislar en la materia.

El Honorable Senador señor Harboe, consultó al Ejecutivo por el anunció que realizó el señor Ministro de Agricultura en relación con la presentación de un proyecto de ley para crear el Servicio Nacional Forestal. 

En esa línea, argumentó que es fundamental contar con una institucionalidad para la Corporación Nacional Forestal y recordó que, en esta materia, el Tribunal Constitucional ha fallado que no se puede continuar entregándole nuevas atribuciones públicas  manteniendo su naturaleza jurídica actual, lo que es materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República. 

Por lo anterior, pidió a los representantes del Gobierno mayores antecedentes sobre el estado de avance de este proyecto.

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal confirmó que el señor Ministro de Agricultura señaló que el proyecto sobre la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal es una de las prioridades de esta Cartera, por ello se está trabajando activamente con los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Hacienda, y esperan que esta iniciativa ingrese prontamente al Parlamento.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que, en general, es partidario de escuchar a todos los actores involucrados antes de votar una iniciativa, y consultó al señor Director de la Corporación Nacional Forestal su opinión respecto de este proyecto de ley. 

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal señaló que los incendios forestales, normalmente, se originan por la forma en que se manejan las especies, por lo que no es partidario de prohibir una especie en particular. Al efecto, indicó que cada especie tiene atributos y debilidades que deben ser abordadas mediante un buen plan manejo. 

Asimismo, consideró que la obligación de talar una superficie determinada de bosque podría resultar una medida excesiva, porque los costos que involucra esta acción pueden ser bastante altos. Consideró más adecuado fijar áreas libres de vegetación alrededor de los centros poblados, permitiendo un incremento gradual del volumen de las especies, teniendo presente que  dejar un espacio libre de vegetación podría producir efectos ambientales negativos, como la erosión de los suelos.

A lo anterior, sumó las dificultades que pudiera enfrentar la Corporación Nacional Forestal con las talas de los bosques que no cuentan con el permiso del propietario del predio, como ocurrió con el incendio del año 2014 de Valparaíso. Puso de relieve que la Corporación Nacional Forestal no puede pasar por alto la voluntad del propietario, lo que ha sido un punto crítico para limpiar los entornos de las ciudades.

Sin perjuicio de todo lo anterior, sostuvo que este proyecto va en la línea correcta, porque manifiesta una preocupación por enfrentar el problema sobre los incendios forestales.

A continuación, el Honorable Senador señor Matta formuló las siguientes consultas al señor Director de la Corporación Nacional Forestal:

1.- La Efectividad de los planes de manejo de la Corporación Nacional Forestal a nivel nacional, regional y local, para la prevención y el combate del fuego.

2.- En relación con las empresas forestales, preguntó si han adoptado los planes que promueve esta entidad a nivel nacional, regional y local, y cómo se controla que efectivamente se cumplan.

3.- Información que maneja la Corporación Nacional Forestal sobre la existencia de planes complementarios que hayan implementado las empresas forestales.

4.- Influencia de las características y distribución de la vegetación forestal en la combustibilidad de los bosques.

5.- Estudios de la Corporación Nacional Forestal sobre los riesgos de los incendios forestales según territorio y especies arbustivas.

Luego, reparó que en la Comuna de Chanco gran parte de las construcciones de las comunidades rurales se encuentran a  cuatro o cinco metros de distancia de las plantaciones de las grandes empresas forestales que dominan el territorio de la Provincia de Cauquenes.

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal, con respecto a las consultas que formuló el Honorable Senador señor Matta, hizo presente que la efectividad de los planes de prevención está dada por la acción de los terceros, ya que la Corporación Nacional Forestal no cuenta con el presupuesto necesario para implementar por su cuenta estos planes. Sin perjuicio, informó que desde hace quince años entregan a todos los municipios de las comunas críticas un análisis de su zona interfaz, indicando para cada localidad cuáles son las áreas críticas, el nivel de criticidad de cada una de ellas, el número de jornadas que se requieren para despejar el área y los costos en tiempo y recursos. 

Refirió que hay casos en que han obtenido excelentes resultados, pero que hay otros en que los avances han sido escasos, por ello, desde el año pasado han hecho varios seminarios con los municipios para instalar las capacidades requeridas para la prevención y la gestión de los incendios forestales. A ello hay que sumarle los recursos que los Gobiernos Regionales han dispuesto para el combate de incendios y que en el caso particular de Valparaíso cuenta con un plan de limpieza de micro basurales, lo mismo para las Regiones VIII y IX y la Región Metropolitana. De esta manera, concluyó, la efectividad de los planes de la Corporación Nacional Forestal es diversa, porque depende de las contrapartes.

En cuanto a las empresas forestales, dio cuenta que es bastante alta la efectividad de sus planes de prevención, ya que han incrementado los recursos que destinan a la prevención y valoró que hoy están considerando a las comunidades aledañas. Reconoció que antes este tema no era preocupación y que actualmente está muy vigente. Destacó que las empresas no sólo consideran su entorno de afectación, puesto que llegan hasta uno o dos kilómetros más allá de su área de explotación. Además, informó, que han implementado planes complementarios de prevención.

Luego, trajo a colación la experiencia que han desarrollado en la localidad de Minas del Prado, ubicada en la VIII Región, que ha sufrido un sinnúmero de incendios por estar emplazada en medio de un bosque. Informó que están utilizando un software que les permite simular la ocurrencia de incendios en todo su entorno y el comportamiento de los mismos, teniendo en consideración las distintas situaciones vegetacionales, el viento y la exposición, entre otros criterios. Ello, les permitió armar un plan preventivo sólido que les gustaría aplicar en otras localidades y que será la base de trabajo para el futuro.

En cuanto a la existencia de estudios sobre las características de la vegetación, su distribución y su incidencia en la combustión de los bosques, informó que existen distintos niveles de inflamabilidad, pero en su opinión lo relevante es la ocurrencia. Resaltó que en los períodos de lluvias tardías, como este año, se facilita la ocurrencia de incendios por la existencia de los altos pastizales muy inflamables y que cualquier punto de fuego puede llevar a que ardan sin control. 

Refirió que en estos días en la zona central hubo alerta preventiva en que este material tuvo una humedad que no sobrepasó el 4%, lo que implica que este pasto puede arder con una mínima exposición al fuego, por eso insistió en la importancia del despeje de los terrenos y de la silvicultura preventiva.

En seguida, el Honorable Senador señor García pidió que se aclare el sentido y alcance de la obligación que se establece en el artículo 1° de este proyecto de ley, que establece el reemplazo de las especies pirogénicas y la prohibición de forestar con este tipo de especies, para determinar si se está ante una norma de aplicación genérica o restringida a un espacio no superior a mil metros.

El señor Director de la Corporación Nacional Forestal respondió que se trata de una norma de aplicación restringida y señaló que este proyecto de ley está en sintonía con la necesidad de aprobar una Ley de Incendios Forestales y valoró que incluya a otros actores en la protección de las áreas pobladas, porque se traduce en la obligación de contar con planes de prevención que articulen el conjunto de actores.

El Honorable Senador señor Harboe insistió que si bien el tema de los incendios forestales ha sido abordado por la Corporación Nacional Forestal, a su juicio su institucionalidad carece de las capacidades necesarias para enfrentar de manera preventiva este fenómeno.

Recordó que hace un año se planteó que producto del calentamiento global se generará un aumento de la temperatura en un grado Celsius, lo que incidirá en el incremento de los incendios forestales. En este escenario, consideró, se requiere de una acción más efectiva.

Con todo, estimó que este fenómeno debe abordarse a través de una política pública, que incluya una institucionalidad que dé cuenta de esta realidad cada vez más compleja, que disponga de expertos en la materia, con cuente con nuevos recursos, con la suficiente autonomía y con la  potestad para aprobar o rechazar los planes de manejo.

Consideró que el caso de Minas del Prado de la Comuna de Coihueco, Provincia del Ñuble, es uno de los ejemplos más escandalosos de los últimos años, ya que se trata de una villa que se encuentra rodeada de bosque, que cuenta con un sólo acceso y sin ningún carro de bomberos. Alertó a Sus Señorías que como este ejemplo deben existir muchos otros en el país, lo que en su opinión evidencia una falta de planificación urbana y de información de la autoridad.

En este contexto, sostuvo que este proyecto de ley, sin duda, es un primer avance, pero que obviamente es fundamental que el Gobierno presente una Ley de Incendios, que incorpore la nueva institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal, sus facultades y potestades públicas para la prevención y la aplicación de sanciones, entre otros temas.

En consecuencia, sugirió aprobar en general los proyectos signados bajos los Boletines N°s 9.810-01 y 10.030-01, e invitar para una próxima sesión al señor Ministro de Agricultura para que exponga sobre los incendios forestales y sobre el cronograma del Gobierno en esta materia.

- En votación, el presente proyecto de ley, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Harboe, Matta, Moreira y Quinteros.

A continuación, la unanimidad de los miembros de la Comisión, aprobó solicitar a la Sala del Senado autorización para refundir los proyectos signados bajos los Boletines N°s 9.810-01 y 10.030-01, para su discusión en particular, por cuanto coinciden sus ideas matrices, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuesto, la Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros aprobar, sólo en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO 1°.- Reemplácese o prohíbase, a contar de esta fecha, todas las especies vegetales pirogénicas o que por su composición, puedan inflamarse rápidamente por causa de los incendios forestales o del accionar directo del hombre, y que se encuentren en un espacio contiguo o dentro a los límites urbanos en al menos mil metros. 
ARTÍCULO 2°.- Sin perjuicio de lo anterior, serán consideradas especies pirógenas, para los efectos de esta ley, todas las especies de eucaliptus y pinos exóticos.
ARTÍCULO 3°.- Todo propietario de predios colindantes a centros urbanos, donde se emplacen bosques de carácter pirogénico, deberán contemplar, un plan de prevención y alarma de incendios forestales.

ARTÍCULO 4°.- Serán sancionadas, sin perjuicio de las acciones civiles y las penas de crimen o simple delito contemplado en otros cuerpos legales, las siguientes faltas:
1) El propietario que no efectué el reemplazo de las especies vegetales a que alude el artículo 1°, será sancionado por el juzgado de policía local respectivo, con multa de 20 unidades tributarias mensuales por cada hectárea y fracción superior de terreno no reemplazado.
2) El propietario de predios colindantes a centros urbanos, donde se emplacen bosques de carácter pirogénico a que alude el artículo 1° y 2° de esta ley, y que no contemple el plan de prevención de incendios forestales a que alude el artículo 3°, será sancionado por el Juzgado de Policía local competente, con multa equivalente a 10 unidades tributarias mensuales por cada hectárea y fracción superior de terreno boscoso que posea.
3) Sin perjuicio de lo anterior, si producto de un incendio, se produjesen actos constitutivos de delito o cuasidelito de incendio, o de aquellos contra la vida y salud de las personas o contra la propiedad, el incumplimiento de las normas a que alude esta ley, será constitutivo de agravante en materia penal.
ARTÍCULO 5°.- Incorpórese al decreto N° 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, del año 1931, Ley de Bosques, el siguiente artículo 21 bis, nuevo:
“ARTICULO 21 BIS.- Los propietarios de predios de aptitud forestal, que se encuentren en la zona contigua a los límites urbanos, serán responsables de implementar todas las medidas necesarias para prevenir el origen y propagación de incendios forestales.”.

ARTÍCULO ÚNICO TRANSITORIO.- La presente ley entrará en vigencia, dentro de los 90 días siguientes a su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), José García Ruminot, Manuel Antonio Matta Aragay, Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara.

Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2016.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario. 
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA FERIADO EL 31 DE ENERO DE CADA AÑO PARA LA COMUNA DE QUINTERO, EN CONMEMORACIÓN DEL CRISTO SUMERGIDO 
(10.529-06)

Exposición de motivos.

Desde el año 2004 se encuentra emplazada en la bahía de la comuna de Quintero, región de Valparaíso, la escultura denominada “Cristo Sumergido”, en lo que constituye un verdadero santuario marino.

La construcción de esta escultura, es el fruto de una idea impulsada por el buzo profesional Raúl Veas, oriundo de esa comuna, quien había tenido la oportunidad de conocer una escultura similar en la bahía del puerto de Gaeta, región del Lazio, en Italia, por lo cual consideró que podría instalarse una similar en las aguas de Quintero.

Fue así como después de motivar a la comunidad quinterana con esta idea, consiguió el apoyo municipal y religioso para concretar este proyecto, el que se materializó en la construcción una estatua de Cristo, hecha por el escultor Mario Calderón, en hormigón y acero, de una altura de cuatro metros cincuenta centímetros y de un peso aproximado de once toneladas, que quedó instalada a una profundidad de doce metros, sobre la denominada Roca de Prat, que se ubica frente a la pista aérea. 

La estatua se encuentra emplazada sobre una plataforma que simula la caparazón de una ostra, y consiste en una figura de Cristo, con sus brazos alzados hacia el cielo.

Desde ese año, se ha convertido en un santuario popular, que forma parte del patrimonio cultural de la comuna, y que los días treinta y uno de cada año es visitada asiduamente por sus habitantes, en especial, los pescadores, que peregrinan hasta dicho lugar, para pedir por el progreso de Quintero, y se efectúa una celebración eucarística, culminando con una fiesta popular nocturna.

Estas consideraciones ameritan a nuestro juicio, que el día 31 de cada año, se declare feriado para la comuna de Quintero, con motivo de la conmemoración del Cristo Sumergido.

En mérito a lo expuesto, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: “Declárase feriado el día 31 de enero de cada año, para la comuna de Quintero, con motivo de la conmemoración del Cristo Sumergido en su bahía.”
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y DE URRESTI CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN LA COMUNA DE QUINTERO EN HOMENAJE AL CRISTO SUMERGIDO 

(10.530-04)

Exposición de motivos.

Desde el año 2004 se encuentra emplazada en la bahía de la comuna de Quintero, región de Valparaíso, la escultura denominada “Cristo Sumergido”, en lo que constituye un verdadero santuario marino.

La construcción de esta escultura, nació de una iniciativa impulsada por el buzo profesional Raúl Veas, oriundo de esa comuna, quien había tenido la oportunidad de conocer una escultura similar en la bahía del puerto de Gaeta, región del Lazio, en Italia, por lo cual consideró que podría instalarse una similar en las aguas de Quintero.

Fue así como después de motivar a la comunidad de ese puerto con esta idea, consiguió el apoyo municipal y religioso para concretar este proyecto, el que se materializó en la construcción una estatua de Cristo, hecha por el escultor Mario Calderón, en hormigón y acero, de una altura de cuatro metros cincuenta centímetros y de un peso aproximado de once toneladas, que quedó instalada a una profundidad de doce metros, sobre la denominada Roca de Prat, que se ubica frente a la pista aérea. 

La estatua se encuentra emplazada sobre una plataforma que simula la caparazón de una ostra, y consiste en una figura de Cristo, con sus brazos alzados hacia el cielo.

Desde ese año, se ha convertido en un santuario popular, que forma parte del patrimonio cultural de la comuna, y que los días treinta y uno de cada año es visitada asiduamente por sus habitantes, en especial, los pescadores, como asimismo numerosos turistas, que peregrinan hasta dicho lugar, para pedir por el progreso de Quintero, y se efectúa en su honor una celebración eucarística, culminando con una fiesta popular nocturna.
Estas consideraciones ameritan a nuestro juicio, que, además de este verdadero santuario marino en que se ha transformado el lugar donde se encuentra el Cristo Sumergido, en la bahía de Quintero, la mejor forma de rendirle un homenaje para la memoria de sus habitantes y quienes visitan la comuna, en que se erija allí,  un monumento en su conmemoración.

En mérito a lo expuesto, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Autorizase erigir un monumento en la comuna de Quintero, en homenaje al Cristo Sumergido en su bahía.

Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que se crea en virtud de lo dispuesto en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.

Artículo 3°.- Créase un Fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que se señalan en el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, que estará constituida por un Senador y un Diputado, que representen en el Congreso Nacional a la comuna de Quintero, designados por sus respectivas Cámaras; el Alcalde de la Municipalidad de Quintero; un Concejal de la misma comuna, designado por el Concejo Municipal y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.
La Comisión elegirá un Presidente de entres sus miembros y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Llamar a concurso público de proyectos para la obra, fijar sus bases y resolverlos.

b) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.

c) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la Municipalidad de Quintero, para emplazarlo de preferencia en el sector céntrico de la ciudad; disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

d) Administrar el Fondo creado por el artículo 3° y abrir una cuenta corriente especial para su gestión.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.

Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en el plazo de cinco años, contado desde la publicación de la presente ley. Vencido dicho plazo sin que se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión determine.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y HORVATH CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 27 DEL REGLAMENTO DEL SENADO, PARA CREAR LA COMISIÓN DE CULTURA Y ARTES 

(S 1.856-09)

Exposición de motivos.

El artículo 27 del Reglamento del Senado contempla la nómina de Comisiones Permanentes existentes en la Corporación, para informar los proyectos de ley sometidos a su consideración, conforme lo establece el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

De acuerdo a lo establecido en el citado artículo 27, en la actualidad son veintiún comisiones a las que les corresponde informar los proyectos de ley, de acuerdo a las diversas materias que tales iniciativas abordan.

En el mismo artículo 27 ya aludido, se establece como la 6ª. de ellas, la Comisión Permanente la de Educación y Cultura, la que por ende debe informar los proyectos de ley que tratan dichas materias, en sus respectivos trámites constitucionales.

Es del caso señalar que los temas educacionales son los que constituyen la mayor carga de trabajo de la mencionada Comisión, dada la importancia que estos revisten, por lo cual los asuntos culturales quedan inevitablemente postergados.

En tal virtud, estimamos que debe conformarse una Comisión de Cultura y Artes, que desarrolle su trabajo legislativo, en forma independiente de la de Educación y Cultura actualmente existente, con el objeto  de tratar oportunamente dichas materias.

Para tal efecto, se hace necesario modificar el artículo 27 del texto reglamentario institucional, de modo de establecer esta separación de comisiones.

En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE MODIFICACION DE REGLAMENTO:

Artículo único: Modifíquese el artículo 27 del Reglamento del Senado, en la siguiente forma:

a) En su numeral 6ª., sustitúyase su texto por el siguiente: “De Educación”

b) Agréguese un numeral 22ª. nuevo con el siguiente texto: “De Cultura y Artes”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE, MUÑOZ, LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER, Y SEÑORES ALLAMAND, COLOMA, DE URRESTI, GARCÍA, GUILLIER, HORVATH, MONTES, MOREIRA, ORPIS, OSSANDÓN, PIZARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTEROS, TUMA Y PATRICIO WALKER, POR EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, CONSIDERE LA INCORPORACIÓN DEL TRATAMIENTO DE LOS TRASTORNOS ALIMENTICIOS EN EL PLAN DE GARANTÍAS EXPLÍCITAS (GES) Y QUE EL MINISTERIO DE SALUD REALICE UN ESTUDIO DE LAS PERSONAS QUE LOS PADECEN 

(S 1.855-12)

Considerando:

1. Los trastornos alimenticios se han transformado en unas de las principales enfermedades que aquejan a la población juvenil en Chile. Según cifras del Colegio Médico correspondientes al año 2011, 500.000 jóvenes entre 14 y 30 años de edad sufrían anorexia o/y bulimia, con un 20% de mortandad. Se trata de una enfermedad que absorbe y consume al grupo familiar por completo, por lo que se estima que serían entonces al menos 2.000.000 de personas afectadas en nuestro país.

2. No existen estudios estadísticos oficiales del Ministerio de Salud sobre este tipo de trastornos, ya que la última cifra entregada por la entidad data del año 2007. Aquí se indicaba que desde el año 2005 al 2007 los trastornos alimenticios habían aumentado en un 97% y en un 115% en el rango etario de 10 a 19 años.

3. Estas enfermedades requieren ser tratadas a tiempo, de lo contrario, se vuelven crónicas. Según la OMS, del total de pacientes que recibe tratamiento oportuno para combatir la anorexia, después de cinco años, el 12% se vuelve crónica, aumentando hasta el 15% en diez años. Es imprescindible la detección y tratamiento oportuno, antes que la persona experimente grandes bajas de peso, pues los estudios señalan que un 60% mejora si es tratada en los inicios de su trastorno.

4. El tratamiento de estas enfermedades (sólo por el paciente afectado y estando estable) asciende a $1.000.000 (un millón) de pesos mensuales, sin considerar medicamentos ni exámenes, teniendo en cuenta que esta cifra aumenta al afectar al núcleo familiar. Cada uno de los integrantes de la familia tiene que realizar terapias individuales, además de familiares. Así mismo, cuando la persona afectada cae en crisis, una internación puede llegar a costar $15.000.000 pesos, generando un desastre económico en el núcleo familiar.

5. Las personas que padecen esta enfermedad son discriminadas laboralmente, repercutiéndoles aún más la escaza posibilidad de acceder a un tratamiento por los altos costos que esto significa. 

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda: 

A) Solicitar a S.E. la Presidenta de la Republica, por intermedio de Vuestra Excelencia, que se incluya el tratamiento de estos trastornos alimenticios en el Plan de Garantías Explícitas (GES).

B) Solicitar a la Sra. Ministra de Salud, que el ministerio a su cargo, realice un estudio estadístico que permita tener una real dimensión de los trastornos alimenticios en Chile, con cifras actualizadas de las personas que padecen estas enfermedades y de los núcleos familiares que se ven afectados de forma indirecta.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora .- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
� LEY NÚM. 20.632 SOBRE ASOCIACIÓN DE PESCADORES ARTESANALES, INSCRIPCIÓN DE RECURSOS MARINOS Y EXTENSIÓN DE ÁREA DE OPERACIÓN ARTESANAL.


� Ley N°20.632: Artículo transitorio.- Durante los tres primeros años de vigencia de esta ley, para establecer el acuerdo a que se refiere el artículo 5º, podrán participar todos los pescadores artesanales inscritos en el recurso Reineta en el Registro Artesanal en la X Región de Los Lagos.".


� La potera para la captura de la Jibia, es un grupo de anzuelos que están unidos entre sí, de cuatro en adelante en el caso de la pesca de peces, o pueden ser un número considerable de anzuelos, sin puntas de flechas para la captura de Jibia. Este sistema aprovecha la curiosidad de los cefalópodos por los estímulos visuales que se generan. No se utiliza cebo o carnada. Fuente: Informe BCN: Las artes y los métodos de pesca. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1r8xe" �http://bcn.cl/1r8xe� (junio 2015) y Clasificación de las artes de pesca. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1r8xg" �http://bcn.cl/1r8xg� (junio 2015).





� Artículo décimo noveno.- La regulación de la reserva de la primera milla contenida en el artículo 47 bis, incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, entrará en vigor un año después de la entrada en vigencia de la presente ley.


Por el plazo de cinco años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, en el caso de la VIII Región, la primera milla contemplada en el citado artículo 47 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura quedará abierta a la operación de las naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con el acuerdo del Comité de Manejo, se cerrará en todas aquellas áreas en que se afecte la operación de la flota de inferior eslora. En todo caso, en la primera milla marina medida desde la línea de base normal de las áreas de Bahía de Coliumo, desde “Piedra La Peluda” hasta “Punta Chapehue”; Bahía de Concepción, desde Punta “El Arco” hasta Punta “Tumbes”; Bahía de San Vicente, desde Punta “Piedra Blanca” hasta Punta “Longaví Chico”, y en el Golfo de Arauco, desde el Faro Puchoco hasta Río Tubul, la primera milla costera medida en línea de base normal, quedará cerrada a la actividad pesquera artesanal de embarcaciones de eslora igual o superior a 12 metros y, asimismo, en ningún caso se autorizará la operación de actividades pesqueras que afecten el fondo marino.


Asimismo, en el mencionado plazo, en la pesquería de sardina común y anchoveta, las embarcaciones de una eslora inferior a doce metros, y las embarcaciones de una eslora igual o superior a doce metros e igual o inferior a quince metros sin tecnificación, operarán por un lapso de diez días al inicio del período de pesca en forma exclusiva.
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